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SEGUNDA  EDICIÓN  AUMENTADA 


HABANA. 

IMPRENTA    Y    PAPELERÍA    DE    RAMBLA    Y    BOUZA 

CALLE  DEL  OBISPO  NÚMEROS  33  Y  35 

1905 


REPÚBLICA    DE    CUBA 


SECRETARIA     DE     GOBERNACIÓN 


Habana,  8  de  Abril  de  1903. 

Sr.  Rogelio  Benitez  y  Cárdenas. 

Habana. 
Ancha  del  Norte  122. — Habana. 

Por  la   Presidencia   de  la   República   se   ha  dictado  el 
acuerdo  siguiente: 

"Palacio-Presidencial.— ^Habana,  31  de  Marzo 
de  1903. — Vista  la  solicitud  del  Sr.-  Rogelio  Benitez 
y  Cárdenas  para  que  se  le  autorice  para  publicar 
una  obra  titulada  Reformas  en  nuestra  Legislación, 
en  la  cual  insertará  las  disposiciones  de  carácter 
general  promulgadas  en  esta  Isla  con  posterioridad 
al  31  de  Diciembre  de  1898;  de  conformidad  con 
las  disposiciones  vigentes  sobre  la  materia;  de 
acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo  de  Secretarios; 
y  á  propuesta  del  Secretario  de  Gobernación. — 
El  Presidente  de  la  República. — Acuerda:  Conce- 
der  la  autorización  que  se  solicita. — Comuniqúese 
y  pubíiquese.— T.  ESTRADA  PALMA.— El  Se- 
cretario de  Gobernación,  Eduardo  Yero." 

Lo  que  de  orden  del  Sr.  Secretario,  y  en  cum- 
plimiento de  lo  dispuesto,  tengo  el  honor  de  trans- 
cribir  á  Vd.  para  su  conocimiento  y  fines  que  le 
convengan. 

De  Vd.  atentamente, 

BALBINO  GONZÁLEZ. 

Jefe  del  Despacho 


Señores 

José  A.  González  Lanuza, 

Evelio  Rodríguez  Lendián, 

y  Ramón  Ebra  y  Escoto. 


Queridos  amigos  y  compañeros: 

Os  ofrezco  este  pobre  trabajo  mió 
como  débil  testimonio  del  afecto  que  me  inspiráis,  y 
también  como  prueba  de  la  consideración  que  me 
merecéis  por  vuestros  talentos,  vuestros  caracteres,  y 
por  la  honradez  que  habéis  demostrado  en  todas 
ocasiones.     (*) 

Habana,  Mayo  21  de  1905. 

Rogelio  ^Benífez  y  Cárdenas. 


(*)  Impresa  ya  la  anterior  dedicatoria  me  favorece  mi  que- 
Tido  amigo  y  maestro  el  Sr.  José  A.  González  Lanuza  con  el  juicio 
que  él  hace  de  esta  obra,  el  cual  había  solicitado,  y  aunque  bonda- 
dosamente prometido  juzgué  difícil  de  obtener  dado  el  número  de 
ocupaciones  que  embargan  todos  los  momentos  de  mi  buen  amigo, 

To  agradezco  en  el  alma  á  González  Lanuza  el  inmerecido  jui- 
cio que  de  mis  pobres  esfuerzos  hace,  y  al  insertarlo  íntegro  á  con- 
tinuación bien  sabe  él  que  no  me  guía  ningún  impulso  de  necia  va- 
nidad, y  sí  solamente  mi  deseo  de  honrar  mi  obra  con  la  publica- 
ción de  tan  digna  y  valiosa  opinión. 

Si»   B«    C« 


i 


Habana,  Mayo  22  de  1905. 


Sr.  Bogelio  Benítez. 


Mi  querido  amigo :  Me  pide  Vd.  mi  parecer  acerca  de 
su  nuevo  empeño  de  publicar  una  edición  segunda  de  la 
obra  "Reformas  en  nuestra  legislación,"  que  hizo  Vd.  ver 
la  luz  pública  hace  poco  tiempo.  Antes  que  mi  dicho  pa- 
recer, envío  a  Vd.  mi  felicitación,  porque  es  muy  raro  en- 
tre nosotros*  el  hecho  de  que  un  libro  publicado  á  la  mi- 
tad de  1903,  necesite  de  una  edición  nueva  á  mediados  de 
.1905  y  que  esta  necesidad  se  haga  sentir  desde  mucho  an- 
tes. Ese  hecho  hace  que  mi  opinión  esté  de  más,  por  com- 
pleto :  él  es,  de  por  sí,  harto  elocuente ;  él  lleva  en  sí  mis- 
mo, la  justificación  cabal  de  que  hizo  Vd.  obra  útil.  Y  aquí 
donde  tanta  cosa  inútil  se  imprime  y  tienen  obras  tales 
que  ir  á  buscar  al  comprador,  meterse  en  su  casa  como 
huésped  petulante  y  que  por  sí  se  impone,  hacerse  acep- 
tar de  puro  compromiso,  por  la  sola  idea  de  que  la  econo- 
mía de  unas  cuantas  pesetas  no  vale  la  adquisición  de  un 
rencor,  es  ciertamente  muy  satisfactorio  el  ver  cómo  el 
producto  del  propio  esfuerzo  se  abre  camino  sin  petulan- 
cia ni  impertinencia,  sólo  por  el  general  reconocimiento 
de  su  utilidad. 

Todos  aquéllos  á  quienes  el  libro  está  destinado  sa- 
tén ya  por  experiencia  que  lleva  consigo  una  pérdida  de 
tiempo  lamentable  y  un  desgaste  no  despreciable  de  fuer- 
za nerviosa,  el  empeño  de  buscar  una  disposición  cual- 
quiera en  la  absurda,  enredada,  confusa,  desordenadísima 
Colección  de  Ordenes  Militares,  Leyes,  Sentencias,  Decre- 
tos, etc.,  que  poseemos.  Si  siquiera  esta  Colección  tuviera 
índices  aceptables  y  publicara  un  resumen  de  ellos  cada 
cierto  número  de  años,  menos  mal ;  pero  no  siendo  así,  co- 
mo no  es,  buscar  el  precepto  legal  aplicable  al  caso  que 
uno  tiene  entre  manos,  supone  un  esfuerzo  que  no  puede 
comprender  el  que  una  vez,  al  menos,  no  se  haya  empeña- 
do en  el  mismo.  Su,  libro  de  Vd.,  cuando  apareció  por  vez 
primera,  produjo  en  aquéllos  que  por  necesidad  tenemos 
que  manejarlo  una  impresión  de  inmenso  alivio,  incues- 


tionablemente  muy  grata,  franca  é  inequívocamente  de- 
mostrativa de  las  ventajas  prácticas  de  la  obra,  que,  de 
por  sí,  hacía  ella  sola  la  mejor  recomendación  de  sí  misma. 

Ahora,  mejorada,  ampliada,  provista  de  un  nuevo  ín- 
dice alfabético,  tendrá  mayor  utilidad,  facilitará  aun 
la  engorrosa  parte,  qu  pudiéramos  decir  "mecánica,"  de 
nuestra  profesión,  obreviará  más  todavía  el  tiempo  que, 
tengamos  que  emplear  en  la  busca  de  textos  legales;  por 
todo  lo  cual,  bien  pudiera  Vd.  poner  á  su  frente  aquel  le- 
ma que  ostenta  no  recuerdo  qué  clase  de  máquina  de  es- 
cribir: "Abreviar  el  tiempo  es  alargar  la  vida!"  Y  vea  có- 
:mo,  hasta  puede  Vd.  decirse  satisfecho  que,  al  menos  in- 
directamente, contribuye  Vd.  á  nuestra  longevidad ! 

Pero  déjeme  ahora  hacer  punto  final.  Que  su  libro  es 
cabalmente  provechoso,  resulta  axiomático ;  y  no  hay  que 
•empeñarse  en  demostrar  axiomas:  es  tarea  absurda.  Bro- 
mas y  paradojas  aparte,  por  el  éxito  franco  que  para  Vd. 
•supone  esta  próxima  segunda  edición,  yo  le'  felicito  con 
la  mayor  sinceridad ;  y  por  la  utilidad  que  ha  de  prestar- 
nos á  todos  los  empeñados  en  las  lides  del  foro,  como  á  es- 
tudiantes y  profesores  de  Derecho,  á  éstos  también  les  doy 
la  enhorabuena  y  me  incluyo  á  mí  mismo  en  la  felicita- 
ción. 

De  Vd.  áfmo  amigo  y  compañero, 

J.  A.  GONZÁLEZ  LANUZA. 


^  <■ 
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ALLECTOR 


Hace  un  año  cuando  con  el  título  de  "Reformas  en 
nuesjtra  legislación,"  publiqué  la  compilación  de  las  prin- 
cipales órdenes  promulgadas  en  Cuba  por  el  Gobierno  In- 
terventor, á  pesar  de  suponer  que  esa  obra  habría  de  pres- 
tar bastante  utilidad  á  mis  compañeros  de  profesión  y  es- 
tudiantes de  derecho  temí  que  por  lo  menos,  durante  mu- 
chos meses,  habían  de  estar  expuestos  á  la  venta  aquellos 
ejemplares  que  formaron  la  primera  edición;  temor  muy 
natural  si  se  tiene  en  cuenta  que  yo  no  olvidaba  entonces 
el  resultado  desastroso  que  en  sus  intereses  sufrieron  los 
que  me  precedieron  con  la  publicación  de  trabajos  de 
igual  ó  parecida  índole. 

Afortunadamente  para  mí  esta  colección  desde  el  pri- 
mer día  que  vio  la  luz  mereció  tan  buena  acogida  por  par- 
te de  los  Magistrados,  Jueces,  Abogados  y  Estudiantes  de 
esta-Isla  que  á  los  pocos  meses  ya  no  quedaba  ejemplar 
alguno  a  la  venta,  continuando  no  obstante  ésto  las  soli- 
citudes de  los  mismos,  demostrándose  de  esa  manera  la 
necesidad  de  dicha  colección  para  cuantos  se  dedican  al 
estudio  del  derecho. 

El  deseo  de  corresponder  al  favor  que  se  ha  dispen- 
sado a  mi  compilación  de  órdenes,  y  especialmente  el  de 
complacer  á  las  muchas  personas  que  hoy  la  solicitan ;  mi 
decidido  empeño  de  aumentar  esa  colección  con  algunas 
más  órdenes  que  si  no  fueran  incluidas  en  la  otra  edición 
fué  sólo  á  causa  del  aumento  que  el  crecido  costo  total  de 
la  impresión  importaba  la  inclusión  de  las  mismas;  mi 
afán  de  salvar  algunos  pequeños  errores  de  imprenta  que 
escaparon  al  corrector  de  pruebas  en  aquella  ocasión  da- 
da la  prisa  con  que,  muy  á  mi  pesar,  me  vi  obligado  en- 
tonces á  proceder,  son  las  principales  razones  que  me  ha- 
cen publicar  la  presente  segunda  edición. 

Las  mismas  causas  que  motivaron  la  publicidad  de  las 
"Reformas  en  nuestra  legislación,"  existen  todavía.  Hoy, 
como  ayer,  se  dificulta  en  extremo  estudiar  una  de  las  ór- 
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denes  que  tan  radicalmente,  á  veces,  modificaron  nues- 
tras leyes  sustantivas  y  adjetivas. 

La  Colección  legislativa  de  Cuba  del  tiempo  de  la  In- 
tervención, si  no  se  encuentra  agotada  del  todo,  puedo 
afirmar,  sin  temor  de  equivocarme,  que  actualmente  se 
hace  muy  difícil  y  costoso  su  adquisición,  y,  que  quien  lo- 
grase' adquirirla  con  su  uso  diario,  dada  la  forma  que  se 
le  dio  al  buscar  una  orden  de  las  allí  reunidas,  sin  con- 
cierto alguno,  someterá  su  paciencia  á  tremenda  prueba. 

Acudir  á  la  Gaceta  de  la  Habana  para  evitarse  tales 
inconvenientes,  resulta  siempre  molesto  y  además  muy 
pocos  poseen  completa  la  edición  de  ese  periódico  y,  por 
lo  tanto,  se  verán  precisados  á  perder  un  tiempo  precioso 
visitando  nuestras  bibliotecas  para  estudiar, ó  copiar  allí 
de  la  Gaceta,  la  orden  cuyo  examen  se  requiera. 

Todos  esos  inconvenientes  se  evitan  con  la  adquisi- 
ción de  esta  obra. 

Llamo  la  atención  del  lector  acerca  de  las  modifica- 
ciones que  he  hecho  á  la  anterior  edición.  En  la  presente 
incluyo  órdenes  como  la  Ley  de  Ferrocarriles,  Juzgados 
Correccionales,  Ley  del  Registro  del  Estado  Civil,  del  Nota- 
riado, Propiedad  Intelectual,  de  Asociación,  Ley,  Reglamento 
é  Instrucción  sobre  Expropiación  (vigentes  en  Cuba  y  ago- 
tadas sus  ediciones),  etc.,etc,  y- muchas  notas  y  Circula- 
res de  importancia  suma,  todo  lo  cual  hará  que  aumente 
notablemente  este  volumen  sin  que  por  ello  aumente  en 
precio ;  debido  esto  á  los  adelantos  últimos  que  han  tenido 
las  imprentas  en  Cuba,  que  facilitando  el  trabajo  de  im- 
presión, me  permiten  ofrecer  esa  bonificación  al  público. 

Igualmente  ruego  al  lector  fije  su  atención  en  el 
índice  Alfabético  que  aparece  en  la  página  final  de  esta 
obra,  cuyo  índice  espero  facilitará  grandemente  1$  busca 
de  la  materia  que  vaya  á  consultar. 

El  ser  la  casa  de  los  Sres.  Rambla  y  Bouza  la  encar- 
gada de  editar  esta  obra  brinda  á  todos  sobrada  garantía 
de  la  bondad  de  su  impresión. 

Réstame,  para  concluir,  repetir  aquí  el  testimonio  de 
agradecimiento  hacia  ttos  que  adquirieron  los  ejemplares 
de  mi  modesto  trabajo.  Debido  á  ellos  puedo  ahora  ofre- 
cerle esta  segunda  edición  aumentada,  y  espero  que  cual 
aquélla,  habrá  de  prestar  igual  utilidad  á  mis  compañeros 
y  estudiantes  de  derecho. 

Loo.  Rogelio  Benítez  y  Cárdenas. 
Habana,  Mayo  15  de  1905. 


TRATADO  D€  PAZ 

Entre  España  y  los  Estados  Unidos  de  América  firmado 
■  en  París  el  10  de  Diciembre  de  1896 


Su  Majestad  la  Reina  Regente  de  España,  en  nombre 
de  Su  Augusto  Hijo  D.  Alfonso  XIII,  y  los  Estados  Unidos 
de  América,  deseando  poner  término  al  estado  de  guerra 
hoy  existente  entre  ambas  Naciones,  han  nombrado  con 
este  objeto  por  sus  Plenipotenciarios,  á  saber: 

Su  Majestad  la  Reina  Regente  de  España  á : 

Don  Eugenio  Montero  Ríos,  Presidente  del  Senado; 

Don  Buenaventura  de  Albarzuza,  Senador  del  Reino, 
Ministro  que  ha  sido  de  la  Corona ; 

Don  José  de  la  Garñiea,  Diputado  á  Cortes,  Magis- 
trado del  Tribunal  Supremo ; 

Don  Wenceslao  Ramírez  de  Villa-Urrutia,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en  Bruselas; 

Don  Rafael  Cerero,  General  de  División, 

Y  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de  América  á : 

William  R.  Day,  Cusham  K.  Davis,  William  P.  Frye, 
George  Gray,  y  Whitelaw  Reid,  ciudadanos  de  los  Esta- 
dos ^Unidos; 

Los  cuales,  reunidos  en  París,  después  de  haberse  co- 
municado sus  plenos  poderes,  que  fueron  hallados  en  bue- 
na y  debida  forma,  y  previa  la  discusión  de  las  materias 
pendientes,  han  eonvenido  en  los  siguientes  artículos: 

ARTICULO  I 

España  renuncia  todo  derecho  de  soberanía  y  propie- 
dad sobre  Cuba. 

En  atención  a  que  dicha  isla,  cuando  sea  evacuada 
por  España,  va  a  ser  ocupada  por  los  Estados  Unidos, 
mientras  dure  su  ocupación,  tomarán  sobre  sí  y  cumplí- 
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rán  las  obligaciones  que  por  el  hecho  de  ocuparla,  les  im- 
pone el  derecho  internacional  para  la  protección  de  vidas 
7  haciendas. 

ARTICULO  II 

España  cede  á  los  Estados  Unidos  la  isla  de  Puerto 
Rico  7  las  demás  que  están  ahora  bajo  su  soberanía  en  las 
Indias  Occidentales,  7  la  isla  de  Guam  en  el  archipiélago 
de  las  Marianas  ó  Ladrones. 

ARTICULO  m 

España  cede  á  los  Estados  Unidos  el  archipiélago  co- 
nocido por  las  Islas  Filipinas,  que  comprende  las  islas  si- 
tuadas dentro  de  las  líneas  siguientes: 

Una  línea  que  corre  de  Oeste  á  Este,  cerca  del  20  gra- 
dos paralelo  de  latitud  Norte  á  través  de  la  mitad  del  ca- 
nal navegable  de  Bachi,  desde  el  118  grados  al  127.  grados 
de  longitud  Este  de  Greenwich;  de  aquí,  á  lo  largo  del 
ciento  veintisiete  (127°)  grado  meridiano  de  longitud  Es- 
te de  Greenwich,  al  paralelo  cuatro  grados  cuarenta  7 
cinco  minutos  (4o  45')  de  la  latitud  Norte;  de  aquí,  si- 
guiendo el  paralelo  de  cuatro  grados  cuarenta  7  cinco  mi- 
nutos de  latitutd  Norte  (°  45')  hasta  su  intersección  con 
el  meridiano  de  longitud  ciento  diez  7  nueve  grados  7 
treinta  7  •cinco  minutos  (119°  25')  Este  de  Greenwich,  al 
paralelo  de  latitud  siete  grados  cuarenta  minutos  (7o,  40') 
Norte ;  de  aquí,  siguiendo  el  paralelo  de'  latitud  siete  gra- 
dos cuarenta  minutos  (7o  40')  Norte,  á  su  intersección 
con  el  ciento  diez  7  seis  (116°)  grado  meridiano  de  longi- 
tud Este  de  Greenwich ;  de  aquí  por  una  línea  recta,  á  la 
intersección  del  décimo  grado  paralelo  de  latitud  Norte, 
con  el  ciento  diez  7  ocho  (118°)  grado  meridiano  de  lon- 
gitud Este  de  Greenwich,  7  de  aquí,  siguiendo  el  ciento 
diez  7  ocho  grados  (118-°)  meridiano  de  longitud  Este  de 
Greenwich,  al  punto  en  que  comienza  esta  demarcación. 

Los  Estados  Unidos  pagarán  á  España  la  suma  de 
veinte  millones  de  dollars  ($20.000,000)  dentro  de  los  tres 
meses  después  del  cange  de  ratificaciones  del  presente 
Tratado. 

ARTICUO  IV 

Los  Estados  Unidos  durante  el  término  de  diez  años, 
á  contar  desde  el  canje  de  la  ratificación  del  presente  Tra- 
tado, admitirán  en  los  puertos  de  las  Islas  Filipinas  los 
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buques  y  las  mercancías  españoles,  bajo  las  mismas  con- 
diciones que  los  buques  y  las  mercancías  de  los  Estados 
Unidos. 

ARTÍCULO  V 

Los  Estados  Unidos,  al  ser  firmado  el  presente  Tra- 
tado, transportarán  á  España,  á  su  costa,  los  soldados  es-v 
pañoles  que  hicieron  prisioneros   de   guerra    las   fuerzas 
americanas  al  ser  capturada  Manila.   Las  armas  de  estos 
soldados  les  serán  devueltas. 

España,  al  cambiarse  las  ratificaciones  del  presente 
Tratado,  procederá  á  evacuar  las  Islas  Filipinas,  así  co- 
mo las  de  Guam,  en  condiciones  semejantes  á  las  acorda- 
das por  las  Comisiones  nombradas  para  concertar  la  eva- 
cuación de  Puerto  Rico  y  otras  islas  en  las  Antillas  Occi- 
dentales, según  el  Protocolo  de  12  de  Agosto  de  1898,  que 
continuará  en  vigor  hasta  que  sean  cumplidas  en  sus  dis- 
posiciones completamente. 

El  término  dentro  del  cual  será  completada  la  eva- 
cuación de  ias  Islas  Filipinas  y  la  de  Guam,  será  fijado 
por  ambos  Gobiernos.  Serán  propiedad  de  España  bande- 
ras y  estandartes,  buques  de  guerra  no  apresados,  armas 
portátiles,  cañones  de  todos  calibres  con  sus  montajes  y 
accesorios,  pólvoras,  municiones,  ganado,  material  y  efec- 
tos de  toda  clase,  pertenecientes  á  los  ejercicios  de  mar  y 
tierra,  de  España,  en  las  Filipinas  y  Guam.  Las  piezas  de 
grueso  calibre,  que  no  sean  artillería  de  campaña,  coloca- 
das en  las  fortificaciones  y  en  las  costas,  quedarán  en  sus 
emplazamientos  por  el  plazo  de  seis  meses  á  partir  del 
canje  de  ratificaciones  del  Tratado ;  y  los  Estados  Unidos 
podrán,  durante  ese  tiempo,  comprar  á  España  dicho  ma- 
terial, si  ambos  Gobiernos  llegan  á  un  acuerdo  satisfacto- 
rio sobre  el  particular. 

ARTICULO  VI 

España,  al  ser  firmado  el  presente  Tratado,  pondrá  en 
libertad  á  todos  los  prisioneros  de  guerra  y  á  todos  los  de- 
tenidos ó  presos  por  delitos  políticos,  á  consecuencia  de 
insurrecciones  en  Cuba  y  Filipinas,  y  de  la  guerra  con  los 
Estados  Unidos. 

Recíprocramente  los  Estados  Unidos  pondrán  en  li- 
bertad á  todos  los  prisioneros  de  guerra  hechos  por  las 
fuerzas  americanas,  y  gestionarán  la  libertad  de  todos  los 
prisioneros  españoles  en  poder  de  los  insurrectos  de  Cuba 
y  Fipinas. 

El  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  transportará,  por 
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su  cuenta,  á  España,  y  'el  Gobierno  de*  España  transporta- 
rá por  su  cuenta,  á  los  Estados  Unidos,  Cuba,  Puerto  Rico 
y  Filipinas,  con  arreglo  á  la  situación  de  sus  respectivos 
hogares,  los  prisioneros  que  pongan,  ó  que  hagan  poner 
en  libertad  respectivamente,  en  virtud  de  este  artículo.  *. 

ARTICULO  Vn 

España  y  los  Estados  Unidas  de  América  renuncian 
mutuamente,  por  el  presente  Tratado,  á  toda  reclamación 
de  indemnización  nacional  ó  privada  de  cualquier  género 
de  un  Gobierno  contra  el  otro,  ó  de  sus  subditos  ó  ciuda- 
danos contra  el  otro  Gobierno,  que  pueda  haber  surgido 
desde  el  comienzo  de  la  última  insurrección  en  Cuba  y  sea 
anterior  al  canje  de  ratificaciones  del  presente  Tratado, 
así  como  á  toda  indemnización  en  concepto  de  gastos  oca- 
sionados por  la  guerra. 

Los  Estados  Unidos  juzgarán  y  resolverán  las  recla- 
maciones de  sus  ciudadanos  contra  España,  á  que  renun- 
cia en  este  artículo. 

ARTICULO  VIH 

En  cumplimiento  de  lo  convenido  en  los  artículos  I, 
II  y  III  de  este  Tratado,  España  renuncia  en  Cuba  y  cede 
en  Puerto  Rico  y  en  las  otras  islas  de  las  Indias  Occiden- 
tales, en  la  isla  de  Guam  y  en  el  Archipiélago  de  las  Fili- 
pinas, todos  los  edificios,  muelles,  cuarteles,  fortalezas,  es- 
tablecimientos, vías  públicas  y  demás  inmuebles  que  con 
arreglo  á  derecho  son  del  dominio  público  y  como  tal  co- 
rresponden á  la  Corona  de  España. 

Queda,  por  lo  tanto,  declarado  que  esa  renuncia  ó  ce- 
sión, según  el  caso,  á  que  se  refiere  el  párrafo  anterior,  en 
nada  puede  mermar  la  propiedad,  ó  los  derechos  que  co- 
rrespondan con  arreglo  á  las  leyes,,  al  poseedor  pacífico, 
de  los  bienes  de  todas  clases  de  las  provincias,  municipios, 
establecimientos  públicos  ó  privados,  corporaciones  civi- 
les  ó  eclesiásticas,  ó  de  cualesquiera  otras  colectividades 
que  tienen  personalidad  jurídica  para  adquirir  y  poseer 
bienes  en  los  mencionados  territorios  renunciados  ó  cedi- 
dos, y  los  d§  los  individuos  particulares,  cualquiera  que 
sea  su  nacionalidad. 

Dicha  renuncia  ó  cesión,  según  el  caso,  incluye  todos 
los  documentos  que  se  refieren  exclusivamente  á  dicha  so- 
beranía renunciada  ó  cedida,  que  existan  en  los  archivos 
de  la  Península. 

Cuando  estos  documentos  existentes  en  dichos  archi- 
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vos,  sólo  en  parte  correspondan  á  dicha  soberanía,  se  fa- 
cilitará copia  de  dicha  parte,  siempre  que  sean  solicitadas. 

Reglas  análogas  habrán  recíprocamente  de  observar- 
se en  favor  de  España  respecto  de  los  documentos  exis- 
tentes en  los  Archivos  de  las  islas  antes  mencionadas. 

En  las  antecitadas  renuncia  ó  cesión,  según  el  casb, 
se  hallan  comprendidos  aquellos  derechos  de  la  Corona 
de  España  y  de  sus  autoridades  sobre  los  archivos  y  re- 
gistros oficiales,  así  administrativos  como  judiciales  de  di- 
chas islas,  que  se  refieran  á  ellas  y  á  los  derechos  y  pro- 
piedades de  sus  habitantes.  Dichos  archivos  y  registros 
deberán  ser  cuidadosamente  conservados,  y  los  particula- 
res, sin  excepción,  tendrán  derecho  á  sacar,  con  arreglo  á 
las  leyes,  las  copias  autorizadas  de  los  contratos,  testa- 
mentos y  demás  documentos  que  formen  parte  de  los  pro- 
tocolos notariales  ó  que  se  custodien  en  los  archivos  admi- 
nistrativos ó  judiciales,  bien  éstos  se  hallen  en  España,  ó 
bien  en  las  islas  de  que  se  hace  mención  anteriormente. 

ARTICULO  IX 

Los  subditos  españoles  naturales  de  la  Península,  re- 
sidentes en  el  territorio  cuya  soberanía  España  renuncia 
ó  cede  por  el  presente  Tratado,  podrán  permanecer  en  di- 
cho territorio  ó  marcharse  de  él,  conservando  en  uno  ú 
otro  caso,  todos  .sus  derechos  de  propiedad,  con  inclusión 
del  derecho  de  vender  ó  disponer  de  tal  propiedad  ó  de 
sus  productos,  y  además  tendrán  el  derecho  de  ejercer  su 
industria,  comercio  ó  profesión,  sujetándose,  á  este  res- 
pecto, á  las  ley-es  que  se'an  aplicables  á  los  demás  extran- 
jeros. En  el  caso  de  que  permanezcan  en  el  territorio,  po- 
drán conservar  su  nacionalidad  española,  haciendo  ante 
una  oficina  de  registro,  dentro  de  un  año  después  del  cam- 
bio de  ratificaciones  de  este  Tratado,  una  declaración  de 
su  propósito  de  conservar  dicha  nacionalidad:  á  falta  de 
esta  declaración,  se  considerará  que  han  renunciado  dicha 
nacionalidad  y  adoptado  la  del  territorio,  en  el  cual  pue- 
den residir. 

Los  derechos  civiles  y  la.  condición  política  de  los  ha- 
bitantes de  los  territorios  aquí  cedidos  á  los  Estados  Uni- 
dos, se  determinarán  por  el  Congreso. 

ARTICULO  X 

Los  habitantes  de  los  territorios  cuya  soberanía  Es- 
paña renuncia  ó  cede,  tendrán  asegurado  el  libre  ejercicio 
de  su  religión. 
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ARTICULO  XI  (*) 

Los  españoles  residentes  en  los  territorios,  cuya  sobe- 
ranía cede  ó  renuncia  España  por  este  Tratado,  estarán 
sometidos  en  lo  civil  y  en  lo  criminal  á  los  tribunales  del 
país  en  que  residan,  con  arreglo  á  las  leyes  comunes  que 
regulen  su  competencia,  pudiendo  comparecer,  ante  aqué- 
llos, en  la  misma  forma  y  empleando  los  mismos  -procedi- 
mientos que  deban  observar  los  ciudadanos  del  país  á  que 
pertenezca  el  tribunal. 


(*)  SECRETARIA  DE  ESTADO  Y  JUSTICIA.— Departamen- 
to de  Estado. — Con  fecha  10  del  corriente  mes  se  ha  comunicado  á 
los  señores  Presidente  y  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  lo  siguiente: 

" Señor: — El  Encargado  de  Negocios  ad-interim  de  España  ha 
presentado  á  este  Gobierno,  en  seis  del  corriente  mes,  una  reclama- 
ción para  que  se  recabe  de  las  Autoridades  y  Centros  correspon- 
dientes la  observancia  del  artículo  XI  del  Tratado  de  Paris  entre 
los  Estados  Unidos  y  aquella  Nación,  firmado  en  París  el  diez  de 
Diciembre  de  1898,  por  haber  exigido  un  Juzgado  de  Instrucción 
de  esta  Capital  fianza  de  arraigo,  como  extranjero,  á  un  subdito  es- 
pañol que  pretendió  ejercitar  sus  derechos  como  querellante  y  ha- 
berse presentado  caso  idéntico  en  otras  ocasiones. — Los  términos  en 
que  aparece  formulada  tal  reclamación  inducen  á  creer  que  esa  me- 
dida judicial  ha  podido  ser  adoptada  en  el  equivocado  concepto  dé 
que  el  indicado  artículo  del  tratado  referido  ha  perdido  su  vigen- 
cia en  Cuba,  desde  el  día  20  de  Mayo  de  1902,  en  que  nuestra  Na- 
ción se  constituyó  en  Estado  independiente. —  Considera  este  Go- 
bierno deber  suyo  disipar  ese  error,  en  obsequio  de  la  buena  armo- 
nía existente  en  las  relaciones  que  median  entre  Cuba  y  la  Nación 
española;  y  como  por  otra  parte  le  interesa  evitar  reclamaciones 
como  la  aludida,  que  fundadas  eñ  el  quebrantamiento  de  obligacio- 
nes internacionales,  pudieran  dar  lugar  á  juicios  desfavorables  pa- 
ra la  Administración  del  país;  atendidas  estas  consideraciones  el 
señor  Presidente  de  la  República,  á  quien  he  dado  cuenta  de  la  re- 
clamación de  que  se  trata,  como  Jefe  Superior  del  Estado  y  en  uso 
de  las  facultades  que  le  confieren  los  incisos  Io.  y  7o.  del  artículo  68 
de  la  Constitución,  á  las  que  es  consiguiente  la  de  declarar  si  sub- 
siste ó  se  ha  extinguido  cualquiera  relación  jurídica  entre  el  Esta- 
do y  las  demás  Potencias,  ha  tenido  á  bien  disponer,  á  propuesta 
del  que  suscribe,  que  se  haga  presente  á  los  Tribunales  y  Jueces  de 
la  Repúbica  y  al  Ministerio  Fiscal,  que  las  estipulaciones  del  men- 
cionado Tratado  de  Paris,  en  que  fueron  impuestas  á  los  Estados 
Unidos  obligaciones  con  respecto  á  Cuba  y  entre  las  cuales  se  en- 
cuentra el  artículo  XI  del  mismo  Tratado,  se  hallan  vigentes  en  la 
República  y  deben  cumplirse  esas  obligaciones,  en  virtud  de  lo  si- 
guiente: Io.  de  la  condición,  aceptada  por  este  Gobierno,  bajo  la 
cual  fué  transferido  por  los  Estados  Unidos  el  gobierno  y  mando  de 
la  Isla  al  Presidente  y  al  Congreso  de  la  República,  condición  ex- 
presada por  el  Gobernador  Militar  de  la  Isla  en  la  siguientes  pa- 
labras de  la  alocución  que  á  aquéllos  dirigió  en  el  acto  de  realizar 
ese  traspaso,  publicada  en  la  Gaceta  de  la  Habana  de  21  de  Mayo 
de  1902:  "Esta  transferencia  de  gobierno  y  mando  llevan  consigo 
"como  expresa  condición,  y  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  en- 
"  tiende,  por  vuestra  conformidad  de  presente,  que,  en  virtu-l  de 
"los  preceptos  de  dicha  Constitución,  asumís  y  os  hacéia  cargo  de 
"todas  y  cada  una  de  las  obligaciones  contraídas  por  los  Estados 
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ARTICULO  XH 

Los  procedimientos  judiciales  pendientes  al  canjear- 
se las  ratificaciones  de  este  Tratado,  en  los  territorios  so- 
bre los  cuales  España  renuncia  ó  cede  su  soberanía,  se  de- 
terminarán con  arreglo  á  las  reglas  siguientes: 

I. — Las  sentencias  dictadas  en  causas  civiles  entre 
particulares  ó  en  materia  criminal,  antes  de  la  fecha  men- 
cionada, y  contra  las  cuales  no  haya  apelación  6  casación 
con  arreglo  á  las  leyes  españolas,  se  considerarán  como 
firmes,  y  serán  ejecutadas  en  debida  forma  por  la  Autori- 
dad competente  en  el  territorio  dentro  del  cual  dicha» 
sentencias  deban  cumplirse. 

II.— Los  pleitos  civiles  entre  particulares  que  en  la 
fecha  mencionada  no  hayan  sido  juzgados,  continuarán 
su  tramitación  ante  el  Tribunal  eji  que  se  halle  el  proce- 
so, ó  ante  aquél  que  lo  sustituya. 

III. — Las  acciones  en  materia  criminal  pendientes  en 
la  fecha  mencionada  ante. el  Tribunal  Supremo  de  Espa- 
ña,  contra  ciudadanos  del  territorio  que,  según  este  Tra- 
tado, deja  de  ser  español,  continuarán  bajo  su  dirección 
hasta  que  recaiga  la  sentencia  definitiva;  pero  una  vez 
dictada  esa  sentencia,  su  ejecución  será  encomendada  á  la 
Autoridad  competente  del  lugar  en  que  la  acción  se  sus- 
citó. 

ARTICULO  XIII 

Continuarán  respetándose  los  derechos  de  propiedad! 
literaria,  artística  é  industrial,  adquiridos  por  españole» 

Unidos  respecto  de  Cuba  en  virtud  del  Tratado  celebrado  entre  los: 
"Estados  Unidos  de  América  y  S.  M.  la  Eeina  Regente  de  Espa- 
"ña,  firmado  en  Paris  el  día  10  de  Diciembre  de  1898 ;"  y  2o.  dé- 
lo estipulado  en  el  artículo  3o.  del  Tratado  permanente,  por  el  que* 
determinadas  las  relaciones  entre  la  República  y  los  Estados  Uni- 
dos, firmado  en  a  Habana  el  día  22  de  Mayo  de  1903  y  pubicado  en 
la  Gaceta  Oficial  de  la  República  del  14  de  Julio  de  1904;  artícu- 
lo que  es  trasunto  del  que  lleva  igual  número  en  el  Apéndice*  Cons- 
titucional y  cuyo  texto  es  como  sigue:  "El  Gobierno  de  Cuba  con- 
(í  siente  que  los  Estados  Unidos  puedan  ejercer  el  derecho  de  in- 
tervenir para  la  preservación  de  la  independencia  de  Cuba,  y  el 
"sostenimiento  de  un  Gobierno  adecuado  á  la  protección  de  la  vi- 
"da,  de  la  propiedad  y  la  libertad  individual,  y  al  cumplimiento- 
"de  las  obligaciones,  con  respecto  á  Cuba,  impuestas  á  los  Estados- 
"  Unidos  por  el  Tratado  de  París  y  que  deben  ahora  ser  asumida» 
"y  cumplidas  por  el  Gobierno  de  Cuba." — De  orden  del  señor  Pre- 
sidente tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  Ud.  á  los  efectos  que  se 
indican. — De  Ud.  respetuosamente  (f)  G.  E.  Ortiz,  Secretario. ' ' 

Lo  que  por  disposición  del  señor  Secretario  se  publica  en  la 
Gaceta  Oficial  d*;  la  República,  para  general  conocimiento. 

-   Habana,  Febrero  16  de  1905. — Aurelio  Hevia,  Director  del  De- 
partamento. 
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«en  la  isla  de  Cuba  y  en  las  de  Puerto  Rico,  Filipinas  y  de- 
más territorios  cedidos,  al  hacerse  el  canje  de  las  ratifica- 
ciones de  este  Tratado.  Las  obras  españolas  científicas,  li- 
terarias y  artísticas,  que  no  sean  peligrosas  para  el  orden 
público  en  dichos  territorios,  continuarán  entrando  en  los 
mismos,  con  franquicia  de  todo  derecho  de  aduana  por  un 
plazo  de  diez  años,  á  contar  desde  el  canje  de  ratificacio- 
nes de  este  Tratado. 

ARTICULO  XIV 

España  podrá  establecer  Agentes  Consulares  en  los 
puertos  y  plazas  de  los  territorios  cuya  renuncia  y  cesión 
es  objeto  de  este  Tratado. 

ARTICULO  XV 

El  Gobierno  de  cada  país  concederá,  por  el  término 
de  diez  años,  á  los  buques  mercantes  del  otro,  el  mismo 
trato  en  cuanto  á  todos  los  derechos  de  puerto  incluyendo 
los  de  entrada  y  salida,  de  faro  y  tonelaje,  que  concede  á 
sus  propios  buques  mercantes  no  empleados  en  el  comer- 
cio de  cabotaje. 

Este  artículo  puede  ser  denunciado  en  cualquier 
tiempo  dando  noticia  previa  de  ello,  cualquiera  de  los  dos 
Gobiernos  al  otro,  con  seis  meses  de  anticipación. 

ARTICULO  XVI 

Queda  entendida  que  cualquiera  obligación  aceptada 
•en  este  Tratado  por  los  Estados  Unidos  con  respecto  á  Cu- 
ba, está  limitada  al  tiempo  que  dure  su  ocupación  en  esta 
Isla,  pero  al  terminar  dicha  ocupación,  aconsejarán  al  Go- 
bierno que  se  establezca  en  la  Isla,  que  acepte  las  mismas 
obligaciones. 

ARTICULO  XVTI  (*) 

El  presente  Tratado  será  ratificado  por  Su  Majestad 
la  Reina  Regente  de  España,  y  por  el  Presidente  de  los 
Estados  Unidos  de  acuerdo  con  la  aprobación  del  Senado ; 
y  la§  ratificaciones  se  canjearán  en  Washington  dentro 


(*)  Este  Tratado  de  Paz  entre  España  y  los  Estados  Unidos 
del  Norte  de  América  fué  ratificado  el  día  11  de  Abril  de  1899. — 
N.  del  A. 
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del  plazo  de  seis  meses  desde  esta  fecha,  ó  antes  si  posible 
fuese. 

En -fe  de  lo  cual,  los  respectivos  Plenipotenciarios  fir- 
man y  sellan  este  Tratado. 

Hecho  por  duplicado  en  Paris,  á  diez  de  Diciembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  ocho. 

Eugenio  Montero  Kíos.  William  E.  Day. 

B.  de  Albarzuza.  Cusham  K.  Davis. 

J.  de  'Garnica.  William  P.  Frye. 

W.  K.  de  Villa-Urrutia.         Geo  <Gray. 

Kafael  Cerero.  Whitelaw  Eeid. 


ORDEN  NUMERO  100 

Habana,  1£  de  Abril  de  1901. 

Leonard  Wood,  Gobernador  Militar,  al  pueblo  de 
Cuba:    ^ 

Certifico:  que  la  siguiente  es  copia  fiel  de  la  Consti- 
tución de  la  República  de  Cuba  que  me  fué  presentada  por 
la  Convención  Constituyente. 

Leonard  Wood, 

Gobernador  Militar. 

CONSTITUCIÓN 

DE  LA 

REPÚBLICA    DE    CUBA 


Nosotros,  los  Delegados  del  pueblo  de  Cuba,  reuni- 
dos en  Convención  Constituyente,  á  fin  de  redactar  y  adop- 
tar la  Ley  Fundamental  de  su  organización  como  Estado 
independiente  y  soberano,  estableciendo  un  gobierno  ca- 
paz de  cumplir  sus  obligaciones  internacionales,  mantener 
el  orden,  asegurar  la  libertad  y  la  justicia  y  promover  el 
bienestar  general,  acordamos  y  adoptamos,  invocando  el 
favor  de  Dios,  la  siguiente  Constitución  : 

TITULO  I 

DE  LA  NACIÓN,  DE  SU  FORMA  DE  GOBIERNO  Y  DEL  TERRITORIO 

NACIONAL 

ARTICULO  1° 

El  pueblo  de  Cuba  se  constituye  en  estado  indepen- 
diente y  soberano,  y  adopta,  como  forma  de  gobierno,  la 
republicana. 

ARTICULO  2o 

Coihponen  el  territorio  de  la  República,  la  Isla  de  Cu- 
ba, así  como  las  islas  adyacentes  que  con  ella  estaban  bajo 
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la  soberaifía  de  España  hasta  la  ratificación  del  Tratado 
de  Paris  de  10  de  Diciembre  de  1898. 

ARTICULO  3o 

El  territorio  de  la  República  se  divide  en  las  seis 
Provincias  que  existen  actualmente,  y  con  sus  mismos  lí- 
mites; correspondiendo  al  Consejo  Provincial  de  cada  una 
determinar  sus  respectivas  dominaciones. 

Las  Provincias  podrán  incorporarse  unas  a  otras  ó 
dividirse  para  formar  nuevas  Provincias,  mediante  acuer- 
do de  los  respectivos  Consejos  Provinciales  y  aprobación 
del  Congreso. 

titulo  n 

DE    LO  S    CUBANOS 
ARTICULO  4o 

La  condición  de  cubano  se  adquiere  por  nacimiento  ó 
por  naturalización. 

ARTIOUO  5o 

Son  cubanos  por  nacimiento : 

Io  Los  nacidos,  dentro  ó  fuera  del  territorio  de  la  Re- 
pública, de  padres  cubanos. 

2o  Los  nacidos  en  el  territorio  de  la  República  de  pa- 
dres extranjeros,  siempre  que,  cumplida  la  mayor  edad, 
reclamen  su  inscripción,  como  cubanos,  en  el  Registro  co- 
rrespondiente. 

3o  Los  nacidos  en  el  extranjero  de  padres  naturales 
de  Cuba  que  hayan  perdido  la  nacionalidad  cubana,  siem- 
pre que,  cumplida  la  mayor  eda$,  reclamen  su  inscrip- 
ción, como  cubanos,  en  el  mismo  Registro. 

ARTICULO  6o 

Son  cubanos  por  naturalización : 

Io  Los  extranjeros  que  habiendo  pertenecido  al  Ejér- 
cito Libertador  reclamen  la  nacionalidad  cubana  dentro 
de  los  seis  meses  siguientes  á  la  promulgación  de  esta 
Constitución. 

2o  Los  extranjeros  que  establecidos  en  Cuba  antes  del 
Io  de  Enero  de  1899  hayan  conservado  su  domicilio  des- 
pués de  dicha  fecha ;  siempre  que  reclamen  la  nacionali- 
dad cubana  dentro  de  los  seis  meses  siguientes  á  la  pro- 
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mulgación  de  esta  Constitución,  ó,  si  fueren  menores,  den- 
tro de  un  plazo  igual  desde  que  alcanzaren  la  mayoría  de 
edad. 

3o  Los  extranjeros  que,  después  de  cinco  años  de  re- 
sidencia en  el  territorio  de  la  República,  y  no  menos  de 
dos  desde  que  declaren  su  intención  de  adquirir  la  nacio- 
nalidad cubana,  obtengan  carta  de  naturalización  con 
arreglo  á  las  leyes. 

4o  Los  españoles  residentes  en  el  territorio  de  Cuba 
el  11  de  Abril  de  1899  que  no  se  hayan  inscripto  como  ta- 
les españoles  en  los  Registros  correspondientes,  hasta 
igual  mes  y  día  de  1900. 

5o  Los  africanos  que  hayan  sido  esclavos  en  Cuba  y 
los  emancipados  comprendidos  en  el  art.  13  del  Tratada 
de  28  de  Junio  de  1835,  celebrado  entre  España  é  Ingla- 
terra. 

ARTICULO  7o 

La  condición  de  cubano  se  pierde : 

Io  Por  adquirir  ciudadanía  extranjera. 

2o  Por  admitir  empleo  ú  honores  de  otro  Gobierno  sin 
licencia  del  Senado. 

3o  Por  entrar  al  servicio  de  las  armas  de  una  Nación- 
extranjera  sin  la  misma  licencia. 

4o  Por  residir  el  cubano  naturalizado  cinco  años  con- 
tinuos en  el  país  de  su  nacimiento,  á  no  ser  por  razón  de 
empleo  ó  comisión  del  Gobierno  de  la  República. 

ARTICULO  8o 

La  condición  de  cubano  podrá  recobrarse  con  arre- 
glo á  lo  que  prescriban  las  leyes. 

ARTICULO  9o 

Todo  cubano  está  obligado : 

Io  A  servir  á  la  patria  con  las  armas,  en  los  casos  y 
forma  que  determinen  las  leyes.. 

2o  A  contribuir  para  los  gastos  públicos,  en  la  forma. 
y  proporción  que  dispongan  las  leyes. 

TITULO  ITI 

DE    LOS    EXTRANJEROS 
ARTICULO  10 

Los  extranjeros  residentes  en  el  territorio  de  la  Re- 
pública, se  equiparán  á  los  cubanos: 
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Io  En  cuanto  á  la  protección  de  sus  personas  y  bienes. 

2o  En  cuanto  al  goce  de  los  derechos  garantizados  en 
la  Sección  1*  del  Título  siguiente,  con  excepción  de  los 
que  en  ella  se  reconocen  exclusivamente  á  los  nacionales. 

3o  En  cuanto  al  goce  de  los  derechos  civiles  en  las 
condiciones  y  con  las  limitaciones  que  establezca  la  ley  de 
Extranjería. 

4o  En  cuanto,  a  la  obligación  de  observar  y  cumplir 
las  leyes,  decretos,  reglamentos  y  demás  disposiciones  que 
«stén  en  vigor  en  la  República. 

5a  En  cuanto  á  la  sumisión  á  la  potestad  y  á  las  reso- 
luciones de  los  Tribunales  y  demás  Autoridades  de  la  Re- 
pública. 

6o  Y  en  cuanto  á  la  obligación  de  contribuir  á  los 
.gastos  públicos  del  Estado,  la  Provincia  y  el  Municipio. 

TITULO  IV 

DE    LOS    DERECHOS    QUE    GARANTIZA    ESTA    CONSTITUCIÓN 

SECCIÓN  PRIMERA 

Derechos   individuales 

ARTICULO  11 

Todos  los  cubanos  son  iguales  ante  la  Ley.  La  Repú- 
blica no  reconoce  fueros  ni  privilegios  personales. 

ARTICULO  12 

Ninguna  ley  tendrá  efecto  retroactivo,  excepto  las 
penales,  cuándo  sean  favorables  al  delincuente  ó  proce- 
sado. 

ARTICULO  13 

Las  obligaciones  de  carácter  civil  que  nazcan  de  los 
contratos  ó  de  otros  actos  ú  omisiones  que  las  produzcan, 
no  podrán  ser  anuladas  ni  alteradas  por  el  Poder  Legis-  . 
lativo  ni  por  el  Ejecutivo. 

ARTICULO  14 

No  podrá  imponerse,  en  ningún  caso,  la  pena  de  muer- 
te por  delitos  de  carácter  político,  los  cuales  serán  defini- 
dos por  la  Ley. 

ARTICULO  15 

Nadie  podrá  ser  detenido  sino  en  los  casos  y  en  la 
forma  que  prescriben  las  leyes. 


25 
ABTIOULO  16 


Todo  detenido  será  puesto  en  libertad  ó  entregado  al 
Juez  ó  Tribunal  competente  dentro  de  las  veinticuatro 
horas  siguientes  al  acto  de  la  detención. 


ABTIOULO  17 


Toda  detención  se  dejará  sin  efecto,  ó  se  elevará  á 
prisión,  dentro  de  las  setenta  y  dos  horas  de  haber  sido 
entregado  el  detenido  al  Juez  ó  Tribunal  competente. 

Dentro  del  mismo  plazo  se  notificará  al  interesado  la 
providencia  que  se  dictare. 


ABTIOULO  18 


Nadie  podrá  ser  preso,  sino  en  virtud  de  mandamiento 
de  Juez  ó  Tribunal  competente. 

El  auto  en  que  se  haya  dictado  el  mandamiento  se  ra- 
tificará ó  repondrá,  oído  el  presunto  reo,  dentro  de  las  se- 
tenta y  dos  horas  siguientes  al  acto  de  la  prisión. 


ABTIOULO  19 

Nadie  podrá  ser  procesado  ni  -sentenciado  sino  por 
Juez  ó  Tribunal  competente,  en  virtud  de  leyes  anteriores 
al  delito  y  en  la  forma  que  éstas  establezcan. 

ABTIOULO  20 

Toda  persona  detenida  ó  presa  sin  las  formalidades 
legales,  ó  fuera  de  los  casos  previstos  en  esta  Constitución 
ó  en  las  leyes,  será  puesta  en  libertad  á  petición  suya  ó  de 
cualquier  ciudadano. 

La  Ley  determinará  la  forma  de  proceder  sumaria- 
mente en  este  caso. 

ABTIOULO  21 

Nadie  está  obligado  á  declarar  contra  sí  mismo,  ni 
contra  su  cónyuge  ó  sus  parientes  dentro  de  cuarto  grado 
de  consanguinidad  ó  segunda  de  afinidad. 

ABTIOULO  22 

Es  inviolable  el  secreto  de  la  correspondencia  y  de- 
más documentos  privados,  y  ni  aquélla  ni  ésto  podrán  ser 
ocupados  ni  examinados  sino  por  disposición  de  Autori- 
dad competente  y  con  las  formalidades  que  prescriban  las 
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leyes.  En  todo  caso  se  guardará  secreto  respecto  de  los 
extremos  ajenos  al  asunto  que  motive  la  ocupación  ó  exa- 
men. 

ARTICULO  23 

El  domicilio  es  inviolable,  y  en  consecuencia  nadie 
podrá  penetrar  de  noche  en  el  ajeno,  sin  el  consentimiento 
de  su  morador,  á  no  ser  para  auxiliar  ó  socorrer  á  vícti- 
mas de  delito  ó  desastre ;  ni  de  día,  sino  en  los  casos  y  en 
la  forma  determinados  por  las  leyes. 

ARTICULO  24 

Nadie  podrá  ser  compélido  á  mudar  de  domicilio  ó  re- 
sidencia sino  por  mandato  de  Autoridad  competente  y  en 
los  casos  prescriptos  por  las  leyes. 

AETIOULO  25 

Toda  persona  podrá  libremente,  y  sin  sujección  á  cen- 
sura previa,  emitir  su  pensamiento,  de  palabra  ó  por  es- 
crito, por  medio  de  la  imprenta  ó  por  cualquier  otro  pro- 
cedimiento ;  sin  perjuicio  de  las  responsabilidades  que  im- 
pongan las  leyes,  cuando  por  alguno  de  aquellos  medios  se 
atente  contra  la  honra  de  las  personas,  el  orden  social  6 
la  tranquilidad  pública. 

ARTICULO  26 

Es  libre  la  profesión  de  todas  las  religiones  así  como 
el  ejercicio  de  todos  los  cultos,  sin  otra  limitación  que  el 
respeto  á  la  moral  cristiana  y  al  orden  público. 

La  Igjesia  estará  separada  del  Estado,  el  cual  no  po- 
drá subvencionar,  en  caso  alguno,  ningún  culto. 

ARTICULO  27 

Toda  persona  tiene  el  derecho  de  dirigir  peticiones  á 
las  Autoridades ;  de  que  sus  peticiones  sean  resueltas,  y  de 
que  se  le  comunique  la  resolución  que  á  ellas  recaiga. 

ARTICULO  28 

Todos  los  habitantes  de  la  República  tienen  el  dere- 
cho de  reunirse  pacíficamente  y  sin  armas,  y  el  de  asociar- 
se para  todos  los  fines  lícitos  de  la  vida. 
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ARTICULO  29 

Toda  persona  podrá  entrar  en  el  territorio  de  la  Re- 
pública, salir  de  él,  viajar  dentro  de  sus  límites,  y  mudar 
de  residencia,  sin  necesidad  de  carta  de  seguridad,  pasa- 
porte ú  otro  requisito  semejante ;  salvo  lo  que  se  disponga 
en  las  leyes  sobre  inmigración,  y  las  facultades  atribuidas 
á  la  Autoridad  en  caso  de  responsabilidad  criminal. 

ARTICULO  30 


j'  Ningún  cubano  podrá  ser  expatriado,  ni  á  ninguno 

|  podrá  prohibírsele  la  entrada  en  el  territorio  de  la  Repú- 

blica. 

ARTICULO  31 

La  enseñanza  primaria  es  obligatoria,  y  así  ésta  como 
la  de  Artes  y  Oficios  serán  gratuitas.  Ambas  estarán  á  car- 
go del  Estado,  mientras  no  puedan  sostenerlas  respectiva- 
mente, por  carecer  de  recursos  suficientes,  los  Municipios 
y  las  Provincias. 

La  segunda  enseñanza  y  la  superior  estarán  á  cargo 
del  Estado.  No  obstante,  toda  persona  podrá  aprender  ó 
enseñar  libremente  cualquiera  ciencia,  arte  ó  profesión,  y 
fundar  y  sostener  establecimientos  de  educación  y  de  en- 
señanza; pero  corresponde  al  Estado  la  determinación  de 
las  profesiones  en  que  exija  títulos  especiales,  la  de  las 
condiciones  para  su  ejercicio,  la  de  los  requisitos  necesa- 
'  rios  para  obtener  los  títulos,  y  la  expedición  de  los  mis- 
mos, de  conformidad  con  lo  que  establezcan  las  leyes. 

ARTICULO  32 

Na4ie  podrá  ser  privado  de  su  propiedad,  sino  por 
Autoridad  competente  y  por  causa  justificada  de  utilidad 
pública,  previa  l^t  correspondiente  indemnización.  Si  no 
procediere  este  requisito,  los  Jueces  y  Tribunales  ampa- 
rarán y,  en  su  caso,  reintegrarán  al  expropiado. 

ARTICULO  33 

No  podrá  imponerse,  en  ningún  caso,  la  pena  de  con- 
fiscación de  bienes. 

ARTICULO  34 

Nadie  está  obligado  á  pagar  contribución  ni  impuesto 
que  no  estuvieren  legalmente  establecidos,  y  cuya  cobran- 
za no  se  hiciere  en  la  forma  prescripta  por  las  leyes. 
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ABTICULO  35 

Todo  autor  6  inventor  gozará  de  la  propiedad  exclu- 
siva de  su  obra  ú  invención,  por  el  tiempo  y  en  la  forma 
que  determine  la  Ley. 

ABTICULO  36 

La  enumeración  de  los  derechos  garantizados  expre- 
samente por  esta  Constitución,  no  excluye  otros  que  se 
deriven  del  principio  de  la  soberanía  del  pueblo  y  de  la 
forma  republicana  de  gobierno. 

ABTICULO  37 

> 

Las  leyes  que  regulen  el  ejercicio  de  los  derechos  que 
«esta  Constitución  garantiza,  serán  nulas  si  los  disminu- 
yen, restringen  ó  adulteran. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

[Derechos    de    sufragio 
ABTICULO  38 

Todos  los  cubanos,  varones,  mayores  de  veinte  y  un 
años,  tienen  derecho  de  sufragio,  con  excepción  de  los  si- 
guientes : 

Io  Los  asilados. 

2a  Los  incapacitados  mentalmente,  previa  declaración 
judicial  de  su  incapacidad. 

3o  Los  inhabilitados  judicialmente  por  causa  de  de-  - 
lito. 

4o  Los  individuos  pertenecientes  á  las  fuerzas  de  mar 
y  tierra,  que  estuvieren  en  servicio  activo. 

ABTICULO  39 

Las  leyes  establecerán  reglas  y  procedimientos  que 
aseguren  la  intervención  de  las  minorías  en  la  formación 
del  Censo  de  electores  y  demás  operaciones  electorales  y 
su  representación  en  la  Cámara  de  Representantes,  en  los 
Consejos  Provinciales  y  en  los  Ayuntamientos. 

SECCIÓN  TERCERA 
Suspensión  de  las  garantías  Constitucionales 

ABTICULO  40 

Las  garantías  establecidas  en  los  artículos  décimo- 
quinto,  decimosexto,  decimoséptimo,  decimonono,  vigési- 
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mosegundo,  vigésimotercero,  vigésimocuarto,  y  vigésimo- 
séptimo  de  la  primera  de  este  Título,  no  podrán  suspen- 
derse en  toda  la  República  ni  en  parte  de  ella,  sino  tem- 
poralmente y  cuando  lo  exija  la  seguridad  del  Estado,  en 
caso  de  invasión  del  territorio  ó  de  grave  perturbación 
del  orden  que  amenace  la  paz  pública. 

ARTICULO  41 

El  territorio  en  que  fuesen  suspendidas  las  garantías 
que  se  determinan  en  el  artículo  anterior,  se  regirá  du- 
rante la  suspensión,  por  la  Ley  de  Orden  Público,  dictada 
de  antemano.  Pero  ni  en  dicha  ley,  ni  en  otra  alguna,  po- 
drá disponerse  la  suspensión  de  más  garantías  que  las  ya 
mencionadas. 

Tampoco  podrá  hacerse,  durante  la  suspensión,  decla- 
ración de  nuevos  delitos,  ni  imponerse  otras  penas  que  las 
establecidas  en  las  leyes  vigentes  al  decretarse  la  suspen- 
sión. 

Queda  prohibido  al  poder  Ejecutivo  el  extrañamien- 
to ó  la  deportación  de  los  ciudadanos,  sin  que  pueda  des- 
terrarlos á  más  de  ciento  veinte  kilómetros  de  su  domici- 
lio, ni  detenerlos  por  más  de  diez  días,  sin  hacer  entrega 
de  ellos  á  la  Autoridad  judicial;  ni  repetir  la  detención 
durante  el  tiempo  de  la  suspensión  de  garantía.  Los  dete- 
nidos no  podrán  serlo  sino  en  departamentos  especiales  de 
los  establecimientos  públicos,  destinados  á  la  detención  de 
procesados  por  causa  de  delitos  comunes. 

ARTICULO  42 

La  suspensión  de  las  garantías  de  que  se  trata  en  el 
artículo  cuadragésimo,  sólo  podrá  dictarse  por  medio  de 
una  ley  ó,  cuando  no  estuviere  reunido  el  Congreso,  por 
un  decreto  del  Presidente  de  la  República.  Pero  éste  no 
podrá  decretar  la  suspensión  más  de  una  vez  durante  el 
período  comprendido  entre  dos  legislaturas,  ni  por  tiem- 
po indefinido,  ni  mayor  de  treinta  días,  sin  convocar  al 
Congreso  en  el  mismo  decreto  de  suspensión.  En  todo  ca- 
so deberá  darle  cuenta  para  que  resuelva  lo  que  estime 
procedente. 

TITULO  V 

DE  LA  SOBERANÍA  Y  LOS  PODERES  PÚBLICOS 

ARTICULO  43 

La  Soberanía  reside  en  el  pueblo  de  Cuba,  y  de  éste 
dimanan  todos  los  Poderes  públicos. 
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TITULO  VI 

EL    PODER    LEGISLATIVO 

* 

SECCIÓN  PRIMERA 
De    los    Cuerpos    Colegisladores 

ARTICULO  44 

El  poder  Legislativo  se  ejerce  por  dos  Cuerpos, elec- 
tivos, que  se  denomina  " Cámara  de  Representantes' '  y 
" Senado' '  y  conjuntamente  reciben  el  nombre  de  " Con- 
greso.' ' 

SECCIÓN  SEGUNDA 
Del  Senado,  su  composición  y  atribuciones 

ARTICULO  45 

El  Senado  se  compondrá  de  cuatro  Senadores  por 
provincia,  elegidos,  en  cada  una,  para  un  período  de  ocho 
años,  por  los  Consejos  Provinciales  y  por  doble  número 
de  Compromisarios,  constituidos  con  aquéllos  en  junta 
electoral.  La  mitad  de  los  compromisarios  serán  mayores 
contribuyentes,  y  la  otra  mitad  reunirán  las  condiciones 
de  capacidad  que  determine  la  Ley;  debiendo  ser  todos, 
además,  mayores  de  edad  y  vecinos  de  términos  munici- 
pales de  la  provincia. 

La  elección  de  los  Compromisarios  se  hará  por  los 
electores  de  la  Provincia,  cien  días  antes  de  la  de  Sena- 
dores. 

El  Senado  se  renovará,  por  mitad,  cada  cuatro  años. 

ARTICULO  46 

Para  ser  senador  se  requiere : 

Io  Ser  cubano  por  nacimiento. 
2o  Haber  cumplido  35  años  de  edad. 
3o  Hallarse  en  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles  y 
políticos. 

ABTIOULO  47 

Son  atribuciones  propias  del  Senado : 

Io  Juzgar,  constituido  en  Tribunal  de  Justicia,  al  Pre- 
sidente de  la  República,  cuando  fuere  acusado  por  la  Cá- 
mara de  Representantes,  de  delito  contra  la  seguridad  ex- 
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terior  del  Estado,  contra  el  libre  funcionamiento  de  los 
Poderes  Legislativo  ó  Judicial,  ó  de  infracción  de  los  pre- 
ceptos constitucionales. 

2o  Juzgar,  constituido  en  Tribunal  de  Justicia,  á  los 
Secretarios  del  Despacho,  cuando  fueren  acusados  por  la 
Cámara  de  Representantes,  de  delito  contra  la:  seguridad 
exterior  del  Estado,  contra  el  libre  funcionamiento  de  los 
Poderes  Legislativo  ó  Judicial,  de  infracción  de  los  pre- 
ceptos constitucionales,  ó  de  cualquier  otro  delito  de  ca- 
rácter político  que  las  leyes  determinen. 

3o  Juzgar,  constituido  en  Tribunal  de  Justicia,  á  los 
Gobernadores  de  las  Provincias,  cuando  fueren  acusados 
por  el  Consejo  Provincial  ó  por  el  Presideirte  de  la  Repú- 
blica, de  cualquiera  de  los  delitos  expresados  en  el  párra- 
fo anterior, 

Cuando  el  Senado  se  constituya  en  Tribunal  de  Justi- 
cia, será  presidido  por  el  Presidente  del  Tribunal  Supre- 
mo, y  no  podrá  imponer  á  los  acusados  otras  penas  que  la 
de  destitución,  ó  las  de  destitución  é .  inhabilitación  para 
el  ejercicio  de  cargos  públicos,  sin  perjuicio  de  que  los 
Tribunales  que  las  leyes  declaren  competentes,  les  impon- 
gan cualquier  otra  en  que  hubieren  incurrido. 

4o  Aprobar  los  nombramientos  que  haga  el  Presiden- 
te de  la  República,  del  Presidente  y  Magistrados  del  Tri- 
bunal Supremo  y  de  Justicia;  de  los  Representantes  di- 
plomáticos y  Agentes  consulares  de  la  Nación,  y  de  los 
demás  funcionarios  cuyo  nombramiento  requiera  su  apro- 
bación, según  las  leyes. 

5o  Autorizar  á  los  nacionales  para  admitir  empleos  ú 
honores  de  otro  Gobierno,  ó  para  servirlo  con  las  armas. 

6o  Aprobar  los  Tratados  que  negociare  el  Presidente 
de  la  República  con  otras  naciones. 

SECCIÓN  TERCERA 

De  la  Cámara  de  Representantes  su  composición, 
__  y  atribuciones 

ARTICULO  48 

La  Cámara  de  Representantes  se  compondrá  de  un 
Representante  por  cada  veinte  y  cinco  mil  habitantes  ó 
fracción  de  más  de  doce  mil  quinientos,  elegido,  para  un 
período  de  cuatro  años,  por  sufragio  directo  y  en  la  for- 
ma que  determine  la  ley. 

La  Cámara  de  Representantes  se  renovará,  por  mi- 
tad, cada  dos  años. 
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ARTICULO  49 

Para  ser  Representante  se  requiere : 

Io  Ser  cubano  por  nacimiento  ó  naturalizado  con  ocho 
años  de  residencia  en  la  República,  contados  desde  la  na- 
turalización. 

2o  Haber  cumplido  veinte  y  cinco  años  de  edad. 
3o  Hallarse  en  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles  y 
políticos. 

ABTICULO  50 

Corresponde  á  la  Cámara  de  Representantes,  acusar, 
ante  el  Senado,  al  Presidente  de  la  República  y  á  los  Se- 
cretarios del  Despacho,  en  los  casos  determinados  en  los 
párrafos  primero  y  segundo  del  artículo  47,  cuando  las 
dos  terceras  partes  del  numero  total  de  Representantes, 
acordaren  en  sesión  secreta  la  acusación. 

SECCIÓN  CUARTA 

Disposiciones  comunes  á  los  Cuerpos  Colegisladores 

ABTICULO  51 

Los  cargos  de  Senador  y  de  Representantes  son  in- 
compatibles con  cualesquiera  otros  retribuidos,  de  nom- 
bramiento del  Gobierno ;  exceptuándose  el  de  Catedrático 
por  oposición  del  Establecimiento  oficial,  obtenido  con 
anterioridad  á  la  elección. 

ABTICULO  52 

Los  Senadores  y  Representantes  recibirán  del  Esta- 
do una  dotación,  igual  para  ambos  cargos,  y  cuya  cuantía 
podrá  ser  alterada  en  todo  tiempo ;  pero  no  surtirá  efecto 
la  alteración  hasta  que  sean  renovados  los  Cuerpos  Cole- 
gisladores. 

ABTICULO  53 

Los  Senadores  y  Representantes  serán  inviolables  por 
las  opiniones  y  votos  que  emitan  en  el  ejercicio  de  sus  car- 
gos. Los  Senadores  y  Representantes  sólo  podrán  ser  de- 
tenidos ó  procesados  con  autorización  del  Cuerpo  á  que 
pertenezcan,  si  estuviese  reunido  el  Congreso;  excepto  en 
el  easo  de  ser  hallados  in  fraganti  en  la  comisión  de  algún 
delito.  En  este-  caso,  y  en  el  de  ser  detenidos  ó  procesados 
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cuando  estuviere  cerrado  el  Congreso,  se  dará  cuenta,  lo 
más  pronto  posible,  al  Cuerpo  respectivo,  para  la  resolu- 
ción que  corresponda. 

« 

AETIOULO  54  (*) 

Las  Cámaras  abrirán  y  cerrarán  sus  sesiones  en  un 
mismo  día,  residirán  en  una  misma  población  y  no  podrán 
trasladarse  á  otro  lugar,  ni  suspender  sus  sesiones  por  más 
de  tres  días,  sino  por  acuerdo  de  ambas. 

Tampoco  podrán  comenzar  sus  sesiones  sin  la  presen- 

(*)  Art.  54  de  la  Constitución. — Por  considerarlo  de  impor- 
tancia á  continuación  se  copia  la  sentencia  recaída  en  el  recurso  de 
inconstitueionalidad  promovido  por  Don  Francisco  Pomar,  con  mo- 
tivo de  acuerdo  de  la  Administración  de  la  Aduana  de  la  Habana 
que  le  negó  el  curso  de  una  póliza  para  la  exportación  de  un  fardo 
de  yaguas  fundándose  en  la  Ley  de  7  de  Septiembre  de  1904  que 
prohibe  dicha  exportación: 

"En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  dos  de  Octubre  de  mil 
novecientos  cuatro.  Visto  en  este  Tribunal  Supremo  en  pleno,  el 
recurso  de  inconstitueionalidad  promovido  por  Francisco  Pomar, 
del  comercio,  vecino  de  esta  ciudad,  con  motivo  de  acuerdo  de  la 
Administración  de  la  Aduana  de  la  Habana,  que  le  negó  el  curso  de 
una  póliza  para  la  exportación  de  un  fardo  de  yaguas,  fundándose 
en  la  Ley  de  siete  de  Septiembre  último,  que  prohibe  dicha  expor- 
tación. 

Resultando  que  el  Administrador  interino  de  la  Aduana  en  co- 
municación de  fecha  trece  de  Septiembre  último,  dirigida  al  señor 
Presidente  de  este  Tribunal  Supremo,  cumpliendo  lo  dispuesto  en 
el  artículo  décimo  de  la  Ley  de  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil  no- 
vecientos tres,  informó  que  en  el  propio  día  había  sido  emplazado 
el  Sr.  Francisco  Pomar  para  que  compareciera  ante  el  mismo,  den- 
tro del  término  improrrogable  de  diez  días,  á  formalizar  la  contro- 
versia sobre  inconstitueionalidad,  que  por  escrito  del  día  diez  del 
propio  mes  había  anunciado  establecer  contra  el  acuerdo  de  la  in- 
dicada Administración  que  le  negó  el  curso  de  una  póliza  para  la 
exportación  de  un  fardo  de  yaguas. 

Resultando  que  dentro  del  término  del  emplazamiento,  6  sea, 
en  veinte  del  mes  de  Septiembre  próximo  pasado,  el  referido  Fran- 
cisco Pomar  compareció  ante  este  Tribunal  Supremo,  interponiendo 
el  recurso  de  inconstitueionalidad  que  ya  había  anunciado,  expo- 
niendo que  venía  á  reclamar  contra  la  Ley  de  siete  de  Septiembre 
publicada  en  la  Gaceta  de  ese  mismo  día  sobre  exportación  de  ya- 
guas, por  creerla  contraria  á  la  Constitución,  expresando  como  ma- 
teria del  recurso,  conjuntamente  con  las  alegaciones  que  creyó 
oportunas  para  apoyarle,  lo  siguiente:  "El  Senado  de  la  República 
abrió  su  sesión  del  día  cinco  del  corriente,  con  la  presencia  única- 
mente de  trece  señores  Senadores,  v  en  la  sesióu  comenzada  de  esta 
suerte  votó  una  ley  sobre  exportación  de  yaguas,  todo  lo  que  apa- 
rece de  la  copia  certificada  del  acta  de  dicha  sesión,  que  acompaño 
marcada  con  el  número  tres;  y  esa  ley,  publicada  en  la  Gaceta  de 
la  República,  según  es  notorio,  y  consta,  además,  en  el  documento 
que  dejo  acompañado  con  el  número  uno,  me  fué  aplicada  por  el  se- 
ñor Administrador  de  la  Aduana  de  esta  capital,  según  aparece  de 
la  propia  comunicación  señalada  con  el  número  uno,  al  tratar  de 
embarcar  para  Nueva  York  las  yaguas  á  que  se  refiere  la  póliza  que 


34 

cia  de  las  dos  terceras  partes  del  número  total  de  sus 
miembros;  ni  continuarlas  sin  la  mayoría  absoluta  de 
ellos. 

ARTICULO  55 

Cada  Cámara  resolverá  sobre  la  validez  de  la  elección 
de  sus  respectivos  miembros,  y  sobre  las  renuncias  que 
presenten.  Ningún  Senador  ó  Representante  podrá  ser  ex- 
pulsado de  la  Cámara  á  que  pertenezca,  sino  en  virtud  de 

acompaño  con  el  número  cuatro,  y  que  inútilmente  trató  de  cursar. 
Señalo  como  infringido  por  esos  hechos,  el  párrafo  segundo  del  ar- 
tículo cincuenta  y  cuatro  de  la  Constitución,  cuya  mención  expresa 
la  hago  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  once  de  la 
citada  Ley  de  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil  novecientos  tres.  El 
concepto  de  la  infracción  es  el  siguiente:  conforme  al  párrafo  se- 
gundo del  artículo  cincuenta  y  cuatro,  ninguna  de  las  Cámaras  po- 
drá comenzar  sus  sesiones  sin  la  presencia  de  las  dos  terceras  par- 
tes del  número  total  de  sus  miembros.  Como  el  Senado  se  compone, 
según  el  artículo  cuarenta  y  cinco  de  la  Constitución,  de  cuatro 
Senadores  por  provincia,  ó  sea,  de  veinte  y  cuatro  miembros,  es 
claro  que  no  pudo  comenzar  constitucionalmente  la  referida  sesión 
del  cinco  del  corriente  con  la  sola  presencia  de  trece  señores  Sena- 
dores, por  no  constituir  este  número  las  dos  terceras  partes  de  vein- 
te y  cuatro,  que  es  el  número  total  de  sus  miembros.  Y  por  tanto, 
la  ley  sobre  exportación  de  yaguas  es  una  ley  inconstitucional,  por- 
que para  que  las  leyes  sean  constitucionales  y  obliguen  á  los  ciuda- 
danos, es  decir,  para  que  sean  tales  leyes,  es  indispensable  que  sean 
votadas  por  la  Cámara  de  Representantes  y  el  Senado  de  la  Repú- 
blica, (artículos  cuarenta  y  cuatro  y  cincuenta  y  nueve,  número 
primero,  de  la  Constitución)  y  si  bien  dicha  Ley  sobre  las  yaguas 
fué  votada  por  la  Cámara  de  Representantes  en  su  día,  no  lo  ha 
sido  por  el  Senado  propiamente  dicho,  porque  el  Senado  no  es  la 
reunión  de  unos  cuantos  señores  Senadores,  sino  la  reunión  de  Se- 
nadores que  comience,  por  lo  menos,  con  las  dos  terceras  partes  de 
veinte  y  cuatro  Senadores,  ó  sea  la  reunión  que  comienza  con  diez 
y  seis  Senadores  como  mínimum,  conforme  exige  el  citado  párrafo 
segundo  del  artículo  cincuenta  y  cuatro  de  la  Constitución,  que  ha 
sido  infringida.  Tan  clara  es,  pues,  la  infracción  del  precepto  cons- 
titucional señalado,  y  la  inconstitucionalidad  de  la  referida  ley  pro- 
hibiendo la  exportación  de  yaguas,  que  no  tengo  necesidad  de  in- 
sistir más  sobre  la  materia  del  recurso.' ' 

Resultando  que  el  recurrente  acompañó  con  dicho  escrito  los 
siguientes  documentos: — Una  certificación  del  Administrador  in- 
terino de  la  Aduana  de  la  Habana,  de  la  cual  aparece,  que  con 
fecha  nueve  del  expresado  mes  de  Septiembre  se  acordó  por  di- 
cho funcionario  dirigir  al  expresado  Pomar  comunicación,  expre- 
sando en  contestación  á  carta  de  éste  de  la  propia  fecha,  que  al 
negarse  á  dar  curso  á  la  póliza  de  exportación  de  un  fardo,  conte- 
niendo yaguas,  se  ha  ajustado  á  lo  dispuesto  en  la  Ley  de  fecha 
siete  del  repetido  mes  de  Septiembre,  publicada  en  la  Gaceta  del 
mismo  día,  que  prohibe  la  exportación  de  dicho  artículo;  una  cédu- 
la de  emplazamiento  extendida  en  trece  del  mismo  mes¿  referida  al 
recurrente  Pomar  para  su  comparecencia  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo en  el  plazo  de  diez  días  á  formalizar  la  controversia  anunciada; 
una  certificación  expedida  por  el  Secretario  del  Senado  de  Cuba, 
José  Antonio  Frías  y  Pérez,  con  vista  del  libro  de  actas  de  sesio- 
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causa  previamente  determinada  y  por  el  acuerdo  de  las 
dos  terceras  partes*  por  lo  menos,  del  número  total  de  sus 
miembros. 

ARTICULO  56 

Cada  Cámara  formará  su  reglamento,  y  elegirá  entre 
sus  miembros,  su  Presidente,  Vice-Presidentes  y  Secreta- 
rles ordinarias,  con  referencia  á  la  celebrada  en  cinco  de  Septiem- 
bre del  año  corriente,  en  la  eual  fué  aprobado  el  dictamen  de  la 
Comisión  de  Aranceles,  que  con  vista  del  acuerdo  de  la  Cámara  de 
Representantes  de  diez  y  siete  de  Junio  del  año  próximo  pasado  y 
de  acuerdo  con  él,  proponía  se  aprobase  el  siguiente  proyecto  de 
Ley:  " Artículo  único: — Desde  la  publicación  de  esta  Ley  en  la 
Gaceta  Oficial,  queda  prohibida  en  absoluto  la  exportación  de  ya- 
guas," habiéndose  abierto  la  sesión  con  la  presencia  de  catorce  Se- 
nadores, con  el  cual  número  aparece  constituido  el  Senado  al  discu- 
tirse y  votarse  la  Ley  referida;  una  póliza  de  exportación  de  efec- 
tos libres  de  derechos  con  referencia  á  un  fardo  conteniendo  veinte 
y  cuatro  yaguas,  expedida  por  Francisco  Pomar,  como  exportador, 
en  nueve  de  Septiembre  del  corriente  año,  solicitando  se  incluyan 
en  el  registro  de  carga  abierta  para  New  York,  del  buque  nombrado 
Morro  Castle;  una  certificación  expedida  por  el  Secretario  del  Se- 
nado de  Cuba,  José  Antonio  Frías  y  Pérez,  con  vista  del  libro  de 
actas  de  las  sesiones  ordinarias,  de  la  que  aparece,  que  según  el  ac- 
ta de  la  sesión  de  cinco  de  Mayo  de  mil  novecientos  dos,  el  Senado 
aceptó  para  su  cumplimiento  el  Reglamento  por  que  se  rigió  la  ex- 
tinguida Convención  Constituyente,  cuyo  artículo  sesenta  dice: — 
"Para  poder  celebrar  sesión  se  necesita  la  presencia  de  las  dos 
terceras  partes  de  los  delegados  proclamados,  sin  cuyo  requisito  no 
serán  válidos  los  acuerdos  que  se  tomen ;  * '  otra  certificación  del 
propio  origen,  con  referencia  á  la  sesión  celebrada  en  cinco  de 
Agosto  último,  de  la  cual  aparece,  entre  otros  particulares,  haberse 
aprobado  una  moción  encaminada  á  que  el  Senado  interpreta  el  ar- 
tículo cincuenta  y  cuatro  de  la  Constitución,  en  el  sentido  de  que 
la  palabra  "  sesiones, ' '  en  él  empleada,  se  entienda  lo  mismo  que 
' '  legislaturas. ' ' 

Resultando  que  el  señor  Presidente  de  este  Tribunal,  en  auto 
de  veinte  y  uno  del  mes  pasado,  tuvo  por  presentado  el  escrito  in- 
terponiendo el  recurso  que  ha  sido  relacionado,  y  de  acuerdo  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  trece  de  la  Ley  de  treinta  y  uno  de  Marzo 
de  mil  novecientos  tres,  dio  traslado  del  mismo  al  fiscal  para  los 
debidos  efectos. 

Resultando  que  en  tres  del  mes  corriente  el  Fiscal  emitió  dic- 
tamen oponiéndose  al  recurso  y  expresando  que,  en  su  -sentir,  debe 
el  Tribunal  declarar,  interpretando  rectamente  la  Constitución,  que 
las  dos  terceras  partes  ó  la  mitad  que  para  integrar  el  quorum  en 
los  Cuerpos  Colegisladores  exige  el  artículo  cincuenta  y  cuatro  de 
la  Constitución,  ha  de  computarse  sobre  el  total  de  los  miembros 
existentes  y  activos  de  la  Cámara  respectiva,  y  que  el  quorum  de 
las  dos  terceras  partes  es  solo  necesario  para  abrir  las  sesiones  de 
cada  Cuerpo  Colegislador,  el  primer  día  que  se  reúnan;  pero  que 
las  sesiones  pueden  continuar,  comenzando  cada  una  de  las  sucesi- 
vas con  la  presencia  sólo  do  la  mayoría  absoluta  de  ellos,  decla- 
rando, en  consecuencia,  sin  lugar  el  recurso  de  inconstitucionali- 
dad  establecido  por  Francisco  Pomar,  contra  la  Ley  de  siete  de 
Septiembre  de  mil  novecientos  cuatro,  que  en  nada  se  opone  á  la 
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rios.  No  obstante,  el  Presidente  del  Senado  sólo  ejercerá 
su  cargo  cuando  falte  el  Vice-Presideñte  de  la  República 
ó  esté  ejerciendo  la  Presidencia  de  la  misma. 

SECCIÓN  QUINTA 
Del  Congreso  y  sus  atribuciones 

ARTICULO  57 

El  Congreso  se  reunirá  por  derecho  propio,  dos  veces 
al  año,  y  permanecerá  funcionando  durante  cuarenta  días 

Constitución  de  la  Eepública;  y  por  un  otrosí,  pidió  se  solicitara 
informe  de  la  Secretaría  del  Senado  acerca  del  número  total  de 
miembros  que  formaban  el  mismo  el  día  cinco  de  Septiembre  últi- 
mo, haciendo  constar  que  es  cierto  que  habían  fallecido  los  señores 
Fernández  Rondan  y  Estrada  Mora,  sin  que  se  hubiesen  electo  ni 
proclamado  otros  Senadores  que  ocuparan  sus  puestos. 

Resultando  que  librada  la  comunicación  que  se  solicitaba  en  el 
otrosí  del  escrito  del  Fiscal,  se  obtuvo  contestación  con  fecha  ocho 
del  mes  corriente,  de  la  cual  aparece,  que  en  virtud  del  ya  referido 
fallecimiento  de  ambos  Senadores  ya  nombrados,  quedaban  como 
activos  veinte  y  dos,  cuyos  nombres  se  hacen  constar  en  la  certifi- 
cación remitida. 

Resultando  que  señalado  día  para  la  vista,  se  celebró  ésta  en 
diez  y  siete  del  corriente,  con  asistencia  del  letrado  del  recurrente, 
que  mantuvo  el  recurso,  y  del  Fiscal,  que  lo  impugnó. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  Revilla  y  Ferrari. 

Considerando  que  para  decidir  el  recurso  de  inconstitucionali- 
dad  anteriormente  referido,  esta  sentencia  debe  resolver  la  cues- 
tión propuesta  acerca  de  la  interpretación  que  haya  de  darse  al  pá- 
rrafo segundo  del  artículo  cincuenta  y  cuatro  de  la  Constitución 
de  la  República,  bien  en  el  sentido  de  que  la  palabra  " sesiones' y 
en  ese  párrafo  empleada,  se  contrae  á  cada  una  de  las  distintas  que 
celebren  los  Cuerpos  Colegisladores  durante  su  funcionamiento,  co- 
mo pretende  el  recurrente,-  bien  en  el  concepto  de  referir  el  signifi- 
cado de  dicho  vocablo  á  la  serie  de  sesiones  que  forman  cada  legis- 
latura, como  ha  mantnido  el  Ministerio  fiscal,  dado  que,  la  circuns- 
tancia de  haberse  usado  aquél  en  plural,  y  su  colocación  en  el  texto 
de  que  forma  parte,  parecen  autorizar  ambas  acepciones. 

Considerando  que  la  Constitución  de  la  República  emplea  la 
palabra  "sesiones"  con  la  segunda  significación  de  las  ya  indica- 
das, y  que,  sin  duda,  le  es  propia,  en'  el  párrafo  segundo  de  su  ar- 
tículo cincuenta  y  siete,  y  en  los  segundo  y  tercero  del  sesenta  y 
ocho,  lo  mismo  que  en  dos  ocasiones  en  el  primero  del  supradicho 
artículo  cincuenta  y  cuatro;  y  es  razonable  entender  que  si  se  le 
hubiera  querido  atribuir  en  el  segundo  párrafo  de  este  último,  de 
cuya  interpretación  ahora  se  trata,  un  significado  diferente,  con- 
trayendo á  cada  una  de  las  sesiones,  como  aduce  el  recurrente,  se 
hubiera  usado  algún  término  destinado  á  limitar  en  dicho  sentido 
el  valor  de  la  palabra  en  cuestión,  diferenciándole  del  aceptado  re- 
petidamente en  el  propio  artículo  y  marcando  así  con  precisión  el 
distinto  alcance  del  precepto  legal  referido. 

Considerando  que  este  último,  en  razón  á  su  objeto,  y  al  lugar, 
que  ocupa  en  el  Código  fundamental  del  Estado,  regula  el  funciona- 
miento de  ambos  Cuerpos  Colegisladores,  y  en  cuanto  impone  con- 
diciones determinadas  para  que  dicho  funcionamiento  pueda  rea- 
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hábiles,  por  lo  menos,  en  cada  legislatura.  Una  empezará 
el  primer  lunes  de  Abril  y  la  otra  el  primer  lunes  de  No- 
viembre. 

Se  reunirá  en  sesiones  extraordinarias  en  los  casos  y 
en  la  forma  que  determinen  los  Reglamentos  de  los  Cuer- 
pos Colegisladores,  y  cuando  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca lo  convoque  con  arreglo  á  lo  establecido  en  esta  Cons- 
titución. En  dichos  casos  sólo  se  ocupará  del  asunto  ó 
asuntos  que  motiven  su  reunión. 

ARTICULO  58 

El  Congreso  se  reunirá  en  un  solo  Cuerpo  para  pro- 


lizarse  legalmente,  como  son  las  de  que  no  pueden  las  Cámaras 
"  comenzar  sus  sesiones  sin  la  presencia  de  las  dos  terceras  partes 
del  número  total  de  sus  miembros,  ni  continuarlas  sin  la  mayoría 
absoluta  de  ellos,' '  es  limitativa  del  ejercicio  de  sus  facultades,  de- 
biéndose, en  tal  concepto,  rechazar  toda  interpretación  que  tienda 
á  ampliar  el  alcance  de  una  restricción  impuesta  por  la  ley  para  el 
cumplimiento  de  la  misión  que  ella  señala  á  organismos  creados  por 
la  propia  ley,  porque  semejantes  limitaciones  deben  preceptuarse 
de  modo  indudable  y  porque  de  la  propia  manera  deben  establecer- 
se los  requisitos  y  solemnidades  esenciales  para  el  desempeño  de 
cualquiera  función  en  el  orden  legal. 

Considrando  que  la  Constitución  de  la  República  responde  á 
los  principios  democráticos  que  reconocen  fundamentalmente  el  de- 
recho al  gobierno  de  la  mayoría,  é  interpretado  el  párrafo  segunda 
del  artículo  cincuenta  y  cuatro  de  dicho  Cuerpo  legal  en  el  sentido 
que  el  recurrente  propone,  ó  sea,  en  el  de  necesitar  las  Cámaras  las 
dos  terceras  partes  del  número  total  de  sus  miembros  para  comen- 
zar cada  ssión;  con  tal  que  la  minoría  excediese  de  la  tercera,  se 
convertiría  en  arbitra  con  su  abstención  de  celebrar  ó  no  sesiones, 
así  como  del  número  de  éstas  y  oportunidad  en  que  hubieran  de  ce- 
lebrarse, pudiendo  de  esa  suerte  paralizar  por  su  voluntad  la  mar- 
cha normal  de  la  legislatura,  y  haciendo  depender  en  realidad  de 
su  conducta,  aun  el  ejercicio  de  uno  de  los  poderes  constituidos; 
por  lo  cual,  la  interpretación  de  la  ley  que  impida  tales  efectos  es 
preferible  racionalmente,' puesto  que  debe  atribuirse  al  legislador 
el  propósito  de  que  los  organismos  del  Estado  cumplan  la  misión 
que  les  está  atribuida,  de  acuerdo  con  los  principios  en  que  se  ins- 
pira el  Código  fundamental. 

Considerando  que  como  hecho  que  corrobora  lo  anteriormente 
expuesto,  puede  invocarse  el  de  que  el  mayor  número  de  las  Cons- 
tituciones de  las  Naciones  regidas  democráticamente  aceptan  como 
suficiente  el  quorum  superior  al  de  la  mayoría  absoluta,  y  las  que 
prescriben  las  dos  terceras  partes  generalmente  estatuyen  la  san- 
ción oportuna  para  I09  miembros  no  asistentes,  lo  cual  no  ocurre  en 
la  de  esta  República. 

Considerando  que  la  circunstancia  de  haberse  aceptado  por  el 
Senado  el  Reglamento  de  la  extinguida  Convención  Constituyente, 
en  cuyo  artículo  sesenta  se  prescribe  con  toda  claridad  el  quorum 
de  las  dos  terceras  partes  para  cada  sesión,  nada  arguye  contra  lo- 
que se  ha  discurrido  en  los  párrafos  precedentes;  primero,  porque- 
dicha  Convención  cumplía  una  misión  excepcional,  distinta  de  la 
que  realizan  las  actuales  Cámaras,  justificándose  así  la  adopción  de 
un  criterio  también  distinto  en  el  expresado  particular,  de  mayor 
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clamar  al  Presidente  y  Vice-Presidente  -de  la  República, 
previa  rectificación  y  comprobación  del  escrutinio. 

En  este  caso  desempeñará  la  Presidencia  del  Congre- 
so, el  Presidente  del  Senado,  y,  en  su  defecto,  el  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  á  título  de  Vice-Presidente  del 
propio  Congreso. 

Si  del  escrutinio  para  Presidente  resultare  que  nin- 
guno de  los  candidatos  reúne  mayoría  absoluta  de  votos, 
ó  hubiere  empate,  el  Congreso,  por  igual  mayoría,  elegirá 
el  Presidente  de  entre  los  candidatos  que  hubieren  obte- 
nido mayor  número  de  votos. 

Si  fuesen  más  de  los  que  se  encontraren  en  este  caso, 

restricción  en  el  primer  caso;  segundo,  porque  cualquiera  que  sea 
la  interpretación  que  el  Senado  hubiese  dado  para  el  efecto  de  su 
funcionamiento  al  precitado  párrafo  segundo  del  artículo  cincuenta 
de  la  Constitución,  ni  por  ello  se  limitan  las  facultades  de  este  Tri- 
bunal Supremo,  de  acuerdo  con  la  función  que  le  encomienda  el  ar- 
tículo ochenta  y  tres  del  propio  Código,  ni  puede  influir  en  la  deci- 
sión del  presente  caso,  dada  la  naturaleza  del  recurso  interpuesto  y 
su  fin  propio;  y  tercero,  porque  siendo,  como  ya  se  ha  dicho,  perfec- 
tamente claro  el  texto  del  enunciado  artículo  sesenta  del  Reglamen- 
to de  la  Convención  Constituyente,  en  el  sentido  de  exigir  las  dos 
terceras  partes  de  los  delegados  para  celebrar  sesión,  es  lógico  pen- 
sar que  si  se  hubiera  deseado  adoptar  semejante  criterio  por  los  le- 
gisladores de  nuestra  Constitución,  hubiérase  llevado  á  ésta  dicho 
precepto  en  la  forma  en  que  se  encuentra  redactado,  ó  en  otra  se- 
mejante, en  tanto  que  la  diferencia  de  redacción  que  se  advierte  con 
respecto  al  punto,  en  el  segundo  párrafo  del  artículo  cincuenta  y 
cuatro,  que  es  materia  del  presente  recurso,  y  que  autoriza  una  in- 
terpretación distinta  del  sentido  indudable  de  aquel  primer  pre- 
cepto, .induce  á  juzgar  que  ambos  se  formularon  con  diverso  pro- 
pósito. 

-  Considerando  que  en  tal  concepto  no  debiéndose  estimar  nece- 
saria la  reunión  de  las  dos  terceras  partes  de  los  individuos  que 
constituyen  cada  Cuerpo  Colegislador,  para  que  puedan  éstos,  res- 
pectivamente, comenzar  y  continuar  cada  sesión  después  de  abier- 
ta la  legislatura,  y  bastando  al  efecto,  la  mayoría  absoluta,  la  Ley 
de  siete  de  Septiembre  último,  que  fué  aprobada  por  el  Senado 
después  de  haberse  acordado  por  la  Cámara  de  Representantes,  es- 
tando presente  en  aquel  primer  Cuerpo  catorce  miembros  del  mis- 
mo, con  los  cuales  la  sesión  había  empezado,  ha  sido  votada  mani- 
fiestamente de  acuerdo  con  la  Constitución;  siendo  innecesario  el 
resolver  en  el  caso  presente  como  el  Ministerio  fiscal  propone,  el 
particular  de  si  deben  contarse  al  efecto  el  número  de  los  miem- 
bros activos  y  existentes  del  Senado,  ó  el  que  la  Constitución  le 
asigna,  toda  vez  que  con  cualquiera  de  ambos  cómputos  se  había 
la  sesión  constituido  con  la  mayoría  absoluta  'que  era  necesaria. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  no  es  incons- 
titucional, en  el  concepto  que  el  recurrente  alega,  la  Ley  de  siete 
de  Septiembre  último,  que  prohibió  la  exportación  de  yaguas;  y  en 
su  consecuencia  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto 
por  Francisco  Pomar,  á  que  se  refiere  esta  sentencia,  con  las  costas 
á  su  cargo. 

Líbrense  las  copias  certificadas  necesarias  de  esta  sentencia,  la 
•cual  se  notificará  dentro  de  los  tres  días  posteriores  á  su  fecha,  y 
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por  haber  obtenido  dos  ó  más  candidatos  igual  número  de 
votos,  elegirá  entre  todos  ellos  el  Congreso. 

Si  en  el  Congreso,  resultare  también  empate,  se  repe- 
tirá la  votación :  y  si  el.  resultado  de  ésta  fuese  el  mismo, 
el  voto  del  Presidente  decidirá. 

El  procedimiento  establecido  en  el  párrafo  anterior 
se  aplicará  á  la  elección  del  Vice-Presidente  de  la  Repú- 
blica. 

El  escrutinio  se  efectuará  con  anterioridad  á  la  ex- 
piración del  término  presidencial. 

ARTICULO  59 

Son  atribuciones  propias  del  Congreso: 

Io  Formar  los  Códigos  y  las  leyes  de  carácter  general ; 


publíquese  en  la  Gaceta  Oficial  de  la  República,  dentro  de  los 
diez  siguientes  al  en  que  se  dictó  el  fallo. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — Pedro  González  Llórente. — Octa- 
vio Giberga. — Carlos  Revilla. — Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Hor- 
ta. — Rafael  Maydagán. — Ante  mí,  L.  Antonio  E.  Mesa  y  Domín- 
guez. 

Voto  particular: 

El  Magistrado  que  suscribe,  disintiendo  del  parecer  de  la  ma- 
yoría en  la  sentencia  que  antecede,  consigna  su  voto  particular  en 
la  siguiente  forma: 

Dando  por  reproducidos  los  resultandos  de  dicha  sentencia,  y 

Considerando  que  el  artículo  cincuenta  y  cuatro  de  nuestra 
Constitución,  dice  así: — "Las  Cámaras  abrirán  y  cerrarán  sus  se- 
siones en  un  mismo  día,  residirán  en  una  misma  población  y  no  po- 
drán trasladarse  á  otro  lugar,  ni  suspender  sus  sesiones  por  más  de 
tres  días,  sino  por  acuerdo  de  ambas.  Tampoco  podrán  comenzar 
sus  sesiones  sin  la  presencia  de  las  dos  terceras  partes  del  número 
total  de  sus  miembros,  ni  continuarla  sin  la  mayoría  absoluta  de 
ellos. ' ' 

Considerando  que  los  dos  párrafos  de  que  consta  el  anterior 
artícuo  encierran  conceptos  ó  ideas  diferentes,  perfectamente  des- 
lindados, pues  en  tanto  que  la  primera  parte  se  contrae  con  toda 
claridad  al  día  en  que  ambas  Cámaras  deben  iniciar  y  clausurar  las 
tareas  de  cada  uno  de  sus  dos  períodos  legislativos,  fijándose  tam- 
bién en  la  misma  las  condiciones  de  lugar,  tiempo  y  suspensión,  que 
han  de  cumplirse  regurosamente  por  ambos  Cuerpos  Colegisladores; 
la  segunda  parte  del  propio  artículo  empleando  los  verbos  podrán 
comenzar  y  no  abrirán,  como  en  la  primera,  acentuándose  con  ello 
más  y  más  la  diferencia  de  conceptos  que  encierran  ambos  párra- 
fos, además  de  fijar  los  requisitos  intrínsecos  para  la  validez  de 
cada  una  de  las  sesiones  que  se  celebren;  perfectamente  se  ve  que 
dicha  segunda  parte  no  se  refiere  al  mismo  asunto  de  la  primera, 
sino  al  hecho  de  comenzar  cada  sesión,  idea  que  resalta,  al  apreciar- 
le dentro  de  nuestro  idioma,  el  significado  de  la  palabra  tampoco, 
con  que  principia  dicho  párrafo,  palabra  que  señala  la  diferencia 
«ntre  las  ideas  anteriores  y  posteriores,  quedando  así  bien  separa- 
do lo  referente  á  la  sesión  inaugural  y  final  de  cada  legislatura,  y  lo 
<jue  se  contrae  á  todas  y  cada  una  de  los  sesiones  que  se  celebren 
por  ambos  cuerpos;  y  es  evidente,  en  vista  de  la  claridad  de  dicho 
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determinar  el  régimen  que  deba  observarse  para  las  elec- 
qiones  generales,  provinciales  y  municipales;  dictar  las 
disposiciones  que  regulen  y  organicen  cuanto  se  relaciona 
con  la  administración  general,  la  provincial  y  la  munici- 
pal; y  todas  las  demás  leyes  y  resoluciones  que  estimare 
convenientes  sobre  cualesquiera  otros  asuntos  de  interés 
público. 

2o  Discutir  y  aprobar  los  presupuestos  de  gastos  é  in- 
gresos del  Estado.  Dichos  gastos  é  ingresos,  con  excep- 
ción de  los  que  se  mencionarán  más  adelante,  se  incluirán 
en  presupuestos  anuales  y  sólo  regirán  durante  el  año  pa- 
ra el  cual  hubieren  sido  aprobados. 

Los  gastos  dell  Congreso ;  los  de  la  Administración  de 
Justicia ;  los  de  intereses  y  amortización  de  empréstitos,  y 

artículo  cincuenta  y  cuatro,  que  es  aplicable  al  caso,  el  precepto  del 
artículo  mil  doscientos  ochenta  y  uno  del  Código  Civil,  teniéndose 
forzosamente  que  estar  al  sentido  literal  de  aquél  y  cuya  interpre- 
tación es  por  lo  tanto  innecesaria. 

Considerando  que  la  índole  de  nuestro  idioma  rechaza  cualquier 
equivalencia  ó  sinonimia  entre  las  palabras  sesión  y  legislatura, 
pues  aparte  de  ser  la  segunda  un  todo,  y  significar  la  primera  una 
parte  ó  partes  de  ese  todo,  al  hacerse  la  sustitución  en  dicho  ar- 
tículo cincuenta  y  cuatro,  resulta  absurda  la  redacción  del  precep- 
to, así  en  su  forma,  como  en  su  fondo;  por  lo  cual  salta  á  la  vista 
la  sabiduría  con  que  procedieron  nuestros  convencionales  el  em- 
plear en  el  artículo  en  cuestión  el  vocablo  sesiones  y  no  legislatura; 
y  siendo  una  verdad  al  estudiarse  el  artículo  cincuenta  y  siete  de 
la  propia  Constitución,  que  la  palabra  legislatura  sólo  puede  apli- 
carse al  funcionamiento  del  Congreso  y  no  al  de  cada  uno  de  los 
Cuerpos  de  que  éste  se  compone,  por  no  abrir  ni  cerrar  separada- 
mente legislaturas  la  Cámara  ni  el  Senado,  no  pueden  emplearse  en 
el  artículo  cincuenta  y  cuatro  otras  palabras  que  la  de  sesiones, 
por  contraerse  á  las  que  han  de  celebrar  separadamente  ambos 
Cuerpos;  pudiéndose  también  afirmar  como  verdad,  deducida  del 
propio  artículo  cincuenta  y  cuatro,  comprendido  en  sección  distin- 
ta de  la  del  cincuenta  y  siete,  que  así  como  regula  el  funcionamien- 
to del  Congreso,  aquél  es  un  precepto  regulador  del  funcionamiento 
separado  de  la  Cámara  y  del  Senado,  careciendo  de  toda  base  )a 
pretensión  de  que  sólo  la  primera  sesión  de  los  Cuerpos  Colegislado- 
res se  ha  de  celebrar  con  la  presencia  de  las  dos  terceras  partes  de 
la  totalidad  de  los  miembros  de  cada  uno  y  que  las  sesiones  poste- 
riores á  esa  primera,  pueden  comenzar  y  terminarse  con  sólo  la  pre- 
sencia de  la  mayoría  absoluta,  distinción  que  por  cierto  y  verdad 
no  se  ve  absolutamente  establecida  en  ninguna  parte  de  nuestra 
Carta  fundamental. 

Considerando  que  en  la  hipótesis  de  que  sea  ambiguo,  que  no 
lo  es,  y  ofrezca  dudas,  el  sentido  del  mencionado  artículo  cincuen- 
ta y  cuatro,  hay  que  acudir  entonces,  no  á  lo  que  estatuyen  las 
Constituciones  de  otros  países,  que  tendrán  allí  su  natural  aplica- 
ción, sino  á  la  nuestra,  que  tiene  su  fisonomía  propia,  y  estudiar  ar- 
mónicamente sus  antecedentes  y  sus  preceptos,  como  método  más 
racional,  lógico  y  jurídico,  buscándose  la  interpretación  auténtica 
en  sus  orígenes,  penetrando  en  el  espíritu  del  legislador,  al  redac- 
tar la  disposición»  legal;  y  al  remontarse  con  el  pensamiento  á  los 
primeros  días  de  la  Convención  Constituyente,  formada  en  general 
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los  ingresos  que  deben  ser  cubiertos,  tendrán  el  carácter 
de  permanentes  y  se  incluirán  en  presupuesto  fijo,  que  re- 
girá mientras  no  será  reformado  por  leyes  especiales. 

3o  Acordar  empréstitos,  pero  con  la  obligación  de  vo- 
tar, al  mismo  tiempo,  los  ingresos  permanentes,  necesa- 
rios para  el  pago  de  intereses  y  amortizaciones. 

Todo  acuerdo  sobre  empréstitos  requiere  el  voto  de 
las  dos  terceras  partes  del  número  total  de  los  miembros 
de  cada  Cuerpo  Colegislador. 

4o  Acuñar  moneda,  determinando  su  patrón,  ley,  va- 
lor y  denominación. 

5o  Regular  el  sistema  de  pesas  y  medidas. 

6o  Dictar  disposiciones  para  el  régimen  y  fomento  del 
comercio  interior  y  exterior. 

7o  Regular  los  servicios  de  comunicaciones  y  ferroca- 

■  • 

por  hombres  de  profundos  conocimientos  literarios  y  científicos  se 
ve  que  fué  pensamiento  dominante  en  todos  aquellos  miembros  que 
no  pudiera  deliberarse,  ni  tomarse  acuerdo  alguno  sin  la  presencia 
del  mayor  número  de  delegados  proclamados,  á  fin  de  que  la  delica- 
da obra  legislativa,  dada  nuestra  escasez  de  población,  no  fuese 
nunca  producto  de  una  exigua  minoría;  y  de  ese  pensamiento  sur- 
gió antes  de  redactarse  la  Constitución,  el  hoy  artículo  sesenta  del 
Eeglamento  de  la  propia  Convención,  adoptado  más  tarde  por  el 
Senado  para  regir  sus  actos,  artículo  que  exige  claramente  la  pre- 
sencia de  las  dos  terceras  partes  del  número  total  de  proclamados 
para  poder  celebrarse  sesión,  sin  cuyo  requisito  no  tendrán  validez 
los  acuerdos  tomados;  y  aun  cuando  se  propuso  que  si  por  falta  de 
ese  quorum  no  podían  celebrarse  dos  sesiones  consecutivas,  la  ter- 
cera tuviese  lugar  con  la  asistencia  de  la  mayoría  absoluta,  tal  pro- 
posición fué  rechazada,  por  no  quererse  sino  la  presencia  de  dichas 
dos  terceras  partes,  criterio  que  se  mantuvo  invariable  por  la  Cons- 
tituyente, que  lo  practicó  siempre,  no  empezando  sus  sesiones  sin 
ese  número. 

Considerando  que  al  concluir  sus  funciones  la  Comisión  nom- 
brada para  la  formación  de  un  proyecto  de  Constitución  en  que  se 
reflejara  la  opinión  de  la  mayoría,  apareció  el  artículo  cincuenta  y 
cuatro,  que  fué  después  aprobado  por  unanimidad,  y  más  tarde,  ya 
redactada  la  Constitución,  al  proponerse  nuevamente,  cuando  la 
discusión  de  la  Ley  Electoral,  que  se  adoptase  el  quorum  de  la  ma- 
yoría absoluta,  por  no  poderse  celebrar  sesión  por  la  falta  de  las  doa 
terceras  fijada,  otra  vez  se  rechazó  tal  idea,  dominando  siempre  el 
criterio  de  la  presencia  de  las  dos  terceras  partes  del  total  para  em- 
pezar cualquier  sesión;  y  al  consentirse  en  la  propia  Constitución 
que  después  de  principiada  una  sesión  pudiese  continuar  la  misma 
con  la  presencia  de  la  mayoría  absoluta,  fué  por  considerarse  que 
el  patriotismo  de  los  Eepresentantes  y  Senadores  se  opondría,  en 
casos  de  importantes  resoluciones  para  la  estabilidad  de  la  Eepú- 
blica,  al  abandono  de  la  sesión  comenzada. 

Considerando  que  una  vez  admitido  definitivamente  el  referi- 
do artículo  cincuenta  y  cuatro,  hasta  que  se  promulgó  la  Carta  fun- 
damental, absolutamente  nadie  puso  nunca  en  tela  de  juicio  la  le- 
tra y  espíritu  del  segundo  párrafo  del  mencionado  precepto,  en  el 
sentido  de  no  poderse  comenzar  cualquier  sesión  de  cualquiera  de 
los  Cuerpos  Colegisladores,  sin  la  presencia*  de  dichas  dos  .terceras 
partes  de  la  totalidad  de  miembros  de  cada  uno,  ni  poderse  conti- 
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rriles,  caminos,  canales  y  puertos,  creando  los  que  exija 
la  conveniencia  pública. 

8o  Establecer  las  contribuciones  é  impuestos,  de  ca- 
rácter nacional,  que  sean  necesarios  para  las  atenciones 
del  Estado. 

9o  Fijar  las  reglas  y.  procedimientos  para  obtener  la 
naturalización. 

10.  Conceder  amnistías. 

11.  Fijar  el  número  de  las  fuerzas  de  mar  y  tierra  y 
determinar  su  organización. 

12.  Declarar  la  guerra  y  aprobar  los  Tratados  de  paz, 
«que  el  Presidente  de  la  República  haya  negociado. 

13.  Designar,  por  medio  de  una  ley  especial,  quien 

nuar  la  misma,  una  vez  comenzada  con  aquel  número,  sin  la  pre- 
sencia de  la  mayoría  absoluta;  pero  si  no  basta  ese  pensamiento 
que  tuvo  el  legislador,  al  redactar  el  artículo  cincuenta  y  cuatro, 
•que  se  ha  venido  siempre  aplicando  de  la  misma  manera,  sin  alte- 
rarse su  sentido  en  lo  más  mínimo,  es  necesario  entonces  acudir, 
por  lógica  incontrastable,  á  la  interpretación  consuetudinaria,  á  la 
práctica  establecida  y  sancionada  respecto  del  artículo  en  cuestión, 
por  el  Senado,  por  la  Cámara  y  por  el  Ejecutivo,  sin  protestar  nun- 
-ca  nadie  de  las  dos  terceras  partes  de  la  totalidad  de  los  miembros 
«de  cada  Cuerpo  para  empezar  cualquier  sesión,  fuera  ésta  del  prin- 
cipio, del  medio  ó  del  fin  de  cualquiera  de  los  dos  períodos  legisla- 
tivos. 

Considerando  que  al  dar  principio  á  sus  tareas  legislativas  am- 
ias Cámaras  adoptaron  para  su  gobierno  interior  el  Reglamento  de 
la  Constituyente,  y  con  semejante  adopción  quedó  tácitamente  re- 
conocido que  para  Senadores  y  Representantes  eran  del  todo  con- 
gruentes la  Constitución  y  ese  Reglamento  aceptado;  y  cuando  por 
falta  del  quorum  de  las  dos  terceras  partes  para  empezar  cualquier 
>  sesión  se  suspendió  ésta,  como  consta  en  el  Diario  de  Sesiones,  por 
•exigirlo  así  conjuntamente  la  segunda  parte  de  dicho  artículo  cin- 
cuenta y  cuatro  y  su  explicación,  el  sesenta  del  Reglamento  adop- 
tado, se  interpretó  auténticamente  la  Carta  fundamental,  y  contra 
«sa  aplicación,  que  tiene  en  su  abono  innumerables  actas  de  la  Cá- 
mara y  del  Senado,  y  diversos  actos  del  Ejecutivo,  no  cabe  otra  ex- 
plicación del  precepto  constitucional,  estando  aquellas  actas  suscri- 
tas por  muchos  legisladores  de  la  propia  Constitución;  y  en  la  hipó- 
tesis, inadmisible,  por  cierto,  de  que  hubiera  sido  errónea  la  inter- 
pretación constante  dada  desde  un  principio  al  número  requerido 
por  la  segunda  parte  del  artículo  cincuenta  y  cuatro  para  comenzar 
cualquier  sesión,  no  tendría  hoy  explicación  alguna  tan  reiterado 
error  de  más  de  dos  años  de  práctica,  pudiéndose  calificar  de  in- 
fantil la  idea  lanzada  de  que  el  precepto  en  cuestión  no  se  había 
aún  estudiado,  como  si  nuestras  Cámaras  fuesen  una  congregación 
-de  analfabetos. 

Considerando  que  el  Reglamento  de  una  Cámara  6  de  un  Sena- 
do es  una  explicación  de  la  ley  por  la  que  estos  Cuerpos  se  rigen, 
existiendo  siempre  una  congruencia  entre  ese  Reglamento  y  esa 
ley,  y  desde  el  momento  en  que  se  alterase,  como  se  pretende  en  el 
caso  actual,  la  segunda  parte  del  tantas  veces  mencionado  artículo 
-cincuenta  y  cuatro,  dejaría  de  ser  congruente  con  el  articulo  sesen- 
ta de  su  Reglamento,  viniendo  á  estar  ambos  en  abierta  contradic- 
ción acerca  del  mismo  acto. 

Considerando  que  además  de  la  segunda  parte  de  ese  artículo 
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debe  ocupar  la  Presidencia  de  la  República  en  el  caso  de 
que  el  Presidente  y  el  Vice-Presidente  sean  destituidos, 
fallezcan,  renuncien  ó  se  incapaciten. 

ARTICULO  60 

El  Congreso  no  podrá  incluir  en  las  leyes  de  presu- 
puestos, disposiciones  que  ocasionen  reformas  legislativas 
ó  administrativas  de  otro  orden;  ni  podrá  rendir  ó  supri- 
mir ingresos  de  carácter  permanente,  sin  establecer  al 
mismo  tiempo  otros  que  lo  sustituyan,  salvo  el  caso  que 
la  reducción  ó  supresión  procedan  de  reducción  ó  supre- 
sión de  gastos  permanentes  equivalentes;  ni  asignar  á 
ningún  servicio  que  deba  ser  dotado  en  el  presupuesto 
anual,  mayor  cantidad  que  la  propuesta  en  el  proyecto  del 

cincuenta  y  cuatro  de  la  Constitución,  hay  otros  en  ésta,  como  los 
cincuenta,  cincuenta  y  cinco,  cincuenta  y  nueve,  sesenta  y  dos,  cien- 
to quince,  y  tal  vez  algún  otro  en  que  se  exige  como  requisito  esen- 
cial, el  acuerdo  de  las  dos  terceras  partes  del  número  total  de  miem- 
bros, y  pudiéndose  esto  cumplir  sin  obstáculo  alguno  con  el  quorum' 
de  las  dos  terceras  partes  exigido  para  empezar  cualquier  sesión, 
desde  el  momento  en  que  llegase  á  prevalecer  la  nueva  teoría  del 
funcionamiento  de  las  Cámaras  con  la  sola  presencia  de  la  mayoría 
absoluta,  no  se  ven  términos  hábiles  para  dar  cumplimiento  á  lo 
preceptudo  en  los  artículos  citados,  en  que  se  exige  la  presencia  de 
las  dos  terceras  partes  de  miembros  y  el  voto  de  los  mismos. 

Considerando  que  el  actual  Reglamento  de  la  Cámara,  en  sus 
artículos  once  y  cuarenta  y  tres,  no  ha  hecho  más  que  reproducir  el 
contenido  del  párrafo  segundo  del  mencionado  artículo  cincuenta  y 
cuatro;  lo  cual  viene  á  demostrar  una  vez  más  el  pensamiento  que 
siempre  ha  dominado  en  nuestros  convencionales  y  representantes, 
respecto  á  no  dar  principio  á  ninguna  sesión  cualquiera  de  las  Cá- 
maras sin  la  presencia  de  las  dos  terceras  partes  del  total  de  sus 
miembros. 

Considerando  respecto  á  la  moderna  teoría  de  que  hoy  por  hoy 
el  quorum  del  Senado  debe  computarse  teniéndose  en  cuenta  que1 
sólo  hay  veinte  y  dos  senadores  vivos,  que  cuando  se  discutió  el  ar- 
tículo cincuenta  y  nueve  de  la  Constitución  quedó  fijado  de  un  mo- 
do definitivo  que  cada  vez  que  se  hablase  de  la  presencia  de  las 
dos  terceras  partes  de  miembros  se  dijese  del  número  total  de  los 
que  legalmente  deban  constituir  el  Senado  ó  la  Cámara,  no  del  nú- 
mero que  haya  en  un  momento  dado;  y  las  dos  terceras  partes  de 
nuestro  Senado,  que  ha  de  constar  de  veinticuatro  miembros,  está 
constituida  por  diez  y  seis  Senadores,  y  no  por  catorce  ni  quince, 
ó  por  un  número  indeterminado,  variable  según  el  de  vacantes  que 
puedan  ocurrir  en  determinado  momento,  que  á  tal  conclusión  po- 
día llegarse. 

Considerando  que  siendo  pues  muy  clara  la  redacción  dada  á 
todo  el  artículo  cincuenta  y  cuatro  de  la  Constitución,  que  guarda 
perfecta  congruencia  en  su  segunda  parte  con  el  artículo  sesenta  de 
la  Constituyente,  y  con  el  cuarenta  y  tres  de  la  actual  Cámara  do 
Representantes,  y  habiéndose  siempre  entendido  y  aplicado  de  un 
modo  constante  y  uniforme  dicha  segunda  parte  del  artículo  cin- 
cuenta y  cuatro,  durante  más  de  dos  años,  sin  protestas  de  nadie, 
constituyendo  tal  proceder  una  respetabilísima  especie  de  jurispru- 
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Gobierno;  pero  si  podrá  crear  nuevos  servicios  y  refor- 
mar ó  ampliar  los  existentes,  por  medio  de  leyes  especiales. 

SECCIÓN  SEXTA 

De  la  iniciativa  y  f  orín  ación  de  las  leyes 
su  sanción  y  promulgación 

ARTICULO  61 

La  iniciativa  de  las  leyes  se  ejercerá  por  cada  uno  de 
los  Cuerpos  Colegisladores  indistintamente. 

ARTICULO  62 

Todo  proyecto  de  ley  que  haya  obtenido  la  aproba- 
ción de  ambos  Cuerpos  Colegisladores,  y  toda  resolución 

ciencia,  realmente  no  cabe  hoy  una  distinta  interpretación  de  esa 
parte  del  mencionado  artículo  cincuenta  y  cuatro,  pisoteándose  de 
cierto  modo  lo  que  se  ha  venido  practicando  constantemente  por 
ambos  Cuerpos  Colegisladores  y  por  el  Ejecutivo,  que  han  consa- 
grado multitud  de  actos;  y  si  se  persiste  en  la  nueva  interpreta- 
ción, surgida  en  la  sesión  del  cinco  de  Septiembre  último  en  el  Se- 
nado, tal  hecho,  que  contraría  la  letra  y  el  espíritu  del  párrafo  se- 
gundo del  artículo  cincuenta  y  cuatro  de  la  Constitución,  suponién- 
dose en  él  palabras  y  conceptos  que  no  se  han  escrito,  es  una  dero- 
gación pracial  de  nuestra  Constitución,  una  modificación,  una  va- 
riación de  uno  de  sus  preceptos,  siendo  lo  legal  y  correcto  que  para 
realizar  tal  reforma  se  cumpla,  so  pena  de  nulidad,  lo  preceptuado 
terminantemente  en  el  artículo  ciento  quince  de  la  propia  Consti- 
tución: de  esta  manera,  al  mismo  tiempo  que  se  da  muestra  de  fiel 
observancia  y  estricto  cumplimiento  de  las  leyes,  base  principal  y 
firme  sostén  de  las  instituciones,  se  demuestra  también  que  se  res- 
peta nuestra  Constitución  y  se  vela  por  que  sean  estables  cada  vez 
más  nuestra  libertad  y  nuestra  independencia,  amenazadas  por 
cualquier  violación  de  nuestra  Carta  fundamental. 

Considerando  que  el  quorum  exigido  para  comenzar  cualquier 
sesión  de  nuestro  Senado  ha  sido  y  es  el  de  diez  y  seis  Senadores 
presentes  y  al  faltar  tal  número  en  la  sesión  celebrada  el  siete  de 
Septiembre  próximo  pasado,  la  ley  votada  en  ese  día  sobre  expor- 
tación de  yaguas  en  dicha  sesión  lo  fué  irregularmente,  y  por  lo 
tanto  es  inconstitucional. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  la  ley  votada 
en  siete  de  Septiembre  próximo  pasado  sobre  exportación  de  ya- 
guas es  contraria  á  la  Constitución,  por  no  haberse  cumplido  en  la 
sesión  celebrada,  los  requisitos  exigidos  por  la  segunda  parte  del 
artículo  cincuetna  y  cuatro  respecto  á  quorum,  que  había  de  ser  de 
diez  y  seis  Senadores  y  no  de  catorce  ni  de  quince,  y  en  su  conse- 
cuencia, con  lugar  el  recurso  establecido  por  el  Sr.  Francisco  Po- 
mar, sin  especial  condenación  de  costas. 

Comuniqúese  esta  sentencia  por  medio  de  certificación  á  la 
Aduana  de  la  Habana,  así  como  al  Senado  y  al  Ejecutivo;  notifí- 
quese  á  las  partes  dentro  de  tercero  día,  y  publíquese  en  la  Gaceta 
Oficial  de  la  Eepublica  dentro  del  término  de  diez  días  que  señala 
el  artículo  diez  y  ocho  de  la  ley  de  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil 
novecientos  tres. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
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de  los  mismos  que  haya  de  ser  ejecutada  por  el  Presiden- 
te de  la  República,  deberán  presentarse  á  éste  para  su  san- 
ción. Si  los  aprueba,  los  autorizará  desde  luego;  devol- 
viéndolos en  otro  caso,  con  las  objeciones  que  hiciere,  al 
Cuerpo  Colegislador  que  los  hubiere  propuesto;  el  cual 
consignará  las  referidas  objeciones  íntegramente  en  acta, 
discutiendo. de  nuevo  el  proyecto  ó  resolución. 

Si  después  de  esta  discusión  dos  terceras  partes  del 
número  total  de  los  miembros  del  Cuerpo  Colegisíador, 

firmamos. —  Eafael  Cruz  Pérez. —  Ante  mí,  L.  Antonio  E.  Mesa  y 
Domínguez. 

Voto  particular. 

El  Magistrado  que  suscribe,  disintiendo  del  voto  de  *la  mayo- 
ría en  la  sentencia  que  antecede,  formula  el  suyo  particular,  con 
los  resultandos  de  la  misma  y  con  las  siguientes  consideraciones  le- 
gales y  parte  dispositiva? 

Considerando  que  la  cuestión  planteada  en  este  recurso  se  re- 
duce, en  síntesis,  á  determinar,  si  dado  el  texto  del  segundo  párra- 
fo del  artículo  cincuenta  y  cuadro  de  la  Constitución,  deben  las  Cá- 
maras comenzar,  tanto  la  primera  como  cada  una  de  las  sesiones 
posteriores  de  todo  período  legislativo,  con  la  presencia  de  las  dos 
terceras  partes  del  número  total  de  sus  miembros;  y,  en  tal  virtud, 
si  es  $  no  inconstitucional  la  ley  de  siete  de  Septiembre  último,  por 
haber  sido  votada  por  el  Senado  estando  presentes,  al  empezar  la 
correspondiente  sesión,  sólo  catorce  de  los  veinte  y  cuatro  miem- 
bros que  lo  componen. 

Considernado  que  el  mencionado' artículo  dice:  "Las  Cámaras 
abrirán  y  cerrarán  sus  sesiones  en  un  mismo  día,  residirán  en  una 
misma  población  y  no  podrán  trasladarse  á  otro  lugar,  ni  suspen- 
der sus  sesiones  por  más  de  tres  días  sino  por  acuerdo  de  ambas. 
Tampoco  podrán  comenzar  sus  sesiones  sin  la  presencia  de  las  dos 
terceras  partes  del  número  total  de  sus  miembros  ni  continuarlas 
sin  la  mayoría  absoluta  de  ellos. " 

Considerando  que  al  locución  ''sus  sesiones' "  contenida  en  el 
primer  párrafo  de  este  artículo  sólo  puede,  gramatical  é  ideológica- 
mente apreciada,  entenderse  referida  á  la  serie  de  reuniones,  ordi- 
narias ó  extraordinarias,  que  celebren  simultáneamente  ambas  Cá- 
maras del  Congreso,  en  determinado  período,  pues  que  aparece,  en 
el  orden  sintáctico  más  regular  y  perfecto,  enlazada  con  conceptos 
únicamente  relativos  á  actos  comunes  á  éstas,  que,  como  el  de  abrir 
y  cerrar  aquéllas  en  un  mismo  día  y  el  de  no  suspenderlas  por  más 
de  tres  días  sin  el  acuerdo  de  los  dos  Cuerpos  Colegisladores,  no 
cabe  estimarlos  realizables,  sino  consideradas  las  sesiones  en  con- 
junto: m     ' 

Considerando  que  no  debe  interpretarse  de  igual  modo  la  propia 
locución  en  el  segundo  párrafo  del  mismo  artículo:  el  advervio 
tampoco  con  que  este  párrafo  empieza  está  únicamente  destinado  á 
señalar  nuevas  negaciones  sobre  las  consignadas  en  el  párrafo  an- 
terior, como  limitativas  todas  ellas,  de  la  libre  discreción  de  las 
Cámaras  en  cuanto  á  su  funcionamiento,  y,  cuando  Seguidamente 
se  emplea  la  citada  locución,  se  hace  esto,  anteponiéndola  al  verbo 
comenzar  que,  ya  por  sí  solo,  en  contraste  con  el  de  abrir,  usado  an- 
teriormente, como  se  ha  visto,  en  relación  con  una  serie  ó  conjunto 
de  sesiones  revela  que  se  ha  querido  expresar  un  nuevo  concepto 
en  relación  con  éstas,  á  saber,  el  de  cómo  deben  principiarse,  con- 
siderada cada  una  separadamente  de  las  demás;  reafirmándose  este 
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votasen  en  favor  del  proyecto  ó  resolución,  se  pasará,  con 
las  objeciones  del  Presidente,  al  otro  Cuerpo,  que  también 
lo  discutirá  y  si  por  igual  mayoría  lo  aprueba,  será  ley.  En 
todos  estos  casos  las  votaciones  serán  nominales. 

Si  dentro  de  los  diez  días  hábiles  siguientes  á  la  re- 
misión del  proyecto  ó  resolución  al  Presidente,  éste  no  lo 
devolviere,  se  tendrá  por  sancionado  y  será  ley. 

Si,  dentro  de  los  últimos  diez  días  de  unu  legislatura, 
se  presentare  un  proyecto  de  ley  al  Presidente  de  la  Re- 
pensamiento de  manera  ostensible  al  emplearse  después  el  vocablo 
f  i  continuarlas, ' '  referible  con  propiedad,  exclusivamente,  á  cada 
sesión  de  por  sí,  puesto  que  las  sesiones  no  se  continúan  unas  con 
otras,  toda  vez  que  nunca  es  la  una  parte  de  la  precedente,  sino 
que  se  continúan  cuando  comenzada  una,  se  prosigue  celebrándola, 
con  intrrupción  ó  sin  ella,  hasta  su  terminación:  de  donde  se  dedu- 
ce que  dicha  locución  "sus  sesiones' '  en  el  segundo  párrafo  del  ar- 
tículo cincuenta  y  cuatro  de  la  Constitución,  debe  entenderse  con- 
traída á  cada  una  de  las  reuniones  ordinarias  ó  extraordinarias  <Jue 
las  Cámaras  celebren. 

Considerando  que  del  "Diario  de  Sesiones' '  de  la  Convención 
Constituyente,  no  aparece  dato  alguno  que  permita  admitir  una  in- 
terpretación auténtica  del  expresado  párrafo  segundo:  que,  por 
otra  parte,  no  puede  servir  de  fundamento  doctrinal  para  resolver 
este  recurso  la  que  le  han  venido  dando  las  Cámaras  en  su  respec- 
tivo reglamento;  por  no  estar  ellas  llamadas  por  las  leyes  á  fijar 
una  interpretación  decisiva  de  ningún  precepto  de  la  Constitución: 
que  tampoco  es  procedente  que  este  Tribunal  en  uso  de  su  propia 
y  exclusiva  competencia  para  ello,  fije  esa  interpretación  en  vista 
de  lo  que,  con  relación  á  la  materia  de  que  dicho  párrafo  trata,  se 
establece  en  las  Constituciones  extranjeras,  porque,  sobre  ser  va- 
riadas sus  disposiciones,  cuanto  al  particular,  carecen  éstas  de  to- 
da virtualidad  para  influir  en  la  determinación  de  cuál  fué  la  men- 
te de  dicha  Convención,  al  estatuir  el  precepto  constitucional  re- 
ferido: por  todo  lo  cual  es  notorio  que  sólo  la  recta  interpretación 
gramatical  del  mismo  da  solución  satisfactoria  al  problema  plan- 
teado por  el  recurrente. 

Considerando  finalmente,  que  en  mérito  de  lo  expuesto,  es  de 
concluirse  afirmando  que  toda  ley  ó  resolución  votada  por  las  Cá- 
maras sin  haber  estado  presentes  las  dos  terceras  partes  del  total 
de  sus  miembros  en  el  momento  de  comenzar  la  correspondiente  se- 
sión, se  opone,  por  su  origen,  á  lo  prevenido  en  el  segundo  párrafo 
del  artículo  cincuenta  y  cuatro  de  la  Constitución  de  la  Eepública, 
salvo  que,  al  ser  votada,"  ya  hubiesen  estado  presentes  en  algún 
otro  momento  dichas  dos  terceras  partes,  pues  que  de  esta  suerte 
quedaría  sustáncialmente  cumplido  el  tantas  veces  aludido  precep- 
to; y,  por  tanto,  resulta  evidente  la  inconstitucionalidad  de  la  ley 
de  siete  de  Septiembre  último  por  haber  sido  votada  por  el  Senado 
sin  el  mencionado  requisito;  procediendo,  en  consecuencia,  así  de- 
clararlo, con  el  pronunciamiento  de  haber  lugar  al  recurso  inter- 
puesto por  indebida  aplicación  de  la  propia  ley. 

Vistos  el  artículo  segundo  y  sus  concordantes  de  la  de  treinta 
y  uno  de  Marzo  de  mil  novecientos  tres. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  la  ley  de  sie- 
te de  Septiembre  del  corriente  año,  por  su  origen,  se  opone  á  la 
Constitución  de  la  República;  y,  por  consiguiente,  asimismo  decla- 
ramos con  lugar  este  recurso,  sin  especial  condenación  de  costas." 
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pública,  y  éste  se  propusiese  utilizar  todo  el  término  que, 
al  efecto  de  la  sanción,  se  le  concede  en  el  párrafo  ante- 
rior, comunicará  su  propósito,  en  el  mismo  día,  al  Congre- 
so, á  fin  de  que  permanezca  reunido,  si  lo 'quisiese,  hasta 
el  vencimiento  del  expresado  término.  De  no  hacerlo  así 
el  Presidente,  se  tendrá  por  sancionado  el  proyecto  y  se- 
rá ley. 

Ningún  proyecto  de  íey  desechado  totalmente  por  al- 
gunos de  los  Cuerpos  Colegisladores,  podrá  discutirse  de 
nuevo  en  la  misma  legislatura. 

Toda  ley  será  promulgada  dentro  de  los  diez  días  si- 
guientes al  de  su  sanción,  proceda  ésta  del  Presidente  ó 
del  Congreso,  según  los  casos  mencionados  en  el  artículo 
precedente. 

TITULO  VII 

DEL    PODER    EJECUTIVO 
SECCIÓN  PRIMERA 

Del  ejercicio  del  Poder  Ejecutivo 

ARTICULO  64 

El  Poder  Ejecutivo  se  ejerce  por  el  Presidente  de  la 

República. 

» 

SECCIÓN  SEGUNDA 

Del  Presidente  de  la  República,  sus  atribuciones 

y  deberes 

ARTICULO  65 

Para  ser  Presidente  de  la  República  se  requiere : 

Io  Ser  cubano  por  nacimiento  ó  naturalización,  y  en 
este  último  caso,  haber  servido  con  las  armas  á  Cuba,  en 
sus  guerras  de  independencia,  diez  años  por  lo  meno.s 

2o  Haber  cumplido  cuarenta  años  de  edad. 

3o  Hallarse  en  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles  y 
políticos. 

ARTICULO  66 

El  Presidente  de  la  República  será  elegido  por  sufra- 
gio de  segundo  grado,  en  un  solo  día,  y  conforme  al  pro- 
cedimiento que  establezca  la  ley. 

El  cargo  durará  cuatro  años;  y  nadie  podrá  ser  Pre- 
sidente en  tres  períodos  consecutivos. 
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ARTICULO  67 

El  Presidente  jurará  ó  prometerá,  ante  el  Tribunal 
Supremo  de  Justicia,  al  tomar  posesión  de  su  cargo,  de- 
sempeñarlo fielmente,  cumpliendo  y  haciendo  cumplir  la 
Constitución  y  las  leyes. 

ARTICULO  68 

Corresponde  al  Presidente  de  la  República: 

Io  Sancionar  y  promulgar  las  leyes,  ejecutarlas  y  ha- 
cerlas ejecutar;  dictar,  cuando  no  lo  hubiere  hecho  el 
Congreso,  los  reglamentos  para  la  mejor  ejecución  de  las 
leyes;  y  expedir,  además,  los  decretos  y  las  órdenes  que, 
para  este  fin  y  para  cuando  incumba  al  gobierno  y  admi- 
nistración del  Estado,  creyere  convenientes,  sin  contrave- 
nir en  ningún  caso  lo  establecido  en  dichas  leyes. 

2o  Convocar  á  sesiones  extraordinarias  al  Congreso, 
ó  solamente  al  Senado,  en  los  casos  que  señala  esta  Cons- 
titución, ó  cuando,  á  su  juicio,  fuere  necesario. 

3o  Suspender  las  sesiones  del  Congreso,  cuando  tra- 
tándose en  éste  de  su  suspensión,  no  hubiere  acuerdo  acer- 
ca de  ella  entre  los  Cuerpos  Colegisladores. 

4o  Presentar  al  Congreso,  al  principio  de  cada  legisla- 
tura y  siempre  que  lo  estime  oportuno,  un  Mensaje  refe- 
rente á  los  actos  de  la  Administración,  y  demostrativo  del 
estado  general  de  la  República ;  y  recomendar,  además,  la 
adopción  de  las  leyes  y  resoluciones  que  creyere  necesa- 
rias ó  útiles. 

5o  Presentar  al  Congreso,  en  cualquiera  de  sus  Cáma- 
ras, y  antes  del  día  quince  de  Noviembre,  el  Proyecto  de 
los  Presupuestos  anuales. 

6o  Facilitar  al  Congreso  los  informes  que  éste  solici- 
tare sobre  toda  clase  de  asuntos  que  no  exijan  reserva. 

7Q  Dirigir  las  negociaciones  diplomáticas,  y  celebrar 
tratados  con  las  otras  naciones,  debiendo  someterlos  á  la 
aprobación  del  Senado,  sin  cuyo  requisito  no  tendrán  va- 
lidez ni  obligarán  á  la  República. 

8o  Nombrar  y  remover  libremente  á  los  Secretarios 
del  Despacho,  dando  cuenta  al  Congreso. 

9o  Nombrar,  con  la  aprobación  del  Senado,  al  Presi- 
dente y  Magistrados  del  Tribunal  de  Justicia,  y  á  los  Re- 
presentantes diplomáticos  y  Agentes  consulares  de  la  Re- 
pública; pudiendo  hacer  nombramientos  interinos  de  di- 
chos funcionarios,  cuando  en  caso  de  vacante,  no  esté  reu- 
nido el  Senado. 

10.  Nombrar,  para  el  desempeño  de  los  demás  cargos 
instituidos  por  la  Ley,  á  los  funcionarios  correspondien- 
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tes,  cuyo  nombramiento  no  esté  atribuido  á  otras  autori- 
dades. 

11.  Suspender  el  ejercicio  de  los  derechos  que  se 
enumeran  en  el  artículo  40  de  esta  Constitución,  en  los 
casos  y  en  la  forma  que  se  expresan  en  los  artículos 
41  y  42. 

12.  Suspender  los  acuerdos  de  los  Consejos  Provin- 
ciales y  de  los  Ayuntamientos,  en  los  casos  y  en  la  forma 
que  determina  esta  Constitución. 

13.  Decretar  la  suspensión  de  los  Gobernadores  de 
Provincia,  en  los  casos  de  extralimitación  de  funciones  y 
de  infracción  de  las  leyes,  dando  cuenta  al  Senado,  según 
lo  que  se  establezca,  para  la  resolución  que  corresponda. 

14.  Acusar  á  los  Gobernadores  de  Provincia  en  los  ca- 
sos expresados  en  el  párrafo  tercero  del  artículo  47. 

15.  Indultar  á  los  delincuentes  con  arreglo  a  lo  que 
prescriba  la  Ley,  excepto  cuando  se  trate  de  funcionarios 
públicos  penados  por  delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones. 

16.  Recibir  á  los  Representantes  diplomáticos  y  ad- 
mitir á  los  Agentes  consulares  de  otras  Naciones. 

17.  Disponer,  como  Jefe  Supremo,  de  las  fuerzas  de 
mar  y  tierra  de  la  República.  Proveer  á  la  defensa  de  su 
territorio,  dando  cuenta  al  Congreso ;  y  á  la  conservación 
del  orden  interior.  Siempre  que  hubiere  peligro  'de  inva- 
sión ó  cuando  alguna  rebelión  amenazare  gravemente  la 
seguridad  pública,  ño  estando  reunido  el  Congreso,  el  Pre- 
sidente lo  convocará  sin  demora  para  la  resolución  que 
corresponda. 

ARTICULO  69 

El  Presidente  no  podrá  salir  del  territorio  de  la  Re- 
pública sin  autorización  del  Congreso. 

ARTICULO  70 

El  Presidente  será  responsable,  ante  el  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  por  los  delitos  de  carácter  común  que 
cometiere  durante  el  ejercicio  de  su  cargo ;  pero  no  podrá 
ser  procesado  sin  previa  autorización  del  Senado. 

ARTICULO  71 

El  Presidente  recibirá  del  Estado  una  dotación,  que 
podrá  ser  alterada  en  todo  tiempo ;  pero  no  surtirá  efecto 
la  alteración  sino  en  los  períodos  presidenciales  siguientes 
á  aquél  en  que  se  acordare. 
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TITULO  VIII 

DEL  VICE-PRESIDENTE  DE  LA  REPÚBLICA 

ARTICULO  72 

Habrá  un  Vice-Presidente  de  la  República,  qué  será 
elegido  en  la  misma  forma  y.  para  igual  período  de  tiem- 
po que  el  Presidente,  y  conjuntamente  con  éste;  requiri en- 
dose para  ser  Vice-Presidente  las  mismas  condiciones  que 
prescribe  esta  Constitución  para  ser  Presidente. 

ARTICULO  73 

El  Vice-Presidente  de  la  República  ejercerá  la  Presi- 
dencia del  Senado;  pero  sólo  tendrá  voto  en  los  casos  de 
empate. 

ARTICULO  74 

Por  falta,  temporal  ó  definitiva,  del  Presidente  de  la 
República,  le  sustituirá  el  Vice-Presidente  en  el  ejercicio 
del  Poder  Ejecutivo.  Si  la  falta  fuere  definitiva  durará  la 
sustitución  hasta  la  terminación  del  período  presidencial. 

ARTICULO  75 

El  Vice-Presidente  recibirá  del  Estado  una  dotación, 
que  podrá  ser  alterada  en  todo  tiempo;  pero  no  surtirá 
efecto  la  alteración  sino  en  los  períodos  presidenciales  si- 
guientes á  aquél  en  que  se  acordare. 

TITULO  IX 

DE   LOS   SECRETARIOS   DEL   DESPACHO 
ARTICULO  76 

Para  el  ejercicio  de  sus  atribuciones  tendrá  el  Presi- 
dente de  la  República,  los  Secretarios  del  Despacho  que 
determine  la  Ley:  debiendo  recaer  el  nombramiento  de 
éstos  en  ciudadanos  cubanos  que  se  hallen  en  el  pleno  go- 
ce de  los  derechos  civiles  y  políticos. 

ARTICULO  77 

Todos  los  decretos,  órdenes  y  resoluciones  del  Presi- 
dente de  la  República  habrán  de  ser  refrendados  por  el 
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Secretario  del  ramo  correspondiente,  sin  cuyo  requisito 
carecerán  de  fuerza  obligatoria  y  no  serán  cumplidos. 


ARTICULO  78 


Los  Secretarios  serán  personalmente  responsables  de 
los  actos  que  refrenden,  y,  además,  solidariamente,  de  los 
que,  juntos,  acuerden  ó  autoricen.  Esta  responsabilidad 
no  excluye  la  personal  y  directa  del  Presidente  de  la  Re- 
pública. 


ARTICULO  79 


Los  Secretarios  del  Despacho  serán  acusados  por  la 
Cámara  de  Representantes,  ante  el  Senado,  en  los  casos 
que  se  mencionan  en  el  párrafo  segundo  del  artículo  47. 

ARTICULO  80 

Los  Secretarios  del  Despacho  recibirán  del  Estado 
una  dotación  que  podrá  ser  alterado  en  todo  tiempo,  pero 
no  surtirá  efecto  la  alteración  sino  en  los  períodos  presi- 
denciales siguientes  á  aquél  en  que  se  acordare. 

TITULO  X 

DEL     PODER     JUDICIAL 

SECCIÓN  PRIMERA 
Del  ejercicio  del  Poder  Judicial 

ARTICULO  81 

t 

El  Poder  Judicial  se  ejerce  por  un  Tribunal  Supremo 
de  Justicia  y  por  los  demás  Tribunales  que  las  Leyes  es- 
tablezcan. Estas  regulan  sus  respectivas  organización 
y  facultades:  el  modo  de  ejercerlas  y  las  condiciones  que 
deban  concurrir  en  los  funcionarios  que  los  compongan. 

SECCIÓN  PRIMERA 

Del  Tribunal  Supremo  de  Justicia 

ARTICULO  82 

Para  ser  Presidente  ó  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia  se  requiere : 

1.°  Ser  cubano  por  nacimiento. 

2o  Haber  cumplido  treinta  y  cinco  años  de  edad. 
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3.°  Hallarse  en  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles 
y  políticos  y  no  haber  sido  condenado  á  pena  aflctiva  por 
delito  común. 

4.°  Reunir,  además,  alguna  de  las  circunstancias  si- 
guientes : 

Haber  ejercido,  en  Cuba,  durante  diez  años,  por  lo 
menos,  la  profesión  de  Abogado;  ó  desempeñado,  por 
igual  tiempo,  funciones  judiciales;  ó  explicado,  el  mismo 
número  de  años,  una  Cátedra  de  Derecho  en  Estableci- 
miento oficial  de  Enseñanza. 

Podrán  ser  también  nombrados  para  los  cargos  Se 
Presidente  y  Magistrados  de  Tribunal  Supremo,  simpre 
que  reúnan  las  condieones  de  los  números  1,  2  y  3  de  este 
artículo : 

(a)  Los  que  hubieren  ejercido,  en  la  Magistratura, 
cargo  de  categoría  igual  ó  inmediatamente  inferior,  por 
el  tiempo  que  determine  la  Ley. 

(b)  Los  que,  con  anterioridad  á  la  promulgación  de 
esta  Constitución,  hubieren  sido  Magistrados  del  Tribu- 
nal Supremo  de  la  Isla  de  Cuba. 

El  tiempo  de  ejercicio  de  funciones  judiciales  se  com- 
putará como  de  ejercicio  de  la  Abogacía,  al  efecto  de  ca- 
pacitar á  los  Abogados  para  poder  ser  nombredos  Magis- 
trados del  Tribunal  Supremo. 

ARTICULO  83 

Además  de  las  atribuciones  que  le  estuvieren  ante- 
riormente señaladas  y  de  la  que  en  la  sucesivo  le  confie- 
ran las  leyes,  corresponden  al  Tribunal  Supremo  las  si- 
guientes : 

1.a  Conocer  de  los  recursos  de  casación. 

2.a  Dirimir  las  competencias  entre  los  Tribunales  que 
le  sean  inmediatamente  inferiores  ó  no  tengan  un  supe- 
rior común. 

3.a  Conocer  de  los  juicios  en  que  litiguen  entre  sí  el 
Estado,  las  Provincias  y  los  Municipios. 

4.a  Decidir  sobre  la  eonstitucionalidad  de  las  leyes, 
decretos  y  reglamentos,  cuando  fuere  objeto  de- contro- 
versia entre  partes. 

SECCIÓN  TERCERA 

Disposiciones  generales  acerca  de  la  Administración 

de^  Justicia 

ARTICULO  84 

La  justicia  se  administrará  gratuitamente  en  todo  el 
territorio  de  la  República. 
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ARTICULO  85 


Los  Tribunales  conocerán  de  todos  los  juicios,  ya  sean 
civiles,  criminales  ó  contencioso-administrativos. 


ARTICULO  86 

No  se  podrán  crear,  en  ningún  caso,  ni  bajo  ninguna 
denominación,  Comisiones  judiciales  ni  Tribunales  ex- 
traordinarios. 

ARTICULO  97 

Ningún  funcionario  del  orden  judicial  podrá  ser  sus- 
pendido ni  separado  de  su  destino  ó  empleo,  sino  por  ra- 
zón de  delito  ú  otra  causa  grave  debidamente  acreditada, 
y  siempre  con  su  audiencia. 

Tampoco  podrá  ser  trasladado  sin  su  consentimiento, 
á  no  ser  por  motivo  evidente  de  conveniencia  pública. 

ARTICULO  88 

Todos  los  funcionarios  del  orden  judicial  serán  per- 
sonalmente responsables,  en  la  forma  que  determinen  las. 
leyes,  de  toda  infracción  de  ley  que  cometieren. 

ARTICULO  89 

La  dotación  de  los  funcionarios  del  orden  judicial,  na 
podrá  ser  alterada  sino  en  períodos  mayores  de  cinco 
años,  y  por  medio  de  una  ley.  Esta  no  podrá  asignar  dis- 
tintas dotaciones  á  cargos  cuyo  grado,  categoría  y  funcio- 
nes sean  iguales. 

ARTICULO  90 

Los  Tribunales  de  las  fuerzas  de  mar  y  tierra  se  regu- 
larán por  una  ley  orgánica  especial. 

TITULO  XI 

DEL    RÉGIMEN    PROVINCIAL 

SECCIÓN  PEIMEEA 

Disposiciones  generales 

ARTICULO  91 

La  Provincia  comprende  los  términos  Municipales  en- 
clavados dentro  de  sus  límites. 
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ARTICULO  92 

En  cada  Provincia  habrá  un  Gobernador  y  un  Conse- 
jo Provincial,  elegidos  por  sufragio  de  primer  grado  en  la 
forma  que  prescriba  la  Ley. 

El  número  de  Consejeros  en  cada  una,  no  será  menor 
de  ocho  ni  mayor  de  veinte. 

SECCIÓN  SEGUNDA 
De  los  Consejos  Provinciales  y  sus  atribuciones 

ARTICULO  93 

Corresponde  á  los  Consejos  Provinciales : 

Io  Acordar  sobre  todos  los  asuntos  que  conciernan  á 
la  Provincia  y  que,  por  la  Constitución ;  por  los  Tratados 
<>  por  las  leyes,  no  correspondan  á  la  competencia  general 
del  Estado  ó  á  la  privativa  de  los  Ayuntamientos. 

2o  Formar  sus  presupuestos,  estableciendo  los  ingre- 
sos necesarios  para  cubrirlos,  sin  otra  limitación  que  la  de 
hacerlos  compatibles  con  el. sistema  tributario  del  Estado. 

3o  Acordar  empréstitos  para  obras  públicas  de  inte- 
rés provincial ;  pero  votando  al  mismo  tiempo  los  ingresos 
permanentes  necesarios  para  el  pago  de  sus  intereses  y 
amortización. 

Para  que  dichos  empréstitos  puedan  realizarse,  ha- 
brán de  ser  aprobados  por  las  dos  terceras  partes  de  los 
Ayuntamientos  de  la  Provincia. 

4o  Acusar  ante  el  Senado  al  Gobernador,  en  los  casos 
determinados  en  el  párrafo  tercero  del  artículo  47,  cuando 
los  dos  tercios  del  número  total  de  los  Consejeros  Provin- 
ciales, acordaren,  en  sesión  secreta,  la  acusación. 

5o  Nombrar  y  remover  los  empleados  provinciales  con 
arreglo  á  lo  que  establezcan  las  leyes. 

ARTICULO  94 

Los  Consejos  Provinciales  no  podrán  reducir  ó  supri- 
mir ingresos  de  carácter  permanente,  sin  establecer  al 
mismo  tiempo  otros  que  los  sustituyan ;  salvo  en  el  caso  de 
que  la  reducción  ó  supresión  procedan  de  reducción  ó  su- 
presión de  gastos  permanentes  equivalentes. 

ARTICULO  95 

Los  acuerdos  de  los  Consejos  Provinciales  serán  pre- 
sentados al  Gobernador  de  la  Provincia.  Si  éste  los  apro- 
bare, los  autorizará  con  su  firma.  En  otro  caso,  los  devol- 
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verá,  con  sus  objeciones,  al  Consejo,  el  cual  discutirá  de 
nuevo  el  asunto.  Y,  si  después  de  la  segunda  discusión,  las 
dos  terceras  partes  del  número  total  de  Consejeros  vota- 
ren en  favor  del  acuerdo,  éste  será  ejecutivo. 

Cuando  el  Gobernador,  transcurridos  diez  días  desde 
la  presentación  de  un  acuerdo,  no  lo  devolviere,  se  tendrá 
por  aprobado  y  será  también  ejecutivo. 

.  ARTICULO  96 

Los  acuerdos  de  los  Consejos  Provinciales  podrán  ser 
suspendidos  por  el  Gobernador  de  la  Provincia  ó  por  el 
Presidente  de  la  República,  cuando,  á  su  juicio,  fueren 
contrarios  á  la  Constitución,  á  los  Tratados,  á  las  leyes  ó 
á  los  acuerdos  adoptados  por  los  Ayuntamientos;  dentro 
de  sus  atribuciones  propias.  Pero  se  reservará  á  los  Tribu- 
nales el  conocimiento  y  la  resolución  de  las  reclamaciones 
que  se  promuevan  con  motivo  de  la  suspensión. 

ARTICULO  97 

Ni  los  Consejos  Provinciales  ni  ninguna  Sección  ó  Co- 
misión, de  su  seno  ó  por  ellos  designada  fuera  de  él,  po- 
drán tener  intervención  en  las  operaciones  que  correspon- 
dan al  procedimiento  electoral  para  cualquier  clase  de 
elecciones. 

ARTICULO  98 

Los  Consejeros  Provinciales  serán  personalmente  res- 
ponsables, ante  los  Tribunales,  en  la  forma  que  las  leyes 
prescriban,  de  los  acto«  *xue  ejecuten  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones. 

SECCIÓN  TERCERA 
De  los  Gobernadores  de  Provincias  y  sus  atribuciones 

ARTICULO  99 

Corresponde  á  los  Gobernadores  de  Provincia : 

Io  Cumplir  y  hacer  cumplir,  en  los  extremos  que  les 
conciernan,  las  leyes,  decretos  y  reglamentos  generales  de 
ja  Nación. 

2o  Publicar  los  acuerdos  del  Consejo  Provincial  que 
tengan  fuerza  obligatoria,  ejecutándolos  y  haciéndolos 
ejecutar. 

2o  Expedir  órdenes  y  dictar  además  las  instrucciones 
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y  reglamentos  para  la  mejor  ejecución  de  los  acuerdos  del 
Consejo  Provincial,  cuando  éste  no  los  hubiere  hecho. 

4o  Convocar  al  Consejo  Provincial  á  sesiones  extraor- 
dinarias cuando,  á  su  juicio,  fuere  necesario ;  expresándo- 
se en  la  convocatoria  el  objeto  de  las  sesiones. 

5o  Suspender  los  acuerdos  del  Consejo  Provincial  y 
de  los  Ayuntamientos,  en  los  casos  que  determina  esta 
Constitución. 

6o  Acordar  la  suspensión  de  los  Alcaldes  en  los  casos 
de  extralimitación  de  facultades,  violación  de  la  Consti- 
tución ó  de  las  leyes,  infracción  de  los  acuerdos  de  lo» 
Consejos  Provinciales,  ó  incumplimiento  de  sus  deberes; 
dando  cuenta  al  Consejo  Provincial,  en  los  términos  que 
establezcan  las  leyes. 

7o  Nombrar  y  remover  los  empleados  de  su  despacha 
conforme  á  lo  que  establezcan  las  leyes. 

ARTICULO  100 

El  Gobernador  será  responsable  ante  el  Senado,  en 
los  casos  que  en  esta  Constitución  se  señalan,  y  ante  lo» 
Tribunales  en  los  demás  casos  de  delito,  con  arreglo  á  lo- 
que prescriban  las  leyes. 

ARTICULO  101 

El  Gobernador  recibirá  del  Tesoro  provincial  una 
dotación  que  podrá  ser  alterada  en  todo  tiempo;  pero  no 
surtirá  efecto  la  alteración  sino  después  que  se  verifique 
nueva  elección  de  Gobernador. 

ARTICULO  102 

Por  falta,  temporal  ó  definitiva,  del  Gobernador  de 
la  Provincia  le  sustituirá  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  el 
Presidente  del  Consejo  Provincial.  Si  la  falta  fuere  defini- 
tiva durará  la  sustitución  hasta  que  termine  el  período 
para  que  hubiese  sido  electo  el  Gobernador. 

TITULO  XII 

DEL    RÉGIMEN    MUNICIPAL 
SECCIÓN  PRIMERA 

Disposiciones  generales 

ARTICULO  103 

Los  Términos  Municipales  serán  regidos  por  Ayunta- 
mientos compuestos  de  Conséjales  elegidos  por  sufragio 
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de  primer,  grado,  en  el  número  y  en  la  forma  que  la  ley 
prescriba. 

ARTICULO  104  ' 

En  cada  Término  municipal  habrá  un  Alcalde,  elegi- 
do por  sufragio  de  primer  grado,  en  la  forma  que  esta- 
blezca la  Ley. 

SECCIÓN  SEGUNDA 
De  los  Ayuntamientos  y  sus  atribuciones 

AETICULO  105 

Corresponde  á  los  Ayuntamientos: 

Io  Acordar  sobre  todos  los  asuntos  que  conciernan  ex- 
clusivamente al  término  municipal. 

2o  Formar  sus  presupuestos,  estableciendo  los  ingre- 
sos necesarios  para  cubrirlos,  sin  otra  limitación  que  la  de 
hacerlos  compatibles  con  el  sistema  tributario  del  Estado. 

3o  Acordar  empréstitos ;  pero  votando  al  mismo  tiem- 
po los  ingresos  permanentes  necesarios  para  él  pago  de 
sus  intereses  y  amortización. 

Para  que  dichos  empréstitos  puedan  realizarse,  ha- 
brán de  ser  aprobados  por  las  dos  terceras  partes  de  los 
electores  del  Término  municipal. 

4o  Nombrar  y  remover  los  empleados  municipales 
conforme  á  lo  que  establezcan  las  leyes. 

ARTICULO  106 

Los  Ayuntamientos  no  podrán  reducir  ó  suprimir  in- 
greso de  carácter  permanente  sin  establecer  al  mismo 
tiempo  otros  que  la  sustituyan,  salvo  en  el  caso  de  que  la 
reducción  ó  supresión  procedan  de  reducción  ó  supresión 
de  gasto  permanentes  equivalentes. 

ARTICULO  107 

Los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  serán  presenta- 
dos al  Alcalde.  Si  éste  los  aprobare,  los  autorizará  con  su 
firme.  En  otro  caso,  los  devolverá  con  sus  objeciones,  al 
Ayuntamiento  -r  el  cual  discutirá  de  nuevo  el  asunto.  Y  si 
después  de  la  segunda  discusión,  las  dos  terceras  partes 
del  número  total  de  Conséjales  votaren  en  favor  de  acuer- 
do, éste  será  ejecutivo. 

Cuando  el  Alcalde,  transcurridos  diez  días  desde  la 
presentación  de  un  acuerdo,  no  lo  devolviere,  se  tendrá 
por  aprobado  y  será  también  ejecutivo. 
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ARTICULO  108 

Los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  podrán  ser  sus- 
pendidos por  el  Alcalde,  por  el  Gobernador  de  la  Provin- 
cia ó  por  el  Presidente  de  la  República,  cuando,  á  su  jui- 
cio, fueren  contrarios  á  la  Constitución,  á  los  Tratados,  á 
las  leyes  ó  á  los  acuerdos  adoptados  por  el  Consejo  Pro- 
vincial dentro  de  sus  atribuciones  propias.  Pero  se  reser- 
vará á  los  Tribunales  el  conocimiento  y  la  resolución  de 
las  reclamaciones  que  se  promuevan  con  motivo  de  la  sus- 
pensión. 

ARTICULO  109 

Los  Conséjales  serán  personalmente  responsables,  an- 
te los  Tribunales  de  Justicia,  en  la  forma  que  las  leyes 
prescriban,  de  los  actos  que  ejecuten  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones. 

SECCIÓN  PRIMERA 

De  los  Alcaldes»  sus  atribuciones  y  deberes 

ARTICULO  110 

Corresponde  á  los  Alcaldes : 

1  Publicar  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  que 
tengan  fuerza  obligatoria,  ejecutándolos  y  haciéndolos 
ejecutar. 

2o  Ejercer  las  funciones  activas  de  la  administración 
municipal,,  expidiendo,  al  efecto,  órdenes  y  dictando  ade- 
más instrucciones  y  reglamentos  para  la  mejor  ejecución 
de  los  acuerdos  del  Ayuntamientos,  cuando  éste  no  los 
hubiere  hecho. 

3o  Nombrar  y  remover  los  empleados  de  su  despacho, 
conforme  á  lo  que  establezcan  las  leyes. 

ARTICULO  111 

El  Alcalde  será  personalmente  responsable,  ante  los 
Tribunales  de  Justicia,  en  la  forma  que  las  leyes  prescri- 
ban, de  los  actos  que  ejecute  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

ARTICULO  112 

El  Alcalde  recibirá  del  Tesoro  Municipal  una  dota- 
ción que  podrá  ser  alterada  en  todo  tiempo;  pero  no  sur- 
tirá efecto  la  alteración  sino  desde  que  se  verifique  nueva 
elección  de  Alcalde. 
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ARTICULO  113 

Por  falta,  temporal  ó  definitiva  del  Alcalde,  le  susti- 
tuirá en  el  ejercicio  de  su  cargo  el  Presidente  del  Ayun- 
tamiento. 

Si  la  falta  fuere  definitiva  durará  la  sustitución  hasta 
que  termine  el  período  para  que  hubiere  sido  electo  el  Al- 
calde. 

TITULO  XIII 

DE    LA    HACIENDA    NACIONAL 
ARTICULO  114 

Pertenecen  al  Estado  todos  los  bienes,  existentes  en 
el  territorio  de  la  República,  que  no  correspondan  á  las 
Provincias  ó  á  los  Municipios,  ni  sean,  individual  ó  colec- 
tivamente, propiedad  particular. 

TITULO  XIV 

DE  LA  REFORMA  DE  LA  CONSTITUCIÓN 
ARTICULO  115 

Lo  Canstitución  no  podrá  reformarse,  total  ni  par- 
cialmente, sino  por  acuerdo  de  las  dos  terceras  partes  del 
número  total  de  los  miembros  de  cada  Cuerpo  Colegis- 
lador. 

Seis  meses  después  de  acordada  la  reforma,  se  pro- 
cederá á  convocar  una  Convención  Constituyente,  que  se 
limitará  á  aprobar  ó  desechar  la  reforma  votada  por  los 
Cuerpos  Colegisladores;  los  cuales  continuarán  en  el  ejer* 
cicio  de  sus  funciones  con  entera  independencia  de  la  Con- 
vención. 

Los  Delegados  á  dicha  Convención  serán  elegidos  por 
provincias,  en  la  proporción  de  uno  por  cada  cincuenta 
mil  habitantes,  y  en  la  forma  que  establezcan  las  leyes. 


DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

PRIMERA 

La  República  de  Cuba  no  reconoce  más  deudas  y  com- 
promisos que  los  contraídos  legítimamente,  en  beneficio 
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de  la  Revolución,  por  los  Jefes  de  Cuerpo  del  Ejército  Li- 
bertador, después  del  24  de  Febrero  de  1895,  y  con  ante- 
rioridad al  19  de  Septiembre  del  mismo  año,  fecha  en  que 
se  promulgó  la  Constitución  de  Jimaguayú;  y  las  deudas 
y  compromisos  que  el  Gobierno  Revolucionario  hubiere 
contraído  posteriormente,  por  sí  ó  por  sus  legítimos  repre- 
sentantes en  el  extranjero.  El  Congreso  calificará  dichas 
deudas  y  compromisos,  y  resolverá  sobre  el  pago  de  los 
que  fueren  legítimos. 

SEGUNDA 

Los  nacidos  en  Cuba  ó  los  hijos  de  naturales  de  Cuba 
que,  al  tiempo  de  promulgarse  esta  Constitución,  fueren 
ciudadanos  de  algún  Estado  extranjero,  no  podrán  gozar 
de  la  nacionalidad  cubana  sin  renunciar,  previa  y  expre- 
samente, la  que  tuvieren. . 

TERCERA 

El  tiempo  que  los  extranjeros  hubieren  servido  en  las 
guerras  por  la  independencia  de  Cuba,  se  computará  como 
tiempo  de  naturalización  y  residencia  para  la  adquisición 
del  derecho  que  á  los  naturalizados  reconoce  el  artícu- 
lo 49. , 

CUARTA 

La  base  de  población  que  se  establece,  en  relación  con 
las  elecciones  de  Representantes  y  de  Delegados  á  la  Con- 
vención Constituyente,  en  los  artículos  48  y  115,  podrá 
modificarse  por  una  ley  cuando  á  juicio  del  Congreso  lo% 
exigiere  el  aumento  de  habitantes  que  resulte  de  los  Cen- 
sos periódicamente  formados. 

QUINTA 

Al  constituirse  por  primera  vez  el  Senado,  los  Sena- 
dores, al  efecto  de  su  renovación,  se  dividirán  en  dos  se- 
ries. Los  comprendidos  en  la  primera,  cesarán  al  fin  del 
cuarto  año,  y  los  comprendidos  en  la  segunda,  al  terminar 
el  octavo ;  decidiendo  la  suerte  los  dos  Senadores  que  co- 
rrespondan, por  cada  Provincia,  á  una  y  otra  serie. 

La  Ley  establecerá  el  procedimiento  para  la  forma- 
ción de  las  dos  series  en  que  haya  de  dividirse,  á  los  efec- 
tos de  su  renovación  parcial,  la  Cámara  de  Represen- 
tantes. 
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SEXTA 

Noventa  días  después  de  promulgada  la  Ley  Electo- 
ral que  habrá  de  redactar  y  adoptar  la  Convención  Cons- 
tituyente, se  procederá  á  elegir  los  funcionarios  creados 
por  la  Constitución,  para  el  traspaso  del  Gobierno  de  Cu- 
ba á  los  que  resulten  elegidos,  conforme  á  lo  dispuesto  en 
la  Orden  número  301  del  Cuartel  General  de  la  División 
de  Cuba,  de  25  de  Julio  del  año  1900. 

SÉPTIMA 

t 

Todas  las  leyes,  decretos,  reglamentos,  órdenes  y  de- 
más disposiciones  que  estuvieren  en  vigor  al  promulgar- 
se esta  Constitución,  continuarán  observándose  en  cuanto 
no  se  opongan  á  ella,  mientras  no  fueren  legalmente  de- 
rogadas ó  modificadas.  (*) 

Sala  de  sesiones  de  la  Convención  Constituyente,  en 
la  Habana,  á  21  de  Febrero  de  1901. 

Domingo  Méndez  Capote. — J.  Rius  Rivera. — José  M:  Gó- 
mez.— Eudaldo  Tamayo.-^José  B.  Alemán. — José  de  J.  Mon- 
teagudo. — M.  Morúa  Delgado. — José  Luis  Roban. — Luis  For- 
tún. — Manuel  R.  Silva. — Pedro  G.  Betancourt. — Eliseo  Gir 
berga. — Joaquín  Quílez. — Gonzalo  de  Quesada. — Diego  Tama- 
yo. — Manuel  Sanguüy. — Alejandro  Rodríguez. — Miguel  Ge- 
ner. — Emilio  Núñez. — Leopoldo  Berriel.—José  Lacret  Mor- 
lot. — Rafael  M.  Portuondo.—*J.  Fernández  de  Castro. — Anto- 
nio Bravo  y  Correoso. — José  N.  Ferrer. — Juan  Gualberto  Gó- 
mez.— R.  Manduley. — Alfredo  Zayas,  Secretario.— Enrique 
Villuendas,  Secretario. 


La  Convención  Constituyente,  procediendo  de  confor- 
midad con  La  orden  del  Gobierno  Militar  de  la  Isla  de  25 
de  Julio  de  1900,  por  la  cual  fué  convocada,  acuerda  adi- 
cionar y  adiciona  la  Constitución  de  la  República  de  Cu- 
ba, adoptada  el  21  de  Febrero  último,  con  el  siguiente 

APÉNDICE 

Artículo  Io  El  Gobierno  de  Cuba  nunca  celebrará  con 
ningún  Poder  ó  Poderes  extranjeros  ningún  Tratado  ú 
otro  pacto  que  menoscabe  ó  tienda  á  menoscabar  la  inde- 
pendencia de  Cuba,  ni  en  manera  alguna  autorice  ó  per- 

(*)     Véase  la  Orden  núm.  148  de  13  Mayo  1902  que  se  publica 
á  continuación. 
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mita  á  ningún  Poder  ó  Poderes  extranjeros  obtener  por 
colonización  ó  para  propósitos  navales  ó  militares  ó  de 
otra  manera  asiento  en  ó  jurisdicción  sobre  ninguna  por-, 
ción  de  dicha  Isla. 

Artículo  2o  Dicho  Gobierno  no  asumirá  ó  contraerá 
ninguna  deuda  pública  para  el  pago  de  cuyos  intereses  y 
amortización  definitiva,  después  de  cubiertos  los  gastos 
corrientes  del  Gobierno,  resulten  inadecuados  los  ingre- 
sos ordinarios. 

Artículo  3o  El  Gobierno  de  Cuba  consiente  que  los 
Estados  Unidos  puedan  ejercer  el  derecho  de  intervenir 
para  la  preservación  de  la  independencia  de  Cuba,  y  el  sos- 
tenimiento de  un  Gobierno  adecuado  á  la  protección  de  la 
vida,  la  propiedad  y  la  libertad  individual,  y  al  cumpli- 
miento de  las  obligaciones,  con  respecto  á  Cuba,  impues- 
tas á  los  Estados  Unidos  por  el  Tratado  de  París  y  que  de- 
ben ahora  ser  asumidas  y  cumplidas  por  el  Gobierno  de 
Cuba. 

Artículo  4o  Todos  los  actos  realizados  por  los  Estados 
Unidos  en  Cuba  durante  su  ocupación  militar,  serán  rati- 
ficados y  tenidos  por  válidos,  y  todos  los  derechos  legal- 
mente  adquiridos  á  virtud  de  aquéllos,  serán  mantenidos 
y  protegidos. 

Artículo  5o  El  Gobierno  de  Cuba  ejecutará  y  hasta 
donde  fuere  necesario  ampliará  los  planes  ya  proyectados 
ú  otros  que  mutuamente  se  convengan,  para  el  sanea- 
miento de  las  poblaciones  de  la  Isla,  con  el  fin  de  evitar  la 
recurrencia  de  enfermedades  epidémicas  é  infecciosas, 
protegiendo  así  al  pueblo  y  al  comercio  de  Cuba,  lo  mis- 
mo que  .al  comercio  y  al  pueblo  de  los  puertos  del  Sur  de 
los  Estados  Unidos. 

Artículo  6o  La  Isla  de  Pinos  queda  omitida  de  los  lí- 
mites de  Cuba  propuestos  por  la  Constitución,  dejándose 
para  un  futuro  Tratado  la  fijación  de  su  pertenencia. 

Artículo  7o  Para  poner  en  condiciones  á  los  Estados 
Unidos  de  mantener  la  independencia  de  Cuba  y  prote- 
ger al  pueblo  de  la  misma,  así  como  para  su  propia  defen- 
sa, el  Gobierno  de  Cuba  venderá  ó  arrendará  á  los  Esta- 
dos Unidos  las  tierras  necesarias  para  carboneras  ó  esta- 
ciones navales  en  ciertos  puntos  determinados  que  se  con- 
vendrán con  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos. 

Artículo  8o  El  Gobierno  de  Cuba  insertará  las  ante- 
riores disposiciones  en  un  Tratado  permanente  con  los 
Estados  Unidos.  _ 

Salón  de  Sesiones,  Junio  12  de  1901. 

La  Convención* 
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ORDEN  NUMERO  148 

CUARTEL  GENERAL,  DEPARTAMENTO  DE  CUBA 

* 

Habana,  13  de  Mayo  de  1902.  ■ 

■ 

Considerando :  que  por  la  séptima  de  las  Disposiciones 
Transitorias  consignadas  en  la  Constitución  acordada  por 
la  Convención  Constituyente  de  Cuba,  se  dispone  lo  que 
sigue: 

"  Todas  las  leyes,  reglamentos,  órdenes  y  demás  disposiciones 
"que  estuvieren  en  vigor  al  promulgarse  esta  Constitución,  conti- 
"nuarán  observándose  en  cuanto  no  se  opongan  á  ella,  mientras  no 
"fueren  legalmente  derogadas  ó  modificadas. ' ' 

Considerando:  que  alguna  de  las  leyes,  decretos,  re- 
glamentos, órdenes  y  demás  disposiciones  dictadas  y  pro- 
mulgadas por  el  Gobernador  Militar  de  Cuba  y  vigentes 
en  la  actualidad,  están  redactadas  en  términos  que  deter- 
minada y  ostensiblemente  las  circunscribe  al  Gobierno 
Militar  y  sus  funcionarios: 

Por  tanto,  á  fin  de  que  la  Disposición  Transitoria  an- 
tes citada  surta  en  todo  sus  efectos,  y  ninguno  de  los  par- 
ticulares y  materias  á  los  cuales  dichas  leyes,  decretos,  re- 
glamentos, órdenes  y  demás  disposiciones  se  refieren,  ca- 
rezcan siquiera  aparentemente,  de  regulación  y  régimen 
después  de  cesar  el  Gobierno  Militar  y  pendan  de  la  ac- 
ción del  Gobierno  establecido  conforme  á  dicha  Constitu- 
ción cuando  ésta  haya  surtido  sus  efectos; 

Por  la  presente  se  declara  y  ordena  que.  todas  y  cada 
una  de  dichas  leyes,  decretos,  reglamentos,  órdenes  y  de- 
más disposiciones  dictadas  y  promulgadas  por  el  Gobier- 
no Militar  de  Cuba  ó  por  su  autoridad,  se  consideren  de 
carácter  general  y  duradero,  y  aplicables  y  obligatorias 
para  todos  los  funcionarios  del  Gobierno  de  Cuba,  sean 
cuales  fueren  las  denominaciones  ó  títulos  de  los  que  su- 
cedan á  los  empleados  del  Gobierno  Militar,  y  que  conti- 
núan en  fuerza  y  vigor,  sea  cual  fuere  el  Gobierno  que  en 
Cuba  exista,  hasta  que  sean  legalmente  derogadas  ó  mo- 
dificadas, conforme  á  los  preceptos  que  se  consignan  en 
la  Constitución  antes  mencionada. 

Leonard  Wood, 
Gobernador  Militar. 

(Gaceta  13  Mayo.) 


Procedimiento  y  recurso  que  se  establece 
contra  toda  resolución  que  afecte  la  constitucionalidad 

de  una  Ley,  Decreto  6  Reglamento 

Habana,  1   de  Abril  de  1908. 

Tomás  Estrada  Palma,  Presidente  Constitucional  de  la 
República  de  Cuba. 

Hago  saber :  que  el  Congreso  ha  votado,  y  yo  he  san- 
cionado la  siguiente  - 

Ley: 

Artículo  Io — Toda  controversia  entre  partes  sobre  la 
constitucionalidad  de  una  Ley,  Decreto  6  Reglamento,  se- 
rá decidida  exclusivamente  por  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  en  la  forma  y  por  los  trámites  que  la  presente 
Ley  establece. 

Artículo  2o — También  decidirá  exclusivamente  el  Tri- 
bunal Supremo,  de  la  manera  establecida  en  esta  Ley,  y 
cuando  fuere  objeto  de  controversia  entre  partes  si  se 
opone  ó  no  á  la  Constitución,  conforme  á  lo  establecido  en 
la  séptima  de  sus  disposiciones  transitorias,  cualesquiera 
Ley,  Decreto,  Reglamento,  Orden  ó  Disposición  que  estu- 
vieren en  vigor  el  veinte  de  Mayo  de  mil  novecientos  dos. 

Artículo  3o — Si  cualquiera  de  las  partes  sostuviere  ó- 
alegare,  en  juicio  civil,  criminal  ó  contencioso-administra- 
tivo,  la  inconstitucionalidad  de  una  Ley,  Decreto  ó  Regla- 
mento, el  Juez  ó  Tribunal  llamado  á  fallar  dicho  juicio,, 
se  abstendrá  de  dictar  resolución  sobre  ese  extremo,  con- 
signándolo así  en  la  sentencia,  y  las  partes  podrán  inter- 
poner el  recurso  de  casación  ó  apelación  ante  el  Tribunal 
Supremo,  que  las  disposiciones  vigentes  concedan,  fun- 
dándolo en  la  mencionada  inconstitucionalidad. 

El  recurso  se  interpondrá  y  sustanciará  en  la  forma 
que  determinen  las  leyes  procesales  vigentes;  y  el  Tribu- 
nal Supremo  decidirá  expresamente,  al  resolverlo,  sobre 
la  inconstitucionalidad  alegada. 

Artículo  4o — Si  se  tratare  de  juicios  en  que  no  se  con- 
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«cede  el  recurso  de  casación  6  apelación  ante  el  Tribunal 
Supremo,  podrá  interponerse  no  obstante,  el  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  contra  la  sentencia  dicta- 
da en  última  instancia,  fundándolo  exclusivamente  en  la 
inconstitucionalidad  de  una  Ley,  Decreto  ó  Eeglamento. 
El  recurso  se  ajustará  á  las  disposiciones  vigentes,  debien- 
do citarse  como  ley  infringida  un  artículo  de  la  Constitu- 
ción. 

Artículo  5o — El  recurso  concedido  en  el  artículo  pre- 
cedente, no  suspenderá  el  procedimiento,  debiendo  que- 
dar en  el  Juzgado  ó  Tribunal,  para  continuarlo,  testimo- 
nio literal  de  la  sentencia  recurrida  y  de  los  demás  luga- 
res de  la  actuación  que  la  Autoridad  judicial  estime  nece- 
sarios. Dicho  testimonio  se  expedirá  dentro  del  término 
máximo  de  cinco  días,  salvo  el  caso  previsto  en  el  artículo 
veinte. 

Artículo  6o — La  inconstitucionalidad  de  una  Ley,  De- 
creto ó  Reglamento,  podrá  servir  de  motivo  al  recurso  de 
casación,  aunque  no  se  haya  discutido  ni  alegado  en  el 
juicio. 

Artículo  7o — El  Ministerio  Fiscal  deberá  intervenir 
en  la  tramitación  de  dichos  recursos  como  una  de  las  par- 
tes, y  asistir  á  la  vista  ante  el  Tribunal. 

Artículo  8o — Toda  persona  á  quien  se  aplique,  fuera 
de  actuaciones  judiciales,  una  Ley,  Decreto  ó  Reglamento 
que  estime  inconstitucional,  tendrá  el  derecho  de  mani- 
festarlo por  escrito,  dentro  de  los  cinco  días  siguientes  á 
la  notificación,  á  la  autoridad  ó  funcionario  que  los  haya 
aplicado,  anunciándole  su  intención  de  acudir  al  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia  para  que  decida  la  controversia. 

Sin  embargo,  cuando  se  trate  de  un  acuerdo  del  Con- 
sejo Provincial,  deberá  la  parte  interesada  solicitar  la  sus- 
pensión de  aquél,  como  trámite  previo,  del  Gobernador  de 
la  Provincia,  y  si  éste  no  accediere,  del  Presidente  de  la 
Hepública. 

Si  el  acuerdo  fuera  de  Ayuntamiento,  la  parte  inte- 
resada deberá  solicitar  la  suspensión  sucesivamente  del 
Alcalde  respectivo;  si  éste  la  negare,  del  Gobernador  de 
la  Provincia,  y  si  éste  no  accediere,  del  Presidente  de  la 
República. 

Agotado  el  recurso  que  establece  el  párrafo  anterior, 
queda  expedido  el  derecho  de  las  partes  interesadas  para 
interponer  ante  el  Tribunal  Supremo  el  recurso  á  que  se 
refiere  el  presente  artículo,  contra  la  disposición  que  lo 
motive. 

La  solicitud  de  suspensión,  deberá  resolverse  por  el 
funcionario  ante  quien  se  formule,  dentro  del  término 
preciso  de  ocho  días. 
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Cuando  la  disposición  de  que  se  trata  proceda  direc- 
tamente de  un  Gobernador  de  Provincia,  un  Alcalde  ó  un 
funcionario  de  la  Administración,  contra  cuyos  actos  y 
resoluciones  se  concede  recurso  de  queja  ó  alzada,  y  no  se 
funde  lo  dispuesto,  en  leyes,  decretos  ó  reglamentos  ni  en 
acuerdos  provinciales  ó  municipales  preexistentes,  el  re- 
curso ante  el  Tribunal  Supremo  se  establecerá  contra  la 
resolución  administrativa  que  tenga  carácter  definitivo, 
según  las  leyes  vigentes. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  impide  que  los  fun- 
cionarios á  que  se  refieren  los  artículos  noventa  y  seis  y 
ciento  ocho  de  la  Constitución,  usen  de  oficio,  y  con  inde- 
pendencia unos  de  otros,  de  la  facultad  de  suspensión  que 
dichos  artículos  le  confieren. 

Artículo  9o — La  autoridad  ó  funcionario  á  quien  se 
haya  presentado  el  escrito  que  se  menciona  en  el  artículo 
anterior,  entregará  al  reclamante,  dentro  de  los  tres  días 
siguientes,  testimonio  literal  de  la  resolución  ú  orden  que 
motive  la  controversia,  emplazando  á  todas  las  partes  que 
comparezcan  ante  el  Tribunal  Supremo  dentro  de  los  diez 
días  siguientes  á  dicha  entrega.  El  término  será  de  quince 
días  para  los  recursos  interpuestos  en  las  Prvincías  de 
Puerto  Príncipe  y  Santiago  de  Cuba. 

Artículo  10. — La  autoridad  ó  funcionario  que  haga 
el  emplazamiento,  comunicará  por  correo  la  fecha  del  mis- 
mo al  Presidente  del  Tribunal  Supremo. 

Artículo  11. — El  reclamante  comparecerá  dentro  del 
término  señalado  ante  el  Presidente  del  Tribunal  Supre- 
mo, por  sí  ó  por  medio  de  mandatario  con  poder  bastante, 
acompañando  la  certificación  que  le  haya  sido  entregada 
y  la  prueba  documental  que  crea  conveniente,  y  un  escri- 
to con  firma  de  Letrado  en  que  exponga  clara  y  suscinta- 
mente  el  caso,  y  alegue  las  razones  en  que  se  funde  para 
estimar  inconstitucional  la  Ley,  Decreto  ó  Reglamento, 
con  mención  expresada  el  artículo  de  la  Constitución  que 
creyere  infringido.  Se  presentarán  al  mismo  tiempo  tan- 
tas copias  del  escrito  y  de  los  documentos  que  lo  acompa- 
ñen, como  partes  hayan  sido  emplazadas  ó  notificadas,  y 
una  más  para  el  Fiscal. 

Artículo  12. — Si  la  resolución  que  motive  la  contro- 
versia procediere  de  un  Consejo  Provincial,  o  de  un  Ayun- 
tamiento, tendrán  estas  Corporaciones  el  derecho  de  de- 
signar un  representante  ante  el  Tribunal  Supremo,  den- 
tro del  término  del  emplazamiento,  que  se  notificará  al 
efecto  á  sus  respectivos  Presidentes.  Dicho  representante 
acreditará  su  carácter  presentando  la  comunicación  ofi- 
cial en  que  se  le  designe. 
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Artículo  13. — Presentado  el  escrito  por  el  reclaman- 
te, el  Presidente  del  Tribunal  Supremo  dará  traslado  del 
mismo  al  Fiscal  del  Tribunal,  á  las  otras  partes  emplaza- 
das y  á  la  representación  del  Consejo  Provincial  ó  del 
Ayuntamiento  que  se  hubiere  personado,  entregándole 
una  de  las  copias  del  escrito  y  documentos,  para  que  con- 
testen por  escrito,  acompañando  los  documentos  que  crean 
convenientes  y  una  copia  de  todo  para  cada  parte  y  el  Fis- 
cal, dentro  del  término  común  de  diez  días.  Este  escrito  se 
limitará  á  precisar  el  caso  y  á  exponer  las  razones  que  ten- 
gan para  oponerse  ó  adherirse  á  lo  pedido. 

Artículo  14. — El  Persidente  del  Tribunal  señalará,  in- 
mediatamente, día  para  la  vista,  que  se  efectuará  dentro 
de  los  quince  días  siguientes  á  la  presentación  de  los  es- 
critos á  que  se  refiere  el  artículo  once,  ó  al  vencimiento 
del  término  concedido  para  ello. 

Artículo  15. — La  vista  de  esta  controversia,  así  como 
la  de  los  recursos  de  casación  ó  apelación  en  que  se  discu- 
ta la  inconstitucionalidad  de  una  Ley,  Decreto  ó  Regla- 
mento, se  celebrará  ante  el  Tribunal  Supremo  en  pleno, 
actuando  como  Secretario,  el  de  Gobierno  de  dicho  Tri- 
bunal. 

Artículo  16. — En  los  escritos  á  que  se  refiere  el  artícu- 
lo trece,  ó  en  el  acto  de  la  vista,  podrá  impugnar  cualquie- 
ra de  las  partes  de  la  admisión  del  recurso  por  infracción 
de  las  reglas  establecidas  en  los  artículos  octavo  y  décimo- 
primero.  También  podrá  el  Tribunal  declarar,  de  oficio, 
mal  admitido  el  recurso,  por  las  mismas  causas. 

Artículo  17. — La  sentencia  se  dictará  precisamente, 
dentro  de  los  cinco  días  siguientes  á  la  terminación  de  la 
vista,  y  se  notificará  dentro  de  los  tres  días  posteriores  á 
su  fecha,  á  las  partes  personadas,  comunicándose  dentro 
del  mismo  plazo,  por  correo,  á  la  Autoridad  ó  funcionario 
de  que  proceda  la  resolución  que  la  motivó.  Dicha  autori- 
dad ó  funcionario  dará  inmediato  cumplimiento  á  lo  re- 
suelto. 

Artículo  18. — La  sentencia  á  que  se  refiere  el  artículo 
anterior,  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro  de  los  diez  días 
siguientes  á  la  fecha  en  que  fueren  dictadas. 

Artículo  19. — El  procedimiento  establecido  en  los  ar- 
tículos octavo  y  siguientes,  podrá  ser  utilizado  por  los 
Consejos  Provinciales  y  los  Ayuntamientos  cuando  el  Go- 
bernador de  la  Provincia  ó  el  Presidente  de  la  República, 
respecto  de  los  primeros,  y  cualquiera  de  ellos  ó  el  Alcal- 
de, respecto  de  los  segundos,  suspendieren  sus  acuerdos 
por  estimarlos  contrarios  á  la  Constitución,  en  virtud  de 
lo  que  la  misma  establece  en  los  artículos  noventa  y  seis 
y  ciento  ocho. 
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La  suspensión  acordada,  continuará  subsistente  mien- 
tras no  la  revoque  en  definitiva  el  Tribunal  Supremo. 

Artículo  20. — En  cualquier  estado  del  procedimiento, 
y  á  petición  de  parte,  oídas  las  demás  que  estén  persona- 
das y  el  Ministerio  Fiscal,  podrá  acordar  el  Tribunal  Su- 
premo la  suspensión  de  la  resolución  que  motive  el  recur- 
so, cuando  su  ejecución  pueda  ocasionar  díanos  irrepara- 
bles, exigiendo  fianza  de  estar  á  las  resultas,  -al  que  hubie- 
re pedido  dicha  suspensión.  En  ese  caso  podrá  acordar 
también  el  Tribunal,  que  se  adopten  antes  de  la  suspen- 
sión, las  medidas  que  estime  necesarias  para  asegurar  el 
cumplimiento  de  la  resolución  reclamada. 

Artículo  21. — La  fianza  á  que  se  refiere  el  artículo 
anterior,  consistirá  necesariamente  en  metálico,  valores 
públicos  del  Estado  ú  obligaciones  preferentes  de  Ayun- 
tamientos, al  precio  de  cotización  del  día  en  que  la  suspen- 
sión se  acuerde ;  y  se  constituirá  en  el  Tesoro  de  la  Repú- 
blica. 

Artículo  22. — El  acuerdo  de  suspensión  no  se  llevará 
á  efecto  hasta  que  la  fianza  esté  constituida  y  acreditada 
en  autos  con  el  oportuno  resguardo. 

Artículo  23. — Las  resoluciones  que  dicte  el  Tribunal 
Supremo,  conforme  á  esta  Ley,  surtirán  los  efectos  que  las 
ejecutorias  de  dicho  Tribunal  en  materia  civil. 

Artículo  24. — Todos  los  términos  á  que  se  refiere  esta 
Ley,  son  improrrogables,  y  los  días  han  de  entenderse 
hábiles. 

Artículo  25. — En  cuanto  á  imposición  y  pago  de  cos- 
tas, aplicará  el  Tribunal  Supremo  las  reglas  establecidas 
para  los  recursos  de  casación  por  la  Orden  número  noven- 
ta y  dos,  serie  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  y  las 
demás  disposiciones. 

Artículo  26. — Las  notificaciones  y  emplazamientos 
que  hayan  de  hacerse  en  virtud  de  esta  Ley,  se  practica- 
rán en  la  forma  que  determinen  las  de  procedimientos  ci- 
viles vigentes. 

Artículo  27. — Quedan  derogadas  todas  las  Leyes,  De- 
cretos y  Reglamentos  que  se  opongan  á  la  presente. 

Por  tanto :  mando  que  se  cumpla  y  ejecute  la  presen- 
te Ley  en  todas  sus  partes. 

Dada  en  el  Palacio  de  la  Presidencia,  en  la  Habana, 
á  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil  novecientos  tres. 

T.  Estrada  Palma. 
El  Secretario  de  Estado  y  Justicia, 
Carlos  de  Zaldo. 

Gaceta  Io  de  Abril  de  1903. 


CÓDIGO  CIVIL 


Declaración  del  Gobernador  de  la  Isla  de  Cuba, 

dando  protección  al  pueblo, 

seguridad  á  las  personas  y  propiedades  y  declarando 

en  vigor  el  Código  Civil  y  Criminal 

El  Gobernador  General  de  la  Isla  de  Cuba  ha  hecho 
público  lo  siguiente,  con  motivo  de  la  toma  de  posesión  de 
su  cargo: 

AL  PUEBLO  DE  CUBA : 

Habiendo  venido  como  representante  del  Presidente, 
para  continuar  el  propósito  humanitario  por  el  cual  mi 
país  intervino,  para  poner  término  á  la  condición  deplo- 
rable de  la  Isla,  creo  conveniente  decir,  que  el  Gobierno 
actual  se  propone  dar  protección  al  pueblo,  seguridad  á 
las  personas  y  propiedades,  restablecer  la  confianza,  alen- 
tando al  pueblo  para  que  vuelva  á  sus  ocupaciones  de  paz, 
fomentando  el  cultivo  en  los  campos  abandonados  y  el 
tráfico  comercial,  mientras  protege  eficazmente  el  ejerci- 
cio de  todos  los  derechos  civiles  y  religiosos.  A  este  fin 
tiende  la  protección  del  Gobierno  de  los  Estados  Unidos, 
y  éste  tomará  -todas  las  medidas  necesarias  para  que  se  ob- 
tenga este  objeto,  y  para  ello  ha  de  valerse  de  la  adminis- 
tración civil,  aunque  este^esté  bajo  un  poder  militar,  en  el 
interés  y  en  el  bien  de  Cuba,  y  de  todos  los  que  tengan  de- 
rechos y  propiedades. 

Quedarán  en  fuerza  el  Código  civil  y  el  criminal  exis- 
tentes antes  de  finalizar  la  soberanía  española,  modificán- 
dose y  cambiándose  éstos,  de  tiempo  en  tiempo,  cuando 
sea  necesario,  para  el  mejor  gobierno. 

Se  invita  y  ruega  al  pueblo  de  Cuba,  sin  tener  en 
cuenta  opiniones  anteriores,  á  que  preste  su  concurso  pa- 
ra que  prevalezca  entre  los  habitantes  de  la  Isla  la  mayor 
moderación,  armonía  y  cordura,  siendo  éste  el  modo  más 
eficaz  no  solo  de  cooperar  á  nuestros  propósitos  humani- 
tarios, sino  también  de  asegurar  un  gobierno  benévolo  y 
próspero. 
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Le  será  siempre  grato  al  Gobernador  general  de  la 
Isla,  ponerse  de  acuerdo  con  todos  los  que  deseen  ó  quie- 
ran consultarle  sobre  asuntos  de  interés  público. 

John  E.  Brooke, 

Mayor  General  del  Ejército  de  los  E.  TJ„  al  mando  de  la  Di- 
visión de  Cuba  y  Gobernador  General. 

Gaceta  de  Io  de  Enero  de  1899. 


OEDEN  NUMEBO  140 

Deroga  el  artículo  88  del  Código  Civil  (*) 

Rabana,  7  de  Abril  de  190 % 

El  Gobernador  General  .de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  siguiente 
orden : 

Queda  derogado  el  artículo  88  del  Código  Civil  vi- 
gente. 

El  Brigadier  General  de  Voluntarios,  Jefe  de  Es- 
tado Mayor, 

Adiía.  B.  Chaffeb. 

Gaceta  8  de  Abril  1900. 


OEDEN  NUMEBO  271 

Habana,  7  Julio  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Estado  y  Gobernación  ha  tenido  á  bien  la  pu- 
blicación del  siguiente  Reglamento  para  el  Departamento 
de  Beneficencia  de  la  Isla  de  Cuba. 

Artículo  VII. 

Sección  73. — El  Código  Civil  sufrirá  por  el  presente 
Decreto  las  siguientes  enmiendas : 

(*)  Al  artículo  88  del  Código  Civil  derogado  aparece  redac- 
tado en  los  siguientes  términos:  "Si  el  Juez  Municipal  escogido  pa- 
Ta  la  celebración  del  matrimonio  no  lo  fuere  á  la  vez  de  ambos  con- 
trayentes, se  presentarán  dos  declaraciones,  una  ante  el  Juez  Muni- 
cipal de  cada  contrayente,  expresando  cuál  de  los  dos  jueces  han 
elegido  para  la  celebración  del  matrimonio,  y  en  ambos  Juzgados 
se  practicarán  las  diligencias  que  se  establecen  en  los  artículos  si- 
guientes. ' ' 
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El  artículo  156  ele  dicho  Código  queda  enmendado, 
suprimiendo  su  segundo  párrafo.  (*) 
El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.  B.  Hickey. 

Gaceta  8  Julio  1900. 


OEDEN  NUMEBO  354 

Testamento  ológrafo 

Habana,  JO  de  Septiembre  de  1900. 

t  El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  El  artículo  688  del  Código  Civil  se  entenderá  re- 
dactado de  este  modo : 

El  testamento  ológrafo  sólo  podrá  otorgarse  por  per- 
sonas mayores  de  edad.  Para  que  sea  válido  este  testa- 
mento, deberá  estar  escrito  todo  y  firmado  por  el  testador 
con  expresión  del  lugar,  año,  mes  y  día  en  que  se  otorgue. 
Si  contuviere  palabras  tachadas,  enmendadas  ó  entre  ren- 
glones, las  salvará  el  testador  bajo  su  firma.  Los  extran- 
jeros podrán  otorgar  testamento  ológrafo  en  su  propio 
idioma. 

II.  Se  declaran  válidos  los  testamentos  ológrafos  ex- 
tendidos en  papel  común  después  del  primero  de  Enero 
de  1899.  (**) 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.  B.  HlOKBY, 
Gaceta  12  Septiembre. 


(*)  El  artículo  156  del  Código  Civil  dice  como  sigue:  *|E1  pa- 
dre, y  en  su  caso  la  madre,  podrán  impetrar  el  auxilio  de  la  Auto- 
ridad gubernativa,  que  deberá  serles  prestado,  en  apoyo  de  su 
propia  autoridad  sobre  sus  hijos  no  emancipados,  ya  en  el  interior 
del  hogar  doméstico,  ya  para  la  detención  y  aun  para  la  retención 
de  los  mismos  en  estabecimientos  de  instrucción  ó  en  instituidos 
legalmente  autorizados  que  los  recibieren. 

Asimismo  podrán  reclamar  la  intervención  del  Juez  Municipal 
para  imponer  á  sus  hijos  hasta  un  mes  de  detención  en  el  estable- 
cimiento correccional  destinado  al  efecto,  bastando  la  orden  del 
padre  ó  madre,  con  el  Vo  B°  del  Juez,  para  que  la  detención  se  rea- 
lice. (Este  es  el  párrafo  suprimido  por  la  Orden  271  de  1900). 

Lo  dispuesto  en  los  dos  párrafos  anteriores  comprende  á  los 
hijos  legítimos,  naturales  reconocidos  ó  adoptivos. 

Véase  los  artículos  4o  de  la  Constitución,  210,  213,  ,214,  495  y 
siguientes,  y  50$  del  Código  Penal.  (N.  del  A.) 

(**)  La  ley  de  21  de  Julio  de  1904  de  España  modificó  los  ar- 
tículos 688  y  732  del  Código  Civil,  en  el  sentido  de  que  no  es  nece- 
sario para  la  validez  del  testamento  ológrafo,  que  se  extiende  en 
papel  sellado. — N.  del  A. 
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OEDEN  NUMERO  140  (*) 

Complicación  de  disposiciones  vigentes  en  la  materia 

de  matrimonios 

Habana,  28  de  Mayo  de  1901. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  siguiente 
orden,  que  compila  las  distintas  disposiciones  vigentes  en 
la  materia  de  matrimonios,  y  de  este  modo  se  publica  pa- 
ra conocimiento  y  guía  de  quienes  interese. 

J.  B.  Hickey, 
Major,  llth  U.  8.  Cavairy, 
Actg.  Asst.  Adjt  Genh 

DEL    J&JkJTttTlÜLC)2<TTC}  • 

articulo  i 

s  DISPOSICSONES  GENERALES     . 

1.  Naturaleza  del  contrato:  El  matrimonio,  en  todo  lo 
que  á  su  validez  se  refiere,  continúa  siendo  un  contrato 
civil,  en  el  cual  es  esencial  el  consentimiento  de  las  partes 
que  sean  capaces  al  efecto  según  la  Ley. 

2.  Formas  del  matrimonio :  la  ley  autoriza  dos  formas 
de  matrimonio,  igualmente  válido,  la  civil  y  la  religiosa. 
Los  contrayentes  podrán  celebrar  una  ú  otra  á  su  elec- 
ción, ó  ambas. 

3.  Efectos  de  la  celebración  del  matrimonio:  Ambos 
matrimonios  civil  y  religioso,  siempre  que  se  celebren  le 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  esta  Orden,  surtirán  los 
mismos  efectos  legales. 

ARTICULO  n 

DISPOSICIONES   QUE  SE  APLICAN"  k  AMBAS  FORMAS 

DE  MATRIMONIO 

1.  Capacidad:  La  capacidad  legal  para  contraer  ma- 
trimonio, en  cualquiera  de  las  dos  formas  que  la  ley  auto- 
riza, se  regirá  por  las  disposiciones  del  Código  Civil,  con 
las  modificaciones  contenidas  en  esta  Orden. 

(*)  Como  esta  Orden  ha  derogado  las  publicadas  anterior- 
mente acerca  de  matrimonios  creemos  innecesario  insertarlas  aquí 
por  no  tener  valor  legal  alguno. 
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2.  De  los  mayores  de  edad:  Los  mayores  de  veintitrés 
t  años  que  tengan  capacidad  legal,  podrán  contraer  matri- 
monio libremente  sin  solicitar  el  consejo  paterno. 

3.  De  los  menores  de  veinte  años:  Los  menores  de 
veinte  años  no  podrán  contraer  matrimonio  sin  el  consen- 
timiento de  las  personas  autorizadas  á  prestarlo  con  arre- 
glo á  la  Ley. 

4.  De  los  menores  de  edad  que  tengan  más  de  veinte 
años :  Los  mayores  de  veinte  años  y  menores  de  veintitrés 
están  obligados  á  pedir  el  consejo  paterno  antes  de  con- 
traer matrimonio  y  si  fuere  desfavorable  deberán  esperar 
los  tres  meses  indicados  por  el  Código  Civil. 

5.  Del  consentimiento  y  consejo  paterno:  El  consen- 
timiento 6  consejo  paterno  para  la  celebración  del  matri- 
monio habrá  de  prestarse  en  la  forma  y  ante  los  funciona- 
rios expresados  en  el  artículo  48  del  Código  Civil  que  que- 
da vigente  en  todas  sus  partes ;  ó  cuando  se  tratare  de  ma- 
trimonio religioso,  ante  los  sacerdotes,  clérigos  ó  minis- 
tros autorizados  por  esta  Orden  para  celebrar  los  matri- 
monios é  instruir  las  diligencias  de  los  mismos,  con  asis- 
tencia de  dos  testigos  hábiles  mayores  de  edad. 

6.  Impedimentos  derogados:  (*)  Conforme  con  lo  dis- 
puesto en  la  Orden  núm.  487,  serie  de  1900,  que  derogó 
los  impedimentos  expresados  en  los  párrafos  3,  4,  6  y  7  del 
artículo  84  del  Código  Civil,  y  el  de  los  colaterales  del  ter- 
cero y  cuarto  grado  á  que  alude  el  párrafo  2  del  mismo, 
queda  redaetado  dicho  artículo  de  la  manera  siguiente; 

"Art.  84. — Tampoco  pueden  contraer  matrimonio  entre  sí: 

1.  Los  ascendientes  y  descendientes  por  consanguinidad  ó  afi- 
nidad legitima  6  natural; 


(*)  Secretaría  de  Justicia.  Sección  de  los  Registros  y  del  No- 
tariado. 

A  contar  desde  la  publicación  de  este  Decreto  todos  los  expe- 
dientes instruidos  en  los  Juzgados  de  Ia  Instancia,  para  obtener 
dispensa  de  impedimentos  ó  de  publicación  de  edictos,  se  remitirán 
á  la  Secretaría  de  Justicia  para  la  resolución  que  procede  por  con- 
ducto de*  la  Sección  de  los  Registros  y  del  Notariado.  El  Minis- 
terio Fiscal,  emitirá' dictamen  en  dichos  expedientes,  no  sólo  para 
manifestar  que  se  ha  instruido  de  los  mismos  sino  también  para 
dictaminar  si  las  causas  que  se  alegan  para  solicitar  la  dispensa  es- 
tán justificados,  si  procede  ó  nó  á  concederlo  y  si  son  dispensables 
los  impedimentos.  Se  recuerda  á  los  funcionarios  que  intervengan 
en  la  tramitación  de  estos  expedientes,  que,  de  acuerdo  con  lo  que 
ordenan  las  disposiciones  vigentes,  está  prohibido  cobrar  con  moti- 
vo de  los  mismos,  derecnos  de  ninguna  clase. 

Habana,  7  de  Febrero  190. 

Luis  Estevez  y  Romero, 

Secretario. 
Gaceta  9  de  Febrero. 
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2.  Los  colaterales  por  consanguinidad  elgítima  ó  natural  has- 
ta el  segundo  grado,  inclusive; 

3.  El  padre  ó  madre  adoptante  y  el  adoptado;  éste  y  el  cón- 
yuge viudo  de  aquéllos;  y  aquéllos  y  el  cónyuge  de  éste. 

4.  Los  que  hubiesen  sido  condenados  como  autores,  ó  como  au- 
tor y  cómplice  de  la  muerte  del  cónyuge  de  cualquiera  de  ellos.' ' 

Justificación  de  la  filiación  de  los  contrayentes:  De 

conformidad  con  la  modificación  del  artículo  86  del  Códi- 
go Civil,  por  la  Orden  núm.  42  de  1900,  en  los  expedientes 
que  se  instruyan  para  la  celebración  de  cualquiera  de  las 
dos  formas  de  matrimonio,  podrán  suplirse  por  medio  de 
información  testifical  bajo  juramento  las  partidas  parro- 
quiales de  nacimiento  de  los  contrayentes  y  las  de  defun- 
ción de  los  padres  y  demás  ascendientes  de  los  mismos, 
bien  haya  ocurrido  en  la  Isla  de  Cuba  ó  en  el  extranjero. 
•Esta  información  podrá  practicarse  ante  el  propio  Juez 
Municipal  que  haya  de  instruir  el  expediente,  ú  otra  cual- 
quiera, ó  ante  el  sacerdote,  clérigo  ó  ministro  que  confor- 
me á  esta  orden  quede  autorizado  al  mismo  efecto,  asisti- 
do de  dos  testigos  hábiles. 

En  los  casos  y  formas  preceptuados,  cuando  se  justi- 
fique haberse  perdido,  destruido  ó  no  haber  existido,  los 
libros  del  Registro  Civil  en  que  di-cha  partida  debiera  ha- 
berse inscripto,  podrán  suplirse  las  certificaciones  del  Re- 
gistro Civil  por  medio  del  informe  del  Juez  de  Ia  Instan- 
cia correspondiente,  que  deberá  ser  pedido  de  oficio  por 
el  Juez  Municipal  á  solicitud  de  parte  interesada,  sin  de- 
vengarse derechos  por  esta  diligencia. 

8.  Proclamas  en  casos  de  extranjeros:  En  el  caso  de 
extranjeros  que  lleven  menos  de  dos  años  de  residencia  en 

Ja  Isla  de  Cuba,  no  será  necesario  el  que  acrediten  el  ha- 
berse hecho  la  publicación  del  matrimonio  que  intentan 
contraer  en  el  lugar  en  que  haya  tenido  su  residencia  ó 
domicilio  durante  los  dos  años  anteriores ;  siempre  que  por 
medio  de  certificado  expedido  por  autoridad  competente, 
ó  por  cualquier  otro  modo  de  prueba  á  satisfacción  del  au- 
torizante eclesiástico  ó  del  Juez  Municipal  que  haya  de 
solemnizar  el  matrimonio,  se  justifique,  de  confórmida4 
con  las  leyes  de  sus  respectivos  países,  tal  formalidad  no 
es  necesaria. 

9.  Nulidad  del  matrimonio :  Se  declaran  aplicables  al 
matrimonio  religioso  los  preceptos  referentes,  al  civil,  con- 
tenidos en  los  artículos  101  y  102  del  Código  Civil,  enten- 
diéndose el  número  4  del  101  redactado  en  esta  forma : 

' '  4.  El  que  se  celebrare  sin  la  intervención  del  Juez  Municipal 
competente;  ó  del  que  en  su  lugar  deba  autorizarlo,  ó  de  un  sacer- 
dote, clérigo  6  ministro  debidamente  ordenado  de  una  religión  es- 
tablecida en  Cuba  é  inscripta  con  las  formalidades  legales  á  los 
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efectos  de  la  celebración  de  matrimonios;  ó  cuando  se  celebren  sin 
la  asistencia  de  los  testigos  que  para  cada  caso  la  ley  exige." 

Los  tribunales  civiles  ordinarios  serán  los  únicos 
Competentes  para  conocer  de  los  juicios  sobre  la  nulidad 
de  matrimonios,  sobre  divorcio,  conforme  con  lo  dispuesto 
en  la  Orden  núm.  57  de  12  de  Mayo  de  1899.  (*) 

ARTICULO  III 

DEL     MATRIMONIO      CIVIL 

1.  De  la  celebración  del  matrimonio :  El  matrimonio 
civil  se  celebrará  con  las  solemnidades,  requisitos  y  for- 
mas que  establecen  los  Códigos,  Leyes,  Decretos  ú  Orde- 
nes vigentes  que  al  mismo  se  refieren,  con  las  modificacio- 
nes expresadas  en  esta  Orden : 

2.  Honorarios.  Los  derechos  ú  honorarios  que  se  co- 
brarán por  la  celebración  de  estos  matrimonios,  se  limita- 
rán á  un  peso,  moneda  de  los  Estados  Unidos,  ó  su  equi- 
valente. Iguales  derechos  se  cobrarán  por  la  instrucción 
de  los  expedientes  para  justificar  la  filiación  de  los  con- 
trayentes á  que  se  refiere  el  número  7  del  artículo  ante- 
rior, cualquiera  que  sea  el  número  de  personas  á  que  di- 

,  chos  expedientes  se  contraigan. 

ARTICULO  IV 

DEL  MATRIMONIO  RELIGIOSO 
PERSONAS  QUE  PUEDEN  SOLEMNIZAR  ESTOS  MATRIMONIOS 

1.  Sacerdotes,  clérigos  y  ministros:  Todo  sacerdote, 
clérigo  ó  ministros  debidamente  ordenados,  de  cualquier 
religión  establecida  en  la  Isla  de  Cuba  ó  inscripta  de  con- 

* 

(*)  La  Orden  57  de  1899  dispuso  lo  siguiente:  I.  Que  la  com- 
petencia para  conocer  un  juicio  en  que  el  divorcio  se  reclame  ó 
bien  la  nulidad  del  matrimonio,  será  privativa  de  los  Tribunales 
civiles  y  que  sólo  estos  Tribunales  podrán  dictar  sentencias  en  di- 
chas materias. — II.  Que  dichas  sentencias  declarando  ya  la  utilidad 
ó  ya  el  divorcio  no  podrán  dictarse  sino  por  las  causas  que  deter- 
minan los  artículos  101  y  105  del  Código  Civil  y  sus  efectos  serán 
los  que  en  ese  Código  se  expresan,  y  III  que  los  pleitos  pendientes 
«n  la  actualidad  sobre  estos  motivos  ante  los  Tribunales  eclesiásti- 
cos continuarán  conociendo  estos  Tribunales  hasta  que  recaiga  sen- 
tencia firme;  pero  á  los  efectos  de  esa  sentencia  .serán  los  que  el  C. 
Civil  determina  y  los  Tribunales  Civiles  quedarán  encargados  del 
cumplimiento  de  los  mismos.  A  este  fin  las  partes  podrán  acudir  con 
certificación  de  dicha  sentencia  ante  el  Tribunal  Civil  que  hubiera 
sido  competente  para  conocer  del  juicio. —  El  Brigadier  General, 
Adna.  E.  Chaffee. 

Gaceta  13  Mayo  1899. 
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formidad  con  esta  Orden,  podrá  solemnizar  la  celebración 
del  matrimonio,  con  tal  que  las  partes  lo  puedan  contraer 
legalmente,  y  siempre  que  declaren  ante  el  sacerdote,  clé- 
rigo ó  ministro  y  de  los  testigos  que  lo  presenciaren  que 
consienten  ser  marido  y  mujer. 

2.  Inscripción  de  religiones:  Con  el  único  objeto  de 
fijar  ó  determinar  qué  sacerdotes,  clérigos  ó  ministros  se- 
rán los  autorizados  para  solemnizar  matrimonios  en  con- 
formidad con  esta  Orden,  se  inscribirán  en  el  Registro 
creado  en  la  Secretaría  de  Justicia  todas  las  religiones  es- 
tablecidas en  la  Isla  de  Cuba,  que  ya  no  estuvieren  ins- 
criptas, y  las  que  se  establezcan  en  lo  sucesivo. 

En  dicho  registro  constarán  en  términos  generales 
los  fundamentos  esenciales  de  dichas  religiones,  la  autori- 
dad superior  en  la  organización  de  cada  una,  y  la  autori- 
dad de  la  Isla  de  Cuba  que,  según  sus  reglamentos  tenga 
la  facultad  de  nombrar  sacerdotes,  clérigos  ^  ministros 
que  autoricen  matrimonios.  Dicha  autoridad  comunicará 
al  Secretario  de  Justicia  los  nombres  de  los  sacerdotes,, 
clérigos  ó  ministros  que  tengan  dicha  facultad. 

En  caso  que  no  existiera  dicho  Jefe  ó  Autoridad  en 
la  Isla  de  Cuba,  la  inscripción  podrá  hacerse  por  cual- 
quier representante,  debidamente  autorizado,  que^  hará 
constar  el  Secretario  de  Justicia  los  nombres  de  aquéllos, 
y  sus  autorizaciones  como  sacerdotes,  clérigos  ó  ministro» 
debidamente  ordenados  y  facultados  para  solemnizar  ma- 
trimonios. El  Secretario  de  Justicia  hará  publicar  dicho» 
nombres  en  la  Gaceta  Oficial. 

3.  Denegación  de  inscripción:  El  Secretario  de  Justi- 
cia denegará  la  inscripción  de  religiones  que  se  opongan 
á  la  moral,  que  no  tengan  una  organización  que  corres- 
pondan á  un  fin  religioso  ó  que  no  acrediten  su  funciona- 
miento ó  existencia  en  condiciones  legales. 

Contra  dichas  resoluciones  del  Secretario  de  Justicia 
se  concederá  el  recurso  de  apelación  para  ante  el  Gober- 
nador Militar ;  y  de  la  resolución  de  éste  podrá  recurrirse 
en  la  forma  establecida  respecto  de  las  resoluciones  de  es- 
ta Autoridad. 

ABTICULO  V 

DILIGENCIAS  PRELIMINARES  AL  MATRIMONIO  RELIGIOSO 

1.  Solicitud  de  los  contrayentes:  Los  que  pretendan 
contraer  matrimonio,  presentarán  antes  de  celebrado  al 
sacerdote,  clérigo  ó  ministro  que  haya  de  autorizarlo,  las 
pruebas  referentes  á  la  edad  de  los  contrayentes,  valién- 
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dose  al  efecto  del  documento  correspondiente  auténtico  6 
por  medio  de  la  información  prevenida  en  el  número  7  del 
artículo  II  de  esta  Orden;  acompañando  una  manifesta- 
ción por  escrito  firmada  por  dichos  contrayentes  en  que 
conste  que  están  en  libertad  para  contraer  matrimonio,  y 
en  su  caso,  acreditando  la  viudez,  y  haciendo  además 
constar  los  nombres,  apellidos,  profesión  ú  ocupación,  do- 
micilio ó  residencia  de  los  contrayentes  y  de  sus  padres,  ó 
los  informes  que  referentes  á  estos  particulares  respecto 
á  éstos  hayan  podido  adquirirse;  también  en  su  caso  el 
permiso  ó  consejo  paterno  ó  la  dispensa  del  mismo  con 

!  arreglo  á  las  disposiciones  de  esta  orden  y  del  Código 

¡  '  Civil. 

2.  Proclamas :  Presentadas  las  manifestaciones  y  prue- 
í             ba  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  y  antes  de  proce- 
der á  la  celebración  del  matrimonio,  excepto  en  el  caso 
previsto  en  el  artículo  2  número  7  de  esta  Orden,  el  sacer- 

i  dote,  clérigo  ó  ministro  que  haya  de  autorizarlo,  anuncia- 

rá su  celebración  por  medio  de  proclamas  ó  en  la  forma  á 
ese  efecto  prescripta  en  sus  ritos  ó  reglamentos.  Si  la  re- 
ligión, conforme  á  cuyos  preceptos  ha  de  contraerse  el 
matrimonio,  no  tiene  establecidas  formas  especiales  para 

!  los  edictos  ó  proclamas,   se   publicarán   dichos  edictos   ó 

proclamas  en  la  forma  establecida  por  el  Código  Civil. (*) 

3.  Dispensa  de  proclamas:  Los  sacerdotes,  clérigos  ó 
ministros  que  conforme  á  esta  Orden  autoricen  el  matri- 
monio, ó  los  jefes  de  aquéllos,  según  los  preceptos  de*sus 
religiones,  podrán  dispensar  la  publicación  de  edictos  ó 
proclamas  cuando  exista  causa  suficiente  para  ello,  pero 
en  tal  caso  de  dispensa  deberá  hacerse  constar  ésta  y  sus 
causas  en  la  certificación  dispuesta  en  el  núm.  5  de  este 
artículo. 

4.  Plazo  que  debe  transcurrir  desde  la  publicación  de 
las  proclamas:  En  ningún  caso,  cuando  sea  procedente  la 
publicación  de  edictos  ó  proclamas,  y  éstos  no  se  hayan 
dispensado,  se  celebrará  el  matrimonio  hasta  haber  trans- 


(*)  La  Secretaría  de  Justicia  el  3  de  Agosto  de  1901  con  el 
fin  de  evitar  surjan  dificultades  para  la  incripción  de  los  matrimo- 
nios religiosos  en  los  Registros  Civiles  acordó  prevenir  á  los  minis- 
tros autorizados  de  distintas  religiones  que  existen  en  Cuba,  que 
cuando  por  no  tener  Iglesias  en  los  lugares  en  que  rige  el  Código  y 
esta  Orden  140,  deban  hacerse  las  publicaciones,  por  las  que  se 
anuncia  la  pretensión  de  los  contrayentes,  ó  cuando  no  pueden  cum- 
plir ese  requisito  se  ponga  el  caso  en  conocimiento  del  Juez  Muni- 
cipal respectivo  por  dicho  ministro  para  que  dicho  Juez  proceda  á 
fijar  en  el  Juzgado  los  edictos  por  el  término  y  en  la  forma  que 
indica  el  artículo  89  del  C.  Civil. 

Gaceta  6  Agosto  1901. 
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currido  quince  días  desde  aquel  en  que  se  hizo  la  primera 
publicación. 

5.  Certificado  de  publicación:  Decursados  los  quince 
días  á  que  se  refiere  el  párrafo  anterior  y  antes  de  proce- 
der al  matrimonio,  el  sacerdote,  clérigo  ó  ministro  que  ha- 
-ya  de  autorizarlo  extenderá  una  certificación  en  la  que 

hará  constar  las  fechas  y  forma  en  que  los  edictos  ó  pro- 
clamas se  hubiesen  publicado,  y  en  caso  de  dispensa  ú 
omisión  legal  se  expresará  ésta  y  sus  causas.  Este  certifi- 
cado se  unirá  á  los  otros  que  conforme  á  esta  Orden  deben 
ser  remitidos  al  Eegistro  Civil  para  ser  archivados. 

6.  Dispensa  de  impedimentos:  Los  sacerdotes,  cléri- 
gos ó  ministros  que  celebren  matrimonios  de  conformidad 
con  esta  Orden,  ó  los  Jefes  de  aquéllos  en  sus  organizacio- 
nes respectivas,  aunque  por  esta  Orden  serán  autorizados 
para  dispensar  impedimentos,  no  podrán  en  dicha  dispen- 
sa modificar  ó  afectar  un  impedimento  establecido  por 
Ley. 

7.  Oposición  del  matrimonio:  Se  declara  aplicable  á 
esta  forma  de  matrimonio  lo  dispuesto  en  los  artículos  97, 
98  y  99  del  Código  Civil,  sobre  impedimentos  para  la  ce- 
lebración del  matrimonio,  entendiéndose  que  en  donde  en 
ellos  se  refiere  al  Juez  Municipal,  se  entiende  en  este  caso, 
se  refiere  al  sacerdote,  clérigo  ó  ministro  autorizante  del 
matrimonio. 

ARTICULO  VI 

DE  LA  CELEBRACIÓN  DEL  MATRIMONIO 

1.  Testigos:  Dos  testigos,  mayores  de  edad,  asistirán 
á  la  ceremonia  del  matrimonio  religioso  y  firmarán  con  el 
clérigo,  sacerdote  ó  ministro  el  certificado  que  se  expresa 
en  el  párrafo  I  del  Artículo  V  de  esta  Orden  y  también 
que  se  expresa  en  el  siguiente  de  este  artículo. 

2.  Certificado  de  matrimonio:  El  sacerdote,  clérigo  ó 
ministro  en  el  acto  de  la  celebración  del  matrimonio  ex- 
tenderán un  certificado  en  que  consten : 

a.  Los  nombres,  apellidos,  estado,  edad,  raza,  ocupa- 
ción, domicilio  ó  residencia  de  los  contrayentes-/ 

b.  Los  nombres,  apellidos,  ocupación,  domicilio  ó  re- 
sidencia de  los  padres  de  los  contrayentes :  ó  los  informes 
que,  referentes  á  estas  particulares  hayan  podido  adqui- 
rirse; 

c.  La  fecha  y  lugar  de  la  celebración  de  la  ceremonia 
del  matrimonio,  haciéndose  constar  que  el  matrimonio  fué 
celebrado  á  presencia  de  los  testigos  que  firman,  por  el  sa- 
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cerdote,  clérigo  ó  ministro  que  también  firma,  el  cual  ex- 
presará el  nombre  de  su  Iglesia  ó  Parroquia,  el  de  la  re- 
ligión á  que  pertenece  y  su  gerarquia  en  la  misma. 

3.  Formularios :  Para  dar  uniformidad  á  los  certifi- 
cados que  se  exigen  en  la  presente  Orden,  serán  éstos 
iguales  á  los  modelos  que  se  publican  á  continuación  de 
esta  Orden. 

4.  Del  archivo:  Los  certificados  expresados  en  los  pá- 
rrafos anteriores  y  en  el  párrafo  5  del  artículo  V  de  esta 
Orden  se  harán  archivar  por  el  sacerdote,  clérigo  ó  minis- 
tro ante  el  cual  se  hubiere  celebrado  el  matrimonio,  con 
las  pruebas  y  manifestaciones  por  escrito  que  exige  el  ar* 
tículo  V  de  esta  Orden  en  las  oficinas  del  Registro  Civil 
del  Distrito  á  que  corresponde  el  lugar  en  donde  se  cele- 
bró eL  matrimonio,  dentro  de  los  veinte  días  á  contar  de 
la  fecha  de  la  celebración  del  matrimonio,  quedando  au- 
torizado á  este  efecto  á  cobrar  de  los  contrayentes  un  pe- 
so por  el  derecho  de  Registro,  que  en  esta  Orden  se  dispo- 
ne, y  con  vista  de  dichos  documentos  se  extenderá  la  de- 
bida constancia  en  los  libros  del  Registro,  entregándose 
al  sacerdote,  clérigo  ó  ministro  un  recibo  en  que  expre- 
sará la  fecha  en  que  se  haya  archivado. 

5.  Denegación  de  inscripción:  El  encargado  del  Re- 
gistro Civil  que  rehusase  recibir,  archivar  ó  inscribir  los 
certificados  y  las  pruebas  correspondientes  como  se  ha 
dispuesto  en  el  párrafo  anterior  está  obligado  á  consignar 
por  escrito  las  razones  en  que  se  funda  su  negativa,  y  á 
petición  de  parte  interesada,  podrá  ser  ordenado  por  el 
Juez  de  Primera  Instancia  del  Distrito,  cuando  proceda,  á 
hacer  la  inscripción  y  dar  el  recibo ;  ó,  en  su  caso,  consig- 
nar por  escrito  las  razones  en  que  se  funda  su  negativa. 
El  encargado  del  Registro  Civil  será  condenado  á  pagar 
las  costas  de  esta  solicitud.  Cuando  se  declare  improce- 
dente su  negativa  todos  estos  recursos  se  resolverán  gu- 
bernativamente por  los  Jueces  de  Primera  Instancia. 

6.  Derechos  de  inscripción:  Los  Jueces  Municipales 
devengarán  por  los  actos  referidos  en  el  párrafo  anterior 
como  encargados  del  Registro  Civil,  un  peso,  en  moneda 
de  los  Estados  Unidos,  ó  su  equivalente,  por  la  inscrip- 
ción y  demás  diligencias  á  que  se  refiere  el  párrafo  ante- 
rior. 

7.  Excepción:  Cuando  los  contrayentes  hubieren  ce- 
lebrado matrimonio  civil  con  anterioridad  al  matrimonio 
religioso  que  intentan  contraer,  el  clérigo,  sacerdote  ó  mi- 
nistro autorizante  no  tendrá  que  cumplir  con  los  requisi- 
tos de  esta  Orden,  siempre  que  los  contrayentes  lo  com- 
prueben. 
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ARTICULO  VII 

DISPOSICIONES    FINALES 

1.  Pena  por  no  archivar:  El  sacerdote,  clérigo  6  mi- 
nistro ante  quien  se  hubiera  celebrado  el  matrimonio  en 
la  forma  dispuesta  por  esta  Orden,  cuando  no  se  haya  con- 
traído anteriormente  el  matrimonio  civil,  que  dejare  de 
practicar  lo  conducente  para  que  se  archivasen  los  certi- 
ficados y  las  pruebas  como  queda  dispuesta  en  esta  Orden, 
será  juzgado  y  si  fuere  culpable  se  le  impondrá  una  multa 
de  cien  pesos  o  arresto  de  treinta  á  noventa  días  por  el 
Juez  Correccional  ó  el  que  ejerza  funciones  de  tal  en  el 
distrito  en  que  tenga  su  domicilio. 

2.  Falsedades:  Las  falsedades,  esenciales  al  caso,  que 
se  cometan  en  cualquiera  de  las  diligencias  que  se  formen 
para  la  celebración  de  los  matrimonios  regulados  por  la 
presente  Orden,  se  penarán  como  falsedades  en  documen- 
tos públicos,  á  tenor  de  lo  preceptuado  en  el  artículo  310 
del  Código  Penal,  si  fueren  cometidas  por  cualquiera  de 
los  funcionarios  á  que  dicho  artículo  se  refiere. 

Si  dichas  falsedades  se  cometieran  por  particulares 
con  perjuicio  de  tercero,  ó  con  ánimo  de  causárselo,  serán 
castigados  con  arreglo  al  artículo  311  del  mismo  Có- 
digo. O 

3.  Intervención  por  los  que  no  sean  autorizados:  El 
que  autorizare  ó  celebrare  ó  intentare  celebrar  las  cere- 
monias del  matrimonio  no  siendo  sacerdote,  clérigo  ó  mi- 
nistro debidamente  ordenado  y  facultado  conforme  á  esta 
Orden  para  ello,  ó  la  correspondiente  Autoridad  Civil,  se- 
rá considerado  como  culpable  de  un  delito  y  castigado  se- 
gún su  participación,  conforme  á  las  disposiciones  del  Có- 
digo Penal  con  la  pena  de  uno  á  cinco  años  de  prisión  co- 
rreccional. 

ARTICULO  VIH 

DISPOSICIONES    FINALES 

1.  Dudas:  Todas  las  dudas  ó  dificultades  que  se  ofrez- 
can en  la  práctica  para  el  cumplimiento  de  esta  Orden, 
serán  resueltas  por  la  Secretaría  de  Justicia. 

2.  Cláusula  derogatoria:  Quedan  derogadas  todas  las 
disposiciones  de  todos  los  Códigos,  Leyes,  Decretos  ú  Or- 
denes que  se  opongan  á  la  presente  Orden.  Por  la  presen- 
te se  reitera  la  derogación  del  Artículo  79  del  Código  Ci- 
vil número  66,  serie  de  1899. 

(*)     Este  párrafo  ha  sido  enmendado  por  la  Orden  228  de  1901 
que  se  publca  en  la  parte  de  Derecho  Penal. 
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ACTA  MATRIMONIAL 

En  la 


á 


de de  mil ante  mí 

D. . . ., * de  la  susodicha 

y  los  testigos  que  se  dirán,  comparecieron  D 

y  Doña y  manifestaron  su  es- 
pontáneo dese9  y  compromiso  de  llevar  á  efecto  el  matri- 
monio que  tienen  entre  sí  estipulado ;  y  con  tal  objeto  pre- 
sentaron, en  defecto  de  las  partidas  parroquiales,  dos  tes- 
tigos para  que  declaren  referente  á  las  manifestaciones 
que  hacen  en  esta  Acta  Matrimonial,  á  los  efectos  de  la 
Orden  número  140  del  Gobierno  General,  de  1901, 

Yo,  el actuante,  dispuse  compa- 
recieran los  citados  contrayentes  y,  á  su  vez,  los  testigos 
para  que  declarasen  acerca  de  la  precedente  manifesta- 
ción é  impedimentos  que  pudiesen  existir  entre  los  suso- 
dichos contrayentes. 

Enseguida  compareció  ante  mí,  el  contrayente  D . . . . 

el  cual  previo  juramento  que  prestó  en 

forma  de  derecho,  declaró :  que  son  sus  nombres  y  apelli- 
dos como  queda  indicado ;  que  es  natural  de 

provincia  de de 

años  de  edad ;  de  estado profesión  ú  ocu- 
pación   vecino  de  la  calle 

número hijo de  D 

natural  de provincia  de 

profesión  ú  ocupación vecino  de 

y  de  Doña natural  de .* 

provincia  de vecina  de ;  y 

que  ratificaba  su  espontáneo  deseo  y  compromiso  de  lle- 
var á  efecto  su  citado  matrimonio. 

Acto  continuo  compareció  ante  mí  también  la  contra- 
yente, doña ,  la  cual  previo  ju- 
ramento que  prestó  en  forma  de  derecho,  declara :  que  son 
sus  nombres  y  apellidos  como  queda  indicado ;  que  es  na- 
tural de provincia  de 

de años  de  edad,  de  estado profe- 
sión ú  ocupación vecina  de  la  calle  de 

,  hija  de de  D 

natural  de provincia  de 

profesión  ú  ocupación vecino  de 

y  de  doña ,  natural  de 

provincia  de ,  vecina  de 

Y. que  ratificaba  su  espontáneo  deseo  y  compromiso  de 
llevar  á  efecto  su  antedicho  matrimonio,  para  el  que  no 
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sido,  ni  es  obligada  con  amenazas,  sino,  que  al  contrario, 
lo  aceptaba  con  libre  voluntad. 

Luego  compareció  ante  mí  el  primer  testigo,  D 

natural  de provincia 

de ,  profesión  ú  ocupación . » 

estado ,  vecino  de ,  de  ma- 
yor edad;  el  cual  previo  juramento  que  prestó  en  forma 
de  derecho  bajo  el  cual' ofreció  decir  la  verdad,  y  declaró 
que  conoce  á  los  citados  contrayentes  y  le  consta  ser  cier- 
to cuanto  han  manifestado  y  declarado  en  la  presente  Ac- 
ta y  que  la  contrayente  es  vecina  de 

Luego  compareció  ante  mí>  el  segundo  testigoD 

vecino  de provincia 

de profesión  ú  ocupación 

estado ,  vecino  de ,  mayor 

de  edad,  el  cual  previo  juramento  que  prestó  en  forma  de 
derecho,  bajo  el  cual  ofreció  decir  la  verdad,  y  declaró 
que  conoce  á  los  citados  contrayentes,  le  consta  ser  cierto 
cuanto  han  manifestado  y  declarado  en  la  presente  Acta, 
y  que  la  contrayente  es  vecina  de 

Presentes  los  contrayentes  y  testigos,  procedí  á  lec- 
tura de  esta  Acta  Matrimonial,  y  conformes  todos  con  lo 
expresado  en  ella,  firman  conmigo  á  continuación,  dé  que 
yo  el doy  fe. 

El  Contrayente, 

La  Contrayente, 

Primer  Testigo, 

Segundo  Testigo, 

Ante  mí, 

El 

CERTIFICADO  DE  MATRIMONIO 

Yo de  la  Iglesia  de Pro- 
vincia de en  la  Isla  de  Cuba. 

Certifico :  que  en  el  día  de  hoy  á  las de  la .... .. 

y  á  presencia  de  los  testigos  D y* 

D que  firman,  sin  que  se  me 

haya  denunciado  ni  tenga  conocimiento  de  ningún  impe- 
dimento que  se  oponga,  han  contraído  matrimonio  D . . . . 

natural  de 

provincia  de de años  de  edad,  de  la 
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raza estado ■ profesión 

vecino  de  la  calle hijo de 

D ^. .  natural  de profe- 
sión ú  ocupación ,  vecino  de 

y  de  Doña natural  de , 

vecina  de Y  Doña 

natural  de Provincia  de 

de años  de  edad,  de  la  raza .......  estado 

vecina  de  la  calle hija de 

D natural  de profesión  ú 

ocupación vecino  de y  de 

Doña natural  de y  ve- 
cina de 

El  referido  matrimonio  se  celebró a 

la  hora  indicada. 

Dichos  contrayentes  han  justificado  su  libertad  para 
contraer  matrimonio,  su  filiación  y  demás  requisitos  exi- 
gidos en  la  orden  número  140  del  Gobierno  General  de  es- 
ta Isla  de  fecha  28  de  Mayo  de  1901  y  al  efecto  se  acom- 
pañan con  el  certificado  los  documentos  siguientes: 

Y  para  la  remisión  al  Registro  Civil  de á  los 

efectos  de  la  Orden  mencionada,  extiendo  la  presente  que 
firman  los  testigos  referidos  y  los  contrayentes,  á  tenor  de 
lo  dispuesto  en  la  Orden  indicada. 

Fecha 

El  Celebrante, 

Contrayentes, 

Testigos, 

CERTIFICACIÓN  DE  PROCLAMAS 

Yo de  la  Iglesia  de 

Provincia  de en  la  Isla  de  Cuba, 

Certifico:   que  para   la   celebración   del   matrimonio 

concertado  por (póngase  las  mismas  generales 

que  tiene  el  certificado  de  matrimonio)  he  hecho  publicar 
(ó  he  publicado)  edictos  ó  proclamas  anunciando  dicho 

matrimonie  los  días ó  del  día  tal 

al  tal en  (se  expresará  la  forma).  "   • 

Y  para  que  conste  en  cumplimiento  de  lo  dispuesta 

en  la  Orden  núm.  140,  expido  la  presente  en 

de de 

Firma. 
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CERTIFICACIÓN  EN  CASOS  DE  DISPENSA 

Y  DE  EXTRANJEROS 

Yo etc.,  etc. 

Certifico:  que  para  el  matrimonio  concertado  por... 

.  .0 con etc.,  no  se  han  publicado 

edictos  ó  proclamas  por  haberlas  dispensado 

mediando  la  causa  (se  expresará). 

O  "no  se  han  publicado  proclamas  6  edictos  en 

lugar  de  la  residencia  en  los  dos  años  anteriores  de 

por  haber  éste  justificado  á  mi  satisfacción  que  tal 

requisito  no  es  exigido  en  dichos  países.' ' 

Y  para  que  conste,  etc. 

Firma. 
Gaceta  29  Mayo. 


ORDEN  NUMERO  487 

Deroga  algunos  impedimentos  para  contraer  matrimonio 

Habana,  2  de  Diciembre  de  1900. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  la 
publicación  de  la  siguiente  orden : 

I etc. 

VIII. (*)  Se  derogan  los  impedimentos  á  que  se  refie- 
ren los  párrafos  3o,  6o  y  7o  del  artículo  84  del  Código  Ci- 
vil, así  el  de  los  colaterales  del  3o  y  4o  grado  á  que  alude 
el  párrafo  2o  y  el  de  los  colaterales  por  afinidad  natural  á 
que  se  refiere  el  párrafo  4o  del  mismo  artículo. 

Gaceta  2  Diciembre  1900. 


ORDEN  NUMEIO  191 

Se  suprime  el  retracto  convencional 

Habana,  20  de  Agosto  de  1901. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba;  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

(*)     Los  párrafos  derogados  dicen  así: 

3o  Los  colaterales  por  afinidad  legítima  hasta  el  4o  grado.     . 

6o  Los  descendientes  legítimos  del  adoptante  con  el  adopta- 
do, mientras  subsista  la  adopción. 

7o  Los  adúlteros  que  hubieren  sido  condenados  por  sentencia 

El  párrafo  2o  dice  así:  2o  Los  colaterales  por  consanguidad 
hasta  el  cuarto  grado. 

4o  Los  colaterales  por  consanguidad  ó  afinidad  natural  hasta 
•el  segundo  grado. 
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I.  Por  la  presente  se  suprime  la  institución  del  "re- 
tracto convencional' '  de  que  tratan  los  artículos  1507  al 
1,520,  inclusive,  del  Código  Civil  vigente;  quedando  di- 
chos artículos  derogados. 

II.  En  su  consecuencia,  los  Notarios  no  otorgarán  ninT 
guna  escritura  de  compraventa  en  la  cual  el  vendedor  se 
reserve  el  derecho  de  recuperar  la  cosa  vendida,  reembol- 
sando al  comprador  el  precio  que  hubiese  recibido  ú  otro 
qute  en  el  contrato  se  fije. 

III.  No  obstante  lo  dispuesto  en  esta  Orden,  los  con- 
tratos de  compraventa  con  pacto  de  retro,  celebrados  an- 
tes del  día  en  que  empiece  á  regir  esta  Orden  con  arreglo 
á  las  leyes  vigentes  se  regirán  por  los  preceptos  que  les 

•sean  aplicables  de  dichas  leyes  y  surtirán  los  efectos  lega- 
les en  las  mismas  prevenidos. 

IV.  Esta  orden  empezará  á  regir  á  los  veinte  días  de 
su  publicación  en  la  Gaceta  de  la  Habana. 

H.  L.  Scott, 


Adjutant  General. 
Gaceta  21  Agosto. 


CAPELLANÍAS 

El  Reverendo  Obispo  de  la  Habana,  se  ha  quejado  al 
señor  Gobernador  Militar  de  que  la  personalidad  de  la 
Iglesia  Católica  y  sus  derechos  respecto  de  bienes  de  Ca- 
pellanías colativas,  Memorias  de  Misas  y  demás  fundacio- 
nes de  carácter  eclesiástico,  son  desconocidos  ó  negados 
por  no  pocos  deudores  y  aún  por  algunos  Jueces  y  Tribu- 
nales de  esta  Isla;  con  lesión  grave  de  los  derechos  é  in- 
tereses de  dicha  Iglesia,  é  Infracción  del  tratado  de  París, 
celebrado  entre  los  Estados  Unidos  y  España. 

Esta  Secretaría  ha  estudiado  detenidamente  el  asun- 
to y  procurado  informar,  resultando  de  los  datos  y  noti- 
cias recogidos,  que  se  han  promovido  ya  distintos  expe- 
dientes para  la  desvinculación  de  Capellanías  colativas  ó 
sean  de  naturaleza  canónica:  llevándose  á  efecto  y  ha- 
ciéndose las  cancelaciones  consiguientes  en  el  Registro  de 
la  Propiedad,  todos  sin  citación  ni  audiencia  del  represen- 
tante de  la  referida  Iglesia  Católica,  que  es  en  la  mitad 
Occidental  de  la  Isla  el  Reverendo  Obispo  de  la  Habana, 
como  lo  es  en  la  Oriental  el  muy  Reverendo  Arzobispo  de 
Santiago  de  Cuba.  Resulta  también  que  algunos  deudores 
á  la  Iglesia  por  aquellos  conceptos  se  han  negado  extraju- 
dicial  ó  judicialmente  al  pago  de  sus  adeudos,  alegando 
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que  no  le  reconocen  personalidad  á  la  mencionada  Igle- 
sia,-ni  á  sus  representantes,  ni  á  los  administradores  6  re- 
caudadores nombrados  por  aquéllos. 

La  base  principal  en  que  han  fundado  y  fundan  su 
actitud  los  funcionarios  judiciales  é  individuos  particula- 
res a  quienes  se  alude  en  e  1  párafo  anterior,  es  que  por 
haber  cesado  la  soberanía  de  España  en  Cuba  y  estable- 
cidos en  éste  el  Gobierno  Interventor,  se  ha  consumado  la 
separación  del  Estado  y  de  la  Iglesia  y  perdido  esta  úl- 
tima toda  personalidad  legal. 

Tal  fundamento  es  completamente  inexacto;  y  para 
convencerse  de  ello,  basta  fijarse  en  el  susodicho  Tratado 
de  Paris  y  en  el  derecho  que  antes  de  su  celebración  regí$ 
en  la  materia  de  que  se  trata. 

Las  leyes  desvinculadoras  dictadas  para  España  y 
hechas  extensivas  á  Cuba  en  1863  no  rigen  en  esta  Isla 
respecto  á  funciones  eclesiásticas,  las  cuales  fueron  ex- 
presamente exceptuadas  por  el  artículo  primero  del  Keal 
Decreto  de  31  de  Octubre  de  1863  publicado  en  la  Gaceta 
de  la  Habana  de  27  de  Enero  de  1864. 

Entre  esas  fundaciones  eclesiásticas  están  compren- 
didas las  Capellanías  colativas,  debiendo  considerarse  co- 
mo tales  todas  aquellas  respecto  de  las  cuales  se  hubiese 
dictado  auto  de  erección  canónica,  mientras  no  se  decla- 
re en  el  juicio  correspondiente,  la  nulidad  de  dicho  auto 
de  erección.  Así  lo  resolvió  la  Audiencia  de  la  Habana  en 
distintos  casos,  pudiéndose  citar  las  sentencias  dictadas  en 
29  de  Diciembre  de  1894,  en  el  recurso  de  queja  interpues- 
to por  el  Obispado  de  la  Habana,  contra  el  Juzgado  de 
Primera  Instancia  del  Distrito  del  Pilar,  sobre  conocer  de 
la  Capellanía  fundada  por  D.  Santiago  de  Torres. 

Y  la  misma  doctrina  tiene  establecida  el  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia  de  España,  en  sentencias  de  5  de  Di- 
ciembre de  1870,  4  de  Dicimebre  de  1871,  4  de  Octubre  de 
1872,  15  de  Diciembre  de  1880  y  8  de  Junio  de  1888. 

Tenemos  pues,  que  mientras  duró  la  soberanía  de  Es- 
paña en  Cuba,  las  Capellanías  colativas  y  demás  fundacio- 
nes eclesiásticas  estuvieron  consideradas  por  su  carácter 
de  bienes  espirituales,  como  bajo  la  exclusiva  y  directa 
administración  de  la  Iglesia  que  las  poseía  rigiéndolas  y 
administrándolas  con  facultades  y  personalidad  recono- 
cida igualmente  por  el  Gobierno,  por  los  Tribunales  y  por 
los  individuos  particulares,  que  en  prueba  de  ese  recono- 
cimiento venían  pagando  sin  oposición  las  rentas,  pensio- 
nes ó  réditos  correspondientes  y  las  demás  prestaciones 
impuestas  por  la  fundación. 

Si  al  cesar  la  soberanía  de  España  en  Cuba  era  esa  la 
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situación  jurídica  de  la  Iglesia  Católica  y  de  sus  represen- 
tantes en  esta  Isla ;  que  venían  nombrados  Patronos,  Ca- 
pellanes, Colectores  ó  recaudadores,  cuyos  nombramien- 
tos eran  aceptados  y  reconocidos,  lo  mismo  en  la  esfera 
oficial  que  en  la  privada,  es  evidente  que  esa  misma  situa- 
ción jurídica  hay  que  reconocerle  hoy  á  la  Iglesia  Católi- 
ca y  á  sus  representantes  y  empleados  ó  delegados,  pues 
sean  cuales  fueren  las  relaciones  que  en  la  actualidad 
mantenga  dicha  Iglesia  con  el  Estado,  resulta  indudable 
que  no  ha  perdido  aquélla  su  personalidad  como  Corpora- 
ción Eclesiástica,  ni  sus  derechos  como  tal,  los  cuales  han 
quedado  á  salvo  expresamente  y  colocados  bajo  la  pro- 
tección del  Gobierno  de  los  Estados  Unidos,  en  los  artícu- 
los I  y  VIII  del  tratado  de  Paz  celebrado  en  Paris  en  10 
de  Diciembre  de  1898  entre  aquella  Nación  y  España,  los 
cuales  dicen  así : 

"Art.  Io  España  renuncia' todo  derecho  de  soberanía 
y  propiedad  sobre  Cuba." 

En  atención  á  que  dicha  Isla,  cuando  sea  evacuada 
por  España  va  á  ser  ocupada  por  los  Estados  Unidos,  los 
Estados  Unidos  mientras  dure  su  ocupación,  tomarán  sobre 
sí  y  cumplirán  las  obligaciones  que  $or  el  hecho  de  ocuparla, 
les  impone  el  derecho  internacional,  para  la  protección  de 
vidas  y  haciendas, 

"Art.  VIII.  En  cumplimiento  de  lo  convenido  en  los 
artículos  I,  II  y  III  de  este  Tratado,  España  renuncia  en 
Cuba  y  cede  en  Puerto  Rico  y  en  las  otras  Islas  de  las  In- 
dias Occidentales,  en  la  Isla  de  Guam  y  en  el  Archipiéla- 
go de  las  Filipinas  todos  los  edificios,  muebles,  cuarteles, 
fortalezas,  establecimientos,  vías  públicas  y  demás  bienes 
inmuebles,  que  eon  arreglo  á  derecho  son  del  dominio  pú- 
blico, y  como  tales  corresponden  á  la  Corona  de  España. 

"Queda  por  lo  tanto  declarado  que  esta  renuncia  ó 
cesión,  según  el  caso  á  que  se  refiere  el  párrafo  anterior, 
pn  nada  puede  mermar  la  propiedad  á  los  derechos  que  co- 
rresponda, con  arreglo  á  Icls  Leyes,  al  poseedor  pacífico  de  los 
bienes  de  todas  clases  de  las  Provincias,  Municipios,  Esta- 
blecimientos públicos  6  privados.  Corporaciones  Civiles  ó 
Eclesiásticas  ó  de  cualesquiera  otras  Colectividades  que  tie- 
ne personalidad  jurídica  para  adquirir  y  poseer  bienes  en  los 
mencionados  territorios  renunciados  ó  cedidos  y  los  de  los 
individuos  particulares,  cualquiera  que  sea  su  naciona* 
lidad." 

Dado  lo  terminante  de  las  estipulaciones  copiadas  re- 
sulta evidente  que  el  Gobierno  actual  está  en  el  caso  de 
amparar  y  proteger  á  la  Iglesia  Católica  y  á  sus  repre- 
sentantes en  esta  Isla  y  delegados  de  estos  últimos,  en  el 
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goce  pacífico  de  los  derechos  de  que  estaban  en  posesión 
antes  de  celebrarse  el  mencionado  Tratado  de  Paris. 

En  cumplimiento,  pues,  de  ese  deber,  y  de  acuerdo 
con  las  instrucciones  recibidas  del  Honorable  Gobernador 
Militar,  recomiendo  á  los  Jueces  y  Tribunales  de  esta  Isla 
las  siguientes  conclusiones  que  deberán  tener  presentes  y 
observar  en  los  asuntos  que  se  indican. 

I.  Que  están  subsistentes  en  cuanto  no  hayan  sido  de- 
rogadas expresamente,  todas  las  disposiciones  legales  que 
en  materia  de  Capellanías  y  demás  fundaciones  de  carác- 
ter eclesiástico,  regían  en  esta  Isla  antes  de  Io  de  Enero 
de  1899. 

II.  Que  por  tanto  los  Jueces  y  Tribunales  que  inter- 
vengan en  cualquier  asunto  de  Capellanías  ó  de  alguna 
otra  fundación  de  aquel  carácter,  deberán  procurar  ante 
todo  cerciorarse  de  si  son, realmente  eclesiásticas  ó  laica- 
les, para  lo  cual  solicitarán  del  señor  Obispo  de  la  Dióce- 
sis ó  Arzobispo  de  la  Archidiócesis,  según  los  casos,  los  in- 
formes necesarios  y  certificación  del  auto  de  erección  ca- 
nónica, si  se  trata  de  fundación  que  pueda  tener  carácter 
eclesiástico  bastando  la  existencia  de  dicho  auto  de  erec- 
ción canónica  para  que  se  le  considere  como  tal,  mientras 
no  se  declare  por  sentencia  firme  del  Tribunal  Civil  com- 
petente, y  en  el  juicio  que  corresponda,  sustanciado  con 
el  representante  de  la  Iglesia,  la  nulidad  de  dicho  auto  de 
erección. 

III.Que  si  no  obstante  el  auto  de  erección  canónica, 
entendiesen  los  Jueces  y  Tribunales  que  les  corresponde  el 
conocimiento  del  asunto  de  que  se  trate,  no  deben  conti- 
nuar tramitando  el  juicio  ó  expediente  promovido  sin  dar 
instrucción  previamente  al  respectivo  señor  Obispo  ó  Ar- 
zobispo para  que  por  sí  ó  por  medio  de  representante  le- 
gítimo pueda  ejercitar  las  acciones  de  que  se  crea  asisti- 
do, en  la  vía  y  forma  legal  que  estime  conveniente  á  sus 
derechos. 

Todo  lo  que  tengo  el  honor  de  decir  á  usted  para  su 
conocimiento,  cumplimiento  y  demás  efectos  oportunos. 

Lo  que  se  publica  en  la  Gaceta  de  la  Habana  para 
general  conocimiento.  * 

Habana,  31  de  Enero  de  1901. 

Miguel  Gener, 
Secretario  de  Justicia. 

Gaceta  3  Febrero. 
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LEGISLACIÓN  VIGENTE  EN  HATERÍA  DE  EXPROPIACIÓN 

SECRETARÍA  DE  OBRAS  PUBLICAS 

Como  resultado  de  consulta  dirigida  al  Honorable 
Gobernador  Militar,  eon  motivo  de  dudas  surgidas,  acer- 
ca de  cuál  es  la  legislación  vigente  que  existe  en  esta  Isla 
en  materia  de  expropiación  forzosa,  dicha  Superior  Auto- 
ridad ha  resuelto,  con  fecha  6  del  actual  de  acuerdo  con 
el  parecer  de  esta  Secretaría,  que  la  legislación  vigente  de 
dicha  materia  es  la  Ley  de  -15  de  Diciembre  de  1841,  el 
Reglamento  de  10  de  Julio  de  1858  y  la  Instrucción  de 
28  (?)  (•)  de  1865. 

Lo  que  se  publica  en  la  'Gaceta  de  la  Habana  para 
generaíl  conocimiento. 

Habana,  Agosto  8  de  1901. 

José  E.  Villalón, 
Secretario  de  Obras  Públicas. 

(Gaceta  11  Agosto  1901.) 


ORDEN  NUMERO  94 
SOBRE     EXPROPIACIÓN 

Habana,  Abril  8  de  1902. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  etc. 

Cualquier  obra  pública  que  haya  de  construirse  por 
el  actual  Gobierno  Militar  de  los  Estados  Unidos  en  .esta 
Isla  ó  su  sucesor,  ó  las  mejoras  que  se  hagan  en, las  mis- 
mismas  y  que  hayan  de  sostenerse  por  la  Isla  de  Cuba  ó  de 
su  Gobierno,  incluyendo  en  los  mismos  todos  los  trabajos, 
extensiones,  aumentos  ó  mejoras  de  plazas,  fuertes,  forti- 


(*)  Esta  Instrucción  lleva  fecha  28  de  Septiembre  de  1865. 
— N.  del  A. 

Aunque  la  Secretaría  de  Obras  Públicas,  ni  otra  alguna  puede 
declarar  la  vigencia  ó  derogación  de  una  Ley,  Eeglámento,  etc.,  pu- 
blico á  continuación  las  disposiciones  que  cita  j  la  R.  O.  de  3  de 
Octubre  de  1857,  por  ser  las  que  en  realidad  se  encuentran  vigentes 
y  por  encontrarse  agotadas  sus  ediciones. — N.  del'  A. 
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fícaciones,  baterías,  campamentos,  cuarteles  y  estaciones 
ó  establecimientos  militares  -que  formen  parte  del  sistema 
de  defensa  y  para  el  servicio  general  de  la  Isla  de  Cuba  se 
declaran  por  esta  orden  obras  de  utilidad  pública,  y  el  de- 
recho de  expropiación  para  la  adquisición  del  terreno  ne- 
cesario se  ejercerá  de  la  manera  que  disponen  las  leyes  vi- 
gentes. 

El  Ayudante  General, 
H.  L.  Scott. 

(Gaceta  8  Abril  1902.) 


I,EY   DE    EXPROPIACIÓN 


Real  Decreto  de  15  de  Diciembre  de  1841  sobre  expropiación  forzo- 
sa por  causa  de  utilidad  pública.  (*) 

Convencido  de  que  las  provincias  de  Ultramar  logra- 
rán un  conocido  beneficio  en  que  se  hagan  extensivas  á 
ellas  las  reglas  establecidas  en  la  Península  para  la  ena- 
jenación forzosa  por  motivos  de  utilidad  pública,  siempre 
que  se  acomoden  al  sistema  que  rige  en  ellas,  y  á  las  leyes 
de  Indias  que  están  allí  en  observancia,  como  Regente  del 
Reino  durante  la  menor  edad  de  S.  M.  la  Reina  Doña  Isa- 
bel II,  en  su  Real  nombre,  y  conformándome  con  el  pare- 
cer del  Consejo  de  Ministros,  he  venido  en  decretar  lo  si- 
guiente : 

Art.  Io  Siendo  inviolable  el  derecho  de  propiedad,  no 
se  puede  obligar  á  ningún  particular,  corporación  ó  esta- 
blecimiento de  cualquier  especie  á  que  ceda  ó  enajene  lo 
que  sea  de  su  propiedad  para  obrar  de  interés  público,  sin 
que  precedan  los  requisitos  siguientes : 

Primero :  Declaración  solemne  de  que  la  obra  proyec- 
tada es  de  utilidad  pública,  y  permiso  competente  para 
ejecutarla. 

Segundo.  Declaración  de  que  es  indispensable  que  se 
ceda  ó  enajene  el  todo  ó  parte  de  una  propiedad  para  eje- 
cutar la  obra  de  utilidad  pública. 

Tercero.  Justiprecio  de  lo  que  haya  de  cederse  ó  ena- 
jenarse. 


(*)     San  Pedro.  Legislación  Ultramarina.  T.  4  ,  Pág.  326. 
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Cuarto.  Pago  del  precio  de  la  indemnización. 

Art.  2o  Se  entiende  por  obras  de  utilidad  pública  las 
que  tienen  por  objeto  directo  proporcionar  al  Estado  en 
general,  á  una  ó  más  provincias,  ó  a  uno  ó  más  pueblos, 
cualesquiera  usos  ó  disfrutes  de  beneficio  común,  bien 
sean  ejecutadas  por  cuenta  del  Estado,  de  las  provincias 
ó  pueblos,  bien. por  compañías  ó  empresas  particulares  au- 
torizadas competentes. 

Art.  3o  La  declaración  de  que  una  obra  es  de  utilidad 
pública,  y  el  permiso  para  emprenderla,  serán  objeto  de 
una  ley,  siempre  que  para  ejecutarla  haya  que  imponer 
una  contribución  que  grave  á  una  ó  más  provincias.  En 
los  demás  casos  será  de  las  atribuciones  de  Gobernador 
político  superior  de  la  respectiva  Isla,  que  lo  es  el  Capi- 
tán general,  .debiendo  preceder  á  su  expendieión  los  re- 
quisitos siguientes: 

Io  Publicación  en  el  diario  de  la  capital,  dando  un 
tiempo  proporcionado  para  que  los  habitantes  del  pueblo 
ó  pueblos  que  se  supongan  interesados  puedan  hacer  pre- 
sente al  Gobernador  lo  que  se  les  ofrezca  y  parezca. 

2o  Que  pida  informe  al  Ayuntamiento  ó  Ayuntamien- 
tos respectivos,  al  Tribunal  mercantil  y  Junta  de  Co- 
mercio. 

Art.  4o  Los  Gobernadores  ó  Tenientes  Gobernadores 
en  sus  respectivos  territorios  oirán  instructivamente  á  los 
interesados  dentro  del  término  discrecional  que  se  consi- 
dere suficiente,  y  decidirán  sobre  la  necesidad  de  que  el 
todo  ó  parte  de  la  propiedad,  deba  ser  "cedida  para  la  eje- 
cución de  una  obra  declarada  ya  de  utilidad  pública  y  ha- 
bilitada con  el  correspondiente  permiso. 

Art.  5o  En  el  caso  de  no  conformarse  el  dueño  de  una 
propiedad  con  la  resolución  de  que  habla  el  artículo  an- 
terior, podrá  alzarse  para  ante  la  Audiencia  territorial,  á 
quien  se  remitirá  el  expediente  original,  y  donde  oyendo 
al  ministerio  fiscal,  y  pasados  los  autos  al  relator,  citadas 
las  partes,  se  señalará  día  por  la  vista,  y  se  determinará 
definitivamente  sin  más  trámites  ni  lugar  á  otro  recurso. 

Art.  6o  Se  declara  que  los  tutores,  maridos  poseedores 
de  vínculos,  y  demás  personas  que  tienen  impedimento 
legal  para  vender  los  bienes  que  administran  quedan  au- 
torizados para  ejecutarlo  en  los  casos  que  indica  el  pre- 
sente decreto,  sin  perjuicio  de  asegurar  con  arreglo  á  las 
leyes  las  cantidades  que  reciban  por  premio  de  indemniza- 
ción en  favor  de  sus  menores  ó  representados. 

Art.  7o  Declarada  la  necesidad  de  ocupar  el  todo  ó 
parte  de  una  propiedad,  se  justipreciará  el  valor  de  ella  y 
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el  de  los  daños  y  perjuicios  que  pueda  causar  á  su  dueño 
la  expropiación,  á  juicio  de  peritos  nombrados  uno  por 
cada  parte  ó  tercero  en  discordia  por  entrambas  y  no  con- 
viniéndose acerca  de  este  nombramiento,  le  hará  el  Go- 
bernador ó  Teniente  de  Gobernador  respectivo  procedien- 
do de  oficio  y  sin  causar  costas,  en  cuyo  caso  queda  á  los 
interesados  el  derecho  de  recusar  hasta  por  dos  veces  al 
nombrado. 

Art.  8o  El  precio  íntegro  de  la  tasación  se  satisfará  al 
interesado  con  anticipación  á  su  desahucio  ó  se  deposita- 
rá si  hubiere  reclamación  de  tercero  por  razón  de  enfiteu- 
sis,  servidumbre,  hipoteca,,  arriendo  ú  otro  cualquier  gra- 
vamen que  afecte  la  finca ;  dejando  á  los  Tribunales  ordi- 
narios la  declaración  de  los  derechos  respectivos.  Además 
se  abonará  al  interesado  el  tres  por  «ciento  del  precio  ín- 
tegro de  la  tasación. 

Art.  9o  En  el  caso  de  no  ejecutarse  la  obra  que  dio  lu- 
gar á  la  expropiación,  si  el  Gobierno  ó  el  Empresario  re- 
solviesen deshacerse  del  todo  ó  parte  de  la  finca  que  se 
hubiese  cedido,  el  respectivo  dueño  será  preferido  en 
igualdad  de  precio  á  otro  cualquier  comprador. 

Art.  10.  Las  rentas  y  contribuciones  correspondien- 
tes á  los  bienes  que  se  enajenaren  forzosamente  para  obras 
de  interés  público,  se  admitirán  durante  un  año  subsi- 
guiente á  la  fecha  de  la  enajenación,  en  prueba  de  la  ap- 
titud legal  del  expropiado,  para  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos que  puedan  corresponderle. 

Art.  11.  No  se  alteran  por  el  presente  decreto  las  dis- 
posiciones vigentes  sobre  minas,  tránsito  y  aprovecha- 
miento de  aguas  ú  otras  servidumbres  rústicas  ó  urbanas. 
Tampoco  se  hará  novedad  en  cuanto  los  arbitrios  aproba- 
dos y  contratas  celebradas  hasta  el  día  para  la  ejecución 
de  obras  de  utilidad  pública. 

Art.  12.  Últimamente,  en  cuanto  á  las  obras  de  forti- 
ficación de  las  plazas  de  guerra,  puertos  y  costas  maríti- 
mas quedan  en  su  fuerza  y  vigor  las  ordenanzas  y  disposi- 
ciones que  rigen  en  éstas  materias.  Tendréislo  entendido, 
y  dispondréis  lo  necesario  para  su  cumplimiento. — El  du- 
que de  la  Victoria. — En  Madrid,  á  15  de  Diciembre  de 
1841. — A.  D.  Andrés  García  Camba. 

Dado  en  Palacio,  á  10  de  Julio  de  1858. — Está  rubri- 
cado de  la  Real  mano. — El  Ministro  de  la  Guerra  y  Ultra- 
mar, Leopoldo  O'Donell. — Lo  que  de  Real  orden  comunico 
á  V.  E.  para  su  conocimiento  y  efectos  correspondientes. 
— Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años. — Madrid*  10  de  Julio 
de  1858. — Leopoldo  O'Donell. — Señor  Gobernador  General 
de  la  Isla  de  Cuba. 
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EXPROPIACIÓN   FORZOSA 


CUBA  Y  PUERTO  RICO  (*) 

Octubre  S  de  1857. 

"B.  O.  aprobando  las  reglas  propuestas  para  los  trámites  de  los  ex- 
pedimentos sobre  expropiación  por  causa  de  utilidad  pública» 

Excmo.  señor:  En  vista  de  la  carta  de  V.  E.  numera 
47,  de  12  de  Noviembre  próximo  pasado ;  y  de  conformi- 
dad con  lo  que  en  ello  se  propone  y  con  lo  informado  por 
la  Sección  de  Ultramar  del  Consejo  Real:  la  Reina  (Q.  D. 
G.)  ha  tenido  á  bien  aprobar  las  siguientes  reglas  pro- 
puestas por  V.  E.  para  los  trámites  de  los  expedientes  do 
tasación  de  fincas  expropiadas  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica. 

Ia  Siempre  que  para  cualquier  obra  pública  se  haga 
necesaria  la  expropiación  de  algún  edificio  ó  terreno,  bien 
sea  de  corporación  ó  de  particular,  se  instruirá  en  papel 
del  sello  4o  de  oficio  el  expediente  de  tasación,  y  las  copias  - 
que  se  remitan  á  la  aprobación  superior,  se  entenderán  en? 
papel  común.  (**) 

2a  Para  todo  lo  expropiado  en  cada  tenencia  de  Go- 
bierno se  fundará  un  solo  expediente,  y  ninguno  deberá* 
contener  tasación  de  terreno  ó  edificio  alguno  que  perte- 
nezca á  otra  jurisdicción. 

3a  Para  dar  principio  al  expediente  de  tasación  las- 
Juntas  jurisdiccionales  de  Fomento,  el  Inspector  ó  el  In- 
geniero, según  el  caso  (***),  así  como  los  dueños  ó  repre- 
sentantes de  las  fincas  de  que  se  trate,  procederán  cada 
uno  por  su  parte  al  nombramiento  de  peritos. 

4a  Estos  peritos  deberán  tener  por  lo  menor  el  título- 
legal  de  Agrimensores  para  valuar  los  predios  rústicos,  el 
dé  Maestros  de  obras  para  los  urbanos,  y  pondrán  al  pie* 
del  oficio,  en  que  se  les  nombre,  la  aceptación  de  su  cargo' 
y  protesta  de  desempeñarlo  según  su  leal  saber.  (****) 

5a  En  e4  encabezamiento  del  expediente  deberá  mani- 
festarse la  clase,  trozo  y  nombre  de  la  carretera,  ó  la  obra 
á  que  se  apliquen  las  fincas  tasadas. 

6a  Seguirá  la  designación  de  cada  una  de  ellas  con 

(*)     (San  Pedro.  Legislación  Ultramarina),  T.  IV,  pag.  331. 

(**)  V.  el  Eeal  decreto  de  10  de  Julio  de  1858  que  se  publica 
á  continuación. 

(•••)     V.  id.,  art.  7°. 

(••••)     V.  id.,  art.  6.  -_ 
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expresión  del  nombre  del  propietario,  precio  de  la  unidad 
que  se  adopte  por  tipo,  calidad  dimensión  ó  calidad  total 
del  predio  y  de  la  parte  que  de  él  se  tome,  los  linderos  y 
demás  señales  que  mejor  conduzcan  á  la  confrontación. (*) 

7a  Cuando  por  expropiarse  un  terreno  ó  edificio  se 
destruyan  bien  sea  algunos  de  los  linderos  ó  señales,  ó 
bien  muros,  tapias,  árboles,  setos  ó  cualquier  otra  materia 
de  los  que  resulten  despojos,  se  expresará  si  éstos  quedan 
comprendidos  ó  si  además  del  precio  que  la  tasación  mar- 
ca deberán  apliearse  en  beneficio  del  expropiado. 

8a  Para  toda  regulación  se  deberán  tener  presentes  y 
ser  separadamente  apreciados  tanto  los  daños  ó  valor  de 
la  iparte  ó  del  todo  de  la  cosa  expropiada,  cuanto  los  per- 
juicios ó  demérito  que  recae  en  el  resto,  ó  pérdida  en  los 
intereses  de  propietario. 

9a  A  todo  esto  se  añadirá  el  3  por  100  del  precio  ín- 
tegro de  la  tasación  que  al  interesado  concede  el  art.  8o 
de  la  Ley  de  expropiación. 

10.  Entre  la  tasatíión  de  las  fincas  de  cada  expropia- 
do y  las  del  siguiente,  se  dejará  un  espacio  capaz,  en  el 
cual  después  de  verificado  el  aprecio  deberá  aquél,  si  con 
esto  se  hallare  de  acuerdo,  estampar  su  conformidad  y  el 
recibí,  cuando  se  le  entregue  su  importe,  fechado  y  fir- 
mado ambas  diligencias  por  sí  y  por  testigos  á  su  ruego. 

11.  Si  cualquiera  de  las  partes  dimitiese  en  el  valor 
dado  á  una  finca,  procederán  á  la  elección  de  un  tercer 
perito  en  discordia  y  cuando  en  la  persona  de  éste  no  con- 
vinieren, la  señalará  ed  Alcalde  Mayor  del  distrito  en  que 
esté  situada  la  finca  sujeta  á  tasación. 

12.  El  individuo  de  la  Junta,  que  la  misma  nombre» 
ó  el  Ingeniero  concurrirá  á  las  operaciones  de  medición. 
y  tasación  y  pondrá  al  fin  del  expediente  el  "presen- 
cíe.     (    ) 

Y  13.  Las  cuentas  que  para  la  regulación  de  sus  ho- 
norarios presentaren  los  peritos  deberán  tener  el  Vo.  B°.  6 
Conforme,  del  Vocal  de  la  Junta  (***)  ó  del  Ingeniero. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.,  etc. 

Madrid,  3  de  Octubre  de  1857. 
Señor  Gobernador  Capitán  General  de  la  Isla  de  Cuba. 


(*)     V.  art.  9  del  citado  decreto  de  10  de  Julio  de  1858. 

(**)     V.  el  art.  7  id. 

(***)     Las  Juntas  de  Fomento  se  suprimieron  por  la  R.  O.  do 
Íl  de  Enero  de  1862. 
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EXPROPIACIÓN   FORZOSA 


Heal  Decreto  de  10  de  Julio  de  1858  para  la  ejecución  del  de  15  de 
|  Diciembre  de  1841  sobre  expropiación  forzosa  por  causa  de 

utilidad  pública.  (*) 

Ministerio  de  la  Guerra  y  Ultramar. — Número  390.^- 
Excmo.  señor. — S.  M.  la  Reina  ha  tenido  á  bien  expedir 
el  Real  Decreto  siguiente:  De  conformidad  con  lo  pro- 
puesto por  Mi  Ministro  de  la  Guerra  y  de  Ultramar,  y  oído 
él  Consejo  Real,  Vengo  en  aprobar  el  siguiente 

REGLAMENTO 

PARA  LA  EJECUCIÓN   DEL  REAL  DECRETO  DE   15   DE  DICIEMBRE 

DE  1841 

SEOCION  PRIMERA 

Formalidades  que  han  de.  observarse  en  los  casos 

de  expropiación 

Io  Declarada  una  obra  de  utilidad  pública  se  proce- 
derá al  reconocimiento  y  tasación  de  las  propiedades  que 
sean  necesarias  para  su  construcción. 

Para  la  declaración  de  utilidad  pública  se  procederá 
conforme  dispone  el  art.  3o  del  Real  decreto  de  15  de  Di- 
ciembre de  1841,  sustituyendo  al  informe  del  Tribunal 
mercantil  y  Junta  de  Comercio  de  que  trata  el  párrafo  2°, 
el  de  la  Real  Junta  de  Fomento. 

Art.  2o  Los  Gobernadores  y  Tenientes  Gobernadores 
de  las  jurisdicciones  donde  se  hayan  de  ejecutar  las  obras, 
darán  las  órdenes  convenientes  á  las  respectivas  autori- 
dades locales  administrativas  para  que  faciliten  á  los  in- 
genieros las  noticias  y  auxilios  que  necesiten  y  que  mejor 
conduzcan  al  desempeño  de  su  cargo. 

Art.  3o  Luego  que  consten  quienes  sean  los  dueños  de 
las  fincas  que  hayan  de  ocuparse  para  la  ejecución  de  las 
obras,  se  les  dará  conocimiento  por  las  respectivas  auto- 
ridades locales  administrativas,  pasándose  la  correspon- 
diente nómina  al  Gobernador  ó  Teniente  Gobernador  de 
la  jurisdicción  para  los  efectos  consiguientes. 

Art.  4o  El  Gobernador  ó  Teniente  Gobernador  de  la 
jurisdicción  hará  insertar  en  el  periódico  oficial  del  pue- 
blo de  su  residencia  y  por  edictos  en  el  en  que  radique  la 


(*)     San  Pedro.  Legislación  Ultramarina.  T.  4o,  Pág.  328. 
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finca  la  nómina  de  los  interesados  en  la  expropiación,  pre- 
fijándoles un  término  perentorio  é  improrrogable  que  no 
podrá  bajar  de  diez  días  para  que  presenten  las  reclama- 
ciones que  les  convengan  con  arreglo  al  artículo  4a  del 
Real  decreto  de  15  de  Diciembre  de  1841. 

La  alzada  para  ante  la  Real  Audiencia  que  estable- 
ciere el  artículo  5o  del  expresado  Real  decreto  se  entiende 
para  ante  el  Gobernador  Superior  civil  quien  con  presen- 
cia del  expediente  y  previos  los  informes  que  juzgue  opor- 
tunos determinará  definitivamente  lo  que  corresponde. 

Art.  5o  Transcurrido  el  término  prefijado  y  resueltas 
las  reclamaciones  que  se  hayan  presentado  se  procederá 
á  la  tasación,  y  á  este  fin  los  Gobernadores,  Tenientes  Go- 
bernadores ó  sus  delegados  intimarán  á  los  interesados  que 
dentro  del  término  que  se  les  señale  nombren  peritos  que 
en  unión  con  el  que  acompañe  al  Ingeniero  y  con  precisa 
asistencia  en  el  día  y  punto  que  el  mismo  designe  verifi- 
quen dicha  tasación. 

Art.  6o  Las  tasaciones  se  verificarán  por  peritos  exa- 
minados, y  á  falta  de  estos  por  los  prácticos  del  país  ya 
acreditados  en  estas  operaciones ;  unos  y  otros  antes  de 
proceder  á  la  tasación  prestarán  el  juramento  de  ley  ante 
la  respectiva  autoridad  local  administrativa. 

Art.  7o  Los  interesados  darán  conocimiento  al  inge- 
niero del  perito  que  hubiesen  elegido,  y  éste  verificará  la 
tasación  puesto  de  acuerdo  con  el  designado  por  el  mismo 
ingeniero  y  si  discordasen,  se  nombrará  un  tercero  á  te- 
nor de  lo  dispuesto  en  el  artículo  7o  del  Real  decreto  de  15 
Diciembre  de  1841.  Si  algún  particular  no  nombrase  peri- 
to, se  entenderá  que  se  conforma  con  el  nombrado  por  la 
administración. 

Art.  8o  El  ingeniero  cuidará  de  que  las  operaciones 
de  tasación  se  hagan  legalmente,  y  si  notare  algún  abuso 
lo  participará  al  Gobernador  Superior  civil. 

Art.  9o  En  latasación  de  toda  finca  se  especificará  sa 
clase,  calidad,  situación  y  dimensiones  legales  represen- 
tadas éstas  por  plano  ó  figura  de  la  parte  ocupada  arre- 
glada á  la  escala  de  1|400  y  con  vista  de  todos  estos  datos 
se  fijará  el  valor  en  renta  y  venta  de  la  finca  con  expre- 
sión de  todas  las  circunstancias  que  se  hayan  tenido  pre- 
sentes para  su  avalúo. 

Al  verificar  la  tasación  de  las  fincas  que  solamente 
deban  ser  expropiadas  en  parte  se  tendrán  en  cuenta  el 
demérito  que  pueda  resultar  de  la  ocupación  parcial  y  di- 
visión de  la  propiedad  en  la  parte  que  no  sea  preciso  su- 
jetar á  la  expropiación  á  fin  de  abonar  su  menor  valor  /to- 
mo daños  y  perjuicios  indemnizables,  de  conformidad  kon 
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lo  dispuesto  en  el  artículo  7o  del  Real  decreto  de  15  de  Di- 
ciembre de  1841. 

En  igual  concepto  se  comprenderán  en  el  precio  de  la 
expropiación  los  gastos  de  la  tasación  que  se  ocasionen  al 
dueño  de  la  finca. 

Art.  10.  El  ingeniero  llevará  por  términos  de  pueblos 
en  escala  de  1|400  el  plano  de  la  obra  en  líneas  negras, 
marcando  con  otras  de  carmín  las  partes  de  cada  propie- 
dad que  haya  necesidad  de  expropiar,  y  unidos  estos  pla- 
nos al  expediente  de  tasación  de  cada  pueblo,  lo  remitirá 
el  ingeniero  encargado  con  su  informe  al  Inspector  de 
Obras  públicas  del  Departamento  respectivo  y  éste  lo  di- 
rigirá con  el  suyo  á  la  Dirección. 

Art.  11.  La  tasación  se  comunicará  á  los  dueños  de  las 
fincas  valoradas,  á  fin  de  que  manifiesten  al  Gobernador 
ó  Teniente  Gobernador  de  la  jurisdicción  su  conformidad 
ó  expongan  de  agravios,  en  cuyo  caso  resolverá  éste  por 
sí,  ó  remitirá  las  reclamaciones  con  su  informe  á  la  Direc- 
ción de  Obras  públicas. 

Art.  12.  Para  el  pago  de  las  fincas  sujetas  á  expropia- 
ción se  expedirán  libramientos  que  se  entregarán  á  los  in- 
teresados por  mano  de  los  Gobernadores  ó  Tenientes  Go- 
bernadores respectivos,  sin  que  pueda  procederse  á  la  ex- 
propiación ú  ocupación  de  los  terrenos,  hasta  que  conste 
que  dichos  libramientos  se  hayan  hecho  efectivos. 

Art.  13.  Si  alguno  de  los  interesados  se  negare  á  per- 
cibir el  precio  de  tasación  de  la  finca  expropiada  se  con- 
signará su  importe  en  la  Tesorería  general  ó  en  la  Depo- 
sitaría de  Hacienda  pública  de  la  jurisdicción  á  que  per- 
tenezca el  terreno  y  se  procederá  á  la  ejecución  de  la 
obra  dejando  á  salvo  cualquier  derecho  que  se  intente  re- 
clamar. 

Art.  14.  Las  traslaciones  de  dominio,  cualquiera  que 
sea  el  título  que  las  produzca,  no  obstarán  para  continuar 
en  las  diligencias  de  reconocimiento  y  tasación,  subrogán- 
dose el  nuevo  dueño  en  las  obligaciones  y  derechos  del  an- 
terior poseedor. 

Art.  15.  Hecha  la  indemnización  de  las  fincas  expro- 
piadas previas  las  formalidades  prescriptas  en  los  artícu- 
los anteriores,  no  se  podrá  poner  obstpculo  á  la  ejecución 
de  la  obra  por  ninguna  persona  particular,  nj  Autoridad, 
y  si  ocuriese  cualquier  accidente  imprevisto,  podrá  el  Go- 
bernador ó  Teniente  Gobernador  suspender  las  obras  bajo 
su  responsabilidad,  dando  inmediatamente  cuenta  al  Go- 
bernador Superior  civil. 

La  disposición  de  este  artículo  es  igualmente  aplica- 
ble á  los  que  siguen: 


102 

SECCIÓN  SEGUNDA 

De  la  ocupación  temporal  y  aprovechamiento  de  materiales 

Art.  16.  Si  la  ejecución  de  las  obras  públicas  exigiese1 
que  se  ocupen  temporalmente  cualesquiera  fincas  ó  que  se 
aproveche  materias  de  construcción  se  observarán  las  re- 
gías siguientes: 

Art.  17.  El  Ingeniero  comunicará  á  los  dueños  de  las- 
fincas  y  de  los  materiales  la  necesidad  de  su  ocupación 
temporal  ó  aprovechamiento,  y  si  los  propietarios  no  se-' 
conforman  podrán  recurrir  al  Gobernador  ó  Teniente  Go- 
bernador de  la  jurisdicción,  quien  tomando  los  informes; 
convenientes  y  oyendo  á  la  Junta  jurisdiccional  de  Fo- 
mento resolverá  lo  que  corresponda. 

Si  los  interesados  no  se  conforman  con  la  resolución 
podrán  acudir  al  Gobernador  Superior  «civil  por  la  Direc- 
ción de  Obras  públicas. 

Art;  18.  Los  edificios  sólo  podrán  ocuparse  para  habi- 
tación de  operarios  ó  servicio  de  las  obras  en  la  parte  que 
los  dueños  no  los  habiten  ó  aprovechen. 

Art.  19.  Las  materias  de  construcción  que  podrán 
aprovecharse  para  las  obras  públicas,  se  entienden  aque- 
llas que  no  están  destinadas  ó  reservadas  para  uso  parti- 
cular. 

Art.  20.  Siempre  que  sea  posible  la  tasación  de  los 
materiales  necesarios  para  la  construcción  de  las  obras: 
públicas  procederá  á  su  aprovechamiento  y  los  dueños  se- 
rán indemnizados  antes  de  ocupar  su  propiedad. 

Cuando  ésta  sea  indeterminada  y  su  valor  dependa 
del  mayor  ó  menor  acopio  necesario  para  la  construcción: 
de  la  obra,  se  verificará  la  tasación  por  especie,  medida  ó 
pesada  y  se  hará  la  indemnización  liquidando  mensual- 
mente  ó  en  los  períodos  en  que  se  ajusten  los  demás  gas- 
tos de  la  obra,  incluyendo  entre  ellos  el  valor  de  las  cosas 
aprovechadas. 

Art.  21.  Todas  las  tasaciones  que  sea.  preciso  hacer 
por  ocupación  temporal  de  las  fincas  ó  por  el  aprovecha- 
miento de  materiales  se  verificará  por  peritos  y  en  la  for- 
ma prescrita  en  los  artículos  5o,  6o,  7o,  8o  y  11  de  este  re- 
glamento. 

Si  por  cualquier  motivo  no  fuese  posible  la  tasación- 
previa  entonces  se  notificará  al  propietario  para  que  haga 
las  reclamaciones  que  tenga  por  oportunas  dentro  del  tér- 
mino de  diez  días,  pasados  los  «cuales  sin  haberlas  hecho 
se  procederá  á  la  ocupación  de  la  propiedad  ó  materiales^ 
que  las  obras  necesiten. 
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Art.  22.  Los  peritos  tendrán  presente  al  verificar  es- 
tas tasaciones  el  derecho  que  tienen  los  dueños  á  ser  in- 
demnizados. 

Io  De  la  renta  que  les  hubiera  podido  producir  su  pro- 
piedad mientras  estuviese  ocupada. 

2o  Del  demérito  que  hubiere  tenido  dicha  propiedad 
calculado  por  la  diferencia  que  resulte  entre  el  precio  de 
tasación  verificada  antes  de  ocuparse  la  finca  y  la  qü§  se 
practique  cuando  cese  la  ocupación. 

3o  De  los  daños  y  perjuicios  que  los  interesados  justi- 
fiquen debidamente  que  se  les  hayan  irrogado  por  causa 
de  la  ocupación. 

Art.  23.  La  piedra  que  no  estando  destinada  a  uso 
particular  se  encuentre  apilada  y  que  se  necesite  para  la 
ejecución  de  una  obra  pública  se  tasará  y  abonará  su  im- 
porte al  dueño  juntamente  con  el  costo  de  la  aplicación, 

Art.  24.  Si  las  obras  se  ejecutan  por  contrata  y  no  se 
hubiese  estipulado  expresamente  el  libre  aprovechamien- 
to de  los  materiales  que  se  encuentren  en  terrenos,  cante- 
ras ó  montes  de  propiedad  del  Estado,  abonará  el  contra» 
tista  el  precio  por  tasación  de  dichos  materiales,  y  cuan- 
do estos  pertenezcan  á  los  propios  de  los  pueblos  ó  común 
de  vecinos  se  usará  de  ellos  por  la  administración  de  la 
obra,  ó  por  el  contratista  que  la  ejecute  en  los  términos 
que  se  aprovechen  por  los  vecinos. 

Disposiciones  generales 

Art.  25.  'Cuando  se  falte  á  las  disposiciones  conteni- 
das en  el  Real  decreto  de  15  de  Diciembre  de  1841  y  este 
reglamento,  podrán  las  partes  intentar  en  la  forma  que 
dispone  la  Real  cédula  de  30  de  Enero  de  1855  la  vía  con- 
tenciosa contra  la  decisión  gubernativa  que  se  adopte  so- 
bre la  necesidad  de  que  el  todo  ó  parte  de  una  propiedad 
deba  ser  cedida  para  le  ejecución  de  las  obras  declaradas 
ya  de  utilidad  pública. 

Art.  26.  Si  la  tasación  de  las  fincas  sujetas  á  expro- 
piación contiene  faltas  contrarias  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 9o  de  este  Reglamento  ú  otras  que  minoren  el  valor, 
que  los  dueños  atribuyen  á  su  propiedad,  podrán  los  mis- 
mos reclamar  de  la  operación  por  la  vía  gubernativa  has- 
ta obtener  la  decisión  del  Gobernador  Superior  civil  y 
contra  éste  entablar  la  correspondiente  demanda  por  la 
vía  contencioso  administrativa. 

Art.  27.  El  mismo  recurso  puede  tener  lugar  en  los 
casos  de  ocupación  temporal   de   terrenos   y   aprovecha- 
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miento  de  materiales  siempre  que  en  ello  6  en  su  estima- 
ción se  perjudique  á  los  derechos  de  los  interesados. 

Art.  28.  Se  derogan  cuantas  disposiciones  sean  con- 
trarias al  presente  Reglamento. 

Dado  en  Palacio  á  10  de  Julio  de  1858.  Está  rubrica- 
do de  la  Real  mano.  El  Ministro  de  la  Guerra  y  deUltra- 
/raar,  Leopoldo  O'  Donell. 


EXPROPIACIÓN    FORZOSA 


Cuba,  28  de  Septiembre  de  1865.  (*) 
Instrucción  sobre  el  modo  de  formar  los  expedientes  de  expropiación 

Io  Para  el  cumplimiento  del  art.  2o  de  la  Rea!  Instruc- 
ción de  10  de  Junio  de  1858,  (**)  las  empresas  participarán 
á  la  Dirección  de  Obras  públicas  el  nombre  del  Ingeniero 
de  las  mismas,  á  fin  de  que  dicha  dependencia  lo  ponga  en 
conocimiento  de  los  Gobernadores  y  Tenientes  Goberna- 
dores de  las  Jurisdicciones  donde  se  hayan  de  ejecutar 
las  obras. 

2o  Cuando  el  Ingeniero  del  Gobierno  ó  el  de  la  em- 
presa, según  los  casos,  redacte  el  proyecto  de  obras  por 
trozos,  anotará  en  el  plano  los  nombres  de  los  propieta- 
rios de  los  terrenos  que  hayan  dé  ocupar  los  mismos,  é 
inmediatamente  formará  por  términos  de  pueblos  relación 
'de  aquéllos.  Estas  relaciones  las  pasará  de  oficio  á  los  Go- 
bernadores ó  Tenientes  Gobernadores  respectivos  á  fin  de 
que  dichas  autoridades  reclamen  de  los  interesados  la  jusr 
tificación  de  su  propiedad.  Presentadas  estas  justificacio- 
nes informará  sobre  su  validez  el  Alcalde  mayor  del  dis- 
trito, y  del  resultado  dará  conocimiento  el  Gobernador  6 
Teniente  Gobernador  al  Ingeniero  del  Gobierno  ó  al  de  la 
empresa,  para  que  con  este  dato  proceda  inmediatamente 
á  la  formación  de  los  planos  que  previene  el  art.  10  de  la 
instrucción  citada. 

3o  Se  instruirá  expediente  por  jurisdicciones  en  pa- 
pel del  sello  3o  para  la  tasación  de  las  fincas  urbanas  ó  ru- 
rales que  deban  expropiarse,  y  de  la  parte  correspondien- 
te á  cada  expropiado  que  dé  lugar  á  consulta  de  la  Supe- 


(*)     San  Pedro.  Legislación  Ultramarina.  T.  11,  Pág.  252, 

(**)     Publicada  anteriormente. 
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rioridad,  se  acompañará  una  copia  en  papel  común  al  ele- 
var dicha  consulta.  (*) 

4o  Para  todo  lo  expropiado  en  cada  jurisdicción  se 
íormará  un  solo  expediente,  y  ninguno  deberá  contener 
tasación  de  terreno  ó  edificio  que  sea  perteneciente  á  otra. 

5o  La  carpeta  del  expediente  por  jurisdicciones,  debe- 
rá manifestar  la  clase,  trozo  y  nombre  del  camino  de  hie- 
rro, carretera  ú  obra  á  que  se  apliquen  las  fincas  que  va- 
yan á  expropiarse,  siguiéndose  por  términos  de  pueblos 
la  designación  de  cada  una  de  ellas,  con  expresión  del 
nombre  del  propietario,  precio  de  la  unidad  que  se  adop- 
te por  tipos,  calidad  dimensiones,  ó  cabida  total  del  pre- 
dio y  de  la  parte  que  de  él  se  tome,  expresando  separada- 
mente los  que  sean  de  diversos  valores  y  los  linderos  y  de- 
más señales  «que  mejor  conduzcan  á  la  confronta.  A  con- 
tinuación se  colocará  el  plano  del  término  del  pueblo  res- 
pectivo, según  lo  previene  el  artículo  10  de  la  Real  ins- 
trucción (**).  Todos  estos  trabajos  los  habrá  formado  el 
Ingeniero  del  Gobierno  ó  de  la  empresa  anticipadamente 
á  las  tasaciones,  según  los  -casos. 

6o  Seguirán  los  nombramientos  de  peritos.  El  inspec- 
tor del  departamento  nombrará  uno  que  represente  al  Es- 
tado, y  los  dueños  de  las  fincas  expropiadas  señallarán 
otro  ú  otros  con  el  propio  objeto,  según  se  previene  en  el 
art.  5o  de  la  Real  instrucción.  Si  las  abras  hubieran  sido 
concedidas  á  una  compañía  mercantil,  á  empresa  ó  á  in- 
dividuos particulares,  serán  los  concesionarios  los  que 
nombren  el  perito  en  vez  de  hacerlo  el  Inspector. 

7o  En  todos  los  easos,  bien  se  haga  la  obra  de  utilidad 
pública  que  ocasiona  la  expropiación  por  cuenta  del  Es* 
tado,  de  empresa  ó  de  particular,  presenciará  el  Inspector 
ó  Ingeniero  que  al  efecto  se  nombre  las  operaciones  de 
tasación,  interviniendo  en  la  diligencia  en  la  forma  que 
la  Real  instrucción  determina. 

8o  Los  peritos  deberán  tener  por  lo  menos  el  título 
legal  de  Agrimensores  para  valuar  los  predios  rústicos  y 
de  Maestros  de  obras  para  los  urbanos.  Los  Arquitectos 
de  las  Academias  de  San  Fernando  y  los  individuos  que 
hayan  sido  Ingenieros  de  Caminos,  Canales  y  Puertos  ó 
militares,  estarán  autorizados  para  ser  peritos  en  ambas 
clases  de  tasaciones.  Será  condición  precisa  para  todos 
hacer  constar  anticipadamente  en  la  Dirección  de  Obras 
públicas  los  que  residan  en  el  departamento  Occidental  y 


(*)     Modifica  la  regla  Ia  de  la  Eeal  Orden  de  3  de  Octubre 
de  1857,  que  se  publica  anteriormente. 

(**)     Publicada  anteriormente. 
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en  la  Inspección  del  mismo  ramo,  los  que  se  hallen  en  el 
Oriental,  las  circunstancias  que  en  ellos  concurran.  El 
Inspector  ó  Ingeniero  encargado  de  presenciar  las  tasa- 
ciones, se  cerciorará  antes  de  comenzar  éstas  de  que  los 
peritos  nombrados  por  la  parte  reúnen  las  circunstancia» 
expresadas.  Los  Ayudantes  de  Obras  públicas  podrán  ser 
peritos  para  tasar  las  dos  clases  de  predios  por  sólo  su  re- 
presentación  de  la  Administración.  Cuando  en  una  juris- 
dicción no  haya  personas  que  reúnan  las  circunstancias 
expresadas  para  peritos,  podrá  acudirse  á  los  de  cualquie- 
ra otra,  siempre  que  la  distancia  no  sea  tan  grande  que 
ocasione  perjuicios  con  la  demora,  en  cuyo  caso  podrán 
emplearse  á  los  prácticos  del  país,  ya  acreditados  en  esta» 
operaciones ;  sin  embargo,  en  los  terceros  en  discordia  de- 
berán concurrir  siempre  aquellas  circunstancias.  (*) 

9o  Las  empresas  y  los  particulares  participarán  de  ofi- 
cio al  Inspector  ó  Ingeniero  del  Gobierno  el  nombre  y 
circunstancias  del  perito  que  hayan  elegido  en  cumpli- 
miento de  lo  prevenido  en  el  art.  7  de  la  Real  instrucción. 
En  este  oficio  irá  puesta  al  pie  Ha  aceptación  de  dicho 
perito. 

Para  dar  cumplimiento  á  este  artículo  se  observarán 
las  formalidades  siguientes : 

Ia  El  oficio  en  que  deben  las  empresas  ó  particulares 
participar  al  Inspector  ó  Ingeniero  el  nombramiento  de 
perito,  lo  entregarán  precisamente  en  el  Gobierno  ó  Te- 
nencia de  Gobierno,  recogiendo  recibo  para  su  resguardo, 
y  las  Autoridades  correspondientes  cuidarán  de  remitir 
aquel  oficio  sin  demora  al  Inspector  ó  Ingeniero  del  Go- 
bierno, á  los  fines  prevenidos  en  el  citado  art.  7o  de  la; 
Real  instrucción,  exigiendo  también  el  acuse  de  recibo. 

2a  Si  transcurrido  el  plazo  fijado  por  la  Autoridad  de 
los  Gobernadores  ó  Tenientes  Gobernadores,  en  cumplid 
miento  del  art.  5o  de  la  Real  instrucción,  sin  que  los  inte- 
resados presenten  el  oficio  nombrando  «peritos,  dichas  Au- 
toridades lo  participarán  de  oficio  al  Inspector  ó  Ingenie- 
ro á  los  efectos  de  la  última  parte  del  art.  7o  de  la  Real 
instrucción. 

3a  El  Inspector  ó  Ingeniero,  en  vista  de  los  nombra- 
mientos hechos  por  los  interesados  ó  de  la  comunicación 
en  que  los  Gobernadores  ó  Tenientes  Gobernadores  le  par- 
ticipen haber  transcurrido  el  plazo  para  verificarlo  sin 
haber  tenido  lugar,  fijarán  el  día,  hora  y  paraje  en  que 
deben  reunirse  para  proceder  á  la  tasación,  comunicán- 


(*)     Modifica  el  art.  4o  de  la  Keal  Orden  de  3  de  Octubre  de 
1857,  publicada  anteriormente. 
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dolo  á  las  mencionadas  Autoridades  para  su  notificación 
á  los  interesados  por  la  policía,  que  hará  firmar  á  los  mis- 
mos quedar  enterados,  y  de  haberlo  así  practicado,  se  da- 
rá aviso  al  Inspector  ó  Ingeniero. 

4a  Toda  irregularidad  en  esta  parte  de  tramitación 
de  estos  expedientes,  llevará  la  nulidad  del  mismo. 

10.  Reunidos  los  peritos  con  el  Ingeniero  del  Gobier- 
no encargado  de  presenciar  la  tasación  y  con  asistencia 
del  de  la  empresa,  entregarán  aquéllos  al  Ingeniero  de! 
Gobierno  la  diligencia  en  que  conste  haber  presentado  el 
juramento  que  previene  el  art.  6o  de  la  Real  instrucción. 
Se  procederá  á  la  lectura  de  la  designación  hecha  por  el 
Ingeniero  de  que  se  ha  hablado  en  el  art.  5o  con  presencia 
de  ella  y  de  los  títulos  de  propiedad  correspondientes,  que 
deberán  presentar  los  interesados  ó  sus  peritos,  practica- 
rán estos  "últimos  la  medición  y  tomarán  cuantos  datos 
consideren  necesarios  para  el  desempeño  de  su  cargo.  Ha- 
rán constar  en  cabeza  del  avalúo  que  van  á  practicar,  su 
conformidad  ó  disentimiento,  eon  los  planos  y  designacio- 
nes del  Ingeniero,  acompañando  en  este  último  caso  el 
plano  y  designación  que  por  sí  han  de  hacer.  Continuarán 
extendiendo  su  certificación  de  avalúo  por  el  orden  que 
expresa  el  art.  9o  de  la  Real  instrucción  citada  teniendo 
presente  que  la  clase  y  calidad  se  han  de  deducir  cientí- 
ficamente cuando  sea  posible,  previas  las  consideraciones 
necesarias  para  -completa  inteligencia  y  comprobación  de 
las  deducciones  que  hagan ;  que  se  exprese  el  valor  de  los 
terrenos  ó  edificios  según  las  últimas  enajenaciones  reali- 
zadas dentro  de  la  misma  zona  de  que  se  tenga  conoci- 
miento y  que  la  fijarán  en  renta  y  venta  y  demás  circuns- 
tancias que  previene  dicho  artículo  han  de  constar  im- 
prescindiblemente y  han  de  servir  como  datos  en  que  se 
apongan  para  la  tasacióón  que  en  definitiva  hagan,  según 
su  leal  saber  y  entender. 

11.  Cuando  por  expropiarse  un  terreno  ó  edificio  se 
destruyan,  bien  sea  algunos  de  estos  últimos,  ó  bien  mu- 
ros, tapias,  árboles,  setos  ó  cualquiera  otra  materia  de  la 
que  resulten  despojos,  se  expresará  en  la  certificación  sí 
éstos  quedan  comprendidos,  ó  si  además  del  precio  que  la 
tasación  marca  deberán  aplicarse  en  beneficio  del  expro- 
piado. 

12.  Para  toda  regulación  deberán  tenerse  y  ser  sepa- 
radamente apreciados,  tanto  los  daños  ó  valor  de  parte  ó 
el  todo  de  la  cosa  apropiada,  con  la  separación  debida  por 
clases,  según  se  ha  indicado  en  el  art.  6o,  cuanto  los  per- 
juicios ó  demérito  que  recae  en  el  resto  ó  pérdida  en  los 
intereses  del  propietario. 
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13.  A  todo  esto  se  añadirá  el  3  por  100  del  precio  ín- 
tegro de  la  tasación  que  al  interesado  concede  el  art.  8o 
«del  Real  decreto  de  15  de  Diciembre  de  1841.  (*) 

14.  Si  los  peritos  no  pudieran  terminar  en  un  solo  ac- 
to las  diligencias  de  tasación,  las  continuarán  según  el 
orden  y  en  el  paraje  y  hora  de  los  días  sucesivos  que  dis- 
ponga el  Ingeniero  del  Gobierno,  auxiliándolo  la  Autori- 
dad local  correspondiente  para  el  cumplimiento  de  esta 
disposición. 

15.  Una  vez  extendidas  y  firmadas  por  el  perito  las 
certificaciones  de  avalúos,  las  entregarán  al  Ingeniero  del 
'Gobierno,  quien  con  las  diligencias  del  nombramiento, 
■aceptación  y  juramento  de  los  peritos  las  unirá  al  expe- 
diente. A  continuación  pondrá  aquél  su  informe  razona- 
do, en  el  cual  no  dejará  indeterminada  ninguna  cuestión 
que  verse  sobre  la  medición  ó  dato  científico  de  los  que 
no  hayan  obtenido  la  conformidad  de  ambos  peritos.  El 
mismo  Ingeniero  pondrá  también  su  informe  sobre  las 
circunstancias  que  son  puramente  de  la  apreciación  de 
-aquéllos.  Y  por  último,  concluirá  anotando  y  detallando 
las  trasgresiones  á  la  ley  que  haya  observado  en  los  peri- 
tos, para  que  con  arreglo  al  art.  8  de  la  Real  instrucción 
llegue  á  noticia  del  Gobernador  Superior  Civil.  Asimismo 
unirá  al  expediente  las  cuentas  que  les  darán  los  peritos 
de  los  gastos  y  honorarios  de  tasación,  informando  tam- 
bién sobre  dichas  cuentas. 

16.  Concluidas  las  tasaciones  de  una  jurisdicción  pa- 
sará el  Ingeniero  el  expediente  al  Gobernador  ó  Teniente 
Gobernador  respectivo.  Si  de  los  informes  del  Ingeniero 
resultase  que  se  había  cometido  algún  abuso  ó  falta  de 
legalidad  en  las  tasaciones  el  Gobernador  ó  Teniente  Go- 
bernador pasará  la  parte  correspondiente,  según  se  pre- 
viene en  el  art.  3o  de  esta  Instrucción,  al  Gobernador  Su- 
perior Civil  por  conducto  de  la  dirección  de  Obras  públi- 
cas para  que  resuelva  lo  que  «corresponda.  Si  no  se  hubie- 
ren cometido  transgresiones  de  ninguna  clase,  los  Gober- 
nadores ó  Tenientes  Gobernadores  comunicarán  á  los  due- 
ños de  fincas  valoradas  y  á  las  Empresas  ó  particulares 
que  ejecuten  las  obras  las  tasaciones,  según  dispone  el 
art.  11  de  la  Real  Instrucción  citada. 

17.  En  caso  de  que  los  peritos  no  estén  de  acuerdo  en 
las  tasaciones,  el  Gobernador  ó  Teniente  Gobernador  lo 
comunicará  al  Alcalde  Mayor  del  distrito  respectivo,  pa- 
ra que  nombre  un  tercero  con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
el  art.  7o  de  la  Real  instrucción. 


(*)     Léase  este  Decreto  que  se  publica  anteriormente. 
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18.  Los  Alcaldes  mayores  no  podrán  nombrar  para 
ejercer  el  cargo  de  tercer  perito  á  ningún  individuo  que 
no  reúna  las  circunstancias  exigidas  por  el  Real  decreto, 
detalladas  en  el  art.  8o  de  esta  Instrucción,  á  cuyo  efecto- 
Ios  Gobernadores  y  Tenientes  Gobernadores  deberán  re- 
mitirles las  relaciones  de  los  sujetos  calificados  como  idó- 
neos para  este  servicio  por  la  Dirección  de  Obras  públicas 
ó  Inspección  del  mismo  ramo  del  departamento  Oriental. 

19.  La  tasación  del  tercer  perito  se  verificará  en  la 
forma  y  con  todos  los  requisitos  y  detalles  prescriptos  pa- 
ra la  diligencia  de  tasación  de  los  dos  primeros.  El  Inge- 
niero del  Gobierno  pondrá  también  su  informe  al  final  de 
la  certificación  de  avalúo  de  este  tercer  perito.  Pasará  el 
expediente  al  Gobernador  ó  Teniente  Gobernador  respec- 
tivo, quien  procederá  -con  arreglo  á  lo  que  expresa  el  ar- 
tículo 16  de  esta  Instrucción. 

20.  La  tasación  del  tereei:  perito  se  notificará  también 
á  las  partes  para  que  expongan  lo  que  les  parezca  á  to- 
dos; si  el  Ingeniero  del  Gobierno  en  su  informe  no  pre- 
sentare cargo  alguno  sobre  transgresiones  cometidas  por 
dicho  tercer  perito,  el  Gobernador  ó  Teniente  Goberna* 
dor  dará  por  terminadas  las  diligencias,  confórmense  ó  né 
las  partes,  y  en  su  consecuencia  expedirá  el  libramiento 
que  expresa  el  art.  12  de  la  Real  instrucción  en  la  forma 
que  se  dirá,  dejando  á  salvo  cualquier  derecho  que  se  in- 
tente reclamar.  Satisfecho  el  libramento  como  previene  el 
art.  12  ó  depositado  su  importe  como  prescribe  el  13  de  la 
Real  instrucción,  se  procederá  á  la  ocupación  de  la  finca 
expropiada  y  ejecución  de  la  obra,  para  lo  cual,  si  fuere 
necesario,  prestarán  el  oportuno  auxilio  las  Autoridades 
locales,  Administrativa  y  judicial. 

21.  Los  libramientos  para  el  pago  de  las  fincas  expro- 
piadas que  habrán  de  extender  los  Gobernadores  y  Te- 
nientes Gobernadores,  cuando  habido  conformidad  de  las 
partes  con  la  tasación  definitiva  ó  en  el  caso  que  se  ex- 
presa en  el  artículo  anterior  irán  dirigidas  contra  la  Di- 
rección de  Obras  públicas  ó  contra  la  expresa  que  expro- 
pie, según  los  casos.  Habrá  de  expresarse  en  aquéllos  el 
motivo  que  da  lugar  á  su  formación,  y  al  entregarlo  á  los 
interesados,  les  fijará  un  plazo  corto,  aunque  proporcio- 
nado á  las  circunstancias  del  caso,  para  que  la  presenten 
á  su  cobro,  dando  cuenta  á  la  Dirección  ó  empresa  al  mis- 
mo tiempo,  tanto  del  libramiento  extendido,  como  del 
plazo  señalado. 

22.  Los  interesados  se  presentarán  á  cobrar  el  impor- 
te de  los  libramientos  de  que  trata  el  artículo  anterior, 
entregando,  al  verificarlo,  por  duplicado  el  recibo  de  la 
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suma  que  perciban.  Uno  de  estos  recibos  servirá  de  com- 
probante de  descargo  para  el  que  verifique  el  pago,  quien 
tendrá  la  obligación  de  remitir  el  otro  sin  pérdida  de  mo- 
mento al  Gobernador  ó  Teniente  Gobernador,  para  que  lo 
una  al  expediente  de  expropiación  y  disponga  la  ocupa- 
ción del  terreno. 

23.  Transcurrido  el  plazo  señalado  por  el  Gobierno  ó 
Teniente  Gobernador  sin  que  se  hayan  presentados  los  ex- 
propiados á  cobrar  el  importe  de  los  libramientos,  el  que 
expropie  depositará  en  Arcas  Reales  la  cantidad  á  que  as- 
ciendan, y  recogiendo  el  correspondiente  documente,  que 
se  dará  precisamente  por  duplicado,  remitirá  un  ejem- 
plar al  Gobernador  ó  Teniente  Gobernador  para  que  en  su 
vista,  y  uniéndolo  al  expediente,  disponga  la  ocupación 
<iel  terreno  en  los  términos  que  previene  el  artículo  13  de 
la  Real  Instrucción. 

24.  Los  gastos  de  la  tasación  y  los  honorarios  de  los 
peritos  que  por  la  misma  correspondan,  se  satisfarán  á 
ésta  directamente  por  el  expropiante,  en  virtud  del  libra- 
mento  extendido  también  por  el  Gobernador  ó  Teniente 
Gobernador,  en  el  caso  que  no  hubiere  puesto  reparo  á  las 
cuentas  el  Ingeniero  del  Gobierno.  Si  los  hubiere  puesto, 
se  resolverá  separadamente  esta  cuestión  por  el  Goberna- 
dor Superior  Civil,  oyendo  á  la  Dirección  de  Obras  pú- 
blicas, sin  que  esta  tramitación  sirva  de  obstáculo  para  el 
pago  y  ocupación  de  la  finca  expropiada. 

25.  Dos  casos  pueden  presentarse  en  cada  expedien- 
te de  expropiación :  que  se  conformen  los  interesados  con 
la  primera  tasación  y  no  tenga  ésta  los  vicios  que  expre- 
sa la  última  parte  del  artículo  13  de  esta  Instrucción,  ó 
que  estén  en  desacuerdo  y  haya  que  proceder  al  nombra- 
miento de  tercer  perito,  y  consultar  la  superioridad  sobre 
la  validez  de  las  primeras  diligencias.  A  todos  los  expro- 
piados que  se  hallen  en  el  primer  caso,  se  les  expedirán 
seguidai^enteN  los  correspondientes  libramentos,  y  se  pro- 
cederá á  ocupar  sus  terrenos  previos  los  requisitos  ya  ex- 
presados. En  general,  la  no  conformidad  de  un  expropia- 
do no  retardará  la  ocupación  de  los  terrenos  de  los  demás 
que  estén  de  acuerdo  con  los  valores  que  se  les  haya  asig- 
nado, siguiéndose  para  los  que  se  encuentren  en  el  segun- 
do caso  los  trámites  prevenidos  en  esta  Instrucción  y  ocu- 
pándose sucesivamente  sus  terrenos  conforme  vayan  ter- 
minándose estos  trámites. 

26.  Para  mayor  inteligencia  del  artículo  17  de  la  Real 
Instrucción,  deberá  tenerse  presente  que  el  Ingeniero  del 
Gobierno  ó  de  la  empresa  que  ejecute  las  obras,  es  el  que 
ha  de  dirigirse  á  los  propietarios  de  los  terrenos  ó  edifi- 
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cios,  canteras  y  demás  que  sea  necesario  ocupar  temporal- 
mente y  de  los  materiales  que  hayan  de  aprovecharse ;  si 
dichos  dueños  se  niegan  a  permitir  la  ocupación  ó  apro- 
vechamiento, recurrirá  aquél  al  Gobernador  ó  Teniente 
Gobernador  para  que  éste,  oyendo  á  los  propietarios  y  la 
Junta  jurisdiccional  de  Fomento,  resuelva  el  caso. 

27.  La  posibilidad  de  que  habla  el  art.  2o  del  Real  De- 
creto de  10  de  Julio  de  1858,  relativa  á  que  la  tasación  de 
los  materiales  sea  previa,  la  resolverá  el  Gobernador  ó 
Teniente  Gobernador  oyendo  al  Ingeniero  del  Gobierno 
ó  de  la  empresa  que  dirija  las  obras  y  á  los  dueños  de  las 
propiedades  ó  materiales. 

28.  Cuando  se  practican  las  tasaciones  relativas  á  la 
ocupación  temporal,  ya  sea  antes  ó  después  que  ésta  se  ve- 
rifique, se  ejecutarán  en  el  orden  y  con  las  formalidades 
prevenidas  para  las  correspondientes  á  las  expropiacio- 
nes definitivas. 

Habana,  28  de  Septiembre  de  1865. 


ORDEN  NUMERO  77 

Devolución  de  la  propiedad  incautada  por  el  Estado 

ó  el  Municipio 

Habana,  11+  de  Junio  de  1899. 

Gobernador  General  de  Cuba,  ha  tenido  á  bien  dispo- 
ner la  publicación  de  la  orden  siguiente : 

I.  El  Decreto  de  10  de  Febrero  último,  por  el  cual  se 
condonaron  todas  las  contribuciones  vencidas  antes  del 
Io  de  Enero  de  1899  y  pendientes  de  pago  en  la  fecha  de 
-dicho  decreto,  se  hace  extensivo  á  aquellas  contribuciones 
-para  cuyo  cobro  se  hubiesen  el  Estado  ó  el  Municipio  in- 
cautado de  propiedad  rústica  ó  urbana. 

II.  En  virtud  de  táicha  condonación  se  devolverán  á 
sus  due^ps  ó  á  sus  herederos,  todas  aquellas  propiedades 
de  -que  se  hayan  incautado  el  Estado  ó  los  Municipios 
siempre  que  no  hayan  sido  adjudicadas  en  firme  y  es- 
tén comprendidas  entre  las  incautadas  por  el  Estado  ó  los 
Municipios  para  hacer  efectivas  las  obligaciones  que  de- 
termine el  artículo  49  de  la  Instrucción  de  15  de  Mayo  de 
1885,  aprobada  por  Real  orden  de  24  de  Diciembre  de 
1888,  para  el  procedimiento  contra  los  deudores  de  la  Ha- 
cienda pública. 

III.  Las  ^disposiciones  de  este  decreto  no  comprenda- 
rán aquellas  propiedades  que  hubiesen  ya  sido  vendidas 
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por  el  Estado  ó  los  Municipios  y  cuyo  título  por  consi- 
guiente haya  pasado  al  tercer  poseedor. 

IV.  Las  únicas  personas  autorizadas  a  obtener  la  devo- 
lución de  su  propiedad,  serán  los  dueños  de  las  mismas  ó 
sus  herederos  y  no  los  que  hubiesen  adquirido  los  dere- 
chos y  acciones  de  dichos  dueños  y  herederos. 

V.  Serán  de  cargo  de  los  interesados  los  gastos  de  to- 
das clases  á  que  diere  origen  la  liberación  y  entrega  de  la» 
fincas  incautadas. 

VI.  La  propiedad  será  entregada  á  sus  dueños  en  la 
condición  en  que  se  encuentre  al  hacerse  su  liberación  y 
entrega. 

VII.  La  Secretaría  de  Hacienda  queda  encargada  de 
la  ejecución  de  este  decreto. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  E.  Chaffb. 

(Gaceta  15  Junio  1899.) 


ORDEN  NUMERO  78 

Se  declararán  aplicables  á  las  pertenencias  mineras  los  preceptos- 
contenidos  en  la  Sección  tercera,  artículo  564  y  565,  Capiítulo 
II  del  Código  Civil. 

Habana,  Marzo  15  de  1902. 

El  Gobernador  de  Cuba,  á  propuesta  del  Secretario 
de  Justicia,  y  con  el  fin  de  armonizar  las  varias  leyes  qué 
regulan  la  expropiación  de  terrenos  de  propiedad  priva- 
da, necesarios  para  facilitar  la  explotación  de  minas,  ha 
dispuesto  la  publicación  de  la  siguiente  orden : 

Artículo  I.  A  los  efectos  de1!  párrafo  segundo  del  ar- 
tículo 56  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1859,  refor- 
mada por  la  de  4  de  Marzo  de  1868,  se  declaran  aplicables 
á  las  pertenencias  mineras  los  preceptos  contenidos  en  la 
Sección  tercera,  artículo  564  y  565,  Capítulo  II  del  Código 
Civil,  fijándose  en  veinte  (20)  metros  la  anchura  de  la 
faja  que  al  paso  se  destine,  de  la  cual  podrán  hacer  uso 
los  mineros  en  la  forma  más  conveniente  á  sus  intereses, 
con  sujeción  á  la  Orden  34  (*)  si  se  construyera  ferroca- 
rril ó  tranvía. 

Artículo  II.  Dichas  vías  férreas  deberán  usarse  única- 
mente para  el  transporte  de  empleados  y  materiales  par# 
las  minas  y  para  transportar  sus  productos.  Antes  de  co- 

(*)     Véase  la  Orden  34  (Ley  de  Ferrocarriles.) 
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menzar  la  construcción  de  dichas  vías  deberá  depositarse 
una  fianza  que  responda  del  total  de  los  perjuicios  que  su- 
fra la  propiedad  privada  por  dicha  vía,  y  en  caso  de  que 
la  mina  sea  abandonada  ó  de  que  se  suspendan  los  traba- 
jos por  un  período  de  dos  años,  exceptuando  los  casos  de 
fuerza  mayor,  dichas  vías  férreas,  con  todas  sus  pertenen- 
cias, junto  con  la  porción  de  terreno  sobre  la  cual  se  ha 
establecido  con  la  servidumbre  y  construido  la  vía,  se  con- 
siderará propiedad  de  los  dueños  de  las  propiedades  sobre 
las  cuales  se  ha  establecido  la  servidumbre,  sin  que  pueda 
la  Compañía  minera,  su  sucesor  ó  sucesores  establecer  re- 
clamación de  ninguna  clase  ni  pedir  indemnización. 

Artículo  III.  Esta  servidumbre  podrá  solo  establecer- 
se cuando  por  el  Secretario  de  Obras  Públicas  ó  su  Agente 
debidamente  autorizada  se  haya  declarado  que  la  mina  no 
tiene  más  salida  posible  que  por  la  propiedad  particular 
sobre  la  cual  se  solicita  el  establecimiento  de  la  servidum- 
bre, ó  por  otra  propiedad  particular,  y  sólo  podrá  consi- 
rarse  esta  servidumbre  después  de  oir  debidamente  á  to- 
dos los  particulares  interesados  y  después  que  se  haya  de- 
mostrado perfectamente  que  no  existe  otra  salida  prácti- 
ca, ó  que  existiendo  sólo  puede  hacerse  á  un  costo  tal  que 
en  el  criterio  de  las  autoridades  judiciales  ó  administrati- 
vas, ante  las  cuales  puede  propiamente  apelar,  sea  prohi- 
bitivo la  explotación  y  desarrollo  de  la  mina. 

Artículo  IV.  Cuando  los  dueños  de  minas  no  puedan 
llegar  á  un  acuerdo  con  los  propietarios  de  ias  fincas  co- 
lindantes, acudirán  á  los  Tribunales  de  Justicia  que  resol- 
verán sobre  la  servidumbre  y  sus  efectos  por  el  procedi- 
miento establecido  en  la  Orden  número  34  de  este  Cuartel 
General,  serie  corriente,  para  casos  de  expropiación  de 
propiedades. 

El  Ayudante  General, 
H.  L.  iScott. 

(Gaceta  Mardo  16  1902.) 


CIRCULAR 

Habana,  Marzo  15  de  1901. 

Señor  Administrador  de  Rentas  é  Impuestos  de  la  Zo- 
na  Fiscal 

Con  esta  fecha  digo  al  señor  Gobernador  Civil  de  esa 
Provincia  lo  siguiente : 

"El  señor  Gobernador  General  en  vista  de  que  por  los 
"  Gobiernos  Civiles  se  han  venido  reteniendo  los  depósitos 
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'que  con  arreglo  á  la  ley  de  la  materia  debían  hacer  los 
'  solicitantes  de  concesiones  mineras  ha  dispuesto  que  di- 
'ehos  depósitos  deberán  situarse  al  crédito  del  Tesorero 
4  de  la  Isla  y  que  para  los  reintegros  se  consignarán  fon- 
'dos  que  los  pagadores  retendrán  con  dicho  objeto  á  las 
'órdenes  de  usted. 

''Ese  acuerdo  no  es  más  que  la  estricta  observancia 
'de  las  disposiciones  del  articulo  74  del  Reglamento  para 
'la  ejecución  de  la  Ley  de  Minas. 

"En  su  consecuencia  aquellos  depósitos  deben  hacerse 
'en  las  Tesorerías  de  las  Administraciones  de  Rentas  é 
'Impuestos  de  las  Zonas  Fiscales  y  los  pagos  en  la  forma 
'ordinaria  de  estas  operaciones  del  Tesoro.' ' 

Y  lo  traslado  á  usted  para  su  conocimiento  y  efectos. 

De  usted  atentamente, 

Leopoldo  Cakcio, 

Secretario. 
Gaceta  20  Maro  1901. 
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OBDBN  ITCrtfEBO  180  (*) 
Redención  convencional  de  cenaos  pertenecientes  al  Estado 

Habana,  SO  de  Abril  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Hacienda,  ordena  la  publicación  de  la  siguien- 
te orden : 

I.  A  partir  desde  esta  fecha  queda  autorizada  la  reden- 
ción convencional  de  censos  pertenecientes  al  Estado. 

II.  Las  redenciones  de  esta  clase  deben  ser  solicitadas  j 
por  los  censatarios  ó  por  quien  los  represente  con  arreglo            '  ! 
á  derecho  ante  las  administraciones  de  Hacienda  princi- 
pales y  subalternas. 

III.  En  la  solicitud  deberán  expresar  los  censatarios, 
además  de  su  nombre  y  domicilio:  •) 

Io  La  naturaleza  y  procedencia  del  censo,  el  capital  j 

impuesto  ó  reconocido  y  el  rédito  anual. 

2o  La  superficie  de  terreno  gravada  y  nombre  de  la  \ 

finca  de  que  forme  parte  con  determinación  de  su  clase  y 
situación. 

A  la  solicitud  se  acompañará  copia  simple  suscrita 
por  el  interesado  de  la  escritura  de  imposición  ó  reconoci- 
miento del  censo  ó  de  escritura  en  que  se  haga  mención 

(*)     Léase  la  Ley  que  se  publica  á  continuación. 
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de  él ;  el  Ultimo  recibo  pagado  por  el  censatario ;  certifica- 
ción del  Registro  de  la  Propiedad  de  estar  inscripto  ó 
mencionado  el  censo  con  expresión  del  de  la  inscripción 
del  dominio  ó  posesión,  y  los  documentos  que  acrediten  el 
carácter  con  que  comparece  el  peticionario  si  la  finca  cen- 
sida no  estuviere  inscripta  á  su  nombre. 

Las  Administraciones  de  Hacienda  tomarán  nota  de 
la  solicitud  y  la  cursarán,  dirigiéndola  á  la  Secretaría  de 
Ha-cienda,  con  la  certificación  del  amillaramiento  corres- 
pondiente á  la  finca  censida  y  las  noticias  que  estimen 
convenientes. 

IV.  Aprobada  la  redención  por  la  Secretaría  de  Hacien- 
da se  autorizarán  las  escrituras  por  los  Administradores, 
haciendo  constar  en  ellas  los  Notarios  aquella  aprobación, 
sin  cuyo  requisito  no  se  podrán  cancelar  los  censos  en  los 
Registros  de  la  Propiedad* 

Y.  Las  redenciones  serán  al  contado. 
Los  capitales  menores  de  quinientos  pesos  por  unidad 
de  Superficie  gravada  se  redimirán  ingresando  cincuenta 
pesos  por  cada  ciento. 

Los  capitales  mayores  de  quinientos  pesos  ingresan* 
do  sesenta  pesos  por  cada  ciento. 

Los  capitales  impuestos  en  globo  sobre  una  finca  6  pro- 
piedad rústica  ó  urbana  se  redimirán  al  tipo  de  cincuenta 
pesos  por  cada  ciento  de  capital  reconocido. 

VI.  Las  sumas  procedentes  de  redención  serán  redu- 
cidas á  moneda  de  los  Estados  Unidos  para  todos  los  efec- 
tos de  la  contabilidad,  pero  las  redenciones  se  harán  en 
moneda  de  oro  español  á  tenor  de  los  contratos. 

VH.  Serán  de  cuenta  de  los  censatarios  todo3  los  gas- 
tos que  origine  la  redención. 

VIII.  En  ningún  caso  se  enajenarán  los  censos  perte- 
necientes al  Estado.  - 

IX.  Quedan  derogados  todos  los  preceptos  que  sobre 
redenciones  de  censos  del  Estado,  contienen  el  Reglamen- 
to de  9  de  Diciembre  de  1882  y  disposiciones  complemen- 
tarias. 

El  Brigadier  General  de  Voluntarios, 
Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  R.  Chafpe. 

(Gaceta  Mayo  Io  1902.) 
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Ley  sobre  redención  de  censos  pertenecientes  al  Estado 

Tomás  Estrada  Palma,  Presidente  Constitucional  de  la 
República  de  Cuba, 

Hago  saber :  que  el  Congreso  ha  votado,  y  yo  he  san- 
cionado, la  siguientne 

Ley: 

Art.  Io  Se  condonan  los  réditos  de  censos,  capella- 
nías, fundaciones,  aseguraciones  y  cualquier  otro  grava- 
men de  naturaleza  análoga  que  pertenenciendo  al  Estado 
estén  impuestos  sobre  fincas  rústicas  y  urbanas,  vencidos 
y  pendientes  de  pago  hasta  el  30  de  Junio  de  1903. 

Art.  2o  Durante  el  término  de  cinco  años,  á  contar 
desde  la  publicación  de  esta  Ley  en  la  Gaceta  Oficial 
los  propietarios  de  fincas  rústicas  gravadas  con  censos, 
capellanías  ó  aseguraciones  que  á  los  mismos  se  refiere, 
podrán  cancelarlas  pagando  de  contado  el  veinte  y  cinco 
por  100  de  su  valor.  De  igual  modo  disfrutarán  los  pro- 
pietarios de  fincas  urbanas  siempre  que  observen,  de  con- 
tado, el  cuarenta  por  100  de  su  valor.  Serán  de  cuenta  de 
los  propietarios  los  gastos  que  originen  las  cancelacio- 
nes. (*) 

Dada  en  el  Palacio  de  la  Presidencia,  en  la  Habana,  á 
veinte  y  cinco  de  Julio  de  1903. 

T.  ESTRADA  PALMA. 
Carlos  Zaldo. 

(Gaceta  de  25  de  Julio  1903.) 


(*)     Léase  la  orden  180,  página  114. 
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OBD&N  NUMEBO  157 

Competencia  de  la  Sala  de  Justicia  en  los  casos  en  que  las  leyes  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Criminal  difieran  la  resolución  de  un 
asunto  á  un  "Tribunal  en  Pleno," 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  siguiente  orden : 

En  todos  aquellos  casos  en  que  las  Leyes  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Criminal  difieran  la  resolución  de  un  asun- 
to á  un  "Tribunal  en  Pleno' '  se  entenderá  en  lo  sucesivo, 
á  partir  de  la  publicación  de  la  presente,  que  correspon- 
derá la  decisión  del  caso  á  la  Sala  de  Justicia  ante  la  cual 
dicha  cuestión  hubiere  surgido. 

Si  por  tratarse  de  recusaciones,  ó  por  cualquier  otro 
motivo  no  quedare  en  la  Sala  número  suficiente  de  Ma- 
gistrados para  dictar  la  resolución  que  proceda,  se  toma- 
rán de  otra  Sala  si  se  tratare  en  la  Audiencia  de  la  Haba- 
na ó  se  llamará  á  los  Suplentes  tratándose  de  otras  Au- 
diencias ó  del  Tribunal  Supremo. 

El  Brigadier  General, 

Adna  ít.  Chaffe. 
(Gaceta  8  Septiembre  1890.) 


ORDEN  NTJMEBO  141 
Embargo  preventivo  solicitado  por  comerciantes 

Habana,  7  Abril  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  siguiente 
orden : 

I.  El  artículo  1399  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
queda  adicionado  de  este  modo : 

Taiwjbién  deberá  decretarse  el  embargo  preventivo, 
cuando  lo  pida  un  comerciante,  la  acción  se  dirija  contra 
uno  que  sea  ó  haya  «ido  comerciante  ó  industrial  y  la  deu- 
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da  proceda  de  operaciones  de  su  tráfico  mercantil  y  se  re- 
clame el  pago  de  una  cantidad  en  dinero  efectivo. 

En  este  caso  no  será  necesaria  la  presentación  de  do- 
cumento alguno,  bastando,  que  el  que  solicita  el  embargo 
jure  ser  ciertos  todos  los  requisitos  exigidos  en  el  párrafo 
anterior  y  que  la  cantidad  que  demanda  se  le  debe  y  no 
ha  sido  pagada. 

El  embargo  deberá  ser  decretado  inmediatamente 
previa  la  presentación  (*)  de  fianza,  que  no  podrá  exceder 
de  la  cantidad  que  se  reclame  y  una  tercera  parte  más. 

Estos  embargos  no  se  decretarán  sino  por  obligacio- 
nes propias  del  reclamante,  y  nunca  por  créditos  adquiri- 
dos en  virtud  de  cesión»  á  un  tercero., 

Los  efectos  embargados  se  dejarán  siemipre  en  depó- 
sito en  poder  del  deudor,  y  cualquier  violación  de  este  de- 
pósito constituirá  el  delito  de  estafa  comprendido  en  el 
«aso  5o  del  artículo  559  del  Código  Penal.  (**) 

II.  El  artículo  1,400  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil se  entenderá  en  lo  de  adelante  redactado  en  la  siguien- 
te forma : 

Artículo  1,400:  En  los  casos  expresados  en  los  pá- 
rrafos 2o,  3o  y  4o  del  artículo  anterior,  si  el  que  pidiere  el 
•embargo  no  tuviere  responsabilidad  conocida  deberá  el 
Juez  exigirle  fianza  bastante  para  responder  de  los  per- 
juicios y  costas  que  puedan  ocasionarse. 

Las  fianzas  á  que  se  refieren  este  artículo  y  el  ante- 
rior podrán  ser  de  cualesquiera  de  las  clases  que  recono- 
ce el  derecho;  pero  si  el  Juez  la  admitiere  personal,  será 
bajo  su  responsabilidad. 

El  Brigadier  General  de  Voluntarios, 
Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  K.  Chaffee. 
((Gaceta  8  Abril  1900.) 


ORDEN  NUMERO  176 
Efectos  embargados  y  su  depósito 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  siguiente  orden : 

I.  El  último  párrafo  del  artículo  I  de  la  Orden  Civil 
núm.  141,  Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba,  serie 

(*)     Presentación  se  lee  en  la  "Gaceta  Oficial"  en  el  número 
«correspondiente  al  8  de  Abril  de  1900. 

(**)  Léase  la  Orden  176  de  1901  que  se  publica  á  ocntinuación. 
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de  1900, (*)  se  entenderá  redactado  en  lo  adelante  en  los 
términos  que  siguen: 

"Los  efectos  embargados  se  dejarán  siempre  en  de- 
pósito en  poder  del  deudor,  y  lo^que  violaren  este  depó- 
sito quedarán  comprendidos  en  las  prescripciones  del  ar- 
tículo 406  del  Código  Penal."  \ 

II.  Esta  orden  empezará  á  regir  á  los  veinte  días  de     ) 
su  publicación  en  la  "Caceta  de  la  Habana. 

Edward  Carpenter. 
(Gaceta  12  Julio  1901.) 


ORDEN  NUMERO  63 
Publicidad  de  los  votos  de  los  Magistrados  en  las  Audiencias 

Habana,  Mayo  25  de  1899. 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  orden  siguiente : 

I.  En  lo  sucesivo  los  llamados  votos  reservados  que 
pueden  formular  los  Magistrados  de  un  Tribunal  que  no 
«stán  conformes  con  la  sentencia  dictada  por  la  mayoría, 
serán  públicos  y  se  consignarán  á  continuación  de  la  pro- 
pia sentencia  en  el  libro  registro  de  las  mismas,  en  igual 
forma  que  éstas,  salvo  el  «que  los  firmaran  tan  sólo  aque- 
llas que  los  formularen. 

II.  Los  votos  en  cuestión  se  denominarán  en  lo  ade- 
lante votos  particulares  y  se  'consignarán  en  los  autos  ori- 
ginales como  las  sentencias  se  -consignan,  al  pie  de  las 
mismas.  Al  hacerse  la  notificación!  de  las  sentencias  se  no- 
tificarán igualmente  y  de  la  propia  manera  los  votos  par- 
ticulares que  se  hubieren  formulado. 

III.  Lo  dispuesto  se  entenderá  aplicable  á  los  votos 
que  se  consignen  en  discrepancia  de  resoluciones  que  no 
deban  denominarse  sentencias.  El  modo  de  hacerlos  cons- 
tar y  notificar  será  el  mismo  que  se  adopte  respecto  de  las 
resoluciones  de  que  discreparen,  salvo  el  firmarlos  tan  sólo 
los  que  lo^  formulan. 

El  Brigadier  General, 
Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  E.  Chaffee. 
(Gaceta  26  Mayo  1899. 


(*)  Léase  página  118. 
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ORDEN  NUMERO  166  (*) 

Deja  de  ser  obligatoria  la  intervención  de  los  Procuradores  en  los 
Juzgados  y  Tribunales.  Notificaciones, 

Habana,  28  de  Abril  de  1900, 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  A  partir  de  la  fecha  de  la  publicación  de  esta  Or- 
den, dejará  de  ser  obligatoria  la  intervención  de  los  Pro- 

(*)  SECRETARIA  DE  JUSTICIA 

Habana,  Abril  30  de  1900. 

Vista  la  instancia  presentada  en  esta  Secretaria  por  el  Sr.  Juao 
Mayorga,  como  Decano  de  los  Procuradores  de  la  Audiencia  de  la 
Habana,  y  á  nombre  de  los  mismos,  solicitando  aclaración  do  vario» 
particulares  de  la  Orden  núm.  166  inserta  en  la  "Gaceta  de  la  Ha- 
bana" del  24  del  corriente  mes. 

Se  declara:  1°  Que  los  Procuradores  de  esta  ciudad  continua- 
rán ejerciendo  sus  funciones  en  sus  respectivas  demarcaciones  6 
sea  en  la  Audiencia  los  adseriptos  &  ese  Tribunal  Superior  y  en  los 
Juzgados  de  Ia  Instancia  los  que  á  éstos  pertenezcan.  2o  Que  loa 
Procuradores  no  podrán  comparecer  á  nombre  de  tercera  persona 
ante  los  Juzgados  ó  Tribunales  del  lugar  donde  ejerzan  sino  corno- 
tales  procuradores.  S9  Que  dichos  Procuradores  podrán  cobrar  sus. 
derechos  con  arreglo  al  Arancel,  que  no  ha  sido  derogado,  salvo  pac- 
to con  sus  representados. 

Y  para  general  conocimiento  publíquese  la  presente  resolución 
en  la  "Gaceta  de  la  Habana.' * 

Luis  Estbvez  y  Eomeeo, 
Secretario. 
(Gaceta  2  Mayo.) 


Con  esta  fecha  he  dictado  la  siguiente  resolución. 

"Visto  el  expediente  instruido  en  esta  Secretaría  á  virtud  do 
Instancia  presentada  al  señor  Gobernador  Militar,  que  la  trasladó 
á  este  Centro,  por  el  Procurador  José  de  Zayas  Bazán,  solicitando 
que  se  derogue  la  resolución  de  esta  misma  Secretaria,  publicada, 
con  fecha  30  de  Abril  de  1900,  en  la  "Gaceta  de  la  Habana' ;  co- 
rrespondiente al  día  dos  de  Mayo  próximo  siguiente,  aclarando  la 
orden  núm.  166,  serie  del  expresado  año,  del  Cuartel  General  de  la 
División  de  Cuba,  en  cuanto  dispuso:  Io  Que  los  Procuradores  de 
esta  ciudad  continuaran  ejerciendo  sus  funciones  en  sus  respectivas 
demarcaciones,  ó  sea,  en  la  Audiencia,  los  adscritos  á  ese  Tribunal, 
y  en  los  Juzgados  de  Ia  Instancia,  los  que  á  éstos  pertenezcan;  y  2* 
que  los  Procuradores  no  pudieran  comparecer  á  nombre  de  tercera 
persona  ante  los  Juzgados  ó  Tribunales  del  lugar  donde  ejerzan,  si- 
no como  tales  procuradores;  y 

"Considerando:  que  la  expresada  aclaratoria  está  en  eontra.- 
dicción  con  el  espíritu  amplio  y  liberal  en  que  inspiró,  evidente- 
mente, la  referida  orden  número  166  de  19Q0,  haciendo,  como  hace, 
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curadores  en  los  Juagados  y  Tribunales  de  esta  Isla.  Las 
partes  podrán  comparecer  por  sí  mismas  ó  por  medio  de 
representantes,  que  podrá  ser  un  Procurador,  ó  el  Abo- 
gado que  las  dirija,  ú  otra  persona  que  se  halle  en  el  disk 
frute  de  sus  derechos  civiles  y  sepa  leer  y  escribir  el  idio- 
ma castellano.  (*) 

II.  En  los  juicios  de  carácter  civil  deberán  los  man- 
datarios presentar  escritura  de  poder  bastante,  conforme 
£  lo  dispusto  en  el  artículo  3o  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  vigente.  En  las  causas  criminales  bastará  cuando  se 
trate  del  procesado,  que  éste  haga  la  designación  ó  nom- 
bramiento en  los  autos.  En  defecto  de  aceptación  expresa, 
en  este  último  «caso,  lo  demostrará  la  comparecencia  del 
designado  en  nombre  del  procesado. 

III.  Serán  aplicables  á  todos  los  representantes  en 
juicio  las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  5,  6,  9, 
5-94  y  198  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  excepto  el  in- 
ciso 5o  del  primero  de  dichos  artículos.  Para  el  cobro  de 
su  trabajo  y  reintegro  de  los  gastos  que  hubiesen  hecho,  se 
hace  extensiva  á  todo  representante  de  las  partes  el  uso 
de  la  vía  privilegiada  que  concede  á  los  Procuradores  el 
artículo  8o  de  la  citada  ley  y  el  242  dg  la  de  Enjuiciamien- 
to Criminal. 

IV.  Todas  las  Providencias,  autos  y  sentencias,  se  no- 
tificarán á  las  partes  personadas  en  el  juicio  ó  á  títulos 
260,  261,  262,  263  y  primer  párrafo  del  264  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  Civil ;  pero  limitándose  la  copia  que  debe- 
rá entregar  el  actuario,  cuando  se  trate  de  autos  y  sen- 
tencias á  los  considerandos  y  parte  dispositiva  de  los 
mismos. 


de  peor  condición  á  los  procuradores  públicos  que  á  cualquier  par- 
ticular, que  puede,  con  arreglo  á  dicha  orden,  comparecer  como  re- 
presentante á  nombre  de  tercera  persona  ante  todos  los  Juzgados  y 
Tribunales  de  esta  Isla,  á  pesar  de  no  tener  éstos  prestada,  como 
la  tienen  aquéllos,  fianza  para  garantir  el  buen  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones ni  acreditadas  sus  aptitudes  al  efecto; 

"Se  revocan  las  dos  primeras  declaraciones  de  la  mencionada 
resolución  de  esta  Secretaría  de  fecha  30  de  Abril  de  1900;  y,  en  su 
consecuencia,  se  declara  que  los  procuradores  de  los  Juzgados  de 
Ia  Instancia  de  esta  capital  y  los  de  la  Audiencia  de  la  misma,  pue- 
den ejercer  indistintamente,  ante  cualesquiera  de  los  Juzgados  y 
Tribunales  de  esta  ciudad  como  tales  procuradores,  con  las  condi- 
ciones y  responsabilidades  anexas  á  ese  oficio." 

Lo  que  se  publica  en  la  "Gaceta  de  la  Habana "  para  general 
conocimiento. 

Habana,  Mayo  16  de  1901. 

Jóse  Várela, 

Secretario  de  Justicia. 

(Gaceta  18  Mayo.) 

(*)     jLea.se  la  orden  201  que  se  publica  en  la  página  128. 
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V.  A  los  efectos  del  artículo  que  antecede  las  partes 
'6  sus  representantes  se  hallan  obligados  á  acudir  al  local 
-del  Juzgado  ó  Tribunal  todos  los  días  hábiles  para  notifi- 
carse de  las  resoluciones  que  se  dicte. 

VI.  Si  el  litigante  ó  su  representante  cuando  no  es 
este  Procurador  no  acudiere  á  notificarse  en  el  día  en  que 
las  resoluciones  se  dicten,  el  actuario  al  siguiente,  practi- 
cará dicha  notificación  fijando  copia  de  la  resolución  en 
la  tablilla  del  Juzgado  ó  Tribunal,  consignando  á  su  pie 
•que  por  ese  medio  se  hace  la  notificación  al  litigante  ó 
mandatario  de  que  se  trate  á  causa  de  no  haber  acudido  á 
notificarse,  y  expresando  la  fecha  de  la  fijación. 

VIL  Las  copias  indicadas  permanecerán  expuestas  por 
todo  el  término  dentro  del  cual  pueda  interponerse  algún 
recurso  legal  contra  la  resolución  en  ella  contenida.  Tras- 
currido dicho  término  se  procederá  á  agregar  la  copia  á 
los  autos  de  su  referencia  con  nota  del  actuario  expresiva 
-de  la  fecha  y  hora  en  que  la  haya  quitado  de  la  tablilla. 

VIII.  Realizada  una  ó  más  notificaciones,  citaciones, 
"etc.,  en  la  forma  que  se  señala  el  artículo  VI  de  esta  Or- 
den, el  actuario  se  halla  obligado  á  entregar  al  Juez  ó 
Tribunal,  en  el  propio  día  que  lo  efectúe,  una  relación  su- 
jnaria  de  aquéllas,  expresando  los  asuntos  en  ^que  se  hu- 
bieren dictado  las  resoluciones,  la  naturaleza  de  ésta  su 
parte  dispositiva  y  el  nombre  de  las  partes  ó  el  de  sus  re- 
presentantes, á  quienes  se  hayan  hecho  las  notificaciones 
en  esa  forma.  El  Juez  ó  Tribunal  comprobará  la  exactitud 
de  la  relación  del  actuario  y  así  lo  hará  constar  al  pie  de 
la  misma,  que  conservará  en  su  poder. 

IX.  Todo  litigante  ó  su  representante,  cuando  hubie- 
re acudido  á  notificarse  y  no  lo  hubiere  sido  tendrá  dere- 
cho á  obtener  del  actuario  y  solamente  en  esa  oportuni- 
dad, una  certificación  suscinta  relativa  á  haber  acudido  al 

local  del  Juzgado  ó  Tribunal,  con  expresión  del  día  y  de 
la  hora  en  que  lo  hubiere  efectuado  y  de  habérsele  mani- 
festado que  no  existía  resolución  alguna  que  debiera  serle 
notificada. 

X.  Toda  duda  que  se  relacione  con  el  hecho  de  la  no- 
tificación en  la  forma  que  se  expresa  en  el  artículo  VI  se 
resolverá,  sin  ulterior  recurso,  y  salvo  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  siguiente,  con  el  resultado  que  arroje  la  relación 
que  consigna  el  artículo  VIII.  Toda  duda  sobre  asistencia 

~de  un  litigante  ó  su  representante  en  determinado  día  al 
local  del  Juzgado  ó  Tribunal  con  objeto  de  notificarse  se 
dirimirá  sin  ulterior  recurso  por  medio  del  certificado  que 

-señala  el  artículo  anterior. 

XI.  Respecto  á  las  notificaciones  que  deban  hacerse  á 
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personas  que  no  sean  partes  en  el  juicio,  ó  á  quienes  por~ 
disposiciones  de  la  ley  se  les  haya  de  hacer  personalmen- 
te, se  observarán  los  preceptos  de  los  artículos  266,  267r. 
268  y  269  de  1$  citada  ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

XII.  Las  partes  que  se  valgan  de  Procurador,  para  li- 
tigar, no  podrán  exigir  de  las  contrarias,  en  caso  de  con- 
dena de  costas,  los  derechos  de  aquél,  que  serán  siempre- 
de  cargo  del  que  utiliza  sus  servicios. 

XIII.  Las  regulaciones  de  costas  se  practicarán  por 
los  actuarios  sin  devengar  derechos  por  esa  operación. 

XIV.  La  entrega  de  autos  en  los  casos  en  que  deba 
verificarse,  se  hará  á  los  Procuradores  si  intervinieron  en? 
el  juicio,  y  en  otro  caso  á  los  Abogados  mediante  recibo 
que  el  actuario  extenderá  expresivo  de  los  folios  que  con- 
tengan los  autos. 

XV.  En  los  casos  de  omitir  alguna  de  las  partes  las 
copias,  de  un  escrito  ó  documento,  sin  perjuicio  de  practi- 
carse lo  que  previene  el  artículo  517  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  será  potestativo  á  las  partes  que  debieran* 
recibir  dichas  copias,  renunciar  a  las  mismas,  expresándo- 
le así  por  medio  de  un  escrito  ó  en  una  comparecencia. 

XVI.  Desde  la  fecha  en  que  comience  á  regir  esta  Or- 
den, dejarán  de  hacerse  nombramientos  de  Procuradores 
de  Oficio ;  y  cuando  los  procesados  no  hubiesen  hecho  nom- 
bramientos de  defensor  y  se  les  proveyese  de  abogados  de* 
pobres  se  entenderán  con  éstos  todas  las  diligencias  de  1» 
causa. 

XVII.  A  partir  de  la  misma  fecha  cesarán  en  sus  car- 
gos los  Tasadores  de  costas  y  el  repartidor  de  Negocios 
civiles  de  la  Audiencia  de  la  Habana. 

El  Brigadier  General  de  Voluntarios*. 
.Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  ¡R.  Chaffee. 

(Gaceta  24  Abril  1900.) 


ORDEN  NUMERO  168  (*) 
Embargos  de  salarios  de  empleados 

Habana,  17  de  Mayo  de  1902. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  siguiente  orden : 

(*)  SECRETARIA  DE  HACIENDA 

Habana,  Mayo  20  de  19031 
En  el  Consejo  de  Secretarios  celebrado  el  día  23  del  actual  se.- 
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Art.  Io  Desde  la  publicación  d«  esta  Orden  no  son  em- 
bargabas los  salarios  de  los  empleados  en  servicio  públi- 

acordó  no  aceptar  mandamientos  de  embargo  dé  sueldos  de  emplea- 
dos, en  atención  á  que  la  orden  número  168  de  1902,  en  su  artículo 
3%  no  tiene  otro  objeto  que  limitar  el  alcance  del  artículo  £°  en  que 
se  declara  la  nulidad  de  los  contratos  que  sobre  sueldos  ó  pensiones 
.se  celebren  con  posterioridad  á  dicha  orden,  á  fia  de  no  darles  efec- 
to retroactivo,  invalidando  contratos  legalmente  celebrados  con  an- 
terioridad, y  que  no  modifica  la  condición  de  "no  embargables, ' ' 
que  por  el  artículo  1°  de  la  expresada  orden  se  da  á  los  salarios  de 
los  empleados,  y,  finalmente,  porque  la  misma  generalidad  en  que 
se  halla  redactado  el  artículo  Io  demuestra  que  fué  el  objeto  de  esa 
orden  el  excluir  de  todo  embargo,  los  salarios  de  los  empleados, 
cualquiera  que  fuere  la  fecha  del  contrato  para  cuyo  cumplimiento 
se  decrete  el  embargo. (**) 

Lo  que  se  publica  en  la  "Gaceta  Oficial"  para  general  cono- 
cimiento. 

Oscab  FONffc, 

Svfb-SeereUurio  de  Hacienda. 

(**)  Léase  lo  que  ha  resuelto  el  Tribunal  Supremo  que  se 
jmblica  á  continuación. 

(INTERPRETACIÓN  DE  LA  ORDEN  168  DE  1902) 

A  consecuencia  de  procedimientos  verbales  en  cobro  de  pesos, 
seguidos  por  D.  Luis  Someillán  contra  D.  N.  N.  y  N.  etc.,  etc.,  se 
dispuso  el  embargo  y  retención  de  la  parte  proporcional  de  loe  suel- 
dos que  disfrutaban  como  empleados  de  la  Aduana  de  este  Puerto 
y  las  comunicaciones  á  que  tales  retenciones  Se  refieran  todas  por 
obligaciones  anteriores  á  17  de  Mayo  de  1902,  según  resultó  justifi- 
cado fueron  recibidas  en  la  Secretaría  de  Hacienda.  La  Aduana  de- 
volvió á  la  Secretaría  de  Hacienda  las  Ordenes  de  embargos  verifi- 
cados, negándose  á  cumplir  el  mandato  judicial  á  prexteto  que  desde 
la  publicación  de  la  orden  168  no  eran  embargables  los  salarios  de  los 
empleados  en  el  servicio  público.  La  Secretaria  antes  de  resolver  el 
•«aso  recibió  nota  del  acuerdo  del  Consejo  de  Secretarios  (que  se  in- 
serta antes)  y  aplicando  el  mismo  resolvió  no  aceptar  dichas  órde- 
nes de  embargo.  Contra  esa  resolución  interpuso  recurso  de  incons- 
titucionalidad  el  Sr.  Someillán  porque  infringe:  Primero,  la  7a  de 
las  disposiciones  transitorias  de  nuestro  Código  fundamental.  Se- 
gundo, Porque  el  acuerdo  del  Consejo  de  Secretarios  aludido  in- 
fringe: A.  Los  arts.  44  y  61  de  la  Constitución;  B.  Porque  ese 
acuerdo  carece  de  fuerza  obligatoria  é  infringe  además  el  artículo 
77  de  la  Constitución.  C.  Porque  infringe  igualmente  el  artículo  81 
de  la  Constitución  y  hace  ineficaz  la  aplicación  de  los  artículos 
1,445  en  su  inciso  9o  y  1,449  de  la  Ley  de  E.  Civil  en  relación  con 
la  Orden  168  de  1902  ya  citada  y  los  artículos  del  Código  Civil  que 
tratan  de  las  obligaciones  que  nazcan  de  los  contratos  y  de  otros 
actos  ú  omisiones  que  los  produzcan.  Tercero.  Porque  también  se 
infringe  el  artículo  12  de  la  Constitución  que  declara  que  ninguna 
Ley  tenga  efecto  retroactivo,  excepto  las  penales  cuando  favorez- 
can al  reo. 

Nuestro  Tribunal  Supremo  de  Justicia  pronunció  el  21  de  Agos- 
to de  1903  la  consiguiente  sentencia  cuyos  considerandos  son  como 
-sigue: 

Considerando  que  los  términos  en  que  está  redactado  el  artículo 
-octavo  de  la  Ley  de  treinta  y  uno  de  Marzo  último,  convencen  de 
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«o  y  en  general  todas  las  pensiones  remunerativos  del  Es- 
ifcdo,  de  las  Provincias  y  de  los  Mttnieipios. 

Artículo  II.  Son  nulos  y  de  ningún  valor  los  confra- 


güe contra  cualquiera  resolución  que  aplique  una  disposición  dé  ca* 
rácter  general  se  da  el  recurso  de  inconstitucionalidad,  sin  que  al 
•efecto  sea  indispensable  que  á  dicha  disposición  corresponda  es- 
trictamente la  calificación  de  Ley,  Decreto  ó  Beglamento. 

Considerando  que,  conforme  á  la  mima  ley  de  treinta  y  uno  de 
Marzo,  para  que  sea  recurrible  una  resolución  por  vía  de  inconsti- 
tucionalidad, es  indispensable  que  haya  recaído  determinadamente 
sobre  el  derecho  de  la  parte  reclamante;  y,  en  consecuencia,  no  tie- 
ne aquel  carácter  el  acuerdo  del  Consejo  de  Secretarios  de  veinte  y 
tres  de  Marzo  ultimo,  aisladamente  conidérado;  sino  en  cuanto  se 
relaciona  con  la  aplicación  que  de  él  ha  hecho  la  Secretaría  de  Ha- 
cienda al  acordar,  á  su  Vez,  según  sus  comunicaciones  de  dos  y  once 
de  Junio,  que  no  se  aceptaban  ni  cursaban  las  órdenes  judiciales  de 
retención  de  haberes  á  que  las  mismas  comunicaciones  se  contraen* 

Considerando  en  puntó  á  la  inconstitucionalidad  alegada  dé 
Atoibos  acuerdos,  apreciados  étt  conjunto,  que  ño  se  ha  infringido  en 
-ellos  la  séptima  de  las  disposiciones  transitorias,  y  los  artículos 
cuarenta  y  cuatro,  sesenta  y  uno,  setenta  y  siete  y  doce  de  la  Cons- 
titución; el  primero  de  estos  preceptos,  porque  lejos  de  conceptuar- 
le en  vigor  y  de  no  observarse  como  vigente  la  Orden  ciento  sesenta 
y  ocho  de  died  y  siete  de  Mayo  de  mil  novecientos  dos,  se  la  inter- 
preta en  el  primera  y  se  la  aplica  en  el  segundo  de  los  mencionados 
acuerdos,  hayase  ó  no  incurrido  en  error  al  efectuarlo;  los  artículos 
■cuarenta  y  cuatro  y  sesenta  y  uno,  porque  en  dichos  acuerdos  no  se 
ha  pretendido  ejercer  ninguna  de  las  facultades  del  Poder  Legisla- 
tivo, ya  que  únicamente  se  ha  interpretado  y  aplicado,  como  queda 
expuesto,  una  Orden  del  extinguido  Gobierno  Interventor  oportu- 
namente proumlgada;  el  setenta  y  siete  por  no  tratarse  de  Decre- 
tos, Ordenes  ó  Resoluciones  del  Presidente  de  la  Eepública;  y  el  do- 
ce, porque  en  el  acuerdo  de  la  Secretaría  de  Hacienda,  al  aplicarse 
*el  del  Consejo  de  Secretarios  á  las  órdenes  judiciales  de  referencia, 
recibidas  por  ella  con  anterioridad  al  veinte  y  tres  de  Marzo  próxi- 
mo pasado,  fecha  del  acuerdo  últimamente  aludido,  sólo  se  hizo  uso 
•de  una  interpretación  que  el  Consejo  dio  á  la  citada  Orden  de  diez 
y  siete  de  Mayo  de  mil  novecientos  dos,  respecto  á  la  cual  Orden 
no  se  plantea  congruentemente,  ni  en  éste,  ni  en  otro  motivo  de* 
recurso,  ninguna  cuestión  relativa  á  que  se  le  haya  dado  aquel  efec- 
to retroactivo  en  alguno  de  los  acuerdos  recurridos. 

Considerando  finalmente,  que  por  el  contrario,  es  de  estimarse 
•cometida  en  éstos  la  infracción  del  artículo  ochenta  y  uno  de  la 
•Constitución;  puesto  que  en  el  acuerdo  del  Consejo  de  Secretarios, 
al  disponeres  en  virtud  de  una  interpretación  de  dicha  Orden  ciento 
■sesenta  y  ocho,  qué  en  lo  sucesivo  no  sé  aceptarán  mandamientos 
de  embargos  de  sueldos  de  empleados,  y  en  el  de  la  Secretaría  de 
Hacienda,  al  aplicarse  el  anterior  á  los  casos  que  han  motivado  este 
recurso,  se  limita  el  libre  ejercicio  del  Poder  Judicial,  que  el  expre- 
sado artículo  consagra,  para  que  los  Tribunales  puedan  conocer  con 
arreglo  al  artículo  ochenta  y  cinco  dé  la  misma  Ley  fundamental, 
de  todos  los  juicios,  ya  sean  civiles,  criminales  ó  contencioso-ad- 
ministrativos;  toda  vez  que  se  priva  de  eficacia  á  resoluciones  del 
Juez  Municipal  del  Distrito  Norte  de  esta  Ciudad,  dictadas  en  uso 
de  su  propia  jurisdicción. 

Pallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al 
presente  recurso;  y,  en  su  consecuencia,  que  es  inconstitucional  el 
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tos  que  tengan  por  objeto  la  cesión  de  cualesquiera  de  la» 
rentas  anteriormente  expresadas  ó  de  alguna  parte  de 
ellas. 

Artículo  III.  Los  efectos  de  esta  Orden  no  se  extien- 
den á  los  contra/tos  celebrados  y  obligaciones  contraídas 
con  anterioridad  á  su  promulgación. 

El  Ayudante  General, 
H.  L.  Scott. 

Gaceta  17  Mayo  1902. 


ORDEN  NUMERO  201 

Las  partes  podrán  hacer  por  si  mismas  las  peticiones  que  estimaren 
convenientes  á  su  derecho  ante  el  Juzgado  6  Tribunal  que  co- 
nozca de  su  juicio. 

Habana,  S  de  Septiembre  de  1901. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  El  Artículo  I  de  la  Orden  Oivil  núm.  166  (*)  serie 
de  1900,  del  Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba,  se 
entenderá  adicionado  el  siguiente  párrafo : 

"Las  partes  podrán  también  hacer  por  sí  mismas  al  respecti- 
vo Juzgado  6  Tribunal  las  peticiones  que  estimaren  convenientes  á 
sus  derechos,  aun  cuando  tengan  constituida  representación  en  au- 
tos, la  cual  no  habrá  de  entenderse  revocada  si  así  no  lo  hicieren 
constar  expresamente  en  el  escrito  que  presenten.  Para  que  estos 
escritos  surtan  efectos  legales,  será  necesario  que  sean  presentados- 
personalmente  por  la  parte  que  los  suscriba  al  Escribano  ó  Secreta- 
rio actuario  ó  que  dicha  parte  acuda  á  ratificar  su  firma  en  el  mis- 
mo día  ó  al  siguiente  de  su  presentación,  y  las  resoluciones  que  re- 
caigan á  los  escritos  de  que  se  trata  serán  notificados  al  respectiva 
representante,  si  no  le  hubere  sido  revocado  su  poder." 


referido  acuerdo  del  Consejo  de  Secretarios  de  veinte  y  tres  de  Mar- 
zo del  año  en  curso,  é  inconstitucional  también  el  de  la  Secretaría 
de  Hacienda  en  que  se  aplica  el  anterior  á  los  casos  de  embargo  de 
sueldos  de  empleados,  de  que  tratan  las  comunicaciones  aludidas  'de 
dos  y  once  de  Junio;  por  todo  lo  cual  se  anula  dicho  acuerdo  de  la 
Secretaría  de  Hacienda,  la  cual  dispondrá  lo  conveniente  para  que 
se  cursen  y  lleven  á  debido  efecto,  las  órdenes  judiciales  de  que  se 
ha  hecho  mérito;  sin  que  haya  lugar'  á  hacer  especial  condenación 
de  costas. 

(Gaceta  27  Agosto  1903.) 

(*)     Esta  orden  se  publicó  anteriormente.  Pág.  122. 
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II.  Se  derogan  todas  las  disposiciones  anteriores  que 
se  opongan  á  las  contenidas  en  la  presente  orden,  que  em- 
pezará á  regir  á  los  veinte  días  de  su  publicación  en  la 
Gaceta  de  la  Habana. 


(Gaceta  5  Septiembre.) 


H.  L.  Scott. 
Ayudante  General. 


ORDEN  NUMERO  242 
Recusaciones  de  Jueces  y  Magistrados 

Habana,  18  de  Junio  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  El  segundo  y  tercer  párrafos  del  artículo  194  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  Civil  quedarán  redactados  del  mo- 
do siguiente:  " Cuando  el  recusante  no  estuviere  presen- 
1 1  te,  firmarán  sólo  el  Letrado  y  el  Procurador  ó  represen- 
tante si  uno  de  estos  dos  estuviere  expresamente  autori- 
zado para  recurvar  y  debiendo  el  Procurador  ó  represen- 
tante ratificarse,  con  juramento  en  dicho  escrito,  sin  cu- 
"yo  requisito-no  se  le  dará  curso. 

'•'En  todo  caso  se  expresará  en  el  escrito,  concreta  y 
"  claramente,  la  causa  de  la  recusación,  manifestando  ser 
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sigue:  "Todo  recusante  si  no  estuviere  declarado  pobre, 
acompañará  precisamente  con  el  escrito  de  recusación  el 
comprobante  justificativo  de  haber  depositado  en  el  es- 
tablecimiento destinado  al  efecto,  una  cantidad  que  re- 
presente la  mitad  de  lo  que  le  corresponda  pagar  por 
multa  en  el  caso  de  negarse  la  reculación.  Sin  esta  for- 
malidad no  se  dará  curso  al  escrito,  aunque  contenga  la 
protesta  de  realizarla  más  adelante.' \ 

III.  El  197  se  adicionará  con  estas  palabras:  "En  to- 
dos estos  casos  se  mandará  devolver  el  depósito.' ' 

IV.  El  212  quedará  redactado  de  esté  modo :  "Además 
de  la  condenación  de  costas  expresada  en  el  artículo  an- 
terior, se  impondrá  al  recursante  una  multa  de  doscien- 
tos pesos,  cuando  el  recusado  fuese  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia y  de  cuatrocientos  pesos  cuando  fuere  Presidente 
ó  Magistrado  de  Audiencia  ó  del  Tribunal  Supremo." 
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V.  El  213  quedará  redactado  en  los  términos  que  á 
continuación  se  expresan:  " Luego  que  sea  firme  la  conde- 
na, el  depósito  constituido  al  establecerse  la  recusación, 
perderá  ese  carácter  entrando  en  firme  en  poder  del  Es- 
tado como  importe  de  la  mitad  de  la  multa  impuesta. 
Cuando  no  se  hiciere  efectiva  la  otra  mitad  de  las  mul- 
tas respectivamente  señaladas  en  el  artículo  anterior, 
sufrirá  el  multado  la  prisión  por  vio  de  sustitución  y 
apremio,  á  razón  de  un  día  por  calda  tres  pesos,  en  cuyo 
particular  queda  reformado  para  este  sólo  objeto  el  pá- 
rrafo Io  del  artículo  49  del  Código  Penal  vigente  y  sin 
que  la  detención  pueda  exceder  en  ningún  caso  de  seis 
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meses. 

"En  los  ocho  primeros  días  de  cada  mes  los  Jueces 
de  Primera  Instancia  remitirán  á  los  Presidentes  de  las 
Audiencias  respectivas,  y  éstos  en  un  breve  plazo  á  la 
Secretaría  tíe  Justicia,  un  estado  detallado  de  los  asun- 
tos en  que  por  haberse  denegado  una  recusación  haya 
habido  imposición  de  multa,  expresando  la  cuantía  de 
ésta  y  si  se  ha  hecho  efectiva,  ó,  en  su  defecto,  si  el  mul- 
tado ha  sufrido  la  prisión  subsidiaria  prevenida  en  él 
presente  artículo,  siendo  el  funcionario  recusado  respon- 
sable al  pago  de  esa  multa  si  por  su  culpa  ó  negligencia 
dejare  de  cumplirse  esa  condenación.  Del  mismo  modo  el 
Presidente  del  Supremo  y  los  de  las  Audiencias  remiti- 
rán en  el  plazo  indicado  á  la  Secretaría  de  Justicia  un 
estado,  en  los  términos  que  van  expresados,  de  las  recusa- 
ciones sustanciadas  en  sus  respectivos  Tribunales,  incu- 
rriendo tamíbién,  en  su  caso,  en  la  responsabilidad  men- 
cionada.' ' 

VI.  El  215  se  adicionará  de  esta  manera:  "Otorgada 
la  recusación  por  sentencia  firme,  se  mandará  devolver 
el  depósito.' ' 

VII.  En  los  artículos  216  y  217  se  reemplazarán  las 
palabras  "Ministerio  de  Ultramar"  y  "Ministerio"  por 
las  'de  "Secretaría  de  Justicia"  y  "Secretaría." 

VIII.  El  218  se  adicionará  con  el  párrafo  que  se  ha 
agregado  al  196. 

IX.  Al  primer  párrafo  del  artículo  219  se  le  añadirá 
esta  frase:  "En  este  caso  se  mandará  devolver  el  depó- 
sito."" 

X.  El  párrafo  primero  del  artículo  223  se  adicionará 
con  estas  palabras :  "  y  luego  que  sea  firme  se  mandará  de- 
volver el  depósito  constituido." 

XI.  El  228  quedará  redactado  así:  " Siempre  que  se 
deniegue  la  recusación  se  condenará  en  las  costas  al  re- 
cusante y  además  se  le  impondrá  una  multa  de  eien  pe- 


a 


131 

"sos  respecto  á  la  cual  será  aplicable  lo  dispuesto  en  el 
"artículo  293,  entendiéndose  que  el  estado  mensual  deben 
"  enviarlo  los  Jueces  Municipales  á  los  de  Primera  Instan- 
cia y  éstos  á  los  Presidentes  de  las  Audiencias  respecti- 
"vas  para  su  remisión  á  la  Secretaría  de  Justicia." 

XII.  Al  párrafo  primero  del  artículo  231  se  agregará : 
"y  196  adicionado." 

XIII.  El  234  quedará  redactado  como  sigue:  "Las 
"disposiciones  de  los  artículos  194  y  siguientes  de  la  sec- 
ación 2a  de  este  título  con  las  reformas  que  van  estableei- 
' '  das  serán  aplicables  á  las  recusaciones  de  los  Secretarios 
"y  Oficiales  de  Sala  en  el  Tribunal  Supremo,  Secretarios  y 
"Oficiales  de  las  Audiencias  y  Secretarios  y  Escribanos 
"actuarios  de  los  Juzgados  de  Primera  Instancia,  con  las 
"modificaeiones  que  se  establecen  en  los  artículos  que  si- 
"guen." 

XIV.  Al  párrafo  primero  del  artículo  236  se  añadirá 
esta  frase:  "En  este  caso  se  mandará  devolver  el  depó- 
sito." 

XV.  Al  segundo  párrafo  del  artículo  245  se  adiciona- 
rá lo  siguiente :  "  Y  asimismo  se  le  impondrá  una  multa  de 
" cincuenta  pesos  respecto  á  la  cual  le  será  aplicable  lo 
"  dispuesto  en  el  artículo  213/ ' 


El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.  B.  HlCKEY. 

(Gaceta  19  Junio.) 


OEDEN  NUMERO  103 
Recusación    de    Escribanos 

Habana,  19  de  Abril  de  1901. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Por  la  presente  se  deroga  el  párrafo  2o  del  artículo 
190  de  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  en  su  con- 
secuencia, los  Escribanos  de  actuaciones  y  demás  auxilia- 
rez  de  los  Juzgados  y  Tribunales  no  podrán  abstenerse  de 
intervenir  en  las  actuaciones  judiciales  por  ninguna  de  las 
causas  que  enumera  el  artículo  189  de  la  misma  ley. 

II.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior, 
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los  auxiliares  de  los  Juzgados  y  Tribunales  podrán  ser  re- 
cursados  en  los  casos  y  en  la  forma  que  las  leyes  pres- 
criben. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.  B.  HlCKEY. 
(Gaceta  20  Abril.) 


ORDEN  NUMERO  438  (*) 
Suprimiendo  la  formación  del  "  apuntamiento  " 

Habana,  21  de  Octubre  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario -de  Justicia,  ha  tenido  a  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Se  suprime  el  trámite  de  la  formación  del  "apun- 
tamiento" que  establece  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
en  la  sustanciación  de  los  recursos  de  apelación  de  que  co- 
nocen las  Audiencias,  los  cuales  seguirán  sustanciándose 
conforme  á  los  demás  trámites  que  señala  dicha  ley. 

II.  En  vez  del  " apuntamiento,' '  que  se  suprime  por 
la  presente  orden,  se  remitirán  siempre  originales  al  Tri- 
bunal Supremo  los  expedientes  judiciales  en  los  recursos 
de  casación. 

III.  Lo  dispuesto  en  esta  Orden  es  aplicable  á  los  plei- 
tos pendientes  actualmente  ante  las  Audiencias. 

IV.  Quedan  derogadas  las  disposiciones  que  se  opon- 
gan á  las  contenidas  en  esta  Orden. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.  B.  HlCKEY. 

(Gaceta  23  Octubre.) 


ORDEN  NUMERO  520 
Suprimiendo  el  trámite  de  la  formación  del  apuntamiento 

Habana,  21  de  Diciembre  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden. 

(*)     Léase  la  orden  que  sigue. 
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I.  La  Orden  núm.  43$, '(*)  serie  corriente  de  este  Cuar- 
tel General,  se  entenderá  redactada  en  los  términos  de 
los  artículos  que  siguen. 

II.  Se  suprime  el  trámite  de  la,  formación  del  apunta- 
miento que  establece  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  en 
-todos  los  casos  en  que  deba  formarse  con  arreglo  á  dicha 
ley  ó  á  cualquiera  disposición  vigente  en  la  actualidad. 

III.  La  supresión  eontenida  en  el  artículo  anterior,  no 
priva  á  los  litigantes  de  ningún  derecho  ó  recurso  que  les 
concedan  las  disposiciones  vigentes ;  y  en  tal  concepto  con- 
tinúa en  vigor  el  término  señalado  en  el  artículo  704  de  la 
■ley  de  Enjuiciamiento  Civil;  pero  sólo  para  los  efectos 
que  determinan  los  artículos  705  y  706  de  la  misma  ley. 

IV.  En  todos  los  recursos  de  casación  por  infracción 
de  Ley  ó  Doctrina  ó  por  quebrantamiento  de  forma,  en 
materia  civil  ó  contencioso-administrativa,  una  vez  admi- 
tidos, se  elevarán  siempre  originales  al  Tribunal  Supremo, 
por  el  Juez  ó  Tribunal  sentenciador,  los  expedientes  judi- 
ciales y  gubernativos  en  su  caso,  en  que  se  haya  interpues- 
to el  recurso. 

V.  Cuando  los  recursos  á  que  se  refiere  el  artículo  an- 
terior, se  interpongan  por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina, 
no  se  expedirá  la  certificación  de  lugares,  ni  la  negativa 
en  su  caso,  á  que  se  contrae  el  artículo  VIII  de  la  Orden 
núm.  92  de  la  serie  de  1899,  Cuartel  General  de  la  División 
de  Cuba. 

La  referida  certificación  ó  certificaciones  en  su  caso, 
sólo  se  expedirán  y  entregarán  al  recurrente  en  los  recur- 
sos por  infracción  de  ley  ó  de  doctina  en  materia  crimi- 
nal, para  que  las  presenten  al  personarse  ante  el  Tribunal 
Supremo. 

VI.  En  los  recursos  que  se  mencionan  en  el  artículo 
que  precede  el  término  del  emplazamiento  empezará  á 
contarse,  según  dispone  el  artículo  IX  de  la  misma  Orden 
núm.  92(**)  para  los  que  se  establecen  por  quebranta- 
miento de  forma. 

VII.  En  los  propios  recursos,  si  la  personalidad  del 
que  comparece  á  personarse  ante  el  Tribunal  Supremo  re- 
sultare debidamente  acreditada  en  los  expedientes  judi- 
ciales ó  gubernativos  en  su  caso,  que  hayan  de  elevarse 
originales  al  Tribunal  Supremo,  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  el  artículo  IV  de  esta  Orden,  no  será  necesaria  la 
presentación  del  poder  á  que  se  refiere  al  inciso  Io  del  ar- 
tículo XXVI  de  la  expresada  Orden  núm.  92  de  1899.(***) 


(*)     Léase  la  orden  anterior. 

(**)     Véase  la  ley  de  Casación.  Página  249. 

(**'*)     Léase  la  ley  de  Casación. 
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VII.  Se  deroga  el  artículo  XXTX  de  la  repetida  Or- 
den núm.  92 ;  y  se  declara  inaplicable  á  los  recursos  de  ca- 
sación en  materia  civil  ó  contencioso-administrativa,  el 
artículo  XLI  de  la  misma  Orden. (*) 

IX.  Quedan  derogadas  también  toadas  las  demás  dis- 
posiciones anteriores,  que  se  opongan  á  las  contenidas  en 
la  presente  Orden. 

X.  Esta  orden  empezará  a  regir  desde  su  publicación 
en  la  Gaceta  de  la  Habana;  y  se  aplicará  á  los  pleitos 
pendientes  pendientes  de  resolución  en  la  actualidad. 

El  Teniente  Coronel  de  Estado  Mayor,. 

H.  L.  Scott. 
(Gaceta  22  Diciembre.) 


ORDEN  NUMEBO  54 

Se  suprime  el  empleo  de  Repartidor  de  Negocios  civiles 

Habana,  Febrero  de  1900. 

El  Gobernador  Oeneral  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Se  suprimen  los  empleos  de  Repartidor  de  Nego- 
cios civiles  y  Auxiliar  del  mismo ;  y  las  funciones  de  que- 
estaban  encargados  se  desempeñarán  en  lo  sucesivo  por  un 
Escribano  y  un  Escribiente  de  los  asignados  al  Juez  De- 
cano, sin  devengar  derechos  de  ninguna  clase. 

II.  El  Juez  Decano  será  el  Jefe  de  la  casa  de  los  Juz- 
gados de  Primera  Instancia  é  instrucción  de  la  Habana,  y 
á  su  disposición  estará  la  cantidad  asignada  para  los  gas- 
tos del  Archivo,  y  bajo  sus  órdenes  el  régimen  interior  y 
los  empleados  de  la  misma. 

III.  El  Juez  de  Guardia  será  el  Jefe  del  Juzgado  de- 
guardia  de  la  Habana  y  tendrá  á  su  disposición  la  canti- 
dad asignada  para  gastos  ó  material  de  dicho  Juzgado,  y 
bajo  sus  órdenes  el  régimen  interior  y  los  empleados  del 
mismo. 

IV.  Las  dudas  á  que  pueda  dar  lugar  el  cumplimiento 
de  esta  Orden  serán  resueltas  por  el  Secretario  de  Jus- 
ticia. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor y 

J.  B.  HlCKEY. 
(Gaceta  14  Febrero.) 


(*)     Léase  la  ley  de  Casación. 
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ORDEN  NUMERO  154 

Forma  en  que  deben  extenderse  los  originales  de  sentencias  y  au- 
tos definitivos  que  dicten  el  Tribunal  Supremo  y  las  Audien- 
cias. 

Habana,  10  de  Junio  de  1901. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Los  originales  de  las  sentencias  y  autos  definitivos 
que  dicten  el  Tribunal  Supremo  y  las  Audiencias,  tanto 
en  materia  civil,  como  erimjinal,  una  vez  redactados  por  el 
Ponente  y  aprobados  por  la  Sala,  se  extenderán  en  pliegos 
separados  de  papel  común,  los  cuales  metódicamente  con- 
servados y  oportunamente  encuadernados,  como  en  la  pre- 
sente Orden  se  dispone,  formarán  los  respectivos  Regis- 
tros de  sentencias  y  autos  que  según  las  leyes  procesales 
deben  llevarse  en  dichos  Tribunales. 

II.  Las  sentencias  y  autos  antes  dichos  se  escribirán 
precisamente  á  mano,  en  pliegos  enteros,  dejándoles  la 
pestaña  y  margen  convenientes  y  cada  hoja  se  numerará 
correlativamente  con  letras  (sin  perjuicio  de  repetir  la 
numeración  con  guarismos)  señalándose  con  el  de  la  Sala 
que  haya  dictado  la  resolución  y  rubricándose  por  quien 
la  haya  presidido. 

III.  Las  sentencias  y  autos  originales  se  custodiarán 
por  el  Presidente  de  la  Sala  respectiva,  quien  los  entrega- 
rá al  Secretario,  para  extender  en  los  rollos  las  correspon- 
dientes certificaciones  recogiéndolos  sin  más  demora.  Si  la 
resolución  contuviere  más  de  un  pliego  se  formará  con  ca- 
da una,  provisionalmente,  un  cuadernillo  cosido  con  hilo. 

IV.  Los  originales  antes  dichos  se  encuadernarán  por 
trimestres,  semestres  ó  por  años,  según  su  volumen  y  á  jui- 
cio de  la  Sala  respectiva,  pero  la  numeración,  así  como  de 
las  resoluciones,  será  sucesiva  en  cada  Registro  empezan- 
do cada  año,  no  interrumpiéndose  ni  volviéndose  a  empe- 
zar por  la  formación  de  los  tomos,  cada  uno  de  los  cuales 
tendrá  al  principio  una  certificación,  extendida  en  el  mo- 
mento de  formarlo  y  expresiva  del  número  de  folios  y  re- 
soluciones que  contengan  y  al  final  un  índice  de  estas  úl- 
timas autorizados  ambos  documentos  por  el  Secretario, 
con  el  visto  bueno  del  Presidente  de  la  Sala.  Se  formarán 
tantos  Registros  como  sean  necesarios  pero  no  podrá  for- 
marse más  de  uno  para  cada  clase  de  resoluciones. 

V.  Los  Secretarios  de  Sala  que  autoricen  la  publica- 
ción de  una  sentencia,  remitirán  á  más  tardar,  al  siguien- 
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te  día,  á  la  Secretaría  de  Gobierno  del  mismo  Tribunal,  co- 
pia certificada  del  encabezamiento  y  fallo  de  la  sentencia 
publicada,  expresando  el  nombre  del  Ponente  y  de  los  Ma- 
gistrados que  la  firmen  y  la  fecha  de  la  publicación.  En 
igual  término  remitirán  certificación  expresiva  del  conte- 
nido de  los  autos  definitivos,  á  partir  de  la  fecha  en  que 
queden  firmados,  expresando  los  nom'bres  de  los  que  los 
suscriban.  En  ambas  certificaciones  se  consignará  también 
el  número  de  los  folios  del  Registro  ocupados  por  la  reso- 
lución. 

Las  certificaciones  dichas  se  anotarán  en  un  Registro 
que  al  efecto  debe  llevarse  en  las  Secretarías  de  Gobierno 
y  se  pondrá  nota  expresiva  de  esta  toma  de  razón  en  el 
testimonio  que  se  expida  para  comunicar  á  los  Tribunales 
ó  Jueces  inferiores  la  resolución. 

VI.  La  Sala  de  Gobierno  de  cada  Tribunal  acordará 
las  medidas  oportunas  para  el  tránsito  del  sistema  que  ac- 
tualmente en  ellos  se  siga,  al  establecido  por  la  presente 
orden.  i 

VIII.  Queda  derogado  el  último  párrafo  del  artículo 
850  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  que  ordena  la  co- 
pia literal  de  las  sentencias  en  las  Cancillerías  de  las  Au- 
diencias, y  todas  las  leyes,  decretos,  órdenes  ó  reglamen- 
tos que  se  opongan  ó  regulen  en  forma  distinta  de  la  dis- 
puesta de  esta  Orden  la  materia  que  es  objeto  de  la  misma. 

IX.  Las  prescripciones  de  esta  Orden  comenzarán  á 
regir  desde  el  día  de  su  publicación  en  la  "  Gaceta  de  la 
Habana." 

Edward  Carpenter, 

4     ler.  Tte.  del  Cuerpo  de  Artillería^ 

Ayudante  de  Campo. 
(Gaceta  11  Junio.) 


ORDEN  NUMERO  3 
Litigantes    temerarios 

Habana,  Io  de  Enero  de  1901. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Siemipre  que  los  Jueces  ó  Tribunales  resuelvan  al- 
guna controversia  entre  partes,  harán  declaración  expre- 
sa sobre  si  ha  habido  ó  no,  temeridad  ó  mala  fr  en  alguno 
de  los  litigantes. 
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II.  Al  litigante  declarado  temerario  ó  de  mala  fe  por 
el  Juez  ó  Tribunal  se  le  impondrá  siempre  el  pago  de  las 
costas,  las  cuales  comprenderán  los  honorarios  y  derechos 
de  abogados,  peritos,  procuradores,  etc.,  y  los  demás  gas- 
tos que  se  hayan  ocasionado  en  el  juicio,  con  exclusión  de 
los  honorarios  y  derechos  de  los  abogados  y  procuradores 
que  hayan  defendido  ó  representado  al  litigante  temera- 
rio ó  de  mala  fe,  quienes  perderán  todo  derecho  á  retribu- 
ción por  su  trabajo,  si  hubiesen  tenido  participación  ma- 
nifiesta en  la  temeridad  ó  mala  fe  declarada. 

III.  Si  liquidadas  las  costas  y  aprobada  la  liquidación 
por  el  Juez  ó  Tribunal  no  fuesen  pagadas  dentro  de  los 
cinco  días  siguientes  al  requerimiento  de  pago,  el  litigan- 
te declarado  temerario  ó  de  m'ala  fe  á  quien  se  hubiesen 
impuesto,  sufrirá  pensión  subsidiaria  al  respecto  de  un 
día  por  cada  peso  que  dejare  de  pagar;  cuya  prisión  en 
ningún  caso  excederá  de  seis  meses.  No  será  aplicable  la 
prisión  subsidiaria  cuando  la  imposición  de  costas  no  se 
haya  fundado  en  la  temeridad  ó  mala  fe. 

IV.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  será  aplica- 
ble á  todos  los  litigantes  declarados  temerarios  ó  de  mala 
fe,  aun  cuando  se  defiendan  como  pobres,  lo  mismo  en  la 
jurisdicción  civil  que  en  la  criminal,  y  sin  perjuicio  de 
cualquier  otra  responsabilidad  que  pueda  caberles.  El  que 
se  defiende  en  la  jurisdicción  criminal  nunca  podrá  ser 
declarado  temerario  ó  de  mala  fe. 

V.  Quedan  derogadas  las  disposiciones  legales  que 
se  opongan  á  las  contenidas  en  esta  orden. 

VI.  Empezará  á  regir  esta  orden  el  día  Io  de  Febrero 
de  1901 ;  pero  se  aplicará  á  todas  las  promociones  y  defen- 
sas comenzadas  desde  su  publicación  en  la  "Gaceta  de  la 
Habana.' ' 

El  Teniente  Coronel, 

H.  L.  Scott. 
(Gaceta  3  Enero  1901.) 


OEDEN  NUMERO  269 
Exhortos    al     extranjero 

Habana,  S  de  Julio  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Los  exhortos  que  se  dirijan  al  extranjero  deberán 
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remitirse  á  la  Secretaría  de  Estado  y  Gobernación  por 
conducto  de  la  Secretaria,  de  la  cual  depende  el  funciona- 
rio exhortante.  (*) 

II.  Deberán  estar  dirigidos  á  la  Autoridad  á  quien  se 
pida  la  practica  de  la  diligencia  que  los  originen,  redacta- 
dos en  forma  rogatoria  y  contener  todos  los  requisitos  que 
los  hacen  valederos  y  auténticos  conforme  á  las  Leyes  vi- 
gentes y  la  promesa  de  reciprocidad. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.  B.  HlCKEY. 
(Gaceta  8  Julio.) 


OBDEK  NUMEBO  26 
Gastos  de  los  exhorto»  en  el  extranjero 

Habana,  25  de  Enero  de  1901. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  a  propuesta  del  Se- 
cretario de  Estaido  y  Gobernación  ha  tenido  á  bien  dispo- 
ner la  publicación  de  la  siguiente  orden : 

I.  No  se  dará  curso  á  ningún  exhorto  ó  comisión  ro- 
gatoria dirigida  por  los  Tribunales  ó  Autoridades  de  Cu- 
ba á  los  de  cualquier  nación  extranjera  solicitando  la 
práctica  de  diligencias  en  asuntos  civiles,  sin  que  se  acom- 
pañe por  el  interesado  en  su  diligenciamiento,  un  giro 
postal  (**)  á  favor  del  Secretario  de  Estado  de  los  Esta- 
dos Unidos,  por  valor  de  veinte  y  cinco  pesos,  moneda  de 
los  Estados  Unidos,  para  responder  de  los  gastos  que  oca- 
sione. 

II.  Si  los  gastos  del  diligenciamiento  excediesen  de  la 
cantidad  girada,  el  interesado  quedará  obligado  á  reinte- 
grar la  diferencia  á  la  primera  notificación,  reclamándo- 
sela por  la  vía  de  apremio  si  no  lo  hiciere ;  en  otro  caso  re- 
cibirá el  exceso  que  resultare  á  su  favor. 

III.  Los  gastos  que  ocasione  el  diligenciamiento  de  los 
exhortos  que  se  libren  para  dichas  naciones  en  asuntos 
criminales,  serán  sufragados  por  el  Tesoro  de  Cuba. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.  B.  HlCKEY. 
(Gaceta  26  Enero.) 


(*)  Léase  la  página  198. 

(**)  Dicho  giro,  según  Circular  de  la  Secretaría  de  Justicia  de 
4  áe  Julio  de  1902  debe  hacerse,  á  la  orden  del  Secretario  de  Estado 
y  Justicia 
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Supresión  de  los  Colegios  de  Abogados.  Turno  para  las  defensas  de 
pobres  ó  de  oficio   Impugnación  de  honorarios. 

Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba 

Habana,  10  de  Diciembre  de  1900. 

Para  relevar  de  una  carga  innecesaria  á  los  abogados 
de  esta  Isla,  el  Gobernador  General  á  propuesta  del  Secre- 
tario de  Justicia,  ha  dispuesto  la  publicación  de  la  orden 
siguiente,  que  pone  término  á  las  relaciones  oficiales  entre 
el  Gobierno  y  los  distintos  Colegios  de  Abogados  de  Cuba : 

I.  En  lo  sucesivo  los  Jueces  y  Tribunales  no  exigirán 
que  se  fije  en  los  poderes  los  sellos  llamados  de  "Bastan- 
teo"  y  "Aceptación." 

II.  Para  ejercer  la  profesión  de  Abogado  ante  los 
Juzgados  y  Tribunales,  no  será  necesaria  la  inscripción  en 
ningún  colegio  de  abogados;  bastando  sólo  los  demás  re- 
quisitos que  exigen  las  leyes. 

III.  Quedan  disueltos  como  corporaciones  oficiales  los 
Colegios  de  Abogados  existentes  en  esta  Isla. 

IV.  Todas  las  facultades  y  atribuciones  que  hasta  aho- 
ra han  tenido  los  Colegios  de  Abogaldos  como  corporacio- 
nes oficiales,  las  asumirán  en  lo  sucesivo  los  Juzgados  y 
Tribunales  en  sus  respectivas  jurisdicciones,  pero  de  acuer- 
do con  lo  que  en  este  orden  se  dispone. 

V.  Los  abogados  que  quieran  actuar  ante  los  Juzga- 
dos ó  Tribunales  deberán  presentar  ó  remitir  sus  títulos 
profesionales  al  Tribunal  Supremo  para  que  se  tome  razón 
de  dichos  títulos ;  y  se  comunique  por  el  expresado  tribu- 
nal á  todas  las  Audiencias  de  la  Isla  y  se  publique  en  la 
"Gaceta  Oficial  de  la  Habana' '  dicha  toma  de  razón;  á 
fin  de  que  en  todos  los  Juzgados  y  Tribunales  de  la  Isla 
se  admita  á  los  abogados  que  hayan  llenado  ese  requisito, 
al  ejercicio  de  su  profesión. 

VI.  El  turno  para  la  designación  de  defensor  de  po- 
bres ó  de  oficios  se  llevará,  en  toda  la  Isla,  como  se  ha  lle- 
vado hasta  ahora  en  los  lugares  donde  no  existían  colegios 
de  Abogados. 

VIL  La  graduación  de  los  honorarios  impugnados  á 
los  abogados  se  hará  por  el  Juez  ó  Tribunal  que  conozca 
del  juicio  én  que  se  haga  la  impugnación,  con  audiencia 
verbal  del  impugnante  y  del  impugnado,  ó  de  los  letrados 
que  los  mismos  designen  con  tal  objeto. 

VIII.  Quedan  derogadas  las  disposiciones  legales  que 
se  opongan  á  lo  establecido  en  esta  orden. 


IX.  Queda  autorizado  el  Secretario  de  Justicia  para 
resolver  las  dudas  que  pueda  ofrecer  en  la  práctica,  el 
cumplimiento  de  esta  orden. 

X.  Esta  orden  empezará  á  regir  desde  su  publicación 
■  en  la  "Gaceta  Oficial  de  la  Habana." 

DISPOSICIÓN  TRANSITORIA 

Todos  los  abogados  que  deseen  continuar  ejerciendo 
su  profesión  ante  los  Juzgados  y  Tribunales  de  esta  Isla, 
deberán  remitir  sus  títulos  profesionales  al  Tribunal  Su- 
premo para  que  de  ellos  se  tome  razón  gratuitamente  cu- 
ya remisión  harán  antes  que  transcurra  el  último  día  del 
mes  de  Enero  próximo  entrante.  Durante  ese  término  po- 
drán continuar  ejerciendo  su  profesión  ante  dichos  Juz- 
gados y  Tribunales,  los  que  venían  ejerciéndola  legalmen- 
te;  entendiéndose  que  podrán  hacerlo  en  toda  la  Isla  sin 
distinción  de  localidad. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.  B.  HlCKBT. 
,  (Gaceta  11  de  Diciembre.) 


ORDEN  NUMERO   170  C) 

Desahucio 
Habana,  17  de  Mayo  de  1902. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  Orden: 

I.  Por  la  presente  se  modifican  las  disposiciones  del 
Título  XVII  del  libro  segundo  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 

(*)  A  consecuencia  de  instancia  presentada  por  el  Presidente 
del  Centro  de  la  Propiedad  urbana  solicitando  de  la  Secretaría  de 
Justicia  se  declarase  oficialmente  que  con  arreglo  al  párrafo  2o  del 
Art.  9*  de  loa  Aranceles  judiciales,  los  derechos  que  devengan  jun- 
timii'nte  el  Juez  Municipal  y  su  Secretario  en  loe  juicios  de  desahu- 
i'io,  en  ningún  easo  deberán  pasar  de  cinco  pesos,  la  Secretaria  de 
Justtcia  é  Instrucción  Pública  por  medio  de  su  Secretario  entonces  el 
Dr.  J.  A.  González  Lanuza  declaro  en  19  de  Diciembre  de  1899, 
(<!:ireta  del  22)  lo  siguiente;  que  en  tos  derechos  y  gastos  originados 
par  ti  juicio  <le  desahucio,  que  según  ei  art.  9*  de  los  Aranceles  judi- 
Wiiíri  rigentes,  no  podrán  exceder  de  cinco  pesos,  están  comprendidos 
nb  santamente  todos  los  gastos  que  las  partes  deban  hacer  como  con- 
secufnña  del  juicio,  y  por  tanto  los  derechos  correspondientes  á  todos 
los  funcionarios  de  los  Juzgados  municipales  que  por  cualquier  con- 
ceptv  intervengan  en  dichos  juicios  harta  el  cabal  cumplimiento  de  la 
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Civil  que  á   continuación   se   citan,   en   los   términos   si- 
guientes : 

Artículo  1,560.  Los  Jueces  Municipales  del  lugar  6 
distrito  en  que  esté  sita  la  finca,  conocerán   en   primera, 
instancia  de  los  desahucios  cuando  la  demanda- se  funde - 
en  una  de  las  causas  siguientes : 

Ia  En  el  cumplimiento  del  «término  estipulado  en  el' 
contrato ;  ó  del  á  que  se  refieren  los  artículos  1,577  y  1,581 
del  Código  Civil; 

2a  En  haber  expirado  el  plazo  del  aviso  que  para  la* 
conclusión  del  contrato  deba  darse  con  arreglo  á  la  Ley  ó- 
lo  pactado ; 

3a  En  la  falta  de  pago  del  precio  convenido  en  cual- 
quier forma  que  lo  haya  sido ; 

4a  En  haber  expirado  el  plazo  del  requerimiento  á  que 
se  refiere  el  inciso  3o  del  artículo  1,563 ; 

5a  Siempre  que  se  dirija  la  demanda  contra  los  admi- 
nistradores, encargados,  porteros  ó  guardas,  puestos  por 
el  propietario  en  sus  fincas,  cualquiera  que  sea  la  causa  en'- 
que  se  funde. 

Artículo  1,561.  Conocerán  de  estos  juicios  los  Jueces- 
de  Primera  Instancia  que  sean  competentes,  conforme  á  la 
regla  13a  del  artículo  63 : 

Io  Cuando  tenga  por  objeto  el  desahucio  de  un  esta- 
blecimiento mercantil,  fabril  ó  finca  rústica,  por  los  cuales- 
se  pague,  como  precio  de  arrendamiento,  una  cantidad." 
que  exceda  de  mil  pesos  anuales,  aunque  se  funde  la  de- 
manda en  algunas  de  las  causas  señaladas  en  e'l  artículo* 
anterior. 

2o  Cuando  la  demanda  respecto  á  toda  clase  de  fincas,, 
se  funde  en  una  causa  que  no  sea  de  las  comprendidas  en- 
el  artículo  anterior. 

Artículo  1,563.  Procederá  el  desahucio  y  podrá  dirir 
girse  la  demanda : 

Io  Contra  los  inquilinos,  colonos  y  demás  arrendata- 
rios ; 

2o  Contra  los  administradores,  encargados,  porteros  ó 
guardas,  puestos  por  el  propietario  en  sus  fincas. 

3o  Contra,  cualquier  otra  persona  que  disfrute  ó  tenga 
en  precario  ó  sin  pagar  merced  la  finca  siempre  que  fuere 
requerida  para  que  la  desocupe,  con  veinte  días  de  antici- 
pación si  se  trata  de  finca  rústica  ó  diez  días  si  fuere  ur- 
bana. 

Artículo  1,567.  Los  Jueces  de  Primera  Instancia  en  su 
caso  observarán  respecto  á  la  admisión  y  denegación  de 
los  recursos  de  casación  las  prescripciones  contenidas  en 
la  Orden  civil  núm.  92  de  1899,  del  Cuartel  General  de  lar- 
División  de  Cuba,  que  regula  esa  clase  de  recursos ; 


142 

Artíciilo  1,570.  Presentadas  las  papeletas,  el  Juez 
mandará  convocar  a'l  actor  y  al  demandado  á  juicio  ver- 
bal, señalando  al  ef ecto  día  y  hora,  que  no  podrán  alterar- 
se sino  por  causa  alegada,  y  que  el  másmo  Juez  estime. 

Dicho  día  deberá  ser  dentro  de  los  tres  siguientes  el 
de  la  presentación  de  las  papeletas;  pero  mediando  siem- 
pre cuarenta  y  ocho  horas,  por  lo  menos,  entre  el  juicio  y 
la  citación  del  demandado  en  la  forma  prevenida  en  el  ar- 
tículo 721. 

Artículo  1,571.  La  citación  se  hará  al  demandado  en 
-su  persona.  Si  no  fuere  habido  en  la  primera  diligencia  en 
su  busca,  se  le  dejará  en  su  casa  la  cédula  citándole  para 
el  juicio,  la  cual  se  entregará  al  pariente  más  cercano,  fa- 
miliar ó  criado  mayor  de  14  años,  que  se  hallare  en  la  ca- 
sa ;  y  no  encontrando  á  nadie  en  ella,  al  vecino  más  inme- 
diato ;  apercibiéndose  al  demandado  de  que  si  no  compa- 
reciere á  la  hora  señalada,  se  procederá  sin  más  citarlo  ni 
oirlo  á  desalojarlo  de  la  finca. 

Al  másmo  tiempo  se  entregará  la  copia  simple  de  la 
demanda  al  demandado  ó  á  la  persona  á  quien  se  deje  la 
cédula  de  citación. 

Artículo  1,572.  Si  no  se  encontrare  el  demandado  en 
el  lugar  del  juicio,  ó  no  tuviera  en  él  su  domicilio,  se  en- 
tenderá 'la  citación  con  su  representante,  constituido  por 
medio  de  poder;  si  no  lo  tuviere,  con  la  persona  que  está 
encargada  del  cuidado  de  la  finca;  y  si  tampoco  la  hubie- 
re, se  librará  el  oportuno  exhorto  ú  orden  para  citarlo  al 
juez  del  pueblo  de  su  domicilio  ó  residencia. 

En  este  último  caso,  el  Juez  señalará  el  término  sufi- 
ciente, atendidas  las  distancias  y  dificultades  de  las  comu- 
nicaciones, para  la  comparecencia  al  juicio  verbal.  Este 
término  no  podrá  pasar  de  un  día  por  cada  30  kilómetros, 
sin  que  el  total  para  la  comparecencia  pueda  exceder  de 
20  días. 

Artículo  1,575.  Si  el  demandado  que  estuviere  en  el 
lugar  del  juicio,  no  compareciere  á  la  hora  señalada  se  le 
tendrá  por  conforme  con  el  desahucio  y  se  procederá  sin 
más  citarlo  ni  oirlo  á  desalojarlo  de  la  finca. 

Artículo  1,576.  Si  no  compareciere  Cl  demandado  que 
se  hallare  en  el  lugar  del  juicio,  ni  el  ausente,  el  Juez  dic- 
tará sentencia  inmediatamente,  declarando  haber  lugar  al 
desahucio,  y  apercibiendo  de  lanzamiento  al  demandado, 
si  no  desaloja  la  finca  dentro  del  término  correspondiente 
de  los  señalados  en  »el  artículo  1594.  (*) 

Artículo  1,579.  El  Juez  dictará  sentencia  en  el  mismo 


(*)     8  días  casas  particulares. — 15  días  Establecimientos  mer- 
cantiles.— 20  días  Fincas  con  caserío. — (N.   del  A.) 
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día  ó  á  más  tardar  al  siguiente  al  de  la  terminación  del 
juicio  verbal,  declarando  haber  6  no  lugar  al  desahucio,  y 
apercibiendo  en  el  primer  caso  al  demandado  de  lanza- 
miento si  no  desaloja  la  finca  dentro  de  los  términos  esta- 
blecidos en  el  artículo  1,594. 

Esta  sentencia  se  notificará  al  demandado  en  su  per- 
sona, ó  por  cédula,  si  residiere  en  el  lugar  del  juicio.  En 
los  demás  casos  se  notificará  en  Estrados,  parándole  el 
.mismo  perjuicio  que  si  hiciere  en  su  persona. 

Artículo  1,585.  Contra  la  sentencia  de  2a  Instancia  á 
que  se  refiere  el  artículo  anterior,  no  se  dará  otro  recurso 
que  los  de  casación  por  infracción  de  Ley  y  por  quebran- 
tamiento de  forma,  si  la  renta  anual  de  la  finca  objeto  del 
desahucio  excediese  de  mil  pesos,  ó  si  se  hubiere  dirigido 
lá  demanda  contra  las  personas  comprendidas  eñ  el  núme- 
ro 3  del  artículo  1,563.  Fuera  de  estos  casos  sólo  procede- 
rá el  segundo  de  dichos  recursos. 

Artículo  1,586.  Luego  que  transcurra  el  término  legal 
sin  haberse  interpuesto  el  recurso  de  casación,  se  devolve- 
rán los  autos  al  Juzgado  Municipal  con  testimonio  de  la 
sentencia  para  su  ejecución. 

Artículo  1,591.  Cuando  se  funde  la  demanda  de  desa- 
hucio en  cualquiera  otra  causa  que  no  sea  de  las  expresa- 
das en  los  artículos  1,560  y  1,588,  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia convocará  también  á  las  partes  á  juicio  verbal,  ob- 
servándose lo  prevenido  en  el  artículo  1587. 

Si  compareciendo  el  demandado  conviniese  con  el  de- 
mandante en  los  hechos,  dictará  el  Juez  sentencia  sin  más 
trámites,  declarando  haber  lugar  al  desahucio  si  lo  esti- 
mare procedente. 

No  compareciendo  el  demandado  se  le  tendrá  por  con- 
forme con  los  hechos  expuestos  en  la  demanda,  y  se  dicta- 
rá en  su  rebeldía  la  sentencia  antedicha. 

Esta  sentencia  será  apelable  en  ambos  efectos,  con 
aplicación  de  lo  que  se  ordena  en  los  artículos  que  pre- 
ceden. 

En  ningún  caso  se  admitirán  al  demandado  los  recur- 
sos de  apelación  y  casación  cuando  procedan  si  no  acredi- 
ta al  interponerse  haber  prestado  fianza  á  satisfacción  defl 
Juez  ó  Tribunal  que  conociera  del  asunto  y  para  respon- 
der á  los  daños  y  perjuicios  exigibles  en  el  caso  de  que 
fuere  revocada  la  sentencia. 

Esta  fianza  deberá  prestarse  dentro  de  los  cinco  días 
siguientes  á  la  notificación  de  la  providencia  admitiendo 
el  recurso  interpuesto  y  para  responder  como  máximum  á 
una  cantidad  igual  al  diez  por  ciento  del  valor  de  la  finca 
de  que  se  trata,  según  el  amillaramiento  respectivo. 


, 
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La  fianza  podrá  ser  de  cualquiera  de  las  clases  que  re- 
conoce el  derecho,  excepto  la  personal. 

Admitida  la  fianza,  se  remitirán  los  autos  originales 
al  Tribunal  Supremo,  quedando  en  el  inferior  testimonio 
de  lo  necesario  para  la  ejecución  de  la  sentencia. 

Si  el  Juez  ó  el  Tribunal  estimare  insuficiente  la  fianza 
dispondrá  lo  conveniente  'para  que  se  complete  dentro  del 
tercero  día ;  y  si  transcurrido  este  plazo  no  se  hubiera  he- 
cho, se  tendrá  por  no  prestada  y  se  procederá  á  lo  que  ha- 
ya lugar. 

Artículo  1,592.  En  el  caso  del  artículo  anterior  si  el 
demandado  se  opusiere  al  desahucio  en  el  juicio  verbal,  y 
no  conviniere  en  los  hechos  precisará  los  que  negare  y  las 
razones  en  que  se  funda. 

Consignado  así  en  el  acta,  el  Juez  dará  por  terminado 
el  acto,  y  conferirá  traslado  de  la  demanda  al  demandado 
por  término  de  seis  días,  continuándose  el  juicio  por  los 
trámites  y  con  los  recursos  establecidos  para  los  inci- 
dentes. 

Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  respecto  á  la  pres- 
tación de  fianza  en  los  recursos  de  apelación  y  casación, 
cuando  procedan,  será  aplicable  á  los  que  se  interpusieren 
contra  las  sentencias  dictadas  por  los  jueces  de  primera 
instancia  y  las  audiencias  en  los  incidentes  á  que  se  refie- 
re este  artículo. 

II.  Se  derogan  todas  las  disposiciones  anteriores  que 
se  opongan  á  las  contenidas  en  la  presente  Orden,  la  cual 
empezará  á  regir  á  los  quince  días  de  su  promulgación. 

El  Ayudante  General, 
H.  L.  Scott. 

(Gaceta  17  Mayo.) 


AYUNTAMIENTO  DE  LA  HABANA 

SECRETARÍA 

Almacenaje,  tasación  y  subasta  de  muebles  y  objetos  procedentes 
de  desahucios. 

En  el  expediente  promovido  á  virtud  de  consulta  de 
la  Administración  del  Ramo  de  Obras  Pblicas  Municipales 
con  motivo  del  almacenaje  de  muebles  y  objetos  proceden- 
tes de  desahucios,  el  Ayuntamiento ;  en  la  sesión  ordina- 
ria que  celebró  el  día  4  del  actual  acordó  propuesta  de  la 
Comisión  de  Policía  Urbana  lo  siguiente : 
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Primero.  Los  muebles  y  efectos  que  se  recojan  en  la 
vía  pública,  procedentes  de  desahucios,  serán  llevados  al 
Depósito  de  Obras  Municipales. 

Segundo.  Al  ingresar  esos  muebles  en  el  referido  De- 
pósito serán  escrupulosamente  desinfectados  é  inventaria- 
dos procedían do!se  á  almacenarlos  cuidadosamente. 

Tercero.  Diez  días  después  del  ingreso  de  los  muebles 
en  el  Depósito  se  procederá  á  su  tasación,  si  no  han  sido 
reclamados,  publicándose  dicha  tasación  en  la  "  Gaceta  de 
la  Habana,"  con  la  prevención  de  que,  pasados  otros  diez 
días  á  contar  desde  el  siguiente  al  de  la  publicación,  sin 
haber  sido  reclamadas,  se  procederá,  sin  más  trámites,  á 
su  venta  en  pública  subasta  y  su  im/porte  se  depositará  en 
la  Caja  Municipal  á  disposición  del  que  resulte  ser  dueño 
de  los  muebles  y  en  caso  de  que,  por  no  haber  postor,  se 
declare  desierta  la  subasta,  se  procederá  á  su  liquidación 
remitiendo  á  los  Hospitales  y  Asilos  los  objetos  que  en 
ellos  puedan  utilizarse,  y  destruyéndose  por  medio  del 
fuego  los  que  no  sean  en  absoluto  aprovechables,  de  todo 
lo  cual  se  levantará  la  correspondiente  acta. 

Cuarto.  En  caso  de  que  el  dueño  se  presentase  á  reco- 
ger los  muebles  y  de  igual  modo  cuando  éstos  sean  vendi- 
dos en  pública  subasta,  se  cobrará  por  los  gastos  dé  reco- 
gida y  desinfección  dos  pesos  en  moneda  americana  por 
cada  carretón  de  muebles,  y  por  el  depósito  de  éstos,  á  ra- 
zón de  diez  centavos  diarios,  también  por  cada  carretón 
de  muebles,  desde  su  ingreso  hasta  su  extracción. 

Quinto.  La  tasación  se  hará  por  el  Departamento  de 
Ingenieros  y  el  Alcalde  designará  la  persona  ó  personas 
que  con  el  Administrador  de  los  Fosos  habrá  de  interve- 
nir en  la  subasta  y  liquidación  de  los  muebles. 

Sexto.  El  plazo  de  diez  días  que  se  fija  para  los  mue- 
bles que  ingresen  en  depósito,  regirá  igualmente  con  rela- 
ción á  los  que  ya  se  encuentren  en  dicho  Depósito. 

Séptimo.  El  Ayuntamiento  ruega  á  los  Jueces  que  al 
requerir  de  lanzamiento  á  los  deudores,  les  prevengan  que 
al  realizarse  éste  y  ser  abonados  los  muebles  en  la  vía  pú- 
blica, la  Policía  los  recogerá,  llevándolos  al  Depósito  de 
Obras  Municipales,  á  los  fines  que  anteriormente  se  ex- 
presan. 

Y  dispuesto  por  el  señor  Alcalde  el  cumplimiento  de 
lo  acordado  da  su  orden  en  la  "Gaceta  de  la  Habana"  pa- 
ra general  conocimiento. 

El  Secretario, 

Félix  Iznaga-   .. 
(Gaceta  18  Enero  1900.) 
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OSDEN  NUMERO  104  (*) 

Archivo  general 

Habana,  11  de  Mayo  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  siguiente 
orden : 

I.  Los  archivas  pertenecientes  á  algunos  Escribanos 
de  la  Habana,  que  fueron  trasladados  en  el  mes  de  Marzo 
de  1900,  al  Cuartel  de  la  Fuerza  se  pasarán  al  Archivo  Ge- 
neral de  la  Isla  de  Cuba,  donde  quedarán  depositados, 
principalmente,  bajo  la  custodia  del  Director  del  mismo  y 
constitución  de  una  Sección  especial  que  se  denominará 
"Archivo  Judicial." 

II.  Las  copias  y  certicaciones  que,  relativa  á  expe- 
diente del  referido  Archivo  Judicial,  soliciten  los  intere- 
sados, seguirán  expidiéndose  por  lo  sencargados  de  las  Es- 
cribanías á  que  pertenecieran  las  actuaciones,  cuyos  par- 
ticulares hayan  de  compulsarse,  para  lo  cual  dichos  encar- 
gados pasarán  al  Archivo  general  y,  de  acuerdo  con  el  Di- 
rector del  mismo,  procederán  á  expedir  lo  solicitado. 

III.  Los  Escribanos,  por  las  copias  y  certificaciones  á 
que  se  refiere  el  número  anterior,  devengarán  de  los  inte- 
resados los  derechos  ordinarios  del  Arancel.  El  Director 
del  Archivo  general,  por  razón  de  su  cargo  y  sin  exacción 
de  derecho,  pondrá  de  manifiesto  á  los  Escribanos,  en  lo- 
cal del  Archivo  que  se  destine  al  efecto,  y  en  los  casos  an- 
tes expresados,  las  actuaciones  objeto  de  las  compulsas. 

IV.  Por  la  presente  se  da  comisión  al  Oficial  4o  de  la 
Secretaría  de  Justicia,  Guillermo  Sánchez,  para  que  auxi- 
liado del  escribiente  José  Ramón  Verdura,  y  bajo  la  su- 
pervisión del  Director  del  Archivo  General,  efectúe  la 
traslación  que  se  dispone  en  el  artículo  I  de  esta  Ordea 
teniendo  cuidado  de  que  queden  los  legajos  y  documentos 
mencionados,  distribuidos  en  el  orden  que  más  facilite  en 
caso  necesario  la  expedición  de  las  certificaciones  á  que 
alude  el  artículo  II. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.    R.    HlCKEY. 

w 

(Gaceta  11  Mayo.) 


(*)     Léase  la  Orden  que  sigue. 
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ORPEN  NUMERO  222 

Archivo  Judicial 

Habana,  SO  de  Mayo  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  siguiente 
orden : 

I.  De  las  actuaciones  judiciales  que  se  encuentran  en 
poder  de  los  Escribanos  de  la  ciudad  de  la  Habana  podrán 
ser  trasladadas,  provisionalmente,  por  los  actuarios  qué 
respectivamente  las  tengan  en  su  poder,  al  Archivo  Gene* 
ral  de  la  Isla : 

a.  Todos  los  autos  y  expedientes  que  lleven  más  de 
treinta  años  sin  tramitarse,  el  día  en  que  se  verifique  la 
traslación. 

b.  Aquellos  que  llevando  menos  de  treinta  años  sin 
tramitarse,  estén  mandados  á  archivar  por  decreto  de  ju- 
dicial. 

c.  Todos  los  Libros  Registros  y  de  radicaciones  que  no 
estén  en  uso  corriente,  siempre  que  el  Escribano  respecti- 
vo no  desee  conservarlos  en  su  poder. 

II.  Dichas  actuaciones  y  libros  serán  entregados  di- 
rectamente por  los  respectivos  Escribanos  al  Director  del 
Archivo,  bajo  inventario  y  éste  lo  guardará  en  la  Sección 
especial  denominada  "Archivo  Judicial." 

III.  Los  Jueces  de  Primera  Instancia  respectivos  co- 
municarán á  la  Secretaría  de  Justicia,  por  conducto  de  la 
Audiencia,  cuantas  traslaciones  se  verifiquen  en  cumpli- 
miento de  la  presente  orden. 

IV.  Tan  pronto  como  queden  inventariadas  y  ordena- 
das las  actuaciones  judiciales  que  se  mandaron  trasladar 
por  la  Orden  núm.  194,  (*)  Cuartel  General  de  la  División 
de  Cuba,  11  de  Mayo  de  1900,  al  Archivo  General,  los  Es- 
cribanos respectivos  deberán  retirar  todas  aquellas  que 
con  arreglo  á  la  presente  orden  no  deban  permanecer  en 
dicho  Archivo. 

V.  Si  en  algún  caso  ocurriese  la  necesidad,  á  juicio 
de  un  Juez  ó  Tribunal  de  extraer  del  Archivo  algunas  de 
las  actuaciones  ó  libros  á  él  trasladados  con  sujeción  á  es- 
ta Orden,  dicho  Juez  ó  Tribunal  deberá  librar  directamen- 
te al  Jefe  del  Archivo  una  orden  nüandándole  entregar  al 
Escribano  respectivo  la  actuación  ó  libro  de  que  se  trata, 
concretamente  determinados. 

En  estos  casos  la  actuación  ó  libro  extraídos  deberán 


(*)     Léase  la  orden  anterior. 
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ser  devueltos  de  oficio  al  Archivo  General,  tan  pronto  co- 
mo concluyan  de  utilizarse. 

VI.  Las  copias,  certificaciones  ó  datos  que  sea  nece- 
sario sacar  de  las  actuaciones  ó  libros  trasladados  al  Ar- 
chivo General  con  arreglo  á  esta  orden,  serán  expedidas 
en  la  forma  que  determinan  los  artículos  II  y  III  de  la 
mencionada  Orden  núm.  194. 

En  ningún  caso  dichas  copias,  certificaciones  ó  datos 
se  expedirán  ni  facilitarán  sino  mediante  orden  judicial 
6  del  Gobierno. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor y 

J.   R.    HlCKEY. 
(Gaceta  30  Mayo.) 


ORDEN  NUMERO  362 
Amparo   á   la   posesión 

Habana,  7  de  Septiembre  de  1900. 

AL  GOBERNADOR  MILITAR  DE  CUBA 


Señor : 


Es  muy  frecuente  en  nuestros  Tribunales  que,  por 
disposición  judicial  ó  á  consecuencia  de  ella,  dictada  en- 
juicios  civiles  y  criminales,  se  despoje  ó  perturbe  en  la  po- 
sesión de  bienes  ó  terceras  personas  extrañas  al  juicio  y 
que  tienen  dicha  posesión  legítimamente,  es  decir,  por  un 
título  legal.  Y  es  también  muy  frecuente  que  á  solicitud 
de  un  acreedor  se  embarguen  bienes  que  no  son  de  su  deu- 
dor, sino  de  un  tercero  que  posee  títulos  con  que  justificar 
su  dominio. 

La  frecuencia  de  estos  casos  ha  degenerado  en  un 
verdadero  abuso,  de  que  ha  tiempo  se  viene  quejando  la 
opinión  pública.  Ya  desde  la  época  de  la  dominación  es- 
pañola adquirió  proporciones  tan  graves  el  abuso,  que  los 
ciudadanos  honrados  llegaron  á  ver  con  temor  la  insegu- 
ridad en  qu  ese  hallaban  sus  derechos  de  dominio  ó  de  po- 
sesión. 

En  1371,  el  rey  de  España  D.  Enrique  II,  en  la  ciu- 
dad de  Toro,  dictó  la  sabia  disposición  contenida  en  la 
Ley  II,  Título  XXXIV,  Libro  XI  de  la  Novísima  recopila- 
ción, que  dice  así:  "Ninguno  sea  despojado  de  su  pose- 
sión, sin  ser  antes  oído  y  vencido  por  Derecho,  Defen- 
" demos  que  ningún  Alcalde,  ni  Juez,  ni  persona  privada 
"no  sean  osados  de  despojar  de  su  posesión  á  persona  al- 
aguna, sin  primeramente  ser  llamado  y  oído  y  vencido- 
"por  Derecho;  y  si  pareciere  carta  nuestra,  por  donde 
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mandaremos  dar  la  tal  carta  fuere  sin  audiencia,  que  sea 
obedecida  y  no  cumplida ;  y  si  por  las  tales  cartas  ó  al- 
balaes  algunos  fueren  despojados  de  sus  bienes  por  un 
Alcalde  que  los  otros  Alcaldes  de  la  ciudad,  ó  de  donde 
acaeciere,  restituyan  á  la  parte  despojada  hasta  tercero 
día,  y  pasado  el  tercer  día  que  lo  restituyan  los  Oficiales 
del  Consejo." 

El  abuso  á  que  me  refiero  ha  sido  y  continúa  siendo 
una  fuente  de  inmoralidad.  A  ciudadanos  que  tenían  do- 
cumentos fehacientes  con  que  acreditar  su  derecho  de  do- 
minio y  que  estaban  poseyendo  quieta  y  pacíficamente,  se 
les  obliga  á  seguir  un  largo  y  costoso  litigio  para  demos- 
trar que  es  de  su  exclusiva  propiedad  la  cosa  que  se  ha 
embargado  en  el  concepto  equivocado  ó  malicioso,  de  per- 
tenecer al  deudor.  A  ciudadanos  que  paseen  una  finca  por 
un  título  legal,  se  les  perturba  ó  despoja  de  dicha  pose- 
sión ;  y  muchas  veces  no  se  les  hace  justicia  sino  después 
de  prolongados  debates  judiciales,  durante  los  cuales  los 
productos  de  la  finca  suelen  ir  á  manos  de  un  tercero  con 
el  nombre  de  administrador  judicial  designado  por  el  per- 
turbador ó  despojante.  Cuando  viene  la  reparación  del 
daño,  es  ya  demasiado  tarde ;  los  frutos  de  la  finca  ó  han 
desaparecido  con  el  administrador  ó  se  consumen  en  los 
gastos  del  litigio  ó  de  la  administración  judicial. 

Este  inmenso  abuso,  repito,  es  una  fuente  de  inmora- 
lidad, de  donde  surgen  numerosas  cuestiones  judiciales, 
que  son  la  desesperación  y  la  ruina  de  las  familias. 

La  necesidad  de  poner  remedio  al  mal  es  tanto  mayor 
cuanto  en  la  isla  de  Cuba  es  muy  frecuente  el  caso  de  po- 
seedores de  fincas  rústicas,  que  las  poseen  de  buena  fe  y 
con  justo  título,  y  que,  sin  embargo,  se  ven  á  menudo  des- 
pojados ó  perturbados  en  la  posesión,  sin  poder  reclamar 
por  no  tener  inscripto  el  dominio  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad. Otra  causa  de  despojo  ó  perturbación,  es  el  hecho 
de  que  innumerables  fincas  rústicas  no  están  demarcadas 
por  constituir  parte  de  grandes  propiedades  territoriales' 
conocidas  en  este  país  con  el  nombre  genérico  de  "Ha- 
ciendas Comuneras." 

Cree  el  Secretario  que  suscribe  realizar  una  eficaz  re- 
forma jurídica  extirpadora  de  un  mal  antiguo  y  profun- 
do, proponiendo  á  usted  el  siguiente  proyecto  de  Orden, 
que  dará  verdadera  garantía  á  propietarios  y  poseedores, 
facilitándoles  el  remedio  seguro  contra  ilegítimas  pertur- 
baciones y  despojos,  que  tanto  afectan  al  orden  público. 
De  Vd.  respetuosamente, 

Miguel  Gener, 

Secretario. 
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OBDEN  KUMBBO  362 

Amparo  á  la  posesión 

Habana,  17  de  Septiembre  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Siempre  que  por  los  Juzgados  6  Tribunales  de  Jus- 
ticia, civiles  ó  criminales,  se  disponga  algún  embargo  ú 
ocupación  de  bienes  de  cualquiera  clase,  se  determinará!* 
éstos  con  precisión,  así  como  el  nombre  de  la  persona  con- 
tra quien  se  decreta  el  embargo  ú  ocupación,  ó  á  quien  se- 
atribuye  la  propiedad  dichos  bienes. 

II.  El  funcionario  encargado  de  practicar  dicho  em- 
bargo ú  ocupación,  limitará  la  diligencia  á  los  bienes  ex- 
presamente determinados ;  y  si  aún  respecto  de  ésto  resul- 
tare que  están  poseídos  á  título  de  dueño  por  persona  dis- 
tinta de  la  designada  y  se  le  exhibiere  documento  que 
compruebe  que  esa  distinta  persona  era  dueño  ó  poseedor 
antes  de  la  feclxa  de  la  resolución  en  que  se  dispuso  la  ocu- 
pación ó  embargo,  se  abstendrá  de  practicar  la  diligencia 
en  cuanto  á  los  bienes  que  se  encuentren  en  ese  caso. 

III.  Todo  aquel  que,  por  disposición  judicial  ó  á  con- 
secuencia de  ella,  dictada  en  actuaciones  civiles  ó  crimi- 
nales, en  que  no  figure  como  parte  ni  se  le  haya  oído,  fue- 
re despojado  ó  perturbado  en  el  dominio  ó  posesión  de 
bienes  de  cualquiera  clase  que,  por  sí  ó  por  medio  de  otras 
personas,  posea  en  concepto  de  dueño  ó  de  causahabiente 
del  dueño,  con  anterioridad  á  la  fecha  de  aquella  disposi- 
ción, deberá  ser  inmediatamente  amparado  en  la  posesión 
por  el  Juez  ó  Tribunal  de  quien  proceda  aquella  disposi- 
ción ó  que  esté  conociendo  de  los  autos  por  cualquier  mo- 
tivo, aunque  sea  por  el  de  apelación  y  aun  cuando  por 
cualquiera  causa  haya  quedado  el  juicio  ó  las  actuaciones 
en  suspenso. 

IV.  Para  obtener  él  amparo  á  que  se  refiere  el  artícu- 
lo anterior,  será  suficiente  que  el  perturbado  ó  despojado» 
lo  solicite  por  escrito,  siempre  que  los  fundamentos  que 
justifiquen  su  solicitud,  ya  se  refieran  al  dominio  ó  ya  á  la 
posesión,  consten  en  los  «mismos  autos  ó  en  otros  que  sean 
principales  ó  incidentes  de  los  mismos;  ó  en  caso  contra- 
rio, se  presenten  documentos  fehacientes  que  comprueben 
dichos  fundamentos. 

En  cualquiera  de  estos  dos  casos,  el  Juez  ó  Tribunal, 
sin  audiencia  de  nadie,  decretará  en  el  acto  el  ampare* 
imponiendo  las  costas  al  perturbador  ó  despojante,  y  dis- 


151 

poniendo  que  en  el  mismo  día  se  practiquen  las  diligencias 
6  se  libren  y  entreguen  al  reclamante  las  comunicaciones 
que  sean  necesarias  para  hacer  efectivo  dicho  amparo;  y 
que  al  efecto  se  hagan  las  prevenciones  pertinentes  al 
perturbador  ó,  en  su  caso,  se  restituya  en  la  posesión  al 
despojado.  La  condena  de  costas  no  se  hará  efectiva  mien- 
tras no  se  notifique  al  condenado  á  su  pago  y  quede  firme, 
dicha  resolución. 

V.  Si  se  declarase  sin  lugar  el  amparo,  se  impondrán 
las  costas  al  reclamante.  Este  podrá  pedir,  dentro  de  tres 
días,  reposición  de  dicha  resolución;  cuyo  recurso,  tam- 
bién sin  audiencia  de  nadie,  se  resolverá  dentro  del  día 
siguiente  al  de  su  interposición.  Y  si  se  declarase  sin  lu- 
gar el  recurso,  se  impondrán  también  las  costas  al  recu- 
rrente. Este  podrá  apelar  dentro  de  tercero  día. 

VI..  Si  se  declarase  con  lugar  el  amparo,  una  vez  prac- 
ticado lo  necesario  para  hacerlo  efectivo,  se  notificará  la 
resolución  á  los  que  sean  partes  en  el  juicio  ó  actuaciones, 
quienes  podrán  pedir  reposición  dentro  de  tres  días ;  cuyo 
recurso  se  sustanciará  en  la  forma  que  para  los  de  esa  cla- 
se previene  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  Si  se  resolvie- 
re  declarándolo  sin  lugar,  se  impondrán  al  recurrente  las 
costas ;  y  en  caso  contrario  al  que  solicitó  el  amparo.  La 
resolución  será  apelable  dentro  de  tercero  día. 

VII.  Si  dispuesto  un  embargo,  ocupación  ó  remate  de 
bienes  determinados,  se  comprendiesen,  al  llevar  á  efecto 
la  diligencia  ó  acto  dispuesto,  otros  bienes,  el  Juzgado  ó 
Tribunal  deberá  subsanar  de  oficio  esa  informalidad  ó  ex- 
tralimitación  tan  pronto  como  se  entere  de  ella,  dispo- 
niendo, sin  demora  y  sin  previa  audiencia  de  nadie,  que 
se  excluyan  de  la  diligencia  ó  acto  los  bienes  indebida- 
mente comprendidos;  practicándose  para  esto  cuanto  sea 
necesario,  incluso  el  libramiento  de  órdenes,  mandamien- 
tos y  exhortos  que  en  cada  caso  se  requiera.  Contra  esta 
resolución,  después  de  cumplida,  se  podrán  interponer  los 
recursos  de  reposición  y  apelación  en  la  forma  y  dentro  de 
los  términos  establecidos  en  el  artículo  anterior. 

No  obstante  la  obligación  de  proceder  de  oficio,  los 
Jueces  y  Tribunales,  en  los  casos  á  que  este  artículo  se  re- 
fiere, podrán  los  perjudicados  con  aquella  extralimitación 
pedir  que  se  subsane,  utilizando  para  ello  el  recurso  -de 
amparo  que  en  esta  Orden  se  establece. 

VIII.  Si  los  fundamentos  que  justifiquen  el  recurso  de 
aitíparo  no  constan  en  los  autos  en  que  se  deduzca  ó  en  sus 
principales  ó  incidentes,  ni  se  presentaren  documentos  pú- 
blicos de  cualquier  clase  que  los  comprueben  el  Juez  ó 
Tribunal  señalará  día  y  hora  dentro  de  los  seis  días  si- 
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guien  tes,  para  que  comparezcan  los  interesados  con  las 
pruebas  que  tuvieren  y  oyendo  en  ese  caso  á  dichos  inte- 
resados ó  á  sus  abogados  y  apreciando  las  pruebas  que  en 
el  acto  presentaren,  las  cuales  podrán  ser  de  cualquier  cla- 
se si  se  refieren  á  la  propiedad,  dictará  su  resolución  en  el 
propio  acto  ó  á  más  tardar  dentro  del  día  siguiente;  la 
cual  se  cumplirá  inmediatamente  sin  necesidad  de  notifi- 
cación previa  si  en  ella  se  declarase  con  lugar  el  recurso. 

La  resolución  que  se  dicte  por  cualquier  Juez,  será  en 
todo  caso  apelable  dentro  de  tercero  día. 

IX.  Todas  las  apelaciones  podrán  establecerse  por  di- 
ligencias en  «los  mismos  actos,  ó  por  medio  de  escrito  sin 
necesidad  de  letrado ;  y  se  oirán  para  ante  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  ó  de  instrucción  del  distrito  si  la  resolu- 
ción apelada  hubiere  sido  dictada  por  un  Juez  municipal; 
para  ante  la  Sala  correspondiente  de  la  Audiencia  respec- 
tiva, si  hubiese  sido  dictada  por  un  Juez  de  primera  ins- 
tancia, de  instrucción  ó  correccional.  Si  fuere  dictada  en 
Primera  instancia  por  una  Sala  de  Justicia  sólo  procederá 
contra  ella  el  recurso  de  súplica  ante  el  Tribunal  Pleno, 
interponiéndose  y  resolviéndose  previa  vista  pública,  en 
los  mismos  términos  y  en  la  propia  forma  que  el  de  apela- 
ción. 

X.  (*)  Dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  inter- 
posición del  recurso  de  apelación,  en  los  casos  en  que  pro- 
ceda éste,  se  elevarán  los  autos  al  Juzgado  ó  Tribunal  que 
deba  conocer  del  mismo,  emplazándose  previamente  á  las 
partes  para  que  ante  él  comparezcan  dentro  de  quinto  día. 
Si  el  Juzgado  ó  Tribunal  que  haya  de  conocer  de  la  ape- 
lación estuviese  en  lugar  distinto  de  aquel  que  dictó  la  re- 
solución apelada,  el  término  del  aplazamiento  se  amplia- 
rá á  un  día  más  por  cada  veinte  kilómetros  de  distancia. 
Si  venciere  el  término  del  emplazamiento  sin  personarse 
el  apelante,  quedará  firme  de  derecho  la  resolución  apela- 
da y  se  devolverán  de  oficio  los  autos  dentro  del  siguiente 


(*)  Secretaría  de  Justicia:  Este  Centro  con  fecha  3  de  No- 
viembre de  1900  dijo  el  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
lo  que  sigue: 

tl Señor:  Como  aclaración  á  los  arts.  X  y  XI  de  la  Orden  362 
de  la  serie  corriente  y  ordenando  una  consulta  hecha  á  esta  Secre- 
taría por  un  Magistrado  de  ese  Tribunal  tengo  el  honor  de  comu- 
nicar á  usted  que  el  plazo  de  tres  días  dentro  del  cual  ha  de  esta- 
blecerse la  vista  á  que  se  refiere  el  art.  XI  empezará  á  contarse  al 
día  siguiente  en  que  termina  el  plazo  de  5  días  que  se  concede  á  las 
partes  para  personarse  en  el  tribunal  Superior  al  ser  emplazadas." 
Lo  que  se  publica  en  la  "Gaceta  de  la  Habana"  para  general  co- 
nocimiento. Habana,  Noviembre  8  de  1900.  Miguel  Gener,  Secreta- 
rio. ("Gaceta"  11  Noviembre  1900). 
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riíaal  Juzgado  inferior,  haciéndose  constar  en  el'los  aque- 
lla circunstancia. 

XI.  Si  se  personase  el  apelante  dentro  del  término  del 
•emplazamiento,  se  señalará  día  para  la  vista,  la  cual  se 
celebrará  dentro  de  los  tres  días  siguientes ;  y  oyéndose  en 
«ella  á  las  partes  ó  isus  defensores  se  dictará  sentencia  den- 
tro de  los  tres  días  siguientes,  con  la  declaratoria  sobre 
tsostas  que  corresponda  y  sin  ulterior  recurso ;  devolvién- 
dose inmediatamente  los  autos  al  Juzgado  6  Tribunal  in- 
ferior, donde  se  hará  la  noticación  de  aquélla. 

Las  vistas  no  se  suspenderán  por  enfermedad  ni  im- 
posibilidad de  las  partes  ó  sus  defensores.  (*) 

XII.  Esta  Orden  tendrá  aplicación  tanto  en  la  juris- 
dicción civil  como  en  la  penal ;  y  lo  mismo  en  los  casos  que 
«en  lo  sucesivo  ocurran  que  en  'los  que  hasta  ahora  hayan 
ocurrido  y  aun  no  estén  resueltos  ejecutoriamente. 

XIII.  Para  los  casos  de  perturbación  en  la  propiedad 
ó  despojo  de  ella,  que  no  estén  comprendidos  en  los  ar- 
tículos que  preceden,  continuará  vigente  el  procedimien- 
to señalado  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil  para  el  in- 
terdicto de  retener  ó  recobrar;  pero  entiéndase  que  será 
Juez  competente  el  municipal  con  apelación  para  ante  el 
■superior  gerárquico. 

XIV.  Todo  lo  relativo  al  recurso  de  amparo  se  sustan- 
ciará en  cuaderno  aparte,  á  fin  de  no  entorpecer  el  curso 
del  asunto  principal ;  pero  siempre  quedará  en  suspenso  el 
cumplimiento  de  la  resolución  de  que  motive  el  recurso  de 
amparo  en  la  parte  que  sea  objeto  de  éste. 

XV.  Si  al  elevar  al  Juzgado  ó  Tribunal  Superior  di- 
cho cuaderno  y  los  autos  principales  (si  fueren  necesarios 
éstos)  por  virtud  de  apelación,  pudiera  sufrir  perjuicio 
la  marcha  del  asunto  principal,  se  formará  cuaderno  sepa- 
rado con  los  lugares  indispensables  para  la  práctica  de 
todo  aquello  que  convenga  no  demorar. 

XVI.  Siempre  que  á  consecuencia  de  disposición  ju- 
dicial y  á  pesar  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  II,  se  dé  po- 
sesión á  una  persona  de  bienes  que  estén  poseídos  por  per- 
sona distinta  de  la  que  se  supone  dueña  ó  poseedora  y  en 
cuya  suposición  sea  que  se  halla  dictado  aquella  orden,  la 
persona  á  quien  se  hubiere  dado  posesión  se  abstendrá  de 
disponer  de  dichos  bienes  ó  de  sus  frutos  mientras  no  los 
autorice  para  ello  el  Juez  ó  Tribunal  que  hubiese  dispues- 
to la  ocupación  ó  posesión,  para  cuyo  efecto,  deberá  pre- 
sentar al  mismo,  dentro  de  los  dos  días  siguientes,  la  cita- 
da diligencia  de  ocupación  ó  posesión.  Cuando  los  bienes 


(*)     Léase  la  aclaración  que  se  publica  en  la  nota  correspon- 
diente del  art.  X  de  esta  orden. 
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estén  situados  fuera  de  la  localidad  en  que  resida  el  Juez 
6  Tribunal,  se  entenderá  ampliado  dicho  término  á  un  día 
más  por  cada  veinte  kilómetros  de  distancia ;  y  si  trans- 
currido este  término  no  hubiere  presentado  dicha  diligen- 
cia, quedará  de  derecho  sin  efecto  la  ocupación  ó  posesión 
y  el  Juzgado  ó  Tribunal  dispondrá  en  consecuencia  lo  que 
corresponda. 

XVII.  Las  distancias  que  hayan  podido  recorrerse  en 
ferrocarril  ó  vapor  ó  cada  caso,  sólo  darán  derecho  é  un 
día  de  ampliación  por  cada  cien  kilómetros  á  que  se  refie- 
ren los  artículos  X  y  XVI. 

XVIII.  Lo  dispuesto  en  esta  Orden  deja  á  salvo  Ios- 
derechos  y  acciones  de  que  se  crean  asistidos  los  interesa- 
dos respecto  de  la  propiedad  y  de  la  posesión  definitivas  6 
para  exigir  cualquier  clase  de  responsabilidad;  de  cuyo» 
derechos  y  acciones  podrán  hacer  uso  en  la  vía  y  forma 
que  corresponda. 

XIX.  Quedan  derogados  todos  los  preceptos  legales 
que  se  opongan  á  los  establecidos  en  la  presente  Orden, 
que  empezará  á  regir  desde  su  publicación  en  la  "Gaceta 
Oficial"  del  Gobierno. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.  R.  Hickey. 

(Gaceta  17  Septiembre.) 


HACIENDAS  COMUNERAS 

Voto  consultivo  o 

De  la  Audiencia  de  Puerto  Príncipe  de  1°  de  Abril  de  1819 

En  la  Ciudad  de  Santa  María  de  Puerto  Príncipe  en 
Io  de  Abril  de  1819,  los  Sres.  Dr.  Joaquín  Bernardo  Cam- 
puzano,  D.  Juan  Hernández  de  Alba,  D.  Luis  Robledo,  D. 
Ramón  José  Mendieta,  D.  Antonio  Julián  Alvarez  y  D. 
Augusto  Gómez,  Regente  y  Oidores  de  esta  Audiencia,  ha- 
biendo visto  en  acuerdo  ordinario  este  expediente,  remiti- 
do á  voto  consultivo  con  arreglo  al  oficio  del  señor  Pre- 
sidente Gobernador  y  Capitán  General  de  9  de  Julio  úl- 
timo en  el  cual  se  trata  de  facilitar  la  división  de  las 
haciendas  sujetas  á  las  trabas  de  la  comunidad  y  tenien- 
do en  consideración  todos  los  motivos  que  hacen  recomen- 
dable á  la  mayor  importancia  este  asunto  en  favor  de  la 
agricultura  y  población  de  esta  Jsla,  particularmente  lo 
dispuesto  por  S.  M.  en  Real  Cédula  de  30  de  Agosto  de 
1815  y  21  de  Octubre  de  1817,  las  consideraciones  hechas 
por  el  señor  Fiscal  y  el  juicioso  informe  evacuado  por  los 
Comisarios  del  Cabildo  en  esta  Ciudad,  con  el  Reglamen- 
to que  propusieron  y  fué  adoptado  en  acta  de  16  de  Di- 
ciembre del  año  inmediato  pasado,  fueron  de  parecer  que 
puede  observarse  y  servir  para  allanar  las  dificultades  que 
comúnmente  se  tocan  en  la  divisiónó  de  las  Haciendas  Co- 
muneras con  sus  colindantes  y  de  los  mismos  condueños  ó 
comuneros  entre  sí,  modificado  y  reducido  á  los  siguientes 
artículos : 

Io  El  'Conocimiento  de  los  expedientes  que  sobre  el 
particular  se  promovieren  por  versarse  en  estos  juicios  los 

(*)  Aunque  la  Orden  núm.  62  de  1902,  que  se  publica  á  con- 
tinuación derogó  este  Voto  Consultivo,  como  para  algunos  este  voto 
era  la  ley  en  materia  de  deslinde  y  división  de  las  Haciendas  Co- 
muneras hasta  1902,  por  ello  lo  inserto  íntegro  por  considerar  de 
importancia  conocerlo  en  algunos  casos,  mucho  más  cuanto  que  á 
pesar  de  la  Ley  de  22  de  Octubre  de  1904,  que  igualmente  se  pu- 
blica en  esta  obra,  aún  habrá  que  legislarse  en  lo  futuro  en  tan 
importante  materia. 
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universales.  Comuni  dirídundi  y  finnutn  regundorum.  será 
privativo  á  los  jueces  ordinarios-,  pero  si  se  provocaren 
ante  alirnno  ó  nlirunos  de  los  interesados  en  el  fondo  co- 
mún ó  colindante,  ó  de  sus  padres,  hijos,  yernos,  suegros, 
hermanos,  cuñados  ó  concuñados,  advirtiéndolo  cualquie- 
ra de  ellos  por  sí  mismos,  ó  por  insinuación  de  otro  inte- 
resado, [lasará  sin  demora  el  conocimiento  á  otro  Juez  que 
no  se  halle  impedido. 

2°  Todo  comunero  que  tenga  asiento  de  crianza  ó  cul- 
tivo con  más  de  veinte  pesos  de  posesión,  podrá  proveer 
á  la  división  del  fundo  común;  pero  no  pndiendo  ésta  ve- 
ri carne  sin  conocerse  antes  la  extensión  de  su  área,  por 
deslinde  con  los  hatos  ó  corrales  circunvecinos,  acompa- 
ñará el  promovente  una  lista  de  4os  condueños  en  la  ha- 
cienda de  que  él  es  comunero,  y  otra  ó  más  de  la  colindan- 
te ó  coljndnntes  con  que  no  estuviere  amojonado  en  térmi- 
nos que  no  sea  necesario  repetirse  la  operación  del  des- 
linde. 

;i"  Sin  otro  trámite  se  mandará  citar  á  los  comuneros 
y  colindantes  comprendidos  en  dichas  listas,  y  los  dueños 
d<>  Ingenios  y  de  estancias  mercedadas  por  el  Cabildo  den- 
li'o  de  In  hacienda  que  se  intente  dividir,  en  uso  de  las  fa- 
i'iiltiulen  que  le  concedía  la  Ordenanza  Municipal,  cuyas 
cílni'iotu'H  se  harán  en  persona  á  los  que  pudieren  ser  ha- 
bidos y  íi  los  que  no  por  tres  cedulones  que  se  fijarán  de 
i'ini'o  en  cinco  días  en  los  parajes  acostumbrados  con  el 
término  de  quince  días  para  que  al  siguiente  después  de 
km  Bumpliinicnto,  y  á  la  ñora  que  se  designe  concurran  to- 
do» por  si  ó  sus  poderes  que  se  manifestarán  en  el  acto,  á 
I ii  Snlti  capitular,  con  apercibimiento  de  que  los  que  fal- 
Ihiiti,  les  parará  perjuicio  lo  que  acordaren  y  resolvieren 
los  doman, 

\"  Congregados  el  día  señalado,  eada  comunidad  ele- 
girá cutre  sus  mismos  individuos  á  pluralidad  de  votos, 
decidiendo  la  suerte,  un  caso  de  empate,  un  Síndico  que 
respectivamente  represente  en  todo  lo  relativo  al  deslinde 
y  dimita  derechos  de  comunidad,  nombrando  asimismo  ca- 
iln  iliiii  de  dichas  comunidades,  por  su  parte  en  observan- 
OÍ0  de  la  Ordenanza  74  de  las  Munieipaies  una  persona 
itidifn rente  de  probidad  y _i»»W¡»tai  que  en  calidad 
do  arbitros  con  el  que  ehgiM  fJ^Udo,  *?«•«  se  par- 
tu-nmrí.  al  efecto,  procedan  a  arreglar  los  limites,  Se„ÚT, 
en  conciencia  y  prudencia,  bajo  las  reglas  siguientes.- 

5o  Observarán  rigurosamente  los  mojones  ó  líneas  di. 
videntes  conocidas  ó  constantes  por  títulos  ó  señalamien- 
tos antiguos,  por  convenios  de  partes,  ó  por  sentencias  eje- 
eutoriaiJas. 
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I  6o  En  defecto  de  dichos  mojones  se  verificará  el  des- 

j  linde  por  sus  centros  conocidos,  tirando  una  línea  recta  de 

¡  centro  á  centro,  y  la  perpendicular  levantada  por  la  me- 

:  dianía  entre  dos  hatos  ó  dos  corrales,  y  por  el  tercio  en- 

tre hato  y  corral,  por  el  lado  de  éste,  será  la  dividente  en- 
tre uno  y  otro  fundo.  Si  alguna  de  las  haciendas  ó  ambas 
no  tuvieren  centros  conocidos,  se  deducirán  por  los  linde- 
ros más  constantes  y  ciertos,  como  está  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 15  de  la  acta  de  la  Junta  Superior  de  Real  Hacien- 
da de  27  de  Noviembre  de  1816. 

7o  Deslindada  la  hacienda  que  se  intenta  dividir  el 
Agrimensor  ó  inteligente  nombrado  por  el  Síndico,  medi- 
rá también  los  Ingenios  ó  estancias  de  que  trata  el  art.  3a, 
los  segmentos  de  terrenos  realengos  y  los  inútiles  exce- 
dentes de  una  caballería,  entendiéndose  por  tales  los  de 
muy  ínfimia  calidad,  respecto  de  los  demás  del  mismo  fun- 
do, á  calificaciónó  del  Arbitrio  nombrado  por  la  propia 
comunidad,  figurándolos  en  e)  plano  con  toda  la  claridad 
y  exactitud  posible. 

8o  Presentada  la  operación  al  Juez  del  conocimiento 
la  aprobará  no  habiendo  reclamación  de  alguno  ó  algunos 
de  los  interesados  fundada  en  la  inobservancia  de  algunas 
de  estas  reglas;  habiéndola,  procurará  allanarla  acordan- 
do las  partes  en  algún  temperamento  racional,  en  junta 
de  los  reclamantes,  del  Agrimensor  y  de  los  Síndicos  y 
Arbitrios  nombrados  por  las  comunidades  'entre  quienes 
se  verse  la  disputa,  y  si  fuese  únicamente  entre  los  comu- 
neros del*  fundo  que  se  trate  de  dividir,  sobre  la  califica- 
ción de  los  terrenos  inútiles,  si  otra  cosa  que  le  sea  pecu- 
liar se  excusará  la  asistencia  de  los  Síndicos  y  Arbitrios 
nombrados  por  las  otras  comunidades. 

9o  Si  no  hubiere  acuerdo,  se  sustanciará  brevemente 
la  contradicción  presentando  el  reclamante  ó  reclamantes 
unidos  no  sólo  escrito  con  los  documentos  que' justifiquen 
su  intención,  y  con  la  contestación  del  Síndico  se  deter- 
minará, otorgándose  apelación  para  la  Real  Audiencia  á 
donde  citados  los  mismos  Síndicos  y  reclamantes,  pasará 
el  Escribano  á  hacer  relación. 

10.  Vencido  este  paso  se  tratará  de  la  composición  de 
los  segmentos  realengos,  y  para  ello  presentarán  el  Síndi- 
co ó  Síndicos  de  las  haciendas  interesadas,  las  diligencias 
á  la  Intendencia,  que  en  uso  de  sus  facultades  podrá  de- 
clarar con  la  brevedad  y  equidad  correspondiente,  si  ha 
lugar  á  ella  para  agregar  estos  terrenos  á  los  de  las  ha- 
ciendas. 

1.  Las  labranzas  y  gafados  de  los  dueños  colindantes 
que  quedasen  dentro  del  área  de  la  Hacienda  que  se  in- 
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tente  repartir,  se  extraerán  y  disfrutarán  precisamente  en 
el  término  de  un  año  y  las  fábricas,  cercas  y  otras  obras 
de  manufactura  que  no  puedan  arrancarse,  se  pagarán  á 
tasación  de  peritos,  por  el  comunero  á  quien  le  toquen  en 
la  partición;  salvo  los  contratos  y  convenios  particulares 
■que  puedan  tener. 

12.  Conseguido  ó  no  el  beneficio  ó  composición  de  seg- 
mentos realengos  á  favor  de  la  comjunidad,  se  reducirá  por 
el  Agrimensor  ó  inteligente  con  toda  escrupulosidad,  el 
terreno  común  á  caballerías  para  repartirlos  entre  los  con- 
dueños á  proporción  de  la  posesión  que  cada  uno  tenga. 

13.  Para  averiguar  ésta,  serán  convocados  en  la  for- 
ma que  establece  el  art.  3o  y  congregados  nuevamente  en 
la  Sala  capitular,  elegirán  los  concurrentes  á  pluralidad 
de  votos,  decidiendo  la  suerte  en  caso  de  empate  dos  per- 
sonas de  probidad  é  inteligencia  y  el  Juez  nombrará  otra 
que  sirva  de  tercera  en  discordia  para  la  calificación  de  la 
legitimidad  é  importancia  de  las  posesiones  que  tenga  en 
el  fundo  cada  comunero,  quedando  en  el  mismo  acto  inti- 
mado, y  mandándose  intimar  á  los  ausentes  por  cedulones ; 
que  en  el  preciso  y  perentorio  término  de  veinte  días  pre- 
senten á  los  calificadores  electos  los  documentos  auténti- 
cos que  acrediten  la  verdadera  cantidad  de  posesión  que 
le  correspondan  en  el  fundo  común. 

14.  Cumplido  el  término  sin  necesidad  de  otro  decre- 
to se  reunirán  los  calificadores  con  el  Síndico,  y  examina- 
rán los  documentos  presentados  pidiendo  al  dueño  que  les 
parezca,  la  «aclaraciones  que  quieran,  y  con  la  brevedad 
posible  calificarán  las  posesiones  que  sean  legítimas,  for- 
mando un  estado  con  la  debida  claridad  y  especificación 
de  la  cantidad  que  corresponda  á  cada  uno  de  los  dueños 
con  asiento  en  el  fondo  común  y  de  los  que  no  tuvieren 
asiento :  la  suma  de  todas  las  posesiones  parciales  así  cali- 
ficadas, será  la  total  del  fundo  á  que  deba  arreglarse  la 
particición. 

15.  Si  acerca  de  dicha  calificación  hubiere  algún  re- 
clamo, se  oirá  en  justicia  formándose  cuaderno  separado 
con  las  inserciones  convenientes  y  se  sustanciará  y  deter- 
minará en  los  propios  términos  que  explica  el  art.  9o  sin 
perjuicio  de  continuar  las  demás  diligencias. 

16.  Eh  consecuencia  el  Agrimensor  abonará  á  los  In- 
genios y  estancias  de  que  habla  el  art.  3o  sin  hacer  cuenta 
con  la  posesión  que  tenga  en  el  fundo  común,  cuya  impor- 
tancia se  rebajará  de  la  suma  á  que  hubiere  ascendido  to- 
do el  terreno  comprendido  bajo  sus  linderos  sabidos  y  cier- 
tos ;  pero  si  alguno  ó  algunos  de  ellos  se  hubiesen  pedido 
ó  estuviesen  litigiosos  en  término  que  no  pueda  cerrarse 
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la  figura,  entrarán  en  la  partición  como  los  demás  sitios, 
bajo  de  las  reglas  dadas,  y  su  terreno  reunido  al  demás 
■dal  fundo  con  deducción  de  las  caballerías  de  que  se  com- 
ponga el  inútil  y  el  que  ocuparen  los  caminos  públicos  se 
distribuirá  entre  los  condueños  á  proporción  de  su  pose- 
sión, cuya  cuenta  formará  el  mismo  Agrimensor  reducién- 
dolo á  un  estado  claro  y  sencillo. 

17.  Después  de  esto  se  procederá  al  entero  de  los  que 
quieran  separar  sus  posesiones,  pudiendo  los  demás  per- 
manecer con  la  suyas  en  comunidad  todo  el  tiempo  que  les 
acomodare ;  y  se  verificará  por  los  mismos  individuos  nom- 
brados para  la  calificación  de  las  posesiones,  con  el  propio 
Agrimensor,  observando,  en  el  repartimiento,  ya  sea  total 
ya  parcial,  las  reglas  siguientes. 

18.  Se  dará  principio  por  aquéllas  que  quedaren  más 
inmediatas  á  la  conferencia,  dejándoles  lo  que  tengan  y 
aumentándoles  lo  más  que  les  corresponda,  con  dirección 
en  todo  lo  posible  á  dicha  circunferencia,  continuándose 
en  el  propio  orden  la  operación  hasta  concluir  el  entero 
por  los  del  centro. 

19.  Se  procurará  que  las  aguadas  naturales  y  fértiles 
en  la  seca  queden  en  las  líneas  dividentes,  para  que  sir- 
van á  dos  ó  más  comuneros ;  y  si  no  lo  permitiese  su  situa- 
ción respecto  de  la  de  los  establecimientos,  se  calculará, 
por  los  propios  peritos  nombrados,  la  ventaja  que  resulte 
al  condueño  á  quienes  le  queden,  para  que  indemnice  á  los 

comuneros  privados  de  ellas,  bajo  la  consideración  de  que 
debe  quedarles  su  uso  y  servidumbre  por  el  término  de 
tres  años  que  se  considera  suficiente,  para  que  cada  uno 
se  proporcione  la  aguada  que  necesite  dentro  de  sus  poser 
ciones. 

20.  Se  colocará  á  los  dueños  de  posesiones  sueltas,  pa- 
ra entradas  y  salidas,  á  continuación  del  terreno  señalado 
al  sitio  de  que  procedan;  y  no  habiendo  cabida,  en  otra 
parte,  á  juicio  de  los  arbitros. 

21.  Cuando  un  dueño  tenga  diferentes  sitios  de  crian- 
za formados  con  distintas  posesiones,  en  cada  uno  se  le 
^enterará  el  terreno  que  corresponda  á  las  diversas  calida- 
des de  posesiones;  pero  existiendo  bajo  una  misma  posi- 
ción, será  el  entero  en  un  cuerpo,  si  se  pudieren  reunir,  ó 
se  compartirá  como  mejor  se  pueda  el  terreno  entre  los 
diversos  sitios. 

22.  Si  el  dueño  de  un  sitio  de  crianza  tuviese  una  ó 
más  labranzas  correspondientes  al  mismo  asiento  y  bajo 
de  su  posesión  en  monte  ó  paraje  distante,  de  suerte  que 
no  sea  posible  sin  perjuicio  de  los  condueños,  reunidos  en 
el  entero,  se  le  pagarán  en  el  sitio  principal  las  tres  cuar- 
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tas  partes  del  terreno  que  le  corresponde,  y  en  las  labran- 
zas las  otras;  salvo  si  estas  fuesen  mayores  que  la  dieha 
cuarta  parte,  en  cuyo  caso  se  le  dejarán  íntegras  y  el  res-* 
to  se  le  abonará  en  sitio  principal. 

23.  Si  por  efecto  de  la  mensura,  hubiese  algún  sobran- 
te de  tierras  se  valuará  con  el  terreno  inútil  á  beneficio  de 
la  comunidad;  á  menos  que  los  comuneros  se  convengan 
en  su  repartimiento ;  y  si  por  el  propio  defecto  resultase- 
falta  en  el  terreno,  el  comunero  á  quien  le  toque  será  in- 
demnizado por  la  comunidad,  á  justa  tasación  de  peritos, 
si  fuese  de  una  caballería  ó  de  menos ;  pero  si  excediese  se 
rectificará  la  operación. 

24.  Si  por  el  repartimiento  resultase  que  los  ganados 
de  un  condueño  queden  en  los  terrenos  de  otros,  será  obli- 
gado á  reducirlos  al  suyo  ó  extraerlos  en  el  término  pre- 
ciso de  un  año,  á  menos  que  se  convenga  de  otra  suerte. 

25.  Las  labranzas  que  debe  soltar  alguno,  por  tener 
ocupado  más  que  lo.  que  le  corresponde  las  disfrutará  por 
un  año,  y  si  fueren  plantas  ó  árboles  estables  que  no  se 
puedan  arrancar  sin  perjuicio,  se  los  pagará  el  comunero 
á  quien  toquen  á  tasación  de  peritos. 

26.  En  todas  las  líneas  dividentes  se  pondrán  mojo- 
nes firmes ;  á  costa  común  de  los  colindantes  á  quienes 
sirvan. 

27.  Los  caminos  y  serventías  que  sirven  para  el  trán- 
sito de  los  vecinos  ó  para  otros  usos  públicos  se  conserva- 
rán sin  novedad,  no  obstante  la  división. 

28.  Las  costas  procesales  y  de  mensuras  que  se  cau- 
saren á  beneficio  de  dos  ó  más  hacendados,  se  pagarán  por 
las  comunidades  respectivas ;  los  que  se  hicieren  por  mo- 
tivo de  la  división,  las  pagarán  los  comuneros  á  prorrata 
y  las  que  causaren  los  enteros  de  sus  porciones  las  paga- 
rán los  que  las  soliciten,  verificándolo  en  los  reclamos  ju- 
diciales las  partes  que  fueren  condenadas  y  concluida  y 
aprobada  la  operación,  despachará  el  Escribano  testimo- 
nio del  auto  que  se  expida  al  efecto  con  la  diligencia  de 
deslinde  que  corresponda  á  cada  condueño  si  lo  pidiere,  y 
á  su  cost$,  para  que  le  sirva  de  título  de  su  privativo  do- 
minio. Bajo  de  cuyos  términos  puede  S.  E.  mandar  que  se- 
observe  dicho  reglamento,  allanando  en  primer  lugar  el 
fuero  militar  y  demás  privilegiados,  para  que  tenga  efec- 
to el  primer  artículo  y  obviar  los  inconvenientes  que  in- 
dica el  señor  Fiscal,  dando  cuenta  á  S.  M.  con  testimonio- 
del  expediente  de  que  también  quedará  otro  en  esta  Rea) 
Audiencia  y  devolviéndose  el  original  por  mano  del  señor 
Regente. — Campuzano,  Alva,  Robledo,  Hendióla,  Alvarez 
Gómez.  Por  mandato  de  los  S.S.  del  Real  acuerdo.  José 
Adriano  Hora. 


101 
ORDEN  NUMERO  62 

Habana,  5  de  Marzo  de  1902. 

-     El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  ha  tenido  á  bien 
disponer  la  publicación  de  la  siguiente  orden : 

Preámbl  i  o 

Habana,  Diciembre  20  de  1901. 
Brigadier  General  Leonardo  Wood. 

Gobernador  Militar  de  Cuba. 
Señor : 

Tenemos  el  honor  de  presentar  á  V.  el  proyecto  que 
hemos  acordado  para  ordenar  el  procedimientos  judiclai 
en  el  deslinde  y  división  de  hacienda,  hatos  y  corrales, 
sean  comuneros  ó  nó,cuya  área  no  esté  determinada  por 
deslinde  anterior  ó  no  tengan  límites  conocido  por  el  des- 
linde de  los  fundos  limítrofes;  y,  cuando,  perteneciendo 
á,  una  comunidad,  no  estén  repartidos  entre  los  comuneros. 

Ha  sido  nuestra  principal,  si  no  exclusivo  propósito, 
dar  un  método  claro  y  sencillo  para  aquella  clase  de  jui- 
cios, aplicando  las  reglas  y  preceptos  generales  de  nues- 
tro Enjuiciamiento  Civil,  conciliados  con  la  índole  de 
nuestra  primitiva  propiedad  territorial.  El  primer  resul- 
tado de  la  promulgación  de  una  orden  como  la  que  pre- 
sentamos será  poner  término  á  la  anomalía,  apenas  con- 
cebible, de  que  careciéramos  de  procedimiento  adecuado 
desde  1866  para  ventilar  y  resolver  con  eficacia  el  deslin- 
de y  demolición  de  nuestras  comunidades  territoriales,  que. 
todavía  ocupan  mucho  lugar  en  nuestra  economía. 

En  efecto,  por  Real  Decreto  de  9  de  Diciembre  de 
1865,  se  dispuso  la  promuigación  en  esta  Isla  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  vigente  en  España  desde  1856,  dic- 
tándose en  aquella  misma  fecha  una  Real  Orden  con  las 
modificaciones  que  se  creyeron  convenientes  para  su  apli- 
cación. Ninguna  de  esas  modificaciones  hizo  mención  de 
las  haciendas  comuneras,  publicándose  sin  excepciones  ni 
alteraciones  el  artículo  1,415  de  aquel  Código  procesal, 
por  el  cual  quedaron  derogadas  todas  las  leyes,  reales  de- 
cretos, reglamentos,  órdenes  y  fueros  en  que  se  hubiesen 
dictado  reglas  para  el  Enjuiciamiento  Civil,  es  decir,  to- 
das las  antiguas  leyes  procesales  en  asuntos  civiles,  con  la 
sola  salvedad  de  los  sistemas  completos  de  procedimientos 
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propios  de  algunos  tribunales,  como  los  de  comercio  en 
aquella  época. 

Por  consiguiente,  mientras  rigió  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento, promulgada  en  Diciembre  de  1865,  no  hubo  nin- 
gún procedimiento  especial  para  el  deslinde  y  división  de 
haciendas  comuneras;  no  hubo  más  reglas  aplicables  al 
deslinde  y  amojonamiento  de  cualquiera  terrenos,  que  las 
establecidas  en  el  título  V  de  la  segunda  parte  de  aquel 
Código,  siendo  la  última  de  ellas  que  si  antes  de  practi- 
carse la  diligencia  de  deslinde  se  hacía  oposición  á  ella  por 
el  dueño  de  algún  terreno  colindante,  se  sobreseería  des- 
de luego  en  el  expediente,  reservando  á  las  partes  su  de- 
recho para  que  lo  ejercitasen  en  el  juicio  ordinario,  es  de- 
cir, en  el  más  dilatado  de  todos ;  regla  general  á  todas  las 
actuaciones  de  jurisdicción  voluntaria  que  privaba  aquel 
procedimiento  de  toda  fuerza  y  eficacia  para  la  división 
de  haciendas  comuneras. 

Posteriormente,  en  Septiembre,  de  1885,  se  hizo  ex- 
tensiva á  esta  Isla  la  que  se  llamó  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  modificada,  que  es  la  que  actualmente  rige.  En  el  ar- 
tículo 3o  del  Real  decreto  con  que  se  promulgó  dicha  Ley 
modificada,  se  estatuye  nue  para  el  deslinde  y  división  de 
las  haciendas  comuneras  los  tribunales  seguirán  aplican- 
do las  prescripciones  del  -reglamento  de  6  de  Marzo  (sic) 
de  1819,  y  de  sus  artículos  adicionales  acordadas  por  la 
Audiencia  de  Puerto  Príncipe,  pero  en  cuanto  no  estuvie- 
ran sustituidas  ó  modificadas  por  las  disposiciones  del  tí- 
tulo 15,  libre  3o  de  aquella  Ley,  sin  perjuicio  de  las  altera- 
ciones que  el  Gobierno,  previa  la  instrucción  conveniente, 
pueda  decretar  en  lo  sucesivo,  tocante  á  dicho  reglamento. 

La  Comisión  codificadora  de  Ultramar,  en  el  preám- 
bulo que  redactó  para  su  proyecto,  reconoció  que  3a  ley 
de  1865,  por  lógica,  necesaria  é  inevitable,  según  dice,  ha- 
bía derogado  el  reglamento  ó  auto  acordado  que  llama  de 
Marzo  de  1819,  porque  "de  otro  modo  se  hubiera  sosteni- 
do un  privilegio  refractario  á  la  asimilación  con  los  in- 
convenientes de  un  procedimiento  especial,  desventajo- 
so y  anómalo,"  concluyendo  con  la  afirmación  rotunda 
de  que  no  había  razón  alguna  para  adicionar  el  proyecto 
con  artículos  excepcionalmente  dedicados  á  las  haciendas 
-comuneras  de  la  grande  Antilla,  pues,  "los  artículos  del 
título  XV  y  el  reglamento  sobre  haciendas  comuneras  en 
lo  que  se  refiere  á  la  instrucción  de  los  expedientes,  no 
presentan  diferencia  esencial  como  no  sean  en  las  dis- 
posiciones sustantivas  de  este  último,  cuyas  utilidades 
nadie  desconoce,  y  que  después  de  todo  aplicarán  los 
Tribunales  como  reglas  técnicas  y  medios  de  aprueba, 
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porque  sabido  es  que  no  pueden  derogarse  por  leyes  ad- 
jetivas ó  de  procedimientos. ' ' 

Con  tamaña  ligereza  trató  el  problema  la  Comisión 
Codificadora,  incurriendo  dos  veces  en  la  inexactitud,  que 
se  repite  en  el  Real  Decreto  de  promulgación,  de  llamar 
reglamento  de  6  de  Marzo  al  auto  acordado  por  la  Au- 
diencia de  Puerto  Príncipe  el  Io  de  Abril  de  1819  y  apro- 
bado por  el  Gobernador  y  por  el  Intendente  de  Cuba  el  6 
de  Mayo  del  mismo  año,  como  para  que  apareciera  hasta 
en  ese 'detalle  su  completo  desconocimiento  de  la  materia. 

Ahora  bien,  el  título  V  de  la  Ley  traída  á  Cuba  en 
1865  y  el  título  XV  de  la  vigente,  que  es  la  modificada, 
son  sustancialmente  idénticos.  Ambas  leyes  están  confor- 
mes en  que  el  deslinde  debe  colocarse  entre  los  actos  de 
jurisdicción  voluntaria,  mientras  se  ejecuta  con  la  aquies- 
cencia ó  beneplácito  de  los  interesados,  y  que  debe  remi- 
tirse á  la  jurisdicción  contenciosa  el  conocimiento  del  li- 
tigio que  surge  cuando  alguno  se  opone  á  la  operación  an- 
tes del  acto  ó  en  el  acto  mismo.  En  tal  virtud,  en  el  proce- 
dimiento actual  sobre  la  materia,  la  Autoridad  judicial 
nada  tiene  que  resolver ;  no  da  ni  quita  derechos ;  la  divi- 
sión que  se  hace  y  los  límites  que  se  fijan  con  su  interven- 
ción son  de  igual  fuerza  y  valor  que  las  reparticiones  y 
deslindes  que  los  interesados  consignan  en  acta  notarial  ó 
de  otro  modo  fehaciente.  Para  que  resalte  bien  esa  nota 
característica  de  la  ley  vigente,  transcribimos  á  continua- 
ción su  artículo  2,069. — Dice  así:  "si  antes  de  principiar- 
se la  operación  de  deslinde,  se  hiciere  oposición  por  el 
dueño  de  algún  terreno  colindante,  se  sobreseerá  desde 
luego  en  cuanto  al  deslinde  de  la  parte  de  la  finca  con- 
*k  finante  con  la  del  opositor,  reservando  á  las  partes  su  de- 
recho para  que  lo  ejercite  «n  el  juicio  declarativo  que 
corresponda.  Lo  mismo  se  practicará  en  el  caso  de  ha- 
cerse la  oposición  en  el  acto  de  la  diligencia,  si  sobre  el 
punto  en  que  consista  no  pudiere  conseguirse  en  el  mis- 
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"mo  acto  la  avenencia  de  los  interesados.  En  ambos  casos 
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podrá  continuarse  el  deslinde  del  resto  de  la  finca,  si  lo 
pidiere  el  que  haya  promovido  el  expediente  y  no  se  opu- 
sieren los  otros  colindantes." 

Que  semejante  procedimiento  es  completamente  ina- 
decuado, lo  pueden  atestiguar  cuantos  por  razón  de  sus 
cargos,  profesiones  ú  oficios  hayan  tenido  que  intervenir 
directa  ó  indirectamente  en  juicios  de  la  índole  de  los  que 
nos  ocupan,  ó  tengan  alguna  noción  de  lo  que  es  una  de 
^sas  primitivas  unidades  territoriales  creadas  por  la  for- 
ma de  la  distribución  de  la  tierra  en  Cuba.  El  juicio  or- 
dinario á  que  remite  la  Ley  vigente  á  las  partes,  siempre 
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que  se  oponga  cualquiera  á  un  deslinde,  es  aquél  en  que 
se  procede  por  los  trámites  largos  y  solemnes  que  la  Lejr 
ha  establecido  para  que  detenidamente  se  controvierta  el 
derecho  de  cada  parte  ó  se  averigüe  la  verdad  de  los  he^ 
chos,  y  recaiga  la  decisión  judicial  después  de  un  prolijo* 
conocimiento  de  causa.  En  él,  por  regla  general,  ha  de  ser 
uno  de  ios  litigantes  actor  y  otro  precisamente  demanda- 
do, por  estar  ya  definido  el  diferente  carácter,  que  según 
el  estado  de  las  cosas  corresponde  á  cada  uno.  En  el  jui- 
ció  de  deslinde  y  en  la  división  de  las  cosas  comunes,  cual- 
quiera de  los  interesados  puede  ser  actor  ó  demandado,  ac- 
tivo ó  pasivo  en  las  distintas  peripecias  del  juicio,  y  como- 
la  comunidad  constituye  una  entidad  que  en  sus  relacio- 
nes con  los  extraños  ha  de  tener  quien  la  represente  como 
colectividad,  es  necesario  proveer  á  esta  representación. 
Son  múltiples  y  varias  las  cuestiones  que  en  el  pago  y  des- 
linde de  esas  comunidades  pueden  surgir  y  surgen  de  he- 
cho para  que  se  les  confine  en  la  jurisdicción  voluntaria  6 
sea  en  la  que  se  ejerce  por  el  Juez  en  las  demandas  que 
por  su  naturaleza  ó  por  el  estado  de  las  cosas  no  admiten 
generalmente  contradicción;  de  derecho  corresponden  á 
la  jurisdicción  contenciosa,  y  no  porque  se  plantee  nece- 
sariamente en  ellos  una  contienda  entre  partes,  sino  que 
por  su  misma  complexidad  exijen  la  intervención  judicial 
entre  las  pretensiones  opuestas  de  dos  ó  más  partícipes  6 
interesados.  El  Juez  con  su  imperio  y  plenitud  de  atribu- 
ciones es  el  llamado  á  resolver  esas  reclamaciones  encon- 
tradas, como  sucede  en  las  testamentarías  y  concursos  vo- 
luntarios,  en  el  interdicto  de  adquirir  y  en  otros  procedi- 
mientos que  figuran  en  el  libro  segundo  de  la  vigente  Ley 
de  Enjuiciamiento,  es  decir,  en  la  sección  relativa  á  la  ju- 
risdicción contenciosa,  aunque  en  ellos  el  conflicto  ó  con- 
tienda sea  accidental  y  no  necesario. 

*  *  * 

Por  virtud  de  las  anteriores  consideraciones  propone- 
mos la  organización  de  un  juicio  á  semejanza  de  los  uni- 
versales de  testamentaría,  concurso  y  quiebra  con  sus  trá- 
mites especiales  y  efectos  jurídicos  característicos. 

En  nuestro  trabajo  hemos  tenido  en  cuenta  que  esas 
propiedades  pueden  dividirse  en  dos  grandes  grupos:  Ia 
los  fundos  que  pertenecen  á  un  solo  propietario,  y  2o  los 
que  están  en  comunidad.  Con  respecto  á  los  primeros  sólo 
hay  que  atender  al  deslinde  de  su  superficie  y  en  cuanto  á 
los  segundos  al  deslinde  y  á  la  divisióón  entre  los  partí- 
cipes. 

Dividimos  el  juicio  en  dos  estados,  que  son  el  de  pre- 
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vención  ó  preparación  y  él  dé  deslinde  para  las  haciendas, 
batos  ó  corrales  del  primer  grupo  ó  sea  de  los  que  tienen 
propietario  exclusivo,  y  en  tres  estados,  que  son  el  de  pre- 
vención ó  preparación,  el  de  deslinde  y  calificación  y  el 
de  división  ó  enteros,  para  los  fundos  del  segundo  grupo, 
es  decir,  los  que  pertenecen  á  una  comunidad. 

El  estado  de  prevención  es  común  á  ambos  grupos,  y 
tiene  por  objeto  allegar  desde  el  primer  momento  todos 
los  datos  relativos  al  carácter,  á  la  personalidad  y  á  los1 
derechos  y  acciones  de  los  promoventes  ó  interesados, 
aplicando  á  estos  procedimientos  especiales  las  reglas  ge- 
nerales de  nuestro  enjuiciamiento,  que  consisten  en  qué  á 
las  demandas  ó  promociones  judiciales  en  los  juicios  de- 
clarativos escritos  se  acompañe  la  prueba  preconstituída, 
es  decir,  los  documentos  anteriores  a  la  solicitud  relativos 
á  las  circunstancias  de  las  personas  y  fundamentos  del  de- 
recho que  se  reclama. 

Esas  reglas,  de  mucho  alcance  en  toda  clase  de  jui- 
cios, son  de  mayor  trascendencia  aun  en  estos  de  deslin- 
de. La  exhibición  de  los  datos  que  posean  ó  puedan  obte- 
ner los  interesados  desde  la  primeras  actuaciones,  no  sólo 
facilita  la  rapidez  de  los  procedimientos,  sino  que  tam- 
bién es  un  aliciente  poderoso  para  la  buena  fe,  poniendo 
traba  eficaces  á  los  enredos  con  que  algunos  comuneros 
lian  estorbado  el  deslinde  de  las  haciendas.  Apelaban,  en 
efecto,  ciertos  promoventes  y  partícipes  á  la  ocultación  de 
los  títulos  y  documentos  justificativos  hasta  el  momento 
x$áe  les  parecía  oportuno :  se  reservaban  proporcionar  los 
datos  necesarios  para  el  deslinde,  como  la  fijaeióón  de'l 
centro  de  las  haciendas,  hasta  que  empezaba  la  ejecución 
«de  la  medida,  y  á  fuerza  de  cavilosidades,  sorpresas  y  tra- 
pisondas,, los  más  osados,  pudientes  ó  despreocupados . 
cansaban  la  paciencia  ó  agotaban  los  recursos  dé  los  que 
demostraban  más  interés  en  que  se  llevara  á  efecto  el  des- 
linde y  división. 

Allegados  los  datos  más  necesarios  en  ese  período  dé 
prevención  sé  entra  en  el  estado  de  deslinde,  que  si  sé  tra- 
tare de  hacienda  comunera  lo  és  también  de  calificación 
de  los  títulos,  por  no  ser  incompatibles  ambas  operaciones 
y  aprovechar  el  tiempo,  desechando  dilaciones  inútiles. 

Cuando  el  fundo  de  cuyo  deslinde  sé  trate  no  sea  co- 
munero sino  que  esté  en  el  dominio  exclusivo  de  un  pro- 
pietario, no  hay  que  atender  á  las  dificultades  y  proble-' 
ritas  inherentes  á  la  presentación  de  toda  comunidad ;  pe- 
ro sí  debe  preverse  el  caso  en  que  las  heredades  limítrofes 
sean  comuneras.  Si  por  el  contrario,  se  trata  del  deslinde 
de  hacienda,  hato  ó  corral  comunero,  hay  que  proveer  á 
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la  representación  común  dé  los  partícipes  y  á  las  de  las 
comunidades  limítrofes.  De  ahí  las  reglas  especiales  que 
diferencian  unos  de  otros  deslindes,  encaminadas  todas  á 
dar  método  seguro  á  las  actuaciones  y  rapidez  en  su  mar- 
cha, sin  menoscabo  de  las  garantías  de  acierto,  que  son 
de  primaria  importancia  en  toda  clase  de  procedimientos. 

La  característica  del  estado  de  deslinde,  tal  como  se 
regula  en  el  proyecto,  es  que  al  iniciarse  las  operaciones 
geométricas  tengan  ya  el  Juzgada  y  los  agrimensores 
cuantos  datos  sean  necesarios  para  llevarlas  á  feliz  rema- 
te, sin  que  sea  dado  interrumpirlas  so  pretexto  de  nuevos 
datos  ó  impericia  de  los  que  las  ejecutan.  Al  efecto,  ya  aí 
empezar  la  operación  han  de  ser  ventilados  y  resueltos  los 
puntos  controvertidos,  que  racionalmente  puedan  estor- 
barlas. 

La  calificación  de  los  títulos  de  los  partícipes  de  una 
hacienda  comunera  puede  practicarse  simultáneamente 
con  las  actuaciones  del  deslinde.  Al  efecto  se  forma  un 
ramo  separado,  en  que,  reunidos  los  datos  necesarios  al 
objeto,  se  provee  el  nombramiento  de  calificadores,  que 
examinan  la  titubación,  y  determinen  lo  que  á  cada  cual 
corresponda,  sometiéndose  sus  informes  a  la  apreciación: 
y  juicio  de  los  comuneros  y  á  la  resolución  definitiva  del 
Juez,  con  los  recursos  que  las  leyes  autorizan  en  garantía 
del  derecho  que  se  considere  lesionado. 

Terminado  y  aprobado  el  deslinde  está  concluso  el 
juicio,  si  se  trata  de  fundo  no  comunero,  y  en  aptitud  efl 
propietario  de  inscribir  su  dominio  en  el  Registro  de  la 
Propiedad  con  todos  los  requisitos  que  exige  la  vigente 
Ley  Hipotecaria.  Si  la  heredad  fuere  comunera  se  espera- 
rá á  que  estén  calificados  los  títulos  y  firme  la  aprobación 
judicial  de  la  calificación  para  que  pase  el  juicio  al  tercer 
período  de  división  ó  entero,  preparado  ya  el  reparto  con 
el  plano  topográfico  que  habrán  hecho  los  agrimensores,, 
innecesario  para  las  propiedades  del  primer  grupo,  por- 
que su  único  objeto  es  conocer  los  linderos. 

En  el  procedimiento  antiguo  era  potestativo  en  cada 
partícipe  pedir  su  entero  ó  porción;  en  nuestro  proyecta 
es  ese  el  tercer  estado  del  juicio,  que  se  inicia  con  un  plan 
general  de  reparto,  sometido  con  sus  correspodientes  for- 
malidades á  la  deliberación,  discusión  y  aprobación  de  los 
condueños,  salvas  siempre  las  atribuciones  del  Juez,  que 
en  definitiva  es  el  llamado  á  resolver  los  controversias, 
que  se  susciten  entre  los  interesados,  como  en  toda  clase 
de  juicios.  Aprobado  el  plano,  cada  partícipe  adquiere  el 
dominio  pleno  de  su  parcela,  que  podrá  inscribir  en  el  Re- 
gistro de  la  Propiedad  correspondiente. 


167 

Bajo  los  epígrafes  de  " Gastos  y  castas  comunes,' ' 
"Disposiciones  generales' '  y  "Disposiciones  transitorias" 
contiene  nuestro  proyecto  tres  secciones.  Al  deliberar  y 
acordar  sobre  los  primeros  ó  sea  sobre  los  gastos  y  costas^ 
hemos  tenido  presente  que  actualmente  la  justicia  es  gra- 
tuita, en  cuanto  ni  existe  el  impuesto  del  timbre;  ni  los 
funcionarios  auxiliares  de  la  administración  de  justicia 
perciben  ya  -su  remuneración  de  los  justiciables  sino  del 
Tesoro  Público.  Esa  economía  es  tan  considerable  que  por 
sí  constituye  un  estímulo  poderoso  para  los  deslindes.  En 
efecto,  arreglado  el  uso  del  papel  sellado  según  la  cuantía 
del  negocio,  puede  afirmarse  que  en  ningún  caso,  desde 
que  surgía  una  oposición,  era  inferior  á  un  peso  cincuenta 
centavos  oro  y  en  muchos  se  elevaba  hasta  tres  pesos  el 
pliego  de  papel  que  debía  emplearse.  Por  otra  parte,  los 
escribanos  antes  devengaban  derechos  crecidos,  que  en 
actuaciones  tan  largas  y  difusas  montaban  á  sumas  consi- 
derables. 

Nos  ha  parecido,  sin  embargo,  que  debíamos  propo- 
ner mayores  estímulos,  y  al  efecto,  hemos  consignado  en 
nuestro  proyecto  la  facultad  de  pagar  los  gastos  de  la  me- 
dida, casi  reducidos  á  honorarios  de  abogados  y  agrimen- 
sores, en  cinco  plazos  anuales,  garantizados  con  un  gra- 
vamen sobre  las  parcelas.  Además,  proponemos  que  nun- 
ca puedan  exceder  esos  gastos  del  diez  por  ciento  del  va- 
lor del  fundo  dividido,  al  prudente  arbitrio  del  Juez,  se- 
gún el  lugar  y  circunstancias  del  juieio. 

La  sección  "Disposiciones  generales* '  es  la  consagra- 
ción de  la  legislación  sustantiva  que  caracteriza  esta  cla- 
se de  propiedades,  incorporada  antes  en  las  leyes  proce- 
sales y  sin  sanción  expresa  en  el  Código  Civil.  Este  en  ma- 
teria de  deslindes  y  comunidad  de  bienes  sólo  contiene  los 
pocos  artículos  de  los  capítulos  tercero  y  cuarto,  título  se- 
gundo del  Libro  segundo;  y  en  su  mayor  parte  no  son 
aplicables  á  la  propiedad  rústica  ni  á  la  propiedad  urba- 
na tal  como  están  constituidas  en  Cuba.  Sin  embargo,  se 
respetan  esos  preceptos  en  cuanto  sean  aplicables,  y  no 
están  en  contradicción  con  las  disposiciones  especiales 
que  regulan  nuestra  primitiva  propiedad  territorial. 

Las  disposiciones  transitorias  tienen  por  objeto  aten- 
der á  los  juicios  pendientes  en  los  tribunales,  paralizados 
ó  no,  para  que  según  su  estado,  se  ajusten  á  los  preceptos 
del  proyecto  y  además  se  propone  la  organización  de  un, 
centro  estadístico  y  de  información  y  publicidad,  que  dé 
á  conocer  á  cuantos  concierna  é  interese  todos  los  datos 
que  se  pueden  recopilar  en  los  archivos  públicos  acerca 
de  las  heredades  de  que  se  trata.  Hemos  pensado  que  ese 
servicio  sería  de  positiva  utilidad,  porque  reina  un  ver- 
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(ladero  desconocimiento  de  esa  titulación  primitiva  sepul- 
tada en  apolillados  documentos,  y  que,  disipada  tal  obs- 
curidad, se  facilitará  no  poco  el  deslinde  y  la  demolición 
de  las  haciendas. 

*  *  * 

Como  se  vé,  damos  una  solucionó  jurídica  á  un  pro- 
blema que,  á  nuestro  juicio,  es  estrictamente  jurídico. 
Descartamos  la  violencia  en  asunto  tan  grave  como  el  de 
la  propiedad  territorial;  movidos  del  propósito  de  no 
plantear  en  Cuba  una  cuestión  agraria,  y  condenando  co- 
mo tentatorio  á  sacratísimos  derechos  el  plan  de  suprimir 
de  una  plumada  las  comunidades  territoriales,  otorgando 
á  los  poseedores  y  detentadores,  sin  investigación  ni  acla- 
ración de  sus  títulos,  el  derecho  de  apropiarse  é  inscribir 
como  suyas  exclusivas  en  los  Registros  de  la  Propiedad 
las  porciones  que  ocupen,  ideado  por  algunos  para  resol- 
ver dificultades  propias  de  su  titulación;  y  hemos  creído 
improcedente  el  deslinde  y  división,  por  cuenta  del  Esta- 
do, ya  muy  recargado  de  atribuciones  y  gastos,  para  asu- 
mir nuevas  obligaciones. 

Los  fundamentos  de  esas  conclusiones  son  de  diversa 
índole.  Ante  todo,  hemos  tenido  en  cuenta  consideracio- 
nes de  justicia  y  equidad,  de  fácil  comprensión  para  quien 
no  esté  prevenido.  En  Cuba  existe  desde  hace  ya  -siglos  un 
sistema  jurídico  completo  con  leyes  orgánicas  de  la  pro- 
piedad territorial;  nuestros  terratenientes,  grandes  y  pe- 
queños, han  adquirido  por  los  medios  reconocidos  en  de- 
recho, bien  caballerías  de  tierra  cuando,  demolidas  las  ha- 
ciendas, quedó  individualizada  la  propiedad,  bien  acota- 
mientos con  pesos  de  posesión  ó  superficies  indetermina- 
das, cuando  continuaban  en  el  régimen  de  la  comunidad  ó 
sin  deslindar.  Ainbas  formas  son  las  sancionadas  por  las 
instituciones,  no  de  ayer,  sino  de  nuestra  historia  jurídi- 
ca desde  los  primeros  tiempos  de  la  colonización,  pues  sa- 
Jbido  es  que  por  una  ley  que  está  recopilada  en  el  Código 
conocido  por  leyes  de  Indias  se  hicieron  extensivas  á  las 
Américas  las  leyes  de  Castilla,  salvas  las  modificaciones 
-que  en  ellas  se  introdujeron  por  consideraciones  de  lugar 
y  circunstancias,  pero  siempre  de  manera  que  se  guarda- 
ra la  mayor  semejanza  que  ser  pudiera. 

Se  hizo  el  reparto  del  territorio  cubano  entre  los  po- 
bladores hasta  1,729  con  arreglo  á  las  Ordenanzas  Muni- 
cipales de  la  Habana  de  1,574,  aprobadas  por  la  Autori- 
dad competente  y  hechas  extensivas  á  la  ciudad  de  San- 
tiago de  Cuba  y  á  las  villas  de  Bayamo,  Puerto  Príncipe 
y  Sancti  Spíritus,  cuyo  artículo  64  dice  "los  cabildos  de 
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la  Isla,  cada  uno  en  su  jurisdicción,  pueden  dar  licencia» 
de  sitios  y  solares  para  casas,  y  asientos  para  estancias  y 
batos  de  ganados,  conio  las  han  concedido  hasta  aquí  des- 
de el  descubrimiento,  siendo  sin  perjuicio  público  y  de 
tercero." 

Cuando  en  1729  se  retiró  á  los  ayuntamientos  esa  fa- 
cultad de  mercedar  ya  estaba  distribuida  la  mayor  parte 
del  territorio;  en  muchos  distritos  hasta  se  había  conce- 
dido más  terreno  del  que  había,  por  cuanto,  asignada  á 
las- haciendas  y  corrales  la  superficie  de  un  círculo  de  dos 
y  una  legua  de  radio  respectivamente,  no  se  practicaba 
niguna  medida,  determinándose  los  centros  ó  asientos  por 
algún  detalle  topográfico  con  límites  indeterminados  y 
apreciadas  á  ojo  las  distancias. 

En  los  primeros  años  del  siglo  XIX  fueron  sanciona- 
dos de  nuevo  esos  títulos,  dándose  legalmente  el  carácter 
de  propietarios  á  cuantos  venían  poseyendo  la  tierra  por 
virtud  de  las  mercedes,  reconociéndose  la  prescripción  dé 
cuarenta  años  en  las  tierras  baldías  ó  vacantes,. ádmiti en* 
do  á  composición  con  el  fisco  los  sobrantes  que  resultaran 
en  las  medidas,  y  concediéndolas  por  último  á  los  comu- 
neros en  las  operaciones  de  deslinde;  con  todo  lo  cual  el 
Estado  reconoció  como  regla  general  la  apropiación  indi- 
vidual del  territorio,  quedando  sólo  el  carácter  de  tierras 
libres  á  las  que  no  estuvieran  comprendidas  en  sus  conce- 
siones. 

Esas  disposiciones  realmente  no  introducirían  ningu- 
na innovación  fundamental  en  nuestra  legislación  civil, 
pues  ya  desde  tiempo  inmemorial  venía  ajustándose  la 
tramitación  y  circulación  de  la  tierra  á  aquéllos  princi- 
pios; y  fueron  complementadas  con  el  famoso  voto  con- 
sultivo de  la  Audiencia  de  Puerto  Príncipe  de  Io  de  Abril 
de  1819,  promulgado  en  6  de  Mayo  del  mismo  año,  que 
sancionó  los  usos  y  costumbres  que  venían  rigiendo  en  la 
materia  de  posesión  y  propiedad  de  haciendas  y  córreles 
comuneros,  incorporándolos  en  nuestros  leyes  sustantivas 
locales,  toda  vez  que  los  códigos  generales,  reconociendo 
la  comunidad  de  bienes  entre  los  dos  modos  de  disfrutar 
la  propiedad,  no  habían  podido  prever  las  circunstancias 
características  de  la  apropiación  del  suelo  en  esta  Isla. 

Contenía  además  el  voto  consultivo  reglas  de  proce- 
dimiento, asimismo  especiales,  en  las  cuales  sobre  las  ba- 
ses de  las  antiguas  prácticas  en  los  juicios  de  apeo  y  des- 
linde, había  preceptos  de  verdadera  utilidad  y  eficacia, 
habida  consideración  del  estado  de  nuestra  legislaicón 
proeesal  y  de  la  organización  política  y  administrativa  de 
Oaba  en  aquella  época  y  mientras  rigió  el  voto  consulti- 
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vo.  Se  estableció  una  especie  de  jurisdicción  mixta  de  or- 
dinaria, que  ejerce  el  Juez  por  razón  de  su  oficio,  y  dele-r 
da  de  la  administración,  como  era  la  concedida  á  los  ca- 
bildos para  designar  un  arbitro;  y  se  mezclaba  el  juicio- 
arbitral  con  el  juicio  declarativo,  pues  el  arbitro  designa- 
do por  el  cabildo,  unido  á  los  nombrados  por  las  comuni- 
dades debían  proceder  á  arreglar  los  límites,  según  su 
conciencia  y  prudencia,  sujetos  á  varias  reglas  en  que  se 
confundían  el  enjuiciamiento,  la  técnica  del  agrimensor  y 
el  derecho  civil.  Realmente  no  contenía  un  sistema  com- 
pleto, dejando  en  la  obscuridad,  como  acontecía  en  todo» 
los  procedimientos  de  aquella  época,  las  acciones  y  recur- 
sos que  podían  ejercitar  las  partes,  con  lo  cual  se  entro- 
nizaban abusos  y  corruptelas,  que  son  de  sobra  conocidos 
por  los  que  están  al  cabo  de  la  historia  de  nuestro  enjui- 
ciamiento. 

Sin  embargo,  aquel  reglamento  correspondía  á  su  ob- 
jeto en  cuanto  facilitaba  un  método  para  los  deslindes 
asegurando  la  intervención  judicial  para  sustanciar  y  de^ 
cidir  las  cuestiones  entre  los  interesados,  pues  es  comple- 
tamente infundada  la  censura  de  la  Comisión  codificado- 
ra de  Ultramar  de  que  el  voto  consultivo  borra  la  línea 
divisoria  entre  la  jurisdicción  contenciosa  y  la  volunta- 
ria. Mientras  estuvo  vigente  sin  restricciones,  ó  sea  hasta 
1866,  antes  de  la  gran  insurrección  de  1868,  constante- 
mente se  deslindaban  y  repartían  las  haciendas  comune- 
ras, habiendo  sido  demolidas  en  poco  más  de  diez  años  la 
mayor  parte  de  las  de  la  antigua  jurisdicciónó  de  Sancti 
Spíritus  y  muchas  en  el  resto  de  la  Isla;  y  si  los  deslin- 
des han  sido  menos  numerosos  desde  entonces,  en  no  pe- 
queña parte  se  debe  á  la  falta  de  procedimiento  adecuado 
de  que  hemos  hablado  en  el  curso  de  este  informe. 

La  violenta  solución,  que  algunos  proponen,  de  con- 
siderar propietarios  individuales  de  las  porciones  que 
ocupan  á  los  comuneros .  con  acotamiento  en  el  fundo  co- 
mún, sería  un  atentado  contra  el  orden  jurídico  que  he- 
mos sumariamente  examinado,  y  no  podía,  de  consiguien-: 
te,  contar  con  nuestra  aprobación.  Se  fundan  los  mante- 
nedores de  esa  providencia  en  que  las  haciendas  comune- 
ras han  sido  un  gran  obstáculo  para  el  desarrollo  de  la 
agricultura  en  Cuba  y  constituyen  una  remora  para  el 
progreso,  cuya  remoción  debe  procurar  el  legislador  á  to- 
do trance.  La  afirmación  está  completamente  destituida 
de  fundamento,  y  demuestra  positiva  ignorancia  y  ligere- 
za. Ninguno  de  los  cubanos  eminentes  que  en  todo  el  cur- 
so del  siglo  XIX  estudiaron  nuestra  constitución  econó- 
mica formuló  nunca  semejante  cargo  contra  el  régimen 


171 

de  la  propiedad  en  esta  Isla ;  nos  contraemos  á  Arango  y 
Parreño  que  fué  el  hombre  representativo  de  la  evolución 
realizada  de  1790  á  1830;  á  Saco,  que  estudió  nuestros 
problemas  sociales  y  políticos  de  1830  á  1850  y  a  Pozos 
Dulces,  Reinoso  y  otros  desde  la  última  fecha  en  adelante. 
En  los  anales  de  nuestra  historia  aparece  que  la  demoli- 
ción de  las  haciendas  se  efectuaba  de  una  manera  conti- 
nua conforme  a  las  exigencias  de  la  agricultura,  antes  y 
después  del  Voto  Consultivo  de  1819;  y  que  se  paraliza  y 
hasta  desaparece  cuando  disminuye  el  cultivo,  como  ha 
acontecido  desde  1868,  a  consecuencia  de  las  guerras, 
complicadas  con  una  legislación  desatentada,  que,  mali- 
ciosamente quizás,  dejó  en  olvido  la  regulación  de  un  pro- 
cedimiento nuevo,  al  derogar  el  antiguo  por  atrasado  y 
perjudicial. 

La  única  mención  especial  que  hemos  encontrado  en 
aquellos  notables  publicistas  nuestros  sobre  el  problema 
de  las  haciendas  comuneras  se  halla  en  las  obras  de  Aran- 
go y  Parreño,  tanto  más  autorizado  para  los  que  subordi- 
nan la  organización  de  la  propiedad  á  las  conveniencias 
particulares,  cuanto  que  fué  aquel  ilustre  cubano  un  verda- 
dero apóstol  de  la  primacía  de  las  cuestiones  económicas 
sobre  las  políticas  y  sociales,  á  las  cuales  poco  dedicó  su 
atención,  consagrando  casi  toda  su  labor  en  la  vida  públi- 
ca á  asegurar  para  esta  Isla  el  desarrollo  agrícola  que  las 
circunstancias  le  deparaban  con  la  ruina  de  Haití,  con  la 
decadencia  de  Jamaica,  con  los  revoluciones  de  la  Améri- 
ca del  Sur,  y,  en  términos  generales,  con  las  grandes  gue- 
rras marítimas  de  la  Revolución  francesa  y  de  Napoleón, 
que  dieron  al  traste  con  el  sistema  mercantil  español  de 
la  época.  Arango,  con  sobrada  razón,  consideró  la  propie- 
dad en  común  de  las  haciendas  no  como  la  causa  sino  co- 
mo la  consecuencia  de  la  falta  de  población,  que  dificulta- 
ba ó  hacía  imposible  el  cultivo.  Sólo  una  vez  y  en  nota  á 
uno  de  esos  informes  hace  esa  observación,  pero  en  las  nu- 
merosas memorias  que  á  estilo  de  la  época  redactaba  so- 
bre asuntos  económicos  se  encuentran  datos  que  demues- 
tran que  la  evolución  de  la  propiedad  territorial  en  Cuba 
no  difiere  en  sustancia  á  ese  respecto  de  la  de  ninguno  de 
los  países  de  colonización  europea  y  viene  á  ser  al  cabo 
análoga  á  la  de  la  civilización  en  general.  Ocupación  pri- 
mero de  las  tierras  de  más  fácil  aprovechamiento  por  los 
pobladores  dispersos,  entre  nosotros  los  terrenos  de  pas- 
tos; explotación  en  comunidad  de  esos  fáciles  manantia- 
les de  riqueza;  la  esclavitud  ó  la  servidumbre  para  dedi- 
carse al  cultivo  con  el  trabajo  impuesto  al  siervo  ó  al  es- 
clavo, y  finalmente  distribución  del  suelo  en  lotes  indivi- 
duales, mayores  ó  menores,  al  crecer  y  desarrollarse  la 
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población,  bien  con  trabajadores  libres  6  con  esclavos 
merced  á  accidentes  favorables. 

A  partir  de  1763,  fecha  de  la  restitución  de  la  Haba- 
na por  Inglaterra  á  consecuencia  del  primer  tratado  de 
Paris  que  haya  afectado  la  suerte  de  Cuba,  se  inicia  en  la 
que  es  hoy  provincia  de  la  Habana  la  demolición  de  las 
haciendas  comuneras,  y  continúa  con  tal  fuerza  por  el  Es-« 
te  de  la  actual  provincia  de  Pinar  del  Río  y  por  toda  la  de 
Matanzas  que  en  la  primera  década  del  siglo  XIX,  años 
antes  del  Voto  Consultivo  de  1819,  en  treinta  leguas  á  la 
redonda  de  esta  ciudad  apenas  había  alguna  por  repartir.- 
Así  resulta  de  los  informes  de  Arango  sobre  el  desarrollo 
de  nuestra  Agricultura,  y  en  particular  sobre  los  regla- 
mentos del  abasto  de  carnes,  sobre  los  cortes  de  madera 
para  la  Marina  Real  de  España,  y  sobre  otras  materias  de 
la  misma  índole.  Así  lo  comprueban  las  escrituras  innu- 
merables de  terrenos  enajenados  á  censo  reservativo  que 
datan  de  la  misma  époea. 

En  toda  la  Isla  eontinuó  ese  movimiento  a  la  par  del 
incremento  de  la  población  y  de  la  agricultura,  hasta  el 
punto  de  poderse  afirmar  que  siempre  hubo  hasta  1868  al- 
guna comarca  en  que  estaba  maduro  y  en  vías  de  solución 
el  problema.  Hemos  hecho  referencia  antes  á  la  demoli- 
ción de  las  haciendas  en  Sancti  Spíritus  por  la  década  del 
60 ;  de  ahí  se  propagaba  á  Remedios  y  distrito  actual  de 
Morón;  y  en  opúsculo  muy  interesante  que  acababa  de 
dar  á  luz  el  experto  é  ilustrado  abogado  de  Holguín,  se- 
ñor Belísario  Alvarez,  recopilando  artículos  escritos  en 
1867,  palpitan  indicios  eoncluyentes  de  que  igual  movi- 
miento se  iniciaba  en  aquella  vasta  y  rica  jurisdicción. 

¿Cómo  no  había  de  paralizarse  esa  evolución  en  los 
últimos  treinta  y  tres  años  si  de  ellos  diez  y  seis  han  sido 
de  guerra  civil  declarada  y  en  la  tregua  de  quince  años  se 
complicó  la  reconstrucción  con  la  abolición  de  la  esclavi- 
tud y  la  formidable  crisis  azucarera,  que,  iniciada  en  1884 
ha  perdurado  con  varias  vicisitudes  y  ahora  va  culminan-- 
do  en  su  período  álgido?  En  zonas  muy  limitadas  ha  habi- 
do en  ese  período  un  verdadero  desarrollo  de  la  agricul- 
tura, como  ha  aocntecido  al  Oeste  de  Remedios,  parte  de 
Cienfuegos  y  Sagua,  pero  en  el  resto  de  la  Isla  la  regla 
general  es  que  la  agricultura  y  el  pastoreo  y  ceba  de  ga- 
nados no  extendieron  las  zonas  de  cultivo  ó  no  ocuparon* 
superficie  superior  a  la  que  se  explotaba  antes  de  1868. 

Con  esas  perturbaciones  y  ruinas  coincide  la  deten- 
tación de  vastas  superficies  por  comuneros  sin  títulos, 
prevalidos  de  la  prepotencia  política  y  social  que  asegu- 
raban los  disturbios  á  ciertas  clases  sociales,  y  cuando  la 
peste  y  la  guerra  habían  diezmado,  dispersado  y  arruina- 
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do  las  familias,  poseedoras  legítimas  de  parte  de  las  co- 
munidades territoriales.  Ese  estado  antijurídico  y  violen- 
to es  el  que  no  puede  sancionar  nunca  el  Estado,  cuyo  pri- 
mer deber  es  dar  garantía  á  las  vidas  y  haciendas  de  lo» 
ciudadanos,  sin  sacrificar  nunca  á  los  más  necesitados  de 
su  protección  y  amparo. 

Debe  tenerse  presente  que  cualquiera  providencia 
contraria  á  derecho  que  se  adoptara  tampoco  favorecería 
la  repartición  del  suelo  entre  los  cultivadores;  antes  por 
el  contrario,  sería  un  aliciente  á  los  fuertes  y  poderosos. 
En  nuestras  comunidades  territoriales  abundan  los  media- 
nos y  pequeños  propietarios;  gentes  que  por  sucesión  de 
padres  á  hijos  y  en  tres  ó  cuatro  generaciones  han  venido 
repartiéndose  sus  títulos  y  ocupan  ó  poseen  el  terreno  que 
en  nuestra  economía  rural  es  sólo  suficiente  para  el  deco- 
roso sustento  de  una  familia. 

Como  última  razón  en  este  orden  de  ideas,  omitiendo 
otras  por  no  fatigar  más  su  ilustrada  atención,  consigna- 
mos el  hecho  de  que  la  mayor  parte  del  territorio  de  esta 
Isla  está  hoy  repartido  pero  que  una  gran  porción  de  él, 
quizás  la  mayor,  está  poseída  en  comunidad,  pues  á  con- 
secuencia  de  la  ruina  absoluta  de  nuestra  agricultura  du- 
rante la  última  guerra  y  aún  no  bien  cicatrizadas  las  he- 
ridas de  la  primera,  hay  pendientes,  en  gran  número,  li- 
quidaciones y  particiones  de  herencias,  conformándose  los 
herederos  con  el  disfrute  proindiviso  del  caudal  heredita- 
rio, consistente  en  tierras:  prueba  inequívoca  también  de 
que  el  problema  de  la  apropiación  individual  de  la  tierra 
está  en  relaciones  de  dependencia  con  el  estado  económi- 
co de  la  sociedad. 

Finalmente,  nos  ha  parecido  que  debimos  desechar 
por  inconveniente  á  todas  luces  la  realización  de  los  des- 
lindes y  repartos  por  el  Gobierno,  que  algunos  han  pro- 
puesto, concretándose  á  facultar  al  Secretario  de  Hacien- 
da para  que  inicie  dichos  juicios  cuando  convenga  al  pa- 
trimonio del  Estado,  que  aquel  funcionario  tiene  á  su 
eargo. 

Son  obvias  las  razones  que  nos  han  movido.  Desde 
luego  salta  á  la  vista  que  el  Gobierno  carece  de  datos  fide- 
dignos para  conocer  las  haciendas  que  están  en  comunidad 
ó  que  hayan  sido  deslindadas  con  antelación;  sería  nece- 
sario que  los  adquiriese  mediante  una  pesquisa  general  y 
permanente,  prohibida  por  las  leyes  antiguas,  y  que  sería 
una  amenaza  para  cuantos  poseen  terrenos  en  las  dos  ter- 
ceras partes  de  la  Isla,  á  quienes  perturbaría  en  el  legíti- 
mo uso  de  sus  derechos,  con  infracción  de  principios  fun- 
damentales de  nuestra  legislación,  en  cuya  virtud  nadie 
debe  ser  inquietado  en  la  posesión  de  sus  bienes  sino  por 
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causas  justificadas  de  utilidad  pública  y  con  las  formali- 
dades legales,  y  con  violación  del  precepto  de  nuestro  Có- 
digo Civil,  según  el  cual  ninguna  autoridad  pública  pue- 
de exigir  al  poseedor  ó  propietario  la  exhibición  de  los  tí- 
tulos con  que  posee,  sino  con  los  requisitos  de  las  leyes 
que  regulan  el  ejercicio  de  las  acciones. 

Poner  en  manos  de  funcionarios  pesquisidores  la  pro- 
piedad territorial  sería  causar  una  perturbación  y  un  ma- 
lestar más  grande  á  nuestro  pueblo,  que  todos  los  que  se 
achacan  sin  fundamento  á  las  haciendas  comuneras.  Bas- 
te considerar  que  los  llamados  investigadores  de  bienes 
del  Estado  suprimidos  por  usted  en  la  Orden  número  135 
de  la  serie  de  1900  serían  de  feliz  recordación  compara- 
dos con  los  que  surgirían  tan  luego  como  hubiese  emplea- 
dos investidos  de  la  facultad  de  llamar  á  juicio  de  deslin- 
de y  división  ó  de  denunciar  como  realengos  ó  baldíos  los 
terrenos  de  gran  porción  de  nuestra  Isla,  poseídos  por 
particulares.  Y  no  es  nuestro  ánimo  suponerlos  animados 
de  malos  propósitos,  sino  al  contrario,  inspirados  por  el 
mayor  celo ;  que  es  motivo  bastante  para  que  muchos  de 
ellos  cedieran  á  las  rencillas,  consejas,  rumores  y  conjetu- 
ras, que  todo  lo  embrollan  y  echan  á  barato,  sembrando  la 
discordia,  la  desconfianza  y  la  sospecha  en  las  familias  y 
entre  los  ciudadanos. 

Grande  sería,  por  otra  parte,  el  número  de  agentes 
que  se  necesitaría  para  la  sustanciación  de  tales  juicios, 
euando  la  misma  administración  de  justicia  está  dotada 
con  parsimonia,  y  otros  servicios,  que  corresponden  á  la 
esfera  de  acción  obligatoria  del  Estado,  están  en  mantillas 
é  insuficientemente  atendidos  como  fomento,  obras  públi- 
cas, ríos  y  puertos  y  demás  que  sería  prolijo  enumerar. 

Si  hubiera  en  esta  Isla  territorios  vacantes  que  desti- 
nar á  la  colonización  se  comprenderían,  aunque  no  siem- 
pre fueran  excusables,  las  medidas  radicales ;  pero  repeti- 
mos lo  que  antes  hemos  dicho :  en  Cuba  las  tierras  baldías 
son  la  excepción ;  casi  la  totalidad  de  la  tierra  está  apro- 
piada ;  no  es  este  un  país  de  colonización,  sino  de  fomen- 
to y  desarrollo.  Cualquiera  tentativa  de  parte  del  Estado 
de  inquietar  á  los  propietarios  con  procedimientos  de  ofi- 
cio, encaminados  á  obligarles  á  la  división,  provocaría  una 
execración  general:  No  se  haga,  pues,  excepción  de  una 
clase  sola  de  propiedades,  sustrayéndola  á  las  reglas  ordi- 
narias del  Enjuiciamiento  Civil,  suficientes  para  que  el  in- 
terés general  se  concilie  con  la  inciativa  individual,  me- 
diante los  principios  del  procedimiento  común,  que  res- 
petamos en  nuestro  proyecto. 

Concluímos,  pues,  no  satisfechos  de  nuestra  obra, 
porque  el  asunto  es  arduo ;  pero  sí  convencidos  de  que  el 
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proyecto,  si  se  adapta,  será  un  progreso  del  estado  actual 
-de  la  cuestión,  pues  respetando  todos  los  intereses  legíti- 
mos da  garantías  á  los  derechos  particulares,  estimulan- 
do á  la  par  las  divisiones,  sin  echar  nuevas  cargas  al  Es- 
tado ni  más  angustias  á  nuestro  pueblo. 
De  usted  respetuosamente, 

Leopoldo  Cancio.  Rafael  Cruz  Pérez. 

Octavio  Giberga. 


ORDEN  NUMERO  62  DE  1902  (*) 
Sobre  el  deslinde  y  división  de  haciendas,  hatos  6  corrales 

Artículo  Io  Se  regirán  por  estas  disposiciones  el  des- 
linde y  división  de  haciendas,  hatos  y  corrales,  sean  co- 
muneros ó  no,  cuya  área  no  haya  sido  determinada  en  des- 
linde anterior  ó  no  tengan  área  conocida  por  el  deslinda 
de  los  fundos  limítrofes;  y  para  el  reparto  del  terreno 
cuando  pertenezcan  á  comuneros.  También  serán  aplica- 
Mes  al  deslinde  de  estancias  é  ingenios  mercedados. 

Artículo  2°Es  juez  competente  para  conocer  de  estos 
juicios  el  del  partido  judicial  en  que  estuviere  sito  el  fun- 
do, y  caso  de  estar  ubicado  *en  más  de  un  partido,  cual- 
quiera de  los  jueces  que  tengan  jurisdicción  en  el  territo- 
rio, á  elección  del  promovente. 

Esta  competencia  excluye  la  sumisión  expresa  ó  táci- 
ta á  cualquiera  otro  Juzgado. 

Artículo  3o  Son  acumulables  á  estos  juicios  todas  las 
reclamaciones  pendientes  ó  que  se  entablen  en  ejercicio 
de  acciones  posesorias  ó  reivindicatorías  sobre  terrenos  de 
la  hacienda,  después  de  prevenido  el  juicio. 

Artículo  4o  Será  parte  legítima  para  promover  estos 
juicios  todo  propietario,  comunero  ó  condueño,  cualquie- 
ra que  sea  la  cuantía  y  la  especie  de  su  acción  en  la  co- 
munidad, y  el  que  tenga  constituido  sobre  el  fundo  común 
algún  derecho  real. 

También  podrá  promoverlos  la  Secretaría  de  Hacien- 
da por  sí  ó  delegando  expresamente  en  cualquier  funcio- 
nario público  cuando,  á  juicio  del  Gobierno,  pueda  la  ope- 
ración convenir  al  patrimonio  del  Estado. 

Artículo  5o  El  juicio  se  dividirá  en  dos  estados,  lla- 
mado uno  de  prevención  y  otro  de  deslinde,  si  sólo  se  tra- 
tare áél  deslinde  de  hacienda,  hato  ó  corral  no  comune- 

(*)     Léase  la  Ley  que  se  publica  á  continuación. 
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ras;  y  en  tres,  que  se  denominarán  de  prevención,  de  des- 
linde y  calificación  y  de  entero  ó  división,  si  el  fundo  fue- 
re comunero. 

Estado  de  prevención 

Artículo  6o  El  que  promueva  el  deslinde  de  una  ha- 
cienda, hato  ó  corral  que  le  pertenezca  exclusivamente  6 
el  deslinde  y  división  de  una  hacienda,  hato  ó  corral  co- 
muneros, además  de  cumplir  los  requisitos  generales  para 
la  comparecencia  en  juicio,  presentará  su  solicitud  por 
duplicado,  exponiendo  en  párrafos  separados  y  numera- 
dos los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  en  que  la  apo- 
ya, y  manifestando  si  es  ó  no  comunera  la  propiedad  de 
que  se  trate. 

Acompañará  necesariamente  á  la  solicitud,  sin  la 
cual  no  será  admitida : 

(a)  El  documento  público  que  acredite  su  carácter  de- 
dueño ó  de  condueño  ó  certificación  del  Registro  de  la. 
Propiedad  si  tuviere  inscrita  la  posesión  de  algún  acota- 
miento. Los  funcionarios  delegados  de  la  Secretaría  de 
Hacienda  presentarán  la  credencial  de  la  delegación  ex- 
presa que  habrán  de  recibir. 

Si  el  promovente  careciere  de  título  escrito  de  domi- 
nio ó  posesorio,  podrá  justificar  su  carácter  en  el  mismo 
Juzgado  en  que  presentare  la  solicitud  de  deslinde  por 
medio  de  informaciónó  en  que  acredite  la  naturaleza  y 
situación  del  fundo  ó  acotamiento  de  que  se  dijere  pro-, 
pietario  ó  comunero,  la  especie  legal,  valor,  origen  y  cir- 
cunstancias del  derecho  en  que  se  funde,  el  tiempo  que 
llevare  de  posesión  y  la  circunstancia  de  no  existir  título 
escrito. 

En  esa  información  declararán  precisamente  los  co- 
muneros cuyas  posesiones  sean  limítrofes  con  la  del  pro- 
movente si  se  tratare  de  hacienda,  hato  ó  corral  comune- 
ros, y  el  propietario  ó  los  propietarios  de  los  fundos  colin- 
dantes si  no  fuere  comunera  la  propiedad  de  que  ste  trate. 

Recibida  la  información  y  con  vista  de  su  resultado 
tendrá  el  Juzgado  por  acreditado  el  carácter  del  promo- 
vente, sin  perjuicio  de  la  impugnación  que  en  su  día  pue- 
dan formular  los  interesados. 

(b)  Una  lista  de  los  condueños  ó  comuneros  de  las 
propiedades  colindantes  ó  el  nombre  del  propietario  ó  de 
los  propietarios  colindantes  si  no  fueren  comuneros  los 
fundos  limítrofes. 

(c)  Otra  lista  que  contendrá  los  nombres  de  los  due- 
ños ó  comuneros  si  se  tratare  del  deslinde  y  división  de 
una  hacienda,  hato  ó  corral  comuneros. 
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(d)  Copia  fehaciente  de  la  merced  de  la  hacienda,  ha- 
to ó  corral  con  una  descripción  circunstanciada  del  cen- 
tro que  deba  ser  el  punto  de  partida  para  la  mensura  ge- 
neral . 

Si  no  pudiere  obtener  el  promovente  copia  certifica- 
da de  la  merced  podrá  presentar  copia  fehaciente  de  cual- 
quier documento  público  que  la  contenga. 

Si  no  se  tuvieren  copias  fehacientes  podrán  presen- 
tarse copias  simples,  pero  en  este  caso  se  designará  el  lu- 
gar y  archivo  en  que  se  encuentren  las  originales,  solici- 
tando que  como  diligencia  preparatoria  se  expidan  man- 
damientos compulsorios  para  traer  copias  fehacientes  con 
citación  del  ministerio  público. 

(e)  Caso  de  haber  sido  destruidos  los  archivos  en  que 
radicase  la  merced  se  acreditará  el  hecho  por  medio  de 
información  y  se  suplirá  la  copia  del  documento  original 
por  los  medios  reconocidos  en  derecho. 

Cualquiera  persona  ó  entidad  \nie  tenga  copia  feha- 
ciente de  la  m/erced,  podrá  presentarla,  agregándose  á 
los  autos. 

Artículo  7o  Presentada  la  solicitud,  siempre  que  hu- 
biere que  prcticar  diligencias  preparatorias,  se  anuncia- 
rá la  prevención  del  juicio  por  edictos  que  se  fijarán  en 
el  Juzgado  y  se  publicarán  en  la  " Gaceta  de  la  Habana' r 
y  en  los  periódicos  del  partido  judicial  una  vez  por  lo 
menos  ,haciendo  saber  que  las  actuaciones  están  de  mani- 
fiesto «en  la  Escribanía,  donde  podrán  ser  examinadas  por 
cualquiera  de  los  designados  como  condueños  ó  colindan- 
tes y  por  el  funcionario  en  quien  delegare  la  Hacienda 
pública. 

Artículo  8o  Terminadas  las  diligencias  de  prevención 
se  unirán  á  los  autos  los  edictos  y  los  ejemplares  de  los 
periódicos  en  que  se  hubieren  publicado. 

Artículo  9°  En  este  período  de  prevención  podrán  los 
designados  como  condueños  ó  colindantes  y  cualquier 
otro  interesado  presentar  los  documentos  que  puedan 
ilustrar  sobre  los  requisitos  á  que  se  contrae  el  artículo 
sexto. 

Estado  de  deslinde 

Artículo  10.  Presentada  la  solicitud  con  todos  los  re- 
quisitos expresados  ó  terminadas  las  diligencias  prepara- 
torias entra  el  juicio  en  el  estado  de  deslinde. 

Al  efecto  se  formará  pieza  separada  que  se  encabeza- 
rá con  el  duplicado  de  la  solicitud  del  promovente,  dic- 
tándose sin  dilación  providencia  en  la  cual,  dándose  por 
finalizado  el  estado  de  prevención  y  por  iniciado  el  de 
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deslinde,  se  dispondrá  la  convocación  de  los  comuneros 
de  la  hacienda,  si  se  tratare  de  fundo  comunero  y  á  los 
poseedores  ó  propietarios  de  las  propiedades  ó  fundos  li- 
mítrofes para  que  comparezcan  en  el  juicio,  apercibidos 
unos  y  otros  de  que  continuará  el  procedimiento  á  su  per- 
juicio si  no  se  presentaren. 

Los  comuneros  de  la  hacienda  de  cuyo  deslinde  se 
trate,  comparecerán  con  los  títulos  de  sus  posesiones  jus-. 
tificados  en  cualquiera  de  las  formas  establecidas  en  las 
letras  a,  d  y  e  del  artículo  6o,  pudiendo  adicionar  la  lis* 
ta  de  comuneros  á  que  se  contrae  la  letra  e  del  mismo  ar- 
tículo 6o,  con  los  que  en  ella  faltaren.    . 

'Si  fueren  comuneras  las  propiedades  colindantes  se 
prevendrá  á  los  poseedores  que  deberán  comparecer  y 
nombrar  un  representante  común  para  el  deslinde. 

El  término  de  la  convocatoria  será  el  de  treinta  días 
•contados  desde  la  primera  publicación  de  la  providencia 
•en  la  "Gaceta  de  la  Habana.' ' 

Artículo  11.  En  la  providencia  á  que  se  contrae  el  ar- 
tículo anterior  se  señalará  lugar,  día  y  hora  para  las  jun- 
tas en  que  las  comunidades  colindantes  se  reunirán  para 
constituir  su  representante  eomún. 

Las  juntas  se  celebrarán  en  los  últimos  diez  días  del 
término  señalado  en  el  artículo  anterior,  proeediéndase  i 
la  elección  del  representante,  después  de  darse  cuenta  por 
el  aetuario  de  la  promoción  del  juicio  y  documentos  pre- 
sentados. Será  elegible  cualquiera  de  los  comuneros  pre- 
sentes en  la  junta  y  se  dará  por  electo  al  que  obtenga  ma« 
yor  número  de  votos. 

El  cargo  de  representante  común  es  obligatorio  para 
los  comuneros. 

Artículo  12.  La  notificación  de  la  providencia  se  hará 
en  la  forma  ordinaria,  dejándose  además  cédulas  en  las 
fincas  y  acotamientos  del  fundo  y  de  los  limítrofes,  que 
estuvieren  habitados.  Se  anunciará  también  la  convoca- 
toria en  tres  números  consecutivos  de  la  "Gaceta  de  la 
Habana,' '  en  los  periódicos  de  intereses  generales  del  par- 
tido judicial  en  que  siga  el  juicio  y  en  los  de  la  misma 
clase  que  se  publiquen  en  los  partidos  en  que  estuvieren 
sitas  las  propiedades  colindantes.  Se  fijarán  además  cedu- 
lones en  las  casas  consistoriales,  en  los  Juzgados,  escue- 
las, Iglesias  y  lugares  públicos  de  los  pueblos  y  caseríos 
cercanos  ó  más  próximos  á  la  hacienda,  hato  ó  corral. 

Artículo  13.  En  las  notificaciones  y  convocatorias  se 
hará  mención  del  nombre  del  promovente  y  carácter  con 
que  ha  comparecido,  de  la  merced  ó  título  presentado,  del 
punto  designado  como  centro  de  donde  deba  partir  la 
mensura  general,  de  la  fecha  en  que   vencen  los   treinta 
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días  de  la  convocatoria,  del  apercibimiento  arriba  expre- 
sado y  de  que  los  autos  están  de  manifiesto  en  la  Escriba- 
nía, donde  los  interesados  podrán  examinarlos  por  sí  ó 
por  medio  de  letrados  y  mandatarios. 

Los  anuncios  de  los  periódicos  y  los  cedulones  con- 
tendrán además  las  listas  de  los  designados  como  comu- 
neros de  la  hacienda  ó  como  propietarios  y  comuneros  de 
los  fundos  colindantes,  haciéndose  saber  que  pueden  com- 
parecer en  el  juicio  euantos  se  crean  con  derecfho  á  ello, 
á  título  de  tales  comuneros,  propietarios  ó  comuneros  co- 
lindantes, aunque  no  estén  sus  nombres  en  las  listas  del 
promovente,  debiendo  todos  justificar  el  carácter  con  que 
comparezcan. 

Artculo  14.  Los  mandamientos  para  las  publicacio- 
nes, los  cedulones  y  los  exhortos  se  harán  precisamente  en 
los  diez  días  siguientes  á  la  feeha  de  la  providencia,  dán- 
doseles curso  inmediatamente,  pudiendo  cometer  las  dili- 
gencias de  notificación  á  los  respectivos  Juzgados  Muni- 
cipales, que  las  harán  inmediatamente. 

Para  obviar  dilaciones  el  promovente  6  cualquier  in- 
teresado que  se  haya  personado  en  el  juicio  podrá  pre- 
sentar manuscritos  ó  impresos  las  eédulas,  mandamientos 
y  cedulones  de  las  notificaciones  y  anuncios,  ajustándose 
á  los  preceptos  legales;  y  el  Juzgado  les  dará  curso,  fir- 
mando y  rubricando  los  documentos  el  actuario  eon  el 
Visto  Bueno  del  Juez  y  poniéndoles  el  sello  del  Juzgado. 

Artículo  15.  Los  exhortes  podrán  ser  cursados  por  el 
actuario  en  pliegos  certificados  de  correos  supliendo  e! 
promovente  ó  cualquier  interesado  los  gastos  necesarios 
y  los  Jueces  exhortados  darán  preferencia  á  su  cumpli- 
miento, devolviéndoseles  en  la  misma  forma  6  en  cual- 
quiera otra,  expedita  y  segura,  que  se  presentare. 

Artículo  16.  Transcurridos  los  treinta  días  de  la  con- 
vocatoria se  unirán  á  esta  pieza  los  diligencias  y  docu- 
mentos de  anuncios  y  notificaciones,  dictándose  luego 
providencia  para  la  incoación  del  deslinde  que  será  de 
cuarenta  á  sesenta  días  después  de  la  providencia,  según 
las  circunstancias  del  juicio  y  de  la  localidad  apreciadas 
por  el  Juez;  y  éste  proveído  se  publicará  dentro  de  los 
diez  días  siguientes  á  su  pronunciamiento  en  edictos,  ce- 
dulones y  anuncios,  que  se  fijarán  é  insertarán  respecti- 
vamente en  los  mismos  lugares  y  periódicos  determinados 
en  el  artículo  12,  con  excepción  de  la  "Gaceta  de  la  Ha- 
hana.M 

Artículo  17.  Para  la  representación  y  acuerdos  de  ca- 
da comunidad  colindante  se  formará  ramo  separado,  que 
se  encabezará  con  el  acta  de  la  junta  expresada  en  los  ar- 
tículos 10  y  11.  En  esa  primera  junta  deberá  acordarse  y 
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deliberarse  sobre  las  instrucciones  á  que  ha  de  ajustarse 
el  representante  en  sus  gestiones,  y  en  particular  sobre  el 
deslinde  solicitado,  formando  acuerdo  el  voto  de  la  ma- 
yoría de  los  concurrentes;  acuerdo  cuyo  cumplimiento  est 
obligatorio  para  el  representante  común.  Si  no  hubiere 
mayoría  -en  la  votación  se  darán  por  elegidos  los  dos  can- 
didatos que  obtuvieren  mayor  número  de  votos.  Nunca 
podrán  pasar  de  dos  los  representantes  de  cada  comuni- 
dad limítrofe. 

Artículo  18.  Siempre  que  el  representante  ó  represen- 
tantes comunes  ó  cualquier  comunero  de  propiedad  limí- 
trofe lo  crea  necesario  ó  conveniente  podrán  solicitar  que 
se  convoque  á  junta  á  los  comuneros,  exponiendo  al  Juz- 
gado por  escrito  el  objeto  de  la  convocatoria,  y  accederá 
el  Juez  á  la  solicitud,  siempre  que  se  refiera  á  los  fines  del 
juicio  y  ataña  á  la  comunidad  de  que  sean  miembros  lo» 
solicitantes. 

Esas  solicitudes  se  sustanciarán  en  el  rabino  separada 
correspondiente  á  cada  comunidad  y  en  ellas  sólo  serán 
parte  los  respectivos  comuneros.  Los  términos  y  condicio- 
nes de  las  convocatorias  han  de,  ejecutarse  dentro  de  los 
términos  señalados  para  el  juicio  principal,  que  continua- 
rá su  curso  conforme  á  esta  orden. 

Las  cosfas  que  por  tales  gestiones  se  causen  en  eso» 
ramos  separados  serán  de  cuenta  de  la  comunidad  respec- 
tiva. 

Artículo  19.  Dentro  del  término  señalado  con  arregla 
al  artículo  16  hará  el  promovente,  si  el  fundo  no  fuere  co- 
munero, designación  del  perito  que  haya  de  practicar  el 
deslinde,  si  antes  no  lo  hubiere  hecho,  nombrando  además 
un  sustituto  para  que  lo  reemplace  en  caso  de  que  se  in- 
capacite para  los  trabajos. 

Artículo  20.  El  deslinde  se  iniciará  el  día  señalado, 
á  menos  que  se  formalice  oposición,  si  el  fundo  de  cuyo 
deslinde  se  trate  no  fuere  comunero,  en  el  término  de 
veinte  días  improrrogables  contados  desde  la  publicación 
de  la  providencia  expresada  en  el  artículo  16;  y  la  im- 
pugnación se  haga  redarguyendo  de  falsos  los  documen- 
tos en  que  se  apoye  el  promovente  ó  versare  sobre  la  si- 
tuación del  centro  para  la  mensura  general  ó  sobre  la 
prioridad  y  legitimidad  de  la  merced  ó  título  del  promo- 
vente ó  por  la  violación  de  las  formas  esenciales  de  los 
juicios. 

En  todos  los  demás  casos,  la  impugnación  ú  oposición 
no  impedirá  el  deslinde. 

Artículo  21.  La  oposición  ó  impugnación  se  sustan- 
ciará por  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes  en 
el  título  III,  Libro  Segundo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
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Civil,  en  la  misma  pieza  de  autos  si  fuere  de  los  expresa* 
dos  en  el  artículo  anterior;  en  ramo  separado  en  los  de- 
más casos. 

Litigarán  unidos  los  que  sostengan  las  mismas  pre- 
tensiones, las  comunidades  colindantes  por  medio  de  sus 
representantes;  y  serán  comunes  á  todos,  litiguen  ó  no 
unidos,  los  términos  señalados  por  la  Ley  para  cada  trá- 
mite. 

Artículo  22.  Las  comunidades  y  propietarios  colin- 
dantes podrán  designar  peritos  que  á  su  costa  concurran 
á  la  operación  tan  sólo  para  inspeccionar  la  ejecución  téc- 
nica, sin  que  puedan  interrumpirla  bajo  ningún  concepto. 
Artículo  23.  Conclusos  los  incidentes  de  previo  y  es- 
pecial pronunciamiento,  admitidos  por  el  Juez  ó  llegado 
!  el  día  señalado,  se  dará  principio  al  deslinde,  expidiendo- 

'  se  al  efecto  por  el  Juzgado  la  orden  correspondiente,  en 

1  que  se  señalará  al  perito  el  centro  para  la  mensura  y  cir- 

cunstancias especiales  de  la  operación,  con  sujeción  á  la 
resultancia  de  autos. 

Artículo  24.  El  perito  dará  cuenta  al  Juzgado  dentro 
de  los  sesenta  días  siguientes  á  aquel  en  que  reciba  la  or- 
den, incurriendo  en  la  pérdida  de  sus  honorarios  si  no  lo 
hiciere,  á  menos  que  lo  haya  impedido  fuerza  mayor.  Si 
por  razón  de  enfermedad  ú  otra  causa  no  pudiere  cumplir 
su  encargo  el  perito  ni  su  sustituto,  á  instancia  del  promo- 
vente  ó  de  cualquier  colindante  ó  de  oficio  nombrará  el 
Juez  perito  que  practiqu-e  la  operación  dentro  del  térmi- 
no señalado  en  el  párrafo  anterior  á  costa  del  actor. 

Artículo  26.  Dada  cuenta  al  Juzgado  con  la  operación 
se  pondrá  de  manifiesto  en  la  Escribanía  por  término  de 
veinte  días,  durante  los  cuales  podrá  ser  impugnada  por 
cualquier  interesado,  debiendo  fundarse  la  impugnación 
en  falta  de  cumplimiento  de  los  términos  en  que  se  confi- 
rió la  comisión  ó  en  razones  técnicas  debidamente  formu- 
ladas y  fundadas  en  dictamen  pericial  que  se  acompa- 
|  ñará. 

¡  Sentenciada  la  impugnación  en  la  forma  y  por  los 

I  trámites  de  los  incidentes,  unidos  los  que  sostengan  las 

¡  mismas  pretensiones,  y  por  medio  de  sus  representantes 

las  comunidades,  con  la  sentencia  que  recaiga  se  dará  por 
terminado  el  juicio  de  deslinde  de  hato  ó  corral  no  comu- 
neros. 

Deslinde  de  fondos  comuneros  y  calificación  de  sus  títulos 

Artículo  20.  Si  el  juicio  promovido  fuere  de  deslin- 
de y  división  de  una  hacienda,  hato  ó  corral  comuneros  y 
«en  el  estado  de  prevención  ó  en  «el  término  de  treinta  días 
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señalados  en  el  artículo  10,  manifestare  cualquier  comu- 
nero que  no  está  conforme  con  la  designación  del  centro» 
6  con  la  merced  ó  título  presentados  ó  alegados  por  el  pro- 
movente,  exponiendo  los  fundamentos  de  su  disconformi- 
dad, se  convocará  á  todos  los  comuneros  á  junta  que  se 
celebrará  veinte  días  después  de  la  providencia  en  que  se 
disponga  la  convocatoria,  y  se  anunciará  en  la  forma  dis- 
puesta en  el  artículo  12,  omitiéndose  la  publicación  en  1* 
"Gaceta  de  la  Habana." 

Artículo  27.  En  la  junta  se  deliberará  sobre  las  obje- 
ciones presentadas,  admitiéndose  los  datos  que  sé  presen- 
ten por  escrito,  y  después  de  discutidas,  se  procederá  á  la 
votación  formando  acuerdo  la  mayoría  de  votos  por  cada 
veinte  y  cinco  pesos  de  posesión  á  los  comuneros  que  po- 
sean cantidad  mayor,  aunque  sin  hacer  cuenta  de  los  ex- 
cesos que  no  lleguen  á  esa  cantidad. 

Artículo  28i  Si  la  minoría  protestare  contra  el  acuer- 
do de  la  mayoría,  fundada  en  razones  cuya  apreciación 
queda  al  prudente  arbitro  del  Juez  sin  ulterior  recurso-,  & 
los  votos  de  la  mayoría  no  llegan  á  los  dos  tercios  de  los- 
pesos  de  posesión  que  constituyan  la  .  hacienda  ó  corral 
continuará  la  Junta  hasta  elegir  por  simple  mayoría  de 
votantes  tres  amigables  componedores  que  en  el  término 
de  veinte  días  contados  desde  aquél  en  que  se  les  haga  sa- 
ber el  nombramiento  resuelvan  todos  los  puntos  contro- 
vertidos. 

Estos  amigables  componedores  deberán  ser  personas 
entendidas  y  de  arraigo  residentes  en  el  lugar  en  que  se 
siga  el  juicio,  contribuyentes  por  territorial  de  fincas  rús- 
ticas á  municipio  del  partido  judicial  ó  á  otro  de  la  Isla, 
pero  que  no  sean  comuneros  ó  propietarios  del  fondo  ni 
de  otro  limítrofe  que  haya  formulado  ó  formulare  oposi- 
ción ó  impugnación  al  deslinde. 

Si  en  la  votación  no  resultare  mayoría  se  tendrán  poír 
elegidos  los  que  obtengan  mayor  número  de  votos  de  las 
personas  concurrentes. 

El  cargo  de  amigable  componedor  es  obligatorio. 

En  los  veinte  días  señalado»  resolverán  los  amigable* 
componedores  los  puntos  controvertidos,  dando  su  laudo 
por  escrito  en  términos  claros  y  precisos  y  según  su  leal 
saber  y  entender,  pero  sobre  la  base  de  los  datos  existen- 
tes en  las  actuaciones. 

Contra  el  laudo  de  los  amigables  componedores  no  se- 
da recurso  alguno,  salvas  las  responsabilidades  en  que  in- 
curran. 

Articulo  20.  Si  no  hubiere  objeciones  al  deslinde  se 
convocará  la  junta  de  comuneros  prevenida  en  el  artículo 
26  para  tratar  del  nombramiento  de  un  Síndico  y  de  peri* 
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te,  principal  y  sustituto,  así  como  de  todos  los  particular 
res  que  interesen  para  mejor  práctica  de  la  operación  y 
provisión  de  fondos  para  los  gastos. 

El  Síndico  ó  representante  común  tendrá  las  facul- 
tades de  un  mandatario  de  la  comunidad  y  procederá  con 
arreglo  á  las  instrucciones  que  recibiere ;  y  á  falta  de  ellas, 
hará  lo  que  exija  la  naturaleza  é  índole  del  juicio,  dando 
cuenta  de  sus  gestiones  en  la  forma  establecida  para  las 
cuentas  de  Administración  de  los  abintestatos.  Como  tal 
representante  tendrá  á  su  cargo  la  recaudación  é  inver- 
sión de  las  expensas  necesarias  praa  los  gastos  indispen- 
sables comunes  y  para  las  operaciones  de  deslinde  y  clasi- 
ficación de  los  terrenos.  Asimismo  llevará  en  juicio  la  re- 
presentación de  la  comunidad  frente  á  los  extraños,  y  de- 
berá sostener  el  acuerdo  de  la  mayoría  así  en  los  inciden- 
tes que  surjan  con  los  limítrofes  como  en  los  que  promue- 
va cualquier  comunero. 

Los  peritos  tendrán  las  obligaciones  establecidas  en 
el  artículo  24. 

Artículo  30:  El  Síndico  podrá  hacer  uso  del  procedi- 
miento establecido  en  el  artículo  8o  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil  para  la  recaudación  de  fondos  contra  los 
comuneros  morosos. 

Artículo  SI.  Cuando  se  hubieren  formulado  objecio- 
nes al  deslinde  se  hará  el  nombramiento  de  Síndico  y  de 
peritos  en  la  misma  junta  convocada  para  tratar  de  aque- 
llas objeciones.  El  cargo  de  Síndico  es  obligatorio  para 
los  comuneros. 

Artículo  82.  Hecho  el  nombramiento  de  Síndico  y  de 
peritos  ó  resueltas  las  objeciones  hechas  al  deslinde  por 
los  comuneros  continuará  el  juicio  su  curso  con  arreglo  á 
los  artículos  17  al  25,  salvo  que  el  perito  deberá  medir  y 
clasificar  los  terrenos,  los  acotamientos,  los  espacios  ocu- 
pados por  líneas  de  ferrocarril  y  las  aguadas  comprendi- 
das en  el  área  deslindada,  con  exclusión  de  los  caminos 
públicos,  entendiéndose  por  acotamiento  lo  que  éste  real 
y  efectivamente  cultivado  ú  ocupado  por  fábricas  esta- 
bles, presentando  un  plano  topográfico  de  la  operación  y 
n»a  tabla  de  evaluación  de  los  terrenos,  según  su  situa- 
ción y  circunstancias. 

Los  terrenos  se  clasificarán  en  montuosos,  cultivados* 
sabanas  é  inútiles,  si  estos  últimos  excedieren  en  superficie 
continua  de  más  de  una  caballería  de  tierra.  Si  hubiere 
yacimientos  minerales  de  importancia  serán  comprendi- 
das en  la  clarificación.  El  término  para  ejecutar  la  opera- 
ción será  el  de  120  días  prorrogables  por  40  más,  á  juicio 
y  bajo  la  responsabilidad  del  Juez. 

Artículo  33.  Vencidos  los  treinta  días  señalados  en  el 
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artículo  10  se  procederá  á  calificar  la  legitimidad  é  impor- 
tancia de  la  posesión  que  represente  en  el  fundo  cada  co- 
munero. Al  efecto,  se  agregarán  á  la  pieza  de  autos  for- 
mada con  la  prevención  del  juicio  los  documentos  que  va- 
yan presentando  los  comuneros  durante  el  término  de 
treinta  días  señalado  en  el  artículo  10  y  u/ia  copia  de  las 
adiciones  hechas  á  la  lista  de  comuneros. 

Artículo  34.  La  calificación  de  títulos  se  hará  por  ca- 
lificadores elegidos  por  los  comuneros  en  junta  especial- 
mente convocada  para  ello.  Entre  la  convocatoria  y  cele- 
bración de  la  Junta  deberán  mediar  de  veinte  á  treinta 
días,  sgún  las  circunstancias  del  juicio,  apreciadas  libre- 
mente por  el  Juez,  fijándose  el  día  de  manera  que  medien 
de  quince  á  veinte  días  entre  esta  junta  y  la  de  nombra- 
miento de  Síndico  y  peritos. 

Artículo  35.  La  citación  para  la  junta  se  hará  en  la 
forma  prevenida  en  los  artículos  12,  13,  14  y  15. 

Artículo  36.  En  la  junta  se  elegirán  dos  calificadores, 
en  quienes  concurran  las  mismas  circunstancias  que  en  los 
amigables  componedores  á  que  se  refiere  el  artículo  28, 
designando  el  Juez  un  tercero,  que  será  precisamente  le- 
trado y  reúna  los  demás  requisitos  expresados,  fungiendo 
de  Presidente  el  de  más  edad  y  de  Secretario  el  Escriba- 
no actuario.  La  elección  será  á  pluralidad  de  votos. 

Artículo  37.  Nombrados  los  Calificadores  se  les  pasa- 
rá la  pieza  de  calificación  por  un  término  que  no  bajará 
ni.  excederá  de  50  días,  para  que  con  vista  de  los  títulos 
presentados  y  datos  de  autos  practiquen  el  examen  y  ca- 
lificación correspondiente,  dando  su  dictamen  por  escrito 
sobre  la  legitimidad,  cuantía  y  procedencia  de  las  pose- 
siones reclamadas  y  suma  total  de  los  pesos  de  posesión  6 
propiedad  y  superficie  representados  por  la  comunidad. 

Presentarán  junto  con  este  informe  general  dos  esta- 
dos parciales,  uno  en  que  se  especifiquen  con  precisión  y 
claridad  los  pesos  de  posesión  de  cada  condueño,  si  así  se 
determinaren  las  porciones  proindivisas,  ó  la  naturaleza 
de  la  posesión  de  cada  uno  si  tuviere  otra  forma  de  deter- 
minación como  hijos  ó  nietas,  siempre  que  tenga  asienfo 
ó  establecimiento  en  el  fundo  común ;  y  otro  estado  de  las 
posesiones  de  los  que  no  tengan  asiento  ó  establecimiento 
en  dicho  fundo. 

Artículo  38.  El  informe  y  los  estados  se  pondrán  de 
manifiesto  en  la  Escribanía  por  término  de  quince  días, 
donde  podrán  ser  examinados  por  los  interesados. 

Si  durante  ese  término  fueren  impugnadas  las  cali- 
ficaciones se  convocará  á  junta,  que  se  celebrará  diez  días 
después  de  la  convocatoria  y  se  anunciará  en  los  periódi- 
cos locales  y  en  los  sitios  públicos  de  costumbre. 
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Artículo  30.  En  la  junta  se  dará  lectura  al  informe 
general,  estados  presentados  por  los  Calificadores  y  escri- 
tos de  impugnación,  promedien dose  en  seguida  á  votar  so- 
lare cada  una  de  las  impugnaciones  formando  acuerdo  la 
mayoría  de  los  votantes,  sin  que  puedan  votar  los  recla- 
mantes cuyas  pretensiones  no  sean  reconocidas  en  el  in- 
forme general. 

Artículo  40.  Estos  últimos  y  la  minoría  podrán  man- 
tener sus  pretensiones,  formándose  ramo  separado  con  los 
escritos  de  impugnación  presentados  en  el  término  seña- 
lado en  el  artículo  38,  y  se  sustanciarán,  por  los  trámites 
de  los  incidentes,  con  el  Síndieo  ó  representante  común  á 
nombre  de  la  comunidad. 

Si  las  impugnaciones  afectaren  á  la  totalidad  de  la 
calificación  se  sustanciarán  como  incidentes  previos  y 
unidos  los  que  sostengan  las  mismas  pretensiones. 

Artículo  41.  El  Juez,  apreciando  el  dictamen  de  la 
mayoría,  dictará  su  fallo,  y  si  estuviere  ultimado  el  des- 
linde pasará  el  juicio  al  estado  de  división  á  entero. 

Estado  de  división  6  entero  de  fundos  comuneros 

Artículo  42.  Terminado  el  estado  de  deslinde  y  cali- 
ficación el  Juez  de  oficio  ordenará  que  pase  el  juicio  al  de 
división  ó  entero,  decretando  que  los  Calificadores  pre- 
senten en  el  término  de  treinta  días  un  estado  general  ex- 
presivo de  la  superficie  que  individualmente  corresponda 
á  cada  entidad  comunera,  tenga  ó  no  asiento  ó  acotamien- 
to, distribuyendo  el  área  de  la  hacienda,  de  modo  que  las 
sabanas,  los  terrenos,  montuoso  y  los  inútiles  se  repartan 
con  la  mayor  igualdad  posible. 

A  ese  estado  general  se  acompañará  un  plano  de  re- 
parto suscrito  por  -el  perito. 

En  la  división  se  observarán  las  reglas  siguientes: 

(a)  A  los  ingenios  y  estancias  mercedados  se  abona- 
rá todo  el  terreno  comprendido  bajo  sus  linderos  conoci- 
dos y  ciertos  sin  hacer  cuenta  con  la  posesión  que  tengan 
en  el  fundo  común,  pero  si  alguno  ó  algunos  de  aquellos 
linderos  se  hubieren  perdido  ó  estuvieren  litigiosos  en  tér- 
minos que  no  pueda  cerrarse  la  figura  entrarán  en  parti- 
ción como  los  demás  sitios  bajo  de  las  reglas  dadas,  y  su 
terreno  reunido  al  resto  del  fundo,  se  distribuirá  entre  los 
condueños  á  proporción  de  su  posesión. 

(b)  A  cada  comunero  reconocido  que  á  la  promulga- 
ción de  esta  orden  posea  asiento  ó  acotamiento,  sean  éstos 
Éneas  que  fueron  de  crianza,  establecimiento  fabril,  ex- 
plotación agrícola,  sementeras  de  árboles  estables  ó  re- 
parto de  solaren  se  asignará  su  porción  en  el  lugar  ó  lu- 
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gares  que  ocupe  según  la  clase  y  circunstancias  de  los  te- 
rrenos que  se  le  adjudiquen,  y  cuidando  de  que  haya  re- 
gularidad en  las  figuras. 

(c)  Si  los  sitios  de  crianza,  establecimientos  fabriles, 
explotaciones  agrícolas,  sementeras  y  solares  tuvieren  ca- 
da uno  distinto  asiento,  se  adjudicará  al  comunero  el  te- 
rreno que  le  corresponda  por  su  título,  distribuido  entre 
los  diversos  asientos,  pero  si  se  pudieren  reunir  se  le  hará 
el  entero  -en  un  cuerpo ;  todo  á  juicio  de  los  calificadores 
asesorados  por  el  perito. 

(d)  Si  lo  ssitios  de  crianza,  establecimiento  fabril, 
explotación  agrícola,  sementeras  de  árboles  estables  y  sop- 
lares repartidos  pertenecientes  á  un  sólo  comunero  ocupa- 
ren á  la  promulgación  de  esta  orden  un  exceso  de  terrena 
cultivado  inferior  en  un  veinte  y  cinco  por  ciento  ó  s«a  en» 
una  cuarta  parte  á  la  superficie  que  le  corresponde  legafc- 
mente  en  el  reparto,  según  la  cuantía  de  su  posesión,  po- 
drá optar  entre  devolver  el  exceso  á  la  comunidad  ó  re- 
tenerlo y  adjudicárselo  mediante  el  pago  de  contado  da 
su  precio  á  la  misma  comunidad,  tomando  como  base  la 
valoración  general  de  los  terrenos  hecha  en  las  actua- 
ciones. 

(e)  Se  colocará  á  los  dueños  de  posesiones  sueltas  por 
entradas  y  salidas  á  continuación  del  terreno  señalado  al 
sitio  de  que  procedan,  y,  no  habiendo  cabida,  en  otra  par- 
te á  juicio  de  los  calificadores,  asesorados  por  el  perito. 

(f)  Las  aguadas  naturales  y  fértiles  en  la  seca  que- 
darán, en  cuanto  sea  posible,  en  las  líneas  dividentes,  pa~ 
ra  que  sirvan  á  dos  ó  más  comuneros,  y  si  no  lo  permitie- 
se su  situación  respecto  de  la  de  las  porciones  de  los  con- 
dueños, se  calculará  la  ventaja  que  resulte  al  condueño  á 
quien  le  queden  para  que  indemnice  á  los  comuneros  pri- 
vados de  ellas,  bajo  la  condición  de  que  queden  sujetas  á 
servidumbre  por  tres  años,  suficientes  para  que  cada  una 
se  proporcione  la  aguada  que  necesite  dentro  de  su  por- 
ción ;  sin  perjuicio  de  lo  que  disponen  el  Código  Civil  y  la 
Ley  de  Aguas  y  la  orden  núm.  34  sobre  Ferrocarriles. 

(g)  Los  caminos  y  serventías  necesarias  para  el  trán- 
sito de  los  vecinos  ó  para  uso  público  serán  tomados  en 
consideración  al  hacerse  la  división,  respetándose  la»  dis- 
posiciones general  del  Código  Civil,  las  especiales  sobre 
caminos  y  serventías  y  los  de  la  Orden  núm.  34-  sobre  fe- 
rrocarriles. 

(h)  Si  por  defecto  de  la  mensura  y  división  quedare 
algún  sobrante  de  tierras  ó  si  hubiere  algún  yacimienta 
importante  de  mineral  de  tierra,  cobre  ó  manganeso  se 
dejarán  prondiviso,  á  reserva  de  lo  que  acuerde  la  comu- 
nidad. 
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Articula  43.  El  Estado  y  -el  plano  se  pondrán  de  ma- 
nifiesto en  la  Escribanía  por  término  de  veinte  días,  du- 
rante los  cuales  podrán  ser  impugnados  por  las  partes. 

La  providencia  en  que  se  ordene  se  publicará  por 
edictos,  que  estarán  fijos  durante  esos  veinte  días  en  lo» 
sitios  públicos  del  lugar  en  que  se  siga  el  juicio,  hacién- 
dose constar  así  en  los  autos. 

Artículo  44.  Si  fuere  impugnado  el  plan  de  reparto 
en  el  término  señalado  serán  convocados  á  junta  los  co- 
muneros. 

La  jranta  se  celebrará  quince  días  después  de  la  pro- 
videncia, que  se  notificará  á  las  partes,  y  se  anunciará  par 
edictos  en  la  forma  y  por  el  término  expresado  en  el  ar- 
tículo aoterior. 

Articula  4&  En  dieta  junta,  á  que  asistirán  precisa- 
mente el  Síndico  representante  común,  los  Calificadoras  y 
el  perito^,  formando  acuerdo  los  qae  votaren  la  mayoría 
de  los  concurrentes,  computada  en  la  forma  dispuesta  en 
el  artículo*  27  y  de  manera  que  los  votos  que  la  compon- 
gan formen  los  dos  tercios  de  la  suma  total  de  la  comu- 
nádaá. 

Artículo  46.  Si  no  hubiere  acuerdo  podrán  formalizar 
su  impugnación  los  disidentes,,  la  cual  se  sustanciará  por 
tos  tramites  d>e  los  incidentes,  que  serán  de  previo  y  espe- 
cial pronunciamiento  si  afectaren  á  la  totalidad  del  re- 
parto, y  se  sustanciarán  en  ramo  separado,  si  así  no  fuere. 

El  Juez  en  uno  y  otro  caso  resolverá  todos  los  pun- 
tos controvertidos,  mandando  hacer  en  el  reparto  las  mo- 
dificaciones que  procedan  ó  teniéndolo  por  firme.  Las 
sentencias  que  recaigan  en  segunda  instancia  se  conside- 
rarán definitivas  á  los  efectos  d>e  la  casación. 

Artículo  47.  Si  no  fuere  impugnado  el  reparto  en  tér- 
mino señalado  en  el  artículo  43,  si  fueren  desestimadas 
las  impugnaciooüjes,  ó  hechas  las  modificaciones  ordenadas 
en  sentencia  firme  se  dará  por  concluso  el  juicio,  mandán- 
dose qu«  se  expida  á  cada  comunero  copia  testimoniaba 
de  su  entero  con  el  plano  de  su  porción,  que  será  su  títu- 
lo de  dominio  para  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad que  corresponda. 

De  las  costas  y  gasto  comunes 

Artículo  48.  Las  costas  comunes  que  se  causaren  en 
el  juicio  de  deslinde  y  división  de  haciendas,  hatos  ó  co* 
rrales  sean  ó  no  comuneros,  no  podrán  excederse  del  diez 
por  ciento  del  valor  del  fundo,  según  las  circunstancias 
de  tiempo  y  lugar  apreciadas  por  el  Juez,  y  podrá  abo- 
narse por  los  interesados  en  cineo    anualidades    iguales, 
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contadas  desde  la  aprobación  del  deslinde  si  la  hacienda 
no  fuere  comunera,  ó  desde  la  del  reparto  si  lo  fuere. 

Al  efecto  se  hará  por  el  actuario  regulación  de  las 
costas,  previa  presentación  de  las  minutas  de  honorarios 
jde  los  abogados  y  peritos. 

Las  costas  particulares  serán  abonadas  en  la  forma 
ordinaria. 

Los  colindantes  reintegrarán  al  fundo  deslindado  la 
-mitad  de  los  gastos  de  sus  líneas  dividentes. 

Artículo  49.  Los  gastos  indispensables  serán  hechos 
por  la  comunidad,  previa  derrama  propuesta  por  el  Sin- 
ódico representante  común,  y  aprobada  por  el  Juez. 

Artículo  50.  Cualquier  comunero  ó  varios  de  ellos 
pueden  anticipar  los  gastos  y  satisfacer  las  costas  al  con- 
tado, poniéndose  en  el  lugar  y  grado  de  los  acreedores  pa- 
Ta  reintegrarse. 

En  este  caso  los  gastos  se  acumularán  á  las  costas  pa- 
ra su  reintegro  en  el  término  de  cinco  años. 

Artículo  51.  El  Síndico  representante  común  estará 
exento  de  las  derramas  para  gastos,  si  bien  deberá  con- 
tribuir con  la  cuota  que  le  corresponda  para  el  pago  de 
las  costas. 

Artículo  52.  Las  porciones  de  los  comuneros  queda- 
rán afectas  á  prorrata  á  la  responsabilidad  de  costas  y 
gastos  pendientes,  á  cuyo  efecto  podrán  librarse  manda- 
mientos al  Registro  de  la  Propiedad  correspondiente,  pa- 
ra la  inscripción  del  gravamen  con  los  insertos  y  requisi- 
tos que  la  Ley  Hipotecaria  exige,  todo  á  costa  del  deudor. 

Artículo  53.  Todos  los  actos  á  que  diere  lugar  el  des- 
linde de  una  hacienda,  hato  ó  corral  y  la  división  ó  repar- 
to en  su  caso  quedan  exentos  del  impuesto  de  derechos 
-reales. 

Al  efecto,  tan  luego  como  se  promueva  el  deslinde  de 
una  hacienda  de  las  definidas  en  el  artículo  primero  se  co- 
municará su  inicio  al  Administrador  de  Rentas  é  Impues- 
tos de  la  Zona  Fiscal  respectiva  y  éste  lo  comunicará  sin 
•dilación  á  la  Secretaría  de  Hacienda. 

Artículo  54.  Cuando  la  Secretaría  de  Hacienda  pro- 
moviere un  juicio  de  deslinde,  practicarán  las  operacio- 
nes periciales  los  ingenieros  dependientes  del  Estado,  sean 
de  Obras  Públicas  ó  de  Montes,  sin  más  remuneración 
que  la  que  les  corresponda  por  razón  de  su  cargo,  y  los 
-delegados  que  la  presenten  serán  dirigidos  por  el  Minis- 
terio Público  ó  su  representación  en  el  lugar  del  juicio. 

Disposiciones  generales 
Artículo  55.  En  el  deslinde,  calificación  de  los  títulos 
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y  repartición  de  las  haciendas  se  observarán  las  bases  fija- 
das en  los  artículos  siguientes : 

Artículo  56.  Al  practicarse  el  deslinde,  se  respetarán 
las  líneas  dividentes  trazadas  en  deslinde  anterior  de  la 
propia  hacienda  ó  de  la  limítrofe,  que  no  hayan  sido  im- 
pugnadas, observándose  rigurosamente  los  mojones  ó  lí- 
neas di  videntes  constantes  por  sus  títulos  6  señalamien- 
tos antiguos,  por  convenios  de  partes  ó  por  sentencias 
firmes : 

Artículo  57.  A  falta  de  los  límites  ó  términos  á  que 
se  contrae  el  artículo  anterior  entre  haciendas  ó  corrales- 
limítrofes,  completará  su  radio  el  que  tenga  la  merced  ó 
licencia  más  antigua,  con  determinación  del  lugar  y  seña- 
les, bien  entendido  que  para  fijar  la  cuestión  de  priori- 
dad, no  bastará  la  fecha  de  la  solicitud  de  la  licencia  ó 
merced,  sino  la  de  posesión  en  la  forma  que  establecían 
las  Ordenanzas  Municipales  de  1574. 

Artículo  58.  Si  ninguna  de  las  comunidades  colindan- 
tes pudiere  presentar  antes  de  la  junta  en  que  se  nombren 
los  peritos  para  el  deslinde  la  licencia  ó  merced  con  Ios- 
requisitos  expresados  en  el  artículo  anterior,  sino  las  pe- 
ticiones al  cabildo  respectivo  con  las  primeras  providen- 
cias recaídas  sin  determinación  de  lugar  y  señales,  y  no 
se  pudiera  probar  cumplidamente  que  una  de  las  hacien- 
das fué  ocupada  efectivamente  primero  que  la  otra,  ó  que 
una  comunidad  ha  reconocido  expresamente  ó  desde  tiem- 
po inmemorial  la  prioridad  de  la  otra,  ambas  posesiones 
se  considerarán  simultáneas,  verificándose  el  deslinde  por 
sus  centros  conocidos,  y  distribuyéndose  la  superficie  li- 
mítrofe entre  ambas  comunidades  en  la  proporción  res- 
pectiva á  su  área,  según  fuesen  hato  ó  corral. 

Artículo  59.  Si  en  la  merced  ó  documentos  presenta- 
dos no  aparecieren  los  linderos  con  precisión,  sino  rum- 
bos, se  seguirán  estos  rumbos  en  el  deslinde. 

Artículo  60.  Se  considerará  centro  del  fundo  el  de- 
signado en  la  providencia  del  Cabildo  al  otorgarse  la  mer- 
ced y  se  pueda  identificar.  A  falta  de  éste  el  reconocido 
como  tal  en  actas  ó  documentos  públicos  anteriores  á 
1800,  y  á  falta  de  ambos  el  reconocido  por  tal  desde  tiem- 
po inmemorial,  ó  donde  hubiese  estado  el  asiento  más  an- 
tiguo del  asiento  ó  corral,  apreciados  por  el  Juez  con  arre- 
glo á  derecho,  los  hechos  y  fundamentos  alegados  y  pro- 
bados. 

Artículo  61.  La  simple  mención  de  un  paraje  ó  deta- 
lle topográfico  por  algún  nombre  en  la  concesión  de  una 
merced  ó  en  sus  diligencias  preliminares  no  crea  ninguna 
presunción  en  favor  de  la  existencia  de  títulos  sobre  ese 
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paraje,  pero  si  se  hiciere  mención  de  -que  existía  conce- 
sión ó  asiento  anterior  se  considerará  esta  última  mención 
como  prueba  de  una  merced,  si  de  hecho  ha  habido  allí 
asiento  conocido  desde  tiempo  inmemorial. 

Artículo  62.  En  la  calificación  de  títulos  de  los  comu- 
neros se  apreciará  su  condominio  no  por  las  caballerías 
de  tierra  ó  medida  de  superficie  ó  longitud  que  aparezcan 
de  su  documentación  sino  por  la  parte  alícuota  que  repre- 
sente en  los  antiguas  y  legítimos  títulos  de  la  hacienda, 
hato  ó  corral,  fijándose  su  porción,  conocidas  que  sean  la 
superficie  total  á  dividir,  y  las  posesiones  legítimamente 
Adquiridas  en  la  proporción  correspondiente. 

Artículo  68.  Si  por  el  repartimiento  de  hacienda  po- 
blada de  ganado  resultare  que  los  ganados  de  un  condue- 
ño quedan  en  los  terrenos  de  otro  ó  los  ganados  de  un  ha- 
cienda en  terrenos  de  otra  colindante  estarán  obligados  á 
reducirlos  al  suyo  ó  extraerlos  en  el  término  preciso  de  un 
año,  á  menos  que  se  convengan  de  otra  suerte. 

Articulo  64.  Las  labranzas  y  mejoras  que  queden  fue- 
ra del  área  de  la  hacienda  deslindada  y  las  que  deba  sol- 
tar alguno  por  tener  ocupado  más  de  lo  que  le  correspon- 
da, las  disfrutará  por  un  año  el  que  las  hizo  si  fueren  de 
frutos  menores  ó  hasta  la  recolección  de  la  cosecha  si  la 
planta  fuere  anual,  ó  por  tres  cosechas  si  fueren  cañave- 
rales, á  menos  que  el  comunero  ó  comunidad  adquirente 
del  terreno  prefiera  indemnizar  al  ocupante  á  tasación  ó 
en  la  forma  que  acuerden  ambas  partes.  Las  fábricas  po- 
drán demolerlas  y  llevarse  los  materiales  el  que  las  fa- 
hricó  si  no  tuviere  acuerdo  con  el  comunero  ó  comunidad 
adquirente.  Las  cercas  estables,  plantíos  de  árboles  y  pas- 
tos artificiales  serán  indemnizados  á  tasación  de  personas 
entendidas,  pagándose  el  precio  en  tres  anualidades  igua- 
les salvo  siempre  lo  dispuesto  en  letra  (d)  del  artículo  42. 

Artículo  65.  Si  las  cercas,  plantíos  y  edificaciones  fue- 
ren posteriores  á  la  prevención  del  juicio  de  deslinde  no 
tendrá  derecho  el  comunero  que  las  ejecute  á  resarcimien- 
to alguno. 

Artículo  66.  Los  yerros  de  la  mensura  que  procedan 
de  imperfección  inexcusable  de  los  instrumentos,  no  que- 
darán sujetos  á  rectificación. 

Artículo  67.  Si  de  la  división  resultare  terreno  so- 
hrante  se  venderá  para  cubrir  los  gastos  y  costas  si  estu- 
vieren pendientes  de  pago.  Si  no  lo  estuvieren  se  com- 
prenderán en  el  reparto.  Los  yacimientos  de  mineral  que 
tenga  importancia,  á  juicio  de  los  Calificadores  y  Síndico, 
se  venderán  á  beneficio  de  la  comunidad;  pero  si  la  ma- 
yoría de  los  comuneros  lo  acordare  serán  comprendidos 
en  el  reparto. 
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Artículo  68.  Al  convocarse  á  junta  se  señalarán  el 
día,  hora  y  lugar  en  que  deba  verificarse.  Se  celebrarán 
en  el  lugar  de  audiencia  pública  del  Juzgado,  y  si  ésta  no 
fuere  bastante  espaciosa  en  la  Sala  Capitaular.  Las  pre- 
sidirá siempre  el  Juez,  con  el  lleno  de  atribuciones  que  le 
corresponde,  y  se  extenderá  un  acta  de  la  sesión  en  tér- 
minos claros  y  concisos. 

Cuando  por  cualquier  causa  no  termine  una  junta  el 
día  señalado  continuará  al  día  siguiente  á  la  misma  hora 
y  en  el  mismo  lugar. 

Artículo  69.  Cuando  varias  haciendas  ó  fundos  no 
deslindados  sean  limítrofes  y  pertenezcan  á  un  solo  due- 
ño, para  el  deslinde  de  cualquiera  de  ellos  serán  citados 
los  propietarios  ó  comuneros  de  los  fundos  más  próximos 
no  deslindados,  por  el  interés  que  tienen  ó  puedan  tener 
en  la  determinación  de  las  mercedes  de  las  heredades  inr 
mediatas  y  de  sus  centros. 

Artículo  70.  'Se  sobreseerá  en  el  deslinde  por  los  rum- 
bos en  que  se  demuestre  ó  aparezcan  que  ya  han  sido  des- 
lindadas en  forma  las  propiedades  limítrofes,  á  cuyos  po- 
seedores en  nada  podrá  perjudicar  la  operación  que  se 
realice,  bien  entendido  que  este  precepto  no  se  contrae  al 
mero  aspecto  y  deslinde  de  acotamientos  ó  asientos. 

Artículo  71.  En  todas  las  líneas  dividentes  se  harán 
trochas  ó  se  pondrán  mojoneras  firmes  á  costa  común  de 
los  colindantes  á  quienes  sirvan. 

Artículo  72.  Los  segmentos,  huecos  y  sobrantes  que 
resultaren  entre  haciendas,  hatos  ó  corrales  limítrofes  por 
consecuencia  de  la  medida  circular  se  distribuirán  entre 
los  fundos  colindantes  en  la  proporción  que  corresponda 
á  su  naturaleza  respectiva,  siempre  que  no  estuvieren 
ocupados  por  el  tiempo  necesario  para  la  prescripción. 

Articulo  73.  No  se  retrocederá  en  el  procedimiento 
por  las  alegaciones  de  ninguna  de  las  partes,  á  menos  que 
recaiga  sentencia  firme  de  nulidad  de  actuaciones  por  vio- 
lación de  las  formas  esenciales  del  juicio  numeradas  en 
el  artículo  1691  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  habida 
consideraciones  de  los  preceptos  especiales  de  esta  Orden. 

Artículo  74.  La  citación  á  los  ausentes  sólo  se  hará 
por  edietos,  entendiéndose  por  ausentes  á  los  efectos  de 
estos  procedimientos  aquellos  que  no  residiendo  en  el 
país,  no  tengan  constituidos  administrador  ó  mandatario 
reconocido  para  la  administración  y  régimen  de  su  pro- 
piedad. Se  dejarán  también  cédulas  en  las  fincas  que  le 
pertenezcan,  y  si  las  fincas  estuvieren  abandonadas  se  en- 
tregarán la  scédulas  al  Alealde  Municipal  del  término  en 
que  estuviere  sita  la  finea  y  si  perteneciere  á  más  de  un 
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término,  al  Alcalde  de  aquél  en  que  estuviere  el  asiento  & 
casa  principal  del  fundo. 

En  todos  los  casos  será  citado  el  Ministerio  fiscal  por 
los  ausentes  ó  por  las  partes  que  no  tengan  legalizada  6 
formalizada  representación. 

Artículo  75.  Si  en  el  curso  del  procedimiento  resulta- 
re que  hay  sucesiones  que  no  tienen  legalizada  su  repre- 
sentación, el  Juez  en  ramo  separado  proveerá  á  esa  lega- 
lización, que  podrá  hacer  también  concurriendo  los  inte- 
resados ó  sus  representantes  ante  Notario  con  los  docu- 
mentos necesarios  para  hacer  la  declaración  de  herederos 
y  con  los  testigos  que  depongan  sobre  la  no  existencia  de 
disposición  testamentaria. 

El  expediente  que  resulte  se  remitirá  de  oficio  al  Juz- 
gado de  primera  instancia,  el  cual,  con  audiencia  del  Mi- 
nistro Fiscal,  que  informará  dentro  de  cinco  días,  dictará 
en  su  vista  el  auto  de  declaración  de  herederos  que  sea 
procedente,  previos  los  anuncios  y  edictos  cuando  sean 
necesarios,  devolviendo  el  expediente  original  al  Notario 
remitente,  quien  lo  archivará  én  su  protocolo. 

Se  abonarán  al  Notario  por  su  intervención  en  el  ex- 
pediente diez  pesos  de  honorarios  y  al  Ministerio  Fiscal 
por  sus  derechos  cinco  pesos. 

En  el  auto  de  declaración  de  herederos  se  hará  men- 
ción de  que,  promovido  juicio  de  deslinde  con  arreglo  á 
esta  orden,  tiene  por  objeto  formalizar  la  representación 
de  los  herederos  en  los  juicios  á  que  ésta  se  contrae,  á  los 
efectos  de  la  exención  de  derechos  ficales. 

Disposiciones  transitorias 

Artículo  76.  Los  procedimientos  iniciados  con  ante- 
rioridad y  pendientes  á  la  publicación  de  esta  Orden  se 
ajustarán  á  ella  en  sus  trámites  ulteriores,  á  cuyo  efecto 
los  Jueces  de  primera  instancia  llamarán  á  la  vista  con 
toda  urgencia  los  autos  de  deslinde  y  división  de  hacien- 
das, hatos  ó  corrales  pendientes  en  el  Juzgado  y  provee- 
rán lo  necesario  para  su  continuación,  y  las  Audiencias 
devolverán  á  los  respectivos  Juzgados  los  autos  de  deslin- 
de paralizados. 

Artículo  77.  Si  los  juicios  se  hallaren  en  estado  de  di- 
visión y  entero  y  hubiese  síndicos,  calificadores  ó  peritos 
en  posesión  del  cargo,  procederán  á  hacer  el  reparto  ge- 
neral pendiente  en  el  término  de  sesenta  días. 

Si  no  los  hubiere  se  convocará  á  los  comuneros  que 
no  hayan  recibido  su  entero  para  que  hagan  el  nombra- 
miento de  calificadores  y  peritos  con  arreglo  á  esta  orden. 

El  examen,  impugnación  é  incidencias  á  que  dieren 
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lugar  las  calificaciones  ó  el  plan  de  reparto  se  sustancia- 
rán conforme  á  las  reglas  de  esta  Orden. 

Artículo  78.  Los  Registradores  de  la  Propiedad  de  los 
Partidos  en  que  hubiere  haciendas,  hatos  6  corrales  no 
deslindados  y  comuneros  llevarán  en  foram  de  índice  y 
con  arreglo  á  los  modelos  que  les  facilitará  el  Gobierno, 
un  libro  especial  en  que  tomarán  razón  de  esa  clase  de 
fundos  y  de  sus  acotamientos  con  vista  de  los  datos  exis- 
tentes en  los  registros  respectivos  y  de  los  que  le  propor- 
cionen los  interesados. 

Cada  seis  meses  á  parjir  de  la  publicación  de  esta 
Orden  remitirán  á  las  Secretarías  de  Justicia  y  de  Hacien- 
da copias  autorizadas  de  este  índice. 

Artículo  79.  Inmediatamente  después  de  la  publica- 
ción de  esta  Orden  se  procederá  por  la  Secretaría  de  Ha- 
cienda á  la  investigación,  compilación  y  publicación  de 
los  datos  y  documentos  que  haya  en  los  archivos  públicos 
sobre  mercedes  de  haciendas,  hatos  ó  corrales.  Los  Ayun- 
tamientos, Notarios,  Escribanos,  Registradores  de  la  Pro- 
piedad y  Archiveros  en  general,  facilitarán  á  dicha  Se- 
cretaría ó  á  sus  delegados  y  reprsentantes  los  datos  y  do- 
cumentos que  tengan  en  su  poder,  franqueando  sus  archi- 
vos, libros  y  protocolos  para  las  pesquisas  que  sean  nece- 
sarias ;  todo  sin  exacción  de  derechos. 

Cualquiera  persona  ó  entidad  que  posea  datos  y  do- 
cumentos podrá  facilitarlos,  y  se  archivarán  los  que  se 
presenten  si  ofrecieren  garantías  de  autenticidad  y  legi- 
timidad, considerándose  como  documentos  privados  los 
que  no  estuvieren  en  archivo  público. 

» 

Disposición  final 


¡! 


Artículo  80.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes,  regla- 
mentos y  decretos  de  procedimientos  relativos  á  esta  cla- 
se de  juicios. 

En  cuanto  no  estén  expresamente  modificados  se  apli- 
carán los  preceptos  del  Código  y  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civiles. 

Esta  Orden  no  modifica  la  relativa  á  ferrocarriles. 

El  Ayudante  General, 

H.  L.  Scoot. 
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Ley  de  22  de  Octubre  de  1904  (*)  referente 
á  las  Haciendas  Comuneras 

Tomás  Estrada  Palma,  Persidente  Constitucional  de  la 
República  de  Cuba, 

Hago  saber :  que  el  Congreso  ha  votado  y  yo  he  san- 
cionado, la  siguiente 

Ley: 

Artículo  Io  Desde  los  veinte  días  siguientes  al  de  la 
publicación  de  esta  Ley  en  la  Gaceta  de  la  República, 
se  concede  un  plazo  de  un  año  para  que  todo  el  que  sea 
parte  legítima,  conforme  al  artículo  4o  de  la  Orden  núme- 
ro 62,  Serie  de  1902,  ejercite  los  derechos  que  la  misma  le 
confiere,  por  los  trámites  que  en  ella  se  establecen. 

Artículo  2o  Todos  los  expedientes  demolitorios  incoa- 
dos en  el  plazo  que  se  determina  en  el  artículo  anterior, 
deberán  quedar  definitivamente  conclusos  dentro  de  dos 
años,  á  contar  desde  el  vencimiento  del  año  concedido. 

Artículo  3o  Los  Agrimensores  é  Ingenieros,  emplea- 
dos en  Obras  Públicas,  practicarán  las  operaciones  peri- 
ciales de  deslinde  y  mensura  de  las  haciendas  comuneras 
cuyos  juicios  demolitorios  se  promuevan  dentro  de  los 
términos  que  se  señalan  en  los  artículos  Io  y  2o  de  esta 
Ley,  sin  percibir  otros  dreechos  por  sus  trabajos  que  los 
sueldos  que  reciban  del  Estado,"  más  una  remuneración 
consistente  en  un  peso  por  caballería  de  tierra  útil  de  ca- 
da hacienda,  la  cual  percibirán  después  de  terminada  la 
demolición. 

El  Ejecutivo  podrá  prorrogar  hasta  un  año  más  el 
plazo  concedido  en  el  artículo  2o,  si  los  Agrimensores,  In- 
genieros y  empleados  de  Obras  Públicas  no  pudieren  lle- 
var á  cabo  los  trabajos  en  el  término  de  dos  años. 

Sé  autoriza  igualmente  al  Ejecutivo  para  aumentar 
el  número  de  Agrimensores,  Ingenieros  y  empleados  de 
Obras  Públicas  en  los  próximos  Presupuestos. 

Los  interesados  podrán  nombrar,  por  mutuo  acuer- 
do, á  su  costo,  Ingenieros  y  Agrimensores  que  practiquen 

.  (*)  En  la  n Gaceta' '  del  24  de  Octubre  de  1904  se  reprodujo 
esta  Ley  salvando  los  errores  cometidos  al  publicarse  por  vez  pri- 
mera el -22  del  mismo  mes  y  año.  Dichos  errores  consistían:  (Art. 
8o  (líneas  5  y  6),  donde  decía  prescripciones  deber  decir:  prescrip- 
ción. Art.  9  (línea  8a)  donde  decía  Juzgado  debe  decir  Juez.  Art. 
9  (línea  10),  suprimir  Oficial.  Artículo  adicional  (línea  3a),  donde 
decía  juicio  debe  decir  juicios. 

Como  se  observará  al  leer  la  Ley  que  publicamos  á  continua- 
ción han  sido  savadas  esas  erratas. — N.  del  A. 
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las  operaciones  de  deslinde  y  mensura  de  las  haciendas, 
si  lo  estiman  conveniente. 

Artículo  4o  Todos  los  Notarios  remitirán  al  Juzgado 
testimonios  de  los  documentos  que  existan  en  sus  Proto- 
colos y  se  les  pidan,  relativos  á  traslaciones  de  dominio, 
gravámenes  y  cancelaciones  de  los  terrenos  que  en  la  ha- 
cienda que  se  esté  demoliendo,  posea  el  solicitante,  ó  la 
parte  que  de  ellos  se  les  señalare ;  percibiendo  el  25  por 
ciento  de  sus  derechos  de  contado  y  el  75  por  ciento  res- 
tante cuardo  termine  la  división. 

Artículo  5o  Los  Kegistradores  de  la  Propiedad,  den- 
tro del  plazo  que  el  Juez  les  señale,  darán  gratis  á  los  in- 
teresados que  las  soliciten,  certificaciones,  en  relación,  de 
los  asientos  que  consten  en  sus  libros  relativos  á  traslacio- 
nes de  dominio,  gravámenes  y  cancelaciones  de  los  terre- 
nos que  en  la  hacienda  que  se  divide  posean  aquéllos,  re- 
mitiendo otro  certificado  igual  al  Juez  que  conozca  del 
juicio,  y  á  la  terminación  de  éste  percibirán  cincuenta 
centavos  de  peso  por  cada  uno  de  dichos  atestados  remiti- 
dos á  los  Jueces,  haciendo  gratis  las  inscripciones  de  to- 
das las  parcelas  que  se  adjudiquen  á  los  comuneros. 

Artículo  6o  Todo  comunero,  para  atender  á  las  cos- 
tas y  gastos  del  juicio,  cederá  á  favor  de  la  comunidad  el 
5  por  ciento  del  terreno  útil  que  le  corresponda,  pudien- 
do  entregar  su  importe  en  dinero,  previa  tasación  por  pe- 
ritos, nombrados  uno  por  él  y  otro  por  el  Juez. 

'Si  hubiera  discordia  entre  los  mismos,  ambos  desig- 
narán un  tercero  que  la  dirima,  y  en  caso  de  no  ponerse 
;de  acurdo  en  la  designación  del  tercero,  el  Juez  nombra- 
rá como  dirimente  al  que  saque  entre  tres  insaculados. 

Artículo  7o  A  los  efectos  del  artículo  3o  de  esta  Ley, 
los  Jueces  se  dirigirán  directamente  al  Secretario  de 
Obras  Públicas  para  que  trasmita  las  órdenes  á  los  Agri- 
mensores que  de  él  dependan. 

El  Ejecutivo  reglamentará  este  servicio. 

Artículo  8o  Transcurridos  los  plazos  que,  en  sus  res- 
pectivos casos,  se  señalan  en  los  artículos  Io  y  2o,  queda 
prescripto  el  derecho  que  en  los  mismos  se  reconoce  y  se 
-declaran  aplicables  á  los  terrenos  comprendidos  en  las  ha- 
ciendas comuneras,  las  disposiciones  sobre  prescripción 
del  dominio  contenidas  en  el  Título  18,  Libro  4o  del  Códi- 
go Civil,  con  excepción  del  artículo  1965. 

Artículo  9o  Llegado  el  caso  á  que  se  refiere  el  artículo 
anterior,  todo  poseedor  podrá  acreditar  su  derecho  en  la 
forma  que  establecen  los  artículos  390  y  siguientes  de  la 
Ley  Hipotecaria;  pero  al  ordenar  el  Juez  la  citación  de 
los  propietarios  colindantes,  como  trámite  previo  para  re- 
cibir la  información  testifical,  convocará  por  medio  de 
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edictos,  que  se  fijarán  en  los  lugares  que  el  Juez  estime 
convenientes  para  su  mayor  publicidad  en  el  distrito  á  que 
la  finca  pertenece  y  se  insertarán  en  la  Gaceta  de  la  Re- 
publica, — á  todos  los  que  se  crean  perjudicados  con  la 
inscripción  que  se  pretenda,  para  que  comparezcan  en  el 
término  de  veinte  días  á  anunciar  su  oposición. 

Artículo  10.  El  que  anunciare  su  oposición  en  el  tér- 
mino que  se  señala  en  el  artículo  anterior,  deberá  ratifi- 
carla, estableciendo  la  demanda  dentro  del  plazo  de  trein- 
ta días,  á  contar  desde  la  fecha  de  la  presentación  del  es- 
crito en  que  se  opuso.  Dicha  demanda  será  sustanciada 
por  los  trámites  que  para  los  incidentes  señala  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil;  pero  en  ella  no  podrá  ser  objeto  de 
discusión  otra  cosa  que  la  exactitud  ó  inexactitud  de  los 
linderos  fijados  en  el  escrito  inicial  del  expediente  pose- 
sorio y  la  verdad  ó  no  de  la  posesión  que  se  alega. 

Artículo  11.  Transcurridos  los  veinte  días  que  se  con- 
ceden en  el  artículo  9o  para  anunciar  la  oposición,  sin  que 
por  nadie  se  hubiese  verificado,  ó  vencidos,  en  su  caso,  los 
treinta  días  á  que  se  refiere  el  artículo  10  sin  formalizarse 
la  oposición,  el  Juez  declarará  no  haber  lugar  á  admitir 
reclamación  alguna  en  lo  sucesivo  y  continuará  la  trami- 
tación del  expediente  posesorio. 

Artículo  12.  El  auto  que  dice  el  Juzgado,  coforme  al 
artículo  392  de  la  Ley  Hipotecaria,  contendrá  en  su  parte 
dispositiva»  la  expresión  de  ser  título  de  dominio  de  la  fin- 
ca objeto  del  expediente  y  que  perjudica  á  tercero  cuan- 
do la  información  compruebe  que  el  promovente  se  en- 
cuentra en  cualquiera  de  los  casos  de  los  artículos  1,957 
y  1,959  del  Código  Civil. 

Artículo  13.  Los  Registradores  de  la  Propiedad  sólo 
podrán  negar  la  inscripción  de  los  expedientes  tramitados 
conforme  á  esta  Ley,  cuando  del  Registro  aparezca  otra 
inscripción  de  los  mismos  terrenos.  La  denegarán  por  de- 
fectos subsanables  cuando  no  haya  transcurrido  el  térmi- 
no que  se  fija  en  el  artículo  siguiente,  y  por  defecto  insub- 
sanable cuando  haya  transcurrido  dioho  término. 

Artículo  14.  Todas  las  inscripciones  parciales  de  te- 
rrenos pertenecientes  á  haciendas  comuneras  que  aparez- 
can en  los  libros  del  moderno  Registro  de  la  Propiedad  y 
que  estén  hechas  conforme  á  las  disposiciones  especiales 
de  la  Ley  Hipotecaria  para  inscribir  dichos  terrenos,  que- 
darán en  el  concepto  de  inscripciones  definitivas,  de  do- 
minio si  contra  ellas  no  se  anuncia  y  formaliza  oposición 
dentro  de  los  términos  y  en  la  forma  que  se  establece  en 
los  artículos  9o  y  10  de  esta  Ley,  debiendo  comenzarse  á 
contar  el  primero  de  dichos  términos  desde  veinte  días 


197 

después  de  publicada  la  inscripción  en  la  Gaceta  de  la 
República, 

Artículo  15.  Si  promovido  un  expediente  conforme  á 
las  disposiciones  anteriores,  se  presentase  ante  el  Juzgado 
en  que  cursa  certificación  del  Registro  de  la  Propiedad  en 
que  conste  la  inscripción  de  los  mismos  terrenos,  conver- 
tida en  definitiva  de  dominio  por  haberse  cumplido  los  re- 
quisitos que  se  determinan  en  el  artículo  precedente,  el 
Juez  ordenará  archivar  el  expediente. 

Artículo  16.  Por  las  inscripciones  de  estos  expedien- 
tes sólo  podrán  cobrar  los  Registradores  de  la  Propiedad 
á  razón  de  cincuenta  centavos  moneda  oficial  por  caballe- 
ría, cuando  la  finca  no  exceda  de  veinte;  veinte  y  cinco 
centavos,  en  la  misma  moneda,  por  caballería,  cuando  pa- 
se de  veinte  y  no  exceda  de  cien,  y  cuando  la  finca  tuvie- 
ra mayor  cabida,  se  aumentarán  cinco  centavos  por  cada 
caballería  que  exceda  de  las  cien. 

Artículo  17.  Los  plazos  fijados  en  los  artículos  Io  y  2rt 
son  aplicables  á  los  comuneros  de  hacienda  cuyos  juicios 
estuvieren  comenzados  y  no  terminados  á  la  publicación 
de  esta  Ley;  en  el  primero  de  dichos  plazos  manifestará 
al  Juzgado  el  propósito  de  continuar  ejercitando  su  ac- 
ción en  el  juicio  demolitorio,  y,  en  ese  caso,  tendrán  que 
cumplir  lo  que  se  dispone  en  el  artículo  2o. 

Artículo  adicional.  En  el  término  de  un  mes,  á  contar 
desde  que  comience  á  regir  la  presente  ley,  los  Jueces  an- 
te los  cuales  cursen  juicios  demolitorios  de  haciendas  co- 
muneras, y  que  no  sean  competentes  conforme  al  artículo 
2o  de  la  Orden  62  de  1902,  los  remitirán  de  oficio  á  los  Jue- 
ces á  quienes  corresponda  conocer  de  ellos,  conforme  á  di- 
cho artículo. 

Por  tanto :  mando  que  se  cumpla  y  ejecute  la  présen- 
te Ley  en  todas  sus  partes. 

Dada  en  el  Palacio  de  la  Presidencia,  en  la  Habana,  á 
veinte  y  dos  de  Octubre  de  mil  novecientos  cuatro. 

T.  ESTRADA  PALMA, 

Presidente. 

•C.  E.  Ortiz, 
Secretario  de  Estado  y  Justicia. 

(Gaceta  22  de  Octubre  de  1904.) 
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Curso  que  debe  darse  á  los  exhortas  y  comunicaciones 

para  el  Extranjero 

Decreto  N.°  204.  (*) 

En  uso  de  las  facultades  que  me  confiere  la  Constitu- 
ción y  á  propuesta  del  Secretario  de  Estado  y  Justicia 
vengo  en  decretar : 

Artículo  Io  Los  exhortos  ó  comunicaciones  que  por 
los  Jueces  ó  Tribunales  de  la  República  se  libren  para  la 
práctica  de  diligencias  ó  actos  judiciales  de  instrucción 
en  el  extranjero  serán  enviados,  salvo  lo  que  se  establezca 
en  los  Tratados,  á  la  Secretaría  de  Estado  y  Justicia,  por 
el  conducto  que  determinan  las  disposiciones  vigentes,  pa- 
ra que  por  el  Departamento  de  Estado  de  la  misma  Secre- 
taría se  les  dé  el  curso  correspondiente. 

Artículo  2o  Los  Agentes  Diplomáticos  y  Consulares 
de  la  República  no  darán  curso  ni  cumplimiento  á  ningún 
despacho  de  los  expresados  en  el  artículo  anterior,  que  no 
les  fuere  trasmitido  por  el  Departamento  de  Estado  de  la 
Secretaría  de  Estado  y  Justicia.  Tampoco  se  comunicarán 
dichos  Agentes  con  las  Autoridades  de  la  República,  ni 
éstas  conaquéllos,  sino  por  conducto  del  mismo  Depar- 
tamento á  no  ser  en  los  casos  en  que  estuviere  prevenido 
ó  se  prevenga  lo  efectúen  directamente  ó  en  los  que  se  les 
autorice  para  ello  por  dicha  Secretaría. 

Habana,  Palacio  de  la  Presidencia,  á  25  de  Mayo  de 
1905. 

T.  ESTRADA  PALMA, 

Presidente. 
Juan  F.  O'Farrill, 

Secretario  de  Estado  y  Justicia. 

(Gaceta  Io  Junio.) 


(*)     Léase  la  página  138. 


CRÉDITOS  HIPOTECARIOS 

GOBIERNO    GENERAL    DE    LA    ISLA    DE    CUBA 

Secretaría  General 

SECCIÓN    CENTRAL   DEL   GOBIERNO    Y    ARCHIVO    GENERAL 

GRACIA  Y  JUSTICIA 

El  Excmo.  señor  Gobernador  General,  vista  la  instan- 
cia promovida  por  el  Cínculo  de  Hacendados  y  Agricul- 
tores de  la  Isla,  en  solicitud  de  suspensión  temporal  de 
procedimientos  judiciales  contra  hacendados,  aplicando 
por  analogía  determinados  preceptos  de  los  Códigos  Civil 
y  Mercantil  vigentes,  y  oído  el  ilustrado  dictamen  del 
Excmo.  Consejo  general  de  Administración;  S.  E.,  por 
acuerdo  fecha  13  de  los  corrientes,  ha  dispuesto  se  inte- 
rese del  Gobierno  Supremo  la  aprobación  del  acuerdo  que 
comprenden  las  siguientes  cláusulas. 

Ia  Los  créditos  hipotecarios  vencidos  ó  que  venzan 
desde  esta  fecha,  se  entenderán  prorrogados  hasta  el  día 
30  de  Abril  del  año  próximo  de  1897. (*) 

2a  Quedarán  también  en  suspenso,  durante  igual  tér- 
mino, los  juicios  seguidos  para  el  cobro  de  esos  créditos. 

3a  Igual  disposición  se  aplicará  á  los  cobros  de  rédi- 
tos de  censos  vencidos  ó  que  venzan  desde  esta  fecha  y 
los  con  tal  motivo  promovidos. 

4a  Siempre  que  haya  bienes  inmuebles  embargados,  ó 
se  haya  tomado  anotación  preventiva  de  la  demanda  en 
el  Registro  de  la  propiedad,  quedará  en  suspenso  duran- 
te el  plazo  referido  toda  vía  de  apremio  que  se  haya  prin- 
cipiado ó  se  principie  para  cumplir  las  sentencias  ejecuto- 
rias recaídas  én  los  juicios  de  cualquier  clase. 

5a  Los  procedimientos  para  el  cobro  de  contribucio- 
nes, derechos  reales  ó  créditos  de  cualquier  clase  que  per- 
tenezcan al  Estado,  provincia  ó  municipio,  continuarán 
hasta  hacerlos  efectivos  sobre  rentas,  bienes  muebles  ó 

(*)     Léase  la  página  202. 
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semovivientes  del  deudor;  pero  respecto  á  los  bienes  in- 
muebles del  mismo,  sólo  podrán  continuar  hasta  el  trámi- 
te de  embargo  y  su  toma  de  razón  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad, mientras  no  venza  el  plazo  referido  de  30  de  Abril 
de  1897,  transcurrido  el  cual  cesarán  todos  los  efectos  de 
la  suspensión,  continuando  los  procedimientos  por  los  trá- 
mites legales. 

Y  dispuesto  también  que  ínterin  no  recaiga  la  reso- 
lución superior  á  que  se  alude,  rijan  y  se  ejerciten  los  pre- 
ceptos contenidos  en  el  articulado  transcrito  de  orden  de 
S.  E.  se  -publica  en  la  "Gaceta  de  la  Habana/ ' 

Habana,  15  de  Mayo  de  Í896. — El  Secretario  general, 
El  Marqués  de  Palmer  ola. 

(Gaceta  17  Mayo.) 


Los  contribuyentes  podran  retraer  las  fincas  que  hayan  sido  adju- 
dicadas por  el  Estado  en  cobro  de  contribuciones. 

GOBIERNO  GENERAL  DE  LA  ISLA  DE  CUBA 

En  virtud  de  las  razones  expuestas  por  la  Intenden- 
cia general  de  Hacienda,  de  conformidad  con  la  misma  y 
en  uso  de  la  autorización  concedida  por  el  Gobierno  de  S. 
M.,  vengo  en  expedir  el  siguiente 

decreto : 

Artículo  Io  Los  contribuyentes  de  Pinar  del  Río,  Ha- 
bana, Matanzas  y  Santa  Clara,  cuyos  débitos  se  hayan  he- 
cho efectivos  por  medio  de  la  adjudicación  de  fincas  rús- 
ticas ó  urbanas  al  Estado,  podrán  retraerlas  con  la  obli- 
gación de  pagar  antes  del  día  Io  de  Julio  próximo  veni- 
dero el  principal  adeudo,  los  derechos  del  agente  ejecuti- 
vo, peritos  é  inscripción  en  el  Registro  de  la  Propiedad, 
quedando  dispensados  de  satisfacer  el  papel  sellado  in- 
vertido en  el  expediente  y  los  intereses  de  demora,  salvo 
en  los  adeudos  por  derechos  reales  y  plazos  por  compra 
de  bienes  nacionales,  en  los  cuales  deberán  abonarse  di- 
chos intereses  por  exigirlos  sus  reglamentos  en  compen- 
sación de  las  demoras  por  prórrogas  que  los  mismos  auto- 
rizan. 

Si  existiesen  en  las  oficinas  de  Hacienda  centrales  ó 
provinciales  reclamaciones  de  los  contribuyentes  por  in- 
fracción del  procedimiento  ejecutivo,  los  derechos  del 
agente  se  constituirán  en  depósito  hasta  la  resolución  del 
expediente. 
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El  derecho  que  se  concede  á  los  contribuyentes  por 
el  apartado  primero  de  este  artículo  es  trasmisible  á  los 
herederos  ó  causahabientes  de  los  interesados;  pero  ni 
unos  ni  otros  podrán  hacerlo  valer  contra  los  terceros 
compradores  que  hayan  adquirido  las  fincas  en  subasta 
pública,  mediantes  las  formalidades  prescriptas  en  las  dis- 
posiciones vigentes. 

Art.  2o  Los  contribuyentes  á  quienes  se  hubiese  decla- 
rado defraudadores,  quedarán  relevados  de  la  penalidad 
que  corresponde  al  Estado  si  antes  de  primero  de  Julio 
próximo  satisfacen  el  principal  adeudo,  la  parte  de  pena- 
lidad que  con  arreglo  á  reglamento  corresponda  á  los  in- 
vestigadores y  los  recargos  del  procedimiento  ejecutivo, 
caso  de  haberse  iniciado,  con  excepción  del  papel  sellado 
invertido  en  el  expediente. 

Los  expedientes  de  defraudación  iniciados  hasta  la 
fecha  y  en  los  cuales  no  se  hubiese  aun  dictado  resolución, 
se  sustanciarán  rápidamente,  y  si  el  acuerdo  fuere  conde- 
natorio y  aceptado  por  el  interesado,  podrá  éste  optar  á 
los  beneficios  que  concede  el  párrafo  anterior. 

Los  contribuyentes,  que  sin  ser  defraudadores  estu- 
viesen apremiados  y  satisfagan  sus  adeudos  antes  de  la  fe- 
cha citada,  quedan  relevados  del  reintegro  del  papel  in- 
vertido en  el  expediente. 

Los  contribuyentes  que  antes  del  primero  de  Julio 
próximo  venidero  se  presenten  á  pagar  sus  descubiertos  y 
no  estuviesen  apremiados  ni  sujetos  á  expedientes  de  de* 
fraudación,  quedan  relevados  del  pago  de  las  multas  y  de 
los  intereses  de  demora. 

Estos  últimos  deberán  satisfacerse  no  obstante,  en  los 
adeudos  por  derecho  reales  y  plazos  por  compra  de  bienes 
nacionales  por  las  razones  expuestas  al  final  del  párrafo 
primero  del  artículo  'anterior. 

Art.  3a  Los  Ayuntamientos  deudores  á  la  Hacienda 
por  el  impuesto  de  cédulas  personales,  quedan  también 
relevados  de  los  intereses  de  demora  si  antes  de  primero 
de  Julio  próximo  satisfacen  sus  descubiertos. 

Art.  4o  Quedan  suspendidas  hasta  el  día  30  de  Junio 
próximo  en  las  provincias  citadas  las  visitas  de  Inspec- 
ción del  Timbre  y  de  la  contribución  industrial,  así  como 
la  prosecución  de  los  expedientes  ejecutivos  iniciados  has- 
ta esta  fecha. 

Habana,  9  de  Marzo  de  1897. 

Valeriano  Weyler. 

(Gaceta  11  Mayo.) 
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Prórroga  y  modificación  del  decreto  de  15  de  Mayo  de  1896 

Valeriano  Weyler  y  Nicolau,  Marqués  de  Tenerife,  Go- 
bernador General,  Capitán  General  de  la  Isla  de  Cu- 
ba y  General  en  Jefe  de  su  Ejército. 
Oído  el  ilustrado  dictamen  del  Consejo  de  Adminis- 
tración sobre  la  conveniencia  de  prorrogar  ó  modificar  los 
efectos  del  decreto  de  15  de  Mayo  de  1896,(*)  aprobado 
por  el  Gobierno  de  S.  M. ;  y  considerando  que  la  pertur- 
bación, introducida  por  la  guerra  en  orden  ^de  las  indus- 
trias y  en  el  curso  de  los  negocios,  exige  para  su  restable- 
cimiento definitivo,  iniciado  ya  en  las  provincias  de  Occi- 
dente y  del  Centro  de  la  Isla,  que  en  parte  se  mantenga 
en  vigor  y  en  parte  se  modifique  el  referido  decreto  de  15" 
de  Mayo  de  1896,  con  el  objeto  de  armonizar  en  cuanto 
sea  posible  los  derechos  y  los  intereses  legítimos  de  acree- 
dores y  deudores,  dentro  de  las  condiciones  en  que  se  va 
alcanzando  la  pacificación:  Vengo  en  decretar  lo  si- 
guiente : 

Io  Los  créditos  hipotecarios  vencidos  ó  que  venzan 
desde  esta  fecha,  se  entenderán  prorrogados  hasta  el  día 
31  de  Marzo  del  año  próximo  de  1898. 

2o  Quedarán  también  suspensos,  durante  igual  térmi- 
no, los  juicios  seguidos  para  el  cobro  de  dichos  créditos. 
3o  El  día  Io  de  Mayo  próximo  quedará  expedita  la  ac- 
ción de  los  acreedores  hipotecarios  y  de  los  censualistas 
sobre  fincas  urbanas,  para  reclamar  en  la  vía  y  forma  que 
proceda  el  pago  de  los  intereses  y  de  las  pensiones  venci- 
das ó  que  venzan,  pero  el  importe  de  dichos  intereses  y 
pensiones  sólo  podrá  hacerse  efectivo  sobre  las  rentas  ó 
alquileres  de  las  fincas  urbanas  gravadas,  sin  que  sea  per- 
mitido en  ningún  caso  ponerlas  en  subasta  para  obtener 
el  cobro. 

Cuando  las  fincas  urbanas  gravadas  con  censos  ó  hi- 
potecas estuviesen  ocupadas  por  sus  dueños  ó  embargadas 
por  un  tercero,  sin  mejor  derecho,  podrán  los  acreedores 
hipotecarios  ó  censualistas,  ejercitar  los  derechos  que  las 
leyes  les*confieran,  ya  para  asegurar  su  preferencia,  ya 
para  constituir  una  administración  judicial  con  el  objeto 
de  percibir  la  renta  que  los  deudores  omitan  pagar,  en 
cuanto  sea  necesaria  para  satisfacer  los  créditos  ó  pensio- 
nes vencidas. 

Si  no  hubiere  conformidad  entre  acreedores  y  deudo- 
res para  fijar  la  renta,  habrá  de  estarse  á  la  que  resulte 
declarada  en  los  amülaramientos. 

4o  El  día  Io  de  Mayo  próximo  quedará  también  ex- 
pedita en  las  provincias  de  Pinar  del  Río,  Habana,  Ma- 

(*)     Léase  la  página  199. 
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tanzas  y  Santa  Clara,  la  acción  de  los  acreedores  hipote- 
carios y  censualistas  sobre  fincas  rústicas,  que  no  hubie- 
ran sido  destruidas  y  cuyas  cosechas  se  hubieran  recogi- 
do ó  elaborado  sus  frutos,  total  ó  parcialmente,  para  re- 
clamar en  la  vía  y  forma  que  proceda  el  pago  del  50  por 
ciento  de  sus  débitorios  por  intereses  y  pensiones ;  debien- 
do hacerse  éstos  efectivos,  en  todo  caso,  sobre  los  frutos 
naturales,  industriales  ó  civiles  de  las  expresadas  fincas. 

Los  dueños  de  las  fincas  rústicas  en  que  con  posterio- 
ridad á  la  recolección  de  las  cosechas  se  hubieran  destruí- 
do  las  fábricas,  quedarán  exentos  de  la  obligación  de  pa- 
gar el  50  por  ciento  de  sus  debitónos  por  intereses  y  pen- 
i  siones. 

j  Vendrá  á  cargo  de  los  acreedores  la  prueba  de  que 

|  los  dueños  de  las  fincas  rústicas  gravadas  con  censos  ó 

hipotecas  han  recogido  total  ó  parcialmente  sus  cosechas. 

5o  Siempre  que  haya  bienes  inmuebles  embargados  ó 
se  haya  tomado  anotación  preventiva  de  la  demanda  en  el 
Registro  de  la  propiedad,  quedará  en  suspenso  hasta  el 
día  30  de  Marzo  de  1898  toda  vía  de  apremio  que  haya 
principiado  ó  que  se  principie  para  cumplir  las  ejecuto- 
rias recaídas  en  toda  clase  de  juicio. 

6o  Los  procedimientos  para  el  cobro  de  contribucio- 
nes, derechos  reales  ó  créditos  de  cualquier  clase  que  per- 
tenezcan al  Estado,  Provincia  ó  Municipio,  continuarán 
hasta  hacerlo  efectivo  sobre  rentas  ó  muebles  del  deudor ; 
pero  si  se  dirigen  contra  bienes  inmuebles  ó  derechos  rea- 
les, sólo  podrán  continuar  hasta  el  trámite  de  embargo  y 
anotación  en  el  Registro  de  la  propiedad,  mientras  no 
venza  el  plazo  referido,  sin  perjuicio  de  que  se  reconozca 
el  derecho  que  al  Estado,  Provincia  ó  Municipio  asiste 
para  cobrar,  con  toda  preferencia  á  los  acreedores  hipote- 
carios el  importe  de  las  contribuciones  repartidas  y  no  sa- 
tisfechas desde  el  15  de  Mayo  de  1896,  sobre  las  rentas  y 
frutos  de  las  fincas  urbanas  y  rústicas  que  no  estén  al  co- 
rriente en  el  pago  de  los  referidos  impuestos. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo,  no  se  oponga  que  los 
contribuyentes  puedan  ejercitar  el  derecho  de  retraer 
sus  fincas  en  la  forma  que  lo  ha  prescrito  el  artículo  Io  del 
Decreto  de  9  de  Marzo  último.  (*) 

7o  Los  créditos  hipotecarios  vencidos,  no  las  pensio- 
nes de  censos,  que  por  consecuencia  de  la  prórroga  im- 
puesta no  devenguen  interés  pactado,  se  entenderá  que 
devengan  el  interés  legal  desde  las  fechas  de  las  respec- 
tivas prórrogas,  á  tenor  del  presente  Decreto  y  del  ante- 
rior, su  concordante. 


(*)     Véase  el  Decreto  anteriormente  publicado. 
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Los  intereses  pactados  que  por  las  prórrogas  conce- 
didas, puedan  quedar  perjudicados  conforme  á  la  ley  Hi- 
potecaria, podrán  ser  objetos  en  los  Registros  de  la  pro- 
piedad de  la  inscripción  correspondiente,  sin  exacción  de 
ningún  derecho  fiscal. 

8o  El  presente  decreto  no  se  opone  al  cumplimiento 
de  lo  que  voluntariamente  convengan  acreedores  y  deu- 
dores sobre  el  pago  de  los  créditos  hipotecarios  ó  pensio- 
nes de  censos,  incluyendo  en  dichos  convenios  la  dación 
en  pago  de  las  fincas  hipotecadas  ó  censidas.  La  suspen- 
sión de  los  juicios  no  priva  á  los  acreedores  del  ejercicio 
de  los  derechos  que  nuestras  leyes  les  confieren  para  la 
defensa  y  garantía  de  los  bienes  hipotecados  ó  embar- 
gados. 

9o  Las  cuestiones  judiciales  pendientes  entre  acree- 
dores sin  privilegio  especial  y  los  hipotecarios  sobre  pre- 
lación  para  el  cobro  de  créditos  comunes  y  de  debitorios 
por  intereses  ó  pensiones  censales,  con  las  rentas  ó  frutos 
de  «las  fincas  hipotecadas  ó  censidas,  serán  resueltas  con- 
forme á  derecho ;  pero  sin  que  se  entienda  que,  en  ningún 
caso,  por  la  prórroga  concedida  á  los  deudores  hipoteca- 
rios en  el  decreto  de  15  de  Mayo  de  1896, (*)  se  otorgó  nin- 
gún derecho  preferente  á  los  acreedores  comunes  sobre 
los  hipotecarios,  ni  sobre  el  capital  ni  sobre  los  intereses 
y  pensiones. 

Santa  Clara,  19  de  Abril  de  1897. 

Valeriano  Weyler. 

(Gaceta  22  Abril  ) 


Prórroga  hasta  el  31  de  Marzo  de  1899  del  decreto  de  19  de  Abril 

de  1897 

SECRETARÍA  DE  GRACIA  Y  JUSTICIA  Y  GOBERNACIÓN 

GRACIA  Y  JUSTICIA 

Visto  el  decreto  de  este  Gobierno  general  de  diez  y 
nueve  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  sobre 
suspensión  de  procedimientos  judiciales  contra  bienes  in- 
muebles. 

Considerando  que  las  razones  fundamentales  de  la  ci- 
tada disposición,  no  sólo  subsisten,  sino  que  se  imponen 
con  mayor  fuerza  en  el  actual  período  de  reconstrucción 
de  la  riqueza  pública,  siendo  ahora  más  necesaria  que 
nunca  la  garantía  de  la  posesión  por  parte  del  propietario. 

(*)     Publicado  anteriormente  en  la  página  199. 
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Considerando  que  la  restauración  de  lo  destruido  6; 
depreciado  por  una  calamidad  general  es  obra  de  interés 
común,  y  que  ese  interés  y  no  el  particular  es  la  guía  de* 
toda  legislación,  sin  que  pueda,  por  otra  parte,  estimarse* 
que  lo  acordado  en  él  decreto  de  19  de  Abril  de  1897,  en- 
trañe realmente  un  perjuicio  para  los  acreedores  hipote- 
carios, puesto  que  sólo  los  obliga  á  una  prórroga  del  con- 
trato que  la  anormalidad  de  las  cosas  y  su  propia  conve- 
niencia aconsejan. 

Considerando  que  la  extraordinaria  depreciación  que 
en  la  actualidad  sufren  los  inmuebles  y  la  falta  de  estímu- 
lo para  adquirirlos,  hacen  lógicamente  prever  que  el  re- 
mate de  los  mismos  en  semejante  situación,  anularía  com- 
pletamente los  créditos  de  los  segundos  hipotecarios,  sin 
que  por  otro  lado  exista  fundamento  bastante  para  presu- 
mir que  los  prestamistas  que  en  pago  de  su  crédito  se  ad- 
judiquen predios  rústicos,  se  dediquen  de  improviso  á  su 
explotación  y  fomento : 

Considerando  que  la  ampliación  de  los  procedimien- 
tos judiciales  é  iniciados,  hasta  llegar  el  trámite  de  rema- 
te de  las  fincas,  sólo  traería  consigo  un  inútil  desembolso' 
de  costas  de  parte  del  ejecutante,  y  el  acrecentamiento, 
inútil  también,  de  las  responsabilidades  del  deudor,  por- 
que mientras  no  tenga  efecto  la  subasta  los  créditos  hipo- 
tecarios se  conservan  en  el  mismo  estado. 

En  uso  de  las  facultades  extraordinarias  que  me  hanv 
sido  conferidas  por  el  Gobierno  de  S.  M.,  á  propuesta  del" 
Secretario  de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación,  y  de  acuer- 
do con  el  Consejo  de  Secretarios,  he  dictado  el  siguiente^ 

decreto : 

Artículo  único. — Se  prorroga  en  todas  sus  partes  has- 
ta el  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mili  ochocientos  noventa  y 
nueve,  el  decreto  del  Gobierno  General,  de  diez  y  nueve 
de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  relativo  á  la* 
suspensión  de  procedimientos  contra  bienes  kimuebles, 
con  reserva  de  lo  que  sobre  el  particular  acuerden  en  su; 
día  las  Cámaras  insulares. 

Habana,  Marzo  5  de  1898. 


Eamón  Blanco*. 


El  Secretario  del  Despacho, 
Antonio  Govín, 

(Gaceta  17  do  Marzo.) 
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Prórroga  por  un  mes  mas  del  derecho  del  5  úfi  Marzo  de  1898 

Habana,  29  de  Marzo  de  1899. 

El  Gobernador  General  de  Cuba  dispone  la  publica- 
ción de  la  orden  siguiente : 

Se  prorroga  en  todas  sus  partes  hasta  el  día  30  del 
próximo  mes  de  Abril  el  decreto  dictado  en  5  de  Marzo  de 
1898  por  el  Capitán  general  Don  Ramón  Blanco,  prorro- 
gando á  su  vez  el  efecto  de  las  disposiciones  anteriores  so- 
bre aplazamientos  de  cobros  de  créditos  contra  fincas.  Du- 
rante el  tiempo  de  esta  nueva  prórroga,  este  Gobierno  Mi- 
litar acordará  y  publicará  las  medidas  de  carácter  defini- 
tivo que  han  de  regir  acerca- del  particular. 

El  Mayor  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  E.  Chaffe. 

.(Gaceta  2  Abril.) 


ORDEN  NUMERO  46 

Prórroga  por  dos  años  más  para  el  cobro  de  todas  las  obligaciones 
siempre  que  para  hacerlas  efectivas  haya  que  proceder  contra 
las  propiedades  6  sos  frutos. 

» 

Habana,  Abril  2k  de  1899. 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  orden  siguiente : 

Se  decreta  por  dos  años  de  prórroga,  que  terminarán 
en  Io  de  Mayo  de  1901,  para  el  cobro  de  todas  las  obliga- 
ciones, estén  ó  no  aseguradas  con  garantía  de  la  propiedad 
inmueble,  en  tanto  que  para  hacerlas  efectivas  sea  preciso 
proceder  contra  dichas  propiedades  ó  sus  frutos.  Esa  pró- 
rroga no  alcanzará  á  las  obligaciones  contraídas  después 
del  31  de  Diciembre  de  1898.(*) 

El  Brigadier  de  Voluntarios, 
Jefe  de  Estado  Mayor  interino, 

O.  H.  Ernst. 

(Gaceta  28  de  Abril  ) 


(*)     Léase  la  orden  que  sigue. 
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ORDEN  NUMERO  69  (*) 

Modificación  de  la  Orden  46  anteriormente  publicada 

Habana,  5  de  Junio  de  1899. 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  orden  siguiente : 

I.  El  Decreto  de  24  de  Abril  último, (**)  por  el  cual  se 
.concedió  una  prórroga  que  había  de  terminar  el  Io  de  Ma- 
jo de  1901,  para  el  cobro  de  todas  las  obligaciones  á  que 
.el  mismo  se  refiere  y  contraídas  antes  del  31  de  Diciembre 
de  1899,  se  entiende  modificado  con  arreglo  á  los  siguien- 
tes artículos: 

II.  Con  las  solas  excepciones  que  se  expresan  á  con- 
tinuación, se  decretan  dos  años  de  prórroga,  que  termi- 
nará en  Io  de  Mayo  de  1901,  para  cobrar  y  hacer  efecti- 
vas en  bienes  raíces  ó  en  sus  productos,  todas  las  obliga- 
ciones estén  ó  no  aseguradas  con  hipoteca  ó  con  cualquie- 
ra otra  garantía  sobre  bienes  inmuebles,  siempre  que  di- 
chas obligaciones  no  hayan  sido  contraídas  con  posterio- 
ridad' al  31  de  Diciembre  de  1898. 

III.  Dicha  prórroga  será  sólo  de  uñ  año,  que  termi- 
nará el  Io  de  Mayo  de  1900,  para  todas  las  obligaciones, 
estén  ó  no  aseguradas  con  hipoteca,  en  tanto  que  para  ha- 
cerlas efectivas  sea  necesario  proceder  al  remate  de  pro- 
piedad inmueble  urbana  ó  de  propiedad  rústica  que  no 
haya  sido  destruida  y  se  encuentre  en  estado  de  produc- 
ción normal;  pero  los  acreedores  podrán  ejercitar,  con 
arreglo  á  derecho  todas  sus  acciones  para  el  cobro  de  los 
intereses  que  se  deban  de  dichas  obligaciones,  estén  ó  no 
aseguradas  con  hipoteca,  y  para  el  cobro  de  réditos  de 
censos,  siempre  que  dichos  intereses  ó  réditos  hayan  ven- 
cido con  posterioridad  al  31  de  Diciembre  de  1898  y  que, 
en. defecto  de  pago,  sólo  en  la  renta  de  dicha  propiedad 
urbana  ó  en  las  rentas  ó  frutos  de  la  propiedad  rústica 
antes  mencionada  pueda  hacerse  efectivo  el  cobro.    # 

IV.  Al  vencimiento  de  dicho  año  de  prórroga,  los 
«creedores  quedarán  en  libertad  de  ejercitar  todos  los  de- 
recho qsue  les  asistan  en  dicha  fecha  ó  que  puedan  asis- 
tirles en  lo  sucesivo,  sin  restricción  ni  limitación  de  clase 
alguna  para  hacer  efectivo  el  cobro  del  capital,  intereses 
y  costas  con  remate  de  propiedad  urbana  ó  de  aquella 
propiedad  rústica  que  estuviere  en  las  condiciones  men- 
cionadas en  el  artículo  anterior. 

V.  No  se  considerará  comprendida  en  los  beneficios 

(*)     Por  la  orden  147  de  1899  nuevamente  se  publicó  esta  or- 
den para  conocimiento  y  guía  de  quienes  interesase. 
(**)     Léase  en  la  página  anterior. 
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de  la  prórroga  concedida,  ni  protegida,  por  tanto,  contra 
la  acción  de  los  acreedores,  la  propiedad  inmueble  rústi- 
ca ó  urbana  que  pertenezca  á  quebrados  ó  concursados, 
siempre  que  los  juicios  de  quiebra  ó  de  concurso  hayan 
sido  iniciados  con  anterioridad  al  16  de  Mayo  de  1896. 

VI.  No  se  considerará  igualmente  protegida  contra 
la  acción  legal  de  los  acreedores  la  propiedad  inmueble, 
rústica  ó  urbana,  respecto  de  la  cual  se  haya  pronunciado 
sentencia  firme  ya  en  juicio  ordinario  ejecutivo  con  ante- 
rioridad al  16  de  Mayo  de  1896,  y  podrán,  por  tanto,  los 
acreedores  ejercitar  libremente,  respecto  de  dicha  propie- 
dad, todas  sus  acciones,  sin  restricción  ni  limitación  de 
clase  alguna. 

VIL  No  se  considerará  tampoco  comprendida  en  la 
prórroga  concedida,  la  propiedad  rústica  que  haya  sido 
abandonada  por  su  dueño  y  la  que  dejare  de  cultivarse  en 
lo  que  resta  del  presente  año.  Se  tendrá  por  abandonada 
aquella  propiedad  cuyo  dueño  estuviese  ausente  del  país 
sin  haber  provisto  por  medio  de  apoderado,  administra- 
dor ú  otro  mandatario  análogo,  á  la  administración*  y  ré- 
gimen de  su  propiedad. 

VIII.  Los  acreedores  podrán  ejercitar  las  acciones 
que  las  leyes  les  confieran  en  cuanto  sea  necesario  para 
asegurar  por  medio  del  embargo  de  la  propiedad  y  de  su 
anotación  en  los  Libros  del  Registro,  sus  derechos  de  pro- 
piedad respecto  de  otros  acreedores.  Ni  dichas  acciones, 
sin  embargo,  ni  el  embargo  de  la  propiedad,  podrán  con- 
ferir al  acreedor  derecho  á  continuar  el  procedimiento  á 
no  ser  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  este  Decreto. 

IX.  Las  disposiciones  de  este  Decreto  no  comprende- 
rán aquellos  créditos  para  cuyo  cobro  hubiese  obtenido  el 
acreedor  la  administración  de  la  finca  del  deudor  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1,503  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil. 

X.  Todas  las  obligaciones  por  razón  de  costas  causa- 
das, ó  que  se  causaren  en  lo  sucesivo,  en  procedimientos 
contra  los  deudores,  podrán  hacerse  efectivas  con  las  mis- 
mas restricciones  y  limitaciones  dispuestas  en  este  Decre- 
to para  el  cobro  de  las  obligaciones  en  que  se  causaren  di- 
chas costas. 

XI  En  todos  los  procedimientos  que  se  dirijan  con- 
tra los  frutos  ó  rentas  de  cualquier  propiedad  rústica,  el 
acreedor,  al  tiempo  de  establecer  su  reclamación,  acom- 
pañará un  informe  del  Alcalde  del  Municipio  á  que  per- 
tenezca la  propiedad  en  que  se  certifique  que  dicha  pro- 
piedad no  ha  sido  destruida  y  que  se  encuentra  en  condi- 
ciones de  normal  producción. 
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El  Alcalde  que  expida  dicho  certificado  expresará  en 
el  mismo  los  hechos  y  razones  que  justifiquen  los  extremos 
declarados.  Si  el  Alcalde  estimare  que  la  propiedad  no 
está  en  las  condiciones  qtfe  pretende  el  acreedor,  lo  hará 
constar  así  por  escrito. 

XII.  Se  entenderá  por  propiedad  rústica  no  destrui- 
da y  en  estado  de  producción  normal,  aquella  que,  ade- 
más de  tener  su  batey  y  maquinaria  en  buenas  condicio- 
nes haya  producido  en  renta  ó  en  frutos  en  el  año  agríco- 
la de  1898  á  1899  más  del  50  por  ciento  de  lo  que  en  ren- 
tas ó  en  frutos  hubiere  producido  la  misma  propiedad  en 
el  año  agrícola  de  1894  á  1895. 

XIII.  El  certificado  que  expida  el  Alcalde  de  confor- 
midad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  XI  de  este  Decreto, 
no  se  tendrá  por  prueba  concluyente  del  hecho  en  el  mis- 
mo consignado  y,  por  consiguiente,  podrá  el  deudor  ne- 
gar dicho  hecho.  El  incidente  que  surja  con  este  motivo 
se  sustanciará  con  arreglo  á  las  disposiciones  que  regulan 
los  incidentes  en  los  artículos  740  y  siguientes  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil,  y  mientras  no  recaiga  sentencia 
firme  en  dicho  incidente,  se  suspenderá  el  juicio  princi- 
pal. El  acreedor  deberá  probar  plenamente  que  la  pro- 
ducción de  la  propiedad  ha  excedido  al  50  por  ciento  re- 
ferido en  el  artículo  XII  *de  esta  orden. 

El  deudor  deberá  promover  el  incidente  dentro  del 
término  de  diez  días  después  del  requerimiento ;  ó  de  ha- 
bérsele notificado  la  providencia  mandando  proceder  con- 
tra las  rentas  ó  frutos  de  la  propiedad  rústica  de  que  se 
trate. 

XIV.  En  los  procedimientos  mencionados  en  el  ar- 
tículo anterior  no  se  dará  recurso  alguno  contra  la  sen- 
tencia de  la  Audiencia  que  será  definitiva. 

XV.  Cuando  una  propiedad  urbana,  en  cuya  renta 
tenga  el  acreedor,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  eñ  el  artícu- 
lo III  de  este  Decreto,  derecho  de  hacer  efectivo  el  cobro 
de  interés,  esté  ocupada  por  el  deudor  ó  por  alguna  otra 
persona  ó  esté  embarcada  por  otro  acreedor  sin  derecho 
preferente,  podrá  el  acreedor  ejercitar  los  derechos  que 
la  Ley  le  confiera  para  poner  dicha  finca  en  administra- 
ción judicial  á  fin  de  hacerle  producir  la  renta  correspon- 
diente. 

El  Brigadier,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  B.  Chaffe. 
(Gaceta  6  de  Junio  ) 
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ORDEN  HtJMBfcO  282 

Se  declaran  exentas  de  contribución  6  impuestos  las  negociaciones 
que  se  realicen  antes  del  1°  de  Mayo  de  1901  respecto  á  con- 
venios entre  acreedores  y  deudores  por  el  pago  de  créditos  hi- 
potecarios 

Habana,  12  de  Jhtlio  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  ha  tenido 
á  bien  disponer  la  publicación  de  la  siguiente  orden: 

.  Con  el  fin  de  ampliar  los  beneficios  que  se  proponía 
lo  Orden  núm.  46,  del  24  de  Abril  de  1899  (*)  (modificada 
por  la  núm.  69,(**)  de  la  misma  serie)  que  prorrogó  hasta 
el  Io  de  Mayo  de  1900  el  período  concedido  para  el  cobro, 
por  la  vía  ejecutiva,  de  los  créditos  hipotecarios  sobre 
fincas  rústicas,  por  la  presente  se  declaran  exentas  de 
contribución  ó  impuestos  todas  las  negociaciones  que  se 
realicen  antes  del  Io  de  Mayo  de  1901,  cuyo  único  fin  sea 
la  celebración  de  nuevos  convenios  entre  acreedor  y  deu- 
dor para  el  pago  -de  las  obligaciones  preexistentes  entre 
unos  y  otros. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.  B.  Hickey. 

(Gaceta  12  Junio.) 


ORDEN  NUMERO  112 

Prórroga  hasta  el  día  Io  de  Junio  de  1901  del  plazo  concedido  por 
la  Orden  69  de  5  de  Junio  de  1899 

Habana,  29  de  Abril  de  1901. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  siguiente  orden: 

I.  El  precepto  de  la  Orden  núm.  69,  serie  de  1899,  del 
Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba  que  prorrogaba  el 
plazo  de  suspensión  del  cobro  de  créditos  hipotecarios, 
queda  modificado  de  modo  que  fije  el  Io  de  Junio  de  1901 
como  el  día  en  que  expirará  dicho  plazo,  en  vez  del  Io  de 
Mayo. 

II.  De  igual  modo  se  prorroga  el  plazo  concedido  por 
la  Orden  Civil  núm.  282,  de  la  serie  de  1900,  hasta  el  Io  de 
Junio  de  1901. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.  B.  Hickey. 

(Gaceta  29  Abril.) 


(*)     Página  206. 
(•*)     Página  207. 
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ORDBN  NUMEBO  18$ 

Acción  de  los  acreedores  para  hacer  efectivos  sus  créditos. — Acumu- 
lación de  intereses  vencidos  al  capital. — Fincas  destruidas  por 
la  guerra. — Procedimientos  que  deberán  seguirse  y  sustancia- 
ción  del  mismo. — Exención  del  pago  de  Derechos  Reales 

Habana,  21  de  Mayo  de  1901. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  ha  tenido  a  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  siguiente  orden : 

I.  Desde  el  primero  de  Junio  próximo  queda  libre  la 
acción  de  toda  clase  de  acreedores  para  cobrar  y  hacer 
efectivos  sus  créditos  sobre  toda  clase  de  bienes. 

II.  Los  créditos  hipotecarios  contraídos  con  anterio- 
ridad al  31  de  Diciembre  de  1898,  y  las  pensiones  de  cen- 
sos constituidos  antes  de  dicha  fecha,  si  unos  ú  otros  gra- 
varen fincas  rústicas  destruidas  por  causa  de  la  guerra,  y 
no  estuvieren  comprendidos  en  las  excepciones  de  los  ar- 
tículos V  y  VI  de  la  Orden  núm.  69  de  1889,  (*)  se  regula- 
rán en  la  forma  que  se  expresa  en  los  artículos  siguien- 
tes, en  cuanto  al  plazo  de  sus  vencimientos,  cuantía  de 
sus  intereses  y  modo  de  hacerlos  efectivos. 

III.  El  capital  asegurado  con  hipoteca  devengará  sin 
reducción  alguna,  el  interés  pactado,  durante  todo  el 
tiempo  del  contrato,  y  á  la  fecha  del  vencimiento  de  di- 
cho, contrato  se  capitalizarán  los  intereses  vencidos  y  no 
pagados,  acumulándose  al  principal  pendiente  de  pago, 
cuya  suma  total  devengará  desde  la  fecha  del  vencimien- 
to del  contrato  el  interés  anual  del  cinco  por  ciento. 

IV.  Si  el  contrato  no  hubiese  totalmente  vencido  an- 
tes de  la  feoha  de  esta  Orden,  se  aplicará  la  disposición 
anterior  á  los  plazos  que  se  hubieren  vencido  y  que  no  se 
hubieren  satisfecho,  acumulándose  á  la  suma  total  que 
importen  dichos  plazos  los  intereses  devengados  y  no  sa- 
tisfechos correspondientes  á  los  mismos  y  la  deuda  total 
por  ambos  conceptos  se  pagará  en  la  forma  que  en  esta 
Orden  se  determina. 

V.  Si  la  hipoteca  no  estuviere  vencida,  en  todo  ni  en 
parte,  en  las  fechas  expresadas  anteriormente,  pero  hu- 
biere vencido  algún  plazo  de  intereses,  que  no  se  hubiese 
satisfecho,  se  acumularán  los  intereses  no  pagados  y  des- 
de dicha  fecha  devengarán  el  interés  del  cinco  por  ciento 
anual  hasta  su  pago  que  se  hará  en  la  forma  que  se  expre- 
sará. 

VI.  Las  pensiones  de  censos  vencidas  y  no  pagadas 
en  Io  de  Mayo  serán  también  acumuladas  en  la  forma  pre- 
venida en  el  artículo  anterior,  devengando  el  mismo  inte- 

(*)     Página  206- 
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res  de  cinco  por  ciento,  sin  que  por  ésto  se  entienda  mo- 
dificado el  contrato  principal  que  seguirá  en  lo  sucesiva 
produciendo  sus  efectos  legales. 

VII.  El  pago  de  las  sumas  formadas  con  el  principal 
ó  por  plazos  vencidos,  del  mismo,  6  por  uno  y  otros,  en 
la  forma  dispuesta  en  los  artículos  III  y  IV  de  esta  Orden 
se  hará  en  la  forma  siguiente :  á  un  año  plazo  que  vencerá 
el  primero  de  Mayo  de  1902  se  abonará  y  será  exigible  el 
diez  por  ciento  anual  de  la  misma.  Al  segundo  plazo  anual 
ó  sea  el  primero  de  Mayo  de  1903  se  pagará  y  será  exigi- 
ble el  15  por  ciento  de  la  suma  principal  más  el  cinco  por 
ciento  de  interés  de  la  misma.  Al  tercer  plazo  ó  sea  el  pri- 
mero de  Mayo  de  1904,  se  pagará  y  será  exigible  el  30  por 
ciento  de  la  repetida  suma  total  y  el  interés  correspon- 
diente al  5  por  ciento.  Al  vencimiento  del  cuarto  y  última 
plazo  se  pagará  el  saldo  de  la  suma  principal  ó  sea  el  45 
por  ciento  pendiente  más  el  interés  anual  de  5  por  ciento^ 

VIII.  Las  sumas  totales  formadas  con  los  intereses 
de  las  hipotecas  y  las  pensiones  de  censos  en  la  forma  or- 
denada en  los  artículos  IV  y  V  de  esta  Orden  se  pagarán 
y  serán  exigibles  también  en  cuatro  plazos  que  vencerán 
en  las  fechas  dichas  en  el  artículo  anterior  y  se  pagarán 
en  igual  proporción  del  10,  15,  30  y  45  por  ciento  del  prin- 
cipal respectivamente  en  cada  plazo  con  el  interés  corres- 
pondiente al  respecto  del  cinco  por  ciento  anual  dispuesta 
en  dichos  artículos. 

IX.  Se  entenderán  por  fincas  destruidas  á  los  efectos- 
de  esta  Orden  y  á  las  cuales  únicamente  son  de  aplicarse 
sus  preceptos,  las  que  durante  la  guerra  y  por  consecuen- 
cia de  la  misma  perdieron  sus  bateyes  y  maquinarias  y  á 
la  fetíha  no  han  podido  reponerlos,  y  tratándose  de  fincas 
agrícolas  ó  de  crianza  las  que  hubieran  sido  taladas  a 
arrasadas  durante  la  misma  y  al  presente  no  se  hayan  po- 
dido poner  en  producción. 

X.  La  circunstancia  de  estar  la  finca  contra  la  cual 
se  dirija  reclamación  judicial  comprendida  en  esta  Orden 
se  alegará  y  justificará  por  el  deudor  fundando  en  dicha 
hecho  una  excepción  admisible  en  toda  clase  de  juicio,  ya 
sea  declarativo  ó  ejecutivo  la  cual  se  sustanciará  en  la 
forma  prescripta  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

XI.  La  circunstancia  antes  dicha  de  estar  compren- 
dida la  finca  que  se  pretende  subastar  en  las  disposiciones 
de  esta  Orden  cuando  se  trate  del  procedimiento  especial 
regulado  por  el  artículo  168  y  siguientes  del  Keglamento 
de  la  vigente  Ley  Hipotecaria,  podrá  alegarse  por  el  eje- 
cutado en  forma  de  incidente,  y  formulando  su  reclama- 
ción al  efecto,  la  que  se  tramitará  y  sustanciará  como  In- 
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cidente  previo,  si  se  acompañare  con  algún  principio  de 
prueba  por  escrito. 

XII.  Los  deudores  á  quienes  correspondan  las  dispo- 
siciones de  esta  Orden  podrán  exigir  de  sus  acreedores  el 
otorgamiento  de  las  correspondientes  escrituras  públicas 
ó  la  modificación  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  de  los 
asientos  referentes  á  sus  créditos  en  la  forma  que  por  la 
presente  Orden  quede  novado,  y  si  el  acreedor  no  se  pres- 
tare á  ello  puede  compelerlo  judicialmente  probando  que 
la  finca  se  encuentra  comprendida  en  los  beneficios  que  4a 
presente  otorga.  Los  contratos  que  se  celebren  con  este  ob- 
jeto, dentro  del  término  de  un  año  á  partir  de  la  fecha  es- 
tarán exentos  del  pago  de  derechos  reales.  Igual  exención 
disfrutarán,  pero  dentro  del  plazo  fijado  de  cuatro  años, 
cuando  la  escritura  se  extienda  ó  la  modificación  se  haga 
por  virtud  de  sentencia  judicial. 

XIII.  La  Secretaría  de  Justicia  se  encargará  del  cum- 
plimiento de  la  presente  Orden. 

J.  B.  Hickey. 

Major,  11  fh  U.  8.  Cavalry. 

Actg.  Asst.  Adjt.  Geni. 
(Gaceta  29  Mayo.) 


ORDEN  NUMERO  33 
Se  suprime  el  Tribunal  Local  Contencioso  Administrativo 

Habana,  1°  Abril  de  1899. 

A  propuesta  del  Secretario  de  Justicia  é  Instrucción 
Pública,  el  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien 
disponer  la  publicación  de  lo  siguiente : 

I.  Queda  por  el  presente  decreto  suprimido  el  deno- 
minado " Tribunal  Local  Contencioso  Administrativo." 

II.  El  conocimiento  de  los  asuntos  referidos  á  Ja  com- 
petencia de  este  Tribunal  pertenecerá  en  lo  adelante  a  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana. 


(Gaceta  2  Abril  99.) 


El  Comandante  de  Estado  Mayor, 
L.  W.  V.  Kennon. 


ORDEN  NUMERO  96 

Becursos  contra  las  providencias,  autos  y  sentencias  dictadas  por 
la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  y  el  Tribu- 
nal Supremo. 

Habana,  19  de  Junio  de  1899. 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  orden  siguiente : 

I.  En  lo  sucesivo,  tratándose  de  procedimientos  con- 
tencioso-administrativos  no  se  concederán  otros  recursos 
contra  las  providencias,  autos  y  sentencias  que  dicten  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  y  el  Tribu- 
nal Supremo,  que  los  que  se  expresan  en  los  subsiguien- 
tes artículos. 

II.  Contra  las  providencias  de  mera  tramitación  no 
se  dará  recurso  alguno,  salvo  el  de  responsabilidad- 

ELI.  Contra  las  sentencias  ó  autos  resolutorios  de  in- 
cidentes, y  en  general  contra  los  autos,  el  recurso  de  sú- 
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plica,  en  las  condiciones  determinadas  por  el  artículo  401 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

IV.  Contra  las  sentencias  definitivas  y  autos  que  pon- 
gan término  al  procedimiento  contencioso  haciendo  su 
continuación  imposible,  dictados  unos  y  otros  por  la  Au- 
diencia de  la  Habana,  procederá  el  recurso  de  casación 
en  los  casos  determinados  por  el  Decreto  estableciendo  el 
procedimiento  para  tales  recursos. 

V.  Contra  las  resoluciones  enunciadas  en  el  prece- 
dente artículo,  cuando  las  dicte  el  Tribunal  Supremo,  no 
procederán  más  recursos  que  el  de  revisión  en  su  «caso. 

VI.  Todos  decretos,  órdenes  ó  leyes,  que  en  todo  ó  en 
parte  contravengan  las  disposiciones  que  preceden,  que- 
dan por  la  presente  derogados. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  E.  Chaffe. 
(Gaceta  12  Julio  99.) 


ORDEN  NUMERO  124  (*) 
Suspensión  de  procedimientos  contencioso-administrativo 

Habana,  29  de  Julio  de  1899. 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  orden  siguiente : 

I.  A  partir  de  la  publicación  de  la  presente,  se  sus- 
penderán los  procedimientos  en  todos  los  recursos  con- 
tencioso-administrativos  pendientes  ante  la  Sala  de  lo  Ci- 
vil de  la  Audiencia  de  la  Habana,  y  que  hubieren  sido  in- 
terpuestos contra  resoluciones  dictadas  antes  del  Io  de 
Enero  del  corriente  año  por  autoridades  que  ejercieran 
sus  funciones  bajo  la  soberanía  de  España.  La  referida 
Sala  de  Audiencia  dictará  en  tales  recursos  autos  decla- 
rándolos terminados  y  sin  lugar  á  que  en  ellos  se  dicte 
resolución  definitiva. 

II.  Inmediatamente  después  de  dictado  ese  auto  con- 
tra el  que  no  cabrá  recurso  alguno,  ordenará  dicha  Sala 
sean  remitidos  á  la  -Secretaría  de  Justicia  é  Instrucción 
Pública  los  expedientes  administrativos,  por  dicha  Sala 
reclamados  en  virtud  del  establecimiento  del  recurso  con- 
tencioso, conservando  el  Tribunal  las  actuaciones  que  an- 
te él  se  hubiesen  seguido. 

III.  Los  interesados  en  los  antes  dichos  recursos  con- 
tencioso-administrativos  podrán  acudir   á   este   Gobierno 

(*)     Léanse  las  órdenes  que  á  continuación  aparecen. 
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Militar,  antes  del  día  Io  de  Septiembre  de  1898,  cuya  fe- 
cha no  será  prorrogable,  á  solicitar  sea  revisada  por  él,  la 
resolución  recurrida  que  hubiere  sido  dictada  por  autori- 
dad española,  y  que  sea  resuelta  la  cuestión  que  fué  ob- 
jeto de  la  misma.  Dichas  solicitudes  se  presentarán  en  la 
Secretaría  de  Justicia  é  Instrucción  Pública  que  las  cur- 
sará con  informe  á  este  Gobierno  Militar.  Transcurrido  el 
período  que  antes  se  expresa  sin  que  tal  solicitud  se  hu- 
biere formulado,  no  tendrán  los  interesados  derecho  á  re- 
clamación de  ninguna  especie. 

IV.  La  resolución  que  dicte  este  Gobierno  Militar, 
con  vista  de  las  reclamaciones  á  que  se  refiere  el  preceden- 
te artículo,  no  se  contraerá  sino  al  fondo  mismo  y  á  lo  sue^ 
tancial  de  las  cuestiones  que  hubieren  sido  objeto  por 
parte  de  la  Autoridad  española  de  las  resoluciones,  con- 
tra, las  cuales  se  hubieren  interpuesto  los  referidos  recur- 
sos contencioso-administrativos.  En  modo  alguno  la  revi- 
sión que  puede  pedirse,  según  precepto  del  artículo  ante- 
rior, alcanzará  á  decidir  puntos  relacionados  con  infrac- 
ciones de  carácter  formal,  ya  se  refieran  al  procedimiento 
seguido,  ya  á  la  competencia  ó  incompetencia  de  las  au- 
toridades ó  funcionarios  que  resolvieron  para  dictar  las 
resoluciones  impugnadas.  Toda  solicitud  de  revisión  que 
tan  sólo  se  contraiga  á  estos  extremos,  será  rechazado  de 
plano  por  la  Secretaría  de  Justicia  é  Instrucción  Pública, 
sin  dársele  curso. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  E.  Chaffe. 

(Gaceta  22  Julio  99.) 


ORDEN  NUMERO  2 

Contencioso-adminifitrativo 

Habana,  S  de  Enero  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  orden  siguiente : 

Queda  revocada,  por  la  presente,  la  Orden  número 
124  (*)  del  Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba,  del  20 
de  Julio  de  1899,  referente  á  casos  Contencioso  Adminis- 
trativos pendientes  ante  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  E.  Chaffe. 

(Gaceta  4  Enero  1900.) 


(*)     Léase  la  orden  anterior. 
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ORDEN  NUMERO  15 

Recursos  relativos  á  resolución  cuya  revisión  aún  penden  en  virtud 

de  la  Orden  124  de  1998 

Habana,  11  de  Enero  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  orden  siguiente : 

I.  Los  recursos  contencioso-administrativos,  cuya  tra- 
mitación fué  suspendida  por  la  Orden  núm.  124  (*)  de 
este  Cuartel  General  (año  1899)  y  que  hayan  sido  revisa- 
dos y  resueltos  según  dicha  orden  dispuso,  así  como  aque- 
llos cuya  revisión  no  ha  sido  solicitada  dentro  del  plazo 
que  la  misma  orden  -señaló,  se  declaran  por  la  presente 
definitivamente  terminados  y  firme  la  resolución  recaída 
en  los  primeros,  y  la  que  era  objeto  del  recurso  en  los  se- 
gundos. 

II.  Los  expedientes  donde  se  interpusieron  estos  re- 
cursos serán  remitidos  por  la  Secretaría  de  Justicia  á  las 
Oficinas  de  su  radicación. 

III.  En  los  recursos  relativos  a  resoluciones  cuya  re- 
visión pende,  pero  que  fué  pedida  dentro  del  término  que 
señaló  la  aludida  Orden  núm.  124,  así  como  los  relativos 
á  irregularidades  de  forma,  que  no  debían  ser  objeto  de 
revisión  conforme  á  la  citada  orden,  se  podrán  reanudar 
los  procedimientos,  á  instancia  de  las  partes;  á  cuyo  fin 
la  Secretaría  de  Justicia  devolverá  á  la  Audiencia  de  la 
Habana  los  expedientes  administrativos  correspondientes 
á  tales  recursos. 

El  Brigadier  General,  [Tefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  E.  Chaffe. 

(Gaceta  14  Enero  1899.) 


ORDEN  NUMERO  163  (**) 

Apelación  ante  él  Secretario  de  la  Guerra  6  Presidente  de  los  Esta- 
dos Unidos  de  las  resoluciones  del  Gobernador  General  de 
Cuba. 

Habana,. 20  de  Abril  de  1900.. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  ordena  la  publica- 
ción de  lo  siguiente,  para  conocimiento  y  guía  de  quienes 

(*)     Léase  esta   orden  publicada  en   la  página  anterior. 

(**)  Esta  orden  que  se  publicó  en  la  "Gaceta"  del  29  ha  sido 
corregida  de  la  manera  que  aquí  aparece.  Léase  la  orden  111  de 
1901,  que  más  adelante  se  copia.  (Página  222.) 
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interésela  fin  de  evitar  las  dudas  que  hubieren  ocurrido- 
referentes  á  la  aplicación  del  procedimiento  contencioso- 
administrativo  en  ciertos  casos  resueltos  por  el  Goberna- 
dor General  desde  el  día  Io  de  Enero  de  1899. 

I.  Las  resoluciones  del  Gobernador  General  solo  son 
apelables  ante  el  Secretario  de  la  Guerra,  ó  por  conducto- 
del  mismo,  ante  el  Presidente  de  los  Estados  Unido^. 

II.  Si  existiere  establecido  algún  recurso  contencio- 
so-administrativo  contra  algunas  resoluciones  del  Gober- 
nador General  de  Cuba  cesará  inmediatamente. 

III.  Todas  las  disposiciones  que  se  opongan  al  cum- 
plimiento de  esta  orden  ó  partes  de  la  misma,  quedan  por 
la  presente  derogadas. 

El  Brigadier  General  dé  Voluntarios,.. 
Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  R.  Chaffe. 

(Gaceta  27  Abril.) 


ORDEN  NUMERO  208  (*) 
Creación  del  Consejo  administrativo 

Habana,  20  de  Mayo  1900. 

A  fin  de  resolver  las  'dudas  que  ha  consultado  el  Pre- 
sidente de  la  Audiencia  de  la  Habana,  sobre  la  inteligen- 
cia de  la  Orden  núm.  163,  de  20  de  Abril  de  1900,  referen- 
té  al  procedimiento  contencioso-administrativo,  y  con  el' 
propósito  también  de  que  todas  las  cuestiones  del  orden 
administrativo  se  resuelvan  por  las  autoridades  de  la  Isla 
de  Cuba  definitivamente,  el  Gobernador  General  de  Cuba, 
á  propuesta  del  Secretario  de  Justicia,  ordena  la  publi- 
cación de  la  siguiente  orden : 

I.(**)  Todas  las  cuestiones  pendientes  ó  que  puedan- 
suscitarse  en  lo  adelante  conforme  á  la  legislación  vigen- 
te sobre  lo  contencioso-administrativo,  contra  resolucio- 
nes que  no  hubiere  dictado  el  Gobernador  General  de  la 
Isla  desde  primero  de  Enero  de  1899,  á  saber:  las  pronun- 
ciadas por  las  autoridades  españolas  antes  de  aquella  fe- 
cha, ó  por  el  Gobernador  Militar  de  la  Habana,  ó  por  Ios- 
Secretarios  del  Gobernador  General  de  la  Isla,  ó  los  Go- 
bernadores Civiles,  continuarán  sustanciándose  ante  la 
Audiencia  de  la  Habana  y  el  Tribunal  Supremo  en  su  ca- 

(*)  Léase  la  orden  111  de  1901  que  se  inserta  on  la  pagina- 
siguiente. 

(**)  Léase  el  número  III  de  la  orden  111  de  1901  que  se  in- 
serta en  la  página  siguiente. 
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so,  pues  el  objeto  de  la  Orden  núm.  163  está  limitado  á 
prohibir  esa  clase  de  recursos  contra  las  resoluciones  del 
Gobierno  General  de  la  Isla,  posteriores  al  primero  de 
Enero  de  1899. 

II.  Se  crea  un  Consejo  Administrativo  que  se  com- 
pondrá del  Secretario  de  Justicia,  el  Presidente  y  el  Fis- 
cal del  Tribunal  Supremo,  al  cual  se  someterán  por  el  Go- 
bernador General  de  la  Isla  las  cuestiones  de  índole  ad- 
ministrativa (contencioso-administrativo)  que  estuviere 
llamado  á  resolver,  ó  sea  directamente  (casos  nuevos),  ó 
sea  por  apelación  de  los  interesados  mismos  contra  l#s 
providencias  que  el  propio  Gobernador  General  hubiere 
dictado,  siempre  que  aquéllos  solicitaren  la  revisión  de 
>esos  acuerdos. 

III.  Contra  las  resoluciones  del  Gobernador  General 
de  la  Isla,  no  se  dará  más  recurso  que  el  de  revisión  ante 
el  Consejo  Administrativo  y  podrán  interponerlo  los  in- 
teresados dentro  del  plazo  de  cuarenta  días,  á  contar  des- 
de la  publicación  de  esta  Orden  en  la  " Gaceta,' '  para  los 
asuntos  ya  resueltos,  ó  desde  la  noticación  de  la  providen- 
cia en  lo  sucesivo. 

IV.  Este  Consejo  podrá  oir,  en  la  forma  que  tenga 
por  conveniente,  á  las  partes,  por  escrito  ó  de  palabra,  pe- 
ro dando  su  informe  siempre  dentro  de  un  plazo  que  no 
exceda  de  dos  meses,  y  sin  admitir  recurso  alguno,  pues 
el  informe  del  Consejo  debe  dirigirse  al  Gobernador  Ge- 
neral de  la  Isla,  quien  sólo  podrá  separarse  de  este  dicta- 
men por  resolución  fundada  que  se  publicará  en  la  "Ga- 
ceta de  la  Habana,"  junto  con  el  voto  ó  votos  del  Consejo, 
entre  los  cuales  optará  libremente  el  Gobernador  General. 

V.  Queda  modificada  la  citada  Orden  núm.  163  (*)  en 
cuanto  no  estuviere  conforme  con  la  presente,  y  deroga- 
das cuantas  disposiciones  se  opongan  al  cumplimiento  de 
la  misma. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.    B.    HlCKEY. 


ORDEN  NUMERO  111 
Suprime  el  Consejo  Administrativo  creado  por  la  Orden  208 

Habana,  2k  de  Abril  de  1901. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Tri- 
bunal Supremo,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publicación 
*de  la  siguiente  orden : 

De  acuerdo  con  las  disposiciones  contenidas  en  la  Of- 

(*■)     Léase  en  la  página  220. 
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den  número  95  del  corriente  año,  (1)  y  para  llevar  á  efec- 
to lo  que  se  expresa  en  el  número  octavo  de  la  misma  se 
dispone : 

1.  Se  suprime  por  la  presente  el  Consejo  Adminis- 
trativo á  que  se  refiere  el  artículo  segundo  de  la  Orden 
número  208,(2)  serie  de  1900,  de  este  Cuartel  General. 

II  En  su  consecuencia  se  suprime  también  el  recurso 
de  revisión  que  estableció  en  sus  artículos  tercero  y  cuarto 
la  expresada  Orden  número  208  de  la  serie  de  1900. 

III.  Se  mantiene  en  vigor  el  artículo  primero  de  la 
propia  orden  número  208  en  cuanto  establece  que  "en 

'lo  adelante  conforme  á  la  legislación  vigente  sobre 
'lo  contencioso-administrativo  contra  resolución  que  no 
'hubiere  dictado  el  Gobernador  General  de  la  Isla  desde 
'primero  de  Enero  de  1899,  á  saber,  las  pronunciadas 
'por  las  autoridades  españolas  antes  de*  aquella  fecha,  ó 
'por  el  Gobernador  Militar  de  la  Habana  ó  por  los  Se- 
'cretarios  del  Gobernador  General  de  la  Isla  ó  los  Go- 
bernadores Civiles  de  la  Isla,  continuarán  sustancián- 
'  dose  ante  la  Audiencia  de  la  Habana  y  1  Tribunal  Supre- 
'mo,  en  su  caso";  á  cuyo  efecto  y  por  lo  que  respecta  á 
<esta  clase  de  procedimiento  se  mantienen  asimismo  en 
vigor  el  artículo  CIII  de  la  Orden  número  92  de  1899  en 
cuanto  se  refiere  al  recurso  de  casación  contra  las  deci- 
siones de  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Haba- 
na, los  artículos  CIV,  CV  y  CVI  de  la  propia  Orden  y  la 
Orden  número  96  de  dicho  año  1899.(3) 

IV.  Del  propio  modo  continuarán  vigentes  en  cuan- 
to no  hayan  sido  derogadas,  la  Ley  de  trece  de  Septiembre 
de  1888,  que  regula  la  materia  contencioso-administrativa 
y  el  Reglamento  para  su  ejecucióón  de  veinte  y  nueve  de 
T)iciembre  de  1890,  los  cuales  tendrán  aplicación  á  todos 
los  procedimientos  contencioso-administrativos,  tanto  los 
ordenados  en  el  anterior  artículo  como  aquéllos  á  que 
se  contrae  el  siguiente. 

V.  Las  resoluciones  dictadas  por  el  Gobernador  Mi- 
litar de  la  Isla  desde  primero  de  Enero  de  1899  hasta  la 
fecha,  exceptuadas  del  recurso  contencioso-administrati- 
vo según  lo  dispuesto  en  las  Ordenes  núms.  163  y  208  (4) 
de  1900,  que  no  hubiesen  quedado  firmes,  lo  propio  que 
aquéllas  que  dictare  dicha  Autoridad  con  posterioridad  á 
la  presente  fecha,  podrán  ser  objeto  del  recurso  conten- 
cioso-administrativo, del  cual  deberán  conocer  la  Sala  de 
lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  primera  instan- 

(1)  Se  pubUca  en  la  página  241. 

(2)  v  y,        „     »         „       221. 

(3)  yy  n        fJ     »         fJ       217. 

(4)  „  „        „     „        „       220  y  221. 
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cia,  y  en  segunda  la  Sala  de  lo  Contencioso-administrativo- 
creada  por  la  Orden  número  95  (*)  de  este  año  en  el  Tri- 
bunal Supremo  de  la  Isla  de  Cuba,  confiriéndoseles  por 
tanto  á  dicho  efecto  por  la  presente  la  jurisdicción  ne- 
cesaria. 

VI.  No  obstante  lo  establecido  anteriormente,  se- 
guirán exceptuadas  del  recurso  contencioso-administrati- 
vo, además  de  las  resoluciones  corespondientes  á  la  fa- 
cultad discrecional  y  de  las  otras  que  ya  estén  exceptua- 
das inherentes  á  dicha  Autoridad,  cuando  así  se  hiciese 
constar  en  la  resolución  gubernativa. 

VII.  La  declaración  de  haber  sido  dictada  una  re- 
solución por  el  Gobernador  Militar  en  uso  de  las  faculta- 
des excepcionales  inherentes  á  dicha  Autoridad,  podrá 
hacerse  por  la  misma  durante  la  sustanciación  del  recurso 
contencioso  y  antes  del  trámite  de  la  vista  pública  en  se- 
gunda instancia,  en  cuyo  caso  se  comunicará  á  la  Sala  de* 
lo  Contencioso  del  Tribunal  Supremo,  la  cual  sobreseerá 
definitivamente  el  procedimiento. 

VIII.  En  los  procedimientos  contencioso-adminis- 
trativos  á  que  se  refiere  el  párrafo  quinto,  podrán  las  par- 
tes utilizar  únicamente  los  recursos  que  se  expresan  á  con- 
tinuación : 

(a)  Contra  las  providencias  de  mera  tramitación  na 
se  dará  recurso  alguno,  salvo  el  de  responsabilidad. 

(b)  Contra  las  sentencias  ó  autos  resolutorios  de- 
incidentes,  y  en  general,  contra  todos  los  autos  con  ex- 
cepción de  los  que  admiten  pruebas,  el  recurso  de  súpli- 
ca en  las  condiciones  determinadas  por  el  artículo  401  de- 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

(c)  Contra  las  sentencias  definitivas  y  autos  reso- 
lutorios del  recurso  de  súplica  interpuesto  contra  resolu- 
ciones que  decidan  un  incidente,  cuando  aquéllas  y  éstoff 
fueren  dictados  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  dé- 
la Habana,  se  dará  recurso  de  apelación. 

(d)  Contra  las  sentencias  definitivas  y  autos  que  pon- 
gan término  al  procedimiento  contencioso,  haciendo  su 
continuación  imposible,  dictados  unas  y  otros  por  el  Tri- 
bunal Supremo,  procederá  tan  sólo  el  recurso  de  revisión 
en  su  caso. 

I.  Ni  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Tribunal  Supre- 
mo, ni  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
en  sus  respectivos  casos,  podrán  modificar  sus  sentencias 
después  de  firmadas,  pero  sí  aclarar  algún  concepto  obs- 
curo ó  suplir  cualquier  omisión  que  contengan  sobre  pun- 


i 
-i 


(*)     Esta  Orden  aparece  en  la  página  241. 


£25 

to  discutido  en  el  litigio.  Estas  aclaraciones  ó  adiciones 
podrán  hacerse  de  oficio  dentro  del  día  hábil  siguiente  al 
de  la  publicación  de  la  sentencia,  ó  á  instancia  de  parte 
dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  notificación.  En 
este  último  caso  el  Tribunal  que  haya  dictado  la  senten- 
cia resolverá  lo  que  estime  procedente  dentro  de  los  dos 
días  siguientes  al  de  la  presentación  del  escrito  en  que  se 
solicite  la  aclaración. 

X.  La  interposición  y  sustanciación  de  los  recursos 
de  apelación  á  que  se  refiere  el  artículo  octavo  de  esta  Or- 
den se  acomodarán  á  los  trámites  establecidos  al  efecto 
en  la  Ley  de  trece  de  Septiembre  de  1888,  pero  el  artículo 
71  de  ésta  se  entenderá  redactado  en  la  siguiente  forma: 
"Admitida  la  apelación  se  entenderá  siempre  en  ambos 
efectos,  y  se  emplazará  á  las  partes  para  que  en  el  término 
de  diez  días  hábiles,  contados  desde  el  aplazamiento,  com- 
parezcan ante  la  Sala  de  la  Contencioso-administrativo 
del  Tribunal  Supremo. 

XI.  El  artículo  84  de  la  Ley  de  trece  de  Septiembre 
de  1888  se  adiciona  con  el  siguiente  párrafo:  Comunica- 
da la  sentencia  al  Gobernador  Militar,  cuando  razones  de 
orden  ó  interés  público  le  recomendasen  el  no  cumpli- 
miento de  la  sentencia,  lo  mismo  que  cuando  á  su  juicio 
no  haya  posibilidad  de  cumplirla,  se  declarará  así  por  di- 
cha Autoridad  en  resolución  fundada. 

En  el  caso  previsto  en  el  párrafo  anterior,  una  vez  he- 
cha la  declaración  de  ser  contraria  al  interés  ó  al  orden 
público  una  sentencia,  ó  de  no  haber  posibilidad  de  cum- 
plirla, el  Gobernador  Militar  la  devolverá  al  Tribunal  del 
cual  proceda,  para  que  éste  determine  por  los  trámites  de 
los  incidentes  la  indemnización  que  haya  de  concederse 
en  equivalencia  al  derecho  declarado  en  la  sentencia. 

Cuando  la  indemnización  sea  fijada  por  la  Sala  de  lo 
Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  contra  la  resolución 
que  dicte  para  fijarla,  procederá  el  recurso  de  apelación 
ante  la  Sala  de  lo  Contencioso-administrativo  del  Tribu- 
nal Supremo. 

Disposiciones  tkansitoeias 

Los  recursos  de  revisión  que  se  encuentren  pendien- 
tes de  dictamen  ante  el  Consejo  Administrativo  que  por 
la  presente  orden  se  suprime,  deberán  ser  remitidos  á  la: 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  conduc- 
to de  la  Presidencia  de  dicha  Audiencia,  debiendo  conce- 
der el  expresado  Tribunal  en  cada  expediente  un  término 
de  treinta  días  para  que  los  perjudicados  por  la  resolu- 
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ción  recurrida  puedan  establecer  el  recurso  contencioso- 
administrativo,  ajustándose  á  lo  dispuesto  en  esta  orden. 

El  acuerdo  que  concede  dicho  término  se  notificará  á 
las  partes  con  apercibimiento  de  que  transcurrido  que  sea 
aquél  sin  haber  interpuesto  recurso,  se  entenderá  firme  la 
resolución  administrativa. 

Los  expedientes  que,  sin  haberse  propuesto  en  ellos 
el  recurso  de  revisión,  cursaren  ante  el  Consejo  Adminis- 
trativo por  haber  solicitado  el  Gobernador  Militar  infor- 
me de  éste  antes  de  dictar  resolución  definitiva  de  carác- 
ter administrativo,  serán  devueltos  á  la  Secretaría  de  Jus- 
ticia para  que  ésta  cumpla  dicho  trámite.  La  presente  or- 
den comenzará  á  surtir  sus  efectos  el  Io  de  Mayo  de  1901. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.    B.    HlCKEY. 
(Gaceta  26  Abril.) 


ORDEN  NUMERO  69 

Regla  para  continuar  en  el  Tribunal  Supremo  de  esta  Isla,  los  asun- 
tos pendientes  ante  el  Tribunal  de  lo  Oontencioso-administra- 
tivo  de  Madrid. 

Habana,  10  de  Marzo  de  1902. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  En  todos  los  asuntos  pendientes  ante  el  Tribunal 
de  lo  Contencioso-administrativo  de  Madrid,  el  día  prime- 
ro de  Enero  de  1899,  procedentes  de  la  Isla  de  Cuba,  y  en 
los  cuales  no  hubiese  recaído  resolución  en  lo  que  fué  ob- 
jeto de  apelación;  ó  en  aquellos  en  que  se  hubiese  resuel- 
to la  apelación -con  posterioridad  á  dicha  fecha;  excepto 
aquellos  que  estuvieren  definitivamente  resueltos  de  cual- 
quier modo  por  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  esta 
Isla,  cualquier  parte  interesada  podrá  dentro  de  treinta 
días,  á  contar  desde  la  publicación  de  esta  orden,  solici- 
tar del  Gobernador  Militar  la  autorización  necesaria  para 
continuar  y  proseguir  dichos  recursos,  ante  el  Tribunal 
Supremo  de  esta  Isla,  el  cual  una  vez  concedida  la  autori- 
zación, tendrá  jurisdicción  para  conocer  y  decidir  los  re- 
cursos en  dichos  casos  con  audiencia  de  las  partes  intere- 
sadas, previa  citación  y  emplazamiento  dado  á  las  mismas 
con  treinta  días  de  anticipación. 
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II.  La  solicitud  á  que  se  refiere  el  párrafo  anterior, 
deberá  ser  fundada  y  se  acompañará  á  la  misma  el  expe- 
diente del  caso,  ó  de  no,  se  hará  constar  que  el  mismo  de- 
berá obtenerse  del  Gobierno  de  España  por  la  vía  diplo- 
mática ;  á  no  ser  que  la  resolución  que  hubiere  sido  recla- 
mada y  pendiente  de  recurso  ante  el  Tribunal  de  lo  Con- 
tencioso-Administrativo  en  Madrid,  sin  haberse  resuelto 
en  definitiva,  fuere  de  las  comprendidas  en  el  artículo 
tercero  del  Reglamento  General  para  la  ejecución  de  la 
Ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  comprensivo  del  proce- 
dimiento á  que  deberá  ajustarse  la  sustanciación  de  los 
Asuntos  de  lo  Contencioso  Administrativo  y  de  sus  inci- 
dentes, pues  en  tal  caso  al  presentarse  la  susodicha  soli- 
citud bastará  acompañar  á  la  misma  copia  de  la  resolu- 
ción que  haya  causado  estado  y  de  la  sentencia  del  Tribu- 
nal local  de  lo  Contencioso  Administrativo  en  esta  Isla,  6 
se  expresará  el  funcionario  ó  autoridad  que  la  hubiere 
dictado.  En  este  caso  el  Gobierno  Militar  con  vista  de  la 
solicitud  y  de  los  antecedentes  que  pueden  obtenerse  de 
los  centros  oficiales  de  esta  Isla,  resolverá  lo  que  es  obje- 
to de  aquélla.  Caso  de  conceder  la  autorización  solicitada 
dispondrá  se  remitan  al  Tribunal  Supremo  de  esta  Isla  la 
solicitud  y  demás  antecedentes  obtenidos,  para  que  por 
dicho  Tribunal  se  decida  el  recurso  pendiente,  ó,  si  lo  es- 
timare necesario,  el  Gobernador  Militar,  antes  de  conce- 
der ó  negar  la  autorización,  pedirá  del  Gobierno  de  Es- 
paña en  la  forma  antes  dicha  el  expediente  del  asunto.  En 
todo  caso,  la  resolución  que  dicte  el  Gobernador  Militar 
quedará  sujeta  á  lo  dispuesto  en  los  párrafos  VI  y  VII  de 
la  Orden  núm.  111,  serie  de  1901.  (*) 

III.  De  no  presentarse  la  solicitud  referida  en  el  pá- 
rrafo primero  de  esta  Orden  dentro  del  período  de  treinta 
días,  que  el  mismo  dispone,  no  se  admitirán  ulteriores  pro- 
cedimientos en  dichos  casos  por  ninguna  de  las  partes  in- 
teresadas, teniéndose  por  abandonado  los  recursos  estable- 
cidos, y  como  definitiva  la  resolución  recurrida. 

IV.  Dentro  de  veinte  días  á  contar  desde  la  publica- 
ción de  esta  Orden,  el  Presidente  de  la  Audiencia  de  la 
Habana  pasará  al  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  una  rela- 
ción de  los  asuntos  á  que  se  refiere  el  párrafo  primero  de 
esta  Orden,  y  en  los  cuales  el  Estado  por  medio  del  Fiscal 
haya  establecido  el  recurso  para  ante  el  Tribunal  de  lo 
Contencioso  Administrativo  en  Madrid,  permitiendo  de 
esta  manera  al  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  presentar 
las  correspondientes  solicitudes  de  conformidad  con  esta 
Orden. 

(*)     Léase  esta  orden  anteriormente  publicada  en  la  página 
222. 
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V.  La  presente  Orden  se  aplicará  en  todos  los  casos  á 
que  se  refiere  el  párrafo  primero  de  la  misma  y  en  los  que 
actualmente  existieren  establecidos  procedimientos  por 
ante  el  Gobernador  Militar. 

El  Ayudante  General, 

H.  L.  Sooot. 

(Gaceta  11  Marzo.) 


.    J 


TRIBUNAL  SUPREMO 
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ORDEN  NUMERO  41  (*) 
Constitución  del  Tribunal  Supremo 

Habana,  H  de  Abril  de  1899. 

A  propuesta  del  Secretario  de  Justicia  é  Instrucción 
Pública,  y  de  conformidad  con  el  parecer  del  Consejo  de 
Secretarios,  el  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á 
bien  disponer  lo  siguiente : 

I.  Se  crea  por  el  presente  Decreto  un  Tribunal  que  se 
denominará  "  Supremo/ '  que  ha  de  residir  en  la  Capital 
de  la  Isla  y  que  ejercerá  su  jurisdicción  en  todo  el  terri- 
torio cubano,  sin  que  pueda  haber  otro  con  igual  título, 
carácter  ni  categoría. 

II.(**)  El  "Tribunal  Supremo7 '  se  compondrá  de  un 
Presidente,  seis  Magistrados,  un  Fiscal,  dos  Tenientes  Fis- 
cales, un  Secretario,  dos  Oficiales  de  Sala  y  demás  perso- 
nal subalterno  que  luego  se  enumerará. 

III.  El  personal  subalterno  estará  constituido  por  tres 
oficiales  y  tres  escribientes  de  Secretaría,  tres  alguaciles, 
un  portero  y  dos  mozos  de  limpieza  que  se  asignan  al  Tri- 
bunal, dos  escribientes  y  un  alguacil  para  la  Fiscalía. 

IV.  Será  una  sola  la  Sala  de  Justicia  del  Tribunal, 
compuesta  del  Presidente  y  los  seis  Magistrados.  La  Sala 
necesitará  por  lo  menos  de  cinco  magistrados  para  dictar 
autos  y  sentencias,  y  de  tres  para  dictar  providencias.  En 
los  recursos  contra  sentencias  que  llevaren  consigo  con- 
denas de  muerte  ó  penas  perpetuas,  ó  cuando  el  Fiscal  ó 
la  parte  acusadora  solicitaren  la  imposición  de  algunas  de 
estas  penas,  la  Sala  se  compondrá  necesariamente  de  sie- 
te. Todas  las  resoluciones  se  dictarán  por  mayoría  absolu- 
ta de  los  votos  que  concurran  á  acordarlas.  En  los  casos 
de  discordia,  se  estará  á  lo  que,  sobre  el  particular,  dispo- 
nen las  leyes  procesales. 

(*)  Léase  la  orden  95  de  1901  (que  se  publica  á  continuación) 
por  la  cual  se  modifica  esta  orden  y  se  reorganiza  el  Tribunal  Su- 
premo. 

(**)  Este  artículo  ha  sido  modificado  por  el  art.  I  de  la  Orden 
95  de  1901  que  se  publica  á  continuación. 
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V.  Cuando  por  recusación  ó  cualquier  otro  motivo  es- 
té impedido  de  funcionar  un  magistrado  ó  más  de  uno,  si 
el  número  de  los  que  quedaren  no  fuere  suficiente  para 
dictar  la  resolución  de  que  se  trate,  suplirán  por  su  orden : 
el  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  los  Presiden- 
tes de  Sala  y  los  Magistrados  de  la  misma.  Entre  los  de 
igual  categoría  se  preferirá  al  más  antiguo ;  y  en  caso  de 
antigüedad,  igual,  al  de  mayor  edad.  Este  último  criterio 
se  aplicará  también  á  los  casos  en  que  haya  de  sustituir- 
se, dentro  del  mismo  Tribunal  Supremo,  á  su  Presidente 
ó  á  su  Fiscal.  Si  se  tratare  de  recursos  contra  un  fallo  en 
el  que  algunos  de  los  que  hayan  de  suplir  hubiere  concu- 
rrido á  dictarlo  ó  intervenirlo  en  la  tramitación  del  juicio 
en  que  recaiga,  suplirá  aquel  que  en  el  expuesto  orden  le 
siga,  absteniéndose  de  toda  intervencián  en  el  recurso  el 
funcionario  en  el  que  alguna  de  tales  circunstancias  con- 
curra. 

VI.  Lo  dispuesto  en  el  presente  artículo  se  entenderá 
asimismo  aplicable  á  los  casos  de  discordia  en  materia  ci- 
vil, cuando  dentro  del  mismo  Tribunal  Supremo  no  se  h&- 
liare  el  número  necesario  de  dirimentes. 

DE  LA  CONSTITUCIÓN  Y  ATRIBUCIONES  DEL  TEIBUNAL  SUPREMO 

VII.  El  Tribunal  se  constituirá  en  Sala  de  Justicia  6 
«tí  Sala  de  Gobierno.  Corresponde  al  Tribunal  Supremo 
constituido  en  Sala  de  Justicia,  el  conocimiento  de  k» 
asuntos  siguientes: 

Io  í)e  las  causas  que,  expresa  y  limitativamente  atri- 
buyan en  lo  adelante,  á  su  conocimiento  las  leyes. 

2°  De  las  causas  seguidas  contra  el  Presidente,  Fis- 
cal, Magistrados  y  Tenientes  Fiscales  del  Tribunal  mismo. 

3o  De  las  seguidas  contra  el  Presidente,  Presidentes 
dte  Sala,  Fiscales  y  Tenientes  Fiscales  de  las  Audienci«s. 

4o  De  las  seguidas  contra  el  Secretario  y  oficiales  de 
Sala  del  mismo  Tribunal  Supremo  por  delitos  que  hubie- 
ran cometido  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

5P  De  las  causas  seguidas  contra  los  Secretarios  de 
Despacho  del  Gobernador  Militar  de  la  Isla  y  contra  los 
Gobernadores  ei viles  de  provincias. 

En  los  icinco  casos  precedentes  conocerá  en  única  ins- 
tancia y  en  juieio  oral  y  público.  El  propio  Tribunal  de- 
signará un  Magistrado  de  Audiencia  en  especial  comisión 
para  la  instrucción  del  sumario. 

6o  De  los  juicios  de  responsabilidad  civil  contra  el 
Presidente  y  Magistrados  del  propio  Tribunal  Supremo  6 
Presrdentse,  Presidentes  de  Sala  y  Magistrados  de  las  Au- 
diencias. 
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7  De  los  incidentes  de  recusación  del  Presidente  del 
Tribunal  y  de  uno  ó  más  Magistrados  del  mismo. 

En  los  dos  acasos  precedentes  conocerá  en  la  f  on&a  or- 
denada por  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

8o  De  las  cuestiones  de  acumulación  ó  de  competen- 
cia que  se  suseiten  entre  Jueces  y  Tribunales  que  no  ten- 
gan otro  superior  común. 

9o  De  los  recursos  de  queja  contra  los  autos  en  que  se 
deniegue  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción  de  ley  ó  doetrina  legal  ó  por  quebrantamiento  dé 
forma. 

10.  De  los  recursos  de  eas&eion  por  infracción  de  ley 
•ó  doctrina  legal  que  hubiesen  sido  admitidos. 

11.  De  los  recursos  dé  casación  por  quebrantaüáento 
de  forma  que  hubiesen  sido  admitidos. 

12.  De  las  cuestiones  de  fondo,  cuando  se  hubiere  de- 
clarado con  lugar  el  recurso  interpuesto  por  infracción  cte 
ley  ó  de  doctina  legal. 

Lo  dispuesto  en  los  cinco  precedentes  párrafos  se  en- 
tenderá así  en  lo  que  se  refiere  á  asuntos  civiles  como  cri- 
minales, salvo  en  lo  que  concierne  á  la  casación  por  in- 
fracción de  doctrina  legal,  privativa  de  los  asuntos  de  ca- 
rácter «civil. 

13.  De  les  recursos  de  casación  interpuestos  eontr& 
las  sentencias  de  los  amigables  componedores. 

14.  De  los  recursos  de  revisión  así  en  materia  civil  co- 
mo criminal  ó  contencioso-administrativa. 

15.  Del  cumplimiento  de  sentencias  pronunciadas  por 
Tribunales  extranjeros  con  arreglo  á  los  Tratados  y  á  las 
leyes  que  continúen  vigentes  y  que  se  celebren  ó  dicten  eñ 
lo  sucesivo.  Sé  exceptúa  el  caso  de  que  en  los  Tratados 
que  se  celebren,  se  atribuya  su  conocimiento  á  otroá  Tri- 
bunales. 

16.  De  los  incidentes  sobre  si  debe  coneederse  audien- 
cia, en  rebeldía,  al  litigante  condenado  por  el  propio  Tri- 
bunal Supremo. 

17.  Del  procedimiento  para  la  extradición,  cuando 
conociere  de  la  causa  el  mismo  Tribunal  Supremo. 

18.  De  las  apelaciones  de  sentencias  dictadas  por  la 
Audiencia  de  la  Habana  en  asuntos  contencioso-adminás* 
trativós,  así  corno  también  de  los  recursos  de  queja  contra 
los  autos  en  que  se  deniegue  la  admisión  de  una  apelación 
interpuesta  en  estos  asuntos. 

19.  De  cualquier  otro  asunto  de  carácter  judieial,  que 
en  lo  adelante  pudieran  diferir  las  leyes  á  su  especial  com- 
petencia. 

VIIL  Corresponderán  al  Tribunal  Supremo,  consti- 
tuido en  Sala  de  gobierno,  las  facultades  siguientes : 
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Io  Velar  por  la  Administración  de  justicia  en  todo  el 
territorio  cubano. 

2o  Despachar  todos  los  asuntos  que  por  las  leyes  le 
sean  atribuidos  y  que  no  entren  en  la  competencia,  antes 
expuesta  en  la  Sala  de  Justicia. 

3o  Evacuar  los  informes  que  el  Gobierno  pida  al  Tri- 
bunal, relativos  á  la  Administración  de  Justicia,  á  la  or- 
ganización y  régimen  de  los  Tribunales,  á  los  asuntos  gu- 
bernativos y  económicos  de  los  mismos,  como  en  general, 
á  la  promulgación,  derogación  y  reforma  de  las  leyes. 

4o  Proponer  al  Gobierno  lo  que  considere  necesario  ó 
conveniente  en  lo  relativo  á  los  asuntos  á  que  se  refiere  el 
número  anterior. 

5o  Ejercer  en  la  jurisdicción  disciplinaria,  en  los  ca- 
sos en  que  se  determinan  en  la  Compilación,  que  fué  pro- 
mulgada en  esta  Isla,  de  las  disposiciones  orgánicas  de  la 
Administración  de  Justicia  y  en  las  leyes  procesales;  y  en 
la  forma  que  en  estos  preceptos  se  establece. 

6o  Nombrar  y  separar,  á  propuesta  del  Presidente,  á 
los  empleados  subalternos  del  Tribunal,  salvo  lo  dispuesto 
en  el  inciso  12  del  artículo  14,  y  en  el  artículo  27. 

7o  Tendrá  además  la  intervención  que  las  leyes  le  con- 
cedan en  el  nombramiento,  juramento  y  toma  de  posesión 
de  los  funcionarios  judiciales. 

8o  Dictará  disposiciones  de  carácter  reglamentario, 
para  la  marcha  y  orden  interior  del  Tribunal,  así  como 
para  determinar  el  traje  que  sus  funcionarios  han  de  usar 
en  actos  oficiales. 

IX.  La  Sala  de  gobierno  se  compondrá,  como  la  de 
Justicia,  del  Presidente  y  Magistrados  del  Tribunal;  pe- 
ro además  asistirá  siempre  á  ella  el  Fiscal  ó  Teniente  Fis- 
cal que  deba  sustituirle,  con  voz  y  voto ;  á  menos  que  se 
trate  del  ejercicio  de  la  jurisdicción  disciplinaria,  en  cu- 
yos casos  el  Ministerio  Fiscal  se  limitará  á  ejercer  las  fun- 
ciones propias  de  su  cargo  y  de  acuerdo  con  los  preceptos 
mencionados  en  el  número  5  del  artículo  anterior. 

X.  Bastará  la  concurrencia  de  cinco  funcionarios  de 
los  que  deben  componerla,  para  que  se  estime  legalmente 
constituida  la  Sala  de  gobierno.  Los  acuerdos  se  tomarán 
por  mayoría  absoluta  entre  los  concurrentes.  En  los  casos 
de  ejercicio  de  la  jurisdicción  disciplinaria  el  Fiscal  ó  Te- 
niente que  le  sustituya  no  se  contará  entre  los  cinco  que 
deben  concurrir  al  acuerdo. 

X.  Las  reuniones  del  Tribunal  Supremo  en  Sala  de 
gobierno  tendrán  lugar  una  vez  por  semana,  ordinaria- 
mente, á  menos  que  no  haya  ningún  asunto  pendiente,  ó 
en  los  casos  extraordinarios  en  que  el  Presidente  lo  juz- 
gare preciso  y  convocare  al  efecto. 
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XII.  En  todo  lo  que  se  refiere  á  la  manera  de  discutir 
y  votar,  modo  de  verificar  las  reuniones,  asistencia  á  elJasr 
funciones  de  Secretario,  libro  de  actas  y  de  votos'  reser- 
vados y  demás  particulares  concernientes  al  funciona- 
miento del  Tribunal  en  Sala  de  gobierno,  se  observarán 
los  preceptos  contenidos  en  el  Título  X  de  la  Compilación 
antes  citada.  Se  exceptúa  el  precepto  del  artículo  311  en 
lo  que  se  refiere  á  la  asistencia  de  un  Fiscal,  que  cuando 
concurra  en  representación  del  Fiscal,  tendrá  voz  y  voto, 
como  queda  dicho  en  el  artículo  IX. 

XIII.  Los  acuerdos  de  la  Sala  de  gobierno  serán  fun- 
dados, pero  sin  que  sea  preciso  darle  la  forma  de  "Resul- 
tandos" y  "  Considerandos/ '  la  cual  será  potestativa.  En 
los  casos  de  conformidad  con  el  dictamen  escrito  del  Fis- 
cal y  con  los  motivos  en  que  lo  apoye,  bastará  que  se  ex- 
prese la  conformidad  en  ambos  puntos. 

DEL  PRESIDENTE  DEL  TRIBUNAL 

XIV.  La  dirección  superior  del  Tribunal  Supremo  es- 
tará á  cargo  de  su  Presidente,  al  cual,  en  tal  concepto,  co- 
rresponderán las  siguientes  atribuciones: 

Io  Reunir  y  presidir  el  Tribunal,  constituido  en  Sala 
de  justicia  ó  de  gobierno. 

2o  Hacer  cumplir  este  Decreto  y  todas  las  leyes  que 
se  refieran  á  funciones  que,  por  su  cargo,  le  estén  enco- 
mendadas. 

3o  Exponer  al  Gobierno  lo  que  estime  necesario  ó  con- 
veniente para  la  mlás  'cumplida  administración  de  justicia. 

4o  Recibir  y  despachar  la  correspondencia  oficial. 

5o  Dar  curso,  con  su  informe,  á  las  solicitudes,  quejas 
y  consultas  que  el  Tribunal,  ya  constituido  en  Sala  de 
justicia  ó  en  Sala  de  gobierno,  y  los  Magistrados,  auxilia- 
res y  subalternos  del  Tribunal  mismo  eleven  al  Gobierno. 

6°°  Recibir  las  excusas  de  asistencia  de  los  Magistra- 
dos, auxiliares  y  subalternos  del  Tribunal. 

7o  Cuidar  de  que  todos  los  Magistrados,  auxiliares  y 
subalternos  del  Tribunal  llenen  cumplidamente  sus  debe- 
res y  comunicarles  las  órdenes  que  estime  convenientes  al 
desempeño  de  sus  funciones. 

8o  Llamar  al  Fiscal  para  hacerle  las  indicaciones  que 
considere  oportunas  para  la  mejor  administración  de  jus- 
ticia, relativas  á  él  y  á  sus  subordinados,  sin  que  se  en- 
tienda directamente  con  ésto  ni  coarte  la  libertad  de  ac- 
ción del  Ministerio  Fiscal.  Cuando  lo  considere  necesario, 
podrá  dirigirse  al  Gobierno,  manifestando  lo  que  relati- 
vamente al  Ministerio  Fiscal,  estime  oportuno. 

9o  Poner  en  conocimiento  de  la  Sala  gobierno  las  fal- 
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tas  de  los  Magistrados  que  puedan  dar  lugar  á  correccio- 
nes disciplinarias  y  de  la  Sala  de  justicia,  como  Tribunal 
competente  de  los  delitos  que  comentan  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones. 

10.  Dar  cuenta  al  Gobierno  de  las  vacantes  que  ocu- 
rran en  el  Tribunal  cuando  por  el  Gobierno  deban  nom- 
brarse los  que  han  de  cubrir  las  plazas,  así  como  de  las  que 
temporalmente  se  produzcan  por  cualquier  motivo  que, 
por  un  tiempo  apreciable,  aleje  á  algún  funcionario  del 
Tribunal  del  ejercicio  de  sus  funciones. 

11.  Oir  las  quejas  referentes  á  la  administración  de 
justicia  que  le  presenten  los  interesados  relativas  á  asun- 
tos pendientes  ante  el  Tribunal  6  ante  cualquier  Audien- 
cia por  el  retraso  en  el  despacho:  adoptar  las  providen- 
cias que  estén  dentro  de  sus  facultades ;  poner  la  queja  en 
conocimiento  de  la  Sala  de  justicia  ó  de  gobierno ;  y  si  se 
refiere  á  asunto  pendiente  ante  una  Audiencia,  llamar  la 
atención  sobre  ella  al  Presidente  de  la  misma. 

12.  Nombrar  y  separar  libremente  los  mozos  de  lim- 
pieza del  Tribunal. 

13.  Dictar  las  medidas  que  sean  necesarias  ó  conve- 
nientes para  el  buen  orden  y  conservación  del  Archivo  y* 
Biblioteca  del  Tribunal. 

14.  Avisar  al  Tribunal  cuando  no  pudiere  asistir  ál 
mismo. 

XV.  El  Presidente  del  Tribunal  nunca  será  designa* 
do  como  Ponente. 

XVI.  Corresponderá  al  Presidente  del  Tribunal  Su- 
premo la  facultad  de  resolver  en  última  instancia  las  ape- 
laciones que  se  interpongan  contra  lo  resuelto  por  Presi- 
dentes de  Audiencias  en  todos  los  casos  en  que  éstos  de- 
ban conocer  de  recursos  interpuestos  contra  las  califica* 
ciones  que  hagan  los  Registradores  de  la  Propiedad  de  do- 
cumentos presentados  al  Registío,  ya  sean  presentados 
por  particulares,,  ya  expedidos  por  la  Autoridad  judicial, 
atribuyéndosele  así  por  este  precepto,  la»  facultades  que 
el  Reglamento  de  la  ley  Hipotecaria  asigna  á  la  Sección 
de  los  Registros  y  del  Notariado  del  Ministerio  de  Ultra- 
mar, y  que  fueron  posteriormente  asignadas  á  la  respecti- 
va Sección  de  la  Secretaría  de  Gracia  y  Justicia  y  Gober- 
nación del  Gobierno  General  de  la  Isla  durante  el  régi- 
men autonómico. 

DEL  SECRETARIO 

XVII.  El  Secretario  lo  será  de  la  Sala  de  Justicia,  de 
la  Sala  de  Gobierno  y  de  la  Presidencia. 

XVIII.  Son  funciones  propias  del  Secretario : 
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Io  Conservar  el  sello  del  Tribunal. 

2o  Sellar  y  registrar  las  cartas  y  despachos  que  man- 
dase librar  el  Tribunal,  para  las  partes  interesadas  ó  de- 
oficio. 

3o  Llevar  un  Registro  exacto,  en  que  estén  copiado» 
literalmente  los  documentos  expresados  en  el  número  an- 
terior y  no  dar  copia  de  ninguno  de  ellos  sin  orden  escri- 
ta del  Tribunal. 

4o  Estar  al  frente  del  Archivo  y  Biblioteca  del  Tri- 
bunal, con  las  obligaciones  que  á  los  Archiveros  asignan 
los  artículos  del  220  al  225  (ambos  inclusive)  de  la  Com- 
pilación. 

XIX.  Como  Secretario  de  la  Sala  de  Justicia,  tendrá 
en  los  recursos  y  actuaciones  que  cursen  ante  el  Tribunal 
Supremo  la  intervención  y  funciones  que  le  son  propias, 
conforme  a  los  preceptos  de  las  leyes  procesales,  y  las  obli- 
gaciones que  determinan  los  artículos  196  y  197  de  la  com- 
pilación vigente. 

XX-  Podrá  delegar  el  cumplimiento  de  todas  esta» 
funciones  en  los  de  Sala  cuando  sus  ocupaciones  como  Se- 
cretario de  Sala  de  Gobierno  y  de  la  Presidencia  lo  hicie- 
ran preciso.  En  estos  casos  dichos  oficiales  actuarán  como» 
"delegados"  y  firmarán  las  actuaciones  y  documentos 
cumpliendo  con  los  deberes  propios  del  Secretario  á  quien 
representan.  Como  antefirma  expresarán  que  lo  hacen  por 
' '  delegación, ' ' 

XIX.  Como  Secretario  de  la  Sala  de  Gobierno  enten- 
derá en  los  negocios  gubernativos  del  Tribunal  y  no  po- 
drá delegar  estas  funciones,  en  las  que,  sin  embargo,  serán 
sustituidos  en  casos  en  que  estuviere  impedido  de  ejercer- 
ías, por  el  oficial  de  Sala  más  antiguo  ó  el  de  más  edad  eu 
caso  de  antigüedad  igual. 

XXII.  Como  Secretario  de  la  Presidencia  despachará 
con  el  Presidente  del  Tribunal  los  asuntos  que  á  éste  re- 
sultan encomendados  en  este  Decreto. 

DE  LOS  OFICIALES  DE  SALA 

XXIII.  Les  corresponderá  hacer  los  emplazamientos, 
citaciones  y  notificaciones,  recogidas  de  autos  y  toda  otra 
diligencia  que  deba  practicarse  fuera  de  la  presencia  ju- 
dicial y  de  orden  del  Tribunal. 

DEL  FISCAL  Y  TENIENTES  FISCALES 

XXIV.  El  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  será  el  Jefe 
del  Ministerio  Fiscal  en  toda  la  Isla  y  no  dependerá  sino 
directamente  de  la  Secretaría  de  Justicia.  Se  declaran  en 
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consecuencia  vigentes  los  artículos  del  456  al  460  (ambos 
inclusive)  de  la  Compilación,  cual  si  en  el  presente  De- 
creto estuviesen  reproducidos;  sin  más  diferencia  que  la 
de  sustituir  en  todas  las  ocasiones  en  que  allí  se  habla  de 
la  "Monarquía,"  á  esta  expresión  la  de  "el  territorio  cu- 
bano ;"  y  cuando  se  habla  del  "Ministerio  de  Ul tramar* ' 
sustituir  estas  palabras  por  las  de  "Secretaría  de  Jus- 
ticia.' ' 

XXV.  Se  declaran  igualmente  vigentes  los  artículos  -• 
451,  453,  454  y  455  de  la  citada  Compilación,  en  cuanto              ~¡ 
son  aplicables  al  Fiscal  y  Tenientes  Fiscales  del  Tribunal 
Supremo. 

XXVI.  Los  Tenientes  Fiscales  deberán  auxiliar  al 
fiscal,  en  la  forma  que  éste  disponga,  en  los  trabajos  to- 
dos de  la  Fiscalía.  Cuando  actúen  por  el  Fiscal,  firmarán 
los  escritos  que  produzcan  y  comunicaciones  que  expidan, 
expresando  que  lo  hacen  "por  delegación.' ' 

XXVII.  Corresponderá  al  Fiscal  la  facultad  de  nom- 
brar y  separar  libremente  al  auxiliar  del  despacho,  escri- 
bientes y  alguacil  de  la  Fiscalía. 

4 
i 

DEL   PERSONAL   SUBALTERNO 

i 

XXVIII.  Los  oficiales  de  Secretaría  no  aparecerán 
oficialmente  en  las  diligencias  y  actuaciones  judiciales,  en 
las  que  el  Secretario  y  los  oficiales  de  Sala  han  de  inter- 
venir necesariamente  y  autorizar  con  su  presencia  y  fir- 
ma; estarán  á  las  órdenes  directas  de  éstos  para  prestar- 
les la  ayuda  y  cooperación  que  se  le  indique  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones  que  corresponden  á  dichos  empleados 
del  Tribunal. 

XXIX.  El  auxiliar  del  despacho  de  la  Fiscalía  tendrá 
á  su  cargo  el  Registro  de  la  misma  y  prestará  al  Fiscal 
servicios  semejantes  á  los  que,  en  el  artículo  anterior,  se 
indican  respecto  de  los  oficiales  de  Secretaría. 

XXX.  Los  porteros  y  alguaciles  cumplirán  con  los  de- 
beres que  á  los  de  su  clase  impone  el  artículo  279  de  la 
Compilación  entendida  con  referencia  y  aplicación  al  Tri- 
bunal Supremo. 

XXXI.  El  Presidente  del  Tribunal  reglamentará  el 
servicio  de  alguaciles,  porteros  y  mozos  de  limpieza  en  la 
forma  que  estime  más  conveniente.  El  Fiscal  lo  hará  asi- 
mismo respecto  á  todo  el  personal  subalterno  de  la  Fis- 
calía. 
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DEL    NOMBRAMIENTO,    ANTIGÜEDAD,    PRECEDENCIA,    POSESIÓN, 

JURAMENTO  Y  DOTACIÓN 
DE  LOS  FUNCIONARIOS  Y  SUBALTERNOS  DEL  TRIBUNAL  SUPREMO 

É   INAUGURACIÓN   DEL   MISMO 

XXXII.  El  nombramiento  de  todos  los  funcionarios 
Tribunal  Supremo,  á  excepción  de  aquellos  que  compo- 
nen el  personal  subalterno,  corresponderá  al  Gobernador 
Militar  de  Cuba,  oyendo  acerca  del  particular  lo  que  en- 
tendiere discreto  proponerle  el  Secretario  de  Justicia. 

XXXIII.  La  antigüedad  y  precedencia  en  cargos  de 
igual  categoría  se  conputarán  por  la  fecha  de  los  nombra- 
mientos; y  si  los  nombrados  lo  hubieren  sido  en  un  mis- 
mo decreto  ó  disposición  considerándose  como  antigüe- 
dad igual,  la  precedencia  se  determinará  por  la  ma- 
yor edad. 

XXXIV.  El  Presidente,  Fiscal,  Magistrados  y  Te- 
nientes-Fiscales jurarán  el  cargo  al  inaugurarse  el  Tri- 
bunal ante  el  Gobernador  Militar  de  la  Isla  en  la  forma 
que  se  determine  y  tomarán  posesión  ante  el  Tribunal 
constituido  en  Sala  de  gobierno  y  audiencia  pública. — El 
Secretario  y  Oficiales  de  Sala  jurarán  el  cargo  y  tomarán 
posesión  ante  la  misma  Sala  de  gobierno  y  también  en 
Audiencia  pública. 

XXXV.  Los  haberes  de  que  disfrutarán  los  funcio- 
narios todos  del  Tribunal  Supremo  serán  los  siguientes: 

El  Presidente,  seis  mil  pesos. 

El  Fiscal  , cinco  mil  setecientos  cincuenta. 

Cada  uno  de  los  Magistrados,  cinco  mil  quinientos. 

Cada  uno  de  los  Tenientes-Fiscales,  cimco  mil. 

El  Secretario,  cuatro  mil. 

Cada  una  de  los  Oficiales  de  Sala,  dos  mil  quinientos. 

Los  Oficiales  de  la  Secretaría  y  el  auxiliar  del  des- 
pacho de  la  Fiscalía,  mil  pesos  cada  uno. 

Cada  Escribano,  seiscientos  pesos. 

El  portero  y  alguaciles,  cuatrocientos  cincuenta  ca- 
da uno. 

Cada  mozo  de  limpieza,  trescientos. 

Estos  sueldos  se  abonarán  mensualmente  y  en  mone- 
da de  los  Estados  Unidos,  ó  su  equivalente. 

Si  la  Sala  de  gobierno  lo  entendieren  preciso,  y  asi- 
mismo en  su  despacho  el  Fiscal,  podrán  determinar  que 
uno  de  los  escribientes  de  Secretaría  y  uno  de  la  Fiscalía, 
sean  además  estenógrafos.  En  este  caso,  el  escribiente 
estenógrafo  ganará  mil  pesos. 

XXXVI.  El  Tribunal  dispondrá  de  mil  quinientos  pe- 
sos anuales,  moneda  de  los  Estados  Unidos,  ó  su  equiva- 
lente para  gastos  de  material.  Esta  cantidad  será  repartí- 
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da  entre  la  Presidencia  y  la  Fiscalía  en  la  proporción  que 
acordare  la  Sala  de  gobierno,  y  será  administrada  libre- 
mente, en  la  parte  que  á  cada  cual  corresponda,  por  el 
Presidente  y  el  Fiscal. 

DE  LAS  CONDICIONES  É  INCAPACIDADES  PARA  EL  NOMBRAMIENTO- 
DE  FUNCIONARIOS  DEL  TRIBUNAL  SUPREMO 
É    INCOMPATIBILIDADES    DE     LOS     MISMOS 

XXX  Vil.  Para  ser  nombrado  y  desempeñar  los  car- 
gos de  Presidente,  Magistrado,  Fiscal,  Teniente-Fiscal,. 
Secretario  ú  Oficial  de  la  Sala  del  Tribunal  Supremo  *&e 
requerirán  las  condiciones  siguientes: 

Io  Ser  cubano  6  declarar  expresamente  que  se  acepta 
la  condición  de  cubano,  siempre  que  el  que  haga  esta  de- 
claración esté  comprendido  en  el  artículo  9  del  Tratado  de 
Paris  de  10  de  Diciembre  de  1898. 

2o  Ser  mayor  de  edad,  esto  es.  haber  cumplido  23 
años. 

3#  Ser  abogado. 

4o  No  hallarse  comprendido  en  ninguno  de  los  caso» 
de  incapacidad  ó  incompatibilidad  que  más  adelante  ere 
determinan. 

XXXVIII.  No  podrán  ser  nombra'dos  para  ninguna 
de  los  cargos  que  antes  se  expresan : 

Io  Los  impedidos  física  ó  intelectualmente. 

2o  Los  que  estuvieren  procesados  por  cualquier  de- 
lito. 

3o  Los  que  estuvieren  condenados  á  cualquier  pena 
correccional  ó  aflictiva;  mientras  no  la  hayan  sufrido  ú 
obtenido  de  ella  indulto  total. 

4o  Los  que  hubieren  sufrido  y  cumplido  cualquier  pe- 
na, que  ya  por  sí  misma,  ya  por  razón  del  delito  que  la  hu- 
biere motivado,  les  haga  desmerecer  en  el  concepto  pú- 
blico. 

5o  Los  quebrados  no  rehabilitados. 

6°Los  concursados  mientras  no  fueren  declarados  in- 
culpables. 

7o  Los  deudores  á  fondos  públicos  como  segundos 
contribuyentes. 

8o  Los  que  tuvieren  vicios  vergonzosos  y  en  general 
los  que  hubieren  ejecutado  actos  ú  omisiones  que,  aun- 
que no  penables,  los  hagan  desmerecer  en  el  «concepto  pú- 
blico. 

XXXIX.  Los  cargos  antes  expresados  (artículo 
XXXVIII)  son  incompatibles: 

Io  Con  el  ejercicio  de  cualquiera  otra  jurisdiccióón» 
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2o  Con  otros  empleos  ó  cargos  del  Estado,  Provincia 
ó  Municipio. 

3o  Con  empleos  de  auxiliares  ó  subalternos  de  Tribu- 
nales 6  Juzgados. 

XL.  Se  declaran  aplicables  al  Tribunal  Supremo  los 
artículos  76,  77,  78  y  79  de  la  Compilación;  pero  la  cita 
que  el  77  hace  del  75  se  entenderá  referida  al  artículo  an- 
terior de  este  Decreto. 

XLI.  El  Presidente  y  Magistrados  del  Tribunal  Su- 
premo, así  como  el  Fiscal  y  Tenientes-Fiscales  no  podrán 
ejercer  las  profesiones  de  abogado,  procurador  ni  notario, 
ni  tampoco  ejercerán  por  sí,  ni  por  sus  mujeres,  ni  á  nom- 
bre de  otro,  industria,  comercio  ni  granjeria  ni  tomarán 
parte  en  empresas  ni  en  sociedades  mercantiles  como  so- 
cios colectivos  ni  como  directores,  gestores,  administra- 
dores 6  consejeros. 

Los  que  contravinieren  esta  disposición,  se  conside- 
rarán como  renunciantes  de  sus  cargos. 

XLII.  El  Secretario  del  Tribunal  y  sus  oficiales  de- 
Sala  no  podrán  ejercer  las  de  abogado,  procurador  ni  no- 
tario. Su  ejercicio  dará  lugar  á  que  se  les  aplique  el  últi- 
mo precepto  del  artículo  anterior. 

XLIII.  Para  ser  individuo  del  personal  subalterno- 
del  Tribunal  se  requerirán  la  primera  y  segunda  condi- 
ción del  artículo  37  de  este  Decreto,  y  además,  las  de  sa- 
ber leer  y  escribir,  ser  de  buena  conducta  y  no  estar  in- 
cluidos en  las  incapacidades  que  se  determinan  en  los  cua- 
tro primeros  incisos  del  artículo  38.(*) 

. ..-.    •  El  Brigadier  General  de  Voluntarios, 

\fefe  de  Estado  Mayor  interino, 

O.  H.  Ernest. 

(Gaceta  20  Abril  1899.) 


ORDEN  NUMERO  95 
Reorganización  del  Tribunal  Supremo 

Habana,  10  de  Abril  de  1901» 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del 
Presidente  y  Magistrados  del  Tribunal  Supremo,  ha  teni- 
do á  bien  disponer  la  publicación  de  la  siguiente  orden  r 

Por  la  presente  se  modifica  en  la  forma  que  á  conti- 
nuación se  expresa  la  Orden  núm.  41,  serie  de  1899  (**') 

(*)     Léase  la  Orden  111  de  1899.  Pág.  245. 
(**)     Léase  la  orden  publicada  anteriormente. 
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del  Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba,  por  la  que  se 
creó  y  organizó  el  Tribunal  Supremo  de  esta  Isla; 

I.  El  artículo  II  de  dicha  Orden  se  entenderá  redac- 
tado como  sigue : 

"II.  El  Tribunal  Supremo  se  compondrá  de  un  Pre- 
sidente, dos  Presidentes  de  Sala,  ocho  Magistrados,  un 
Fiscal,  dos  Tenientes  Fiscales,  un  Secretario  del  Tribu- 
nal, dos  Secretarios  de  Sala  y  demás  personal  subalterno 
que  luego  se  enumerará.' ' 

II.  Además  del  personal  subalterno  asignado  al  Tri- 
bunal por  el  artículo  III  de  la  citada  orden  y  otras  dispo- 
siciones posteriores  se  aumenta  un  escribiente,  un  type- 
writer  y  un  alguacil. 

III.  El  Tribunal  se  dividirá  en  tres  Salas  de  Justicia : 
una  para  conocer  de  los  asuntos  civiles,  otra  para  los 
asuntos  criminales  y  otra  para  los  asuntos  contencioso- 
administrativos.  La  Sala  de  lo  Civil  se  compondrá  de  un 
Presidente  y  cuatro  Magistrados;  la  de  lo  Criminal  tam- 
bién se  compondrá  de  un  Presidente  y  cuatro  Magistra- 
dos; la  de  lo  Contencios-administrativo  la  formarán  el 
Presidente  del  Tribunal,  los  dos  Presidentes  de  Sala  y  dos 
Magistrados  á  ese  efecto  nombrados,  dentro  de  los  que 
compongan  el  Tribunal,  por  el  Presidente  del  mismo.  Es- 
te nombramiento  se  hará  anualmente  y  los  que  cesen  po- 
drán ser  reelegidos. 

IV.  En  los  casos  en  que,  conforme  al  artículo  IV  de 
la  Orden  de  14  de  Abril  de  1899, (*)  á  lo  dispuesto  en  est* 
Orden,  ó  en  otros  especiales,  sea  necesario  constituir  Sa- 
las con  más  de  cinco  Jueces,  se  completarán  aquéllas  con 
Magistrados  del  mismo  Tribunal,  y  sólo  en  el  caso  de  que 
fuere  preciso  completar  el  número  normal  de  cinco  Magis- 
trados de  una  Sala  y  las  atenciones  de  la  otra  no  permi- 
tiera distraer  los  Magistrados  necesarios  á  ese  efecto,  ó 
cuando  en  el  Tribunal  no  quedare  número  suficiente  de 
Magistrados,  no  impedidos,  para  constituir  las  Salas  de 
siete  Jueces,  se  hará  la  sustitución  en  la  forma  estableci- 
da en  el  artículo  V  de  la  citada  Orden.  Al  Presidente  del 
Tribunal  lo  sustituirán  los  Presidentes  de  Sala  por  orden 
de  antigüedad,  y  á  éstos  los  Magistrados  de  sus  respecti- 
vas Salas,  también  por  orden  de  antigüedad. 

V.  El  artículo  VI  de  la  repetida  orden,  se  modifica 
como  sigue:  "Para  dirimir  discordias,  si  se  tratare  de  pro- 
videncias dictadas  por  menos  de  cinco  Jueces,  se  consti- 
tuirá la  Sala  con  su  dotación  normal,  y  cuando  haya  ocu- 
rrido la  discordia  en  'Salas  así  constituidas  ó  se  tratare  de 
autos  y  sentencias,  se  aplicará  lo  dispuesto  en  el  artículo 


(*)     Página  231  de  esta  obra. 
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LXXIX  de  la  Orden  núm.  92,  serie  de  1899,  (*•)  con  la  mo- 
dificación de  que  los  dirimentes,  cuando  la  concurrencia 
de  ellos  sea  necesaria,  han  de  serlo  el  Presidente  del  Tri- 
bunal y  el  de  la  Sala  en  la  que  no  hubiera  ocurrido  la 
discordia,  caso  de  no  estar  impedidos,  y  en  este  caso  los 
demás  Magistrados  del  Tribunal  por  orden  de  antigüedad 
y  en  su  defecto  los  que  deban  sustituirlos  conforme  al  ar- 
tículo V  de  la  Orden  de  14  de  Abril  ya  citada* 

VI.  Corresponde  á  la  Sala  de  lo  Criminal  el  conoci- 
miento de  los  asuntos  comprendidos  en  los  números  1,  2, 
3,  4,  5,  17  y  19  del  artículo  VII  de  la  repetida  orden  de  14 
de  Abril  y  en  los  números  7  al  12,  ambos  inclusive,  y  en 
el  14  de  dicho  artículo  cuando  se  trate  de  asuntos  crimi- 
nales. En  los  casos  previstos  en  los  números  2,  3,  4  y  5,  la 
Sala  se  constituirá  con  siete  Jueces. 

VII.  Corresponde  á  la  Sala  de  lo  Civil  el  conocimien- 
to de  los  asuntos  comprendidos  en  los  números  6,  13,  15, 
16  y  19  del  citado  artículo  VII,  y  los  comprendidos  en  los 
«del  7  al  12,  ambos  inclusive,  y  en  el  14  de  dicho  artículo, 
cuando  se  trate  de  materia  civil.  En  el  caso  del  número  6 
la  Sala  se  compondrá  de  siete  Jueces. 

VIII.(**)  La  'Sala  de  lo  Contencioso-administrativo 
conocerá  de  los  asuntos  de  esta  clase  conforme  á  las  dis- 
posiciones que  separadamente  se  dictaran.  Mientras  esas 
disposiciones  no  se  dicten,  conocerá  de  los  recursos  de  ca- 
sación y  queja  que  la  legislación  actual  atribuye  al  cono- 
cimiento de  la  Sala  de  Justicia  del  Tribunal,  en  la  mate- 
ria contencioso-adminstrativa. 

IX.  La  Sala  de  Gobierno  del  Tribunal  la  constituirán 
■el  Presidente,  los  dos  Presidentes  de  Sala,  el  Fiscal  ó  su 
sustituto  legal  y  los  tres  Magistrados  más  antiguos  del 
Tribunal. 

X.  El  número  I  del  artículo  XIV  queda  redactado  de 
este  modo :  Reunir  y  presidir  las  Salas  de  Gobierno,  Con- 
tencioso-administrativo y  de  discordia  y  señalar  las  ho- 
ras en  que,  en  todo  caso,  han  de  reunirse  las  de  lo  Civil  y 
Criminal,  teniendo  el  derecho  de  presidir  cualquiera  de 
ellas  cuando  lo  juzgue  conveniente,  en  cuyo  caso  si  estu- 
viera completo  el  número  que  debe  constituir  la  Sala,  va- 
eará  el  Magistrado  más  moderno,  si  no  fuere  el  Ponente, 
y  si  lo  fuere,  el  que  le  preceda.  Corresponden  también  al 
Presidente  del  Tribunal  designar  los  Magistrados  que  ac- 
cidentalmente deban  completar  alguna  Sala,  conforme  al 
artículo  IV  de  esta  Orden. 

XI.  Corresponderán  á  los  Presidentes  de  Sala,  como 


222. 


(*)       Léase  la  página  249. 

(**)  Léase  la  Orden  111  de  1901,  que  se  publica  en  la  página 
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atribuciones*  propias  de  su  cargo,  el  hacer  cumplir  las  le- 
yes que  al  mismo  se  refieren ;  presidir  las  Salas  que  hayan 
sido  nombrados ;  llevar  en  ella  la  palabra  sin  que  ninguno 
sin  su  permiso  pueda  usarla;  hacer  que  en  la  misma  se 
guarde  el  orden  debido  y  poner  en  conocimiento  del  Pre- 
sidente del  Tribunal  todo  lo  que  estime  oportuno  para  la 
mejor  administración  de  Justicia,  y  las  faltas  de  los  Ma- 
gistrados, cuando  consideren  que  necesitan  un  correctivo 
que  no  quepa  dentro  del  límite  de  sus  atribuciones.  Los 
Presidentes  de  Sala  no  serán  nombrados  Ponentes  en  sus 
Salas. 

XII.  Habrá  tres  Secretarios:  el  del  Tribunal  que  lo 
será  de  la  Presidencia  y  de  la  Sala  de  Gobierno,  uno  de 
los  de  la  Sala  que  lo  será  de  lo  Civil  y  de  lo  Contencioso- 
administrativo,  y  el  otro  de  la  de  lo  criminal.  Los  Secre- 
tarios tendrán,  según  las  funciones  á  cada  uno  encomen- 
dadas, las  atribuciones  y  deberes  que  con  relación  á  ellas- 
establecen  los  artículos  XVIII,  XIX,  XXI  y  XXII  de  la 
Orden  de  14  de  Abril  de  1899.  Al  Secretario  del  Tribunal 
lo  sustituirán  por  orden  de  antigüedad,  los  Secretarios  de 
Sala,  y  éstos,  en  caso  de  vacante  accidental,  se  sustituirán 
uno  á  otro,  si  las  atenciones  del  servicio  lo  permitieren,  ó 
en  otro  caso,  la  Sala  de  Gobierno  habilitará  á  un  Letrado 
que  ejerza  esas  funciones,  dando  cuenta  á  la  Secretaría 
de  Justicia  para  que  ésta  resuelva. 

XIII.  Las  funciones  encomendadas  á  los  Oficiales  de 
Sala  por  el  artículo  XXIII  de  la  Orden  de  14  de  Abril,  se 
desempeñarán,  hasta  que  otra  cosa  se  resuelva,  por  Ios- 
Oficiales  de  Secretaría,  sin  que  ésto  se  entienda  como  au- 

,  mentó  de  categoría  á  los  mismos. 

XIV.  Los  Presidentes  de  Sala  disfrutarán  del  haber 
anual  de  cinco  mil  setecientos  cincuenta  ($5,750).  Los  Se- 
cretarios de  Sala,  de  tres  mil  quinientos  pesos  ($3,500). 

Los  demás  funcionarios  y  empleados  tendrán  el  ha- 
ber que  á  los  de  su  clase  se  asigna  en  el  artículo  XXXV 
de  la  citada  orden  de  or-ganización  del  Tribunal. 

XV.  Quedan  derogadas  todas  las  órdenes,  leyes  ó  de- 
cretos que  se  opongan  á  la  presente,  la  cual  empezará  á 
regir  desde  su  publicación  "en  la  " Gaceta.' '  El  Presidente 
del  Tribunal  tomará  las  medidas  necesarias  para  su  cum- 
plimiento. 

XVII.  El  Presidente  del  Tribunal,  asistido  de  los  de 
Sala,  distribuirá,  por  esta  vez,  prudentemente  y  conforme 
á  las  aptitudes  ó  especialidad  de  cada  uno,  el  personal  de 
Magistrados  y  Secretarios  de  Sala  y  dará  en  el  acto  cuen- 
ta al  Gobierno,  por  conducto  del  Secretario  de  Justicia. 
Hecha  esta  distribución,  no  podrá  alterarse  sin  orden  ex- 
presa del  Gobierno.  En  lo  sucesivo  todo  nombramiento  de 


/ 


245- 

4os  que  corresponden  al  Gobierno,  para  cargos  en  el  Trir 
bunal  Supremo  expresará  la  Sala  en  que  el  nombrado  de* 
ba  prestar  sus  servicios. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

{Gaceta  11  Abril.)  J.   B.   HlCKEY. 


ORDEN  NUMERO  111 
Modifica  la  orden  sobre  organización  del  Tribunal  Supremo 

Habana,  20  de  Julio  de  1889. 

« 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  siguiente  orden : 

I.  El  artículo  XLIII  de  la  orden  de  14  de  Abril  del 
corriente  año,  organizando  el  Tribunal  Supremo,  se  mo- 
difica por  la  presente  orden ;  y  se  entenderá  redactado  del 
modo  siguiente: 

Por  ser  individuo  del  personal  subalterno  del  Tribu- 
nal se  requerirá  la  primera  condición  del  artículo 
XXXVII  de  este  Decreto,  y  además  las  de  saber  leer  y 
escribir,  ser  de  buena  conducta  y  no  estar  incluidos  en 
las  incapacidades  que  se  determinan  en  los  cuatro  prime- 
ros del  artículo  XXXVIII.  (*) 

II.  Esta  modificación  es  igualmente  aplicable  á  las 
disposiciones  que  se  contienen  en  el  artículo  XLI  de  la 
orden  de  15  de  Junio  de  1899. (**) 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adusta  E.  Chaffe. 

(Gaceta  21  Julio  1899.) 


OBDEN  NUMERO  135 
Término  para  comparecer  ante  el  Tribunal  Supremo 

Habana,  11  Agosto,  1899. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  orden  siguiente : 

I.  A  partir  de  la  publicación  de  la  presente,  en  todos 

(*)     Léase  la  página  241. 

(**)  En  15  de  Junio  de  1899  se  publicó  la  Orden  80  sobre 
organización  y  atribuciones  de  las  Audiencias  y  su  art.  XLI  dice: 
Se  declaran  aplicables  á  los  funcionarios  de  las  Audiencias  los  ar- 
tículos 37  al  43  del  Decreto  Orgánico  del  Tribunal  Supremo. — 
N.  del  A, 
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aquellos  casos  en  que  las  leyes  de  Enjuiciamiento  CítíI  y 
Criminal  vigentes  establezcan  términos  para  comparecen- 
cias ante  el  Tribunal  Supremo,  éstos  se  entenderán  redu- 
cidos á  diez  días,  si  se  tratare  de  asuntos  de  que  las  Au- 
diencias de  Pinar  del  Río,  la  Habana,  Matanzas  y  Santas 
Clara,  6  Juzgados  comprendidos  en  estos  territorios,  y  á 
veinte  si  se  tratare  de  las  Audiencias  ó  Juzgados  de  Puer- 
to Príncipe  y  Santiago  de  Cuba. 

II.  En  todos  estos  casos,  cuando  dichas  leyes  dispu- 
sieren la  remisión  de  testimonios  al  Tribunal  Supremo,  se* 
remitirán  los  autos  originales. 

El  Brigadier  General,  \fefe  de  Estado  Mayor^ 

Adna  E.  Chaffe. 
(Gaceta  13  Agosto  1899.) 


LEY  DE  CASACIÓN 
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ORDEN  NUMERO  92 

LEY    DE    CASACIÓN 

Habana,  26  de  Junio  de  1899. 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  orden  siguiente : 

DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN  Y  SU  PROCEDENCIA 

I.  Al  efecto  de  determinar  los  casos  en  que  procede  el 
recurso  da  casación  en  materia  civil,  se  estará  a  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  del  1,687  al  1,695,  ambos  inclusive, 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  que  continuarán  en  vi- 
gor en  los  propios  términos  en  que  se  consignan  por  la 
expresada  Ley. 

II.  Al  efecto  de  determinar  los  casos  en  que  dicho  re- 
curso procede  en  materia  criminal,  se  estará  igualmente 
á  lo  dispuesto  en  los  artículos  del  847  al  854  y  del  910  al 
916,  todos  inclusive,  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal que  asimismo  continuarán  vigentes. 

III.  El  término  para  interponer  el  recurso  de  casa- 
ción, así  en  materia  civil  como  en  materia  criminal,  tanto 
el  de  infracción  de  Ley  (ó  doctrina  legal  en  su  caso)  co- 
mo el  del  quebrantamiento  de  forma  será  de  cinco  días 
hábiles,  improrrogables,  á  contar  desde  la  última  notifi- 
cación de  la  resolución,  contra  la  cual  se  interpusiere. 

Pasado  dicho  término  sin  que  se  haya  interpuesto, 
dicha  resolución  quedará  de  derecho  firme. 

DE  LA  INTERPOSICIÓN  DEL  RECURSO 

IV.  Los  recursos  de  casación  referidos  en  el  anterior 
artículo  se  interpondrán  dentro  del  término  en  el  mismo 
artículo  señalado,  ante  el  Juez  ó  Tribunal  que  hubiere 
dictado  la  resolución  objeto  del  recurso. 

V.  En  el  escrito  por  el  cual  se  interponga  el  recurso 
se  expresará : 

Io  La  fecha  de  la  notificación  de  la  sentencia  al  recu- 
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rrente  y  de  la  última  notificación  á  cualquiera  de  las 
partes. 

2o  La  del  propio  escrito  interponiendo  el  recurso. 

3o  El  precepto  legal  que  lo  autorice. 

4o  Si  se  tratare  de  recursos  por  infracción  de  ley  ó  de 
doctrina,  se  citará  con  precisión  y  claridad  la  Ley  ó  la 
doctrina  infringida  y  el  concepto  en  que  lo  hayan  sido. 
Cuando  fueren  más  de  uno  los  fundamentos  del  recurso, 
éstos  se  expresarán  con  la  debida  separación. 

5o  Si  se  tratare  de  recursos  por  quebrantamiento  de 
forma,  deberá  expresarse  en  qué  consiste  dicho  quebran- 
tamiento y  qué  reclamación  se  ha  practicado  para  obte- 
ner la  subsanación  de  la  falta  cometida,  y  en  caso  de  que 
no  hubiere  sido  posible  hacerlo  se  expresará  esta  imposi- 
bilidad y  sus  motivos. 

VI.  En  ningún  caso,  ni  en  materia  criminal  ni  e»  ma* 
teria  civil  tendrá  obligación  la  parte  recurrente  de  cons- 
tituir depósito  alguno  para  que  el  recurso  de  casación  le 
sea  admitido. 

VII.  El  Tribunal  sentenciador,  ante  el  eual  se  hubie- 
re presentado  el  escrito  interponiendo  el  recurso,  exami- 
nará, sin  oir  á  las  partes : 

Io  Si  el  recurso  se  ha  interpuesto  contra  una  senten- 
cia definitiva  ó  que  tuviere  carácter  de  tal,  ó  contra  una 
resolución  que  fuese  susceptible,  según  la  Ley,  del  recur- 
so de  casaeión,  que  contra  ella  se  establece. 

2o  Si  ésta  se  ha  interpuesto  dentro  del  término  legal. 

3o  Si  se  funda  en  alguna  de  las  causas  taxativamente 
señaladas  por  los  artículos  1,690  y  1,691  de  la  Ley.  de  En- 
juiciamiento Civil  ó  por  el  849,  el  911  y  el  912  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Criminal  y  sus  concordantes  850,  851, 
852  y  853  de  la  propia  ley. 

4o  Si  se  tratare  de  recursos  por  infracción  de  ley  ó  de 
doctrina  legal,  si  en  el  escrito  de  interposición  se  han  ci- 
tado con  precisión  y  claridad  las  leyes  ó  doctrinas  lega- 
les que  se  suponen  infringidas  y  el  concepto  en  que  lo 
han  sido. 

5o  Si  se  tratare  de  recursos  por  quebrantamiento  de 
forma,  examinará  también  el  Tribunal  si  la  falta  en  que 
se  funden  ha  sido  oportunamente  reclamada,  en  los  ca- 
sos en  que,  conforme  á  derecho,  tal  reclamación  hubiere 
sido  posible. 

6o  Si  el  recurso  se  interpusiese  en  causa  criminal  exa- 
minará asimismo  si  el  que  lo  interpone  se  halla  compren- 
dido en  cualquiera  de  los  casos  que  enumera  el  artículo 
854  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  «Criminal. 

7o  Si  en  el  escrito  se  consignan  las  demás  circunstan- 
cias que  exige  el  artículo  V. 
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Si  concurrieren  estas  circunstancias,  el  Tribunal  sen- 
tenciador  dictará  auto  dentro  de  tercero  día,  admitiendo* 
el  recurso  y  mandando  se  emplace  á  las  partes  para  su 
comparecencia  ante  el  Tribunal  Supremo.  El  término  de- 
emplazamiento, siempre  improrrogable,  será  de  diez  díasr 
cuando  se  tratare  de  recursos  interpuestos  contra  fallos 
de  las  Audiencias  de  la  Habana,  Matanzas,  Santa  Clara  y 
Pinar  del  Río  y  de  veinte  si  se  interpusiere  contra  fallos 
de  las  Audiencias  de  Puerto  Príncipe  y  Santiago  de  Cu- 
ba. Lo  propio  se  entenderá  si  se  interpusiere  la  casación 
contra  resoluciones  de  ún  juez  que  ejerciere  jurisdicción 
dentro  de  los  respectivos  territorios. 

VIII.  Si  el  recurso  se  hubiere  interpuesto  por  infrac- 
ción de  ]ey  ó  de  doctrina  legal,  el  Tribunal  al  admitirlo, 
dispondrá  se  entregue  al  recurrente  dentro  del  término  de 
cinco  días,  certificación  literal  de  la  sentencia  recurrida, 
y  de  los  votos  particulares  si  los  hubiere  ó  negativa  en  su 
caso,  y  también  de  la  primera  instancia,  cuando  en  la  de 
segunda  hubieran  sido  aceptados  y  no  reproducidos  tex- 
tualmente todos  ó  algunos  de  los  Resultandos  y  Conside- 
randos ;  así  como  también  del  escrito  por  el  cual  el  recurso 
se  hubiere  interpuesto  y  del  auto  que  á  dicho  escrito  re- 
caiga, admitiéndolo.  Dispondrá  además  se  remita  directa- 
mente al  Tribunal  Supremo  el  apuntamiento  origina], 
cuando  por  naturaleza  del  juicio  se  hubiere  formado. 

El  término  de  emplazamiento  no  empezará  á  contar- 
se sino  desde  el  día  siguiente  al  en  que  se  hubiere  hecho 
al  recurrente,  al  cual  se  emplazará  el  último,  entregán- 
dole en  el  acto  la  certificación  á  que  este  artículo  se  refie- 
re, haciendo  constar  en  nota  al  pie  de  la  misma  dicho  em- 
plazamiento. 

IX.  Si  el  recurso  se  hubiere  interpuesto  por  quebran- 
tamiento de  forma  el  Tribunal  al  admitirlo,  ordenará  la 
remisión  directa  de  los  autos  al  Tribunal  Supremo.  El  tér- 
mino del  emplazamiento  empezará  á  contarse  asimismo 
desde  que  se  practique  respecto  del  concurrente,  que  será 
también  el  último  á  quien  se  emplace. 

X.  Cuando  el  recurrente  hubiere  obtenido  a  su  favor 
declaratoria  de  pobreza  ó  hubiere  sido  defendido  como 
insolvente  en  causa  criminal,  podrá  pedir  que  se  remita 
de  oficio  la  certificación  antes  dicha  que  debe  entregarse 
al  recurrente  en  los  recursos  por  infracción  de  Ley  ó  de 
doctrina  legal ;  y  en  todo  caso  podrá  designar  un  aboga- 
do, que  ante  el  Tribunal  Supremo  sostenga  el  recurso  ó 
solicitar  que  se  le  designe  de  oficio.  Estas  solicitudes,  así 
como  la  designación  de  abogado,  deberán  hacerse  por 
otrosí  del  escrito  en  el  que  se  interponga  el  recurso,  á  fin 
de  que  consten  de  la  certificación  misma  en  los  interpues- 
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.tos  por  infracción  de  Ley  ó  de  doctrina,  ó  de  los  autos  ori- 
ginales que  han  de  remitirse  en  los  interpuestos  por  que- 
brantamiento de  forma. 

XI.  Si  en  el  recurso  interpuesto  no  concurriese  algu- 
na de  las  «circunstancias  expresadas  en  el  artículo  VII  de 
esta  Ley,  el  Tribunal  ante  el  que  se  interponga  dictará 
auto  dentro  de  tercero  día  denegándolo.  Contra  esta  re- 
solución sólo  podrá  entablarse  el  recurso  de  queja.  En  es- 
tos autos  se  expresará  precisamente  la  fecha  de  la  senten- 
cia, la  de  su  notificación  y  la  de  la  presentación  del  escri- 
to interponiendo  el  recurso. 

XII.  Siempre  que  se  admita  un  recurso  de  .casación, 
el  Tribunal  que  lo  haya  admitido  comunicará  de  oficio  el 
hecho  al  Supremo,  expresándole  en  qu-  días  se  han  hecho 
los  emplazamientos. 

XIII. (*)  La  admisión  del  recurso  de  casación  impedi- 
rá que  se  ejecute,  ya  en  todo,  ya  en  parte,  la  sentencia  re- 
currida. Esta'  regla  no  admite  más  excepciones  que  la  de 
poner  en  libertad  al  procesado,  si  el  fallo,  en  causa  cri- 
minal, fuera  absolutorio,  y  la  del  caso  en  que  la  parte  á 
cuyo  favor  la  sentencia  se  hubiere  dictado,  tratándose  de 
asunto  civil,  preste  fianza  bastante  á  juicio  del  mismo  Tri- 
bunal, para  responder  de  cuanto  hubiere  percibido,  si  se 
declarase  la  casación.  La  calificación  de  esta  fianza  se  ha- 
rá por  el  Tribunal  de  acuerdo  con  su  prudente  arbitrio, 
pero  bajo  su  responsabilidad. 

DEL  RECURSO  DE  QUEJA  CONTRA  EL  AUTO  DENEGATORIO 

DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN 

XIV.  Del  auto  denegatorio  del  recurso,  así  como  del 
escrito  en  que  se  hubiere  interpuesto,  se  dará  copia  en  el 
acto  de  la  notificación  al  recurrente,  para  que  á  su  vez 
pueda  recurrir  en  queja  ante  el  Tribunal  Supremo. 

Al  pie  de  la  copia  se  expresará  el  día  en  que  tenga 
lugar  la  entrega. 

XV.  En  la  expuesta  copia  certificada  de  que  habla  el 
anterior  artículo  se  expresará  también  si  el  que  interpuso 

■el  recurso  de  casación  ha  sido  declarado  pobre  ó  si  ha  si- 
do defendido  como  insolvente  en  la  causa  criminal,  si  es 
en  esta  que  se  interpusiere  el  recurso. 

XVI.  Dentro  de  los  dos  días  subsiguientes  á  la  en- 
trega de  esa  copia,  el  que  hubiere  interpuesto  el  recurso 
de  casación  deberá  manifestar  al  Tribunal  contra  cuyo 
fallo  lo  interpuso,  que  va  á  recurrir  en  queja  ante  el  Tri- 
bunal Supremo.  En  este  caso  el  Tribunal  tendrá  por  he- 

(*)     Esto  artículo  ha  sido  adicionado  por  la  orden  núm.   84 
.que  se  publica  en  la  página  274. 
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©ha  esta  manifestación  y  la  hará  notificar  á  las  partes :  y 
el  término  para  interponerlo  será  el  de  diez  ó  el  de  veinte 
días,  ambos  improrrogables,  de  que  habla  el  artículo  VII, 
según  la  residencia  del  Tribunal  contra  cuyo  fallo  se  ha- 
ya interpuesto  la  casación.  Estos  términos  se  contarán 
desde  la  fecha  de  la  última  notificación,  que  será  la  hecha- 
ai  recurrente. 

Si  la  manifestación  no  se  hiciere  ó  la  queja  no  se  in- 
terpusiere en  los  términos  fijados,  la  sentencia  quedará 
firme. 

XVII.  Cuando  se  hubiere  manifestado  la  intención 
de  interponer  la  queja  el  Tribunal  sentenciador  remitirá 
al  Supremo,  de  oficio,  certificación  de  las  notificaciones  a 
que  el  artículo  se  contrae. 

XVIII.  Dentro  del  término  ya  expresado  de  diez  ó 
de  veinte  días  deberá  interponerse  la  queja  ante  el  Tri- 
bunal Supremo,  en  escrito  al  que  se  acompañará  original 
la  antes  dicha  copia  certificada  y  tantas  copias  de  uno  y 
otro  como  partes  haya  en  el  juicio,  contándose  siempre  el 
Ministerio  Fiscal  así  en  asuntos  criminales  como  en  ci- 
viles. 

XIX.  La  comparecencia,  ya  para  sustentar  los  recur- 
sos de  casación  admitido*  ya  para  interponer  los  de  que- 
ja, podrán  hacerla  las  partes  por  sí  mismas  ó  por  medio 
de  representante.  Este  deberá  residir  en  la  capital  de  la 
Isla,  al  menos  durante  la  sustanciación  del  recurso,  y  po- 
drá ser  un  abogado  en  el  ejercicio  de  su  profesión,  ó  cual- 
quiera persona  que  se  halle  en  el  pleno  goce  de  sus  dere- 
chos civiles,  con  tal  de  que  sepa  leer  y  escribir  el  idioma 
castellano. 

Se  hacen  extensivas  á  tales  representantes,  en  cuanto 
les  sean  aplicables,  las  prescripciones  dictadas  respecto 
de  los  procuradores  por  los  artículos  5,  6  y  9  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  con  excepción  de  la  relativa  á  gas- 
tos judiciales. 

En  los  juicios  de  carácter  civil  estos  representantes 
deberán  presentar  escritura  de  poder  en  forma.  En  las 
causas  criminales  bastará,  cuando  se  tratare  del  procesa- 
do, que  se  haga  él  nombramiento  en  los  autos;  y  en  defec- 
to de  aceptación  expresa,  la  comparecencia  en  nombre  del 
que  lo  haya  designado  se  tendrá  por  muestra  inequívoca 
de  aceptación  por  parte  de  aquel  que  de  dicha  designa- 
ción fuere  objeto.  El  representante  en  tales  casos  del  acu- 
sador privado,  actor  civil,  ó  civilmente  responsable,  debe- 
rán presentar  escritura  de  poder. 

Las  resoluciones  que  dicte  el  Tribunal  se  notificarán 
á  la  parte,  si  representare  por  sí  misma,  ó  á  su  represen- 
tante, dentro  de  los  términos  y  conforme  á  los  preceptos 
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contenidos  en  el  artículo  264  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil.  No  compareciendo  oportunamente  la  notificación 
.se  hará  en  estrados  y  surtirá  sus  efectos  legales. 

XX.  Cuando  el  recurrente  se  encontrare  en  uno  de  los 
casos  que  prevé  el  artículo  X  de  esta  Ley,  podrá  pedir 
en  el  escrito  en  que  manifieste  su  intención  de  recurrir  en 
queja  que  la  copia  certificada,  que  devolverá  en  este  caso, 
sea  remitida  de  oficio  al  Tribunal  Supremo,  y  por  otrosí 
del  escrito  designará  abogado  que  interponga  la  queja,  ó 
pedirá  que  se  le  designe  de  oficio.  El  Tribunal  dispondrá 
se  adicione  la  copia  certificada  con  una  nota  en  que  estos 
particulares  se  hicieren  constar  y  ordenará  su  remisión 
de  oficio. 

XXI.  Interpuesto  el  recurso  de  queja  y  transcurrido 
todo  el  término  otorgado  para  su  interposición  conforme 
al  artículo  XVI,  el  Tribunal  Supremo  mandará  entregar 
á  las  otras  partes  que  se  hubiesen  personado  y  al  Minis- 
terio Fiscal  las  copias  presentadas  por  el  recurrente  al 
tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  XVIII  y  señalará  día 
para  la  vista  del  recurso,  debiendo  ser  el  día  que  se  fije 
posterior  al  cuarto  y  anterior  al  undécimo  siguientes  á 
aquel  en  que  venció  el  término  para  la  interposición  de  la 
queja. 

XXII.  En  el  acto  de  la  vista  informarán  primero  el 
recurrente,  después  las  demás  partes  por  el  orden  que  se 
hubieren  presentado  y  en  último  término  el  Ministerio 
Fiscal.  Cuando  éste  fuere  el  recurrente,  hará  uso  de  la  pa- 
labra primeramente.  No^f&permitirán  rectificaciones  de 
ninguna  especie.  ^"^"•w 

XXIII.  El  Tribunal  Supremo^í£Íar^  auto  re8°lv*en; 
do  sobre  la  queja  dentro  de  los  tres^¿Las  posteriores  á 
aquel  en  que  hubiere  tenido  lugar  la  vis^  Esta  resolu- 
ción,  por  su  naturaleza,  será  firme  '^W 

Cuando  el  Tribunal  Supremo  denegare  enC*?80-?*  A 

queja   lo  comunicará  al  Tribunal  contra  cuya  rSt^T  1 

se  hubiere  interpuesto,  para  lo  que  proceda  PnTll?.  J° 
declare  con  lugar,  ordenará  que  el  Tribunal  CrUaü^¿d° 
practique  lo  que  determinan,, 'según  ^V^T 
VIII,  IX  y  X  de  la  presente  Ley.  arucuil 

XXIV.  El  Tribunal  contra  cuya  decisión  «.  ír,+^  1 

pa  el  recurso  podrá  acordar,  á  instancfa  de  nartl  í    P°D    » 

mieítoT  ^  JT tS  rÍleS<  la  c-SactónPS%yrocUedr 
miento,  a  pesar  de  haber  manifestado  la  intención  Tin      ¿ 

terponerlo ;  pero,  si  el  Tribunal  Supremo  estimare  1 ,  m  »~     1 
ja,  se  suspenderán  dichos  procedimientos  sa Wiemnrí S     ' 
caSo  de  excepción  á  que  el  artículo  XIII  se  rlnere    P      * 
AAV.  AI  desestimarse  el  recurso  de  queia  se  cond* 
nara  siempre  en  costa  al  recurrente.  ' 
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DE   LA   SÜSTANCIACIÓN   DEL  RECURSO   DE    CASACIÓN   ANTE 
EL   TRIBUNAL   SUPREMO   Y   SU   FALLO 

XXVI.  (*)  Cuando  haya  sido  admitido  el  recurso  de 
casación,  el  recurrente  estará  obligado,  al  personarse  an- 
te el  Tribunal  supremo  á  acompañar  con  el  escrito  por  el 
cual  se  persone  los  documentos  siguientes : 

lp  Si  no  compareciere  por  sí,  el  poder  que  acredite  la 
legítima  representación  de  aquel  que  lo  haga  en  su  nom- 
\  bre.  Se  exceptúa  el  caso  en  que  .el  procesado  en  causa  cri- 

minal hubiese  hecho  designación  de  representante  en  au- 
tos, al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  XIX  ó  cuando 
en  el  recurso  por  quebrantamiento  de  forma  el  mandato 
resulte  acreditado  en  los  autos  remitidos. 

2o  En  los  pleitos  de  desahucio  cuando  sea  recurrente 
el  arrendatario  ó  inquilino,  presentará  también  el  docu- 
mento que  acredite  el  pago  ó  consignación  de  las  rentas, 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  artículo  1,564  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil.  Si  este  documento  no  se  presentare 
en  dicho  escrito  ni  en  lo  que  restare  del  término  del  em- 
plazamiento, cuando  el  recurrente  haya  comparecido  an- 
tes de  -que  ese  término  venza,  el  Tribunal  Supremo  decla- 
rará desierto  el  recurso  y  firme  la  sentencia  recurrida,  co- 
municándolo inmediatamente  al  Tribunal  de  donde  pro- 
ceda. 

3o  Tantas  copias  del  escrito  y  documentos  que  le 
acompañen  cuantas  sean  las  partes  litigantes  que  hubie- 
sen sido  reemplazadas  y  una  copia  para  el  Ministerio 
Fiscal. 

XXVII.  Personada  ante  el  Tribunal  la  parte  concu- 
rrente, se  aguardará  á  que  transcurra  el  término  total  del 
emplazamiento;  y  transcurrido,  la  Sala  concederá  á  las 
partes  que  se  hayan  personado  quince  días  para  instruc- 
ción comunes  á  todas  ellas.  A  este  efecto  se  entregarán  las 
copias  á  que  el  artículo  anterior  se  refiere  y  las  actuacio- 
nes estarán  de  manifiesto  en  la  Secretaría  del  Tribunal. 

En  la  propia  resolución  por  la  que  esto  se  acuerde, 
dispondrá  la  Sala  que  el  Secretario  haga  saber  de  oficio 
1  „  al  Tribunal  de  que  proceda  la  sentencia  recurrida,  que  la 

u  -  parte  que  interpuso  el  recurso  ha  comparecido  dentro  del 

término  del  emplazamiento.  Cuando  esta  comparecencia 
>oD"  no  tuviere  lugar  dentro  de  dicho  término,  también  dis- 

[a£'  pondrá  la  Sala  que  el  Secretario  lo  comunique  al  Tribu- 

'.  nal  que  dictó  el  fallo  interpelado,  previo  declarar  que  es- 

in'  te  es  firme. 


el  (*)     Este  artículo  ha  sido  modificado  por  la  Orden  520  de  1900 

í  (art.  VII)  según  se  lee  en  dicha  orden  que  se  publica  en  la  parte 

I  Procesal  civil.  Página  132. 
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XXVIII.  Durante  el  término  de  quince  días  á  que  el 
artículo  anterior  se  refiere  podrán  las  partes  formular  las 
solicitudes  siguientes : 

Io  El  recurrente  podrá  pedir  que  se  tengan  por  am- 
pliados dos  motivos  de  casación  expresados  en  el  escrito 
por  el  cual  interpuso  el  recurso,  enumerando  con  la  debi- 
da separación  y  claridad  los  nuevos  que  deseare  agregar. 

2o  Los  no  recurrentes,  podrán  exponer  en  párrafo» 
separados  y  numerados,  sencilla  y  claramente  y  sin  aña- 
dir razonamientos,  los  motivos  en  cuya  virtud  entienden 
que  el  recurso  no  ha  debido  admitirse,  si  desearen  impug- 
nar la  admisión. 

3o  Los  propios  no  recurrentes  podrán  manifestar  que 
se  adhieran  al  recurso  admitido  y  en  este  caso,  si  lo  hacen 
tan  sólo  en  virtud  de  los  mismos  motivos  señalados  por  el 
recurrente  ó  si  tienen  otros  motivos  que  señalar.  Si  alega- 
ren nuevos  motivos,  los  enumerarán  de  la  manera  que  dis- 
pone el  inciso  Io  de  este  artículo. 

XXIX. (*)  También  podrán  solicitar  las  partes,  recu- 
rrentes ó  no  recurrentes  dentro  del  término  expresado  en 
el  artículo  anterior,  que  se  pidan  al  Tribunal,  que  haya 
dictado  la  sentencia  objeto  del  recurso,  cuando  se  tratare 
de  recursos  por  infracción  de  Ley  ó  de  doctrina  en  asun- 
tos civiles,  alguno  ó  algunos  de  los  documentos  que  obren 
en  el  pleito,  siempre  que  concurran  las  circunstancias  si- 
guientes: 

Io  Que  la  exposición  se  haya  hecho  de  esos  documen- 
tos en  el  apuntamiento  ó  en  la  sentencia  recurrida  sea  in- 
suficiente para  apreciar  con  exactitud  su  valor  y  sentido,  y 

2o  Que  sean  de  un  influjo  tan  directo  y  necesario  que 
de  su  inteligencia  pueda  depender  la  decisión  del  recurso, 

3o  También  podrán  pedir  las  partes  que  se  reclame  y 
una  á  los  autos  certificación  de  cualquiera  diligencia  de  • 
prueba  practicada  en  el  pleito,  si  concurren  respecto  de  / 

ella  las  mismas  circunstancias  antes  expresadas. 

Los  documentos  que  á  este  artículo  se  refieren  se  re- 
mitirán en  copia  testimoniada,  haciendo  constar  en  ella 
por  diligencia  que  las  partes  están  conformes  respeeto  de 
su  exactitud. 

XXX.  De  los  escritos  en  los  que  formulen  las  solici- 
tudes á  que  los  dos  precedentes  artículos  se  refieren,  co- 
mo de  todos  los  que  se  produzcan  en  los  recursos  de  casa- 
ción, deberán  presentarse  tantas  copias  como  partes  se  ha- 
yan personado,  contando  siempre  con  el  Ministerio  FiseaL 

XXXI.  Cuando  una  de  las  partes  solicitare  los  docu- 


^ 


(*)     Léase  la  orden  520  de  1900  que  aparece  en  la  parte   de 
derecho  Procesal  civil.  Página  132. 


257 

mentos  de  que  el  artículo  XXIX  hace  mención,  transcu- 
rridos los  quince  días  de  que  habla  el  XXVII  y  cinco  más 
durante  los  cuales  las  otras  partes  expondrán  acerca  de 
dicha  pretensión  lo  que  tuvieren  por  conveniente,  pasa- 
rán los  autos  al  Ponente  y  con  su  informe  la  Sala  dictará, 
en  el  término  de  tres  días,  la  resolución  que  proceda.  Con- 
tra esta  resolución  no  se  dará  recurso  alguno. 

XXXII.  Cuando  por  alguna  de  las  partes  se  impug- 
nare la  admisión  del  recurso,  al  tenor  de  lo  dispuesto  en 
el  inciso  2o  del  artículo  XXVIII,  la  Sala,  previa  la  entre- 
ga de  copias  á  las  demás  partes,  señalará  día  para  la  vista, 
considerando  la  cuestión  como  previa.  Este  señalamiento 
se  hará  conforme  á  lo  dispuesto,  en  cuanto  al  día  en  que 
deba  fijarse,  por  el  artículo  XXI  referente  á  recursos  de 
queja.  La  vista  tendrá  lugar  como  para  estos  recursos  dis- 
pone el  artículo  XXII  y  el  fallo  se  dictará  dentro  del  tér- 
mino expresado  en  el  artículo  XXIII.  Contra  este  fallo 
no  se  concederá  recurso. 

XXXIII.  La  impugnación  del  auto  que  admitió  el  re- 
curso se  sustanciará  previamente  á  toda  otra  cuestión.  Si 
otra  de  las  partes  hubiere  solicitado  se  trajesen  documen- 
tos al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  XXIX,  se  resol- 
verá sobre  este  punto  después  de  fallada  la  impugnación 
antes  dicha;  y  desde  ese  fallo  en  adelante  se  adoptarán 
los  trámites  que  para  sustanciar  esta  solicitud  de  docu- 
mentos fijan  los  artículos  precedentes.  Si  una  misma  par- 
te quisiera  impugnar  la  admisión  del  recurso  y  pedir  do- 
cumentos, deberá  formular  ambas  pretensiones,  ya  en  el 
mismo  ó  en  distintos  escritos,  pero  siempje  dentro  de  los 
quince  días  expresados  por  el  artículo  XXVII.  En  este 
caso  se  esperara  á  que  recaiga  resolución  sobre  la  una  pa- 
ra sustanciar  y  resolver  la  otra.  En  todos  estos  casos  se 
impondrán  las  costas  á  aquel  cuyas  pretensiones  se  deses- 
timaren.  

XXXIV.  Se  dictará  auto  declarando  mal  admitido,  ó 
que  no  ha  lugar  á  sustanciar,  el  recurso  de  casación  en  los 
casos  siguientes : 

Io  Cuando  el  recurso  se  hubiere  interpuesto  fuera  del 
término  legal. 

2o  Cuando  al  interponerlo  no  se  hayan  cumplido  los 
preceptos  del  artículo  V  de  esta  Ley. 

3o  Cuando  no  concurrieren  las  circunstancias  que 
para  que  sea  admisible,  establece  el  artículo  VII. 

4o  Cuando  la  personalidad  del  que  representare  al 
recurrente  ante  el  Tribunal  Supremo,  en  los  casos  en  que 
no  compareciere  por  sí  mismo,  no  estuviere  suficientemen- 
te comprobada  ó  no  fuese  bastante  el  poder  que  se  hubie- 
re mostrado  para  acreditarla. 
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5o  Cuando  no  se  hubieren  acompañado  con  el  escrito 
personándose  ante  el  Tribunal  Supremo  los  documentos  a 
que  se  refieren  los  tres  primeros  incisos  del  artículo  XXVI 
y  no  se  hubiere  dictado  de  oficio  por  el  Tribunal  la  resolu- 
ción que  se  expresa  en  el  III  y  que  debe  dictarse  por  falta 
de  cumplimiento  de  lo  que  en  él  se  dispone. 

Todas  las  demás  impugnaciones  al  recurso  se  reser- 
varán para  la  vista  en  que  se  debatan  en  definitiva  las 
cuestiones  en  el  mismo  planteadas  y  serán  decididas  en  el 
fallo  que,  también  en  definitiva,  se  dictare. 

XXXV.  Resuelta  esta  cuestión  previa  ó  transcurri- 
dos  los  quinee  días  que  expresa  el  artículo  XXVII  sin  que 
ella  se  hubiere  promovido ;  cuando  no  se  hubiere  solicita- 
do la  remisión  al  Tribunal  Supremo  de  los  documentos  de 
que  habla  el  artículo  XXIX,  ó  se  hubiere  declarado  sin 
lugar,  ó  se  hubieren  recibido  esos  documentos,  en  el  caso 
de  estimarse  la  solicitud  encaminada  á  que  se  trajesen,  el 
Tribunal  dispondrá  el  señalamiento  de  la  vista  en  la  que 
se  ha  de  tratar  en  definitiva  el  recurso.  Este  señalamiento 
se  hará  para  un  día  no  anterior  á  los  diez  subsiguientes  á 
la  resolución  en  que  él  se  acuerde,  ni  posterior  á  los  vein- 
te después  de  la  misma. 

XXXVI.  La  vista  se  verificará  de  la  manera  si- 
guiente :  * 

El  Secretario  del  Tribunal  ó  el  ofieial  de  Sala  que 
asistiere  á  la  misma,  dará  lectura,  si  alguna  de  las  partes 
lo  solicita,  á  la  sentencia  recurrida,  apuntamiento  en  su 
caso,  documentos  que  se  hayan  solicitado  y  traído  por  or- 
den del  Tribujal  parte  de  los  autos  en  que  se  hubiere  co- 
metido el  quebrantamiento  de  forma,  cuando  se  tratare  de 
estos  recursos,  y  gestiones  practicadas  para  subsanarle. 
También  se  dará  lectura,  si  los  hubiere,  á  los  votos  parti- 
culares que  se  hayan  formulado  por  los  Magistrados  de 
la  Sala  de  Audiencia  que  no  estuvieren  conformes  con  la 
sentencia  de  la  mayoría.  No  se  podrá  solicitar  la  lectura 
de  otros  documentos. 

Terminada  dicha  lectura,  informarán  los  abogados  de 
las  partes,  haciendo  uso  de  la  palabra  primero  el  recurren- 
te, después  los  que  se  hubieren  adherido  al  recurso,  luego 
los  que  lo  impugnaren  y  en  último  término  el  Ministerio 
Fiscal.  En  los  casos  en  que  éste  hubiere  interpuesto  el  re- 
curso ó  se  hubiere  adherido  al  mismo,  usará  de  la  palabra 
en  la  oportunidad  correspondiente  á  las  partes  que  hu- 
bieren asumido  esas  actitudes  en  el  dicho  recurso. 

Las  partes  podrán  ratificar  tan  sólo  sobre  hechos  cu- 
ya exactitud  se  tratare  de  precisar  y  conceptos  que  se  les 
hubiesen  atribuido  en  el  recurso  del  debate. 
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El  Presidente  declarará  con  esto  terminada  la  vista 
del  recurso. 

XXXVII.  El  Tribunal  dictará  sentencia  en  el  térmi- 
no de  diez  días.  En  dicha  sentencia  se  consignarán  l:s 
particulares  siguientes : 

Io  Se  expresará  el  lugar  y  fecha  en  que  la  sentencia 
se  dicte ;  el  Tribunal  de  donde  proceda  el  recurso,  la  na- 
turaleza del  juicio  ó  causa  en  que  se  hubiere  admitido ;  los 
nombres,  profesión  y  domicilio  de  los  que  en  el  mismo  fue- 
ren partes ;  el  objeto  que  se  persiguiere  en  el  juicio  y  de- 
más circunstancias  generales  que  sean  precisas  para  de- 
terminar el  asunto  objeto  del  recurso. 

2o  Bajo  la  palabra  Resultando  se  transcribirán  literal- 
mente los  de  la  resolución  recurrida,  excepto  aquellos  que 
sean  de  manifiesta  impertinencia  y  agregarán  los  que  se 
estime  oportuno  eonsignar. 

3o  Se  expresará  el  contenido  de  la  parte  dispositiva 
de  la  propia  resolución. 

4o  Los  motivos  de  casación  alegados  por  las  partes. 

5o  El  nombre  del  Magistrado  Ponente. 

6o  Los  fundamentos  de  derecho  de  la  resolución  que 
se  dicte,  bajo  la  palabra  Considerando. 

7o  El  fallo. 

Contra  esa  sentencia  no  se  concederá  ningún  recurso, 
excepto  los  casos  en  que  proceda  la  revisión. 

XXXVIII.  Cuando  el  Tribunal  Supremo  declare  con 
lugar  un  recurso  por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina,  dic- 
tará inmediatamente,  sobre  la  cuestión  fundamental  de- 
batida en  pleito  ó  causa,  la  sentencia  que  á  su  juicio  hu- 
biere debido  dictar  el  Tribunal  recurrido.  Esta  resolución 
se  dictará  por  separado ;  pero  siempre  dentro  del  término 
de  diez  días  expresados  en  el  artículo  anterior. 

XXXIX.  Cuando  se  declare  con  lugar  un  recurso  por 
quebrantamiento  de  forma,  se  devolverán  los  autos  al  Tri- 
bual del  que  procedan,  para  que  reponiéndolos  al  estado 
en  que  se  encontraban  cuando  la  forma  esencial  del  juicio 
se  quebrantó,  los  sustancie  y  termine  de  nuevo  con  arre- 
glo á  derecho.  Esto  se  entenderá  sin  perjuicio  de  las  co- 
rrecciones y  prevenciones  que  procedan  por  razón  de  la 
gravedad  de  la  infracción  cometida,  las  cuales  también  se 
acordarán  en  la  sentencia. 

XL.  Cuando  se  declare  sin  lugar  un  recurso  de  casa- 
ción se  impondrán  siempre  las  costas  del  mismo  á  la  par- 
te ó  partes  recurrentes,  salvo  cuando  ésta  fuere  el  Minis- 
terio Fiscal  ó  se  estuviese  en  el  caso  del-  artículo  XLVII. 
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XLI.(*)  En  los  recursos  de  casación  por  infracción 
de  Ley  ó  de  doctrina,  podrá  el  Tribunal  Supremo,  para 
mejor  proveer,  disponer  se  le  remitan  originales  el  pleito 
ó  causa  de  que  se  trate.  Esta  resolución  para  mejor  pro- 
veer, podrá  dictarse  durante  todo  el  término  que  el  Tri- 
bunal tuviere  á  su  disposición  para  fallar;  y  después  de 
recibidas  las  actuaciones  que  por  él  se  hubiesen  pedido,  la 
sentencia  deberá  dictarse  en  el  término  de  diez  días  a  par- 
tir de  aquel  en  dichos  autos  se  recibieron. 

XLII.  Cuando  en  causa  criminal  interponga  un  pro- 
cesado el  recurso  de  casación  por  infracción  de  Ley,  la 
sentencia  en  que  se  le  declare  con  lugar  y  aquella  que,  re- 
solviendo en  el  fondo  la  causa,  «e  dicte  en  consecuencia, 
aprovechará  á  los  demás  procesados  en  todo  lo  que  le&  fue- 
re favorable,  siempre  que  se  encuentren  en  la  misma  si- 
tuación que  el  recurrente  y  les  fueren  aplicables  los  moti- 
vos alegados  por  los  que  se  declare  la  casación  de  la  sen- 
tencia. Nunca  les  perjudicará  en  lo  que  les  fuere  adverso. 

XLIII.  Cuando  en  causa  criminal  se  hubiere  inter- 
puesto el  recurso  por  un  procesado,  se  abonará  á  los  de- 
más, que  con  el  recurrente  hubieren  sido  condenados  y  no 
hubiesen  interpuesto  el  recurso,  como  parte  del  cumpli- 
miento de  la  pena  si  ésta  fuera  de  privación  de  libertad, 
todo  el  tiempo  durante  el  cual  hubiesen  permanecido  pre- 
sos desde  la  interposición  del  recurso  de  casación. 

DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN"  INTERPUESTO 

POR  INFRACCIÓN  DE  LEY 

T  AL  PROPIO  TIEMPO  POR  QUEBRANTAMIENTO  DE  FORMA 

XLIV.  Cuando  se  hubieren  cometido,  en  concepto  de 
la  parte  recurrente,  infracciones  que  justifiquen  la  inter- 
posición de  uno  y  otro  recurso,  deberán  interponerse  am- 
bos, al  propio  tiempo,  en  el  mismo  escrito,  en  el  que  se 
cuipplirán  todos  los  preceptos  contenidos  en  el  artículo  V 
de  esta  Ley. 

XLV.  El  Juez  ó  Tribunal  sentenciador  resolverá  so- 
bre la  admisión  de  uno  ó  de  otro.  Si  los  admitiese  ambos, 
remitirá  los  autos  originales  al  Tribunal  Supremo  y  en  es- 
te se  sustanciarán  conjuntamente  dichos  recursos  fallán- 
dose por  una  sola  sentencia.  No  será  preciso  en  estos  casos 
expedir  las  certificaciones  necesarias  para  el  recurso  in- 
terpuesto simplemente  por  infracción  de  Ley  ó  de  doc- 
trina. 


(*)  Léase  el  artículo  VII  de  a  Orden  520  de  1900  que  se  pu- 
blica en  la  parte  de  esta  obra  que  se  ocupa  de  Derecho  Procesal 
Civil.  Página  132. 
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Lo  propio  sucederá  cuando  una  de  las  partes  hubiese 
interpuesto  uno  de  los  recurso  y  la  otra  el  otro. 

XLVI.  Si  el  Tribunal  ante  el  que  ambos  recursos  se 
interpusieren,  ya  por  una  misma  parte,  ya  por  dos  6  más, 
denegare  la  admisión  de  uno  de  ellos,  la  queja  que  se  in- 
terponga contra  esa  denegatoria  se  sustanciará  antes  que 
el  recurso  admitido. 

XLVII.  Cuando  el  Tribunal  Supremo,  al  fallar  en  los 
casos  á  que  se  refieren  los  artículos  XLIV  y  XLV,  decla- 
re haber  lugar  id  recurso  interpuesto  por  quebrantamien- 
to de  forma,  se  abstendrá  de  dictar  sentencia  acerca  del 
interpuesto  por  infracción  de  Ley  ó  doctrina.  Cuando  de- 
clare improcedente  el  relativo  al  quebrantamiento  de  for- 
ma, fallará  acerca  del  otro.  En  estos  casos  nunca  se  im- 
pondrán las  costas  al  recurrente  que  hubiere  interpuesto 
los  dos  de  un  modo  simultáneo,  sino  cuando  ambos  fueren 
declarados  sin  lugar. 

DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN  Y  DEL  DE  QUEJA  INTERPUESTO 

POR  INSOLVENTES 

XLVIII.  Los  derechos  que  á  pobres  é  insolventes  con- 
ceden lo  sartículos  X  y  XX  de  esta  Ley,  se  entenderá  que 
corresponden  no  sólo  al  que  hubiere  obtenido  á  su  favor 
declaratoria  de  pobreza,  sino  también  el  procesado  en  cau- 
sa criminal  al  que  no  se  le  hubieren  encontrado  bienes  que 
embargar  en  el  incidente  destinado  al  efecto.  Para  ejerci- 
tar dichos  derechos  será  preciso  que  al  interponerse  el  re- 
curso el  incidente  de  pobreza  haya  sido  fallado  favorable- 
mente al  que  lo  promueva,  aunque  sea  en  primera  instan- 
cia, ó  que  en  el  incidente  sobre  embargo  en  causa  crimi- 
nal se  haya  comprobado,  por  no  encontrarse  bienes  en  que 
hacerlo  efectivo,  que  carece  de  ellos  el  procesado. 

XLIX.  Cuando  el  recurrente  en  casación  ó  queja  com- 
prendido en  el  anterior  artículo,  estuviere  preso,  se  remi- 
tirán de  oficio,  siempre,  los  documentos  á  que  los  artícu- 
los citados  se  refieren,  á  menos  que  él  expresamente  pida 
se  le  entreguen  para  cuidar  de  que  sean  presentados  ante 
el  Tribunal  Supremo, 

L.  Aquel  á  quien  se  hubieren  entregado  los  documen- 
tos ya  dichos  para  el  efecto  que  el  artículo  anterior  indi- 
ca, si  tuviere  derecho  á  gozar  de  los  beneficios  de  que  aho- 
ra se  trata,  podrá  en  todo  easo  presentarlos  ante  elTribu- 
nal  Supremo,  pidiendo  se  le  nombre  abogado  de  oficio  ó 
simplemente  designándolo  en  el  escrito  por  el  que  los 
acompañe.  Si  esto  hiciere  dentro  del  término  del  emplaza- 
miento, se  le  tendrá  por  personado  en  tiempo  y  se  proce- 
derá á  lo  que  disponen  los  siguientes  artículos. 
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En  los  recursos  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  en  los  que  deben  remitirse  al  Tribunal  Supremo  los 
autos  originales,  podrá  también  el  insolvente  que  haya  in- 
terpuesto el  recurso,  personarse  por  un  escrito  en  el  que 
designe  el  abogado  ó  pida  la  designación  de  oficio. 

LI.  Recibidos  en  él  Tribunal  Supremo  los  certificados 
que  se  expiden  para  el  recurso  de  queja  ó  el  de  casación, 
por  infracción  de  Ley  ó  doctrina  legal,  ó  los  autos  origi- 
nales en  los  recursos  por  quebrantamiento  de  forma,  si  el 
que  interpuso  el  recurso  fuere  insolvente  y  hubiere  desig- 
nado abogado,  se  requerirá  á  éste  para  que  manifieste  si 
acepta  la  designación  que  de  él  se  hace,  á  menos  que  él 
espontáneamente  hubiere  hecho  constar  su  conformidad. 
En  caso  de  aceptación  se  considerará  al  abogado  como  re- 
presentante del  recurrente  ante  el  Tribunal  Supremo  y  la 
manifestación  hecha  de  que  se  acepta  el  cargo  equivaldrá 
al  escrito  personándose  á  que  el  artículo  XXVI  se  refiere. 
Se  procederá  entonces,  tratándose  de  recursos  de  casa- 
ción, conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  XXVII  y  se 
continuará  la  sustanciación  del  recurso  conforme  á  lo  que 
dispone  dicho  artículo  y  los  siguientes.  Como  representan- 
te del  recurrente,  se  harán  al  abogado  las  notificaciones 
que  sean  precisas  y  con  él  se  entenderán  todos  los  trámi- 
tes á  que  dé  lugar  el  recurso. 

LII.  Cuando  el  insolvente  hubiere  manifestado  ante 
el  Tribunal  inferior  su  intención  de  interponer  el  recurso 
de  queja,  se  concederán  al  abogado  designado  después 
que  constare  su  aceptación  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
anterior  artículo,  tres  días  para  que  formule  el  recurso  en 
escrito  que  deberá  redactarse  y  presentarse  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  artculo  XVIII,  y  en  lo  adelante  la  sustan- 
ciación de  la  queja  se  amoldará  á  lo  estatuido  en  el  XIX 
y  los  siguientes.  También  en  este  recurso  será  el  abogado 
representante  del  recurrente. 

Lili.  Cuando  el  recurrente  pobre  no  hubiere  designa- 
do abogado,  ó  el  que  nombrare  no  hubiere  aceptado  el 
cargo,  el  Tribunal  designará  uno  de  oficio  al  cual  se  -con- 
ferirá instrucción  de  los  autos. 

El  nombrado  de  oficio  deberá  manifestar  en  el  tér- 
mino de  tres  días  si  no  considera  procedente  el  recurso. 
Si  deja  pasar  estos  días  sin  hacer  ninguna  manifestación, 
se  entenderá  que  lo  considera  procedente  y  tendrán  apli- 
cación los  anteriores  artículos.  Cuando  el  recurso  fuere 
de  queja,  dentro  de  los  tres  días  deberá  interponérsele,  ó 
manifestarse  que  se  le  estima  improcedente. 

LIV.  Si  el  nombrado  de  oficio  declarare  que  estima 
el  recurso  improcedente,  lo  que  deberá  hacer  por  escrito 
y  sin  razonar  su  opinión,  se  nombrará  un  segundo  aboga- 
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do,  que  tendrá  en  el  caso  las  mismas  obligaciones  que  el 
primero. 

Si  este  segundo  expresare  su  conformidad  con  lo  ex- 
puesto por  el  primeramente  nombrado,  se  requerirá  al  Mi- 
nisterio Fiscal  para  que  en  el  término  de  tres  días  mani- 
fieste su  parecer  sobre  el  recurso.  Si  el  Ministerio  Fiscal 
lo  estimare  procedente,  será  considerado  como  represen- 
tante del  recurrente  y  tendrá  las  obligaciones  y  derechos 
que  en  virtud  de  tal  representación  le  correspondan. 

LV.  Cuando  el  Ministerio  Fiscal  hubiere  compareci- 
do para  impugnar  el  recurso,  no  será  necesario  hacerle  el 
requerimiento  que  dispone  el  anterior  artículo.  En  esté 
caso,  como  cuando  declare  él  también,  que  estima  el  re- 
curso improcedente,  el  Tribunal  declarará  no  haber  lugar 
á  sustanciarlo  y  firme  la  resolución  recurrida,  ordenando 
se  comunique  así  al  Tribunal  que  la  hubiere  dictado,  con 
devolución  de  autos  en  su  caso. 

LVI.  Cuando  el  Ministerio  Fiscal  hubiere  interpuesto 
el  recurso  en  el  mismo  sentido  que  el  recurrente  pobre,  si 
los  dos  abogados  primeramente  nombrados  de  oficio  de- 
claren que  el  recurso  no  procede,  el  Ministerio  Fiscal  será 
considerado,  sin  más  trámites,  como  el  representante  tam- 
bién del  recurrente. 

Cuando  el  Ministerio  Fiscal  hubiere  interpuesto  el 
recurso  en  distinto  sentido  que  el  recurrente,  se  le  hará  el 
requerimiento  que  expresa  el  párrafo  segundo  del  artícu- 
lo LIV. 

DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN  CONTRA  LA  SENTENCIA 
DE  LOS  AMIGABLES  COMPONEDORES 

LVII.  El  recurso  de  casación  contra  contra  sentencia 
de  amigables  componedores  se  interpondrá  ante  el  Tri- 
bunal Supremo.  En  estos  recursos  no  tendrá  intervención 
el  Ministerio  Fiscal. 

LVIIL  El  término  para  interponerlo  será  el  de  los 
plazos  determinados  por  el  último  párrafo  del  artículo 
VII  de  esta  Ley,  según  el  lugar  donde  los  amigables  com- 
ponedores hubieren  dictado  su  fallo,  y  se  contará  desde  el 
día  de  la  notificación  de  éste. 

Con  el  escrito  en  el  que  se  interpongan  se  presen- 
tarán : 

Io  El  testimonio  de  la  escritura  de  compromiso. 

2o  El  de  la  sentencia  y  su  notificación  al  recurrente. 

Si  el  plazo  señalado  en  la  escritura  de  compromiso 
hubiese  sido  prorrogado  y  el  recurso  se  fundare  en  haber- 
se pronunciado  el  fallo  fuera  del  término,  se  acompañará 
además  testimonio  de  la  escritura  de  prórroga. 
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Ningún  otro  documento  será  admisible. 

LIX.  En  el  escrito  á  que  alude  el  anterior  artículo  se 
expresará  la  causa  en  que  se  funde  el  recurso,  de  las  ex- 
presadas en  el  Húmero  3  del  artículo  1,689  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  'Civil  y  se  alegarán  los  motivos  de  casa- 
ción en  párrafos  separados  y  numerados. 
t  LX.  El  Tribunal  Supremo,  una  vez  interpuesto  el  re- 
curso dentro  del  término  expresado  en  el  artículo  LVIII, 
ordenará  se  cite  y  emplace  á  las  demás  partes  para  que 
comparezcan  ante  él  á  usar  de  su  derecho  en  el  mismo 
término  de  diez  ó  veinte  días  concedido  al  recurrente  pa- 
ra interponerlo.  Una  vez  transcurrido  este  término,  el  Tri- 
bunal sin  más  trámites,  dictará  providencia  señalando 
día  para  la  vista,  que  no  deberá  verificarse  ni  antes  de 
diez  días  ni  después  de  veinte,  á  partir  de  la  expuesta  pro- 
videncia de  señalamiento. 

LXI.  Hasta  el  momento  de  comenzar  la  vista  podrán 
comparecer  las  demás  partes  del  juicio.  Si  comparecie- 
ren, concurrirán  á  la  vista,  que  se  celebrará  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  XXII  de  esta  ley. 

LXII.  El  Tribunal  Supremo  dictará  sentencia  en  el 
término  de  cinco  días  después  de  celebrada  la  vista.  Si 
desestimare  el  recurso,  impondrá  las  costas  al  recurrente. 

LXIII.  Cuando  el  Tribunal  Supremo  estimare  que  los 
amigables  componedores  han  dictado  fallo  fuera  del  tér- 
mino señalado  en  el  compromiso,  casará  la  sentencia,  con- 
denando en  costas  al  que  hubiere  pugnado  el  recurso. 

LXIV.  Si  el  recurso  se  fundare  en  haber  resuelto  los 
amigables  componedores  puntos  no  sometidos  á  su  deci- 
sión casará  la  sentencia  únicamente  en  el  punto  ó  puntos 
en  que  consista  el  exceso,  condenando  también  en  -costas  á 
aquel  cuyas  impugnaciones  al  recurso  hubieren  sido  dese- 
chadas. 

DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN  EN  LAS  CAUSAS  DE  MUERTE 

LXV.  Contra  toda  sentencia  que  imponga  la  pena  de 
muerte  y  que  no  haya  sido  dictada  por  el  Tribunal  Su- 
premo, se  entenderá  de  derecho  interpuesto  y  admitido, 
en  beneficio  del  reo,  el  recurso  de  casación. 

LXVI.  El  Tribunal  inferior  que  hubiere  dictado  la 
sentencia  de  muerte  terminado  el  plazo  para  interponer 
el  recurso,  aun  cuando  ninguna  de  las  partes  lo  haya  in- 
terpuesto, elevará  la  causa  original  al  Tribunal  Supremo. 

LXVII.  Si  dentro  del  término  de  cinco  días  después 
de  recibida  la  causa  en  el  Tribunal  Supremo  se  presenta- 
ren los  defensores  nombrados  por  el  reo  pidiendo  vista 
para  sostener  la  procedencia  del  recurso  se  les  tendrá  por 
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parte.  Si  dentro  de  dicho  término  no  se  personaren  se 
nombrará  al  reo  defensor  de  oficio. 

LXVIII.  Luego  que  se  hubieren  personado  los  defen- 
sores del  reo  ó  se  hubiese  nombrado  defensor  de  oficio  (los 
cuales  llevarán  al  propio  tiempo  la  representación  y  la 
defensa)  el  Tribunal  otorgará  á  todas  las  partes  persona- 
das,  así  como  al  Fiscal,  un  término  de  quince  días  para 
que  expresen  por  escrito,  si  estiman  que  hay  motivos  para 
la  casación,  sea  por  quebrantamiento  de  forma,  sea  por 
infracción  de  Ley.  Estos  motivos  se  expresarán  separada 
y  numeradamente,  con  expresión  de  todas  las  circunstan- 
cias que  acerca  de  ellos  deben  hacerse  constar  en  los  es- 
critos interponiendo  el  recurso.  Si  éste  se  hubiere  inter- 
puesto ante  el  Tribunal  inferior  en  el  escrito  de  que  aho- 
ra se  trate  se  podrán  ampliar  sus  motivos,  ó  limitarse  el 
recurrente  á  dar  por  reproducidos  los  que  allí  se  consig- 
naron. 

LXIX.  La  vista  se  señalará  en  los  términos  que  indi- 
ca el  artículo  XXXV  de  esta  Ley,  así  que  se  hayan  pre- 
sentado los  escritos  de  que  el  presente  artículo  habla  ó 
que  hayan  transcurrido,  sin  que  se  les  presente,  el  término 
que  él  mismo  menciona ;  y  en  los  trámites  sucesivos  serán 
aplicables  á  estos  recursos  los  artículos  del  XXXVI  en 
adelante,  sobre  recursos  de  casación  en  general. 

LXX.  El  Tribunal  en  estas  causas  podrá  declarar  la 
casación,  así  por  el  quebrantamiento  de  forma  como  por 
infracción  de  ley,  aun  cuando  no  la  hubiesen  sostenido 
como  procedente  ni  las  partes  personadas  ni  el  Fiscal. 

LXXI.(*)  Cuando  en  causa  en  que  se  pedía  por  la 
acusación  la  pena  de  muerte  ésta  no  se  hubiere  impuesto 
por  el  Tribunal,  la  interposición  de  los  recursos  por  las 
partes  se  atendrá  á  las  reglas  generaües  en  capítulos  an- 
teriores indicadas. 

LXXII.  Cuando  el  Tribunal  Supremo  declare  que  por 
ningún  motivo  puede  casarse  una  sentencia  que  hubiere 
impuesto  pena  de  muerte,  mandará  pasar  los  autos  al  Fis- 
cal para  que  éste  exponga  si  cree  que  existe  algún  motivo 
de  equidad  que  aconseje  la  no  ejecución  de  la  sentencia  y 
la  conmutación  de  la  pena  en  vía  de  gracia.  Con  el  dicta- 
men del  Fiscal  y  con  su  propio  dictamen  sobre  el  caso, 
propondrá  el  Tribunal  al  Gobierno  la  resolución  que  esti- 
me procedente.  A  este  efecto  los  autos  se  remitirán  á  la 
Secretaría  de  Justicia. 

DISPOSICIONES  COMUNES  Á  TODOS  LOS  RECURSOS  DE  CASACIÓN 

LXXIII.  De  todo  recurso  de  casación  podrá  apartar- 

(•)     Modificado  por  la  Orden  192  en  1900  que  se  inserta  á 
continuación.  Página  273. 
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se  y  desistir  la  parte  que  te  hubiere  interpuesto  en  cual- 
quier estado  de  su  sustanciación.  Si  durante  ésta  el  recu- 
rrente representare  por  sí  mismo,  el  Tribunal  ordenará 
que  ratifique  á  su  presencia  el  escrito  en  que  hubiere  ma- 
nifestado su  disentimiento.  Si  estuviere  representado  por 
otra  persona  ,el  disentimiento  manifestado  deberá  también 
ratificarse  por  la  misma  parte,  á  menos  que  se  produzca 
ante  el  Tribunal  Supremo  un  poder  especial  para  el  caso. 

Hecha  la  ratificación  ó  presentado  este  poder,  el  Tri- 
bunal tendrá  por  desistido  á  su  perjuicio  y  con  costas  al 
recurrente;  y  declarará  firme  la  sentencia  recurrida,  co- 
municándola al  Tribunal  de  donde  proceda,  con  devolu- 
ción de  autos  en  su  caso,  siempre  que  el  recurso  no  esté 
también  sostenido  por  otra  parte.  Se  exceptúan  tan  sólo 
los  casos  de  sentencia  de  muerte,  de  que  hablan  los  ar- 
tículos precedentes. 

LXXIV.  Cuando  se  interpongan  dos  ó  más  recursos 
de  igual  clase  contra  un  mismo  fallo  se  sustanciarán  jun- 
tos en  una  sola  pieza  y  se  decidirán  en  una  misma  sen- 
tencia. 

LXXV.  Las  partes  del  juicio  no  recurrentes  podrán 
personarse  ante  el  Tribunal  Supremo  en  cualquier  esta- 
do de  la  sustanciación  del  recurso  y  se  entenderán  con 
ellas  los  trámites  posteriores,  sin  retrogradarse  nunca  en 
el  procedimiento. 

LXXVI.  En  todos  los  recursos  de  casación  interpues- 
tos contra  sentencias  que  impongan  una  pena  aflictiva  es 
obligación  del  Ministerio  Fiscal  asistir  á  la  vista,  aunque 
no  sea  recurrente.  En  las  demás  causas  le  es  potestativo 
el  hacerlo  ó  no;  y  lo  mismo  se  entenderá  respecto  de  los 
juicios  civiles. 

LXXVII.  Las  partes  no  tendrán  que  abonar  derechos 
de  ninguna  especie  por  ninguna  gestión  ante  el  Tribunal 
Supremo,  en  la  Secretaría  del  mismo.  Las  condenas  de 
costas  en  estos  recursos  no  comprenderán  sino  los  hono- 
rarios que  cobraren  los  abogados  por  representación  y  de- 
fensa, cuya  regulación,  en  caso  de  impugnarse  su  cuan- 
tía, hará  el  Tribunal  en  la  forma  ordinaria.  Si  alguna  de 
las  partes  se  hubiese  valido,  para  que  llevase  su  persone- 
ría ante  el  Tribunal,  de  persona  distinta  de  su  abogado 
defensor,  no  se  comprenderá  la  retribución  que  deba  pa- 
garse á  este  pBrsonero  en  la  condena  de  costas. 

LXXVIII.  En  todas  las  sentencias  que  el  Tribunal 
Supremo  dicte  en  casación,  excepto  las  mencionadas  en 
los  párrafos  siguientes,  se  requerirá  tan  sólo'  para  confir- 
mar el  fallo  recurrido  la  mayoría  absoluta  de  votos  de  los 
Magistrados  concurrentes  á  la  Sala  de  Justicia,  cualquie- 
ra que  sea  el  número  de  los  que  la  formen.  Para  casarla  y 
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anularla  será  preciso  la  conformidad,  por  lo  menos,  de 
cuatro  Magistrados. 

Para  imponer  una  pena  perpetua,  confirmando,  al  ha- 
cerlo, la  sentencia  interpelada,  bastarán  cuatro  votos 
conformes,  pero  se  necesitarán  cinco,  por  lo  menos,  para 
imponer  una  de  esas  penas  en  virtud  de  casación  de  sen- 
tencia que  no  le  hubiere  impuesto. 

Cuando  se  tratare  de  la  imposición  de  la  pena  de 
muerte,  cuatro  votos  serán  bastantes,  confirmando  sen- 
tencia que  la  hubiere  dictado,  si  con  ello  estuviere  con- 
forme el  Fiscal ;  y  si  no  lo  estuviere,  serán  precisos  cinco. 
Revocando  sentencia  que  no  hubiere  dictado  tal  pena,  se 
necesitarán  seis  para  imponerla,  si  con  su  imposición  es- 
tuviere conforme  el  Fiscal ;  y  en  caso  contrario,  la  unani- 
midad de  los  siete  Jueces  que  deben  constituir  el  Tri- 
bunal. 

LXXIX.  Cuando  en  juicio  civil  ó  en  causa  criminal, 
en  que  no  se  tratare  de  la  imposición  de  penas  de  muerte 
ó  perpetuas,  la  vista  se  hubiere  verificado  ante  menos  de 
siete  Jueces  y  no  se  reunieren  las  mayorías  que  establece 
el  anterior  artículo,  se  verificará  nueva  vista  ante  Sala  de 
siete. 

Si  en  esta  nueva  vista  no  resultare  la  necesaria  ma- 
yoría, se  procederá  en  lo  civil  de  acuerdo  con  el  precep- 
to del  artículo  357  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  so- 
bre el  medio  de  dirimir  las  discordias,  y  en  lo  criminal  de 
acuerdo  con  los  preceptos  contenidos  en  los  artículos  163 
y  164  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal.  El  artículo 
165  de  esta  Ley  queda  por  el  presente  expresamente  de- 
rogado. 

LXXX.  Cuando  tratándose  de  penas  perpetuas  ó  de 
muerte  no  reunieren  las  mayorías  necesarias,  pero  sí  las 
hubiesen  votado  la  mayoría  absoluta  de  los  Magistrados 
concurrentes  á  la  vista,  se  impondrán  las  penas  inmedia- 
tamente inferiores  á  las  votadas  por  dichas  mayorías.  Así 
se  expresará  en  la  sentencia. 

LXXXI.  Cuando  se  dictare  sentencia  por  el  Tribunal 
Supremo,  se  remitirá  certificación  de  la  misma  al  Tribu- 
nal del  que  proceda  el  recurso.  Se  le  devolverán  en  su  ca- 
so, el  apuntamiento  y  los  autos  originales  que  se  le  hu- 
bieren remitido. 

Cuando  hubiere  condena  al  pago  de  las  costas  -del  re- 
curso, se  procederá  previamente  á  dejarlas  tasadas  y 
aprobadas,  lo  que  hará  el  Tribunal  Supremo  mismo  en  la 
forma  establecida.  Remitirá  también  certificación  de  la 
tasación  de  costas  y  del  auto  aprobatorio  al  Tribunal  del 
que  procede  el  recurso. 

LXXXII.  Las  sentencias  que  dicte  el  Tribunal  Su- 
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premo  se  publicarán  en  el  periódico  oficial  del  Gobierno 
.y  en  colección,  en  tomos,  de  cuya  edición  cuidará  la  Se- 
cretaría de  Justicia.  El  Tribunal  podrá  determinar,  por 
razones  de  cuya  apreciación  será  arbitro  con  toda  liber- 
tad, que  la  publicación  se  haga  suprimiéndose  los  nombres 
de  las  partes  en  el  juicio,  los  de  los  lugares,  el  Tribunal  de 
donde  proceda  él  fallo  recurrido  y  alguna  circunstancia 
que  pueda  dar  á  conocer  los  particulares  antes  dichos. 

DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN  EN  CASOS  DE  DELITOS  FLAGRANTE 

LXXXIH.  Continuarán  vigentes  los  artículos  del  800 
..al  803,  ambes  inclusive,  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal. Las  referencias  que  hace  el  artículo  801  se  enten- 
derán en  relación  con  los  preceptos  de  esta  Ley ;  y  las  pa- 
labras "y  determinar  sobre  \&  inversión  del  depósito"  que 
:se  contienen  en  el  803,  quedan  suprimidas. 

DEL  RECURSO  DE  REVISIÓN 

LXXXIV.  Procederá  el  recurso  de  revisión,  así  en 
materia  civil  como  criminal,  en  los  casos  que  se  determi- 
nan en  los  artículos  1,794  y  1,795  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  y  el  954  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal, cuyos  preceptos  continuarán  vigentes. 

LXXXV.  Podrá  interponerse  el  recurso  en  materia 
civil  por  los  que  hubieren  sido  parte  en  el  juicio  6  sus  <3au- 
sahabientes;  y  en  lo  criminal  por  los  penados,  su  cónyu- 
ge, descendientes,  ascendientes  y  hermanos,  así  como  el 
Ministerio  Fiscal,  cuando  tenga  conocimiento  de  algún 
caso  en  que  crea  que  procede.  Estos  penados  y  personas 
con  ellos  relacionados  que  antes  se  expresan,  podrán  so- 
licitar se  promueva  el  recurso  de  revisión,  pidiédnolo  así 
á  la  Secretaría  de  Justicia  por  simple  instancia.  La  Secre- 
taría previos  los  antecedentes  del  caso  podrá  disponer  que 
el  recurso  se  interponga  por  el  Ministerio  Fiscal. 

LXXXVI.  En  materia  criminal,  la  revisión  se  podrá 
solicitar  en  cualquier  tiempo,  aun  cuando  se  hubiere  ex- 
tinguido la  condena.  En  materia  civil  en  los  casos  previs- 
tos por  el  artículo  1,794  de  la  correspondiente  Ley  de  En- 
juiciamiento, el  plazo  para  interponer  este  recurso  será  el 
de  tres  meses  contados  desde  el  día  en  que  se  descubrie- 
ron los  documentos  nuevos  ó  el  fraude  ó  desde  el  día  del 
reconocimiento  ó  declaración  de  la  falsedad. 

En  ningún  caso  podrá  interponerse  el  recurso  de  re- 
visión en  materia  civil  después  de  transcurridos  cinco 
años  desde  la  fecha  de  la  publicación  de  la  sentencia  que 
"hubiere  podido  motivarlo.  Si  se  presentare  pasado  este 
plazo  se  rechazará  de  plano. 
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LXXXVIL  El  recurso  de  revisión  se  interpondrá* 
siempre  ante  el  Tribunal  Supremo,  cualquiera  que  sea  el 
grado  del  Juez  ó  Tribunal  en  que  haya  quedado  firme  la; 
sentencia  que  lo  motivó. 

LXXXVIIL  El  recurso  se  interpondrá  por  escrito, 
en  el  que  se  fijarán  en  párrafos  separados  y  numerados  Ios- 
hechos  y  fundamentos  de  derecho  que  motiven  la  peti- 
ción que  se  formule. 

LXXXIX.  Interpuesto  el  recurso,  el  Tribunal  pedirá 
se  le  remitan  los  autos  originales  con  todos  los  anteceden- 
tes del  pleito  ó  causa  en  el  que  hubiere  recaído  la  senten- 
cia cuya  revisión  se  solicita,  y  mandará  á  emplazar  á 
cuantos  hubieren  sido  partes  ó  sus  causahabientes,  para 
que  en  el  término  de  cuarenta  días  comparezcan  por  es- 
crito á  sostener  lo  que  convenga  á  su  derecho. 

En  lo  adelante  se  adoptarán  los  trámites  que  para  los 
incidentes  señala  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

.  XC.  El  Ministerio  Fiscal  será  considerado  como  par- 
te en  los  recursos  de  revisión. 

XCI.  Las  demandas  de  revisión  en  materia  civil  no» 
interrumpirán  el  cumplimiento  de  las  sentencias  firmes 
que  las  motiven.  Podrá,  sin  embargo,  el  Tribunal  en  vis* 
ta  de  las  circunstancias,  á  petición  del  recurrente,  dando 
éste  fianza  y  oído  el  Ministerio  Fiscal,  ordenar  que  se  sus- 
pendan las  diligencias  de  ejecución  de  las  sentencias. 

El  Tribunal  «calificará  la  fianza  bajo  su  responsabili- 
dad. A  este  efecto  señalará  su  clase  y  cuantía,  la  cual  com- 
prenderá el  valor  de  lo  litigado  y  los  daños  y  perjuicios 
consiguientes  á  la  inejecución  de  las  sentencias,  para  eF 
caso  de  que  el  recurso  fuere  desestimado. 

En  este  caso  el  plazo  de  cinco  años  de  que  trata  el  ar- 
tículo LXXXVI  de  esta  Ley  quedará  interrumpida  desde 
el  momento  de  iniciarse  el  procedimiento  criminal  hasta- 
su  terminación  definitiva  por  sentencia  ejecutoria,  vol- 
viendo á  correr  desde  que  ésta  se  hubiere  dictado. 

XCIII.  En  el  caso  del  número  primero  del  articula 
954  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  el  Tribunal 
Supremo  declarará  la  contradicción  entre  las  sentencias» 
si  en  efecto  existiere,  anulando  una  y  otra,  y  mandará  ins- 
truir de  nuevo  causa  al  Tribunal  á  quien  corresponda  eí 
conocimiento  del  delito. 

En  el  caso  segundo  del  mismo  artículo,  el  Tribunal* 
Supremo,  comprobada  la  identidad^ de  la  persona  por  cu- 
ya muerte  se  'hubiere  dictado  una  condena  anulará  la  sen- 
tencia firme. 

En  el  caso  del  número  tercero  del  referido  artículo,. 
dictará  el  Tribunal  la  misma  resolución,  con  vista  de  lar 
ejecutoria  que  declara  la  falsedad  del  documento,  y  man- 
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dará  al  Tribunal  á  que  corresponda  el  conocimiento  del 
delito,  instruir  de  nuevo  la  causa. 

XCIV.  Cuando  por  consecuencia  de  la  sentencia  fir- 
me anulada,  hubiere  sufrido  el  condenado  alguna  pena, 
se  tendrá  en  cuenta  si  en  la  nueva  sentencia  se  le  impu- 
siere alguna  otra  y  para  el  cumplimiento  de  esta  todo  el 
tiempo  de  la  anteriormente  sufrida  y  su  importancia. 

XCV.  Aun  cuando  halla  fallecido  el  penado,  podrán 
su  viuda,  ascendientes  y  descendientes  legítimos,  legiti- 
mados 6  naturales  reconocidos,  solicitar  la  revisión  por 
alguna  de  las  causas  enumeradas  en  el  artículo  954  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  con  objeto  de  rehabili- 
tar la  memoria  del  difunto  y  de  que  se  castigue  al  verda- 
dero culpable. 

XOVI.  Si  el  Tribunal  Supremo  estimare  procedente 
en  materia  civil  la  revisión  solicitada,  por  haberse  funda- 
do la  sentencia  en  documentos  ó  testigos  declarados  fal- 
sos ó  haberse  dictado  injustamente  en  los  demás  casos  del 
artículo  1,794  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  lo  decla- 
rará así  y  rescindirá  en  todo  ó  parte  la  sentencia  impug- 
nada, según  que  los  fundamentos  del  recurso  se  refieren  á 
la  totalidad  ó  tan  sólo  á  algunos  de  los  capítulos  de  la 
misma  sentencia. 

XCVII.  El  Tribunal  Supremo,  una  vez  dictada  en  ma- 
teria civil  la  sentencia  en  que,  por  admitirse  el  recurso  de 
revisión,  rescinda  en  todo  ó  en  parte  la  sentencia  firme 
impugnada,  mandará  expedir  certificación  del  fallo  y  la 
remitirá  con  devolución  de  los  autos  y  demás  anteceden- 
tes al  Tribunal  de  donde  dichos  autos  procedan,  para  que 
las  partes  usen  de  su  derecho  según  les  convenga,  en  el 
juicio  correspondiente. 

En  todo  caso  servirán  de  base  al  nuevo  juicio,  las  de- 
claraciones que  se  hubieren  hecho  en  el  recurso  de  revi- 
sión, las  cuales  no  podrán  ser  ya  discutidas. 

XCVIII.  La  rescisión  de  una  sentencia  firme  en  lo  ci- 
vil, como  resultado  del  recurso  de  revisión,  cuando  fuere 
admitido,  producirá  todos  los  efectos  legales,  salvo  los  de- 
rechos adquiridos  que  deban  respetarse  con  arreglo  á  lo 
establecido  en  el  artículo  84  de  la  ley  Hipotecaria. 

XCIX.  Serán  aplicables  á  los  recursos  de  revisión  las 
disposiciones  dictadas  tratándose  del  de  casación  sobre 
la  comparecencia  de  las  partes  ante  el  Tribunal  Supremo 
y  su  representación,  así  como  sobre  las  costas  que  deben 
comprenderse  en  tasación  y  no  necesidad  de  pagar  dere- 
chos en  Secretaría. 

Cuando  el  recurso  de  revisión  se  declare  improceden- 
te, se  condenará  en  todas  las  costas  del  mismo  al  que  lo 
•hubiere  promovido.  Caso  contrario,  nunca  se  hará  expresa 
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condenación  de  costas  al  que  le  hubiere  impugnado.  Esta 
condena  jamás  se  impondrá  al  Ministerio  Fiscal. 

C.  Contra  la  sentencia  que  recaiga  en  el  recurso  de 
revisión  no  se  dará  en  absoluto  recurso  alguno. 

CI.  Todos  los  preceptos  contenidos  en  los  Títulos  XXI 
y  XXII  del  Libro  II  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
en  el  Libro  V  de  la  de  Enjuiciamiento  Criminal,  que  no 
estén  expresamente  declarados  en  vigor  por  las  presentes 
disposiciones,  quedan  derogados. 

DE    LOS    AUTOS    CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVOS 
ANTE  EL  TRIBUNAL  SUPREMO 

CU.  El  precepto  contenido  en  el  inciso  18  del  artículo 
VII  del  Decreto  dictado  por  el  Gobierno  Militar  de  esta 
Isla  en  14  de  Abril  del  año  corriente  de  1899,  deberá  en- 
tenderse del  modo  que  se  expresa  en  los  subsiguientes  ar- 
tículos. 

CIII.(*)  Contra  toda  resolución  dictada  por  la  de  lo 
Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  único  Tribunal  que, 
según  el  Decreto  de  primero  de  Abril  de  este  año,  ejer- 
cerá en  Cuba  la  jurisdicción  contencioso-administrativa, 
procede  interponer  recurso  de  casación  ante  el  Tribunal 
Supremo,  siempre  que  dicha  resolución  sea  sentencia  de- 
finitiva ó  auto  de  tal  naturaleza  que  ponga  término  al  re- 
curso contencioso,  impidiendo  su  continuación. 

CIV.(**)  Dichos  recursos  podrán  interponerse  por  in- 
fracción de  ley  ó  de  doctrina  legal  y  por  quebrantamien- 
to de  forma,  en  los  casos  que  expresan  los  artículos  1,690 
y  1,691  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  Todos  los  pre- 
ceptos contenidos  en  los  anteriores  artículos,  reguladores 
del  procedimiento  para  la  casación  en  lo  civil  ó  en  lo  cri- 
minal, son  aplicables,  como  consecuencia  de  lo  antes  dis- 
puesto, á  la  jurisdicción  contencioso-administrativa. 

CV.  Contra  las  sentencias  firmes  en  lo  contencioso, 
así  sean  dictadas  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia 
de  la  Habana  como  por  el  Tribunal  Supremo  procederá 
también  el  recurso  de  revisión  en  los  casos  que  determina 
el  artículo  1,794  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil ;  y  to- 
dos los  preceptos  aquí  contenidos  sobre  revisión  que  sean 
aplicables  á  asuntos  civiles,  se  entenderán  también  apli- 
cables á  asuntos  contencioso-^administrativos. 

CVI.  Como  consecuencia  de  lo  antes  dispuesto  que- 
dan derogados  los  artículos  del  64  al  82,  ambos  inclusive, 

(•)  Léase  el  artículo  III  de  la  orden  111  de  1901,  que  se  pu- 
blicó anteriormente  en  la  parte  de  Procedimiento  eontencioso-ad- 
ministrativo.  Página  222. 

(**)     Léase  la  Orden  111,  de  1901,  pág.  122. 
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de  la  Ley  de  lo  Contencioso-adminifitrativo  de  13  de  Sep- 
tiembre de  1888,  y  del  449  al  500,  también  ambos  inclusi- 
ve, del  Reglamento  para  la  ejecución  de  dicha  Ley;  como 
cualquier  otro  precepto  de  ésta  ó  aquel  que  se  opusiere  á 
lo  anteriormente  dispuesto. 

El  artículo  103  de  la  expresada  Ley  queda  asimismo 
derogado,  y  en  su  virtud  el  Ministerio  Fiscal  no  podrá 
plantear  la  cuestión  de  competencia  sino  en  la  oportuni- 
dad que  expresa  el  artículo  46  de  la  Ley  antes  citada. 

DE  LAS  ALZADAS  ANTE  EL  TRIBUNAL  SUPREMO 

EN  MATERIA  DE  RECURSOS 
CONTRA    LA    CALIFICACIÓN   DE   LOS   REGISTRADORES 

CVII.  Todas  las  disposiciones  de  la  ley  Hipotecaria  y 
su  Reglamento  relativas  á  la  participación  de  la  Sección 
de  los  Registros  de  la  Propiedad  y  del  Notariado  en  lo» 
recursos  gubernativos  interpuesto  contra  la  calificación 
de  los  Registradores,  se  entenderán  aplicables  al  Presi- 
dente del  Tribunal  Supremo,  al  que  corresponde,  por  pre- 
cepto expreso  del  Decreto  orgánico  de  este  Tribunal,  la 
resolución  en  última  instancia  de  tales  recursos. 

DISPOSICIONES   TRANSITORIAS 

CVIII.  Todas  las  sentencias  susceptibles  del  recurso 
de  casación,  que  hayan  sido  dictadas  por  las  Audiencias 
de  la  Habana,  Pinar  del  Río,  Matanzas  y  Santa  Clara,  con- 
tra las  cuales  se  hubiere  interpuesto  el  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma  ó  manifestado  inten- 
ción de  interponer  el  de  infracción  de  ley,  sin  que  las  par- 
tes hubieren  sido  emplazadas  con  anterioridad  al  11  de 
Abril  del  corriente  año,  fecha  del  canje  de  las  ratificacio- 
nes del  Tratado  de  Paris,  se  notificarán  de  nuevo  á  las 
partes;  y  á  partir  de  esta  notificación  podrán  interponer- 
se dichos  recursos  en  los  términos,  forma  y  condicione» 
que  esta  Ley  expresa. 

CIX.  En  los  casos  en  que  las  Audiencias  de  Santiago 
de  Cuba  y  Puerto  Príncipe,  que  se  constituyeron  después 
de  la  evacuación  española  como  " Cortes  Supremas' '  en 
dichas  provincias,  hubieren  dictado  sentencias  suscepti- 
bles de  recurso  de  casación,  conforme  á  las  leyes  procesa- 
les y  contra  ellas  se  hubiere  impuesto  el  de  quebranta- 
miento de  forma  ó  manifestada  intención  de  interponer  el 
de  infracción  de  Ley,  se  adoptaran  las  reglas  siguientes  r 

Io  Se  aplicará  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  si 
las  sentencias  no  estuvieren  ya  ejecutadas, 

2o  Si  á  las  sentencias  de  que  se  trate  se  hubiere  dado 
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y*  cfumplksáettto  no  cabrá  et>#tra  elías  otro  recurso  que  el 
ée  revisión. 

3**  La»  sentencias  que  se  hubieren  dfictacto  en  materia 
crimina]?  serán  susceptibles  del  reeurso,  en  los  términos 
q®e  el  presente  astíealo  expresa,  aun  euando  los  reos  es- 
tuvieren ctwnpíiend^  la  condena  impuesta  con  tal  que  di- 
cha condena  no  resulte  completamente  extinguida. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  E.  Chjjffe. 

(Caceta  14  Julio  1899.J 


OBDEN  KtTREBROl  192 
Reforma  del  artículo  £XXT  de  la  Ley  dfe  cráaeióir 

Habana,  9  de  Mayo  de  1900. 

El  Gobernador  General  cte  €\ib»y  á  propuesta  <etel  Se- 
eretario  <4e  Justicia,  ordena  la,  publicación  de  la  siguiente 
orden : 

Por  la  presente,  el  artículo  LXXI  de  la  Orden  núme- 
ro 92  de  este  Cuarntel  General,,  de  fleetoa  26  de  Junio  de 
1899, (*)  relativa  á  los  recursos  de  casación,  quedará  re- 
dactado en  la  forma  siguiente : 

LXXI.  Guando  en  causas  en  que  se  pedía  por  la  acu- 
sación la  pena  de  muerte  ésta  no  se  hubiere  impuesto»  por 
el  Tribunal,  la  interposición  de  los  recursos  se  atendrá:  á 
las  reglas  generales  en  capítulos  anteriores  indicadas. 

SI  Tribunal  sentenciador,  al  actartir  el  recurso,  en  lu- 
gar de  disponer  se  entregue  certificación  al  recurrente, 
ordenará  se  eleven  los  autos  originales  al  Tribunal  Su- 
premo. Recibidos  por  éste  y  luego  que  se  hubiere  persona- 
do el  recurrente  se  requerirá  al  reo  para  que  designe  abo- 
gado que  le  represente  y  defienda,  lo  que  hará  en  lo  que 
reste  del  término  del  emplazamieia!te  y  si  no  fuese  posible, 
dentro  de  diez  días,  si  se  tratare  de  recursos  interpuestos 
contra  fáBos  de  Tas  Audiencias  ¡de  la  Habana,  Matanzas, 
Santa  Clara  y  Pinar  del  Río,  y  de  veinte  si  procediesen  de 
las*  Ai&di&ttcias  de  Puerto  Príncipe  y  Santiago  dé  Cuba, 
eofriáifidofte  dichos  plazos  desde  el  día  siguiente  al  del  re 
querimiento.  Si  el  reo  hiciese  designación  de  abogado, 
dentro  dé  tercera <&&  de  ¿onster  ésta  en  tos  autas  en  el  Su- 
pmw,  se  dtora  c0n<vcii»ien<té'  de  la  misma  al  elegido  para 
que  manifieste,  al  siguiente  día  de  1*  «?o»tiflcaieióía,  si  aeep- 

(*)     Léase  la  Ley  de  Catíációii.  Página  24». 


274 

ta  ó  no,  bastando  que  se  persone  á  nombre  del  reo  para 
que  se  tenga  por  hecha  la  aceptación.  Si  el  reo  no  hiciese 
designación  ó,  si  hecha,  no  constase  la  aceptación  del  ele- 
gido, el  Tribunal  procederá  á  nombrar  abogado  de  ofieio 
que  represente  y  defienda  a  aquél,  no  pudiendo  excusar- 
se, sino  por  causa  de  incompatibilidad.  La  sustanciación 
posterior  del  recurso,  una  vez  provisto  el  reo  de  defensor, 
se  acomodará  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  XXVII  y  si- 
guientes en  lo  que  fuere  pertinente,  pudiendo  las  partes 
alegar,  dentro  del  plazo  que  señala  el  artículo  XXVIII. 
además  de  las  promociones  en  él  consignadas,  motivos  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma. 

El  Tribunal,  antes  de  resolver  acerca  del  recurso  in- 
terpuesto, examinará  los  quebrantamientos  alegados  por 
las  partes  y  no  fallará  aquél  sino  en  el  caso  de  que  no 
proceda  la  casación  por  éstos  ó  por  otros  motivos  de  for- 
ma, aunque  no  hayan  sido  alegados  por  las  partes. 

Si  se  casare  la  sentencia  y  en  la  que  se  dictare  se  im- 
pusiere la  pena  de  muerte,  antes  de  comunicarla  al  Tribu- 
nal sentenciador,  se  cumplirá  lo  dispuesto  en  el  artículo 
LXXII  que  se  declara  aplicable  á  este  caso. 

Disposición  transitoria 

Se  dá  efecto  retroactivo  á  lo  dispuesto  en  esta  orden 
en  los  recursos  que  á  la  promulgación  de  la  misma  se  con- 
traen en  tramitación,  los  cuales  serán  repuestos  al  estado 
en  el  cual  deba  comenzar  el  reo  á  aprovecharse  de  las  pres- 
cripciones que  por  ella  se  establecen  en  su  favor. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  E.  Chaffe. 

(Gaceta  10  Mayo.) 


ORDEN  NUMERO  84 

Habana,  25  de  Marzo  de  1901. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

1.  El  artículo  XIII  de  la  Orden  núm.  92,(*)  serie  de 
1899  del  Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba,  se  enten- 
derá adicionado  con  los  párrafos  que  siguen  r 

(*)     Léase  la  Ley  de  Casación.  Página  249. 
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"La  expresada  fianza  deberá  ofrecerse  dentro  de  los 
tres  días  siguientes  al  de  la  notificación  á  la  parte  recurri- 
da del  auto  en  que  se  admita  el  recurso  y  prestarse  en  for- 
ma dentro  de  los  cinco  (5)  idías  siguientes  al  en  que  se 
acepte  el  ofrecimiento  por  el  respectivo  Juez  ó  Tribunal. 
Prestada  y  aprobada  la  fianza,  se  expedirá  con  audiencia 
de  las  partes,  por  un  término  de  tres  días  común  á  todas, 
testimonio  de  los  lugares  que  el  Juez  ó  Tribunal  estime 
pertinentes  para  la  ejecución  de  la  sentencia;  se  practica- 
rá, por  el  Juez  ó  Tribunal  que  hubiese  dictado  la  senten- 
cia recurrida  en  casación,  la  tasación  de  las  costas  que  de- 
signe la  parte  que  solicite  y  afiance  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia; y  una  vez  aprobada  dicha  tasación  y  adicionado 
«con  ella  el  testimonio,  se  mandarán  elevar  los  autos  ori- 
ginales al  Tribunal  Supremo  y  que  se  emplace  nuevamen- 
te á  las  partes  para  su  comparecencia  ante  el  mismo  Tri- 
bunal Supremo  dentro  de  los  respectivos  plazos  que  de- 
termina el  último  párrafo  del  artículo  VII  de  esta  Orden.' ' 

"Transcurridos  los  tres  días  que  se  dan  en  el  párrafo 
anterior  para  ofrecer  la  fianza,  sin  que  se  haga  tal  ofreci- 
miento, se  remitirán  los  autos  originales  al  Tribunal  Su- 
premo, sin  nuevo  emplazamiento.' ' 

"Declarado  sin  lugar  el  recurso  de  casación,  se  enten- 
derá de  derecho  cancelada  la  fianza." 

II.  Se  derogan  todas  las  disposiciones  anteriores  que 
se  opongan  á  las  contenidas  en  la  presente  orden,  la  cual 
empezará  á  regir  desde  su  publicación  en  la  "Gaceta  de 
la  Habana." 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.  B.  Hickey. 

¿Gaceta  26  Marzo.) 
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ORDEN  NUMERO  112 
Del  cohecho 

Habana,  20  de  Julio  de  1899. 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  orden  siguiente : 

I.  En  sucesivo  el  artículo  398  del  Código  Penal  se  en- 
tenderá modificado  en  los  términos  siguientes: 

Los  que  con  dádivas,  presentes,  ofrecimientos  ó  pro- 
mesas corrompieren  á  los  funcionarios  públicos,  serán 
castigados  con  las  mismas  penas  que  los  empleados  sobor- 
nados, menos  la  de  inhabilitación. 

Aquellos  de  quienes  un  funcionario  público  hubiere 
recibido  dichas  dádivas,  presentes,  ofrecimientos  ó  prome- 
sas, quedarán  exentos  de  toda  pena  si  pusieren  el  hecho 
en  conocimiento  de  la  Autoridad,  suministrando  los  nece- 
sarios medios  de  comprobación  del  mismo. 

II.  Asimismo  se  entenderá  modificado  en  lo  adelante 
el  artículo  400  del  propio  Código  en  la  forma  siguiente : 

Cuando  cualquiera  de  los  delitos  que  en  este  capitula 
se  comprenden  se  hubiere  cometido  mediante  exigencia 
que  partiere  del  funcionario  público,  se  impondrá  á  éste 
las  penas  de  los  artículos  anteriores  en  su  grado  máximo- 
y  al  que  con  él  hubiese  pactado,  en  su  grado  mínimo. 

La  simple  exigencia  por  parte  del  funcionario,  no  se- 
guida de  pacto,  constituirá  á  dicho  funcionario  en  respon- 
sable, al  tenor  de  lo  preceptuado  en  los  anteriores  ar- 
tículos. 

Las  disposiciones  contenidas  en  el  párrafo  2o  del  ar- 
tículo 398,  serán  aplicables  á  este  artículo. 

En  todos  los  casos  en  este  capítulo  comprendidos,  las 
dádivas  presentes  serán  decomisadas. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  R.  Chaffe. 

(Gaceta  23  Julio  1899.) 
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ORDEN  NUMERO  115  (*) 

Código  Postal 

Habana,  21  de  Julio  de  1899. 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  del  siguiente  Código  Postal ;  el  cual 
se  declara,  por  la  presen&e,  promediado  en  la  Isla  de  Cu- 
ba, como  ley  que  habrá  de  aplicarse  en  los  asuntos  de  Co- 
rreo de  esta  Isla,. 

Todas  las  leyes,  órdenes,  decretos  ó  partes  de  los  mis- 
mos, vigentes  «en  ia  lela  de  Ctfha,  que  se  opongan  á  lo  dis- 
puesto en  este  decreto,  quedan  por  la  presente  derogados. 

Sbcgeón  1 

Obligaciones  del  Director  General  de  Qorreos 

El  Director  General  de  Correos  de  la  Isla  de  "Cuba, 
nombrado  por  -el  Postmaster  Generafl  de  los  Estados  Uni- 
dos, y  sujeto  á  su  autoridad,  tendrá  dominio  y  administra- 
ción del  Departamento  de  Correos. 

Será  su  obligación  establecer  las  oficinas  generales, 
dependencias  y  servieio  correspondiente,  que,  en  su  crite- 
rio juzgue  necesario  para  la  }>ue»a  mardha  de  los  asuntes 
dd  Departamento  y  nombrar  personas  para  servir  los  car- 
gos correspondientes,  fijándoles  su  retribución,  y  está  por 
la  presente  revestido  de  aaitoridad  paca  separar  á  los  fun- 
cionarios efuamdo  á  su  ¡juica©  lo  requiera  el  buen  servieio.; 

Para  .establecer  oficinas  de  correo  y  suprimirías  euan- 
do  fuere  necesario ;  nombrara  y  separar  adminis,tradores 
y  otras  persogas,  cuyos  servicios  se  relacionen  con  -ofici- 
nas de  correos,  según  sea  necesario  para  la  buena  marcha 
del  servicio; 

Para  nombrar  todas  otras  personas  desfcmajdas  a  em- 
pleos en  el  trasporte,  recogida  y  repartición  de  la  corres- 
pondencia ;  y  para  el  desempeño  de  cualquier  otro  cargo 
que,  á  su  criterio,  se  requiera;  fijando  la  remuneración  á 
cada  uno ;  y  para  separar  á  dichos  empleados  cuando  él 
lo  juzgue  necesario ; 

Para  establecer  y  promulgar  reglamentos  que  no  sean 
contradictorios  á  los  promulgados  por  el  Secretario  de  la 


(*)  Publico  íntegramente  esta  Orden,  porgue,  con  excepción 
de  sus  cinco  primeras  secciones  que  hacen  Tetf erencia  á  la  parte  ad- 
ministrativa del  servicio  postal,  las  demás  disposiciones  todas  son 
prohibitivas  y  tienen  señalada  la  correspondiente  penalidad. — N. 
•del  A. 
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<5uerra,  con  fecha  de  Mayo  11  de  189® ;  para  llevar  á  e£ec- 
cfeo  das  Ordenanzas  Ejecutivas  «relativas  al  Gobierno  -Mili- 
Itar  de  los  Estados  (Unidos  en  la  felá  de  Ouba,  6  las  órde- 
mes  .subsiguientes  enmendartorias  ó  suplementarias  que  se 
«dieren  á  ese  fin<;  pava  el  cobro  ó  desembolso  *de  los  mare- 
aos .percatados  por  el  Departamento  de  Correos  de  Cuba,  y 
álevar  tó  disponer  que  se  lleven,  debidamente,  buenas  «cuen- 
-tas  de  todos  los  ingresos  y  egresos. 

«Para  voráfioar  contratos  6  convenios  para  lia  trans- 
portación de  la  correspondencia  por  las  vías  postales  -en 
esta  Isla,  y  prescribir  las  reglas  y  disposiciones  que  a  su 
juicio  sean  necesarias  para  el  cumplimiento  de  tales  con- 
tratos 6  convenios; 

Para  hacer  otros  contratos  6  convenios,  que  á  su  cri- 
terio fueren  necesarios  para  el  buen  servicio  de  .dicho  De- 
partamento «n  -todos  sus  ramos ;  establecer  y  pro,mulgar 
reglamentos  al  eíeeto,  y 

\  Para  prescribir  todo  reglamento,  que  no  infrinja  las 
"leyes  existentes  en  «sta  Isla,  ó  las  que  en  lo  sucesivo  se 
decreten  y  promulguen,  que  en  su  criterio,  fuere  necesa- 
rio para  el  manejo  y  direccáon  de  Jos  asuntos  de  dicho  De- 
partamento ;  y  para  hacer  todo  cuanto  fuere  necesario  pa- 
ra dar  fuerza  y  efecto  á  los  poderes  otorgados  por  la  pre- 
sente ratificadas  y  continuadas. 

i&ección  2 

.Se  ¡podrán  requerir  fianzas  á  los  Administradores 

y  otros  empleados 

El  Director  General  de  Correos  está  por  la  presente 
autorizado  y  habilitado  para  requerir  de  los  Administra- 
dores, contratistas  y  otras  personas  empleadas  en  el  De- 
partamento de  Correos,  quienes  en  sus  cargos  tengan  que 
.manejar  ó  .cuidar -dinero  ó  propiedad  perteneciente  á  ó  en 
uso  por  él  Departamento  de  Correos,  ó  que  estén  bajo  con- 
trato, para  el  cumplimiento  de  servicios  personales  ú  otros 
«relacionados  con  el  mismo,  ó  para  el  trasporte  de  la  co- 
rrespondencia, ó  para  el  suministro  de  oficios,  á  que  presr- 
ten  fianza  con  garantía  aprobada  por  él,  acondicionada 
para  él  fiel  cumplimiento  de  tales  servicios,  de  acuerdo 
con  las  leyes,  reglamentos  y  disposiciones  de  dicho  Depar- 
tamento, ó  para  el  suministro  de  .efectos,  según  se  exprese 
<qjx  el  pliego  de  condiciones,  estipulado  en  dicha  .fianza. 

-8eci6n  8 
i  Vías   Postales 

Son  declaradas  «vías  postales :  Toda  vía  fluvial  nave- 
gable en  la  Isla  de  'Cuba  y  todas  las  «navegables  que  cw> 
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cunvalan  dichas  Islas,  incluyendo  las  islas  adyacentes  y 
cercanas  que  forman  parte  de  aquélla  y  que  están  dentro 
de  la  jurisdicción  marítima  de  dichas  islas,  durante  el 
tiempo  en  que  la  correspondencia  pase  por  ella;  todo  el 
ferrocarril  6  parte  de  ferrocarril  que  esté  ahora  ó  esté 
más  tarde  en  explotación;  todos  los  caminos  públicos  y 
carreteras  que  se  mantengan  acondicionadas  como  tales 
y  todas  las  rutas  de  carteros  establecidas  en  cualquier 
ciudad,  pueblo  ó  sitio  para  la  recogida  y  reparto  de  ma- 
terial postal. 

Sección  4 

"Isla    de    Cuba" 

El  término  "Isla  de  Cuba"  usado  en  las  leyes  aquí 
promulgadas,  se  entenderá  que  abraza  toda  la  Isla,  más 
las  islas  adyacentes,  cuyo  territorio  está  bajo  el  presente 
gobierno,  en  virtud  de  la  ocupación  militar  por  los  Esta- 
dos Unidos. 

Sección   5 

Dollars 

El  término  " Dollars,"  usado  en  las  leyes  aquí  pro- 
mulgadas, se  entenderá  como  pesos  en  moneda  de  los  Es- 
tados Unidos  de  América,  ó  su  equivalente  en  otra  mo- 
neda. 

Sección  6 

Administraciones  sin  autorización 

Cualquiera  que,  sin  autorización  del  Director  General 
de  Correos,  ponga  ó  intente  poner  ó  pretenda  tener  una 
oficina  ó  establecimiento  con  la  muestra,  nombre  ó  título 
de  Administración  de  Correos;  ó  cualquiera,  que  sin  el 
debido  nombramiento  del  Administrador  ú  otro  funciona- 
rio ó  empleado  autorizado  del  servicio  del  Departamento 
de  Correos,  establezca  ó  mantengan  en  cualquier  pueblo, 
ciudad,  aldea  ó  sitio  en  que  se  haya  establecido  ó  se  esta- 
blezca más  tarde  una  administración,  cualquier  oficina  ú 
otro  local  en  que,  por  el  cual  ó  del  cual  se  entregue  ó  re- 
ciba material  postal  para  su  repartición  ó  expedición;  ó 
en  el  que  se  arrienden,  se  alquilen  ó  vendan  apartados  pa- 
ra el  reparto  de  material  postal;  ó  cualquiera  que,  sin  la 
autorización  antes  citada,  establezca  ó  mantenga  en  tal 
ciudad,  pueblo  ó  sitio  tal  oficina  ó  local  antedicho,  y  por 


283 

remuneración,  empleo  ó  de  otra  manera,  reparta  y  reciba 
allí  para  distribuirlo,  cualquier  material  postal ;  ó  arrien- 
de, alquile,  venda  ó  permita  el  uso  de  buzones  6  apartados 
para  la  entrega  de  tal  material,  será  castigado  por  cada 
infracción  con  la  pena  de  prisión  que  no  exceda  de  un 
año,  ó  con  multa  que  no  pase  «de  mil  pesos,  ó  con  prisión  y 
multa  a  la  vez :  Previniendo,  que  nada  de  esta  sección,  se 
interpretará  como  prohibiendo  la  entrega  ó  recibo  de 
cartas  dirigidas  á  la  redacción  de  cualquier  periódico  ó 
publicación,  y  destinadas  á  los  anunciantes  de  los  mismos. 

•Sección  7 

Ejercicio  ilegal  de  cargo  ó  emplea 

El  que  á  sabiendas  é  intencionalmente  ocupare  cual- 
quier cargo  ó  empleo  del  Departamento  de  Correos,  sin 
haber  sido  nombrado,  empleado  ó  designado;  ó  el  que' 
siendo  administrador  de  Correos  ú  otro  empleado  en  el 
servicio  del  Departamento  de  Correos,  á  sabiendas  é  in- 
tencionalmente y  sin  autorización,  ejerciere  cualquiera 
de  las  funciones  de  dichos  cargos  ó  empleos,  después  de 
haber  cesado  en  el  mismo  por  limitación  de  ley  ó  por  ce- 
santía, y  se  negare  á  entregar  la  posesión  de  tal  cargo  ó 
empleo  al  ser  requerido  al  efecto  por  agente  especial  ú 
otra  persona  debidamente  autorizada  del  Departamento 
de  Correos,  actuando  bajo  autorización  del  Director  Ge- 
neral de  Correos,  ó  á  un  sucesor  debidamente  nombrado 
y  habilitado  que  presente  su  nombramiento  ó  credencia- 
les ;  ó  el  que  sin  autorización  del  Director  General  de  Co- 
rreos, entrare  en  el  local  de  operaciones  de  cualquier  ad- 
ministración de  Correos,  no  siendo  el  departamento  abier- 
to al  público,  ó  que  de  cualquier  manera  interviniere,  es- 
torbando allí  la  transacción  de  las  operaciones  ó  trabajos, 
ó  se  apoderase  de  dicha  oficina,  ó  de  cualquier  material 
de  correos,  archivos  ú  otra  propiedad,  que  allí  hubiere,  se- 
rá castigado  con  prisión,  que  no  exceda  del  término  de 
cinco  años  ó  con  una  multa  que  no  pase  de  mil  pesos,  ó  con 

ambas  penalidades. 

# 

Sección  8 

Be  los  titulados  oficiales  ó  empleados  del  Departamento 

de  Correos 

El  que  con  intento  de  defraudar,  ya  sea  al  Departa- 
mento de  Correos  de  la  Isla  de  Cuba  ó  á  cualquier  perso- 
na, asumiere  falsamente  ó  pretfcndiere  ser  oficial  ó  em- 


pleado  ejerciendo  coa  autorización  del  Departamento  de 
Correos  de  Cuba,  ó  cualquier  funcionario  del  mismo,  y  el 
que  se  atreviere  á  ejercer  «orno  itail  6  .quien  con  tal  ipreten- 
4ido  carácter,  exigiere  ú  obtuviere  de  cualquier  -persona 
ó  del  Departamento  de  'Correos  de  Cuba,  -6  de  eualquier 
oficial  6  empleado  del  -mismo,  cualquier  dinero,  pliego,  do- 
cumento ú  otra  cosa  de  valor,  será  ¿castigado  con  una  mul- 
la que  no  pase  de  mil  pesos,  ó  con  prisión  que  >no  exceda 
de  tres  años,  ó  con  ambas  penalidades. 

4Sta(aoi6N  9 

Pretensión  falsa  de  estar  al  servicio  cwoil,  naval  ó  militar 

de  los  Estados  Unidos 


OBI  que  no  estando  ;en  el  servicio  .civil,  jBjilit&r  ó  nayal 
*de  los  Estados  Unidos  se  representare  intencionahnente 
como  funcionario  en  tal  servicio,  con  el  propósito  de  j>o- 
.■der  enviar  ó  recibir  de  los  Estados  Unidor,  material  pop- 
tal  á  menor  cuota  que  Ja  establecida  por  Ja  ley  y  por  los 
reglamentos  y  disposiciones  del  Departamento  <Je  Correos 
-de  loe  Estados  Unidos  ó  Departaauento  de  Correos  de  Gu- 
iba,  pa<ra  individuos  que  no  estén  en  tal  servicio,  sei$  or- 
tigado por  ca/da  infracción,  eon  anultíi  que  jnp  ppae  ^e  ;dog- 
*  cientos  pesos,  6  prisión  que  no  exceda  de  sesenta  días,  .6 
<  con  ambas  penalidades. 

Sección  10 

Buqiws,  etc.,  que  pretendan  ser  portadores  del  Correo 

El  que  pintare,  imprimiere  ó  de  cualquier  otra  mane- 
ra pusiere  6  fijare  en  cualquier  vapor  ú  otro  buque,  ó  en 
cualquier  diligencia  ú  otro  vehículo  no  empleado  verda- 
deramente en  la  conducción  de  correspondencia,  las  pala- 
bras " Correo  de  Cuba"  (Cuban  Mail),  ó  "'Correo  de  los 
Estados  UnMos"  (United  States  Mail),  ó  cualesquiera  pa- 
labras, letras  ó  caracteres  semejantes,  ó  el  que  avisare  por 
publicación  en  'cualquier  periódico  ó  de  otra  manera  que 
cualquier  vapor  ú  otro  buque,  ó  cualquier  diligencia  ú 
otro  vehículo  se  emplea  en  llevar  la  correspondencia, 
cuando  realmente  no  es  así,   ó  el  que  intencionalmente 

•ayudare  con  ese  .fin,  será  castigado  por  cada  infracción 
con  prisión  que  no  pa,ne  de  un  año,  ó  con  umita  que  no 

¿exceda  de  mil  pesos,  ó^on  ambas  penalidades. 
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Sección  11 

Se  prohibe  la  eondliceión>  de  material  postal  por  expresos 

particulares 

El  que  estableciere  cualquier  expreso  particular  pa- 
ra la  conducción  de  cartas,  paquetes,  bultos  ú  otro  mate- 
rial postal,  ó  de  cualquier  manera  ayudare  6  proveyere  á  la*, 
conducción  del  mismo  por  viajes  regulares,  ó  en  períodos* 
determinadas,  sobre  cualquier  vía  postal  que  esté  estable- 
cida por  la  ley,,  ó  de  cualquier  ciudad!,  pueblo  ó  punto,  d> 
cualquiera  otra  ciudad,  pueblo  ó  punto  entre  los  cualesv 
haya  servicio  postal,  funcionando  con  regularidad!;  y  el 
que  ayudare  al  efecto^,  será  «castigado  por  cada  infracción* 
con  prisión  que  no  pase  de  seis  meses,  ó  con  multa  que  no 
excCcía  cíe  quinientos  pesos,  ó  con  ambas  penalidades.  «Pre- 
viniendo, qjue  nada  do  lo  contenido  en  esta  sección  se  in- 
terpretará como  prohibitivo  á  que  cualquier  persona  re- 
ciba y  entregue  a  la  administración  más  cercana  carro-' 
postal  ú  otra  depositaría  autorizada  de  material  postal,, 
cualquier  material  debidamente  franqueado. 

Sección  12 

Trasporte  de  personas  conduciendo  correspondencia 

tiegalmente 

El  que  siendo  dueño,  en  toldo  ó  en  parte,  de  cualquier* 
diligencia,  coche  de  ferrocarril,  vapor  ú  otro  vehículo  ó- 
buque;  ó  siendo  guía,  conductor,  patrón  ú  otra  persona- 
encargada  de  1©#  mismos,-  condujere  ó  permitiere  condu- 
cir, á  sabiendas,  cualquier  persona  como  expreso  particu- 
lar, para  la  conducción  de  cartas,  paquetes,  bultos  ú  otro- 
material  postal  y  verdaderamente  en  posesión  del  mismo* 
para  su  conducción,  contrario  al  espíritu,  intento  verda- 
dero y  significado  de  la  ley,  será  castigado  por  cada  in- 
fracción, con  prisión  que  no  pase  de  seis  meses,  ó  con  una 
multa  que  no  exceda  de  quinientos  pesos,  ó  con  ambas  pe- 
nalidades. 

Sección  13 

Envío  de  correspondencia  por  expreso  particular 

El  fjwe  á  sabiendas  trasmitiere-  por  expreso  particular 
ú  otro»  medios  ilegales,  ó  entregare  á  cualquier  agente  á& 
expreso,  ó  depositare  á  sableados,  6  bi«eiei4e  depositar  en 
etáalqtQ'er  p&irto  determinado  co»  el  objeto  de  sil  trans- 
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misión,  cualquier  carta,  paquete,  bulto  ú  otro  material 
postal,  será  castigado  con  prisión  que  no  exceda  de  seis 
meses,  ó  con  una  multa  que  no  pase  de  quinientos  pesos, 
ó  con  ambas  penalidades. 

(Sección  14 

Conducción  de  correspondencia  por  vías  postales   '    , 

El  que  siendo  dueño  en  todo  ó  en  parte  ó  guía,  con- 
ductor, patrón  ú  otra  persona  encargada  de  cualquier  di- 
ligencia, carro  de  ferrocarril,  vapor  ú  otro  vehículo  ó  bu- 
que que  haga  viajes  regulares  en  períodos  determinados 
sobre  cualquier  vía  postal  ó  de  cualquier  ciudad,  pueblo 
ó  punto  á  cualquier  otra  ciudad,  pueblo  ó  punto,  entre  los 
cuales  se  conduzca  el  correo  con  regularidad,  y  llevare 
•con  conocimiento  de  dicho  dueño,  guía,  conductor,  patrón 
ú  otra  persona  encargada,  de  otra  manera  que  en  el  co- 
rreo, cualesquiera  cartas,  paquetes,  bultos  ú  otro  material 
postal,  excepto  el  que  se  relacione  á  alguna  parte  del  car- 
gamento de  tales  vapores  ú  otros  buques,  ó  á  alguna  mer- 
cancía llevada  al  mismo  tiempo  por  la  misma  diligencia, 
carro  de  ferrocarril  ú  otro  vehículo,  exceptuando  lo  pre- 
visto en  otra  forma,  será  castigado  por  cada  infracción 
con  prisión  que  no  pase  de  seis  meses,  ó  con  una  multa 
<que  no  exceda  de  quinientos  pesos,  ó  con  ambas  penali- 
dades. 

«Sección  15 

Par  llevar  correspondencia  fueran  del  Correo 

El  que  llevare  cualquier  carta,  paquete,  bulto  ú  otro 
material  postal  ó  bordo  de  cualquier  buque  «correo,  de 
otra  manera  que  no  sea  con  la  correspondencia,  excep- 
tuando lo  previsto  en  otra  forma,  será  castigado  con  pri- 
sión que  no  pase  de  tres  meses,  ó  con  una  multa  que  no 
exceda  de  cien  pesos. 

Sección  16. 

Cuando  podrá  llevarse  correspondencia  fuera  de  Correo 

Toda  carta,  cubierta  con  sobre  timbrado,  si  el  sello 
«es  de  suficiente  denominación  para  cubrir  el  franqueo  que 
devengaría  si  fuese  enviada  por  el  correo?  podrá  ser  en- 
viada, conducida  y  entregada  fuera  del  correo,  con  la  con- 
dición de  que  el  sobre  sea  debidamente  dirigido  y  cerrado 
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de  modo  que  la  carta  no  pueda  extraerse  del  mismo  sin 
destruirlo,  y  la  fecha  de  la  carta  ó  de  su  trasmisión  ó  re- 
cepción sea  escrita  ó  estampada  en  el  sobre;  pero  el  Di- 
rector General  de  Correos  podrá  suspender  lo  marcado  en 
esta  -sección  en  cualquier  vía  postal,  donde  los  intereses 
del  público  requiera  tal  suspensión. 

Sección  17 

Conducción  ilegal  de  correspondencia  por  conductores,  etc. 

Cualquier  persona  relacionada  con  la  conducción  de 
correspondencia,  que  recogiere,  recibiere  ó  condujere 
cualquier  carta,  paquete,  bulto  ú  otro  material  postal,  ó 
hiciere,  ó  procurare  que  se  hiciere,  de  modo  contrario  á 
la  ley,  será  castigada  par  cada  infracción  con  prisión  que 
no  pase  de  sesenta  días,  ó  <con  multa  que  no  exceda  de  cin- 
cuenta pesos,  ó  con  ambas  penalidades. 

Sección  18 

Por  vestir  uniforme  sin  autorización 

El  que  sin  e-star  en  el  servicio  del  Departamento  de 
Correos  vistiera  el  uniforme  ó  insignia  que  se  prescriba 
por  el  Director  General  de  Correos,  ó  cualquier  imitación 
ó  semejanza  del  mismo,  será  castigado  por  cada  infrac- 
ción, con  prisión  que  no  pase  de  seis  meses,  ó  con  multa 
que  no  exceda  de  cien  pesos,  ó  con  ambas  penalidades. 

Sección  19 

Por  daño  a  los  buzones  y  apartados  ó  por  agresión 

á  los  carteros 

El  que  intencionalmente  dañare,  separase  ó  destru- 
yere cualquier  buzón,  ó  caja,  apartado,  gaveta  ú  otro  re- 
ceptáculo establecido  por  el  Director  General  de  Correos 
para  el  depósito  seguro  de  correspondencia  ó  para  su  re- 
partición, ó  que  intencional  ó  maliciosamente  asaltare  á 
cualquier  cartero  mientras  se  encuentre  en  su  ruta  cum- 
i»  pliendo  con  su  obligación,  ó  que  por  fuerza  ó  violenta- 

¡'  mente  penetrare  en  cualquier  carro  postal  ó  un  aparta- 

mento de  cualquier  coche  de  ferrocarril,  de  vapor  ú  otro 
buque  ó  vehículo  de  cualquier  clase  empleado  en  el  ser- 
vicio de  correos,  ó  intencional  y  maliciosamente  asaltare 
á  algún  empleado  postal  ú  otra  persona  encargada  de  la 
correspondencia,  durante  el  cumplimiento  de  su  cometi- 
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do-,  ó  que  inteneionalmente  ayudare  ó'  influyere  ad  efecto^ 
será  castigado  por  cada  infracción  eon  prisión?  que  no  sea 
mena*  de  ttn  año  ni  mayor  dte  tires  y  coa  mul#a  que  no  seat 
menor  dB  cien  peso»  ni.  mayo*  de'  mil. 

Secciósf  20- 

Z^año  at  material  postal 

El  que  intencidnalmente  dañare,  desfigurare  ó  des- 
truyere -cualquier  material  postal  depositado  en  buzón, 
apartado,  caja,,  gavetas  ú  otros  receptáculos  establecidos: 
por  el  Director  General  de  Correos  para  el  seguro  depósi- 
to <de  material-  para  su  trasmisión  ó  reparto,,  ó  que  inten^ 
cionaímente  ayudare  ó  permitiere  el  desperfecto  de  tai 
material,  será,  castigado  con  prisión  que  no  sea  mayor  de? 
tres  años  ó  con  una  multa  que  no  exceda  de^  quinientos  pe- 
sos, ó  con  ambas  penalidades. 

Sección  21 

Daños   á   bálijas,    etc. 

El  q*ae  rasgare-,  cortare  ó  de  ot*&  manara  daffears >  «mat- 
<\met  balija,  «acó  ú¡  otro*  depósito  usad^  6>  destinado  p»í» 
lar  csftdu&ccióri  de  corresponáeniei&;  ó  sacarte  ó  *ompifcr^ 
cualquier  gan«ho,  ó  soltare  cualquier  ■p&rUe  <d*e  uwa  cerca- 
dura, cadena  ó  conrea  de  tales  envases,  &m  mteiíto  efe  ro- 
bar ó  hurtar  toda  la  correspondencia  ó  parte  de  la  mismar 
ó  hacer  dicha  balija  insegura;  será  castigado  con  prisión 
que  no  sea  menor  de  un  año  ni  mayor  de  tres,  ó  con  mul- 
ta no  menor,  de  cien  pesos  ni  mayor  de  quinientos,  ó  con 
ambas  penalidades. 

Sección  22 

Robo  de  propiedad  postal 

El  que  hurtare,  robare  ó  se  apropiare  cualquier  bali- 
ja* ú  otra  propiedad  en  uso  ó  perteneciente  al  Departa- 
mento» de  Correos,  é  se  apropiare  tal  propiedad  para  su 
uso  ú  otra  que  &o  sea  el  debido,  ó  condujere  ó  retirare  tal 
propiedad  e&  perjuicio  del  servicio  publldo-,  será  castiga- 
do don  un  período  de  puisróí*  q-uie  m*  sea  me»or  de  un  año* 
nai  mayor  de  tres,  ó*  co®  multa  qile  n#  sea  menor  de  dos- 
cientos* pesos  ni  mayor*  'de  mil',  ó  et>n  ambas  penalidades. 
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Sección  23 

Robo  ó  falsificación  de  cerraduras  ó  llaves 

El  que  robare,  hurtare  6  se  apropiare,  bajo  falsas 
manifestaciones;  obtuviere,  ayudare  ó  asistiere  á  robar, 
hurtar  ú  obtener  por  falsas  manifestaciones  cualquier  lla- 
ve propia  para  las  -cerraduras  adoptadas  por  el  Departa- 
mento de  Correos  y  en  uso  de  cualquiera  de  sus  balijas  ó 
sacos,  6  cualquiera  llave  de  apartado,  caja  ó  gaveta  ú  otro 
receptáculo  autorizado  para  el  depósito  ó  reparto  de  ma- 
teria postal ;  quien  á  sabiendas  é  ilegalmenten  hiciere,  for- 
jare ó  falsificare,  ó  procurare  la  igual  hechura,  forjamien- 
to  ó  falsificación  de  tal  llave,  ó  que  tuviere  en  su  poder 
tal  cerradura  ó  llave  con  intención  de  usarla  ilegal  ó  in- 
debidamente, venderla  ó  de  otra  manera  disponer  de  ellar 
ó  hacer  que  se  use,  venda  ó  se  disponga  de  ella;  ó  cual- 
quiera que  siendo  contratista  ú  otro  en  la  fabricación  de 
tales  cerraduras  ó  llaves,  entregare  ó  hiciere  entregar 
cuelquier  cerradura  ó  llave  concluida  ó  por  concluir  ó  usa- 
da ó  designada  para  el  uso  del  Departamento  de  Correos, 
ó  la  parte  inferior  de  tal  cerradura,  a  cualquier  persona, 
sin  debida  autorización  escrita  del  Director  General  de 
Correos  y  el  sello  del  Departamento  de  Correos  para  re- 
cibir la  misma,  no  siendo  que  la  persona  receptora  sea  el 
contratista  para  suministrar  la  misma  ú  ocupada  en  la  fa- 
bricación de  la  misma  en  la  manera  autorizada  por  el  con- 
trato, ó  el  agente  de  tal  fabricante,  será  castigado  con 
prisión  que  no  sea  menor  de  un  año  ni  mayor  de  cinco,  ó 
con  una  multa  que  no  sea  menor  de  cien  pesos  ni  mayor 
de  quinientos,  ó  con  ambas  penalidades. 


Sección  24 

Forzar  y  penetrar   en   la  Administración   de   Correos 

El  que  violentamente  penetrare  ó  intentare  penetrar 
en  una  administración  de  correos  ó  en  un  edificio  usada 
en  su  totalidad  ó  parcialmente  como  administración  de  co- 
rreos, con  intención  de  cometer  allí  algún  delito  definido 
por  la  ley,  ó  de  robar  ó  hurtar  algún  dinero  ú  otra  propie- 
dad de  la  Isla  de  Cuba  ó  del  Departamento  de  Correos,  ó 
en  uso  ó  custodia  por  dicho  Departamento,  será  castiga- 
do con  prisión  que  no  sea  menor  de  un  año  ni  mayor  do 
diez. 
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Sección  25 

Detención,  ocultación,  hurto  ó  destrucción  de  material  postal 

ó  su  contenido 

El  que  ilegalmente  detuviere,  demorare  ó  abriere 
•cualquier  carta,  tarjeta  postal,  paquete,  bulto,  saco  ó  co- 
rrespondencia que  haya  estado  en  cualquier  administra- 
ción ó  sucursal  de  correos  establecida  por  autorización 
del  Director  General  de  Correos,  ó  en  cualquier  otro  de- 
pósito de  material  postal  ó  á  cargo  de  cualquier  adminis- 
trador, auxiliar,  empleado,  cartero,  agente  ó  mensajero  ú 
otra  persona  empleada  en  cualquier  ramo  del  Departa- 
mento de  Correos ;  ó  que  ocultare,  se  apropiare  ó  destru- 
yere tal  carta  ,tarjeta  postal,,  paquete,  bulto,  saco  ó  co- 
rrespondencia ;  ó  que  sustrajere  tal  carta,  tarjeta  postal, 
paquete,  bulto,  saco  ó  correspondencia  de  la  administra- 
ción ó  sucursal  ó  de  un  cartero  ó  conductor  de  correos,  ó 
que  baya  estado  en  cualquier  administración  ó  sucursal  ó 
custodiado  por  cartero  ó  conductor  antes  de  venir  á  la 
posesión  de  la  persona  á  quien  está  dirigido  ó  su  agente 
debidamente  autorizado,  con  el  designio  de  obstruir  la 
correspondencia  ó  de  indagar  los  negocios  ó  secretos  de 
otra;  ó  que  ocultare,  hurtare  ó  destruyere  la  misma;  ó 
■sustrajera  ó  separare  de  tal  carta,  paquete,  bulto,  saco, 
correspondencia,  dinero  ú  otro  artículo  de  valor  ó  escrito 
representante  del  mismo,  ó  que  comprare,  recibiere  ú  ocul- 
tare ó  ayudare  á  comprar,  recibir  ú  ocultar  cualquiera  de 
los  artículos  ó  cosas  mencionadas,  sabiendo  que  tal  artícu- 
lo ó  cosa  ha  sido  robado  ó  hurtado  del  correo  ó  de  una  ad- 
ministración, sucursal  ó  depositaría  de  materia  pastal,  ó 
de  cualquier  persona  que  la  custodiaba  legalmente,  será 
castigado  con  multa  que  no  sea  menor  de  cien  pesos  ni 
mayor  de  mil,  ó  con  prisión  por  período  no  menor  de  un 
año  ni  mayor  de  cinco  ó  con  ambas  penalidades. 

iSección  26 

Robar,  detener  ó  destruir  periódicos 

El  que  siendo  Administrador  de  Correos  ú  otra  per- 
sona empleada  en  cualquier  ramo  del  Departamento  de 
Correos,  impropiamente  detuviere,  demorare,  hurtare  ó 
destruyere  cualquier  periódico,  ó  permitiere  que  otra  per- 
sona detenga,  demore,  hurte  ó  destruya  el  mismo,  ó  abrie- 
re ó  permitiere  á  otra  persona  abrir  cualquier  correspon- 
dencia ó  paquetes  de  periódicos  no  dirigido  á  la  oficina 
donde  está  empleada ;  y  quien  abriere,  se  apropiare  ó  des- 
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truyere  correspondencia  6  paquete  de  periódicos  no  diri- 
gidos á  él,  no  estando  autorizado  para  abrir  ó  recibir  los 
mismos;  y  quien  tomare  6  hurtare  correspondencia  6  pa- 
quete de  periódicos  de  cualquier  administración  ó  de  cual- 
quier persona  encargada  de  su  custodia,  será  castigado 
con  una  multa  que  no  sea  mayor  de  «cien  pesos,  6  con  pri- 
sión que  no  exceda  de  un  año,  ó  con  ambas  penalidades. 

Sección  27 

Robo  de  correspondencia 

El  que  robare  á  un  cartero,  agente  ú  otra  persona  en- 
cargada de  la  correspondencia,  dicha  correspondencia  ó 
cualquier  parte  de  ella,  será  castigado  con  prisión  por  pe- 
ríodo que  no  sea  menor  de  cinco  años  ni  mayor  de  diez ;  y 
si  convicto  por  segunda  vez,  el  ladrón  hiriera  á  la  perso- 
na que  custodiare  la  correspondencia  ó  pusiere  su  vida  en 
peligro  con  el  uso  de  arma  peligrosa,  tal  delincuente  será 
castigado  con  presidio  y  trabajos  forzados  por  período  no 
menor  de  veinte  años,  ó  con  reclusión  perpetua. 

Sección  28 

Asalto  con  intento  de  robo 

Al  que  asaltare  á  cualquiera  persona  teniendo  legal 
cargo,  dominio  ó  custodia  de  cualquier  material  postal, 
con  intento  de  robar,  hurtar  ó  apropiarse  de  cualquier 
material  ó  cualquier  parte  del  mismo,  será  castigado  con 
prisión  por  período  que  no  sea  menor  de  dos  años  ni  ma- 
yor de  diez. 

Sección  29 

Abandono  de  correspondencia 

El  que  habiéndose  hecho  cargo  de  cualquier  corres- 
pondencia la  abandonare  voluntariamente  antes  de  ha- 
berla entregado  en  la  Administración  de  correos  al  final 
de  su  ruta,  ó  a  algún  coductor  de  correos,  mensajero, 
agente  ú  otra  persona  empleada  en  algún  ramo  del  Depar- 
tamento de  Correos  y  autorizado  para  recibirla,  será  cas- 
j  tigado  con  una  multa  que  no  sea  mayor  de  quinientos  pe- 

sos, ó  con  prisión  por  período  que  no  sea  menor  de  tres 
meses  ni  mayor  de  un  año,  ó  con  ambas  penalidades. 
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Sección  30 

Entrega  de  correspondencia  por  capitanes  y  patrones 

de  buques 

El  capitán,  patrón  ú  otra  persona  encargada  de  cual- 
quier vapor  ó  buque  navegando  entre  puertos  y  puntos 
en  la  Isla  de  Cuba,  y  arribando  á  cualquiera  de  los  puer- 
tos ó  puntos  donde  haya  administración  de  correos,  en- 
tregará al  Administrador  ó  á  la  Administración,  dentro 
de  las  tres  horas  siguientes  á  su  llegada,  si  fuere  de  día,  y 
si  de  noche,  dentro  de  dos  horas  después  del  siguiente 
amanecer,  toda  -carta,  paquete,  bultos  ú  otro  material  pos- 
tal traído  por  él,  ó  en  su  poder  ó  dominio,  que  no  tenga 
relación  con  el  cargamento  y  que  sea  dirigido  ó  destinado 
para  tal  puerto  ó  punto,  por  lo  cual  recibirá  del  Adminis- 
trador de  correos,  dos  centavos  por  cada  carta  entregada, 
y  por  todo  otro  material  postal,  la  cantidad  que  prescriba 
el  Director  General  de  Correos,  no  siendo  que  el  mismo 
los  haya  conducido  bajo  una  contrata  ú  otro  convenio  pa- 
ra conducir  la  correspondencia ;  y  por  cada  falta  en  la  en- 
trega de  tales  cartas,  paquetes,  bultos  ú  otro  material  pos- 
tal, el  capitán  ó  persona  encargada  de  tal  vapor  ó  buque, 
y  el  dueño  del  mismo,  serán  castigados  con  multa  que  no 
exceda  de  ciento  cincuenta  pesos. 

Sección"  31 
Obstrucción  de  correspondencia 

El  que  á  sabiendas  é  intencionalmente  obstruyere  6 
retardare  el  paso  de  la  correspondencia,  en  cualquier  tren 
de  ferrocarril,  carro,  vapor,  carruaje  ú  otro  vehículo  de 
cualquier  clase  ó  caballo,  conductor  ó  cartero  llevando  la 
misma,  ó  arrestare  ó  detuviere  bajo  proceso  civil  ó  crimi- 
nal, excepto  por  delitos  graves,  á  cualquier  conductor  ú 
otra  persona  encargada  en  la  transportación  de  correos, 
estando  cumpliendo  sus  deberes,  será  castigado  por  cada 
infracción  con  multa  que  no  sea  mayor  de  cien  pesos  ó  con 
prisión  que  no  pase  de  seis  meses,  ó  con  ambas  penali- 
dades. 

Sección  32 

Demora  del  correo  en  el  embarcadero 

El  que  siendo  encargado  de  cualquier  embarcadero,  6 
con  tal  carácter,  demore  el  pase  ó  cruce  ée  la  correspon- 
dencia, por  negligencia  intencional  ó  por  negarse  á  tras- 
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portar  la  misma,  será  castigado  con  multa  que  no  exceda 
de  cien  pesos  ó  con  prisión  que  no  exceda  de. tres  meses,  ó 
con  ambas  penalidades. 

Sección  33 

Los  buques  entregarán  la  correspondencia  &  la  Administración 

de  Correos.    Juramento 

A  ningún  buque  que  llegare  á  puerto  de  la  Isla  de  Cu- 
ba, en  que  haya  aduana,  le  será  permitido  hacer  su  ¡entra- 
da ó  romper  estiva  hasta  que  las  cartas,  paquetes  y  otro 
material  postal  que  tenga  á  bordo,  sean  entregados  á  la 
administración  de  correos  más  cercana ;  y  el  capitán,  pa- 
trón ú  otra  persona  encargada  del  mismo  haya  firmado  y 
jurado  la  siguiente  declaración  ante  el  colector  ú  otro 
funcionario  de  aduanas  autorizado : 

Yo capitán  ó  patrón del 

llegado  de y  ahora  surto  «en  el  puerto  de 

solemnemente  juro  (ó  afirmo)  que,  en  cuanto  me  es  po- 
sible conocer  y  creer,  he  entregado  en  la  administración 

de  correos  de todas  las  cartas,  balijas,  paquetes, 

atado  de  cartas,  bulto  y  otro  material  postal  que  estuvo 
á  bordo  de  este  buque  durante  su  último  viaje  ó  que  estu- 
vo en  mi  poder  ó  bajo  mi  dominio." 

Y  cualquier  capitán,  patrón  ú  otra  persona  á  cargo 
de  dicho  buque  ó  con  dominio  sobre  el  mismo,  que  rompie- 
re estiva  antes  de  haber  entregado  las  cartas,  paquetes  y 
otro  material  postal  que  estaban  abordo  de  dicho  buque, 
será  castigado  por  dicha  infracción  con  una  multa  que  no 
exceda  de  cien  pesos,  ó  con  prisión  que  no  pase  de  sesen- 
ta días,  ó  con  ambas  penalidades. 

Sección  34 

Prohibición  de  cobrar  franqueo  ilegal 

El  que  siendo  administrador  de  correos,  ú  otra  per- 
sona autorizada  para  recibir  el  franqueo  de  cartas,  paque- 
tes ú  otro  material  postal  exigiere  ó  recibiere  fraudulen- 
tamente cualquier  cuota  de  franqueo,  gratificación  ó  re- 
compensa, que  no  sea  la  determinada  por  la  ley  ó  por  el 
reglamento  del  Departamento  de  correos,  para  el  fran- 
queo de  cartas,  paquetes,  bultos  ú  otro  material  postal, 
será  castigado  con  una  multa  que  no  exceda  de  cien  pesos, 
ó  con  prisión  que  no  pase  de  seis  meses,  ó  con  ambas  pe- 
nalidades. 
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Sección  35 

Separación  y  uso  de  sellos  usados 

El  que  usare  ó  intentare  usar  en  pago  de  franquea 
cualquier  sello  de  correo  ó  sobre  timbrado,  ó  cualquier 
sello  cortado  ó  separado  de  un  sobre  timbrado,  el  cual  ha- 
ya sido  usado  antes  para  el  mismo  objeto;  ó  usare  ó  in- 
tentare usar  en  pago  de  franqueo  «cualquier  sello  cancela- 
do, haya  sido  ó  no  usado  antes,  ó  quien  por  cualquier  me- 
dio quitare  ó  intentare  quitar  ó  ayudare  á  quitar  las  mar- 
cas de  cancelación  de  cualquier  sello  de  correos  ó  sobre 
timbrado,  con  intención  de  usar  el  mismo  en  pago  de  fran- 
queo, ó  con  igual  intento  separare  de  cualquier  carta  ú 
otro  material  postal  depositado  ó  recibido  en  una  admi- 
nistración de  correos  ú  otra  depositaría  autorizada  de  ma- 
terial postal,  cualquier  sello  adherido  al  mismo  en  pago- 
de  franqueo;  ó  el  que  á  sabiendas  tuviere  en  su  poder 
cualquier  sello  de  correo  así  cancelado  ó  separado,  ó  del 
cual  se  hayan  eliminado  las  marcas  de  cancelación  con  in- 
tención de  usar  el  mismo,  ó  que  vendiere  ú  ofreciere  ven- 
der tal  sello  ó  sellos,  ó  que  eliminare  el  timbre  de  admi- 
nistración de  cualquier  sobre,  timbrado  ó  carta  postal 
con  intención  de  usar  los  mismos  para  igual  objeto,  será 
castigado,  por  cada  infracción,  con  prisión  que  no  sea  me- 
nor de  seis  meses  ni  mayor  de  tres  años,  ó  con  multa  que 
no  sea  menor  de  cien  pesos  ni  mayor  de  quinientos,  ó  con 
ambas  penalidades. 

Sección  36 

Cuentas  falsas  para  aumentar  compensación 

El  que  siendo  administrador  de  correos,  ú  otra  perso- 
na empleada  en  cualquier  ramo  del  Departamento  de  Co- 
rreos, hiciere  ó  ayudare  á  hacer,  ó  mandare  hacer  un  in- 
forme, estado,  relación  ó  cuenta  falsa  a  cualquier  jefe  del 
Departamento  de  Correos,  con  el  objeto  de  aumentar 
fraudulentamente  su  compensación  ó  la  compensación  del 
administrador  ú  otro  empleado  en  una  administración  de 
correos,  será  castigado  con  una  multa  no  menor  de  cin- 
cuenta pesos  ni  mayor  de  quinientos,  ó  con  prisión  por  un 
período  que  no  exceda  de  dos  años,  ó  con  ambas  penali- 
dades. 

Sección  37 

Empeño  ó  venta  ilegales  de  sellos 

El  que  siendo  administrador  de  correos  ú  otra  perso- 
na empleada  en  cualquier  sucursal  del  Departamento  de 
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Correos,  y  estando  encargada  de  la  venta  ó  custodia  de 
sellos  de  -correos,  sobres  timbrados  6  tarjetas  postales,  los 
emitiere  ó  dispusiere  de  ellos  en  pago  de  deudas,  ó  en  la 
compra  de  mercancías  ú  otros  artículos  vendibles,  ó  los. 
empeñare  6  hipotecare,  vendiere  ó  dispusiere  de  ellos  ex- 
cepto por  efectivo ;  ó  vendiere  6  dispusiere  de  sellos  de- 
correos  ó  tarjetas  postales  por  mayor  ó  menor  cantidad; 
que  los  valores  marcados  en  los  mismos ;  ó  vendiere  ó  dis- 
pusiere de  sobres  timbrados  por  mayor  ó  menor  -cantidad 
que  la  cargada  por  el  Departamento  de  Correos  por  igual 
número  de  los  mismos;  ó  vendiere  ó  dispusiere,  ó  hiciere 
disponer  de  sellos  de  franqueo,  sobres  timbrados  ó  tarje- 
tas postales  en  cualquier  punto  ó  lugar  fuera  de  la  oficina 
donde  el  administrador  ú  otra  persona  estén  empleados  6 
indujere  ó  hiciere  inducir,  con  el  propósito  de  aumentar 
emolumentos  ó  «compensación  de  la  oficina,  á  -cualquier 
persona  ó  comprar  sellos  de  franqueo,  sobres  timbrados  6- 
tarjetas  postales  en  la  administración  donde  dicho  admi- 
nistrador ú  otra  persona  está  empleada,  cuando  la  referi- 
da persona  no  resida  ni  tenga  incumbencia  dentro  del  re- 
cinto de  tal  administración,  ó  vendiere  ó  dispusiere  de 
sello  de  franqueo,  sobres  timbrados  ó  tarjetas  postales  de- 
otra  manera  que  la  dispuesta  por  la  ley  y  reglamentos  del 
Departamento  de  Correos,  será  castigado  con  una  multa 
no  menor  de  cincuenta  pesos  ni  mayor  de  quinientos,  & 
con  prisión  que  no  exceda  de  un  año,  ó  con  ambas  penali- 
dades. 

Sección  38 

Omisión  intencional  de  fijar  y  cancelar  sellos  adicionales^ 
cuando  el  franqueo  es  insuficiente 

El  que  siendo  administrador  de  correos,  ú  otra  per- 
sona empleada  en  el  servicio  postal,  -cobrare  ó  dejare  de 
rendir  cuenta  de  los  franqueos  adicionales  devengados 
sobre  cualquier  artículo  de  material  postal  que  él  entre- 
gue, sin  haber  antes  fijado  y  cancelado  dichos  sellos  adi- 
cionales, según  está  previsto  por  los  reglamentos  del  De- 
partamento de  Correos,  ó  que  dejare  de  fijar  tales  sellos, 
será  castigado  con  una  multa  que  no  pase  de  cincuenta 
pesos,  ó  con  prisión  por  período  que  no  sea  mayor  de  dos 
meses,  ó  con  ambas  penalidades. 

Sección  39 
Material  obsceno  etc,t  excluido 

Todo  libro,  folleto,  pintura,  papel,  carta,  escrito  ó* 
impreso  obsceno,  lujurioso,  lascivo,  indecente,  sucio  ó  vul- 
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gar ;  ó  cualquier  publicación  indecente ;  y  todo  artículo  ó 
cosa  destinado  á  impedir  la  concepción  ó  procurar  el  abor- 
to, y  todo  artículo  ó  cosa  dispuesto  ó  adoptado  por  cual- 
quier uso  indecente  ó  inmoral,  y  toda  tarjeta  escrita  ó 
impresa,  carta,  circular,  libro,  folleto,  anuncio  ó  aviso  de 
cualquier  «lase,  dando  informe,  directo  ó  indirecto,  de 
dónde,  cómo  ó  por  quién  y  por  cuáles  medios  puedan  ob- 
tenerse ó  hacerse  cualquiera  de  los  artículos  ya  mencio- 
nados, ó  cualquier  paquete,  bulto  ú  otro  material  postal 
conteniendo  cualquier  artículo,  invento  ó  sustancia  sucia, 
asquerosa  ó  indecente  ya  enviado  ó  no  como  material  de 
primera  clase,  son  declarados  como  material  infranquea- 
ble ó  excluido  y  no  se  conducirá  en  los  correos  ni  se  en- 
tregará por  ninguna  administración  ni  por  ningún  carte- 
ro ,•  y  aquél  que  á  sabiendas  depositare  ó  hiciere  depositar 
para  su  trasmisión  ó  entrega,  ó  á  sabiendas  hiciere  entre- 
gar por  el  correo  según  la  dirección  que  llevare  ó  en  el 
punto  en  que  la  persona  á  quien  está  dirigida  ha  mandado 
que  se  entregue  cualquier  material  declarado  excluido 
por  esta  sección ;  ó  quien  á  sabiendas  tomare  ó  hiciere  to- 
mar el  mismo  del  correo  con  el  propósito  de  circularlo  ó 
disponer  de  él,  ó  ayudare  á  ®u  circulación  ó  disposición, 
será  castigado  por  cada  infracción  con  una  multa  que  no 
•exceda  de  cinco  mil  pesos,  ó  con  prisión  que  no  exceda  de 
•cinco  años,  ó  con  ambas  penalidades. 

Sección  40 

De  los  sobres  y  materiales  injuriosos  é  indecentes 

Todo  material  postal,  legalmente  trasmisible,  cuando 
contenga  en  el  sobre,  cubierta  ó  faja  exterior  ó  sobre  tar- 
jeta postal  dibujos,  epítetos,  términos  ó  lenguaje  de  ca- 
rácter indecente,  lujurioso,  lascivo,  obsceno,  injurioso,  di- 
famante ó  amenazador,  ó  que  por  sus  términos  ó  estilos  se 
calcule  ó  sea  obvia  la  intención  de  afectar  injuriosamen- 
te el  carácter  ó  conducta  de  una  persona,  ya  sea  escrito, 
impreso  ó  de  otra  manera  expresa  ó  aparente,  se  declara 
material  intrasmisible;  y  no  se  le  dará  curso  en  los  co- 
rreos, ni  se  entregará  por  ninguna  administración  ni  por 
ningún  cartero,  y  será  retirado  de  los  correos  bajo  los  re- 
glamentos que  prescriba  el  Director  General  de  Correos. 
Previniendo,  que  nada  en  esta  ley  autorizará  á  ninguna 
persona  para  abrir  ninguna  carta  ó  material  cerrada  de 
primera  clase,  no  siendo  dirigido  á  la  misma,  excepto  por 
debida  autorización  legal;  y  el  que  á  sabiendas,  deposita- 
re ó  hiciere  depositar,  para  su  trasmisión  ó  entrega,  cual- 
quier cosa  declarada  por  esta  sección  como  material  in- 
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trasmisible  ó  el  que  á  sabiendas  tomare  el  mismo,  ó  ayu- 
dare á  su  circulación  ó  disposición  será  castigado  por  ca- 
da infracción  con  una  multa  que  no  pase  de  cinco  mil  pe- 
sos, ó  con  prisión  por  período  que  no  sea  mayor  de  cinco 
años,  ó  con  ambas  penalidades. 

Sección  41 

Exclusión  de  loterías,  rifas  ó  circulares  de  las  mismas,  etc. 

Ninguna  carta,  tarjeta  postal  ó  circular,  concernien- 
te á  lotería,  rifa  ú  otra  empresa  ofreciendo  premios  de- 
pendiendo de  suerte  ó  azar,  y  ninguna  lista  de  los  sorteos 
de  la  lotería  ó  semejante  empresa,  y  ningún,  billete  de  lo- 
tería ó  parte  del  mismo  y  ningún  cheque,  giro,  billete,  di- 
nero ú  orden  postal  para  la  compra  de  billete,  billetes  ó 
parte  de  los  mismos,  ó  de  cualquier  acción  ó  suerte  en  nin- 
guna lotería,  rifa  ú  otra  empresa  análoga,  será  conducido 
en  los  carros,  ni  entregado  por  ninguna  administración  ó 
sucursal  de  la  misma,  ni  por  ningún  cartero;  tampoco  se 
trasmitirá  por  los  correos  ni  se  entregará  por  ningún  ad- 
ministrador ni  cartero,  ningún  periódico,  circular,  folleto 
ó  publicación  de  ninguna  clase  conteniendo  anuncios  de 
Loterías,  rifas  ó  empresas  semejantes  ó  de  cualquier  clase 
ofreciendo  premios  que  dependan  de  suerte  ó  azar,  ó  con- 
teniendo listas  de  premios  alcanzados  en  los  sorteos  de  di- 
chas loterías  ó  rifas,  ya  sean  listas  parciales  ó  completas 
de  los  sorteos.  El  que  á  sabiendas,  depositare  ó  hiciere  de- 
positar, ó  con  conocimiento  enviare  ó  hiciere  enviar  algo 
para  ser  conducido  ó  entregado  por  el  correo  en  violación 
de  esta  sección,  y  sabiéndolo  hiciere  que  se  trasmita  por 
correo  cualquier  cosa  aquí  prohibida,  será  castigado  con 
una  multa  que  no  exceda  de  quinientos  pesos,  ó  con  pri- 
sión por  un  período  que  no  pase  de  un  año,  ó  con  ambas 
penalidades. 

Sección  42  (*) 

Introducción  de  billetes  de  lotería  en  el  país 

El  que  hiciere  introducir  en  la  Isla  de  Cuba,  proce- 
dentes del  extranjero,  con  el  propósito  de  enajenarlos  ó 
depositarlos  para  ser  conducidos  por  los  correos  de  la  Islu 
de  Cuba,  papeles,  certificados  ó  instrumentos  que  sean  ó 
representen  un  billete,  suerte,  acción  ó  interés  que  depen- 
da de  la  eventualidad  de  una  lotería,  rifa  ú  otra  empresa 
ofreciendo  premios  dependientes  de  suerte  ó  azar,  ó  qui- 
siere introducir  en  la  isla  de  Cuba  cualquier  anuncio  de 

(*)     Léase  la  Orden  230  que  se  publica  más  adelante. 
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dicha  lotería,  rifa  ú  otra  empresa  ofreciendo  premios  de- 
pendientes de  suerte  6  azar,  6  que  los  depositare  para  ser 
trasmitidos  por  los  correos  de  la  Isla  de  Cuba,  será  casti- 
gado en  la  primera  infracción  con  una  multa  que  no  exce- 
da de  mil  pesos,  ó  con  prisión  que  no  pase  de  dos  años,  ó 
con  ambas  penalidades;  y  en  la  segunda  ó  subsiguientes 
infracciones,  con  prisión  por  período  que  no  exceda  de 
cinco  años.(*) 

Sección  43 

Los  administradores  no  serán  agentes  de  loterías 

Ningúr  administrador  de  correos  ni  otra  persona  em- 
pleada, ó  de  otra  manera  relacionada  con  cualquier  ramo 
del  Departamento  de  Correos,  ejercerá  como  agente  de 
ninguna  lotería;  y  de  ninguna  manera  comprará  ni  ven- 
derá billetes  de  lotería;  tampoco  á  sabiendas  recibirá  ni 
enviará  proyectos  de  lotería,  circulares  ni  billetes.  El  que 
violare  lo  prescrito  en  esta  sección,  será  castigado  con  una 
multa  que  no  exceda  de  cien  pesos,  ó  con  prisión  por  un 
período  que  no  pase  de  un  año,  ó  con  ambas  penalidades. 

Sección  44 

Uso  de  los  correos  para  estafar 

El  que  habiendo  inventado  ó  teniendo  propósito  de 
inventar  cualquier  proyecto  ó  artificio  para  defraudar  ó 
para  obtener  dinero  ó  propiedad  por  medio  de  representa- 
ciones falsas  y  fraudulentas,  ó  promesas ;  ó  para  vender, 
enajenar,  prestar,  cambiar,  alterar,  regular,  distribuir, 
suministrar  ó  procurar  para  uso  ilegal,  cualquier  moneda 
falsa,  billete  de  banco,  papel  moneda  ó  cualquier  obliga- 
ción ó  valor  de  los  Estados  Unidos  ó  de  cualquier  estado 
ó  territorio  de  los  mismos,  ó  de  la  Isla  de  Cuba,  ó  de  cual- 
quier provincia,  municipalidad,  compañía,  corporación  ó 
persona,  ó  cualquier  cosa  que  represente  ser  ó  sea  tal  ar- 
tículo falso  ó  falsicado,  ó  cualquier  proyecto  ó  artificio 
para  obtener  dinero  con  ó  por  medio  de  correspondencia, 
empleando  el  artificio  vulgarmente  llamado  (**)  "sawdast 
swindle,  ó  connterfeit  money  fraud"  ó  por  traficar  ó  pre- 

(*)     Léase  la  Orden  230  de  1899  que  se  publica  á  continua- 
ción de  la  presente.  Página  312. 

(**)  Las  frases  saw-dust  swindle ,  connterfeit  money-fraud,  green 
goods,  green  coin,  bilis,  paper  goods,  spurious  Treasury  notes,  Untted 
States,  goods  y  green  cigars,  son  términos  para  signicar  dinero  fal- 
sificado, ya  sea  metálico  ó  papel,  y  se  refieren  á  ciertas  prácticas 
fraudulentas  en  los  correos,  y  conocidas  en  los  Estados  Unidos. 
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tender  traficar  en  lo  que  comunmente  se  llama  "green 
goods,"  "green  coin,"  " bilis,' *  "paper  goods,"  "spuri- 
ous  Treasury  notes, "  " United  States  good,"  "green 
cigars,"  ú  otros  nombres  con  intención  de  que  se  entien- 
da que  refieren  6  aplican  á  tales  artículos  falsificados;  ó 
lieu  el  que  se  propusiere  realizarlos  estableciendo  ó  in- 
tentando establecer  correspondencia  6  comunicación  con 
cualquier  persona,  ya  sea  residente  ó  no  de  la  Isla  de  Cu- 
ba, por  medio  del  servicio  del  Departamento  de  Correos, 
ó  incitando  ó  procurando  que  otra  persona  abra  comuni- 
cación con  la  persona  que  implante  el  proyecto ;  ó  lo  pro- 
pusiere, entregare  ó  hiciere  entregar,  para  la  mejor  reali- 
zación del  mismo,  ó  que  para  poderlo  realizar,  entregare 
ó  hieiee  entregar  una  carta  bulto,  paquete,  escrito,  circu- 
lar, folleto  ó  anuncio  en  oficina  de  correos,  sucursal  de  la 
misma,  buzón  en  la  calle,  ó  apartado  en  cualquier  hotel 
de  la  isla  de  Cuba,  ó  lugar  autorizado  como  depositaría 
de  material  postal,  para  que  sea  enviado  ó  entregado  por 
el  servicio  del  Departamento  de  Correos  ó  lo  recoja  ó  re- 
ciba de  esos  lugares;  ó  que  á  sabiendas  hiciere  entregar 
por  el  correo,  de  acuerdo  con  la  dirección  que  lleve,  ó  en 
el  lugar  en  que  la  persona  á  quien  está  dirigida  ha  man- 
dado que  se  entregue,  tal  carta,  bulto,  paquete,  escrito, 
circular,  folleto  ó  anuncio,  será  castigado  con  una  multa 
que  no  excederá  de  mil  pesos,  ó  con  prisión  por  un  térmi- 
no que  no  pasará  de  cinco  años,  ó  con  ambas  penalidades* 
Y  ninguna  carta,  tarjeta  postal,  paquete,  circular,  folleto, 
anuncio  ú  otra  publicación  concerniente  ó  de  alguna  ma- 
nera relacionada  con  cualquiera  de  los  proyectos,  artifi- 
cios ó  ardides  aquí  antes  descritos,  será  trasmitida  ni  en- 
tregada por  ninguna  administración,  ni  sucursal  de  Co- 
rreos ni  por  cartero  alguno. 

Sección  45 

Dirección  ficticia 

El  que  con  el  propósito  de  fomentar,  promover  ó  pro- 
seguir de  cualquier  manera,  por  medio  del  servicio  del  De- 
partamento de  Correos  de  la  Isla  de  Cuba,  cualquier  pro- 
yecto ó  idea  mencionada  en  la  sección  precedente,  ó  cual- 
quier otro  asunto  ilegal  de  cualquier  naturaleza,  usare  ó 
asumiere  ó  solicitare  que  se  le  dirija  por  cualquier  direc- 
ción, nombre,  ó  título  fiieticio,  falso,  que  no  sea  su  verda- 
dero nombre,  ó  que  tomare  ó  recibiere  de  cualquier  admi- 
nistración de  correos  de  la  Isla  de  Cuba,  ó  cualquiera  car- 
ta, tarjeta  postal,  paquete,  bulto  ó  otro  material  postal, 
dirigido  á  cualquier  dirección,  nombre  ó  título  ficticio,  ú 


300 

•  otro  que  no  sea  su  propio  nombre,  legal  y  verdadero,  será 
castigado  de  la  manera  dispuesta   en   la   sección   prece- 
dente. 

Sección  46 

Podrá  negarse  la  entrega  de  material  postal  &  individuos 

relacionados  con  loterías, 
proyectos    fraudulentos,    etc. 

El    Director  General  de  Correos  con  pruebas  satis- 
factorias de  que  cualquier  persona  ó  compañía  se  ocupa 

•  en  dirigir  cualquier  empresa  de  lotería,  rifa  ó  proyecto  * 
para  distribución  de  dinero  ó  de  propiedad  mueble  ó  in- 
mueble, por  suerte,  azar  ó  sorteo  de  cualquier  clase,  ó  de 
que  cualquier  persona  ó  compañía  se  ocupa  de  cualquier 
proyecto  ó  ardid  para  obtener  dinero  ó  propiedad  de  cual- 
quier clase  por  conducto  del  correo  y  por  medio  de  falsas 
ó  fraudulentas  pretensiones,  representaciones,  promesas 
ó  cualquier  otro  proyecto  para  defraudar ;  ó  de  que  dicha 
persona  ó  compañía  dirija  por  los  correos  cualquier  pro- 
posición de  venta,  propaganda,  distribución  ó  circulación 
de  libro,  folleto,  pintura,  papel,  carta,  escrito,  impreso, 
que  sea  obscuro,  lascivo,  lujurioso,  indecente,  sucio,  vul- 
gar ó  profano ;  ú  otra  publicación  de  carácter  indecente, 

ó  de  cualquier  artículo  ó  cosa  destinada  ó  dispuesta  para 
impedir  la  concepción  ó  para  producir  el  aborto,  ó  de 
cualquier  otro  artículo  ó  cosa  dispuesto  ó  adaptado  para 
cualquier  uso  indecente  é  inmoral,  podrá  ordenar  á  los  ad- 
ministradores de  cualquier  administración  donde  lleguen 
cartas  ordinarias  y  certificados  ó  cualquier  otro  material 
postal  dirigido  á  tal  persona  ó  compañía,  ó  al  agente  ó  re- 
presentante de  tal  persona  ó  compañía,  ya  está  actuando 
dicho  agente  ó  representante  de  tal  persona  ó  compañía, 
como  individuo  ó  como  razón  social,  banco,  corporación  ó 
asociación  de  cualquier  clase,  para  devolver  todas  las  car- 
tas al  administrador  de  la  oficina  de  donde  procedieren 
con  la  palabra  " Fraudulenta' '  claramente  escrita  ó  estam- 
pada en  el  exterior  y  todas  estas  cartas  así  devueltas  á  los 
administradores,  serán  entonces  enviadas  á  los  autores  de 
las  mismas,  bajo  las  disposiciones  que  prescriba  el  Direc- 
tor General  de  Correos.  Previniendo  no  obstante,  que  en 
casos  donde  los  nombres  y  direcciones  de  los  autores  no 
aparezcan  en  las  cartas  ordinarias  serán  enviadas  á  la  ofi- 
cina de  cartas  no  entregadas  de  la  Habana,  para  ser  remi- 
tidas á  los  autores  en  el  modo  normal,  bajo  la  disposición 
ó  reglamento  que  prescriba  el  Director  General  de  Co- 
rreos. Pero  nada  de  lo  contenido  en  esta  sección  se  inter- 
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pretará  como  autorización  á  ningún  administrador  ú  otra", 
persona  para  abrir  ninguna  carta  no  dirigida  a  él  mismo, 
excepto  en  la  oficina  de  cartas  no  entregadas,  según  que- 
da aquí  dispuesto.  El  aviso  público  de  tal  persona  6  com- 
pañía ocupada  en  tal  lotería,  rifa,  proyecto,  ardid  ó  nego- 
cio, de  que  las  remesas  de  fondos  para  la  misma  podrán 
hacerse  por  carta  á  cualquier  otra  persona,  razón  socialr, 
banco,  corporación  ó  asociación  expresada  en  el  mismo, 
se  considerará  'prima  facie  de  que  existe  tal  agencia ;  pero* 
el  Director  General  de  Correos  podrá  averiguar  la  exis- 
tencia de  tal  agencia  de  cualquier  otra  manera  legal  que- 
le  sea  satisfactoria. 

Sección  47 

Podrá  rehusarse  el  pago  de  órdenes  postales  a  loterías 

y  negociantes  fraudulentos 

íEI  Director  General  de  Correos  con  pruebas  satisfac- 
torias, de  que  cualquier  persona  ó  compañía  se  ocupa  en' 
negocios  de  alguna  lotería,  rifa  ó  proyecto  para  la  distri- 
bución de  dinero  ó  de  propiedad,  mueble  ó  inmueble,  por 
suerte,  azar  ó  sorteo  de  cualquier  clase;  ó  de  que  cual- 
quier persona  ó  compañía  está  explotando  cualquier  otro 
proyecto  para  obtener  dinero  ó  propiedad  de  cualquier 
clase,  valiéndose  de  los  correos  y  por  medio  de  falsas  y 
fraudulentas  pretensiones,  representaciones  ó  promesas,  ó« 
cualquier  otro  ardid  para  defraudar  ó  de  que  se  ocupa,„ 
valiéndose  de  los  correos,  en  cualquier  negocio  ó  proyec- 
to para  la  venta,  propaganda,  distribución  ó  circulación, 
en  cualquier  forma,  de  libros,  folletos,  estampas,  papeles, 
cartas,  escritos  ó  impresos  de  carácter  obsceno,  lujurioso, 
lascivo,  indecente;  sucio,  vulgar  ó  profano,  ú  otra  publi- 
cación de  carácter  indecente ;  ó  bien  de  cualquier  otro  ar- 
tículo ó  cosa  dispuesto  ó  adaptado  paira  cualquier  uso  in- 
decente ó  inmoral;  podrá  prohibir  á  los  administradores 
hacer  el  pago  de  cualquier  orden  ú  órdenes  postales  expe- 
didas á  favor  de  la  tal  persona  ó  compañía,  ó  al  agente  dev 
cualquier  persona  ó  compañía,  ya  ejerza  el  agente  como* 
individuo,  ó  como  razón  social,  corporación  ó  asociación* 
de  cualquier  cla&e,  y  podrá  disponer  por  reglamento  la 
devolución  á  los  remitentes  de  las  cantidades  expresadas 
en  tales  órdenes  postales.  Pero  esto  no  autorizará  á  perso- 
no alguna  para  abrir  ninguna  carta  que  no  esté  dirigida  á 
ella  misma.  El  anuncio  público  por  tal  persona  ó  compa- 
ñía que  esté  explotando  la  lotería,  rifa,  proyecto,  ardid  ó 
negocio,  de  que  las  remesas  de  fondos  para  la  misma  po- 
drán hacerse  por  medio  de  órdenes  postales  de  giro  á  cual- 
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quier  otra  persona,  firma,  banco,  corporación  ó  asociación 
expresada  en  el  mismo  se  considerará  como  prueba  pri- 
ma facie  de  que  exista  tal  agencia  por  todos  los  indivi- 
duos nombrados  en  el  mismo ;  pero  el  Director  General  de 
Correos  podrá  averiguar  la  existencia  de  tal  agencia  de 
cualquier  otra  manera  legal  que  le  sea  satisfactoria. 

Sección  48 

Prohibición  de  venenos  y  explosivos 

Todo  veneno,  artículo  ó  composición  que  contenga 
veneno;  todo  animal,  insecto  ó  reptil  venenoso;  así  como 
toda  clase  de  explosivos  y  materiales  inflamables ;  máqui- 
nas explosivas  y  aparatos  ó  composiciones  mecánicas  ó 
químicas,  y  otros  que  puedan  encenderse  y  explotar,  y  to- 
do germen  de  enfermedad,  ó  costras,  y  todo  otro  artículo 
natural  ó  artificial,  composición  ó  material  de  cualquier 
clase  que  pueda  matar,  ó  de  cualquier  manera  lastimar, 
lierir,  ó  perjudiciar  á  otro ;  ó  averiar,  desfigurar,  ó  de  otra 
forma,  perjudicar  la  correspondencia  ú  otra  propiedad; 
ya  sea  esta  cerrada,  de  primera  clase  ó  no,  son  declaradas 
materias  intrasmisibles  y  no  se  les  dará  curso  por  los  co- 
rreos ni  se  entregarán  por  ninguna  administración  ó  su- 
cursal, ni  por  ningún  cartero.  Previniendo  no  obstante, 
que  el  Director  General  de  Correos  podrá  permitir  la 
transmisión  por  los  correos,  bajo  tales  disposiciones  ó  re- 
glamentos que  él  prescriba,  respecto  de  la  preparación  y 
envase,  de  cualquiera  de  los  artículos  antes  descritos,  que 
no  sean  exteriormente  y  de  su  propia  fuerza  peligrosos  ó 
perjudiciales  á  la  vida,  salud  ó  propiedad.  El  que  á  sa- 
biendas depositare  ó  hiciere  depositar  para  transmisión  ó 
entrega  por  el  correo,  ó  el  que  hiciere  entregar  por  correo 
de  acuerdo  con  la  dirección  fijada  en  la  misma  ó  el  cual- 
quier punto  en  que  la  persona  á  quien  está  dirigida  ha 
mandado  que  se  entregue  cualquier  co«a  declarada  in- 
transmisible en  esta  sección  no  siendo  de  acuerdo  con  las 
disposiciones  ó  reglamentos  que  aquí  se  autoriza  prescri- 
bir al  Director  General  de  Correos;  será  castigado  por 
cada  infracción  con  una  multa  que  no  sea  mayor  de  mil 
pesos,  ó  con  prisión  por  un  período  que  no  exceda  de  dos 
años,  ó  con  ambas  penalidades  y  el  que  á  sabiendas  depo- 
sitare ó  hiciere  depositar  para  transmisión  ó  entrega  por 
correo,  ó  el  que  á  sabiendas  hiciere  que  se  entregue  por 
correo  de  acuerdo  con  la  dirección  fijada  en  la  misma  ó 
en  cualquier  punto  en  que  la  persona  á  quien  está  dirigi- 
da ha  mandado  que  se  entregue  cualquier  cosa  declarada 
'intransmisible  en  esta  sección  ya  sea  ó  no  transmitida  con 
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¿arreglo  á  las  disposiciones  ó  reglamento  aquí  autorizado 
para  ser  prescrito  por  el  Director  Gen-eral  de  Correos,  con 
designio,  intento  ó  propósito  de  matar,  ó  de  alguna  mane- 
ra lastimar,  herir  ó  lesionar  a  otro,  ó  averiar,  «desfigurar, 
ó  de  otra  forma  perjudicar  la  correspondencia  ú  otra 
propiedad,  &erh  castigado,  por  cada  infracción  con  una 
multa  que  no  exceda  de  cinco  mil  pesos,  ó  con  prisión  por 
período  que  no  pase  de  diez  años,  ó  con  ambas  penali- 
dades. 

Sección  49 
Falsificación  de  giros  postales 

El  que  con  intención  de  defraudar,  falsificare  ó  imi- 
tare la  firma  de  cualquier  administrador  de  correos,  sub- 
administrador,  oficial  ó  empleado  sobre  cualquier  orden 
postal  ó  forma  en  blanco  de  la  misma  provista  ó  emitida 
bajo  la  dirección  del  Departamento  de  Correos  de  la  Isla 
de  Cuba,  de  los  Estados  Unidos,  ó  de  cualquier  país  ex- 
tranjero y  pagadera  en  la  Isla  de  Cuba,  ó  cualquier  firma, 
material  ó  endoso  sobre  la  misma,  ó  cualquier  firma  mate- 
rial -sobre  cualquier  recibo  ó  certificado  de  identificación 
sobre  el  mismo ;  ó  falsamente  hiciere  ó  procurare  que  se 
altere  con  falsedad  en  cualquier  respecto  material,  ó  á  sa- 
biendas, ayudare  ó  asista  en  tal  alteración  falsa  de  cual- 
quier orden  postal ;  ó  que  con  intento  de  defraudar  pasa- 
re, profiriere  ó  publique  tal  orden  postal  falsificada  ó  al- 
terada, sabiendo  que  cualquier  firma  material  ó  endoso 
sobre  ía  misma  es  falso,  ó  que  cualquier  alteración  en  la 
misma  se  haya  hecho  falsamente;  ó  que  emitiere  alguna 
orden  postal,  de  giro  sin  haberse  previamente  recibido  ó 
pagado  el  importe  completo  de  dinero  que  se  haya  de  pa- 
gar por  ella,  con  el  propósito  de  fraudulentamente  perci- 
bir ú  obtener;  ó  fraudulentamente  facilitar  á  otra  perso- 
na cualquiera,  ya  directa  ó  indirectamente  que  perciba  ú 
obtenga  del  Departamento  de  Correos  de  la  Isla  de  Cuba, 
ó  de  cualquier  funcionario,  empleado  ó  agente  del  mismo 
cualquier  sumía  de  dinero,  ó  'que  eon  intento  de  defraudar 
al  Departamento  de  Correos  de  la  Isla  de  Cuba,  ó  á  cual- 
quier persona,  transmitiere  en  persona,  ó  presentare,  hi- 
ciere ó  procurare  que  sea  transmitida  ó  presentada  á  cual- 
quier funcionario  ó  empleado,  ó  en  cualquier  oficina  del 
Departamento  de  Correos  de  la  Isla  de  Cuba  ó  de  otra 
parte,  alguna  orden  postal  de  giro,  sabiendo  que  la  misma 
«contiene  alguna  firma  falsificada  ó  imitada,  ó  en  algún  en- 
doso material,  recibo  ó  certificado  adjunto,  ó  alteración 
material  hecha  ilegalmente,  ó  que  haya  sido  ilegalmente 
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emitida  sin  previo  pago  de  la  cantidad  requerida  y  paga- 
dera en  el  acto  de  su  emisión,  serla,  castigado  con  una  mul- 
ta que  no  exceda  de  cinco  mil  pesos  ó  con  prisión  por  pe- 
ríodo que  no  sea  mayor  de  cinco  años,  ó  con  ambas  pena- 
lidades. 

Sección  50 
Falsificación  de  sellos  de  franqueo 

El  que  falsificare  ó  imitare  algún  sello  de  franqueo 
ó  algún  sello  timbrado  en  sobre,  tarjeta  postal,  ó  algún 
cuño,  plancha  ó  grabado  del  mismo ;  ó  hiciere  ó  imprimie- 
re ó  á  sabiendas  usare  ó  vendiere,  ó  tuviere  en  su  poder 
con  intención  de  usar  ó  vender  algún  sello  de  franqueo 
falsificado  ó  imitado,  sobre  timbrado,  tarjeta  postal,  cu- 
ño, plancha  ó  grabado ;  ó  hiciere  á  sabiendas  ó  usare,  ven- 
diere ó  tuviere  en  su  poder,  con  intención  de  usar  ó  ven- 
der algún  papel,  conteniendo  la  marca  de  agua  de  cual- 
quier sobre  timbrado,  tarjeta  postal,  ó  cualquier  imita- 
ción fraudulenta  del  mismo;  ó  hiciere  ó  imprimiere  ó  au- 
torizare ó  procurare  que  se  haga  ó  imprima  algún  sello  de 
franqueo,  sobre  timbrado  ó  tarjeta  postal  de  la  clase  au- 
torizada y  dispuesta  por  el  Departamento  de  Correos  de 
la  Isla  de  Cuba,  sin  especial  autorización,  y  dirección  de 
dicho  Departamento,  ó  que  después  de  haberse  impreso 
tal  sello  de  franqueo,  sobre  timbrado,  ó  tarjeta  postal  y 
•con  intento  de  defraudar  entregare  el  mismo  á  cualquier 
persona  no  autorizada  por  documento  debidamente  auto- 
rizado bajo  la  firma  del  Director  de  Correos  y  el  sello 
del  Departamento  de  Correos  para  recibirlos,  será  cas- 
tigado con  una  multa  que  no  sea  menor  de  cien  pesos  ni 
mayor  de  quinientos  ó  con  prisión  por  período  que  no  sea 
menor  de  un  año  ni  mayor  de  cinco,  ó  con  ambas  penali- 
dades. 

Sección  51 
Falsificación  de  sellos  extranjeros 

El  que  falsificare  ó  imitare,  ó  á  sabiendas  usare  algún 
sello  de  franqueo  falsificado  de  los  Estados  Unidos  ó  de 
cualquier  gobierno  extranjero,  será  castigado  con  una 
multa  que  no  sea  menor  de  -cien  pesos  ni  mayor  de  qui- 
nientos, ó  será  encarcelado  por  un  período  que  no  sea  me- 
nor de  un  año  ni  mayor  de  cinco,  ó  con  ambas  penalidades. 
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Sección  52 

Inclusión  de  material  de  alta  clase  en  el  de  baja 

Material  postal  de  segunda,  tercera  ó  cuarta  clase 
conteniendo  algún  escrito  ó  impreso  adicional  al  material 
original,  otro  que  el  autorizado  por  las  disposiciones  y  re- 
glamento del  Departamento  de  Correos,  no  será  admitido 
en  los  correos,  ni  entregado,  excepto  si  se  paga  el  fran- 
queo de  material  de  primera  clase,  deduciendo  de  él  cual- 
quier cantidad  que  se  hubiere  pagado  anticipadamente  en 
sellos  fijados,  salvo  que  por  dirección  del  Director  Gene- 
ral de  Correos  tal  franqueo  sea  condonado,  y  el  que  á  sa- 
biendas escondiere  ó  ocultare  material  de  alta  clase  en  el 
de  baja  clase  y  depositare  ó  hiciere  depositar  el  mismo 
para  transmisión  por  el  correo  á  menor  cuota  que  la  que 
se  cobraría,  tanto  por  el  de  alta  como  el  de  baja  clase,  se- 
rá castigado  por  cada  infracción  con  una  multa  que  no 
sea  menor  de  diez  pesos  ni  mayor  de  cien,  ó  con  prisión 
que  no  sea  mayor  de  sesenta  das,  ó  con  ambas  penali- 
dades. 

,     «Sección  53 
Declaración  jurada  de  los  editores 

El  Director  General  de  Correos,  cuando  á  su  criterio 
lo  juzgare  necesario,  podrá  prescribir,  par  reglamento, 
una  declaración  jurada  en  debida  forma,  que  ha  de  pres- 
tar cada  editor  de  cualquier  periódico  ó  publicación  pe- 
riódica enviada  por  los  correos  ó  de  cualquier  empleado 
de  tal  editor,  comprometiéndose  á  no  enviar,  ó  á  sabien- 
das permitir  que  se  envíe  por  los  -correos  ningún  ejemplar 
ó  ejemplares  de  tal  periódico  como  material  de  segunda 
«lase,  excepto  á  suscriptores  regulares  del  mismo  ó  agen- 
tes de  publicaciones ;  y  si  tal  editor  ó  empleado  de  tal  edi- 
tor, al  ser  requerido  por  el  Director  General  ó  cualquier 
agente  especial  ú  otro  funcionario  por  el  Departamento 
de  Correos  para  hacer  tal  declaración,  rehusare  hacerlo  y 
después,  sin  haber  prestado  tal  declaración,  depositare 
periódicos  en  los  correos,  para  su  transmisión  como  mate- 
rial de  segunda  clase,  será  castigado  con  una  multa  que 
no  sea  menor  de  cien  pesos  ni  mayor  de  mil ;  y  si  cual- 
quier persona  á  sabiendas  ó  intencionalmente,  depositare 
material  como  de  segunda  clase  sabiendo  que  el  mismo  no 
tuviere  derecho  á  la  cuota  fijada  para  material  de  segun- 
da clase,  con  intención  de  evitar  el  pago  de  debido  fran- 
queo sobre  el  mismo,  ó  si  cualquier  administrador  de  co- 


306 

rreos  ú  otra  persona  relacionada  son  el  servicio  del  De- 
partamento de  'Correos  permitiere  á  sabiendas  la  trans- 
misión de  cualquier  material  contraria  á  la  ley  y  en  vio- 
lación de  las  disposiciones  y  reglamentos  del  Departa- 
mento de  Correos,  será  castigado  con  una  multa  que  no 
sea  menor  de  cien  pesos  ni  mayor  de  mil,  ó  con  prisión 
que  no  exceda  de  un  año,  ó  con  ambas  penalidades. 

Sección  54 

Falsa  evidencia  respecto  de  material 

El  que  sometiere  ó  hiciere  someter  a  algún  adminis- 
trador de  correos  ó  al  Departamento  de  Correos  ó  á  cual- 
quier persona  empleada  en  el  servicio  de  dicho  Departa- 
mento cualquier  evidencia  ó  prueba  falsa  relativa  al  ca- 
rácter de  cualquier  publicación,  con  el  propósito  de  ase- 
gurar su  admisión  al  tipo  .de  material  de  segunda  clase 
para  transmitirla  por  los  correos,  será  castigado  por  cada 
infracción  con  una  multa  que  no  sea  menor  de  cien  pesos 
ni  mayor  de  quinientos  ó  con  prisión  por  un  período  que 
no  sea  mayor  de  un  <año,  ó  con  ambas  penalidades. 

Sección  55 

Malversación  de  dinero  ó  propiedad 

El  que  siendo  administrador  de  correos,  sub-adminis- 
trador,  cajero,  ú  otra  persona  empleada  ó  de  alguna  ma- 
nera relacionada  con  los  trabajos  ú  operaeiones  de  cual- 
quier ramo  del  servicio  del  Departamento  de  Correos, 
traspasare  á  su  propio  uso  particular  dinero,  sellos  de 
franqueo,  papel  timbrado  ú  otra  propiedad  del  Departa- 
mento de  Correos,  ó  en  la  custodia  de,  ó  en  uso  por  dicho 
Departamento,  ó  giro  postal  ú  otros  fondos  que  pasen 
por  sus  manos  de  cualquier  manera  que  sea,  ó  dinero  ó 
propiedad  que  haya  llegado  á  su  poder  ó  bajo  su  dominio 
en  el  ejercicio  de  su  cargo,  empleo  ó  servicio  ó  bajo  su 
autoridad  como  tal  oficial,  empleado  ó  agente,  ya  sea  el 
mi^mo  dinero  ó  propie>dald  del  Departamento  de  Correos 
ó  en  la  custodia  del  mismo,  ó  en  uso  por  el  Departamento 
<»  sea  propiedad  de  alguna  otra  persona  ó  individuo,  ó  de- 
jare de  guardad  con  seguridad  dicho  dinero,  sellos,  pape- 
les sellados,  tarjetas  postales;  órdenes  postales  ú  otros 
fondos  ó  propiedad,  ya  sea  propiedad  del  Departamento 
de  Correos  ó  en  custodia  del  mismo,  ó  en  uso  por  el  mis- 
mo, ó  bien  la  propiedad  de  alguna  otra  persona  ó  indivi- 
duo, sin  prestar,  usar,  depositar  en  bancos,  excepto  según 
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esté  autorizado  por  el  reglamento  del  Departamento  de 
Correos,  ó  canjear  por  fondos  ó  propiedad  otros  que  los 
que  son  especialmente  permitidos  por  los  reglamentos  del 
Departamento  de  'Correos ;  ó  que  faltare  en  remitir  ó  de- 
positar en  depositaría  designada,  ó  en  traápasar  á  los  fun- 
cionarios debidos,  agente  ó  agentes  tal  dinero,  sellos  de 
franqueo,  papel  timbrado,  giros  postales  ú  otros  fondos, 
ú  otra  propiedad,  ya  sea  esta  propiedad  del  Departamen- 
to de  Correos  ó  en  su  -custodia  ó  en  uso  por  dicho  Depar- 
tamento, ó  sea  propiedad  de  alguna  otra  persona  ó  indi- 
viduo, cuando  requerido  a  hacerlo  por  la  ley  ó  por  el  re- 
glamento del  Departamento  de  Correos,  ya  fuere  directa- 
mente ó  por  conducto  de  un  oficial  autorizado  y  acredita- 
do, ó  agente  del  Departamento  de  Correos,  ó  aconsejare  6 
participare  en  cualquiera  de  las  infracciones  definidas  en 
esta  sección,  será  castigado  por  cada  infracción  eon  pri- 
sión por  término  que  no  sea  menor  de  seis  meses  ni  mayor 
de  diez  años,  ó  con  una  multa  en  cantidad  igual  á  la  mal- 
versada, ó  con  ambas  penalidades;  y  cualquier  falta  en 
entregar  cualquier  dinero,  sellos  de  franqueo,  papel  tim- 
brado, giros  postales  ú  otros  fondos  ó  propiedades,  ya 
sean  de  la  propiedad  del  Departamento  de  Correos  ó  en 
su  eustodia  ó  en  uso  por  dicho  Departamento,  ó  sean  pro- 
piedad de  cualquiera  otra  persona  ó  individuo,  cuando 
sea  requerido  para  que  do  haga  según  antes  se  ha  dispues- 
to, será  ■considerada  como  prueba  prima  facie  del  delito. 
'Pero  nada  se  interpretará  como  prohibitivo  para  que 
cualquier  administrador  de  correos,  bajo  la  dirección  del 
Director  General  de  Correos,  deposite  á  su  propia  orden,  en 
un  banco  señalada  por  este  último,  á  ese  efecto  ó  en  cual- 
quier otro  lugar,  si  así  lo  autorizare,  especialmente  el  Di- 
rector General  de  Correos,  los  fondos  á  su  cargo  como  tal 
administrador,  no  impida  que  él  haga  la  negociación  de 
letras  ú  otrs  valores  por  conducto  de  tales  bancos,  ó  de 
otra  manera,  toda  vez  que  así  se  lo  ordene  ó  prevenga  el 
Director  General  de  Correos  con  el  objeto  de  remitir  los 
fondos  sobrantes  de  una  administración  á  otra,  ó  bien  á 
una  depositaría  designada. 

Sección  56 

Penalidad  por  falta  de  cumplimiento  en  el  contrato' 

El  que  habiendo  hecho  una  oferta  para  la  transpor- 
tación de  la  correspondencia  por  cualquier  vía  que  se  hu- 
biere anunciado  en  arrendamiento  y  habiendo  recibido  la 
concesión  del  contrato  para  tal  servicio,  rehusare  ó  fal- 
tare indebidamente  á  efectuar  el  contrato  con  el  Director 
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General  de  Correos  en  debida  forma,  para  cumplimentar 
el  servicio  expresado  en  su  oferta  6  proposición,  ó  ha- 
biendo verificado  tal  contrato,  rehusare  ó  faltare  indebi- 
damente a  cumplimentar  dicho  servicio,  será  castigado 
por  esa  falta  ó  negativa  con  una  multa  que  no  exceda  de 
cinco  mil  pesos,  ó  con  prisión  por  un  período  que  no  sea 
mayor  de  un  año,  ó  con  ambas  .penalidades.  Y  la  falta  ó 
negativa  de  la  persona  ó  personas  para  ultimar  tal  con- 
trato en  debida  forma,  ó  habiendo  verificado  tal  contrato, 
la  falta  ó  negativa  de  cumplimiento  de  estos  servicios,  se- 
rá prima  facie  en  toda  acción  ó  causa  d!e  procedimiento 
que  se  instruya  bajo  esta  sección  al  efecto,  de  que  la  falta 
ó  negativa  fué  improcedente. 

Sección  57 

Combinaciones  para  impedir  ofertas 

Ningún  contrato  para  conducir  la  correspondencia 
se  verificará  eon  ninguna  persona  que  haya  entrado  ó  ha- 
ya propuesto  entrar  «en  alguna  combinación  -para  impedir 
ofertas  para  la  conducción  de  la  correspondencia,  ó  que 
haya  hecho  algún  convenio  ó  haya  dado  ó  practicado  ó 
prometido  dar  ó  practicar  cualquier  cosa  para  indueir  á 
otra  persona  á  no  hacer  oferta  para  tal  contrato ;  y  si  tal 
persona  cometiendo  esta  infracción,  fuere  contratista  pa- 
ra conducir  la  correspondencia,  su  contrato  podrá  ser 
anulado  y  será  castigado  con  una  multa  que  no  pase  de 
mil  pesos,  ó  »con  prisión  que  no  exceda  de  seis  meses,  ó  con 
ambas  penalidades. 

Sección  58 

Aprobación  ilegal  de  fianza  por  un  administrador 

Cualquier  administrador  que  pusiere  su  firma  de 
aprobación  á  la  fianza  de  un  postor  ó  al  certificado  de  su- 
ficiencia de  fiadores  en  un  contrato  antes  de  que  dicha 
fianza  ó  contrato  sea  firmado  por  el  postor  'ó  contratistas 
y  sus  fiadores,  ó  á  sabiendas  ó  sin  ejercer  la  debida  dili- 
gencia aprobare  cualquiera  fianza  de  un  postor  con  segu- 
ridad insuficiente,  ó  ejecutare  á  sabiendas  cualquier  cer- 
tificado falso  ó  fraudulento,  será  seguidamente  depuesto 
de  su  cargo,  y  permanecerá  después  inhabilitado  para 
ejercer  el  cargo  «de  administrador  de  correos,  y  también 
será  castigado  con  una  multa  de  no  más  de  cinco  mil  pe- 
sos, ó  con  prisión  que  no  exceda  de  un  año,  ó  con  «ambas 
penalidades. 
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Sección  59 

Juramento  de  fiadores 

Antes  de  que  la  fianza  de  un  postor  para  conducir  la 
correspondencia  sea  aprobada,  si  el  Director  General  de 
Correos  lo  requiere,  se  endosarán  sobre  la  misma  los  ju- 
ramentos de  los  fiadores  correspondientes,  tomadas  ante 
un  funcionario  «autorizado  para  administrar  juramentos, 
al  efecto  de  que  son  -dueños  de  bienes  raíces  con  valor  en 
junto  del  doble  de  la  cantidad  de  dicha  fianza  excepto  la 
ascendencia  de  todas  deudas  de  los  mismos  á  otros,  y  tam- 
bién de  toda  ejecución  judicial,  hipotecas  ú  otras  ejecu- 
ciones contra  ellos,  luego  de  deducidas  todas  exenciones 
de  cualquier  carácter  que  sean.  Acompañando  á  dicha 
fianza  y  formando  parte  de  la  misma  podrá  unirse  una  se- 
rie de  interrogatorios,  impresos  ó  escritos,  que  prescriba 
el  Director  General  de  Correos  y  sean  contestados  por  los 
fiadores,  bajo  juramento,  demostrando  el  importe  de  bie- 
nes raíces  que  posean,  una  descripción  breve  de  los  mis- 
mos, su  probable  valor,  donde  están  situados,  y  en  qué 
provincia  ó  lugar  existe  el  registro  de  los  títulos  corres- 
pondientes. Y  si  cualquier  fiador  jurare  en  falso,  á  sabien- 
das é  intencionalmente,  .cualquier  declaración  hecha  bajo 
las  disposiciones  de  esta  sección,  será  pastigado  con  una 
multa  que  no  sea  mayor  de  cinco  mil  pesos  ó  con  prisión 
no  menor  de  un  año  ni  may¡or  de  tres  ó  con  ambas  penali- 
dades. 

Sección  60 
Uso  de  sobres  oficiales  para  asuntos  particulares 

El  que  hiciere  uso  de  cualquier  sobre  oficial  autori- 
zaklo  por  la  ley  ó  por  reglamentos  del  Departamento  de 
Correos,  para  evadir  el  pago  del  franqueo  sobre  cualquier 
carta  particular  ó  paquete,  ú  otro  material  por  el  correo, 
será  castigado  con  una  multa  de  trescientos  pesos. 

Sección  61 

Delito  contra  correspondencia  extranjera  en  tránsito 

Toda  correspondencia  de  los  Estados  Unidos  y  toda 
otra  correspondencia  extranjera  al  ser  transportada  por 
territorio  de  la  Isla  de  Cuba,  se  considerará  como  correo 
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de  la  Isla  de  Cuba,  «en  cuanto  á  cualquiera  violación  de 
la  misma  ó  atentado  contra  ella,  infracción  respecto  de 
ella  ó  alguna  parte  de  la  misma,  y  una  infracción  del 
mismo  grado,  será  castigable  de  la  misma  manera  y  en 
igual  grado  como  si  fuere  correspondencia  de  la  Isla  de 
Cuba. 

Sección  62 
Omisión  de  prestar  juramento 

Toda  persona  empleada  en  cualquier  ramo  del  De- 
partamento de  Correos,  ya  sea  permanente  ó  temporal- 
mente será  requerida  para  prestar  el  juramento  que  dis- 
ponga el  Director  General  de  Correos;  pero  tal  persona 
estará  sujeta  á  todas  las  penalidades  por  violación  de  las 
leyes  relativas  al  servicio,  haya  «prestado  ó  no  tal  jura- 
mento. 

Sección  63 

Tribunales  con  jurisdicción,  para  ver  las  causas  por  delitos . 
contra  el  Departamento  de  Correos 

Los  Jueces  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  ten- 
drán, y  por  la  presente  se  les  dá,  jurisdicción  y  autoridad! 
para  ver  las  causas  de  los  delitos  aquí  enumerados,  y  para 
tomar  testimonio  y  hacer  investigación  según  está  dis- 
puesto por  ley  en  otros  delitos,  y  si  determinan  por  las 
pruebas  presentadas  que  hay  motivo  probaible  para  creer 
que  el  individuo  acusado  es  culpable  del  delito  de  que  se 
le  acusa,  permitirán  que  dicha  persona  preste  fianza,  ó  si 
no  pudiere  prestarla  buena  y  suficiente,  lo  remitirán  á  la 
cárcel,  pendiente  á  la  acción  del  Tribunal  Criminal  que 
tenga  jurisdicción  en  el  asunto,  según  se  dispone  más 
adelante.  Previniendo:  Que  el  delito  haya  sido  cometido 
en  cualquier /parte  de  la  provincia  en  que  esté  localizad  u 
el  distrito  judicial  del  juez. 

Que  el  acusado  haya  sido  aprehendido  en  cualquier 
parte  de  la  provincia,  en  la  cual  esté  localizado  el  distrito 
judicial  del  juez,  aunque  el  delito  haya  sido  cometido  en 
otra  parte,  y 

Que  el  acusado  haya  sido  aprehendido  fuera  de  la 
Isla  de  Cuba,  y  traído  á  la  provincia  en  que  esté  localiza- 
do el  distrito  del  juez,  sin  considerar  donde  haya  sido  co- 
metido el  delito. 


/ 
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Sección  64 

m 

Tribunales    con   jurisdicción    para   juzgar    delitos 
contra  el  Departamento  de  Correos 

*  .       - 

Las  Audiencias  de  lo  Criminal  tendrán  jurisdicción 
en  todos  los  -casos  aquí  expresados,  cuando  el  delito  hlaya 
sido  cometido  en  el  distrito  judicial  en  que  el  tribunal 
ahora  tiene  legalmente  jurisdicción  criminal,  ó  sin  consi- 
derar donde  haya  sido  cometido  el  delito,  si  el  acusado 
fué  aprehendido  en  dicho  distrito,  ó  si  el  acusado  hubiere 
sido  traído  á  dicho  distrito  en  caso  de  habérseles  aprehen- 
dido fuera  de  la  Isla  de  Cuba. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor,. 

Adna  R.  Chaffe. 

(Gaceta  13  y  15  de  Agosto  de  1899.) 


ORDEN  NUMERO  118 
LOTERÍAS  Y  RIFAS  NO  AUTORIZADAS 

i 

Habana,  2U  de  Julio  de  1899. 

El  Gobernador  -General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  lá  orden  siguiente: 

I.  El  «artículo  602  del  Código  Penal,  se  modifica  por 
la  presente  en  los  términos  siguientes  : 

Los  que  en  sitios  ó  establecimientos  públicos  promo- 
vieren ó  tomaren  parte  en  cualquiera  clase  de  juegos  de 
azar  que  no  fueren  de  puro  pasatiempo  y  recreo,  incurri- 
rán en  la  multa  de  tres  á  catorce  pesos. 

Incurrirán  en  la  misma  pena  todos  aquellos  que  to- 
men parte  en  lotería  ó  rifa  no  autorizada,  y  los  que  po- 
sean billetes  ó  papeletas  de  las  mismas;  excepto  en  el  caso 
de  que  pueda  caberles  mayor  responsabilidad,  con  arreglo 
al  artículo  355.  Asimismo  incurrirán  en  la  multa  antes 
referida,  los  que  hagan  insertar  en  periódicos  ú  otras  pu- 
blicaciones, anuncios  ó  noticias  relativas  á  las  tales  lote» 
rías  y  rifas,  yr  también  los  directores,  editores  é  impreso- 
res de  las  mencionadas  publicaciones. 

II.  En  lo  sucesivo  ningún  funcionario  Municipal,  Pro- 
vincial ó  de  cualquier  otro  caráteter,  concederá  autoriza» 
ción  para  loterías  ó  rifas. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  E.  Chaffe. 

(Gaceta  27  Julio  1899.) 


t 


* 
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GOBIERNO  CIVIL  DE  LA  HABANA 

JUEGOS  PROHIBIDOS 

Hallándose  comprendidos  en  la  prohibición  que  esta- 
blece el  Código  penad.,  los  juegos  eonocidos  -con  los  nom- 
bres de  roletas,  billar  romano,  bazares  y  demás  análogos, 
se  previene  á  toda  persona  que  tenga  establecidos  dichos 
juegos,  que  en  lo  adelante  se  perseguirán  como  constitu- 
tivos de  delito  común,  á  cuyo  efecto  se  comunican  las 
oportunas  órdenes  al  Jefe  de  Policía. 

Habana,  Febrero  4  de  1899. 

Federico  Mora, 
Gobernador  Civil. 

(Gaceta  5  Febrero  1899.) 


ORDEN  NUMERO  230 

INTRODUCCIÓN   DE  PAPELETAS   Y  BILLETES   DE   LOTERÍA 


Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba, 

Habana,  4  de  Diciembre  de  1899. 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  orden  siguiente: 

Cualquier  persona  que  trajere  ó  hiciere  traer,  á  la 
Isla  de  Cuba,  desde  eil  extranjero,  por  los  correos  ó  por  la 
Aduana  ú  otro  medio  cualquiera,  como  mercancía,  ó  como 
parte  de  equipaje,  ó  sobre  las  personas  de  los  viajeros, 
con  el  objeto  de  disponer  de  ellos,  papeles,  certificados  ú 
otros  instrumentos  destinados  á  ser  ó  representar  papele- 
tas, opción  á  premios  participación,  interés  directo  ó  in- 
directo -en  la  celebración  de  loterías  ó  de  las  llamadas  ri- 
fas ú  otra  empresa  cualquiera  que  ofrezca  premios  depen- 
dientes de  suerte  ó  azar  ó  anuncios  de  dichas  loterías,  ri- 
fas ó  empresas,  incurrirá  en  la  pena  de  •confiscación  de 
dichos  papeles,  certificados,  papeletas  ó  cualesquiera 
otros  instrumentos  que  contengan  anuncios;  y  será  ade- 
más castigada,  por  la  primera  infracción,  con  una  multa 
que  no  excederá  de  mil  pesos  ($,1000),  ó  con  prisión  por 
un  período  que  no  pase  de  dos  años,  ó  con  ambas  penali- 
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dades;  y  en  la  segunda  y  subsiguientes  infracciones,  -con 
prisión  por  período  que  no  exceda  de  'cinco  »años.(*) 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  R.  Chaffe. 


ORDEN  NUMERO  125 

CALUMNIA    É    INJURIA 

Habana,  81  de  Julio  de  1899. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  ha  tenido  a  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  orden  siguiente: 

Los  párrafos  2  y  3  del  artículo  número  486  del  Códi- 
go 'Penal  vigente  en  Cuba  se  modifica  por  la  presente,  á 
un  de  que  se  lean  como  sigue  :(**) 

Artículo  486.  Nadie  será  penado  por  calumnia  ó  in- 
juria, sino  á  querella  de  la  parte  ofendida  cuando  la  ofen- 
sa se  dirija  contra  particulares,  ó  por  denuncia  de  la  mis- 
ma si  ®e  dirige  contra  la  autoridad  pública,  corporaciones 
ó  clases  determinadas  del  Estado,  ó  se  trate  de  los  delitos 
definidos  en  el  'Capítulo  V  del  Título  III  de  este  libro.  En 
todo  caso,  el  perdón  de  la  parte  ofendida  extinguirá  la 
acción  penal,  ó  pena  si  ya  se  hubiere  impuesto  al  cul- 
pable. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  R.  Chaffe. 

i Gaceta  6  Agosto  1899.) 


ORDEN  NUMERO  159 
CONTRABANDO 

Habana,  7  de  Septiembre  de  1899. 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  lo  siguiente,  para  conocimiento  y 
guía  de  quienes  interese  en  la  Isla  de  Cuba : 

(*)     Léase  la  Sección  42  de  la  Orden  115  (Código  Postal), 

Página  280. 

(**)  Léase  la  Orden  239,  de  1900,  que  se  inserta  más  ade- 
lante. Página  320, 
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Orden  N°  SI  (  departamento  de  la  guerra 

División    de    Aduanas  < 
y  Asuntos  Insulares     (.   Washington,  Agosto  2b  de  1899. 


De  orden  del  Presidente  se  publica  lo  siguiente,  para 
conocimiento  y  guía  de  quienes  interese: 

1.  Si  cualquier  dueño,  importador,  consignatario, 
agente  ú  otra  persona  hiciere  ó  intentare  hacer  la  entra- 
da de  mercancías  importadas,  valiéndose  de  cualquier 
factura  fraudulenta  ó  falsa,  escrita  ó  verbal,  ó  valiéndose 
de  -cualquier  recurso  ó  medio  falso  ó  fraudulento ;  ó  fuere 
culpable  de  cualquier  acto  voluntario  ú  omisión  por  el 
cual  se  privare  á  la  Isla  de  Cuba  de  los  derechos  legales, 
ó  parte  de  esos  derechos,  que  provinieren  de  las  mercan- 
cías, ó  cualquier  parte  de  ellas,  comprendidas  en  ó  á  que 
se  refiere  la  tal  factura,  declaración  jurada,  carta,  papel 
ó  relación ;  ó  se  viere  perjudicada  por  tal  acto  ú  omisión, 
tales  mercancías  ó  «el  valor  de  ellas  serán  decomisaJdas  con 
el  objeto  de  recuperar  dichos  derechos  de  la  persona  que 
hiciere  la  entrada,  cuyo  decomiso  será  sólo  aplicable  á  la 
totalidad  de  las  mercancías,  ó  al  valor  de  las  envasadas  en 
la  caja  ó  fardo  conteniendo  el  artículo  ó  artículos  de  las 
mercancías  á  que  se  refiere  el  fraude  ó  papel  ó  relación 
falsa. 

Y  -tal  persona,  al  ser  comprobado  el  delito,  será  -con- 
denada por  cada  infracción  á  una  multa  que  no  sea  ma- 
yor de  cinco  mil  pesos,  ó  encarcelada  por  un  término  que 
no  exceda  de  dos  años ;  ambas  penas  á  juicio  del  tribunal. 

2.  Toda  persona  que  voluntariamente  ocultare  ó  des- 
truyere -cualquiera  factura,  libro  ó  papel,  que  haga  refe- 
rencia á  cualquier  mercancía  sujeta  á  derechos  y  que  ha- 
ya sido  importada  ó  se  importare  en  la  Isla  de  Cuba,  de 
cualquier  puerto  ó  país  extranjero,  después  que  haya  sido 
girada  la  visita  de  inspección  por  el  colector  de  cualquier 
distrito  de  recaudación;  ó  que  en  cualquier  tiempo  ocul- 
tare ó  destruyere  cualquier  factura,  libro  ó  papel,  con  el 
fin  de  hacer  desaparecer  cualquier  prueba  de  fraude  con- 
tenido en  él  será  castigado  con  una  multa  que  no  exceda 
de  cinco  mil  pesos,  ó  sufrirá  prisión  no  menor  de  dos  años,, 
ó  ambas  penalidades. 

3.  Los  Jueces  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  ten- 
drán, y  por  la  presente  se  les  da  jurisdicción  y  autoridad 
para  ver  las  causas  de  los  delitos  aquí  enumerados  y  para 
tomar  testimonio  y  hacer  investigación  según  está  dis- 
puesto por  ley  en  otros  delitos  y  si  determinan  por  las 
pruebas  presentadas  que  hay  motivo  probable  para  creer 
que  el  individuo  acusado  es  culpable  del  delito  que  se  le 
acusa,  permitirán  que  dicha  persona  preste  fianza,  y  si  no 
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pudiere  prestarla  buena  y  suficiente,  lo  remitirán  á  la  cár- 
cel, pendiente  de  la  acción  del  Tribunal  'Criminal  que  ten- 
ga jurisdicción  en  el  asunto,  según  se  dispone  más  ade- 
lante. 

Previniendo:  Que  el  delito  haya  sido  cometido  en 
cualquier  parte  de  la  provincia,  en  la  cual  esté  localizado 
el  distrito  judicial  del  juez;  ó, 

Que  el  acusado  haya  sido  aprehendido  en  cualquier 
parte  de  la  Provincia,  en  la  cual  esté  localizado  el  distri- 
to judicial  del  Juez,  -aunque  el  delito  haya  sido  -cometido 
en  otra  parte,  y 

Que  el  acusado  haya  sido  aprehendido  fuera  de  la 
Isla  de  Ouba,  y  traído  á  la  provincia  en  que  esté  localiza- 
do el  distrito  del  Juez,  sin  considerar  donde  haya  sido  co- 
metido el  delito. 

4.  Las  Audiencias  de  lo  Criminal  tendrán  jurisdic- 
ción en  todos  los  easos  aquí  expresados,  cuando  el  delito 
haya  sido  cometido  en  el  distrito  judicial  en  que  el  tribu- 
nal ahora  tiene  legalímiente  jurisdicción  criminal,  ó  sin 
considerar  donde  haya  sido  cometido  el  delito,  si  el  acu- 
sado fué  aprehendido  en  dicho  distrito  ó  si  el  acusado  hu- 
biere sido  traído  á  dicho  distrito  en  caso  de  habérsele 
aprehendido  fuera  de  la  Isla  de  Cuba. 

5.  Todas  las  leyes,  órdenes,  decretos  ó  partes  de  los 
mismos  vigentes  en  la  Isla  de  Ouba,  que  se  opongan  á  lo 
dispuesto  en  este  decreto  quedan  por  la  presente  dero- 
gados. 

El  Secretario  de  la  Guerra, 

Elihu  Root, 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 
Adna  R.  Chaffe. 

(Gaceta  8  Septiembre,  1899.) 


ORDEN  NUMERO  24 

TESTIGOS    DE    ESTADO 

Habana,  17  de  Enero  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  orden  si- 
guiente : 

I.  Los  autores,  cómplices  ó  encubridores  de  los  deli- 
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tos  á  que  se  refieren  los  números  1  y  2  de  la  Circular  nú- 
mero 31  de  la  "División  de  Aduanas  y  Asuntos  Insula- 
res" del  Departamento  de  la  Guerra, (*)  que  ejerce  juris- 
dicción directa  sobre  las  Aduanas  de  esta  Isla,  contenida 
en  la  Oiden  número  159  de  este  Cuartel  General,  quedarán 
libres  de  acción  penal  en  los  casos  en  que  se  constituyan 
en  testigos  de  Estado  y  siempre  que  así  los  declare  al 
Juez  competente  el  Gobernador  General. 

II.  Esta  disposición,  como  favorable  al  reo,  tendrá 
efecto  reactivo. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  E.  Chaffe. 

.(Gaceta  19  Enero.) 


ORDEN  NUMERO  26  (**) 


ABONO  DE  PKI8IÓN  PROVISIONAL 


Habana,  Enero  18  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  'Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  orden 
siguiente : 

I.  A  los  reos  que  fueren  condenados,  desde  la  fecha 
de  la  publicación  de  esta  Orden  en  adelante,  á  penas  co- 
rreccionales ó  leves,  según  la  clasificación  del  artículo  24 
del  Código  Penal,  se  les  abonará  para  el  cumplimiento  de 
sus  condenas  la  totalidad  del  tiempo  que  hayan  permane- 
cido en  prisión  provisional. 

II.  Igual  abono  pero  limitada  á  la  mitad  del  tiempo 
de  la  prisión  provisional,  se  hará  á  los  reos  á  quienes  se 
imponga  la  pena  calificada  de  aflictiva  por  el  citado  ar- 
tículo 24  del  Código  Penal. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  E.  Chaffe. 

(Gaceta  20*  Enero.) 


(*)     Léase  la  Orden  anterior  á  la  presente. 
(**)     Léase  la  Orden  137  de  1900,  que  más  adelante  se  inser- 
ta. Página  319. 
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ORDEN  NUMERO  96 
CUMPLIMIENTO   DE   CONDENAS 

Habana,  2  de  Marzo  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  siguiente* 
orden : 

I.  Los  Jefes  de  los  Establecimientos  Penales  podrán 
emplear  a  los  p-enados  recluidos  en  ellos  en  la  limpieza,, 
reparación  y  entretenimiento  de  los  mismos  Estableci- 
mientos y  de  los  terrenos  que  los  rodean  ó  que  les  perte- 
nezcan^*) 

Desde  la  publicación  de  esta  orden,  y  mientras  otra 
cosa  no  se  disponga,  la  pena  de  seis  meses  y  un  día  de  pri- 
sión correccional  y  todas  las  superiores  á  ella,  que  no  ha- 
yan de  cumplirse  en  el  Presidio  de  la  Habana,  ¡se  cumpli- 
rán en  las  Cárceles  de  Audiencia  existentes  en  las  Capita- 
les de  la  Provincia. 

III.  Los  penados  comprendidos  en  el  párrafo  anterior 
(II),  que  estuvieron  recluidos  en  alguna  Cárcel  de  Parti- 
do, serán  trasladados  á  la  Cárcel  correspondiente,  siem- 
pre que  les  falten  seis  meses  y  un  día  ó  más  para  cumplir 
sus  condenas. 

IV.  El  Secretario  de  Estado  y  Gobernación  ordenará 
desde  luego  á  quien  corresponda  las  traslaciones  de  pre- 
sos que  sean  necesarias  para  el  cumplimiento  de  lo  dis- 
puesto en  el  precedente  párrafo  (III). 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor ^ 

Adna  R.  Chaffe. 

(Gaceta  3  Marzo.) 


ORDEN  NUMERO  11 

TRABAJOS  DE  PENADOS  EN  BENEFICIO  DEL  ESTADO 

Habana,  8  de  Enero  de  1092. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  siguien- 
te orden : 

El  artículo  I  de  la  Orden  número  96  (**),  serie  de* 

(*)     Léase  la  Orden  que  sigue  á  continuación. 
(**)     Léase  la  Orden  anterior. 
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1900,  del  Cuartel  General  de  la  División  de  Ouba,  se  en- 
tenderá redactado  como  sigue: 

Io  Todo  sentenciado  por  Juez  6  Tribunal  de  lo  Cri- 
minal de  esta  Isla  trabajará  en  beneficio  del  Estado  y  po- 
drá ser  empleado  en  trabajo  de  utilidad  pública,  dentro  ó 
fuera  del  establecimiento  donde  sufriera  su  condena  por 
el  Jefe  del  mismo,  si  no  fuere  mayor  de  cincuenta  y  -cinco 
años,  no  estuviere  imposibilitado  para  el  trabajo  por  en- 
fermedad ú  otro  motivo,  ó,  en  lo  que  respecta  á  trabajos 
fuera  del  establecimiento,  cuando  en  consideración  á  su 
edad  ó  salud  se  hubiere  dispuesto  en  la  sentencia  que  de- 
ba cumplir  la  pena  en  trabajos  interiores  del  Estableci- 
miento. 

Fuera  de  dichos  establecimientos  los  sentenciados  no 
podrán  ser  destinados  á  obras  ó  trabajos  de  particulares 
ni  á  los  públicos  «que  se  ejecutaren  por  empresas  ó  contra- 
tratos con  cualquier  ramo  del  gobierno. 

Lo  preceptuado  en  esta  orden  es  aplicable  á  los  pe- 
nados por  sentencias  que  se  dicten  á  partir  de  esta  fecha. 

Quedan  derogadas  todas  las  disposiciones  que  se 
opongan  á  lo  preceptuado  en  esta  orden. 


El  Ayudante  General,  ¡ 

H.  L.  Scoot. 


{Gaesta  9  Enero  1902.) 


ORDEN  NUMERO  116 
DELITO     DEL     PERJURIO 

Habana,  11  de  Marzo  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  siguiente 
orden : 

I.  Son  reos  de  perjurio : 

Io  Los  que  deliberadamente  afirmen  ser  cierto  un  he- 
cho que  saben  es  falso,  después  de  haber  prestado  jura- 
menta (ú  obligándose  á  decir  verdad -en  otra  forma  au- 
torizada por  la  Ley,  como  equivalente  al  juramento)  de 
testificar,  declarar,  deponer  ó  certificar  la  verdad  ante  un 
Tribunal,  Juez,  funlcionario  ó  persona  competente,  en  cual- 
quier procedimiento  civil  ó  criminal  ú  otro  caso  en  que 
por  Ministerio  de  la  Ley,  deba  prestarse  tal  juramento,  ó 
«contraerse  en  otra  forma  la  obligación  de  decir  verdad. 

2o  Los  que  por  inducción,  persuación  ó  por  fuerza  hu- 
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biesen  obtenido  que  otro  faltara  á  la  verdad  en  las  .condi- 
ciones anteriores. 

II.  No  será  óbice  para  que  se  tenga  por  cometido  el 
delito  de  perjurio  que  el  juramento  (ó  forma  de  obligarse 
á  decir  verdad)  sea  prestado  omitiéndose  algún  requisito 
de  forma. 

III.  El  perjurio  se  castigará  con  la  pena  de  prisión 
no  menor  de  un  año  ni  mayor  de  doce ;  excepto  en  los  ca- 
sos en  que  por  virtud  del  perjurio  hubiese  sufrido  un  reo 
la  pena  de  muerte  ó  comenzado  á  sufrir  pena  que  abarque 
más  de  doce  años  de  privación  de  libertad ;  pues  entonces, 
la  privación  de  libertad,  en  el  primer  caso,  será  por  trein- 
ta años  y  con  trabajos  forzados;  y  en  el  segundo  por  un 
lapso  de  tiempo  no  menor  de  doce  años  y  un  día  ni  mayor 
de  veinte. 

IV.  En  todos  los  casos  en  que  a  consecuencia  de  per- 
jurio se  hubiere  condenado  á  un  procesado  á  pena  que 
consista  en  privación  de  libertad,  la  que  se  imponga  al 
perjuro  será  de  igual  clase  que  la  que  se  hubiere  impuesto 
al  procesado. 

V.  Cuando  á  consecuencia  del  perjurio  hubiese  sido 
condenado  un  procesado,  pero  no  hubiese  sido  impuesta, 
los  Jueces  y  Tribunales  tendrán  en  cuenta  esta  circuns- 
tancia para  la  fijación  de  la  pena  del  perjuro. 

VI.  Quedan  modificadas  las  disposiciones  del  Código 
Penal  vigente  relativas  al  falso  testimonio,  en  los  térmi- 
nos que  expresa  esta  Orden. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor. 

Adna  R.  Chaffb. 

(Gaceta  18  Marzo.) 


ORDEN  NUMERO  137 

Habana,  5  de  Abril  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  orden  si- 
guiente : 

Se  declara  que  la  Orden  número  26  de  este  Cuartel 
General,  de  fecha  18  de  Enero  de  1900  (*)  como  dispo- 

(*)     Esta  Orden  es  la   que  aparece  publicada  anteriormente 
Página  316. 
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sición.favorable  al  reo,  de  acuerdo  con  el  artículo  21  del 
Código  Penal,  tiene  efecto  retroactivo. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  <E.  Chaffe. 

(Gaceta  6  Abril.) 


ORDEN  NUMERO  150 

Uso  de  nombre  supuesto. — Perdón  presunto  en  los  casos  de  rapto* 
estupro  y  violación. 

Habana,  10  de  Abril  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  orden  si- 
guiente : 

I.  Quedan  derogados  los  párrafos  Io  y  3o  del  artículo 
342  del  'Código  Penal. (*) 

II.  El  párrafo  4o  del  artículo  .476  del  Código  Penal 
queda  redactado  en  la  siguiente  forma: 

En  todos  los  cosas  de  este  artículo,  únicamente  el 
perdón  presunto  extinguirá  la  acción  penal  ó  la  pena  si 
ya  se  hubiese  impuesto  al  culpable. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayarh 

Adna  K  Chaffe.. 

(Gaceta  11  Abril.) 


ORDEN  NUMERO  239 

INJURIAS    Y    CALUMNIAS 

Habana,  42  de  Jumo  de  1900. 
El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesto  del  Se- 


(*)  El  artículo  342  del  Código  Penal  á  que  se  hace  refe- 
rencia en  esta  orden  aparece  redactado  de  esta  manera. 

Art.  342.  El  que  usare  públicamente  un  nombre  supuesto,  in- 
currirá en  las  penas  de  arresto  mayor  en  su  grado  mínimo  y  medio» 
y  multa  de  325  á  3250  pesetas. 

Cuando  el  uso  del  nombre  supuesto  tuviere  poT  objeto  ocultar 
algún  delito,  eludir  una  pena  6  causar  algún  perjuicio  al  Estado  & 
á  los  particulares,  se  impondrá  al  culpable  las  penas  de  arresto- 
mayor  en  sus  grados  medio  y  máximo  y  multa  de  375  á  3750  pe- 
setas. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  este  artículo,  el  uso  de  nombre- 
supuesto  podrá  ser  autorizado  temporalmente  por.  la  Autoridad  su- 
perior administrativa,  mediante  justa  causa. 
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cretario  de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  1&  publica- 
ción de  la  siguiente  orden: 

Por  la  presente  los  párrafos  2o  y  3o  del  artículo  846 
del  Código  Penal  vigente,  modificado  por  la  Orden  núme- 
ro 125,  Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba,  31  de  Ju- 
lio de  1899,  (*)  se  entenderán  redactados,  eon  efecto  re- 
troactivo del  modo  siguiente : 

Artículo  486.  Nadie  será  «penado  por  calumnia  ó  in- 
juria, sino  á  virtud  de  querella  de  la  parte  ofendida  cuan- 
do la  ofensa  se  dirija  contra  particulares,  ó  por  denuncia 
de  la  misma  si  se  dirige  contra  la  Autoridad  pública,  cor- 
poraciones ó  clases  determinadas  del  Estado,  ó  se  trate  de 
los  delitos  definidos  en  el  capítulo  V  del  Título  III  de  es- 
te libro.  En  el  primer  caso,  el  perdón  de  la  parte  ofendi- 
da extinguirá  la  acción  penal,  ó  pena  si  ya  se  hubiere  im- 
puesto al  culpable.  En  lo  demás,  á  que  se  refiere  este  pá- 
rrafo, una  vez  hecha  la  denuncia  por  parte  ofendida,  se 
considerará  público  el  delito:  en  su  consecuencia  sólo  el 
Gobierno  podrá  indultar  á  los  condenados  por  los  delitos 
de  esta  clase,  ó  declarar  extinguida  la  acción  penal. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 
J.  B.  Hiokby. 

(Gaceta  13  Junio.) 


ORDEN  NUMERO  242  (*) 

Prisión  subsidiaria  en  defecto  de  pago  de  multa. — Reforma  el  ar- 
ticulo 49  del  Código  Penal. 

Habana,  18  de  Junio  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I 

V.  "El  213  quedará  redactado  en  los  términos  que  á 
continuación  se  expresan:  "Luego  que  sea  firme  "la  con- 
dena, el  depósito  constituido  al  establecerse  la  recusa- 
ción, perderá  ese  carácter  entrando  en  firme  en  poder 
del  Estado  como  importe  de  la  mitad  de  la  multa  im- 
puesta. Cuando  no  sq  hiciere  efectiva  la  otra  mitad  de 
las  multas  respectivamente  señaladas  en  el  artículo  an- 
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ti 
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(*)     Léase  esta  orden  publicada  anteriormente.  Pág.  313. 
(**)     Léase  esta  orden  que  aparece  publicada  ya  en  la  parte 
de  esta  obra  que  se  ocupa  de  Derecho  Procesal  Civil,  pág.  129. 
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tenor,  sufrirá  el  multado  la  prisión  por  la  vía  de  sustir 
tución  y?  apremio,  a  razón  de  un  día  por  -cada  tres  pesos, 
en  cuyo  particular  queda  reformado  para  este  solo  ob- 
41  jeto  el  párrafo  Io  del  artículo  49  del  Código  Penal  vi- 
"  gente  y  sin  que  la  detención  pueda  exceder  en  ningún 
caso  de  seis  meses." 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.   B.    HlCKEY. 
(Gaceta  19  de  Junio.) 


ORDEN  NUMERO  271 

DELINCUENTES  HENORES  DE  16  AÑOS 

Habana,  7  de  Julio  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Estado  y  Gobernación,  ha  tenido  á  bien  dispo- 
ner la  publicación  del  siguiente  Reglamento  para  el  De- 
partamento de  Beneficencia  de  la  Isla  de  Cuba. 

Sección  9. — Cuando  un  menor  que  tenga  ó  aparente 
tener  de  10  á  16  años  de  edad,  fuere  convicto  ante  un  tri- 
bunal competente  de  una  falta  ó  crimen,  aunque  en  sil 
coanetimieoto  baya  procedido  él  con  discernimiento  ó  no 
deberá  dicho  tribunal,  á  menos  que  en  su  juicio  sea  más 
conveniente  entregarlo  al  cuidado-de  un  pariente  ó  amigo 
dispuesto  y  capaz  de  mantenerle  y  enseñarle,  remitir  di- 
cho menor  hasta  que  cumpla  18  años  á  la  Escuela  Correc- 
cional para  Niños  de  la  Habana  si  fuere  varón,  y  si  fuere 
hembra,  á  la  Escuela  Correccional  de  Aldecoa  en  la  Ha- 
bana. 

Las  menores  de  diez  á  dieciseis  años  que  se  encuen- 
tren en  cárceles  ó  prisiones,  serán  transferidas  á  dicha  Es- 
cuela Correccional,  y  todas  aquellas  que  fueren  detenidas 
en  lo  sucesivo  serán  asimismo  remitidas  á  la  referida  Es- 
cuela Correccional  para  niños. 

Se  autoriza  á  todo  tribunal  legalmente  constituido 
que  tuviere  pruebas  satisfactorias  de  que  algún  menor, 
varón  hembra,  de  10  á  16  años  de  edad  y  residente  den- 
tro de  su  jurisdicción  fuere  vago  de  oficio  ó  cuya  educa- 
ción moral  estuviere  tan  atrasada  que  exista  el  peligro  de 
que  dicho  menor  se  convierta  un  día  en  criminal,  á  remi- 
tirlo á  la  debida  escuela  correccional.  No  poídrá  adoptar- 
se, sin  embargo,  esta  medida,  por  la  razón  única  de  que 
un  menor  se  encuentre  desvalido  y  sin  hogar.  Por  lo  me- 
nos, tres  días  antes  de  enviar  un  menor  á  la  escuela  co- 
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freccional  se  notificará  á  su  padrees  ó  tutor,  si  tuvieren 
dentro  de  esa  misma  jurisdicción  judicial.  Todo  menor 
permanecerá  en  la  escuela  á  que  baya  sido  remitido  hasta 
que  cumpla  18  años  de  edad.  Cuando  de  conformidad  con 
lo  prescripto  en  esta  sección,  un  tribunal  disponga  la  re- 
misión de  un  menor  á  una  escuela  correccional  las  auto¿ 

> 

ridadés  municipales  suplirán  inmediatamente,  los  gastos 
de  transporte  del  niño  á  la  institución  á  que  ha  sido  des- 
tinado. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.   B.   HlOKBY. 
(Gaceta  8  Julo.) 


ORDEN  NTTMEBO  271  (*) 

« 

SOBRE  DEMENTES 

Habana,  7  de  Julio  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretarios de  Estado  y  Gobernación,  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  del  siguiente  Reglamento  para  el  De- 
partamento de  Beneficencia  de  la.  Isla  de  Cuba. 

Sección  42. — La  Institución  situada  en  Mazorra,  pro- 
vincia de  la  Habana,  y  llamada  "El  Asilo  General  de  De- 
mentes," será,  en  lo  sucesivo  "El  Hospital  General  de  De- 
mentes de  Cuba,"  y  sus  gastos  en  su  totalidad  serán  su- 
fragados por  el  Estado.  El  objeto  de  esta  Institución  es 
curar  y  tratar  con  humanidad  á  todos  los  dementes  de  la 
Isla.  En  lo  sucesivo,  ninguna  persona  declarada  judicial- 
mente demente  permanecerá  -en  ninguna  prisión,  cárcel, 
hospital  para  enfermos  ú  otras  instituciones  análogas,  pe- 
ro será  remitida  á  este  Hospital,  debidamente  escoltada. 
Los  gastos  de  viaje  serán  sufragados  por  el  Municipio,  de 
donde  se  remite  el  enfermo. 

Sección  50. — Las  personas  que  se  suponga  están  de- 
mentes serán  puesta  bajo  observación  en  las  instituciones 
señaladas  en  el  Real  Decreto  de  19  de  Mayo  de  1885.  Se 
observará  asimismo  para  el  ingreso  de  dichas  personas  en 
esas  instituciones  y  examen  y  tratamiento  á  que  deban  es- 
tar sujetas  lo  que  dispone  -ese  mismo  Real  Decreto,  con 
las  modificaciones  establecidas  por  el  Gobernador  de  la 

(*)     Léase  el  Decreto  que  se  publica  á  continuación. 
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Habana  en  su  Decreto  numero  21  de  fecha  12  de  Abril, 
1900.  Se  hace  extensivo  este  último  Decreto  á  toda  la  Isla 
de  Cuba,  limitando,  sin  embargo,  por  el  presente  Decre- 
to, el  período  de  observación  á  30  días.  Los  médicos  que 
tengan  á  su  cargo  la  observación  de  un  presunto  demente, 
al  expirar  el  término  de  30  días,  ó  antes,  suscribirán  un 
certificado  en  que  deberán  manifestar  lo  siguiente: 

''Si  está  la  persona  en  cuestión  demente  ó  no;  y  en 
el  primer  caso,  si  necesita  ó  no  seguir  un  tratamiento  cu- 
rativo en  un  ospital  de  dementes.  Como  el  objeto  del  Hos- 
pital para  los  dementes  de  Cuba  es  someter  todas  las  per- 
sonas que  padezcan  de  esta  enfermedad  á  un  tratamiento 
curativo,  se  desea  que  todo  demente,  á  la  mayor  brevedad 
posible,  sea  atendido  en  este  Hospital;  por  cuyo  motivo 
en  ningún  caso  se  prolongará  el  período  de  observación 
de  30  días. 

Sección  51. — ¡Para  ingresar  en  el  ho&pital  para  demen- 
tes de  Cuba  ó  en  cualquier  otra  institución  en  que  se 
atiendan  á  los  que  judicialmente  han  sido  declarados  de- 
mentes se  necesitarán  los  siguientes  requisitos : 

1.  Una  orden  dictada  por  una  Autoridad  ó  Tribunal, 
que  tenga  para  ello  la  facultad,  remitiendo  dicha  persona 
á  tal  institución  para  su  tratamiento  y  cura,  sin  especifi- 
car el  tiempo  que  en  ella  deba  permanecer. 

2.  Una  instancia,  á  la  que  acompañará  un  certificado 
médico,  dirigida  á  dicha  Autoridad  ó  Tribunal,  solicitan- 
do se  ordene  el  ingreso  en  el  Hospital  de  un  demente  ó 
preseunto  demente,  del  cual  es  el  solicitante  el  pariente 
más  cercano.  Si  hubiere  otros  parientes  más  cercanos,  ma- 
nifestará el  solicitante  que  se  encuentran  ausentes  ó  que 
no  quieren  hacer  tal  instancia,  y  afirmará  además  el  autor 
de  la  instancia  que  no  es  pariente  dentro  del  cuarto  grado 
civil  de  ninguno  de  los  médicos  que  firman  el  certificado 
que  debe  acompañar  á  la  solicitud.  Si  el  pariente  ó  pa- 
rientes más  cercanos  de  un  presunto  demente  rehusaren 
hacer  tal  instancia,  el  Alcalde  del  Municipio  en  que  re- 
sida el  enfermo  la  suscribirá. 

3.  Un  certificado  suscrito  cinco  días  antes  de  dictar- 
se dicha  orden  por  dos  médicos  que  manifestarán  haber 
juntos  examinado  durante  los  10  días  anteriores  á  la  per- 
sona á  que  se  refiere  la  instancia,  y  que  en  su  opinión  di- 
cha persona  está  demente  y  debe  ser  atendida  y  curada  en 
el  Hospital  creado  para  ese  objeto,  y  por  último,  que  no 
tienen  parentesco,  dentro  del  cuarto  grado  civil,  ni  con  el 
firmante  de  la  solicitud,  ni  con  la  persona  á  que  la  misma 
se  refiere.  En  dicho  certificado  se  especificarán  igualmen- 
te los  hechos  y  circunstancias  en  que  basan  su  opinión  los 
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médicos,  y  si  éstas  pertenecieren  á  la  Junta  Médica  Muni- 
cipal deberá  ser  suscrito  además  por  el  Sub-Delegado  de 
Medicina  del  distrito  6  por  un  Concejal  ó  por  un  delega- 
do del  Departamento  de  Sanidad. 

Sección  52. — Cuando  se  dicte  por  quien  corresponda 
una  orden  de  esta  naturaleza,  el  Municipio  en  que  resida 
la  persona  á  que  la  misma  se  refiere,  proporcionará  á  di- 
cha persona  ropa  limpia  y  decente,  y  sufragará  los  gastos 
de  traslación,  de/bidamente  escoltado,  al  Hospital  de  De- 
mentes de  Cuba,  excepto  si  el  solicitante  pide  que  el  pre- 
sunto demente  sea  remitido  á  otra  institución  creada  con 
este  objeto,  donde  será  atendido  á  expensas  de  dicho  soli- 
citante, en  cuyo  caso  los  gastos  de  viajes,  etc.,  serán  de 
cuenta  de  dicha  persona. 

Sección  55. — Si  algún  pariente  ó  amigo  de  un  asilado 
del  Hospital  creyere  que  dicha  persona  se  encuentra  en 
él  indebidamente,  así  lo  manifestará  al  Juez  de  Primera 
Iüstancia  del  distrito  donde  estuviere  situado  el  hospital 
para  que  el  enfermo  en  cuestión  sea  dado  de  baja.  Antes 
de  resolver  la  solicitud  el  Juez  pedirá  al  Superintendente 
del  Hospital  que  informe  inmediatamente  sobre  la  condi- 
ción del  enfermo.  Si  el  Superintendente  recomendase  la 
retención  del  enfermo  puede  el  juez  negar  la  solicitud,  ó 
en  caso  de  duda  hará  que  dos  médicos  competentes  exa- 
minen el  enfermo,  quienes  presentarán  su  informe  por  es- 
crito haciendo  constar  el  estado  del  enfermo  y  sus  reco- 
mendaciones sobre  si  debe  retenerse  ó  si  se  puede  sin  pe- 
ligro ponerlo  en  libertad. 

Sección  56. — En  toda  la  semana  subsiguiente  á  la 
presentación  de  la  solicitud  para  la  libertad  del  enfermo 
puede  el  pariente  ó  amigo  enviar  una  última  solicitud  al 
Secretario  de  Estado  y  Gobernación,  por  conducto  de  la 
Junta  de  Beneficencia,  cuya  Junta  hará  una  investigación 
del  caso  y  someterá  su  informe  con  las  recomendaciones 
oportunas  al  Secretario  de  Estado  y  Gobernación  cuya  de- 
cisión será  final.  Las  autoridades  del  hospital  acatarán 
dicha  decisió.n 

Sección  57. — Toda  persona  que  se  encontrare  en  una 
cárcel  ó  prisión,  por  haber  cometido  algún  delito  ó  falta, 
y  se  volviere  demente  podrá  ser  remitida  «al  hospital  para 
Dementes  de  >Cuba  por  una  Autoridad  ó  Tribunal  compe- 
tente, bajo  el  certificado  de  dos  médicos,  hecha  en  la  for- 
ma prescrita  en  la  'Seceión  51  de  este  Decreto.  En  la  or- 
den de  remisión  que  al  efecto  se  dicte  se  manifestará  la 
falta  ó  delito  de  que  ha  sido  culpable  dicho  demente,  el 
período  de  su  sentencia  y  cuando  ésta  se  cumplirá.  Si  este 
demente  fuere  curado  antes  de  que  haya  pasado  el  tiempo 


326 

de  su  condena,  será  remitido  por  el  Superintendente  del 
Hospital  á  la  cárcel  6  prisión  de  donde  vino. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.   B.    HlCKET. 
(Gaceta  8  Julio.) 


SOBRE  RECLUSIÓN  DE  DEMENTES 

Decreto  202. 

Con  el  objeto  de  «vitar  que  las  personas  que  resulten 
en  estado  de  demencia  después  de  la  observación  faculta- 
tiva á  que  se  refiere  el  artículo  sexto  del  Real  Decreto  de 
19  de  Mayo  de  1855,  puesto  en  vigor  en  Cuba  en  26  de 
Abril  de  1887,  permanezcan  en  lugares  impropiados  para 
su  curación  todo  el  tiempo  que  dure  la  sustanciación  del 
expediente  judicial  para  su  reclusión  definitiva ;  y  con  el 
propósito,  asimismo,  de  dar  el  debido  cumplimiento  á  lo 
dispuesto  en  la  Sección  50  de  la  Orden  Militar  número 
271,  de  7  de  Julio  de  1900;  (*))  vistos  los  informes  favo- 
rables de  la  Junta  Central  de  Beneficencia ;  oído  el  pare- 
ar del  Secretario  de  Estado  y  Justicia,  y  á  propuesta  del 
de  Gobernación,  he  tenido  á  bien  disponer  lo  siguiente  : 

Artículo  Io — Terminada  la  observación  de  un  presun- 
to enajenado,  y  expedida  por  los  facultativos  encargados 
de  la  misma,  la  certificación  á  que  se  refiere  el  artículo 
sexto  del  Real  Decreto  de  19  de  Mayo  de  1855^  el  Juzga- 
do dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes,  dictara 
la  resolución  que  proceda;  y  conjuntamente  con  ella,  la 
orden  de  ingreso  del  enfermo  en  el  Hospital  de  Dementes, 
si  no  se  formulare  oposición  por  parte  interesada. 

Artículo  2o — El  Director  del  Hospital  de  Dementes  y 
el  del  Establecimiento  donde  se  haya  efectuado  la  obser- 
vación, participarán  al  Juzgado  el  día  en  que  se  efectúe 
el  ingreso  ó  salida  respectivamente,  del  enfermo,  en  los 
establecimientos  á  sus  cargos. 

Artículo  3o — Los  Secretarios  de  Oobernación  y  Esta- 
do y  Justicia  en  la  parte  que  les  concierne,  dictarán  las 
órdenes  necesarias  para  dar  cumplimiento  á  las  preceden- 
tes reglas. 

Palacio  Presidencial,  Habana,  27  de  Mayo  de  1905. 

El  Presidente, 

T.  Estrada  Palma. 

El  Secretario  de  Gobernación, 

Fernando  Freyre  de  Andrade. 


(*)     Léase  esta  orden  en  la  página  322. 
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SECRETARIA  DE  JUSTICIA 

Ejecución  de  sentencias  de  penas  de  muerte 

Habana,  Jhdio  10  de  1900. 

El  señor  Gobernador  Militar  de  Cuba,  con  fecha  6  del 
actual,  -se  ha  servido  aprobar  en  vista  de  lo  propuesto  por 
la  Audiencia  de  la  Habana,  que  las  sentencias  de  muerte 
se  tengan  que  ejecutar  en  lo  adelante  se  lleven  á  cabo  en 
privado,  de  puertas  adentro  de  la  cárcel  -en  algunas  de  las 
galeras  que  se  encuentren  desocupadas,  consistiendo  el 
acceso  a  ellas  á  las  personas  que  tengan  que  concurrir  al 
acto  y  á  aquellas  a  quienes  el  presidente  del  Tribunal  au- 
torice al  efecto. 

Lo  que  se  publica  en  la  "Gaceta  de  la  Habana.' ' 

El  Secretario, 
J.  B.  Hernández  Barreiko. 

(Gaceta  13  Julio.) 


ORDEN  NUMERO  228 
FALSEDADES  COMETIDAS  POR  PARTICULARES 

Habana,  25  de  Octubre  de  1901. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publi- 
cación de  la  siguiente  orden : 

I 

II.  El  párrafo  segundo  del  inciso  2o  del  artículo  VII 
de  la  Orden  Civil  número  140  (*)  serie  corriente  de  este 
Cuartel  General,  queda  por  la  presente  enmendado  en  la 
siguiente  forma: 

"Si  dichas  falsedades  se  cometieran  por  particulares, 
serán  castigadas  con  arreglo  al  artículo  311  del  mismo  Có- 
digo. ' ' 

2a  La  ^precedente  disposición  comenzará  á  regir  á  lo» 
veinte  días  de  la  publicación  de  la  presente  orden  en  la 
"Gaceta  de  la  Habana.' ' 

El  Ayundante  de  Campo  interino, 
Edward  Carpenter. 

(ler.  Teniente  del  Cuerpo  de  Artillería.) 
(Gaceta  8  Noviembre.) 


(*)     Léase  esta  orden  publicada  ya  en  la  página  76  de  esta 
obra. 
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OKDEH  HUMERO  487 

FALSEDAD  EN  DOCUMENTO  PÚBLICO 

Habana,  2  de  Diciembre  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  a  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

XI.  Las  falsedades  que  se  cometan  en  las  diligencias 
que  se  formen  para  la  celebración  de  los  matrimonios  re- 
gulados en  la  Orden  numero  307  (*)  y  en  la  presente,  se 
penaran  como  falsedades  en  documento  público,  á  (tenor 
de  lo  preceptuado  en  el  artículo  310  del  Código  Penal,  si 
fueren  cometidas  por  cualquiera  de  los  funcionario  á  que 
dicho  artículo  artículo  se  refiere. 

XIL(**)  Si  dichas  falsedades  las  cometieren  indivi- 
duos particulares  con  perjuicio  de  tercero  ó  eon  ánimo  de 
causárselo,  serán  castigados  con  arreglo  al  artículo  311 
del  mismo  Código  Penal,  cuyo  artículo  queda  por  la  pre- 
sente orden  modificado  en  la  siguiente  forma : 

"Artículo  311.  El  particular  que  con  perjuicio  de  ter- 
cero ó  con  ánimo  de  causárselo  cometiere  en  documento 
público  ú  oficial,  ó  en  letra  de  cambio  ú  otra  clase  de  do- 
cumentos mercantiles  alguna  de  las  falsedades  designadas 
en  el  artículo  anterior,  será  castigado  con  las  penas  de 
presidio  mayor  y  multa  de  doscientos  cincuenta  á  dos  mil 
quinientos  pesos. 


>> 


El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.  B.  HlCKEY. 
| Gaceta  4  Diciembre  1900.) 


ORDEN  NUMERO  512 

Envases  y  marcas  estampadas  permanentemente  y  registradas  & 
favor  de  otra  persona. 

Habana,  19  de  Diciembre  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  'Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

(*)  La  orden  307  á  que  aquí  se  hace  referencia  fué  deroga- 
da por  la  orden  140  que  se  publica  en  la  página  76. — Léase  el  ar- 
tículo VII,  página  84. 

(##)  Este  artículo  fué  derogado  por  la  Orden  126  de  1901 
•que  se  publica  más  adelante  en  la  página  332. 
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I.  El  párrafo  Io  del  artículo  12  del  Real  Decreto  de 
21  de  Agosto  de  1884,  regirá  en  lo  sucesivo  con  la  siguien- 
te adición: 

"A  los  que  compren  ó  vendan  envases  con  marcas  es- 
tampadas permanentemente  y  que  estén  registradas  á  fa- 
vor de  otra  persona,  excepto  cuando  se  haga  á  ésta  ó  á  su 
agente  autorizado,  ó  los  utilicen  colocando  en  ellos  para 
su  venta  mercancía  igual  ó  semejante  á  aquella  á  que  por 
el  dueño  de  la  marca  se  destinan  dichas  envases.  En  tales 
casos,  se  ocuparán  los  envases,  los  cuales  perderá  el  de- 
fraudador y  hará  suyos  el  defraudado." 

II.  El  artículo  287  del  Código  Penal  regirá  en  lo  su- 
cesivo con  la  siguiente  adición : 

"En  iguales  penas  incurrirán  los  que  compren  ó  ven- 
dan envases  con  marcas  estampadas  permanentemente  y 
que  estén  registradas  á  favor  de  otra  persona,  ó  los  utili- 
cen colocando  en  ellos  para  su  venta,  mercancía  igual  ó 
semejante  á  aquella  á  que  por  el  dueño  de  la  marca  se 
destinan  dichos  envases.  En  tales  casos  se  ocuparán  los 
envases,  los  cuales  perderá  el  defraudador  y  hará  suyos 
el  defraudado. ' ' 

III.  Esta  orden  -empezará  á  regir  desde  el  Io  de  Ene- 
ro de  1901. 

El  Teniente  Coronel  de  Estado  Mayor, 

H.  L.  Scott. 

(Gaceta  19  Diciembre.) 


DELITOS  T  FALTAS  ELECTORALES  (*) 

SECRETARIA  DE  GOBERNACIÓN 

LEY  ELECTORAL  DE  25  DE  DICIEMBRE  DE  1903 

Tomás  Estrada  Palma,  Presidente  'Constitucional  de 


(*)  Esta  ley  en  su  disposición  final  derogó  todas  las  Leyes, 
Decretos,  Ordenes  y  Reglamento?  relativos  al  ejercicio  del  derecho 
electoral;  así  como  cualquiera  disposición  legal  que  se  refiera  á  in- 
compatiblidad  ó  incapacidad  para  cargos  electivos,  no  previstos  en 
est  Ley,"  exceptuando  los  procedimientos  electorales  en  materia 
de  Instrucción  Pública.  Las  leyes  publicadas  durante  el  período  de 
la  Intervención  sobre  esta  materia  electoral  son  la  Orden  91  de 
1901  ("Gaceta"  19  Abril)  y  la  218  de  1901  ("Gaceta"  14  Octu- 
bre de  1901.— N.  del  A. 
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la  República  de  Ouba:  Hago  saber:  que  el  Congreso  ha 
votado  y  yo  ihe  sancionado  la  siguiente  Ley  electoral: 

OAPITÜLO  XXII  (•) 

DE  LOS  DELITOS  Y  FALTAS 

Art.  110. — Los  delitos  y  faltas  que  se  cometan  con 
motivo  6  ocasión  de  las  Elecciones,  y  que  no  estén  espe- 
cialmente penados  en  este  Capítulo,  se  castigarán  conforr 
me  lo  que  establece  el  Código  y  demás  disposiciones  pena- 
les vigentes. 

Art.  120. — Tendrán  el  carácter  de  funcionarios  pú- 
blicos, á  los  efectos  penales,  las  personas  que  desempeñen 
cualquiera  de  los  cargos  establecidos  en  esta  Ley,  y  se  re- 
putarán documentos  oficiales  los  Registros  Electorales, 
las  actas,  las  boletas,  las  certificaciones,  y  cuantos  más  do- 
cumentos tengan  por  objeto  acreditar  el  ejercicio  del  de- 
recho electoral,  ó  su  resultado,  y  garantizar  la  regulari- 
dad de  los  procedimientos. 

Art.  121. — Realizan  delitos  de  coacción  electoral: 

Ia  Los  funcionarios  públicos  que  desde  la  convocato- 
ria de  la  elección,  hasta  que  ésta  haya  terminado,  cursen 
expedientes  gubernativos  de  denuncias,  multas  ó  atrasos 
de  cuentas. 

2o  Los  funcionarios  públicos  que  para  impedir  el  ejer- 
cicio del  sufragio  hagan  salir  de  su  residencia,  ú  obliguen 
á  permanecer  fuera  de  ella,  aunque  sea  con  pretexto  del 
servicio  público,  á  un  elector  el  día  de  elección,  ó  la  pri- 
vara de  libertad. 

3o  Los  que  impidan  la  libre  entrada  y  salida  de  los 
electores  en  el  local  en  donde  deban  ejercitar  su  derecho 
en  los  casos  que  esta  Ley  determina,  ó  impidan  la  perma- 
nencia de  notarios,  candidatos  ó  representantes  de  ellos, 
en  los  mismos  locales,  de  modo  que  no  puedan  ejercer  su 
oficio  ó  usar  de  sus  derechos. 

4o  Los  funcionarios  públicos  que  no  entreguen  ó  de- 
moren indebidamente  la  entrega  de  documentos  que  es- 
tén obligados  á  dar. 

Art.  122. — La  acción  penal  que  nace  de  los  delitos  y 
faltas  electorales,  es  pública,  y  podrá  ejercitarse  hasta 
tres  meses  después  de  verificarse  la  elección  en  que  se  hu- 
bieren cometido. 

Por  tanto :  mando  que  se  cumpla  y  ejecute  la  presen- 
te ley  en  todas  sus  partes. 

(*)     Léase  la  Ley  de  14  de  Enero  de  1905  que  se  publica  á 
continuación. 
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Dado  en  el  Palacio  de  la  Presidencia,  en  la  Habana,  & 
25  de  Diciembre  de  1903. 

fl.  Estrada  Palma. 
Leopoldo  Cancio, 
Secretario  de  Instrucción  Pública, 
interino  de  Gobernación. 

(Gaceta  25  Diciembre  1903.) 


Tomás  Estrada  Palma,  Presidente  Constitucional  de 
la  República  de  Cu!ba:  Hago  saber:  Que  el  Congreso  ha 
votado,  y  yio  he  sancionado  la  siguiente  Ley  Electoral : 

Art.  123. — Los  funcionarios  públicos  a  que  se  refiere 
el  artículo  120  que  cometiesen  algunas  de  las  falsedades 
definidas  en  *el  artículo  310  del  Código  Penad,  serán  casti- 
gados con  la  pena  de  arresto  mayor. 

Los  particulares  que  cometiesen  las  mismas  faltas  se- 
rán castigados  eon  la  pena  de  arresto  mayor  en  su  grado 
mínimo.  Los  funcionarios  públicos  ó  particulares  que  co- 
metieren ó  hubiesen  cometido  el  delito  de  perjurio  en  ac- 
tos ó  en  documentos  electorales,  ó  con  motivo  de  las  elec- 
ciones, serán  castigados  con  la  pena  de  arresto  mayor  en 
su  grado  mínimum. 

Art.  124. — »Los  Juzgados  de  Instrucción  y  las  Audien- 
cias continuaron  conociendo  de  los  delitos  á  que  se  con- 
trae el  artículo  precedente,  á  pesar  de  la  reducción  de  las 
penas  que  en  el  mismo  se  hacen. 

Disposición  transitoria 

A  los  fiadores  que  en  un  plazo  de  treinta  días  conta- 
dos desde  la  fecha  del  auto  del  Juez  ó  Tribunal  corres- 
pondiente, presentaren  á  los  procesados  por  los  delitos 
electorales  les  ©eran  devueltas  las  fianzas  que  hubieren 
sido  hechas  efectivas,  á  virtud  de  lo  que  dispone  el  artícu- 
lo 535  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal. 

Por  tanto :  mando  que  se  cumpla  y  ejecute  la  presen- 
te Ley  en  todas  sus  partes. 

Dada  en  el  Palacio  de  la  Presidencia,  en  la  Habana, 
á  14  de  Enero  de  1905. 

T.  Estrada  Palma. 
Leopoldo  Cancio, 
Secretario  de  Instrucción  Pública, 
interino  de  Gobernación, 

(Gaceta  14  Enero  1905.) 
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OKDEN  NUMERO  126  (*) 

FALSEDAD  EX  DOCUMENTO  PUBLICO 

Habana,  17  de  Mayo  de  1901. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Se  deroga  el  artículo  XII  de  la  Orden  núm.  487,  (**) 
.  serie  de  1900  de  este  Cuartel  General ;  y  en  su  consecuen- 
cia el  artículo  311  del  Código  Penal  á  que  aquel  alude, 

volverá  á  regir  en  los  términos  siguientes : 

Art.  311.  El  particular  que  cometiere  en  documento 
público  ú  oficial,  ó  «en  letras  de  cambio  ú  otra  clase  de  do- 
cumentos mercantiles  alguna  de  las  falsedades  designadas 
«en  el  artículo  anterior,  será  castigados  con  las  penas  de 
presidio  mayor  y  multa  de  1,250  á  12,500  pesetas." 

II.  Esta  Orden  empezará  á  regir  á  los  veinte  días  de 
.su  publicación  en  la  " Gaceta  de  la  Habana.' * 

J.  B.  Hickey. 

Major,  llth  U.  S.  Cavalry, 

Actg.  Asst.  Adjt.  Geni. 
>{  Gaceta  18  Mayo  ) 


ORDEN  NUMERO  173 

Disposiciones  penales  respecto  a  delitos  realizados  en  las  Aduanas 
de  Cuba 

Washington,  D.  C. ) 
Junio  22,  1901.) 

Por  orden  del  Presidente  se  proclaman  las  siguientes 
Ordenanzas  de  aduanas  para  los  puertos  de  la  Isla  de  Cu- 
ba y»  serán  puestas  en  vigor  en  dicha  Isla,  teniendo  efecto 
á  su  proclamación  en  Cuba. 

capitulo  xxni 

Disposiciones  penales  y  derechos  adicionales 

CLASIFICACIÓN    DE    ACTOS    PENALES    Y    PROCEDIMIENTOS 

DE  ADUANAS 

Art.  221.  Las  personas  que  eometan  cualquiera  de  los 


(*)     Léase  la  Orden  847  en  la  página  328. 

(**)  La  orden  487  fué  derogada  por  la  orden  140,  serie  1901, 
que  es  la  que  se  publica  en  la  pág.  76  de  esta  obra.  El  número  2° 
del  artículo  VII  de  la  Orden  140  (Pág.  84)  es  copia  de  la  Orden 
487  y  que  queda  por  consiguiente  derogado  por  la  presente. 
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actas  mencionados  en  los  siguientes  artículos,  estarán  su- 
jetas á  las  penalidades  que  á  continuación  se  expresan 
para  los  mismos. 

1.  Si  «cualquier  importador,  dueño   6  consignatario,, 
agente  ú  otra  persona,  hiciere  ó  intentare  hacer  la  entra- 
da de  mercancías  importadas  valiéndose  de  cualquier  fac- 
tura fraudulenta  ó  falsa,  declaración  jurada,  carta,  papel 
ó  relación  falsa,  escrita  ó  verbal,  ó  valiéndose  de  cual- 
quier recurso  ó  medio  falso  ó  fraudulento;  ó  fuera  culpa- 
ble de  cualquier  acto  voluntario  ú  omisión  por  el  cual  se- 
privara  á  la  Isla  ele  Cuba  de  los  derechos  legales,  ó  parte 
de  esos  derechos  que  provinieran  de  las  mercancías  ó  cual- 
quier parte  de  ellas,  comprendidas  en  ó  a  que  se  refiere  la 
tal  factura,  declaración  jurada,  carta,  papel,  ó  relación  6- 
se  viere  perjudicada  por  tal  acto  ú  omisión,  tales  mercan- 
oías  ó  el  valor  de  ellas,  serán  decomisadas  con  el  objeto  de 
recuperar  dichos  derechos  de  la  persona  que  hiciere  la  en- 
trada, cuyo  decomiso  será  sólo  aplicable  á  la  totalidad  de 
las  mercancías  ó  al  valor  de  las  envasadas  en  la  caja  ó 
bulto  conteniendo  el  artículo  ó  artículos  de  las  mercancías- 
á  que  se  refiere  el  fraude,  papel  ó  relación  falsa. 

Y  tal  persona  al  ser  comprobado  el  delito,  será  con- 
denado por  cada  defraudación,  á  una  multa  que  no  sea 
mayor  de  cinco  mil  pesos,  ó  encajrcelado  ¡por  um  término* 
que  no  exceda  de  dos  años  ó  atoabas  penas,  á  juicio  del  tri- 
bunal. 

2.  Toda  persona  que  voluntariamente  ocultare  ó  des- 
truyere cualquier  factura,  libro  ó  papel;  que  haga  refe- 
rencia á  cualquier  mercancía  sujeta  á  derechos,  y  que  ha- 
ya sido  importada  ó  se  importare  en  la  Isla  de  Cuba,  de 
cualquier  puerto  ó  país  extranjero  después  que  haya  sido- 
exigida  una  inspección  de  las  mismas  por  el  Administra- 
dor de  cualquier  distrito  de  recaudación  ó  que  en  cual- 
quier tiempo  ocultare  ó  destruyere  cualquier  factura,  li- 
bro ó  papel,  con  el  fin  de  hacer  desaparecer  cualquier* 
prueba  de  fraude  contenido  en  él,  será  castigada  con  una. 
multa  que  no  exceda  «de  cinco  mil  pesos  ó  sufrirá  prisión- 
no  menor  de  dos  años  ó  ambas  penalidades. 

3.  Los  Jueces  de  Primera  Instancia  é  Instrucción,  ten- 
drán y  por  la  presente  se  les  da  jurisdicción  y  autoridad 
para  ver  las  causas  de  los  delitos  aquí  enumerados,  y  pa- 
ra tomar  testimonio  y  hacer  investigaciones,  según  está 
dispuesto  por  la  ley  en  otros  delitos ;  y  si  determinan  por - 
las  pruebas  presentadas,  que  hay  motivo  probable  para 
creer  que  el  individuo  acusado  es  culpable  del  delito  de 
que  se  le  acusa,  permitirán  que  dicha  persona  preste  fian- 
za, y  si  no  pudiere  prestarla,  buena  y  suficiente,  lo  remi- 
tirán á  la  Cárcel,  pendiente  de  la  acción  del  tribunal  cri- 
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iminal  que  tenga  jurisdicción  en  el  asunto  -según  se  dispo- 
ne más  adelante. 

Se  previene  que  el  delito  haya  sido  cometido  en  cual* 
<juier  parte  de  la  provincia  en  la  cual  esté  localizado  el 
distrito  judicial  del  Juez  ó  que  el  acusado  haya  sido  apre- 
hendido en  cualquier  parte  de  la  provincia  en  la  cual  esté 
localizado  el  distrito  judicial  del  Juez,  aunque  el  delito 
haya  sido  cometido  en  otra  parte,  6 

Que  el  acusado  haya  sido  aprehendido  fuera  de  la 
Isla  de  Cuba,  y  traído  á  la  provincia  én  que  esté  localiza- 
do el  distrito  del  Juez,  sin  considerar  donde  haya  sido  co- 
metido el  delito. 

4.  Las  Audiencias  de  lo  Criminal  tendrán  jurisdicción 
•en  todos  los  casos  aquí  expresados,  cuando  el  delito  haya 
sido  cometido  en  el  distrito  judicial  en  que  el  tribunal  en 
la  actualidad  tiene  legalmente  jurisdicción  criminal  ó  sin 
considerar  donde  haya  sido  cometido  él  delito  si  el  acusa- 
do fué  aprehendido  en  dicho  distrito  ó  si  el  acusado  hu- 
biera sido  traído  á  dicho  distrito,  siempre  que  haya  sido 
aprehendido  fuera  de  la  Isla  de  Cuba. 

5.  Todas  las  leyes  ó  partes  de  las  mismas,  vigentes  en 
la  actualidad  en  la  Isla  de  Cuba,  que  se  opongan  á  lo  dis- 
puesto en  este  artículo,  quedan  por  la  presente  nulas  y  sin 
ningún  valor. 

Art.  222.  Si  se  encontrasen  mercancías  á  bordo  de 
cualquier  buque  cuya  mercancía  no  esté  incluida  en  su 
manifiesto,  y  el  cual,  según  exigen  las  ordenanzas,  ha  sido 
presentado,  el  Capitán  será  responsable  por  una  suma 
igual  al  valor  de  dicha  mercancía  no  manifestada,  y  cual- 
quier mercancía  perteneciendo  á  ó  consignada  á  los  oficia- 
les ó  tripulantes  del  buque  será  decomisada.  No  se  incu- 
rrirá en  dichas  penalidades  ó  multas,  sin  embargo,  si  se 
probare  á  satisfacción  del  funcionario  principal  de  Adua- 
nas del  puerto,  que  los  errores  ú  omisiones  fueron  cometi- 
dos sin  intención  de  defraudar  6  engañar.  En  tal  caso  al 
Capitán  le  será  permitido  corregir  el  manifiesto  con  una 
nota  en  el  mismo.  'Si  cualquier  artículo,  paquete  ó  bulto 
que  esté  especificado  en  el  manifiesto,  faltase  á  la  llegada 
del  buque  ó  si  la  mercancía  á  bordo  no  está  de  acuerdo 
con  lo  que  contiene  el  manifiesto  presentado  por  el  Capi- 
tán, excepto  como  arriba  se  expresa,  el  Capitán  estará  su- 
jeto á  una  multa  que  no  excederá  de  quinientos  pesos,  á 
discreción  del  Administrador ;  pero  si  se  probase  á  la  sa- 
tisfacción del  funcionario  principal  de  Aduanas  del  puer- 
to, que  ninguna  parte  de  la  mercancía  en  dicho  "buque  ha 
sido  embarcada,  desembarcada  ó  descargada,  desde  que 
fué  tomada  ó  bordo,  excepto  de  la  manera  que  se  haga 
«constar  en  el  manifiesto,  y  de  conformidad  con  los  permi- 
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sos  6  que  la  falta  de  conformidad  es  debida  á  error,  en  tal 
caso,  la  multa  no  será  impuesta. 

Art.  223.  Ningua  mercancía  será  importada  en  Cuba 
de  puertos  extranjeros,  bajo  la  pena  de  decomiso,  en  em- 
barcaciones de  porte  menor  de  treinta  toneladas  brutas. 

Art.  224.  Los  Capitanes  de  buques  procedentes  de 
puertos  extranjeros  están  sujetos  á  las  multas  prescriptas 
en  los  siguientes  casos : 

1.  Por  dejar  de  tener  el  manifiesto  del  buque  ú  otros 
documentos  en  orden,  al  entrar  en  puerto,  el  Capitán  es- 
tará sujeta  á  una  multa  de  $50  á  $250. 

Si  á  su  llegada  á  puerto,  el  Capitán  dejare  de  presen- 
tar al  Inspector  de  visita  el  manifiesto,  estará  sujeto  á  una 
multa  de  $100  á  $500. 

2.  Si  el  «manifiesto  dejare  de  llenar  los  requisitos  pros- 
criptos en  el  artículo  77  estará  sujeto  á  una  multa  de  $10 
á$100. 

3.  Por  dejar  de  presentar  las  copias  necesarias  del 
manifiesto  ú  otros  documentos  que  se  exijan,  6  en  el  caso 
de  que  no  estén  las  mismas  de  conformidad  con  el  original, 
estará  sujeto  á  una  multa  de  $10  á  $50,  y  tendrá  que  pre- 
sentar los  documentos  que  falten,  ó  rehacer  los  que  están 
•incorrectos,  según  sea  el  caso. 

4.  Por  dejar  de  presentar  en  las  Aduanas  de  puertos 
á  que  llegué  el  buque,  el  manifiesto  general  de  los  bultos 
de  tránsito,  pagará  una  multa  de  $10  á  $50,  y  se  le  hará 
responsable  de  presentar  La  •copia  del  manifiesto  general  de 
la  Aduana  del  puente  de  tránsito  exija  á  la  Aduana  del 
puerto  de  procedencia. 

5.  Por  todas  las  diferencias  en  exceso  de  25  por  cien- 
to de  peso  efectivo,  que  resulten  en  el  peso  bruto  de  los 
bultos  declarados  en  el  manifiesto,  que  servirá  como  base 
para  la  imposición  de  los  derechos,  el  Capitán  estará  su- 
jeto á  una  multa  de  $10  á  $50. 

6.  Por  cambiar  de  fondeadero  en  puerto,  síd  permiso 
de  la  Aduana,  el  Capitán  pagará  una  multa  de  $50. 

7.  Por  dejar  de  presentar  el  cuaderno  de  vitácora 
(log  book)  y  otros  documentos,  cuando  sean  pedidos  por 
el  Inspector  de  Visita  á  bordo  del  buque,  pagará  una  mul- 
ta de  $50.00  y  no  se  le  permitirá  el  ser  despachado  hasta 
que  haya  presentado  los  dichos  documentos. 

8.  Por  dejar  de  presentar  inmediatamente  á  su  llega- 
da al  puerto  una  lista  de  sus  pasajeros  yi  número  de  piezas 
de  equipajes  traídos  por  cada  uno,  estará  sujeto  á  una 
multa  de  $10  á  $100. 

9.  Por  todas  las  provisiones  de  mar  y  rancho,  no  in- 
cluidas en  la  lista  de  rancho,  pagará  dobles  derechos. 

10.  Cuando  las  precintas  6  sellos  puestas  en  las  eseo- 
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tillas  y  proas  se  encuentran  levantadas  6  rotas,  excepto 
en  caso  de  accidente,  el  Capitán  estará  sujeto  á  una  mul- 
ta que  no  excederá  de  $500,  sin  perjuicio  de  las  responsa- 
bilidades que  por  otras  penas  haya  incurrido. 

11.  Si  las  precintas  6  «ellos  puestos  en  los  bultos  á 
bordo  se  encuentran  rotos,  el  Capitán  estará  sujeto  á  una 
multa  de  $10  á  $50  por  cada  precinta  ó  sello  encontrado 
roto,  y  estará  sujeto  á  las  otras  penalidades  en  que  haya 
incurrido. 

12.  Por  sacar  del  buque,  sin  permiso  de  la  Aduana, 
cualquier  bulto  que  esté  contenido  en  el  manifiesto,  paga- 
rá una  suma  igual  al  doble  del  valor  de  las  mercancías. 

13.  Por  desembarcar  personas  ó  descargar  mercan- 
cías en  puntos  que  no  sean  aquellos  designados  por  las 
autoridades,  en  caso  de  ser  el  buque  enviado  á  cuarente- 
na, el  Capitán  pagará  una  multa  de  $100  en  caso  de  ser 
pasajero,  y  doble  del  valor  de  los  bultos  en  caso  de  ser 
mercancías. 

14.  Por  dejar  de  consignar  en  el  manifiesto  el  aumen- 
to de  tonelaje  del  buque,  debido  á  haber  sido  alargado  en 
un  punto  extranjero,  ó  por  omitir  anotar  en  dicho  docu- 
mento las  reparaciones  hechas,  y.  los  materiales  emplea- 
dos en  lo  mismo,  el  Capitán  estará  sujeto  al  pago  del  do- 
ble de  los  derechos  que  se  impongan  á  dichas  repara- 
ciones. 

Art.  225.  Se  incurrirá  en  penalidad  en  los  siguientes 
casos  y  por  las  sumas  que  á  continuación  se  expresan : 

1.  Cuando  embarcaciones  menores,  ocupadas  en  la 
descarga  de  buques  se  pongan  al  costado  de  otro  que  no 
sea  aquél  que  están  descargando,  6  se  demoren  en  el  trán- 
sito, ó  hagan  desembarque  en  lugar  diferente  al  de  aquel 
que  ha  sido  designado  para  la  descarga,  el  Capitán  de  tal 
embarcación  pagará  una  multa  de  $5  á  $10  sin  perjuicio 
de  la  responsabilidad  de  dicho  Capitán,  ú  otras  personas, 
á  las  multas  en  que  pudieran  haberse  incurrido  por  cual- 
quier otro  delito  relacionado  con  lo  que  precede. 

Art.  226.  Los  consignatarios  de  mercaneía's  estarán 
sujetos  á  las  penalidades  y  derechos  adicioniales,  en  las  su- 
mas y  en  los  casos  que  á  continuación  se  expresan : 

1.  Las  mercancías  cuya  importación  está  prohibida, 
aunque  sean  declaradas  legalmente  ó  no,  serán  decomisa- 
das y  confiscadas. 

2.  Si  el  valor  aforado  de  cualquier  mercancía  exce- 
diese del  valor  declarado  de  la  misma,  se  cobrará,  ade- 
más, de  los  derechos  corrientes  impuestos  por  la  ley,  so- 
bre dicha  mercancía,  una  suma  adicional,  equivalente  al 
uno  por  ciento  del  total  del  valor  aforado  por  cada  uno 
por  ciento  que  dicho  valor  aforado  excediere  del  valor  de- 


ir 
Sí- 


33T 

clarado :  y  si  dicho  valor  aforado  excediera  del  valor  de- 
clarado en  más  del  cincuenta  por  ciento,  excepto  cuando 
resultase  por  un  error  de  pluma  manifiesta,  la  declaración 
será  considerada  como  presunto  fraude,  yi  la  mercancía 
será  detenida  y  decomisada  por  el  gobierno. 

3.  Si  el  peso  declarado  dé  una  mercancía,  fuere  exce- 
dido por  el  peso  verdadero,  por  una  diferencia  del  uno  al 
quince  por  ciento  (ambas  inclusives)  del  peso  total  de  la 
mercancía,  se  podrán  imponer  derechos  adicionales  á  dis- 
creción del  Administrador  de  la  Aduana,  los  que  no  ex- 
cederán del  uno  por  ciento  del  total  de  los  derechos  sobre 
la  mercancía,  por  cada  uno  por  ciento  de  diferencia  entre 
el  peso  declarado  y  el  peso  verdadero.  Tales  derechos  adi- 
cionales no  serán  impuestos  por  el  Administrador  de  la 
Aduana  en  todos  aquellos  casos  en  que  esté  satisfecho  que 
la  diferencia  ocurrió  de  buena  fe. 

'Cuando  dicha  diferencia  exceda  del  quince  por  cien- 
to del  peso  total  de  la  mercancía,  pero  no  exceda  del  50 
por  ciento  de  dicho  peso  total,  se  impondrán  derechos  adi- 
cionales de  1  por  ciento  por  cada  uno  por  ciento  de  dife- 
rencia entre  los  pesos  declarados  y  verdaderos. 

Cuando  esta  diferencia  exceda  del  cincuenta  por 
ciento  del  peso  total  de  la  mercancía,  la  declaración  sera 
considerada  como  presunto  fraude,  y  la  mercancía  será, 
detenida  y  decomisada  por  el  gobierno. 

4.  En  todos  los  casos  de  derechos  adicionales,  precep- 
tivos é  discrecionales,  realmente  impuestos,  no  habrá  con- 
donación de  los  mismos,  excepto  con  la  aprobación  por 
escrito  del  Jefe  del  Servicio  de  Aduanas  en  la  Habana,  á 
quien  una  apelación  por  escrito  podrá  ser  dirigida,  y  cu- 
ya decisión  en  el-  caso  será  terminante. 

5.  Las  armas  de  fuego,  pólvora,  cápsulas,  dinamita  y 
toda  clase  de  explosivos  y  municiones  de  guerra  encontra- 
das maliciosamente  escondidas  á  bordo  de  cualquier  bu- 
que, y  no  contenidas  en  el  manifiesto,  serán  confiscadas  y 
el  Capitán  estará  sujeto  á  una  inulta  que  no  excederá  de 
$2,000.00. 

6.  Por  dejar  de  pagar  los  derechos  liquidados  dentro 
de  los  tres  días  hábiles  después  de  haberse  dado  por  la 
Aduana  aviso  público  de  su  liquidación,  el  consignatario 
pagará  un  recargo  de  cinco  por  ciento  de  la  suma  que 
constituya  el  Debe. 

La  penalidad  arriba  expresada  es  independiente  de 
la  suma  que  se  impondrá  de  conformidad  con  el  artículo 
115  de  las  presentes  ordenanzas  por  almacenaje,  cubrien- 
do él  período  de  tiempo  que  las  mercancías  hubiesen  per- 
manecido en  la  Aduana,  después  del  número  de  días  seña- 
lado de  la  fecha  de  descarga. 
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-Art.  227.  Las  mercancías  importadas  por  pasajeros 
estarán  sujetas  á  decomiso  cuando  se  encuentren  ocultas 
sobre  su  persona  ó  de  otra  manera,  con  intención  mani- 
fiesta de  defraudar  la  Renta. 

Art.  228.  Aquellas  personas  que  exporten  productos 
nacionales  por  mar,  estarán  sujetos  á  penalidades,  por  las 
«urnas  y  en  los  casos  que  á  continuación  se  expresan : 

1.  Por  embarcar  en  puertos  de  entradas  mercancías 
«de  cualquier  clase  sin  permiso  de  la  Aduana,  pagarán  una 
multa  de  $1  á  $10,  á  juicio  del  Administrador  de  la  Adua- 
na, y  si  el  embarque  se  efectuare  en  un  puerto  que  no  sea 
•puerto  de  entrada,  pagará  una  multa  de  $50  á  $100  y  el 
buque  tendrá  que  proveerse  de  los  documentos  necesa- 
rios para  la  carga  á  bordo,  en  la  Aduana  más  próxima. 

2.  Cuando  los  capitanes  de  buques  se  hagan  á  la  mar 
isin  haber  primero  cumplido  con  todos  los  requisitos  y  for- 
malidades establecidas  en  las  presentes  Ordenanzas,  esta- 
rán sujetos  á  una  multa  de  $50,  que  será  exigida  á  sus 
consignatarios,  quienes  serán  considerados  subsidiaria- 
mente responsables  de  las  multas  y  derechos  que  adeuden 
los  capitanes. 

Art.  229.  En  las  entradas  y  despachos  del  comercio 
de  cabotaje  entre  los  varios  puertos  de  'Cuba,  las  penali- 
dades que  se  expresan  serán  recurridas  en  los  casos  y  su- 
mas que  á  continuación  aparecen: 

1.  Por  embarcar  cualquier  mercancía  de  cabotaje  sin 
un  permiso  de  la  Aduana,  ú  otra  Autoridad  competente, 
el  remitente  estará  sujeto  á  una  multa  igual  al  valor  dé 
la  mercancía. 

2.  Cuando  se  encontrase  á  bordo  de  un  buque  mer- 
cancías extranjeras  sin  los  documentos  necesarios  que  le 
•corresponden,  el  Capitán  estará  sujeto  á  pagar  el  doble 
♦del  valor  de  los  derechos  que  adeuden  en  cada  caso. 

3.  Cuando  se  encoautrasen  á  bordo  de  un  buque  mer- 
cancías extranjeras  sin  los  documentos  necesarios  que  les 
•corresponden,  si  las  mismas  fueren  libres  de  derechos,  el 
capitán  estará  sujeto  á  una  multa  de  $5  á  $50. 

4.  Por  dejar  de  dar  aviso  de  la  llegada  de  un  buque, 
aunque  esté  en  lastre,  al  Administrador  del  puerto  de  lle- 
gada, el  capitán  estará  sujeto  á  una  multa  de  $5  á  $50. 

El  Capitán  ó  consignatario,  según  sea  el  caso,  estará 
sujeto  á  la  misma  penalidad,  sin  perjuicio  de  su  respon- 
sabilidad á  las  otras  penalidades  que  se  puedan  aplicar, 
•según  previenen  estas  Ordenanzas,  por  el  mero  hecho  de 
desembancar  mercancía  de  Jcualquier  clase  en  un  puerto 
que  no  es  puerto  de  entrada  debidamente  autorizado. 

Art.  230.  En  el  trasbordo  de  mercancías,  las  personas 
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ocupadas  en  ella  estarán  sujetas  á  las  multas  siguientes, 
y  en  los  casos  que  á  continuación  se  expresan: 

1.  Por  trasbordar  mercancías  que  adeudan  derecho, 
de  un  buque  á  otro,  sin  el  permiso  de  las  autoridades  de 
Aduana,  el  capitán  pagará  el  doble  del  importe  de  los  de- 
rechos que  les  correspondan  según  -el  Arancel. 

2.  Por  la  misma  infracción  en  el  «aso  de  meracncías 
nacionales,  libres  de  derechos  y  otros  cargos,  tanto  -el  Ca- 
pitán que  entregue,  como  el  que  reciba  la  mercancía,  es- 
tarán sujetos  á  una  multa  de ••  $10  á  $50,  á  discreción  del 
Administrador  de  la  Aduanal 

3.  Por  diferencias  en  bultos,  ó  en  mercancías  á  granel 
que  se  encuentren  no  estén  manifestadas  durante  lá  ope- 
ración del  trasbordo.  Véase  el  artículo  156. 

4.  Cuando  embarcaciones  menores  dedicadas  á  llevar 
mercancías  por  bultos,  ó  a  granel,  para  ser  trasbordadas, 
estén  al  costado  del  buque,  ó  lugar  diferente  de  aquel  a 
que  dicha  mercancía  está  destinada.  (Véase  <*1  artícu- 
lo 156). 

Art.  231.  Los  consignatarios  de  mercancías  para  ser 
depositadas  en  Almacenes  de  Fianza  que  dejen  de  prestar 
la  declaración  correspondiente  dentro  del  período  de 
tiempo  señalado,  tendrán  que  declarar  las  mismas  á  "  con- 
sumo inmediato.' ' 

Art.  232.  Cualquier  persona  ó  personas  que  no  sean 
empleados  del  Servicio  de  Aduanas  de  Cuba,  que  usen  el 
uniforme  de  dicho  servicio,  estarán  sujetos  á  una  multa 
de  $100,  al  ser  declaradas  culpables  por  una  Corte  Co- 
rreccional. 

Art.  233.  Ninguna  multa  ó  penalidad  que  esté  estipu- 
lada en  las  presentes  Ordenanzas,  se  considerará  que  re- 
leve á  las  personas  multadas  de  los  otros  procedimientos 
legales  que  están  previstos  en  dichas  Ordenanzas. 

Elihu  1Eoot, 
Secretario  de  la  Querrá. 
(Gaceta  19  Agosto.) 


ORDEN  NUMERO  225 

DELITO    DE    ATENTADO 

Habana,  21  de  Octubre  de  1901. 

■ 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
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cretario  de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Por  la  presente  se  modifican  los  artículos  259  y  260 
del  Código  Penal  en  la  forma  que  á  continuación  se  ex- 
presa : 

4 'Artículo  259. — Los  atentados  comprendidos  en  el  artículo 
"anterior  y  cometidos  contra  la  Autoridad  serán  castigados  con 
"las  penas  de  prisión  correccional  en  su  grado  medio  á  prisión  ma- 
"yor  en  su  grado  mínimo,  siempre  que  concurra  alguna  de  las  cir- 
cunstancias siguientes: 

"1  Si  la  agresión  se  verificare  á  mano  armada. 

"2  Si  los  reos  fueren  funcionarios  públicos. 

"3  Si  los  delincuentes  pusieren  manos  en  la  Autoridad. 

"4  Si  por  consecuencia  de  la  coacción  la  Autoridad  hubiere 
"accedido  á  las  exigencais  de  los  delincuentes. 

"Sin  estas  circunstancias,  la  pena  será  de  prisión  correccio- 
"nal  en  su  grado  mínimo  al  medio. 

"Artículo  260. — Los  atentados  á  que  se  refiere  el  artículo  an- 
"terior  cometidos  contra  agentes  de  la  Autoridad,  serán  castiga- 
"dos  con  la  pena  de  arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á  prisión 
"correccional  en  su  grado  mínimo,  siempre  que  concurra  alguna  de 
"las  tres  primeras  circunstancias  enumeradas  en  dicho  artículo. 

"Igual  pena  se  impondrá  á  los  culpables  que  hubieren  puesto 
"manos  en  las  personas  que  acudieran  en  auxilio  de  la  Autoridad, 
"ó  en  funcionarios  públicos.' ' 

II.  Los  simples  atentados  cometidos  contra  agentes 
de  la  Autoridad,  ó  sean  los  no  comprendidos  en  el  artícu- 
lo 260,  reformado,  del  Código  Penal,  serán  perseguidos 
y  castigados  por  los  Jueces  Correccionales  en  la  forma 
dispuesta  en  la  Orden  213,  serie  de  1900,  como  delito  de 
los  sometidos  á  la  competencia  de  aquéllos. 

III.  Se  derogan  todas  las  disposiciones  anteriores  que 
se  opongan  á  las  contenidas  en  la  presente  Orden,  la  cual 
empezará  á  regir  á  los  veinte  días  de  su  promulgación. 

El  Ayudante  General  Interino, 
Edward  Carpenter. 

(Gaceta  22  Octubre.) 


ORDEN  NUMERO  240 

DELITO  DE  HURTO 

Habana,  7  de  Noviembre  de  1901. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  las  siguientes  órdenes : 


341 


1.  El  artículo  538  del  Código  Penal  vigente  se  enten- 
derá redactado  en  la  siguiente  forma : 

Articulo  538. — El  hurto,  cuando  exceda  de  cincuenta  pesos, (*) 
se  castigará  con  las  penas  inmediatamente  superiores  en  grado  a 
las  respectivamente  señaladas  en  los  artículos  anteriores: 

Io  Si  fuere  deméstico  ó  interviniere  en  el  acto  grave  abuso 
de  confianza; 

2o  Si  se  cometiere  en  predio  rustico  y  consistiere  en  animales 
ú  objetos  empleados  en  las  labores  agrícolas; 

3o  Si  el  culpable  fuera  dos  ó  más  veces  reincidente. 

2.  Los  delitos  de  hurto  y  estafa  que  no  excedan  de 
cincuenta  pesos,  en  cualquier  forma  que  se  realicen  y  cua- 
lesquiera que  sean  las  circunstancias  que  concurran  en  la 
comisión  de  los  mismos,  serán  perseguidos  yi  castigado-s 
por  los  Jueces  Correccional-es,  á  euya  exclusiva  competen- 
cia quedan  sometidos,  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  Or- 
den Civil  número  213,  serie  de  1900,  del  Cuartel  General 
de  la  División  de  Cuba. 

El  Ayudante  General, 
H.  L.  Soott. 

(Gaceta  8  Noviembre.) 


ORDEN  NUMERO  257 

Habana,  27  de  Diciembre  de  1901. 

III.  Por  la  presente  se  fija  en  20  años,  en  lugar  de  23 
la  edad  á  que  aluden  los  artículos  459  y  465  del  vigente 
Código  Penal.  (**) 

El  Ayudante  General, 
H.  L.  Scott. 

(Gaceta  27  Diciembre.) 

(*)  La  cuantía  de  50  pesos  á  que  esta  orden  se  refiere  ha  de 
entenderse  que  es  la  equivalente  á  las  250  pesetas  que  fija  como  mí- 
nimum el  número  3  del  artículo  536  del  Código  Penal,  y  no  la  de 
50  pesos  en  moneda  americana  de  los  Estados  Unidos  del  Norte 
América.  Así  se  ha  interpretado  por  la  Jurisprudencia.  Véase  la 
Sentencia  del  Tribunal  Supremo  número  43,  de  25  de  Marzo  de 
1903.— N.  del  A. 

(**)  El  artículo  459  del  Código  Penal  á  que  se  hace  referen- 
cia, dice  así:  "El  estupro  de  una  doncella  mayor  de  doce  años  y 
menor  de  veintitrés,  cometido  por  Autoridad  pública,  sacerdote, 
criado,  doméstico,  tutor,  maestro  ó  encargado  por  cualquier  título 
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DECRETO  NXTMEBO  390  DE  22  DE  DICIEMBRE  DE  1904 
Apremio  personal  en  defecto  de  pago  de  las  multas  gubernativas 

Artículo  Io — En  lo  sucesivo,  las  multas  que  impon- 
gan los  Ayuntamientos  y  Alcaldes  con  arreglo  á  los  ar- 
tículos 73  y  110  de  la  Ley  Municipal,  se  'harán  efectivas 
con  apremio  personal  por  falta  de  pago,  a  razón  de  un  día 
de  arresto  por  cada  peso,  por  los  Jueces  "Correccionales, 
en  las  poblaciones  en  que  los  haya,  por  los  de  Instrucción 
en  las  cabeceras  de  Partidos  Judiciales  en  que  no  exista 
Juez  Correccional  y  por  los  Jueces  Municipales  en  las  de- 
más poblaciones;  sin  que  la  responsabilidad  personal  sub- 
sidiaria pueda  exceder  en  ningún  caso  de  diez  días  de  de- 
tención, de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  citado  artículo 
73  de  la  Ley  Municipal. 

Art  2o— Las  multas  que,  en  uso  de  sus  atribuciones, 
impongan  los  Gobernadores  de  Provincias,  eon  excepción 
de  las  que  determina  el  artículo  180  de  la  Ley:  Municipal, 
se  harán  efectivas  con  apremio  personal  por  falta  de  pago 
por  los  mismos  Jueces  Correccionales,  de  Instrucción  y 
Municipales,  como  se  prescribe  en  el  artículo  anterior; 
sin  que  la  responsabilidad  personal  subsidiaria  pueda  ex- 
ceder en  ningún  caso  de  quince  días  de  detención,  según 
se  dispuso  en  el  párrafo  segundo  de  la  Resolución  del  Go- 
bierno General  de  primero  de  Julio  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  cinco,  publicada  en  el  "Boletín  Oficial"  de  la  pro- 
vincia de  la  Habana  el  día  once  del  mismo  mes. 

Art.  3° — El  Juez  á  quien,  según  los  artículos  anterio- 
res, corresponda  hacer  efectiva  la  responsabilidad  perso- 
nal subsidiaria,  determinará  en  cada  caso,  eon  arreglo  á 
las  disposiciones  vigentes,  el  establecimiento  en  que  haya 
de  cumplirse  la  detención. 


de  la  educación  ó  guarda  de  la  estuprada,  se  castigará  con  la  pena 
de  prisión  correccional  en  sus  grados  mínimo  y  medio. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  cometiere  estupro  con  su 
hermana  ó  descendiente,  aunque  sea  mayor  de  veinte  y  tres  años» 

El  estupro  cometido  por  cualquiera  otra  persona  con  una  mu- 
jer mayor  de  doce  años  y  menor  de  veinte  y  tres  interviniendo  en- 
gaño, se  castigará  con  la  pena  de  arresto  mayor. 

Con  la  misma  pena  se  castigará  cualquier  otro  abuso  desho- 
nesto cometido  por  las  mismas  personas  y  en  iguales  circunstancias. 


Art.  465.  El  rapto  de  una  doncella  menor  de  veintitrés  años  y 
mayor  de  doce,  ejecutado  con  su  anuencia,  será  castigado  con  la 
pena  de  prisión  correccional  en  sus  grados  mínimo  y  medio. 

Este  mismo  delito,  ejecutado  por  un  esclavo  contra  cualquiera 
de  las  personas  mencionadas  en  el  artículo  anterior  (464  del  G.)  se- 
rá castigado  con  la  pena  de  prisión  correccional  en  sus  grados  má- 
ximo ó  prisión  mayor  en  su  grado  mínimo. 
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Art.  4o — El  presente  Decreto  empezará  á  regir  desde 
su  publicación  en  la  "Gaceta  Oficial." 


ORDEN  NUMERO  119  (*) 

« 

LEY      DE      FERROCARRILES 

Habana,  Abril  28  de  1902. 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  orden  siguiente : 

CAPITULO  XVI 

DISPOSICIONES    PENALES    SOBRE    FERROCARRILES 

Será  condenado  á  presidio  correccional  en  sus  grados 
mínimo  y  medio  toda  persona  que  sin  estar  legítimamente- 
autorizada  y  -con  el  fin  de  ¡perjudicar  ó  poner  en  peligro- 
la  vida  de  cualquier  persona  que  esté  viajando,  ó  que  se 
encontrare  en  el  ferrocarril,  cometiere  cualquiera  de  los 
hechos  siguientes : 

I.  Poniendo  ó  arrojando  sobre  ó  á  través  de  la  vía  fé- 
rrea cualquiera  madera,  piedra  ú  otra  cosa. 

II.  Arrancando,  removiendo  ó  quitando  de  su  sitio 
cualquier  rail,  desviadero  ó  traviesa  ú  otra  cosa  pertene- 
ciente á  dicha  vía  íérrea,  ó  destruyendo  ó  causando  daño 
en  cualquier  línea,  puente  ó  alcantarilla  de  dicha  vía  fé- 
rrea, ó  una  parte  de  la  misma. 

III.  Torciendo,  moviendo  ó  desviando  cualesquiera 
aguja  ú  otro  aparato  perteneciente  á  dicho  ferrocarril. 

IV.  Haciendo  ó  descubriendo,  escondiendo  ó  remo- 
viendo cualquier  señal  ó  luz,  sobre  ó  cerca  de  tal  ferro- 
carril. 

V.  Ejecutando  ó  haciendo  que  se  ejecute,  cualquiera 
otra  cosa  con  igual  intento,  ó : 

VI.  Arrojando  ó  haciendo  que  caiga,  ó  en  sobre  cual- 
quier locomotora,  alijo  ó  carro,  cualquier  madera,  piedra 
ú  otra  cosa  cualquiera,  con  intento  de  hacer  daño,  ó  po- 
ner en  peligro  la  seguridad  de  cualquiera  persona  que  es- 
tuviere en  ó  sobre  tal  locomotora,  alijo,  carro  ó  en  ó  sobre 
cualquier  otra  locomotora,  alijo,  carro  de  cualquier  tren 
del  cual  dicha  antes  referida  locomotora,  alijo  ó  carro 
mencionado  forma  parte  ó  ejecutando  cualquier  otro  acto- 
ilegal,  dificultando  ó  poniendo  en  peligro  la  explotación 

(*)     Esta  Orden  modificó  la  34  de  1902  sobre  ferrocarriles. 
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de  un  ferrocarril  ó  los  empleados  y  pasajeros  del  mismo. 
VIL  Si  á  -consecuencia  de  los  actos  -expresados,  resul- 
tare muerte  de  alguna  persona  se  impondrá  la  pena  de  re- 
clusión temporal  en  su  grado  máximo  á  muerte.  Si  resul- 
tare lesiones  se  impondrá  la  pena  fijada  en  «1  Código  Pe- 
nal sin  que  exceda  de  reclusión  temporal  en  sus  grados 
mínimo  y  medio. 

VIII.  Toda  persona  que  resulte  responsable  de  cual- 
quiera de  los  actos  enumerados  en  los  párrafos  I,  II,  III, 
IV  V,  á  VI  de  este  capítulo  sin  que  haya  habido  intención 
de  -causar  la  muerte  ó  lesiones  de  alguna  persona  será 
castigado  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  Código 
Penal. 

IX.  Toda  persona  que  detuviere  ó  intentare  detener 
cualquier  tren  de  pasajeros  con  el  fin  de  robar  á  cualquier 
persona  en  el  mismo  ó  cualquier  carro  unido  al  tren  para 
destruir  ó  intentar  destruir,  descarrilar  ó  intentar  des- 
carrilar cualquiera  de  dichos  trenes,  por  cualquier  medio 
que  fuese,  con  ánimo  de  cometer  tal  robo;  ó  que  obstru- 
yese ó  detuviese  dicho  tren  ó  cualquiera  locomotora,  ali- 
jo, -coche  ó  carro  uliido  al  mismo  con  tal  intento,  ó  que  co- 
locase sobre  la  vía  de  cualquier  ferrocarril,  bajo  cual- 
quier locomotora,  alijo,  coche  ó  carro  cualquier  sustancia 
explosiva  con  intento  de  obstruir,  parar,  detener  ó  desca- 
rrilar ó  destruir  tal  tren  con  el  propósito  de  cometer  el 
robo;  ó  que  removiese  cualquier  clavo,  plancha  de  co- 
nexión, rana,  rail,  apartadero,  traviesa,  durmiente  ú  otra 
aplicación  usada  en  dicho  ferrocarril,  con  intento  de  obs- 
truir para  detener  ó  descarrilar  ó  destruir  tal  tren,  con 
objeto  de  -cometer  el  robo  ó  entrar  en  cualquier  locomoto- 
ra, alijo,  coche  ó  carro  unido  al  referido  tren  y  toma  ó  in- 
tenta tomar  posesión  del  mismo  con  el  propósito  de  come- 
ter el  robo  ó  registrar  cualquier  coche,  carro,  caja  ó  bali- 
jas  de  correspondencia  en  dicho  tren  ó  tomar  cualquier 
cosa  que  pueda  tener  algún  valor  del  referido  tren  á  la 
fuerza  y  con  armas,  ó  de  cualquier  persona  que  esté  en  el 
mismo:  ó  que  intimidare  hacer  daño,  herir  ó  mutilar  ó 
cualquiera  persona  que  estuviere  en  dicho  tren,  al  ser  con-' 
victo  de  ello,  será  condenada  á  reclusión  temporal  en  sus 
grados  mínimo  y  medio  y  si  sobreviniere  la  muerte  de  al- 
guna persona,  lá  pena  será  reclusión  temporal  en  su  gra- 
do máximo  á  muerte. 

X.  Toda  persona  que  hurtare  ó  robase  cualquier  co- 
sa en  ó  de  cualquiera  estación  ó  edificio  de  un  ferrocarril 
ó  de  cualquiera  locomotora,  alijo  ó  vehículo  en  servicio  de 
un  ferroacrril  y  siempre  que  la  cosa  hurtada  ó  robada  sea 
.necesaria  para  el  movimiento  del  ferrocarril,  será  respon- 
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sable  de  un  delito  y  condenado  á  prisión  correccional  en 
sus  grados  mínimo  y  medio. 

XI.  Toda  persona  que  por  un  acto  voluntario  obstru- 
ya ó  interrumpa  ó  haga  que  se  obstruya  ó  interrumpa  la 
construcción,  manteniendo  ó  libre  uso  de  cualquier  ferro- 
carril ó  parte  de  él  ó  cualquier  cosa  correspondiente  al 
mismo,  ó  en  relación  con  el  mismo,  será  responsable  de 
un  delito  y:  condenado  a  prisión  correccional  en  su  grado 
mínimo.  Debiendo  entenderse  que  ninguna  de  las  disposi- 
ciones de  esta  orden  en  nada  limitan  el  derecho  que  les 
asiste  a  los  empleados,  ya  individual,  ya  colectivamente, 
para  cesar  de  prestar  sus  servicios  en  los  trenes  entre  es- 
taciones según  se  expresa  en  el  artículo  XVIII  de  este  ca- 
pítulo. 

XII.  Si  cualquiera  persona  no  empleada  en  los  ferro- 
carriles «ó  qué  no  fuere  empleado  público  autorizado  por 
la  ley  para  el  desempeño  de  su  cargo,  sin  el  consentimien- 
to de  la  persona  encargada,  sube  á  una  locomotora,  má- 
quina ó  á  cualquiera  de  los  carros  de  la  Compañía  en  las 
estaciones  de  la  misma,  ó  sube,  se  agarra  ó  se  adhiere  á 
cualquiera  máquina  ó  carro  con  el  propósito  de  ir  en  ellos 
violando  los  reglamentos  de  la  Compañía,  será  reijponsa- 
ble  de  una  falta  y  castigados  con  una  cantidad  que  no  ex- 
cederá de  diez  pesos  ó  prisión  subsidiaria  en  defecto  de 
pago. 

XIII.  En  el  caso  de  que  una  persona  salte  de  un  tren 
en  movimiento,  la  ley  presume  que  los  daños  que  reciba 
por  dicho  acto  son  el  resultado  de  su  propia  negligencia. 

XIV.  Toda  persona  ajena  á  la  Compañía  de  ferroca- 
rril ó  no  empleada  por  la  Compañía  no  podrá  caminar  á 
lo  largo  de  la  línea  de  la  misma,  excepto  cuando  dicha  lí- 
nea esté  colocada  á  través  ó  á  lo  largo  de  un  camino  pú- 
blico, y  quien  contraviniere  esta  orden  será  condenado  á 
una  pena  que  no  excederá  de  diez  pesos  y  en  defecto  de 
pago  á  prisión  subsidiaria. 

XV.  Toda  persona  que  entre  en  cualquiera  tren  de 
ferrocarril  sin  el  consentimiento  <ó  conocimiento  de  un 
funcionario  ó  empleado  de  la  Compañía,  con  intento  frau- 
dulento de  ir  -en  el  tren  sin  pagar  el  precio  de  tarifa,  re- 
huse pagar  el  mismo  al  serle  reclamado,  será  condenado  k 
una  pena  que  no  excederá  de  diez  pesos  y  en  defecto  de 
pago,  á  prisión  subsidiaria  por  un  término  que  no  exceda 
de  diez  días. 

XVI.  Toda  persona  que  vaya  á  caballo,  lleve  ó  mane- 
je cualquier  caballo  ú  otro  animal,  ó  permita  que  dicho 
caballo  ú  otro  animal  entre  en  la  línea,  dentro  de  las  cer- 
cas y  portadas  ú  otros  sitios  que  no  sean  los  de  cruce  por 
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las  fincas,  sin  el  consentimiento  de  la  Compañía,  incurri- 
rá en  una  multa  que  no  excederá  de  diez  pesos  6  prisión 
subsidiaria  en  defecto  de  pago,  debiendo  indemnizar  ade- 
más á  la  persona  agraviada  de  todos  los  daños  que  se  le 
hayan  causado. 

XVII.  Ningún  maquinista,  fogonero  ó  conducto»*  en 
servicio  de  trenes,  ni  ningún  chuchero  6  empleado  encar- 
gado de  las  señales,  que  esté  de  guardia,  y  ninguno  que 
despache  trenes  será  detenido,  encarcelado  6  separado  de 
su  puesto  en  ningún  caso  sin  antes  notificarlo  al  Jefe  •  tel 
Departamento  á  que  pertenezca  dicho  empleado,  para  que 
el  mencionado  Jefe  del  Departamento  pueda  sustituir 
otros  empleados  en  lugar  de  aquellos  que  deban  ser  dete- 
nidos ó  arrestados.  Sin  embargo,  la  policía  podrá  adoptar 
las  medidas  que  impidan  la  fuga  de  cualquiera  de  dichos 
empleados  que  han  de  ser  arrestados,  pero  cualesquiera 
que  sean  las  medidas  que  se  tomen,  no  perjudicarán  en 
manera  alguna  el  funcionamiento  y  servicio  del  ferroca- 
rril durante  el  tiempo  que  los  Jefes  provean  los  sustitutos. 

XVII.  Todos  los  empleados  de  ferrocarriles  cuyos  tra- 
bajos sean  esenciales  para  el  movimiento  de  dichos  ferro- 
carriles, que  abandonaren  sus  puestos  mientras  estén 
prestando  servicios  en  los  trenes  entre  estaciones,  sin  dar 
previo  aviso,  así  como  el  tiempo  necesario  para  que  se 
pongan  otros  en  su  lugar,  serán  responsables  de  un  delito 
é  incurrirán  en  la  pena  de  arresto  mayor  y  si  á  consecuen- 
cia de  dichos  actos  resultare  lesiones,  será  penado  de  con- 
formidad con  el  Código  Penal. 

XIX.  Dentro  de  una  zona  de  treinta  metros  á  cada 
Jado  de  la  línea  de  un  ferrocarril  de  servicio  público,  no 
podrá  construirse  ni  será  permitido  ningún  edificio  con 
techos  de  materias  combustibles,  excepto  en  las  condicio- 
nes que  se  determinarán  más  adelante,  tampoco  se  ten- 
drán ni  almacenarán  explosivos,  y  ninguna  planta  de  na- 
turaleza combustible  será  cultivada  y  las  personas  que  co- 
metan cualesquiera  de  los  actos  prohibidos  en  este  artícu- 
lo, incurrirán  en  una  multa  de  diez  á  cincuenta  pesos,  se- 
gún la  gravedad  de  la  falta,  sin  perjuicio  de  incurrir  en 
mayores  castigos  que  se  impongan  en  esta  Orden  ó  en  el 
Código  Penal.  Las  personas  que  posean  tierras  dentro  de 
cada  zona  de  treinta  metros  á  los  lados  de  las  líneas  de  un 
ferrocarril  de  servicio  público,  pueden  construir  edificios 
sobre  sus  terrenos  con  techos  de  materias  combustibles, 
con  tal  que  otorguen  y  entreguen  á  las  respectivas  Com- 
pañías de  ferrocarril  un  acuerdo  por  escrito  que  conten- 
ga la  renuncia  de  cualquier  reclamación  por  concepto  de 
los  daños  ó  pérdidas  que  puedan  causarse  á  consecuencia 
del  incendio  del  eficio,  así  construido. 
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XX.  Todos  los  delitos  y  las  faltas  que  se  relacionen 
con  ferrocarriles  que  no  tengan  pena  señalada  en  este  Ca- 
pítulo, estarán  sometidas  á  las  disposiciones  del  Código 
Penal  vigente  en  Cuba. 

XXI.  La  competencia  de  los  Tribunales  que  conozcan 
de  los  delitos  y  faltas  especificados  en  esta  Orden,  se  de- 
terminará de  acuerdo  eon  la  cantidad  6  naturaleza  de  las 
penalidades  prescritas  en  cumplimiento  de  la  ley  vigente 
en  Cuba. 

El  Ayudante  General, 
H.  L.  Scott. 

(Gaceta  28  Abril  1902.) 


OEDEN  NUMERO  67  (•) 

DELITOS     DE     IMPRENTA 

Habana,  Io  de  Junio  de  1899. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  siguien- 
te orden: 

I.  Se  declara  derogado  el  Real  decreto  de  20  de  Julio 
de  1882,  en  cuanto  aplica  á  esta  Isla  el  artículo  14  del  Có- 
digo Penal  de  España. 

II.  En  su  consecuencia,  la  doctrina  contenida  en  el 
artículo  12  del  Código  Penal  de  Cuba,  se  declara  de  es- 
tricta aplicación  á  los  delitos  ó  faltas  que  por  la  impren- 
ta, grabado  ú  otro  medio  mecánico  de  publicación  pue- 
dan cometerse. 

III.  Los  Directores  y  Editores  de  los  periódicos,  así 
como  también  los  Impresores,  ya  tengan  este  carácter  pu- 
ramente ó  de  un  modo  accidental,  serán  civil  y  criminal- 
mente responsables  (á  virtud  de  lo  antes  dispuesto)  de 
cuanto  en  los  respectivos  periódicos  se  publique  mien- 
tras fueren  ellos  Directores,  Editores  ó  Impresores,  esté  ó 
no  firmada  la  publicación,  -estampa,  artículo  ó  suelto;  á 
menos  que  la  publicación  misma  les  venga  impuesta  co- 
mo un  deber  legal.  Esto  se  entiende,  sin  perjuicio  de  la 
responsabilidad  en  que  incurre  el  autor  real  y  efectivo  de 
lo  publicado.  Se  entiende  por  Impresores  para  los  efectos 

de  este  artículo  los  Jefes  del  Establecimiento  en  que  se 

— — — — — —  • 

(*)  Léase  la  Circular  de  la  Fiscalía  del  Supremo  de  25  de 
Noviembre  de  1903,  que  se  publica  á  continuación. 
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jhayan  impreso,  grabado  ó  publicado  por  cualquier  otro 
_medio  el  escrito  ó  -estampa  con  que  se  hubiere  delinquido. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  E.  Chaffe. 

¿(Gaceta  3  Junto  de  1899.) 


CIRCULAR 

Habana,  Noviembre  25,  1908. 

:  Señor  Fiscal  de  la  Audiencia  de 

Señor : 

La  Orden  67  de  Io  de  Junio  de  1899  ha  sido  objeto  de 
-  tan  amargas  censuras,  que  más  de  una  vez  nuestras  Cá- 
maras trataron  de  derogarla,  no  llegando,  sin  embargo,  á 
hacerlo,  no  poique  hubiere  Senador  ni  Representante  dis- 
puesto á  sostenerla,  sino  por  haber  surgido  siempre  dis- 
.  crepanoias  respecto  á  la  forma  de  realizarlo. 

La  crítica  acerba  con  que  -se  ha  combatido  esa  Orden 
,  deriva  de  un  error  que  importa  rectificar,  para  que  enten- 
dida en  su  .verdadera  significación  y  alcance,  se  vea  que, 
dado  su  espíritu  y:  kt  ocasión  en  que  se  dictó,  lejos  de  ser 
un  atentado  á  la  libertad  de  imprenta  y  á  las  garantías 
constitueionales  vigentes  desde  Mayo  de  1902,  es  la  de- 
fensa adecuada:  del  orden  social  contra  los  excesos  de  la 
Prensa. 

Según  el  Código  Penal  promulgado  en  esta  Isla  por 
Real  Decreto  de  27  de  Mayo  de  1879,  los  autores,  cómpli- 
ces y  encubridores  de  los  delitos  cometidos  por  medio  de 
la  imprenta  debían  ser  juzgados  con  arreglo  á  las  mismas 
leyes  que  los  que  'hubieran  delinquido  en  cualquier  otra 
forma,  atemperándose  "los  Jueces  al  Título  II,  Libro  I  de 
dioho  Código.  Con  posterioridad  á  su  promulgación,  el 
Real  Decreto  de  20  de  Julio  de  1882  hizo  extensivos  y  de- 
claró vigentes  en  la  Isla  de  Cuba  los  artículos  12  y  14  del 
Código  promulgado  en  España  por  Ley  de  17  de  Junio  y 
Decreto  de  30  de  Agosto  de  1870,  con  lo  que,  en  los  deli- 
tos de  imprenta,  cesó  la  responsabilidad  de  los  cómplices 
y  encubridores,  siendo  exi-gibles  sólo  á  los  autores,  á  tenor 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  12,  y  no  pudiendo  reputarse 

H  autores  sino  á  los  que  realmente  lo  hubiesen  sido  del  es- 
crito ó  estampa  publicados,  disposición  que  suprimió  la 

.  corresponsabilidad  en  estos    delitos,    estableciéndose    en 
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cambio  la  responsabilidad  subsidiaria  del  Director,  en  de-^ 
fecto  del  autor  material,  y  del  Editor  en  defecto  de  éstos. 

Al  amparo  de  esta  legislación  surgió  el  abuso  de  que 
cada  vez  que  se  iniciaba  procedimiento  por  escritos  ó  gra- 
bados publicados  por  la  Prensa,  se  confesaba  autor,  res- 
ponsable del  delito,  un  diputado  ó  Senador  del  Reino,  in- 
munes por  sus  cargos ;  ó  un  reo  de  pena  tan  grave,  que  la 
causa  por  el  delito  de  imprenta  era  para  él  puro  pasa- 
tiempo; ó  personas  inconscientes  ó  desprovistas  de  mo- 
ralidad, a  quienes  por  un  pequeño  estipendio  y  el  derecho 
de  titularse  periodistas,  se  reclutaba,  al  solo  efecto  de  res- 
ponder ante  los  Tribunales,  de  cuanto  escribiesen  otros  y 
merced  á  este  subterfugio,  casi  imposible  de  desenmasca- 
rar, llegó  la  Prensa  á  extremos  tales  de  procacidad  que 
se  hizo  necesaria  una  legislación  más  fuerte,  que  contu- 
viera el  desenfreno  de  periódicos  indignos  de  una  socie- 
dad culta.  A  ese  efecto  la  Orden  67  dejó  vigente  el  artícu- 
lo 12  del  Código  de  España,  pero  derogó  el  14  suprimien- 
do la  prohibición  de  calificar  la  corresponsabilidad  de  los 
autores  de  delitos  de  imprenta  y  transformó  en  principal 
la  responsabilidad  subsidiaria  de  los  Directores,  Editores 
é  Impresores. 

Los  dos  primeros  artículos  de  esta  Orden  67  no  han 
dado  lugar  á  dudas  en  su  interpretación  ni  por  nadie  han 
sido  censurados,  por  lo  menos  con  visos  de  razón,  pero  al 
interpretarse  el  artículo  3,  que  establece  la  corresponsa- 
bilidad en  concepto  de  autores  de  los  Directores,  Editores 
é  Impresores,  se  ha  entendido  presunción  juris  et  de  jure 
un  precepto  al  que  sólo  puede  darse  el  alcance,  para  no 
caer  en  flagrante  injusticia,  de  presunción  juris  tantum, 
concepto  único  en  que  pudo  dictarlo  el  legislador. 

La  correidad  de  los  directores,  editores  é  impresores 
debe  exigirse,  salvo  prueba  en  ontrario.  Entender  otra 
cosa  sería  absurdo:  ninguna  conveniencia  social,  ningu- 
na razón  puede  invocarse  para  convencer  de  que  debe  im- 
ponerse un  castigo  á  quien  demuestre  su  perfecta  inocen- 
cia :  y  por  tanto,  siempre  que  un  director,  editor  ó  impre- 
sor presente  pruebas  suficientes  de  que  no  tuvo  culpa  en 
la  publicación  del  escrito  ó  estampa  imputados,  deberá 
Vd.  retirar  la  acusación  contra  él,  pues  esta  Orden  67  no 
fué  redactada  en  odio  á  la  Prensa,  sino  en  defensa  de  la 
sociedad  conturbada  por  la  forma  con  que  periódicos 
agresivos,  alentados  por  la  impunidad,  denostaban,  lo 
mismo  á  las  Autoridades  que  á  los  funcionarios  y  particu- 
lares, convirtiéndose,  de  saludable  y  enérgico  poder  fisca- 
lizador,  salvaguardia  de  la  moralidad  pública  y  heraldos 
del  progreso,  en  ariete  demoledor,  órganos  de  la  diatriba 
y  voceros  del  escándalo. 
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Claro  es  que  la  alegación  de  no  haber  intervenido  el 
director,  'editor  ó  impresor  del  periódico  en  la  publica- 
ción delictuosa  no  debe  ser  eficaz  sino  en  los  casos  en  que 
se  presente  una  prueba  suficientemente  robusta  para  des- 
truir la  presunción  que  la  Ley  establece ;  pero  cuando  es- 
ta prueba  se  produzca,  cuando  el  autor  material  del  es- 
crito sea  «conocido,  cuando  conste  que  el  autor  no  es  una 
simple  pantalla  tras  de  la  que  se  ocultan  los  verdaderos 
delincuentes,  cuando  la  buena  fe  del  director,  editor  ó  im- 
presor sea  manifiesta,  no  es  posible  que  nuestro  Ministe- 
rio sostenga  una  acusación  que  repugnarían  de  consumo 
la  lógica  y  la  justicia.  La  Ley  nunca  debe  ser  instrumento 
para  perseguir  incautos  y  amparar  criminales,  como  no 
debe  ser  red  que  deje  escapar  a  los  hábiles  y  aprisione  á 
los  inocentes:  su  inteligencia  y  aplicación  tampoco  deben 
conducirnos  al  absurdo  y  al  atropello.  Así,  pues,  siempre 
que  por  pruebas  evidentes  vea  Vd.  comprobada  la  irres- 
ponsabilidad de  las  personas  a  que  se  refiere  el  número  3 
de.  la  Orden  67  y  en  la  causa  se  conozca  el  verdadero  au- 
tor del  delito  y  quede  demostrado,  que  no  es  un  testaferro 
y  que  el  director,  editor  ó  impresor  fueron  sorprendidos, 
bien  por  haber  tenido  conocimiento  del  artículo  publica- 
do, bien  por  no  haber  podido  penetrar  el  alcance  del  mis- 
mo por  estar  la  injuria,  la  calumnia  ó  la  provocación  á 
cometer  un  delito  de  tal  modo  encubierta  que  no  les  hu- 
biese sido  posible  desentrañarla,  excusa  ésta  que  habrá 
de  aquilatar  Vd.  cuidadosamente:  en  resumen,  cada  vez 
que  adquiera  el  convencimiento  de  la  perfecta  inocencia 
de  las  personas  á  que  se  refiere  el  número  3  de  la  Orden 
67,  retirará  ó  dará  instrucciones  á  sus  subordinados  para 
que  retiren  la  acusación  contra  ellas  formulada,  con  ló 
que  cumplirá  Vd.  el  verdadero  fin  de  nuestro  Ministerio, 
que  si  debe  perseguir  á  los  delincuentes  y  promover  su 
castigo,  debe  también  ser  amparo  de  la  inocencia  y  guar- 
dián del  derecho ;  que  lo  mismo  se  defiende  á  la  sociedad 
demandando  penas  justificadas  que  impidiendo  castigos 
inmerecidos;  única  manera  de  cumplir  en  toda  su  integri- 
dad nuestra  elevada  misión,  velando  á  la  vez  por  el  resta- 
blecimiento del  orden  jurídico  y  por  el  respeto  á  las  liber- 
tades y  derechos  individuales  que  nuestro  Código  funda- 
mental consagra  como  la  más  positiva  conquista  del  es- 
píritu moderno. 

De  Vd.  atentamente, 

Fernantx)  Freyre  de  Andrade, 
Fiscal  del  Supremo. 


SECRETARIA  DE  JUSTICIA  (*) 

Detenciones. — Inviolabilidad  del  domicilio. — Eegistros  en  lugares- 
habitados. — Domicilio  conocido  para  los  efectos  del  artículo 
495  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Criminal. 

Diciembre  10,  1900. 

"Con  esta  fecha  se  dirige  á  los  tribunales  de  esta  Isla 
la  siguiente  circular : 

Con  frecuencia  se  reciben  en  esta  Secretaría  quejas 
de  personas  que  se  dicen  víctimas  de  detenciones  injusti- 
ficadas y  abusos  contra  su  libertad,  cometidos  por  la  Po- 
licía en  las  ciudades  y  por  la  Guardia  Rural  en  los  cam-* 
pos. 

Después  de  un  estudio  detenido  de  cada  caso,  el  Se- 
cretario que  suscribe  ba  adquirido  el  convencimiento  de 
que  esos  hechos  han  oeurrido,  no  tanto  por  indiscretas  ex- 
tralimitaciones  6  abusos  apasionados  por  parte  de  la  Po- 
licía, eomo  porque  ésta  desconoce  casi  en  absoluto  la  Le- 
gislación vigente ;  y,  principalmente,  porque  la  policía,  y 
aun  los  Jueces  y  Tribunales,  abrigan  la  creencia  de  que 
los  Agentes  de  Policía  y  los  de  la  Guardia  Rural,  por  ha- 
ber sido  dichos  cuerpos  en  estos  últimos  tiempos  reorga- 
nizados por  disposiciones  especiales,  «se  encuentran  actual- 

(*)     La  Audiencia  de  la  Habana  en  causa  seguida  contra  el 

Sr por  el  delito  de  infidelidad  en  la  custodia 

de  presos  en  sentencia  de  fecha  31  de  Marzo  de  1903,  dictada  por 
los  señores  O'Farril,  Kohly  y  Vidal  Morales,  considera  que  no  exis- 
te el  delito  expresado  por  no  haber  mediado  connivencia  entre  «el 

teniente  Sr y  el  detenido  Sr y  por  no  tratar  de  evadirse 

éste  sino  que  simplemente  dejó  de  presentarse  en  el  Prescinto, 
"porque  tenía  derecho  á  gozar  de  libertad,  debiendo  el  teniente 

Sr haberse  limitado  á  citarlo  para  que  compareciera  ante  el 

Juez  correccional  por  estar  solamente  acusado  de  falta  y  no  de  de- 
lito y  tener  domicilio  conocido. 

El  Tribunal  considera  además  que  la  Orden  número  387  de 
1900,  del  Gobierno  Militar,  no  modificó  el  artículo  495  de  la  ley 
Procesal,  según  circular  aclaratoria  de  la  Secretaría  de  Justicia  de 
10  de  Diciembre  del  mismo  año,  y  que  la  orden  citada  fija  solo  la 
cuantía  de  las  fianzas,  pero  no  los  casos  en  que  deban  exigirse;  de- 
biendo entenderse  que  quedó  vigente  lo  dispuesto  á  este  objeto  en 
la  citada  ley. — N.  del  A. 
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mente  menos  sujetos  á  la  Legislación  común  del  país  que 
á  las  órdenes,  más  ó  menos  discrecionales,  de  sus  respec- 
tivos Jefes. 

En  tal  concepto,  y  considerando  esta  Secretaría  que 
•es  un  grave  error  suponer  que  los  citados  Agentes  de  la 
Autoridad  tienen  fuero  especial  alguno,  y  olvidar  que 
tanto  el  Ministerio  Fiscal  como  los  Tribunales  todos,  es- 
tán hoy  tan  obligados  como  antes  á  perseguir  y  castigar 
cualesquiera  infracciones  punibles  en  que  dichos  Agentes 
incurran,  he  resucito  se  recuerde  á  los  funcionarios  del 
ordena  Judicial  y  Fiscal  de  esta  Isla  que  continúan  en  to- 
do su  vigor  y  fuerza  los  preceptos  legales  siguientes : 

Primero :  El  art.  489  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, según  el  cual  ningún  ciudadano  ni  extranjero  po- 
drá ser  detenido  sino  en  los  casos  y  en  la  forma  que  las  le- 
yes prescriban. 

Segundo :  El  art.  492  de  la  misma  ley,  según  el  cual 
la  Autoridad  ó  Agente  de  la  Policía  Judicial  sólo  podrá 
detener : 

Io  Al  que  intentare  cometer  un  delito,  en  el  momen- 
to de  ir  á  cometerlo. 

2o  Al  delincuente  inf raganti. 

3o  Al  que  se  fugare  del  Establecimiento  Penal  en  que 
«e  halle  extinguiendo  condena. 

4o  Al  que  se  fugare  de  la  Cárcel  en  que  estuviere  es- 
perando su  traslación  al  establecimiento  Penal  ó  lugar  en 
que  deba  «cumplir  la  condena  que-  se  le  hubiese  impuesto 
por  sentencia  firme. 

5o  Al  que  se  fugare  al  ser  conducido  al  establecimien- 
to ó  lugar  mencionado  en  el  número  anterior. 

6o  Al  qu«e  se  fugare  estando  detenido  ó  preso  por  cau- 
sa pendiente. 

7o  Al  procesado  ó  condenado  que  estuviere  en  re* 
l>eldía. 

8o  Al  que  estuviere  procesado  por  delito  qué  tenga 
señalado  en  el  Código  pena  superior  á  la  de  prisión  co- 
rreccional. 

9o  Al  procesado  por  delito  á  que  esté  señalada  pena 
inferior,  si  sus  antecedentes  ó  las  circunstancias  del  he- 
cho hicieren  presumir  que  no  comparecerá  cuando  fuere 
llamado  por  Autoridad  Judicial. 

Se  exceptúa  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  al 
procesado  que  preste  en  el  acto  fianza  bastante  á  juicio 
de  la  Autoridad  ó  Agente  que  intente  detenerlo,  para  pre- 
sumir racionalmente  que  no  comparecerá  cuando  le  lla- 
me el  Juez  ó  Tribunal  competente. 

10.  Al  que  estuviere  en  el  caso  del  número  anterior, 
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aunque  todavía  no  se  hallase  procesado,  con  tal  que  con- 
curran las  dos  circunstancias  siguientes:  Ia  Que  la  Auto- 
ridad ó  Agente  tenga  motivos  racionalmente  bastantes 
para  creer  en  la  existencia  de  un  hecho  que  presente  los 
caracteres  de  delito ;  y  2a  Que  los  tenga  también  bastantes 
para  creer  que  la  persona  á  quien  intente  detener  tuvo 
participación  en  él. 

Tercero:  El  art.  495  de  la  misma  ley,  que  dice:  "No 
se  podrá  detener  por  simples  faltas  á  no  ser  que  el  presun- 
to reo  no  tuviese  domicilio  conocido  ni  diere  fianza  bas- 
tante á  juicio  de  la  Autoridad  6  Agente  que  intente  dete- 
nerlo." 

Cuarto:  El  art.  198  del  Código  Penal  que  dice:  "El 
funcionario  público  que  detuviere  á  una  persona  sin  es- 
tar autorizado  por  una  ley,  á  no  ser  por  razón  de  delito, 
no  estando  en  suspenso  lfcs  garantías  constitucionales,  in- 
currirá en  las  penas  de  multa  de  325  á  3,250  pesetas,  si  la 
detención  no  hubiere  excedido  de  tres  días ;  en  la  de  sus- 
pensión en  sus  grados  mínimo  y  medio,  si  pasando  de  este 
tiempo  no  hubiere  llegado  á  quince ;  en  la  de  suspensión 
en  su  grado  máximo  a  inhabilitación  absoluta  temporal 
en  su  grado  medio,  si  no  habiendo  bajado  de  quince  días 
no  hubiere  llegado  á  un  mes ;  en  la  de  prisión  correccional 
en  su  grado  máximo  á  prisión  mayor  en  su  grado  mínimo, 
si  hubiere  pasado  de  un  mes  y  no  hubiere  excedido  de  un 
año ;  y  en  la  de  prisión  mayor  en  su  grado  medio  á  reclu- 
sión temporal  en  toda  su  extensión,  si  hubiere  pasado  de 
un  año." 

Quinto :  El  art.  545  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, según  el  cual  nadie  podrá  entrar  en  el  domicilio  de 
un  ciudadano  ó  extranjero  residente  sin  su  consentimien- 
to, excepto  en  los  casos  y  en  la  forma  expresamente  pre- 
visto en  las  leyes. 

Sexto :  El  art.  553  de  la  misma  ley,  según  el  cual  los 
Agentes  de  Policía  podrán  proceder  de  propia  Autoridad 
al  registro  en  un  lugar  habitado,  sólo  cuando  haya  man- 
damiento de  prisión  contra  una  persona  y  traten  de  llevar 
a  efecto  su  captura,  cuando  un  individuo  sea  sorprendido 
en  flagrante  delito  ó  cuando  un  delincuente,  inmediata- 
mente perseguido  por  los  Agentes  de  la  Autoridad,  se 
oculte  ó  refugie  en  alguna  casa. 

Séptimo :  El  art.  779  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, que  dice:  "Se  considerará  flagrante  delito  el  que 
se  estuviere  cometiendo  ó  se  acabare  de  cometer,  cuando 
el  delincuente  ó  delincuentes  sean  sorprendidos.' ' 

"Se  entenderá  sorprendido  en  el  acto,  no  solo  el  cri- 
minal que  fuere  cogido  en  el  momento  de  estar  cometien- 
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do  el  delito,  sino  el  detenido  6  perseguido  inmediatamen- 
te después  de  cometerle  si  la  persecución  durare  ó  no  se 
suspendiere  mientras  el  delincuente  no  se  ponga  fuera  del 
inmediato  alcance  de  los  que  le  persigan.' ' 

4 'También  se  considerará  delincuente  infraganti 
aquel  a  quien  se  sorprendiere  intoediataimen'te  Üesipués  de 
cometido  un  delito  con  efectos  ó  instrumentos  que  infun- 
dan lía  presunción  vehemente  de  su  participación  en  él." 

Octavo :  El  art.  203  del  Código  Penal,  según  el  cual 
incurrirán  en  las  penas  de  suspensión  en  sus  grados  míni- 
mo y  medio  y  multa  de  325  á  3,250  pesetas : 

Io  El  funcionario  público  que,  no  siendo  Autoridad 
Judicial,  y  no  estando  en  suspenso  las  garantías  constitu- 
cionales, entrare  en  el  domicilio  de  un  ciudadano  ó  ex- 
tranjero sin  su  consentimiento,  á  no  ser  en  los  casos  y  en 
la  forma  expresamente  previstos  en  las  leyes. 

2o  El  funcionario  público  que,  sin  estar  autorizado 
por  una  ley,  no  siendo  Autoridad  Judicial,  y  jio  estando 
tampoco  en  suspenso  las  garantías  constitucionales,  re- 
gistrare los  papeles  de  un  ciudadano  ó  extranjero  y  efec- 
tos que  se  hallaren  en  su  domicilio,  á  no  ser  que  el  dueño 
hubiere  prestado  su  consentimiento. 

Si  no  devolviere  al  dueño  inmediatamente  después 
del  registro  los  papeles  y  efectos  registrados,  la  pena  se- 
rá la  inmediatamente  superior  en  grado. 

Si  los  delitos  penados  en  los  dos  números  anteriores 
fueron  cometidos  de  noche,  las  penas  serán  las  de  suspen- 
sión en  sus  grados  medio  y  máximo  y  multa  de  625  Á  6,250 
pesetas,  salvo  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segundo  del  nú- 
mero 2o,  respecto  á  los  cuales  la  pena  será  la  inmediata- 
mente superior  en  grado  á  las  en  ellos  señaladas. 

Asimismo  he  resuelto  dar  como  interpretaciones  ofi- 
ciales y  recomendaciones  prudenciales  las  siguientes. 

INSTRUCCIONES 

Primera:  La  Orden  272, (*)  serie  corriente,  que  dice: 
"El  arresto  podrá  hacerse  en  cualquier  día  y  á  cualquier 
hora  del  día  ó  de  la  noche,  bien  constituya  delito  ó  falta 
el  acto  que  se  imputa, ' '  sólo  será  aplicable  en  los  casos  en 
que  la  detención  proceda  con  arreglo  (á  las  disposiciones 
que  se  dejan  citadas. 

Segunda :  Se  entenderá  que  tiene  domicilio  conocido, 
á  los  efectos  del  artículo  495  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 

(*)  Dicha  Orden  es  de  fecha  7  de  Julio  de  1900;  no  contiene 
ninguna  otra  disposición  que  la  transcrita  arriba  y  expresa  que  se 
dictó  modificando  el  artículo  XVI  de  la  Orden  213  del  mismo  año* 
— N.  del  A. 
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Criminal,  toda  persona  que  hubiere  residido  habitualmen- 
te,  durante  los  treinta  días  anteriores  á  la  comisión  de  la 
falta ;  en  alguna  casa  ó  habitación  designables ;  y  se  esta- 
rá á  ese  respecto  á  lo  que  bajo  juramento  asegure  el  acu- 
sado ante  él  Policía  ó  Agente  de  la  Autoridad  que  tratare 
de  detenerlo,  á  menos  que  dicho  Policía  ó  Agente  tenga 
la  seguridad  de  lo  contrario.  En  este  caso  procederá  á 
efectuar  la  detención  si  el  detenido  no  prestare  fianza  en 
metálico,  que  deberá  admitirle  al  mismo  Policía,  para  ga- 
rantir su  comparencia. 

Tercera :  'Cuando  no  pudiere  un  Policía  ó  Agente  de 
la  Autoridad  llevar  á  cabo  con  arreglo  á  la  ley  la  deten- 
ción, tomará  nota  del  nombre,  apellido,  domicilio  y  de- 
más circunstancias  bastantes  para  la  averiguación  é  iden- 
tificación del  culpable.  (Art.  393  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal). 

Cuarta:  Ni  la  regla  66  del  Reglamento  del  Departa- 
mento de  Policía  de  la  ciudad  de  la  Habana,  en  «cuanto 
dispone  que  el  Jefe  de  Policía  puede  castigar  á  cualquier 
Agente  suyo  que  cometa  actos  de  opresión  ó  tiranía,  cual- 
quier infracción  legal  ó  altere  el  orden  público,  ni  cuales- 
quiera otras  disposiciones  que  hayan  conferido  á  los  Je- 
fes de  Policía  ó  de  la  Gaurdia  Rural  iguales  ó  parecidas 
atribuciones,  han  alterado  en  nada  los  preceptos  de  la  Le- 
gislación penal  vigente,  en  virtud  de  los  cuales  todos  los 
hechos  punibles  que  dichos  Agentes  -cometan  deberán  ser 
perseguidos  y  castigados  por  los  Tribunales  ordinarios. 

Miguel  Gener, 

Secretario. 

Lo  que  se  publica  en  la  ' 'Gaceta  de  la  Habana' '  pa- 
ra general  conocimiento. 

Habana,  Diciembre  10  de  1900. 
De  Vd.  atentamente, 

Gastón  Mora, 

Subsecretario. 


i 

i  *  ORDEN  NUMERO  109 


SOBRE  INCOMUNICACIÓN  DE  DETENIDOS  Y  PRESOS 

Habana,  18  de  Julio  de  1899. 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien 
disponer  la  publicación  de  la  orden  siguiente : 
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I.  Queda  por  el  presente  decreto  suprimida  en  las  le- 
yes vigentes  de  procedimiento  criminal  la  incomunica- 

-  ción  del  detenido  ó  procesado. 

II.  Toda  persona,  desde  que  sea  puesta  á  disposición 
de  la  Autoridad  Judicial,  tendrá  derecho  á  la  compare- 
cencia inmediata  ante  esta  Autoridad,  y  á  que  se  le  haga 
saber  de  qué  «e  le  acusa,  por  quién  y  qué  cargos  se  le  di- 
rigen. Los  autos  en  que  se  decrete  un  procesamiento  se- 
rán fundados  y  se  notificarán  íntegramente  á  aquellos 
contra  los  cuales  se  hubieren  dictado. 

III.  Inmediatamente  después  de  hecha  la  notificación 
á  que  se  refiere  el  artculo  anterior,  el  juez  instructor  hará 
saber  al  procesado  los  derechos  que  le  otorga  el  artículo 
384  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  concediéndole  un  térmi- 

•  no  de  veinte  y;  cuatro  horas,  para  que. nombre  un  abogado 
que  le  asista  en  su  defensa  y  facilitándole  los  medios  de 
hacer  saber  la  designación  al  nombrado.  Durante  dicho 
término  el  Juez  no  practicará  más  diligencias  sumariales 
que  aquéllas  cuyo  aplazamiento  perjudicare  gravemente 
á  la  investigaeión  y  consignará  los  motivos  que  le  obli- 
garen á  practicarlas,  en  auto  fundado.  Transcurrido  di- 

:  cho  término  se  continuará  la  práctica  de  las  diligencias 
sumariales. 

A  excepción  del  caso  previsto  en  el  último  párrafo 
del  citado  artículo  384  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, no  se  designará  de  oficio  defensor  al  procesado,  sí- 
no  en  la  oportunidad  determinada  por  el  artículo  652  de 
la  propia  Ley. 

IV.  Ningún  procesado  tendrá  obligación  de  declarar 
en  su  propia  causa,  ni  ante  el  Juez  Instructor,  ni  ante  el 
Tribunal  en  su  caso  respectivo,  inquirirán  del  procesado 
si  desea  prestar  declaración,  lo  cual  será  un  derecho  que 
le  asista.  En  caso  afirmativo,  si  la  causa  estuviere  en  su- 
mario, podrá  hacer  constar  lo  que  tenga  por  conveniente, 
sin  que  puedan  dirigírsele  preguntas  sobre  otros  particu- 
lares, debiendo  el  Juez  limitarse  á  que  se  transcriban  sus 
manifestaciones,  que  él  tendrá  derecho  á  escribir  de  su 
puño  y  letra,  si  lo  tuviere  por  conveniente. 

'Si  en  el  acto  del  juicio  oral,  quisiere  el  procesado 
prestar  declaración,  entonces  podrán  preguntarle  todos 
los  que  fueren  parte  en  la  causa,  así  como  el  Tribunal 
mismo,  y;  estará  obligado  á  contestar  ó  á  declarar  expre- 
samente que  no  quiere  dar  respuesta  á  la  pregunta  que  se 
le  dirija. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entenderá  sin  perjui- 
cio de  lo  preceptuado  en  el  700  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Criminal,  acerca  de  lo  civilmente  responsable  y  del  pro- 
cesado que  haya  confesado  su  responsabilidad  criminal. 
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El  sumario,  tan  pronto  como  se  decrete  en  él  proce- 
samiento, será  público.  Todos  los  que  sean  parte  en  la 
causa,  podrán  solicitar  la  práctica  de  diligencias,  tenien- 
do el  Juez  Instructor  la  facultad  de  admitirlas  ó  denegar- 
las si  las  considerase  impertinentes  6  encaminadas  á  de- 
mwar  la  conclusión  del  sumario.  Las  que  el  Juez  denega- 
re se  podrán  reproducir  en  el  juicio  oral,  sin  que  contra 
su  denegatoria  se  conceda  más  recurso  que  el  de  reposi- 
ción. 

VI.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,, 
el  Juez  deberá  admitir  y  practicar  toda  diligencia  enca- 
minada á  hacer  constar  hechos  de  los  que  pueda  derivar- 
se inmediatamente  la  necesidad  de  dictar  un  auto  de  pro- 
cesamiento de  dejarlo  sin  efecto,  ó  un  auto  en  el  que  se* 
decrete  la  prisión  ó  la  excarcelación  del  procesado.  Cuan^ 
do  el  Juez  denegare  una  de  estas  diligencias  tampoco  se 
concederá  otro  recurso  que  el  de  reposición ;  pero  no  ha- 
berlas practicado  será  motivo  suficiente  para  que  la  Sala 
pueda  en  su  oportunidad  dejar  sin  efecto  el  auto  Üe  ter- 
minación del  sumario. 

Si  á  consecuencia  de  la  negativa  del  Juez  á  admitir 
una  de  estas  diligencias  que  pudiere  influir  en  la  excar- 
celación del  procesado,  éste  hubiere  permanecido  preso 
más  tiempo  que  el  que  de  otro  modo  hubiera  estado,  el 
Juez  será  Gorregido  disciplinariamente.  Por  la  primera 
vez  se  impondrá  la  "represión  simple."  Al  Juez  que  hu- 
biere sido  ya  objeto  en  algún  caso  de  esta  corrección,  se- 
le  impondrá,  en  ocasiones  sucesivas  la  (represión  califica- 
da,' '  todo  en  los  términos  y  circunstancias  que  expresan 
los  artículos  396  y  siguientes  de  la  "Compilación." 

VII.  Cuando  una  causa  permaneciese  en  sumario  más 
de  un  mes  después  de  dictado  un  auto  de  procesamiento, 
el  Juez  se  limitará  á  hacer  practicar  las  diligencias  cuya 
práctica  se  hubiere  dispuesto  dentro  del  indicado  térmi- 
no. Después  que  este  período  transcurra  no  se  podrán  pe-> 
dir  ni  ordenar  de  oficio,  nuevas  diligencias  sumariales.  El 
Juez  cuidará  bajo  su  responsabilidad  más  estrecha  de  que 
las  diligencian  acordadas  se  practiquen  en  el  más  breve 
plazo  que  fuere  posible. 

VIII.  No  se  llevará  cabo  durante  el  sumario,  citación^ 
requerimiento  ó  notificación  á  ninguna  de  las  partes,  con 
motivo  de  la  práctica  de  alguna  diligencia,  sino  cuando 
el  Juez  lo  ordenare  expresamente  ó  un  precepto  legal  lo 
hiciere  indispensable.  Las  partes  ó  sus  defensores,  como- 
el  Ministerio  Fiscal,  podrán  en  todo  tiempo  instruirse  del 
estado  del  sumario  y  asistir  á  las  diligencias  que  se  hu- 
bieren de  practicar  en  el  mismo. 

IX.  Los  dos  primeros  párrafos  del  artículo  259  de  la. 
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Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  se  entenderán  en  lo  su- 
cesivo redactados  de  este  modo : 

"El  procesado  tendrá  derecho  al  beneficio  de  la  li- 
bertad bajo  fianza,  siempre  que  lo  fuere  por  delito  que 
pueda  ser  comprendido  en  definición  que  el  artículo  6o 
del  Oódigo  Penal  cía  de  los  "delitos  menos  graves."  Si  el 
procesado  por  uno  de  estos  delitos  no  hubiere  compareci- 
do, sin  motivo  -alguno,  al  primer  llamamiento  de  la  Auto- 
ridad Judicial,  estará  en  las  facultades  discrecionales  del 
Juez  Instructor  el  admitirle  6  no,  el  beneficio  de  la  liber- 
tad bajo  fianza.' ' 

En  el  auto  en  que  el  Juez  decretare  la  fianza,  fijará 
la  calidad  y  cantidad  de  la  que  se  hubiere  de  prestar. 

X.  En  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  el  precedente 
artículo,  se  entenderán  introducidas  las  subsiguientes 
modificaciones  en  los  textos  que  á  continuación  se  citan 
de  la  propia  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal. 

Inciso  2o  del  artículo  492.  "Al  que  estuviere  procesa- 
do por  delito  que  según  el  Código  Penal  mereciere  la  de- 
nominación de  delito  " grave.' ' 

Circunstancia  2a  del  artículo  503.  "Que  este  delito 
sea  de  los  llamados  por  el  Oódigo  Penal  "delitos  graves" 
ó  bien  que,  aun  cuando  sea  de  los  "delitos  menos  graves" 
considere  el  Juez  necesaria  la  prisión  provisional,  aten- 
didas las  circunstancias  del  hecho  y  los  antecedentes  del 
procesado,  hasta  que  preste  la  fianza  que  le  señale. 

Párrafo  2o  del  artículo  594.  No  obstante  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  aunque  el  hecho  que  motiva  la 
causa  aparezca  como  constitutivo  de  "delito  grave,' ' 
cuando  el  procesado  tenga  buenos  antecedentes  ó  se  pue- 
da creer  fundadamente  que  no  tratará  de  sustraerse  á  la 
acción  de  la  Justicia,  y  cuando  además  el  delito  no  haya 
producido  alarma  ni  sea  de  los  que  se  cometan  con  fre- 
cuencia en  el  territorio  de  la  respectiva  provincia,  podrá 
el  Juez  ó  Tribunal  acordar,  mediante  fianza,  la  libertad 
del  inculpado. 

XI.  Cuando  el  procesado  interpusiere  apelación  con- 
tra el  auto  en  que  excarcelación  ha  sido  denegada,  el  tes- 
timonio que  debe  remitirse  á  la  Audiencia  se  expedirá  en 
el  término  preciso  de  cinco  días.  Si  los  lugares  que  han  de 
testimoniarse  ocuparen  más  de  cien  folios  del  sumario, 
podrá  aumentarse  este  término  en  un  día  por  cada  veinte 
folios  ó  fracción  de  veinte.  El  Juez  accederá  á  que  en  el 
testimonio  se  incluyan  todos  los  lugares  que  solicitare  el 
apelante  y  resolverá  según  su  prudente  arbitrio  acerca  de 
los  señalados  por  la  acusación  privada  ó  el  Fiscal.  Podrá 
también  señalarlos  de  oficio. 

XII.  Las  apelaciones  á  que  se  refiere  el  artículo  ante- 
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xiar  se  sustanciarán  con  sujeción  á  las  reglas  siguientes: 

Ia  Transcurrida  el  término  del  emplazamiento,  si  se 
hubiere  personado  el  apelante,  la  Sala  señalará  para  la 
vista  el  quinto  -día,  precisamente,  posterior  á  aquél  en  que 
el  expresado  término  hubiere  vencido  y  para  el  efecto  de 
este  seítedamiento,  todos  los  día®  se  imputarán  hábiles. 

2*  El  testimonio  estará  -de  manifiesto  á  las  partes  den- 
tro de  esos  cinco  días,  improrrogables,  para  que  tomen  de 
«él  la  necesaria  instrucción;  pero  no  se  hará  entrega  del 
mismo  á  ninguna. 

3a  La  sentencia  deberá  dictarse,  a  más  tardar,  al  día 
siguiente  de  haberse  verificado  la  vista. 

4a  Esta  no  se  suspenderá  por  ningún  motivo. 

XIII.  Los  artículos  de  625  al  633,  ambos  inclusive,  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  se  entenderán  modifi- 
cados en  lo  sucesivo  de  la  manera  siguiente  : 

Artículo  606.  Fuera  de  los  caso»  previstos  en  los  do£ 
artículos  anteriores,  el  Tribunal  que  reciba  los  autos  y 
piezas  de  convicción  se  limitará  á  la  apertura  de  los  plie- 
gos y  demás  objetos  cerrados  y  sellados  que  hubiere  re- 
mitido el  Juez  de  Instrucción,  extendiéndose  acta  de  la 
apertura  por  el  Secretario,  en  la  cual  se  hará  constar  el 
estado  en  que  dichos  pliegos  y  objetos  se  hallaren. 

Artículo  627  Verificado  lo  dispuesto  en  el  artículo 
precedente,  o  desde  que  reciban  los  autos  si  no  fuere  pre- 
cisa tal  diligencia,  el  Tribunal  mandará  entregar  dichos 
autos  para  instrucción  al  Ministerio  Fiscal,  si  la  causa 
versa  sobre  delito  en  que  él  deba  intervenir,  y¡  después  á 
la  representación  del  querellante  si  se  hubiere  personado. 

El  término  para  dicha  instrucción* no  bajará  de  tres 
días  ni  excederá  de  diez,  según  el  volumen  del  proceso. 
Si  este  excediere  de  mil  folios  el  Tribunal  podrá  prorro- 
garlo, hasta  un  máximum  de  quince  días. 

Artículo  628.  El  Tribunal  al  mandar  entregar  la  cau- 
sa, dispondrá  lo  que  considere  conveniente  para  que  el 
Fiscal  ó  el  querellante  en  su  caso,  puedan  examinar  la  co- 
rrespondencia, libros,  papeles  y  demás  piezas  de  convic- 
ción, sin  peligro  de  alteración  de  su  estado. 

Artículo  629.  Al  devolver  la  causa,  el  Fiscal  ó  el  que- 
rellante particular,  lo  harán  acompañando  escrito  en  el 
que  expresarán: 

Io  Si  estiman  que  debe  aprobarse  el  auto  de  termina- 
eión  del  sumario  ó  si  solicitan  su  revocación  y  la  devolu- 
ción de  la  causa  al  Juez  Instructor  para  la  práctica  de  di- 
ligencias sumariales,  no  siendo  posible  que  el  Tribunal 
acuerde  esta  devolución,  sino  cuando  se  pidan  diligencias 
de  aquellas  á  que  se  refiere  el  artículo  V  de  este  Decreto, 
ú  otras  cuyo  resultado  pueda  presumirse  racionalmente 
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que  haya  de  tener  influencia  atendible  en  la  calificación 
de  los  hechos. 

2o  Si  estuvieren  conformes  con  el  auto  que  declara 
terminado  el  sumario,  expresarán  si  estiman  que  debe 
abrirse  el  juicio  oral  ó  si  creen  que  debe  dictarse  en  la 
causa  auto  de  sobreseimiento,  indicando  en  este  caso,  qué 
clase  de  sobreseimiento  debe  dictarse,  y  en  qué  apartado 
de  los  que  se  contienen  en  los  artículos  637  y  641  está  com- 
prendido. 

3o  Si  solicitaren  la  apertura  del  juicio  oral  harán  en 
el  propio  escrito  la  calificación  de  los  hechos  y  propon- 
drán la  prueba  al  temor  de  la  que  se  dispone  en  los  artícu- 
los 650  y:  subsiguientes : 

Artículo  630.  Devueltos  los  autos  por  el  Fiscal  y  acu- 
sador privado,  en  su  caso,  el  Tribunal  dictará  auto  prove- 
yendo á  cada  uno  de  los  extremos  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior.  Contra  la  parte  de  esta  resolución  que  re- 
suelva acerca  de  la  confirmación  ó  revocación  del  auto 
que  declara  terminado  el  sumario,  no  cabrá  recurso  al- 
guno. 

Si  se  revoca  dicho  auto  se  mandará  devolver  el  pro- 
ceso al  Juez  que  lo  hubiese  remitido,  expresando  las  dili- 
gencias que  hayan  de  practicarse.  Se  devolverán  también 
las  piezas  de  convicción  que  el  Tribunal  considere  nece- 
sarias para  la  práctica  de  las  nuevas  diligencias. 

Artículo  631.  Si  algunas  de  las  partes  acusadoras  so- 
licitare tan  sólo  la  revocación  del  auto  de  terminación  del 
sumario,  el  Tribunal  se  limitará  proveer  acerca  del  ex- 
tremo pedido.  Si  lo  declara  sin  lugar  mandará  que  los  au- 
tos vuelvan  á  aquella  parte  por  término  de  cinco  días  pa- 
ra que  expongan  lo  que  tengan  por  conveniente  acerca 
del  sobreseimiento,  apertura  del  juicio,  calificación  y 
prueba.  Si  solicitare  únicamente  el  sobreseimiento,  el  Tri- 
bunal proveerá  entonces  á  esta  solicitud,  de  acuerdo  con 
lo  dispuesto  en  el  artículo  644 ;  y  si  en  definitiva,  se  acor- 
dare la  apertura  del  juicio  oral,  los  autos  se  pasarán  de 
nuevo,  por  tres  días  tan  sólo,  á  la  parte  acusadora,  que 
aún  no  hubiese  formulado  la  calificación  provisional  y  la 
prueba. 

En  todo  caso  en  que  el  acusador  privado  solicitare 
el  sobresieimiemito,  el  Tribunal  le  tendrá  por  desistido  de 
su  acción  y:  en  lo  sucesivo  continuará  la  causa  sin  más  ci- 
tarlo ni  oírlo. 

Artículo  632.  (*)  Cuando  en  la  causa  hubiese  actor, 
meramente  civil,  se  le  comunicarán  los  autos,  después  de 

(*)     Este  artículo  ha  sido  modificado  por  la  orden  181  de 
1900  que  se  publica  á  continuación. 
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dictada  la  resolución  á  que  se  refiere  el  artículo  630.  Si 
en  ésta  se  hubiere  abierto  el  juicio  oral  y  tenido  por  he- 
cha la  calificación  por  las  partes  acusadoras.  El  término 
para  -el  actor  civil  sera  sólo  de  cinco  días  y  formulara  con- 
clusiones únicamente  en  cuanto  á  los  dos  últimos  puntos 
del  artículo  650.  (*) 

Formuladas  estas  conclusiones,  ó,  si  huíbiere  actor  ci- 
vil, hecha  la  calificación  por  el  Fiscal  ó  acusador  pricado, 
se  cumplirá  lo  dispuesto  en  el  artículo  652  y  los  siguien- 
tes :  el  término  é  que  se  refiere  el  artículo  652  será  de  cin- 
co días,  que  podrán  prorrogarse  á  diez,  si  el  volumen  del 
sumario  excediese  de  mil  folios. 

Artículo  633.  No  será  obstáculo  á  la  apertura  del  jui- 
cio oral,  el  que  en  la  «causa  no  se  hubiere  llegado  á  dictar 
•auto  de  procesamiento.  En  estos  casos  mientras  haya  par- 
te acusadora,  que  sostengan  la  acción  criminal  contra  de- 
terminada persona,  ésta  será  considerada  como  "acusa- 
do" y  á  petición  del  que  le  acusa,  se  abrirá  contra  el  mis- 
mo, el  juicio  oraL  El  Tribunal  ordenará  se  le  requiera 
para  que  (**)  el  término  improrrogable  de  diez  días  cons- 
tituya representación  en  la  causa,  designando  un  abo- 
gado defensor,  apercibiéndole  de  que,  si  asi  no  lo  hiciere, 
se  le  nombrará  representante  y  abogado  de  oficio.  Una 
vez  constituida  esta  representación,  se  procederá  como  lo 
ordenan  los  artículos  652  y  siguientes.  En  estos  casos,  el 
acusado  no  procesado  no  tendrá  obligación  de  compare- 
cer personalmente  al  juicio  oral,  que  podrá  celebrarse  con 
sólo  la  asistencia  de  su  representante  y  letrado  defensor. 

XIV.  No  se  podrá  dictar  sentencia  en  causa  criminal 
castigando  en  ella  un  delito  más  grave  que  el  que  haya 
sido  objeto  de  la  acusación;  ni  apreciando  la  concurren- 
cia de  circunstancias  agravantes  no  comprendidas  en  la 
misma,  ni  tampoco  la  participación  de  un  acusado  ó  pro- 
cesado en  concepto  que  lleve  consigo  mayor  gravedad 
que  el  que  la  acusación  hubiere  sostenido;  ni  agravando 
tampoco  en  la  sentencia  ese  concepto  de  la  acusación,  en 
cuanto  a  si  el  delito  ha  sido  consumado,  ó  frustrado,  ó 
mera  tentativa. 

No  obstante,  el  Tribunal  podrá  emplear  la  fórmula 
del  artículo  733  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  lo 
cual  hará  siempre  después  de  terminada  la  prueba  y  an- 
tes del  trámite  á  que  se  refiere  el  artículo  734,  así  por  lo 
que  respecta  á  la  calificación  del  delito,  como  por  lo  que 
se  refiere  á  su  carácter  de  consumado,  frustrado  ó  tenta- 


(*)     Aunque  la  puntuación  de  este   párrafo    no    tiene    senti- 
do,  así  se  publicó  en  la  "Gaceta  Oficial."  ] 

(**)     Suponemos  que  falta  "en." 
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iíva,  como  á  1a  participación  de  procesados  ó  acusadores, 
•como  á  la  concurrencia  de  agravantes,  no  comprendidas 
en  la  acusación.  Entonces,  con  ese  anuncio  previo,  el  Tri- 
bunal podrá  dictar  sentencia  -en  los  términos  que  estime 
de  justicia  y:  conforme  al  contenido  de  la  fórmula  emplea- 
da. Esta  no  se  entenderá  á  ningún  caso  aplicable  á  delitos 
privados. 

En  este  sentido  se  entenderá  modificado  el  artículo 
753  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Oriminal.  La  fórmula  en 
que  se  emplea  será  la  del  mismo  artículo,  aplicándola  en 
.su  caso  á  la  concurrencia  de  agravantes,  á  la  participa- 
ción de  los  reos  en  el  delito  ó  el  concepto  de  este  desde  el 
punto  de  vista  de  su  consumación  ó  no. 

El  motivo  de  casación,  expresado  en  el  caso  3o  del  ar- 
tículo 912  de  dicha  Ley,  se  entenderá  aplicable  en  los  ca« 
sos  en  que  lo  dispuesto  en  este  artículo  sea  infringido. 

XV.  Todos  los  preceptos  legales  que  en  cualquier  ma- 
nera se  opusieran  á  los  ¡contenidos  en  este  Decreto,  que- 
dan derogados. 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

Io  En  -las  causas  pendientes  á  la  publicación  de  este 
Decreto,  en  las  que  se  hubiere  declarado  un  procesamien- 
to, los  Jueces  se  limitarán  á  notificar  á  las  partes  que, 
desde  ese  mismo  instante,  las  diligencias  sumariales  tie- 
nen carácter  público  y  en  lo  adelante  se  ajustarán  á  los 
preceptos  en  esta  disposición  contenidos. 

2o  Si  los  sumarios  tuvieren  ya  más  de  un  mes  en  tra- 
mitación á  contar  desde  el  primer  auto  de  procesamiento 
dictado,  podrán  sólo  practicarse  las  diligencias  que  se 
acuerden  ya  de  oficio,  ya  á  instancia  de  parte,  dentro  de 
los  diez  días  posteriores  á  la  notificación  a  que  se  refiere 
la  regla  precedente. 

3o  Las  causas  que  se  encontrasen  en  tramitación  en 
las  Audiencias  á  la  publicación  de  este  Decreto,  se  amol- 
darán á  lo  dispuesto  en  su  «artículo  XIII,  si  aún  no  hubie- 
ren sido  devueltas  por  el  Fiscal  ó  acusador  privado  á  con- 
secuencia de  la  instrucción  á  que  se  refiere  el  artículo  627 
de  la  Ley:  de  Enjuiciamiento  Criminal.  Si  esta  devolución 
se  hubiere  llevado  á  cabo,  se  seguirá  la  tramitación  esta- 
blecida en  los  antiguos  preceptos  que  dicho  artículo  XIII 
modifica. 

El  Brigadier  General,  'Jfefe  de  Estado  Mayorf 

Adna  E.  Chaffe. 

,( Gaceta  2  Agosto  1899.) 
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ORDEX  HUMEO  181 

Tasaciones  de  costas  en  lo  Criminal. — Requisitorias. — Remisión  de- 
sumarios y  consultas  al  Fiscal. — Términos  para  la  calificación, 
de  partes  acusadoras. — Listas  de  testigos:  puntos  principales 
sobre  que  ha  de  versar  sus  declaraciones. — Suspensión  del  jui- 
cio oral. — Revocación  del  auto  de  procesamiento  en  los  casos- 
de  sobreseimiento  provisional. 

Habana,  SO  de  Abril  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  siguiente 
orden : 

I.  Las  tasaciones  y  diligencias  para  el  cobro  de  cos- 
tas á  que  se  refieren  los  artículos  242,  343  y  244  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Criminal,  no  tendrán  lugar  cuando^ 
conste  acreditada  e<n  el  expediente  respectivo  la  insolven- 
cia del  reo,  excepto  si  alguna  de  las  partes  lo  solicitare. 

II.  El  auto  en  que  los  Jueces  decreten  la  prisión  pro- 
visional de  un  acusado  habrá  de  ser  siempre  fundado. 

III.  Las  requisitorias  de  que  tratan  los  artículos  512' 
y  838,  se  harán  librando  oficio  al  Gobernador  Civil  de  la 
Provincia  en  que  radique  el  Juzgado  Instructor  para  que- 
éste  lo  circule  á  lo®  demás  Gobernadores,  pidiéndoles  la 
inserción  de  la  requisitoria  en  el  periódico  oficial  de  la- 
provincia.  Los  Gobernadores  circularán  la  requisitoria  á 
los  empleados  de  Policía  de  la  Provincia.  En  autos  no  se 
pondrá  constancia  más  que  del  primer  oficio  de  que  se  ha- 
ce aquí  mención ;  y  en  el  caso  de  existir  otros  procesados 
no  se  experará  el  resultado  de  la  requisitoria  para  decla- 
rar terminado  el  sumario. 

IV.  La  remisión  del  sumario  de  que  trata  el  articula 
622  se  hará  directamente  al  Fiscal  de  la  Audiencia.  Las 
piezas  de  convicción  las  retendrá   el   Juez   y  cuando  se* 
confirme  por  la  Audiencia  el  auto  de  terminación  manda- 
rá al  mismo  tiempo  elevar  las  piezas. 

V.  La  consulta  á  que  se  refiere  el  artículo  624  se  hará 
remitiendo  siempre  la  causa  al  Fiscal,  el  cual  examinará 
el  sumario  y  encontrándolo  completo  lo  pasará  al  Tribu- 
nal con  escrito  pidiendo  lo  que  proceda.  Si  solicita  aper- 
tura del  juicio  formulará  conclusiones.  El  querellante 
tendrá  los  autos  por  igual  término  que  el  Fiscal,  y  si  no 
lo  utiliza  se  tendrá  por  decaído  su  derecho. 

Si  el  Fiscal  no  encontrare  completo  el  sumario  reque- 
rirá directamente  al  Juez  devolviéndole  la  causa,  para 
que  practique  las  diligencias  omitidas.  Si  el  querellante- 
pidiere  diligencia,  la  Sala  resolverá  sin  ulterior  recurso^ 
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ordenando  al  Juez  lo  necesario,  si  así  lo  acordare,  con  de- 
volución del  sumario. 

VI.  El  artículo  632  de  la  Ley  de  Procedimiento  Cri- 
minal, alterado  ya  por  el  artículo  XIII  de  la  Orden  nú- 
mero 109  del  Cuartel  General  de  Cuba,  fechada  en  Julio 
13  de  1899, (*)  se  modifica  en  la  forma  siguiente: 

Art.  632.  Cuando  en  la  causa  hubiese  actor,  meramen- 
te civil,  se  le  comunicarán  los  autos  después  de  dictada  la 
resolución  á  que  se  refiere  el  art.  630,  si  en  ésta  se  hubie- 
re abierto  el  juicio  oral  y  tenida  por  hecha  la  calificación 
de  las  partes  acusadoras.  El  término  para  el  actor  civil 
será  sólo  de  cinco  días  y  formalurá  conclusiones  única- 
mente en  cuanto  á  los  dos  últimos  puntos  del  art.  650. 
Formuladas  estas  conclusiones,  ó,  si  no  hubiere  actor  ci- 
vil, hecha  la  calificación  por  el  Fiscal  ó  acusador  privado, 
se  entregará  copia  de  lá  calificación  y  de  las  conclusiones, 
«i  las  hubiere,  á  los  acusados  y  á  las  terceras  personas  res- 
ponsables civilmente,  con  el  fin  de  que  puedan,  dentro  del 
término  de  cinco  días,  para  cada  uno,  expresar,  en  con- 
clusiones numeradas  en  correlación  con  las  respectivas 
calificaciones,  su  conformidad  ó  inconformidad  con  cada 
una  de  ellas  y  eñ  caso  de  inconformidad  consignar  lps 
puntos  de  divergencia. 

Durante  esos  cinco  días  para  cada  parte,  estarán  de 
manifiesto  en  la  Secretaría  del  Tribunal,  los  autos,  corres- 
pondencia, libros,  papeles  y:  demás  documentos  fehacien- 
tes, nombrando  dicho  Tribunal  abogados  á  los  acusados  ó 
terceras  personas  responsables  civilmente  si  no  los  tu- 
vieren. 

El  término  de  los  cinco  días  es  improrrogable,  excep- 
to si  se  alegare  bajo  juramento  justa  excusa  á  juicio  del 
Tribunal  en  cuyo  caso  podrá  prorrogar  el  período  para 
-examen  de  los  autos  por  otros  cinco  días  á  lo  sumo.  Si  hu- 
bieren de  formularse  conclusiones  por  más  de  dos  proce- 
sados ó  personas  responsables  civilmente,  el  término  será 
de  diez  días  comunes,  para  todos  prorrogable  por  otros 
cinoc.  Si  fueren  más  de  cuatro,  el  término  será  de  quince 
días,  prorrogable  á  veinte. 

VII.  En  vez  de  la  sentencia  con  los  requisitos  del  ar- 
tículo 142,  puede  la  Sala  hacer  constar  en  la  misma  acta 
de  ratificación  que  por  virtud  de  su  conformidad  se  con- 
dena al  acusado  á  las  penas  pedidas  por  la  acusación,  pu- 
diendo  también  -subsanar  errores  del  Fiscal,  si  con  ello  se 
favorece  al  reo,  así  como  suplir  omisiones  en  aniateria  de 
costas,  penas  accesorias  ó  cualquiera  otra  clase  de  respon- 

(*)     Léase  la  Orden  anteriormente  publicada  y  la  465  de  1900 
«que  se  publica  en  la  página  370. 
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sabilidades.  El  cumplimiento  de  esta  resolución  no  se  de- 
legará nunca  á  los  Jueces,  se  comunicará  al  Registro  Ge- 
neral de  Penados  ó  al  Juez,  mientras  aquél  se  cree,  for- 
mándose un  libro  especial  en  las  Audiencias  con  certifi- 
cación de  las  sentencias. 

Cuando  algún  procesado  se  conforme  con  la  pena  se 
resolverá  respecto  á  él,  sin  perjuicio  de  continuar  el  pro- 
cedimiento contra  los  que  no  se  conformaren. 

Quedan  modificados  los  artículos  655,  694,  697  y  795, 
en  la  forma  expresada  en  este  número,  respecto  al  modo 
de  imponer  la  condena,  cumplirla  y  hacerla  constar. 

VIII.  En  las  listas  de  testigos  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo. 657  se  expresará,  sin  que  se  descienda  á  un  formu- 
lario de  interrogatorio,  el  punto  ó  puntos  principales  so- 
bre que  ha  de  versar  la  declaración  del  testigo,  para  que 
la  Sala  pueda  juzgar  sobre  la  pertinencia  ó  impertinencia 
de  la  prueba.  En  cuanto  al  número  de  testigos  se  estará  á 
lo  que  dispone  el  artículo  644  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil,  corriendo  su  presentación  á  cargo  de  la  parte  y 
lo  mismo  las  indemnizaciones  que  deban  abonarse. 

.  IX.  El  artículo  658  y  los  números  4  y  5  del  artículo 
746  de  la  Ley:  de  Procedimiento  Criminal  se  modifican  de 
la  manera  siguiente: 

Artículo  758.  Presentados  los  escritos  de  calificación 
que  el  Tribunal  exigirá  dentro  del  término  legal,  se  dic- 
tará auto  sin  más  demora,  sobre  admisión  de  las  pruebas, 
cumpliéndose  las  prescripciones  del  artículo  659,  pero  el 
término  para  comenzar  el  juicio  oral  no  excederá  de  vein- 
te días,  á  menos  que  haya  fundadas  razones  que  deberán 
ser  justificadas  al  Tribunal. 

X.  La  utilización  de  testigos  que  residan  temporal  ó 
permanentemente  en  el  Extranjero  se  hará  permitiendo 
á  las  partes  que  como  pruebo  documental  se  lean  durante 
los  debates  las  declaraciones  prestadas  por  dichos  testigos 
en  el  extranjero  siempre  que  se  presentaren  antes  de  ter- 
minar las  sesiones  y  el  acta  que  las  contenga  reúna  cuan- 
tos requisitos  sean  del  caso  para  no  dudar  de  su  autenti- 
cidad. 

XI.  El  aipremio  personal  por  las  multas  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  661  será  á  razón  de  un  día  de  prisión  por 
cada  tres  pesos. 

XII.  Los  incisos  4o  y  5o  del  artículo  746  quedan  mo- 
dificados en  la  forma  siguiente : 

4o  Cuando  algún  individuo  del  Tribunal  ó  el  Fiscal  ó 
el  defensor  de  cualquiera  de  las  partes  enfermare  repen- 
tinamente hasta  el  punto  que  no  pueda  continuar  toman- 
do parte  en  el  juicio  oral,  ni  pueda  ser  reemplazado  el  úl- 
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timo  inmediatamente,  se  fijará  un  nuevo  día  que  no  pasa- 
rá del  décimo;  y  si  aún  entonces  dicho  defensor  ú  otro 
nombrado  por  «el  acusado  no  pudiere  comparecer,  el  Tri- 
bunal nombrará  uno  de  oficio  y  hará  bajo  su  responsabi- 
lidad, que  el  juicio  se  efectúe  antes  de  los  diez  siguientes, 
cuyo  término  será  improrrogable. 

Cuando  haya  varios  acusados  y  varios  abogados  de- 
fensores, si  alguno  de  estos  abogadas  dejare  de  compa- 
recer, el  Tribunal  deberá  en  el  acto  señalar  defensor  á 
aquellos  acusados  cuyos  abogados  no  hayan  comparecido» 
por  cualquier  motivo  entre  los  abogados  presentes  de  los 
otros  procesados  siempre  que  no  hubiere  intereses  encon- 
tradas. Si  los  hubiere,  se  suspenderá  el  juicio  para  den- 
tro de  diez  días  á  lo  sumo. 

5o  Cuando  el  acusado,  no  habiendo  más  de  uno,  estu- 
viere enfermo  (como  se  especifica  en  el  artículo  anterior) 
al  extremo  que  no  pudiere  asistir  al  juicio,  se  suspenderá 
éste,  pero  si  hubiere  más  de  un  procesado  y  el  Tribunal 
creyese  que  el  juicio  puede  celebrarse  se  efectuará  con  lo» 
que  hayan  concurrido  con  sus  abogados,  sin  perjuicio  de 
fijar  nueva  fecha  para  llevar  á  cabo  el  de  los  que  no  hu- 
bieren comparecido. 

En  todos  los  casos  de  no  comparecencia,  el  acusado» 
estará  obligado  á  probar  su  enfermedad,  presentando  cer- 
tificación de  dos  médicos,  bajo  juramento  (cuyo  juramen- 
to se  prestará  ante  el  Tribunal  o  ante  Notario)  expresan- 
do la  clase  de  enfermedad  y  su  absoluta  imposibilidad  de» 
asistir  al  juicio. 

La  fijación  de  nuevo  día  no  pasaré  de  los  diez  si- 
guientes. 

XIII.  En  cualquiera  de  los  casos  del  artículo  641,  ai 
acordarse  el  sobreseimiento  provisional,  se  revocará  el  au- 
to de  procesamiento.  En  el  caso  de  que  al  abrirse  de  nue- 
vo el  proceso  subsistieren  ó  se  reafirmen  los  indicios  de* 
culpabilidad  contra  el  procesado  que  fué  objeto  del  so- 
breseimiento, se  dictará  nuevo  auto  expresando  como 
fundamento  didha  consideración. 

XIV.  Se  establecerá  en  la  Secretaría  de  Estado  y  Go- 
bernación un  Registro  General  de  Penados  al  cual  debe- 
rán acudir  los  Jueces  por  escrito  ó  por  telégrafo  en  ave- 
riguación de  los  antecedentes  penales  de  los  reos.  El  Se- 
cretario de  Justicia  se  pondrá  de  acuerdo  con  el  de  Esta- 
do y  Gobernación  para  la  más  pronta  instalación  de  este 
Registro. 

XV.  Las  prescripciones  contenidas  en  el  artículo  VE 
de  esta  Orden  serán  inmediatamente  aplicadas  á  aquellas 
causas  en  que  ya  hayan  sido  hechas  las  calificaciones  por 
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el  Fiscal,  por  el  abusador  ó  por  el  actor  civil,  para  cuyo  fin 
se  harán  las  copias  por  el  Secretario  del  Tribunal  dentro 
de  los  diez  días  subsecuentes  á  aquél  en  que  se  reciba  la 
"Gaceta  de  la  Habana' '  conteniendo  esta  Orden,  entre- 
gándose inmediatamente  á  aquellos  que  aún  no  hayan 
contestado  la  acusación  con  el  fin  de  que  así  lo  hagan, 
dentro  del  período  especificado  en  el  artículo  632,  reco- 
giéndose los  autots  del  abogado  con  el  fin  de  que  puedan 
estar  de  manifiesto  en  la  Secretaría  durante  dicho  pe- 
ríodo. 

XVI.  Todas  las  disposiciones  legales  vigentes  que  se 
opongan  á  esta  Orden  quedan  derogadas. 

El  Brigadier  General  de  Voluntarios, 
Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  E.  Chaffb. 

(Gaceta  Mayo  Io  1900) 


ORDEN  NUMERO  228  (*) 

Fianza  que  prestarán  los  testigos  de  importancia  para  el  sumario 
su  clase  y  cuantía. 

Habana,  8  de  \Jkcnio  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Ouba,  á  propuesta  del  Se  • 
eretario  de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  siguien- 
te orden: 

I.  Los  Jueces  de  Primera  Instancia,  en  vista  de  prue- 
bas suficientes  al  efecto,  podrán  obligar  á  cualquier  per- 
sana,  cuya  declaración  conduzca  y  sea  necesaria  al  escla- 
recimiento del  hecho  que  persigue  en  cualquier  procedi- 
miento criminal,  á  prestar  fianza  personal  ó  de  cualquier 
elase,  á  discreción  del  Juzgado,  de  que  comparecerá  y  de- 
clarará en  dicho  procedimiento  criminal;  y  con  este  fin 
el  Juez  podrá  expedir  un  mandamiento  de  arresto,  firma- 
do por  Si  y  llevando  el  sello  del  Juzgado,  contra  esa  per- 
sona, ordenando,  á  cualquier  funcionario  autorizado  para 
cumplir  las  órdenes  del  Gobierno,  que  le  detenga  y  con- 
duzca á  su  presencia. 

II.  Si  el  detenido  de  que  se  ha  hecho  referencia  des- 
cuidare ó  rehusare  prestar  la  fianza  en  la  forma  prescrita, 
quedará  sujeto  á  la  vigilancia  de  la  autoridad  y  obligado 
á  presentarse  cada  5  días  al  Juzgado  ó  Tribunal  hasta 
que  éste  ó  aquél  le  declare  libre  de  esa  obligación.  El  que 
en  tales  circunstancias  tratare  de  burlar  ó  burlase  la  vi- 


(*)     Léase  la  Orden  513  que  se  publica  más  adelante.    Pági- 
na 382. 
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gilancia  de  la  autoridad  será  detenido  y  permanecerá  en 
prisión  por  todo  el  tiempo  que  dure  la  tramitación  de  la 
causa  á  discreción  del  Juez  ó  Tribunal. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor. 

i     ■  J.  B.  HlCKEY. 

(Gaceta  3  Junio.) 


ORDEN  NTJMEBO  465 

Instrucción  y  su  término;  nombramiento  de  defensor  de  oficio  en 
su  caso. 

Habana,  lk  de  Noviembre  de  1900. 

El  Gobernador  Generad  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publi- 
cación de  la  siguiente  orden: 

Los  incisos  segundo  y  tercero  del  artículo  632  de  la 
ley?  de  Enjuiciamiento  Criminal,  modificado  por  el  párra- 
fo VI  de  la  Orden  del  Cuartel  General  de  la  División  de 
Cuba,  número  181, (*)  serie  de  1900,  serán  sustituidos  por 
los  incisos  siguientes: 

"Con  tal  objeto  se  entregarán  los  autos  á  cada  De- 
fensor por  dicho  término  de  5  das.  Durante  ellos  estarán 
de  manifiesto  en  la  Secretaria  del  Tribunal  la  correspon- 
dencia, libros,  papeles  y  demás  documentos  fehaciente» 
no  agregados  á  los  autos. 

Si  el  procesado  ó  persona  civilmente  responsable  no 
tuviere  constituido  defensor  en  los  autos,  ni  lo  nombrase 
en  el  acto  de  entregarle  la  copia  á  que  se  refiere  el  párra- 
fo anterior  de  este  mismo  artículo,  á  pesar  de  ser  reque- 
rido con  tal  objeto  en  ese  acto,  lo  que  se  hará  constar,  el 
Tribunal  le  nombrará  defensor  de  oficio,  eon  quien  se  en- 
tenderá dicho  trámite. 

El  término  de  5  días  es  improrrogable  excepto  si  se 
alegare  bajo  juramento  justa  -causa  á  juicio  del  Tribunal, 
en  cuyo  easo  podrá  prorrogarse  por  otros  cinco  días  á  lo 
sumo.  Si  resultase  no  ser  cierta  la  -causa  alegada,  se  apli- 
cará la  pena  del  perjurio.  Si  hubieren  de  formularse  con- 
clusiones por  más  de  cinco  procesados  ó  personas  respon- 
sables civilmente,  podrá  reducirse  el  término  prudencial- 
mente  por  el  Tribunal  para  cada  uno,  ó  bien  señalarse  un 
término  de  20  días,  sin  entrega  de  autos,  teniéndose  estos 
de  manifiesto  en  la  Secretaría  para  que  en  ella  se  instru- 
yan los  defensores. 

(*)     Esta  orden  ya  ha  sido  insertada  en  la  página  365. 


■ 
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En  el  caso  de  entregarse  los  autos  al  defensor  ó  de- 
fensores, si  no  lo  devolviesen  con  el  trámite  evacuado  an- 
tes de  comenzar  la  primera  audiencia  inmediata  después 
de  vencido  el  término,  quedará  de  hecho  incurso  el  moro- 
so en  una  multa  de  cinco  pesos  en  moneda  de  los  Estados 
Unidos,  por  cada  día  de  demora.  El  Tribunal  cuidará  ba- 
jo su  responsabilidad  de  que  se  hagan  efectivas  dichas 
multas." 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 
J.  B.  Hickey. 

(Gaceta  13  Noviembre.) 


ORDEN  NUMERO  427 
HABEAS  CORPUS 

Habana,  15  de  Octubre  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden,  relativa  al  mandamiento  de 
fiabeas  Corpus. 

QUIEN  PUEDE  SOLICITAR  EL  MANDAMIENTO. 
ÍSTE     PODRÁ     SER     EXPEDIDO     LOS     DÍAS     FESTIVOS.        PARTES 

I.  La  persona  que  haya  sido  privada  de  su  libertad 
dentro  de  la  Isla  de  Cuba,  por  cualquier  causa,  ó  bajo 
cualquier  pretexto,  tiene  derecho,  excepto  cuando  haya 
sido  encarcelada  «ó  detenida  por  virtud  de  una  sentencia 
de  Juez  ó  Tribunal  competente,  á  un  mandamiento  de 
Habeas  Corpus,  como  se  prescribe  en  esta  Orden,  con  el 
fin  de  averiguar  cuáles  son  las  causas  de  la  prisión  6  pri- 
vación de  'libertad,  y  para  que  en  los  casos  previstos  se  le 
devuelva  ésta.  El  mandamiento  de  Habeas  Corpus  será 
exedido  y:  entregado  todos  los  días,  pero  no  se  verá  el 
caso  para  resolución  sino  en  día  hábil. 

Las  partes,  en  un  procedimiento  instituido  por  medio 
del  mandamiento  de  Habeas  Corpus,  podrán  comparecer 
por  medio  de  representante  como  en  otros  casos. 

CÓMO  Y  ANTE  QUIÉN  DEBE  HACERSE  LA  SOLICITUD 

PARA  EL  MANDAMIENTO 

II.  La  solicitud  para  el  mandamiento  ha  de  hacerse 
por  medio  de  petición  escrita  y  firmada,  bien  por  la  per- 
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sona  de  cuya  libertad  se  trate,  6  bien  en  su  nombre  por 
cualquiera  otra,  presentándola  á  cualquiera  de  los  si- 
guientes jueces,  Tribunales  y  residentes  6  Magistrados  de 
los  mismos. 

1.  A  los  Jueces  de  Instrucción  en  los  casos  que  proce- 
dan de  actos  de  los  Jueces  Municipales  y  Correccionales, 
dentro  de  la  jurisdicción  territorial  de  dichos  Jueces  de 
Instrucción. 

2.  A  las  Audiencias  y  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana,  en  los  casos  que  procedan  de  actos 
de  los  Jueces  de  Instrucción  sometidos  a  la  jurisdicción 
de  dichas  Audiencias  y  ¡Sala  de  lo  Criminal. 

3.  Al  Tribunal  Supremo,  en  los  casos  que  procedan 
de  actos  de  las  Audiencias  o  Sala  de  'lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia ¡de  la  Habana. 

4.  A  los  Jueces  de  Instrucción  <ó  Audiencias  ó  Sala 
de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  á  elección 
del  solicitante,  en  los  casos  que  procedan  de  los  actos  de 
cualquier  autoridad  civil  ó  empleado  del  mismo  orden,  ó 
de  cualquiera  corporación,  asociación  ó  individuo  parti- 
cular, por  los  cuales  cualquier  individuo  haya  sido  priva- 
do de  su  libertad. 

Cuando  corresponda  conocer  del  caso  á  una  Audien- 
cia ó  Sala  de  lo  Ciminial  de  la  Audienteia  de  la  Habana  ó 
Tribunal  Supremo,  podrá  presentarse  la  solicitud  á  cual- 
quiera de  sus  Presidente  ó  Magistrados. 

CONTENIDO  DE  LA  SOLICITUD 

III.  Para  fijar  la  autenticidad  de  la  solicitud  y  la 
identidad  del  que  la  presente,  éste  prestará  juramento 
sin  pagar  por  ello  derechos,  ante  un  Notario  PúMieo,  ó  el 
Juez  ó  un  miembro  del  Tribunal  á  quien  se  presente  dicha 
solicitud.  En  esta  se  consignará : 

1.  Que  la  persona  á  cuyo  favor  se  pide  el  manda- 
miento está  encarcelada  ó  ^privada  de  su  libertad ;  el  lu- 
gar de  la  prisión  ó  privación  y  el  nombre  ó  designación 
del  empleado  ó  de  la  persona  por  quien  ha  sido  presa  ó 
privada  de  su  libertad. 

2.  Que  no  ha  sido  encarcelada  ni  detenida  por  virtud 
de  ninguna  sentencia  de  un  Juez  ó  Tribunal. 

3.  La  causa  ó  pretextos  del  encarcelamiento  ó  de  la 
privación  de  libertad  según  el  leal  saber  y  entender  del 
peticionario. 

4.  Si  el  encarcelamiento  ó  privación  de  libertad  exis- 
te por  virtud  de  un  auto,  providencia  ó  decreto  se  agrega- 
rá una  copia  del  mismo  á  la  solicitud,  á  no  ser  que  el  so- 
licitante asegure  que,  por  razones  de  la  traslación  ó  de  la 
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ocultación  de  la  persona  encarcelada  ó  privada  de  liber- 
tad con  anterioridad  á  la  solicitud  no  pudo  exigirse  tal 
copia,  ó  que  ésta  se  exigió  y  fué  rehusada. 

5.  Si  se  alega  que  el  encarcelamiento  ó  privación  de 
libertad  es  ilegal,  él  peticionario  hará  ¡constar  en  qué  con- 
siste la  ilegalidad  que  aduce. 

Si  el  solicitante  ignorase  alguna  de  las  circunstan- 
cias que  se  indican  en  este  artículo,  deberá  también  con- 
signarlo expresamente. 


CUANDO    SE    HA    DE    CONCEDER   EL    MANDAMIENTO 
PENALIDAD  POR  NEGARLO 

TV.  El  Juez  ó  Tribunal  autorizado  para  conceder  el 
mandamiento  lo  concederá  sin  demora,  siempre  que  se 
presente  una  petición  al  mismo,  como  se  prescribe  en  esta 
orden,  a  menos  que  aparezca  de  la  petición  misma  ó  de 
los  documentos  que  la  acompañen,  que  el  peticionario  no 
tiene  fundamento  legal  para  obtener  el  mandamiento.  Si 
se  quebrantare  este  párrafo,  el  Juez,  ó  si  la  solicitud  fué 
hecho  á  un  Tribunal,  los  miembros  del  mismo  que  consien- 
tan el  quebrantamiento,  indemnizarán  mancomunada  y 
solidariamente  á  la  persona  presa  ó  privada  de  su  liber- 
tad con  cien  pesos,  que  se  cobrarán  por  medio  del  ejerci- 
cio de  una  acción  a  nombre  de  ésta. 


FORMA  DEL  MANDAMIENTO 

V.  El  mandamiento  expedido  como  se  prescribe  en 
esta  orden  tendrá  sustancialmente  la  siguiente  forma,  y 
los  blancos  se  llenarán  debidamente : 

Al  Pueblo  de  la  Isla  de  Cuba 


Ordenamos  á  Vd.  que  presente  á     .       .       .       .       . 
que  se  dice  preso  ó  privado  de  su  libertad,  cualquiera  que 
sea  el  nombre  por  que  dicho sea  conoci- 
do ó  llamado,  ó  el  delito  que  se  le  impute,  ante  . 
(insértese  aquí  el  nombre  del  Juez  ó  Tribunal)  en     . 

inmediatamente  después  del  recibo 

de  este  mandamiento,  para  estar  a  lo  que  dicho  Juez  ó 
Tribunal  resuelva,  debiendo  traer  Vd.  consigo  este  man- 
damiento. 

Firmado  el  día.     .     .de de  -9.     .     . 
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EFICACIA  DEL   MANDAMIENTO 

VI.  El  mandamiento  no  será  desobedecido  por  nin- 
gún defecto  de  forma,  con  tal  que  en  él  se  llenen  los  si- 
guientes requisitos : 

1.  Si  el  que  'tiene  la  custodia  de  la  persona  presa  6 
privada  de  su  libertad  es  designado,  'bien  por  su  título 
oficial  si  lo  tiene,  ó  bien  por  su  propio  nombre ;  ó  si  ambas 
cosas  son  desconocidas  ó  inciertas,  <por  su  apelativo  su- 
puesto ó  apodo.  Cualquiera  persona  á  quien  se  haya  en- 
tregado el  mandamiento  se  considerará  ser  aquélla  á  quien 
sea  dirigida,  aun  cuando  se  le  haya  dirigido  con  un  nom- 
bre ó  generales  equivocados  ó  á  otra  persona,  siempre  que 
bajo  su  poder  ó  custodia  ó  disposición  se  encuentre  la 
persona  presa  ó  detenida. 

2.  Si  la  persona  que  se  ordena  sea  presentada  es  de- 
signada por  su  nombre  ó  se  describe  de  cualquier  otra 
manera  de  modo  que  pueda  venirse  en  conocimiento  de  la 
persona  que  se  desea. 

CUANDO  SE  HA  DE  EXPEDIR  EL  MANDAMIENTO 
SIN  PREVIA   SOLICITUD 

VII.  Cuando  un  Juez  ó  un  miembro  de  un  Tribunal 
autorizado  por  esta  orden  para  librar  mandamientos  de 
Habeas  Corpus  tenga  pruebas  de  que  cualquiera  persona 
está  ilegalmente  detenida  ó  privada  de  su  libertad,  den- 
tro de  su  jurisdicción,  expedirá  un  mandamiento  de  Ha- 
beas Corpus  para  socorrer  á  esa  persona,  aun  cuando  no 
se  haya  hecho  petición  con  ese  fin. 

CUMPLIMIENTO  DEL  MANDAMIENTO.      SU   CONTENIDO 

VIII.  La. persona  á  quien  ha  sido  debidamente  entre- 
gado el  mandamiento,  expresará  clara  é  inequívocamen- 
te en  un  informe  por  escrito  : 

1.  (Si  tiene  ó  ha  tenido  bajo  su  custodia,  poder  ó  suje- 
ción, á  la  persona  para  cuyo  socorro  se  ha  expedido  el 
mandamiento. 

2.  Si  en  ese  concepto  tenía  <á  dicha  persona  cuando 
el  mandamiento  le  fué  entregado  y  aún  la  tiene,  expre- 
sará con  qué  autoridad  y  por  qué  causa  realizó  su  prisión 
ó  privación  de  libertad.  Si  el  detenido  lo  estuviere  en  vir- 
tud de  un  auto,  providencia  ó  decreto,  se  agregará  una 
copia  del  mismo  al  informe,  y  cuando  se  devuelva  el  man- 
damiento de  Habeas  Corpus  se  exhibirá  el  original  al  Juez 
ó  Tribunal. 
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3.  Si  hubiere  tenido  tal  persona  presa  6  privada  de 
su  libertad,  pero  hubiere  traspasado  la  custodia  <>  suje- 
ción de  la  misma  á  otro,  el  informe  ise  ajustará  a  los  re- 
quisitos que  se  exigen  en  el  inciso  2o  de  este  artículo,  ex- 
cepto que  sólo  se  expresará  lo  esencial  del  auto,  provi- 
dencia ó  decreto,  si  el  original  no  estuviere  ya  en  poder 
del  que  ha  de  informar,  y:  que  en  el  informe  se  consigna- 
rá particularmente  á  quien,  en  qué  tiempo,  por  qué  causa 
y  por  orden  de  qué  a/utoridad  se  hizo  el  traspaso. 

El  informe  será  firmado  por  la  persona  que  lo  dé,  la 
cual  prestará  juramento  sobre  su  autenticidad,  de  la  mis- 
ma manera  que  se  exige  al  peticionario  del  mandamiento 
y  sin  pagar  derechos. 

TIEMPO  DENTRO  DEL  CUAL  DEBE  CUMPLIRSE  EL  MANDAMIENTO 

IX.  Cuando  el  que  ha  de  presentar  el  preso  ó  priva- 
do de  libertad,  no  se  encuentre  á  mayor  distancia  de  trein- 
ta kilómetros  del  lugar  en  que  ha  de  presentarlo  lo  pre- 
sentará junto  con  el  informe  dentro  de  las  veinte  y  cua- 
tro horas  después  de  recibido  el  mandamiento,  y  el  mismo 
tiempo  se  concederá  por  cada  treinta  kilómetros  adicio- 
nales. 

SERÁ  PRESENTADA  LA  PERSONA  PRESA  Ó  PRIVADA  DE  LIBERTAD 

X.  La  persona  á  quien  se  haya  dirigido  debidamente 
un  mandamiento  de  Habeas  Corpus  presentará  al  preso  ó 
privado  de  libertad,  que  esté  bajo  su  custodia,  de  confor- 
midad con  lo  ordenado  en  el  mandamiento,  á  menos  que 
presente  con  su  informe  una  certificación  de  un  médico, 
que  haya  prestado  juramento  ante  un  Notario  Público  ó 
un  Juez  ó  Magistrado,  sin  pagar  derechos  por  ello,  sobre 
el  hecho  de  que  la  persona  presa  ó  privada  de  su  libertad 
está  tan  enferma  que  su  presentación  pondría  en  peligro 
su  vida  ó  su  salud ;  pero  en  este  caso  el  Juez  ó  Tribunal 
podrá  nombrar  un  médico  para  que  haga  un  examen,  y  le 
informe,  y  podrá  ordenar  la  inmediata  presentación  de  la 
persona  encarcelada  ó  privada  de  libertad. 

PROCEDIMIENTO    POR    DESOBEDIENCIA    AL    MANDAMIENTO 

XI.  Cuando  una  persona  á  quien  se  haya  dirigido  de- 
bidamente un  mandamiento,  rehusare  ó  descuidare  obede- 
cerlo, sin  causas  suficientes  debidamente  demostradas,  el 
Juez  ó  Tribunal  á  quien  se  ha  de  presentar  el  preso  ó  pri- 
vado de  libertad,  una  vez  probado  que  el  mandamiento 
fué    debidamente    entregado,    expedirá    inmediatamente 
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una  orden  de  arresto,  dirigida  en  términos  generales  á 
cualquier  empleado  de  Policía  en  la  Isla,  previniéndole 
que  inmediatamente  'prenda  al  desobediente  y  lo  conduz- 
ca ante  el  Juez  ó  Tribunal.  En  el  acto  de  comparecer  el 
desobediente,  se  expedirá  una  orden  para  su  encarcela- 
miento. La  orden  dispondrá  que  permanezca  encarcelado 
hasta  que  informe  sobre  el  mandamiento  de  Habeas  Cor- 
pus que  recibió  y  lo  cumpla. 

ORDEN  PARA  PRESENTAR  Á  LA  PERSONA  PRESA  Ó  PRIVADA 

DE  LIBERTAD 

XII.  El  Juez  ó  Tribunal  podrá  también,  discrecional- 
mente  al  tiempo  de  expedirse  la  orden  de  arresto,  6  des- 
pués, prevenir  al  empleado  de  Policía  á  quien  dicha  orden 
se  ha  dirigido,  que  inmediatamente  conduzca  á  la  presi- 
dencia del  Juez  ó  del  Tribunal  á  la  persona  en  favor  de 
la  cual  fué  expedido  el  mandamiento  de  Habeas  Corpus; 
y  dicha  persona  desde  ese  momento  continuará  bajo  la 
custodia  del  empleado  que  cumple  la  orden,  hasta  que  sea 
puesta  en  libertad,  ó  se  le  admita  fianza,  ó  vuelva  á  ser 
encarcelada  según  lo  ordenare  el  Juez  ó  Tribunal. 

PROCEDIMIENTO    CUANDO    SE    INFORMA    AL    TRATAMIENTO 

XIII.  El  Juez  ó  Tribunal  ante  quien  la  persona  en- 
carcelada ó  privada  de  libertad  es  conducida  por  virtud 
del  mandamiento  expedido  como  se  prescribe  en  esta  Or- 
den, deberá  inmediatamente  después  de  recibido  el  infor- 
me al  mandamiento,  celebrar  vista  y  en  ella  oir  á  los  in- 
teresados y  testigos  y  apreciar  los  hechos  alegados  en  el 
informe,  y  las  causas  del  encarcelamiento  ó  sujeción  de 
la  persona  encarcelada  ó  privada  de  libertad;  y  deberá 
expedir  una  orden  de  libertad  si  entendiere  que  procede. 

CUÁNDO  SE  HA  DE  VOLVER  Á  ENCARCELAR  LA  PERSONA  PRESA 

6  PRIVADA  DE  LIBERTAD 

XIV.  El  Juez  ó  Tribunal  inmediatamente  expedirá 
una  orden  para  que  de  nuevo  sea  encarcelada  la  persona 
presa  ó  privada  de  su  libertad,  si  apareciese  que  está  pri- 
vada de  libertad  por  virtud  de  sentencia  de  un  Juez  ó 
Tribunal  competente,  y  que  el  tiempo  durante  el  cual 
puede  ser  legalmente  así  detenida  no  ha  vencido. 

PROCEDIMIENTO    EN    CASO    DE    ENCARCELAMIENTO    IRREGULAR 

XV.  Si  apareciese  que  la  persona  presa  ó  privada  de 
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libertad  ha  sido  legalmente  encarcelada  por  un  hecho  pu- 
nible, 6  si  constare  por  las  pruebas  presentadas  con  el  in- 
forme dado  al  mandamiento  pedido,  ó  practicadas  en  la 
-vista,  hay  motivos  para  presumir  «que  dicha  persona  es 
♦culpable  del  referido  hecho  punible,  aun  -cuando  el  encar- 
eélamiento  sea  irregular,  el  Juez  ó  Tribunal,  ante  quien 
sea  conducida  esa  persona,  expedirá  inmediatamente  una 
«orden  para  que  sea  puesta  en  libertad  bajo  fianza,  si  ésta 
fuere  procedente ;  y  si  no  do  fuere,  para  que  vuelva  á  ser 
encarcelada. 


FIANZAS  COMO  Y  CUANDO  DEBEN  ADMITIRSE 

XVI.  'Si  del  informe  a  un  mandamiento  expedido  de 
la  manera  prescrita  en  esta  Orden  apareciese  que  la  per- 
sona presa  ó  detenida  tiene  derecho  á  quedar  en  libertad 
bajo  fianza,  el  Juez  ó  Tribunal  dictará  resolución  fijando 
la  suma  que  ha  de  serle  admitida  como  tal  fianza ;  y  pres- 
tada ésta,  será  puesta  en  libertad  con  arreglo  á  la  Ley.  Si 
se  ofreciese  inmediatamente  la  fianza  suficiente,  el  Juez  6 
Tribunal  deberá  admitirla;  en  otro  caso  ésta  podrá  ser 
prestada  después  ante  el  Juez  ó  Tribunal  que  conozca  de 
los  autos  en  que  se  dispuso  el  encarcelamiento  de  la  per- 
sona presa  ó  privada  de  libertad. 

CUANDO    LA    PERSONA    PRESA    6    PRIVADA    DE    LIBERTAD 
PODRÁ  SER  ENTREGADA  1  OTRO  EMPLEADO 

XVII.  Cuando  la  persona  presa  ó  privada  de  li- 
bertad no  tenga  derecho  á  disfrutar  de  ésta,  ó  si  teniéndo- 
lo bajo  fianza  no  la  prestare,  se  la  volverá  á  poner  bajo 
la  custodia  en  que  esteuba,  á  menos  que  el  que  la  custodia- 
ba no  fuere  competente  para  ello,  en  cuyo  easo  se  pondrá 
iajo  la  custodia  de  aquél  á  quien  corresponda. 

CUSTODIA  DE  LA  PERSONA  PRESA  Ó  PRIVADA  DE  LIBERTAD 

PENDIENTE  EL  PROCEDIMIENTO 

XVIII.  Pendiente  el  procedimiento  del  Habeas  Cor- 
pus, el  Juez  6  Tribunal  ante  quien  la  persona  presa  ó  pri- 
vada de  libertad  ha  sido  conducida,  podrá  ponerla  bajo 
la  eustodia  del  Alcalde  de.  la  Cárcel  del  lugar  donde  re- 
side dicho  Juez  6  Tribunal  6  bajo  la  que  su  edad  ú  otras 
circunstancias  hagan  necesario. 
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AVISO  QUE  HA  DE  DARSE  ANTES  DE  PONER  EN  LIBERTAD 

LA  PERSONA  PRESA  Ó  DETENIDA 

XIX.  Cuando  aparezca  del  informe  al  mandamiento 
expedido,  que  la  persona  presa  6  privada  de  libertad  lo 
esta  por  virtud  de  providencia  judicial,  no  se  celebrará 
la  vista  sin  previa  citación  del  Ministerio  Fiscal. 

LA  PERSONA   PRESA   6   PRIVADA   DÉ   LIBERTAD   PODRA   REFUTAR 
EL  INFORME  DADO  AL  MANDAMIENTO   EXPEDIDO 

XX.  La  persona  presa  ó  privada  de  libertad,  que 
ha  sido  presentada  por  virtud  del  mandamiento,  podra 
presentar  pruebas,  bajo  juramento,  para  demostrar  que 
su  encarcelamiento  ó  detención  es  ilegal,  ó  que  tiene  de- 
recho á  ser  puesta  en  libertad. 

El  Juez  ó  Tribunal  procederá  entonces  de  una  mane- 
ra sumaria,  á  practicar  en  la  misma  vista  las  pruebas  pro- 
puestas en  apoyo,  ó  contrarias,  al  encarcelamiento  ó  de- 
tención, y  á  disponer  de  la  persona  encarcelada  ó  priva- 
da de  libertad,  según  lo  hagan  necesario  las  circunstan- 
cias del  caso.  Durante  la  vista  el  Juez  ó  Tribunal  podrá 
examinar  á  la  persona  encarcelada  ó  privada  de  libertad, 
y  á  cualquiera  otros  testigos  que,  á  -su  juicio,  sea  conve- 
niente oir;  con  este  fin  se  podrá  señalar  un  plazo  que  no 
excederá  de  treis  días,  excepto  si  la  persona  encarcelada 
ó  privada  de  libertad  solicitase  mayor  término. 

PROCEDIMIENTO    EN    CASO    DE    ENFERMEDAD    DE    LA    PERSONA 
ENCARCELADA  Ó  QUE  HAYA  SIDO  PRIVADA  DE  LIBERTAD 

XXI.  En  el  caso  de  enfermedad  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo X  de  esta  Orden,  si  el  informe  al  mandamiento  lle- 
vase los  requisitos  exigidos  y  el  Juez  ó  Tribunal  no  duda- 
se de  la  veracidad  del  certificado  médico,  decidirá  el  caso 
desde  luego,  y  procediendo  como  si  la  persona  encarcela- 
da ó  privada  de  la  libertad  hubiese  sido  presentada.  Pero 
será  oída  la  persona  que  se  presente  á  defenderla,  sin  exi- 
gírsele  poder. 

OBEDIENCIA    k   LA   ORDEN    DE    LIBERTAD.       MODO 

DE  HACERLA  CUMPLIR 

XXII.  La  obediencia  á  una  orden  para  poner  en  li- 
bertad á  ía  persona  encarcelada  ó  privada  de  su  libertad 
podrá  ser  impuesta  por  el  Tribunal  ó  el  Juez  que  hubiese 
expedido  la  misma,  por  medio  de   un   mandamiento   de 
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arresto,  con  los  mismos  efectos  que  cuando  se  trata  de 
negativa  ó  negligencia  en  dar  el  informe  al  mandamiento 
de  Habeas  Corpus.  El  culpable  de  tal  desobediencia  in-* 
demnizará  á  la  persona  presa  ó  privada  de  su  libertad, 
con  cien  pesos,  que  serán  reclamados  por  medio  del  ejer- 
cicio de  una  acción  á  su  nombre. 

CASO  EN  QUE  PUESTA  UNA  PERSONA  EN  LIBERTAD  NO  PUEDE  SER 

ENCARCELADA    NUEVAMENTE 

XXIII.  La  persona  encarcelada  ó  privada  de  liber- 
tad, que  haya  sido  puesta  en  «libertad,  por  una  orden  ex- 
pedida á  consecuencia  de  un  mandamiento  de  Habeas 
Corpus,  no  volverá  á  ser  encarcelada,  privada  de  su  li- 
bertad ó  pues¡ta  en  custodia  por  la  misma  causa.  Pero  no 
se  considerará  que  la  causa  es  la  misma  en  los  casos  si- 
guientes : 

1.  Cuando  ha  sido  puesto  en  libertad  el  que  estaba 
preso  á  consecuencia  de  un  auto  de  prisión  dictado  en  vir- 
tud de  acusación  de  un  hecho  punible,  y  es  encarcelado 
por  el  msmo  hecho  en  virtud  de  resolución  del  Tribunal 
que  le  exigió  fianza  para  responder  de  su  comparecencia, 
ó  que  le  ha  sentenciado  en  el  mismo  proceso. 

2.  Cuando  ha  sido  puesto  en  libertad  por  falta  de 
pruebas,  ó  por  defecto  en  el  mandamiento  de  prisión,  y  es 
preso  después,  en  virtud  de  pruebas  suficientes  en  cum- 
plimiento de  un  auto  dictado  en  la  misma  causa. 

QUEBRANTAMIENTO    DEL    ARTÍCULO    QUE    PRECEDE 

XXIV.  Si  un  Tribunal  ó  Juez  ó  cualquier  otra  perso- 
na quebrantare  de  cualquier  manera  á  sabiendas,  ó  hicie- 
re que  se  quebrantare,  ó  ayudare  á  quebrantar  el  artículo 
que  precede,  él,  ó  si  el  acto  ú  omisión  fuese  cometido  por 
un  Tribunal,  los  miembros  del  mismo  mancomunada  y  so- 
lidariamente, que  consistieren  dicho  quebrantamiento,  in- 
demnizarán á  la  persona  presa  ó  privada  de  su  libertad, 
con  cien  pesos,  que  serán  reclamados  por  medio  del  ejer- 
cicio de  una  acción  á  su  nombre. 

TRASLACIÓN  Ú   OCULTACIÓN   DE  LA   PERSONA   PRESA 

Ó  PRIVADA  DE  LIBERTAD 
CON  EL  FIN  DE  ELUDIR  EL  MANDAMIENTO 

XXV.  Todo  el  que  tenga  bajo  su  custodia  ó  bajo  su 
poder  á  una  persona  á  quien  asista  el  derecho  á  un  man- 
damiento de  Habeas  Corpus,  ó  á  favor  de  la  cual  haya  si- 
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¿do  debidamente  expedido  un  mandamiento  de  esa  clase, 
..que  con  intención  de  eludir  el  cumplimiento  del  mismo,  ó 
ó  para  anular  sus  efectos,  trasladare  á  la  persona  encarce- 
lada ó  que  haya  sido  privada  de  su  libertad,  á  la  custodia 
ó  poder  de  otro,  ó  la  ocultare,  6  cam'biare  el  lugar  de  su 
«.encarcelamiento ;  y  el  que  á  sabiendas  contribuyere  a  la 
realización  de  estos  actos,  incurrirán  en  la  responsabili- 
dad criminal  que  corresponda,  además  de  la  pecuniaria 
.  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior. 

MANDAMIENTO  PARA  EL  CASO 

EN   QUE  SE   PRETENDA  LLEVAR  FUERA  DE  LA  ISLA 

Á  UNA  PERSONA  PRIVADA  DE  LIBERTAD 

XXVI.  Siempre  que  un  Tribunal  ó  un  miembro  de  un 
Tribunal  ó  Juez,  autorizados  para  librar  el  mandamiento 

,  de  Habeas  Corpus,  se  convenza  de  que  una  persona  está 
iiegalmente  privada  de  libertad  y  que  existen  motivos  su- 
ficientes para  creer  que  será  llevada  fuera  de  la  Isla,  el 
Tribunal,  miembro  idel  mismo,  ó  Juez  expedirá  las  órdenes 
necesarias  para  impedirlo,  dirigiéndolas  á  las  personas 
que  juzgue  oportuno,  para  que  se  apoderen  de  la  persona 
de  que  se  trate,  y  la  conduzcan  inmediatamente  á  presen- 
cia del  Juez  ó  Tribunal,  para  lo  que  proceda  según  las 
leyes. 

En  este  fcaso  si  la  persona  que  tiene  a  la  otra  privada 
de  su  libertad,  estuviere  presente,  se  le  notificará  la  or- 
den, que  surtirá  respecto  á  ella  todos  los  efectos  de  un 
mandamiento  de  Habeas  'Corpus,  y  estará  obligada  á  re- 
mitir inmediatamente  el  informe. 

ARRESTO  DE    LA    PERSONA    QUE    TIENE    DETENIDO    AL    QUE 

HA  SIDO  PRIVADO  DE  LIBERTAD 

XXVII.  Cuando  las  circunstancias  que  han  produci- 
do el  conocimiento  de  que  se  ha  hecho  mención  en  el  ar- 
tículo que  precede  fueren  suficientes  <para  justificar  el 
arresto  de  la  persona  que  tiene  bajo  su  custodia  al  que  ha- 
ya sido  privado  de  su  libertad,  y  sus  actos  constituyan  he- 
chos punibles,  se  dictará  orden  para  dicho  arresto,  po- 
niéndose al  arrestado  á  disposición  del  Juez  ó  Tribunal  co- 
rrespondiente. 

NEGATIVA  DE  UN  JUEZ  k  EXPEDIR  EL  MANDAMIENTO 

XXVIII.  Cuando  corresponda  al  Juez  lde  Instrucción 
.expedir  el  mandamiento  de  Habeas  Corpus,  si  rehusare 
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librarlo,  podrá  el  solicitante  acudir   con   su   solicitud  al¿ 
Presidente  ó  -cualquier  Magistrado  de  la  Audiencia  ó  Salar 
respectiva  jurando  haberse  negado  el  Juez  a  expedir  el 
mandamiento. 

PETICIÓN    DE    SEGUNDOS    MANDAMIEMTOS 

XXIX.  No  se  podrá  repetir  la  solicitud  de  manda- 
miento de  Habeas  Corpus  por  la  misma  prisión  ó  priva- 
ción de  libertad,  á  menos  que  nuevos  hechos  hayan  desvir- 
tuado los  motivos  que  justificaron  aquélla.  Esos  nuevos- 
hechos  deberán  precisarse  bajo  juramento  en  la  solicitud,- 
para  que  sean  apreciados  antes  de  resolver  la  expedición 
del  mandamiento. 

La  persona  á  quien  se  dirija  un  mandamiento  de  Ha- 
beas Corpus,  deberá  en  su  informe  consignar  si  la  prisión 
ó  privación  de  libertad  á  que  aquel  s¡e  refiere  ha  sido  yta? 
objeto  de  otro  mandamiento.  En  este  caso,  si  en  la  solici- 
tud del  nuevo  mandamiento  no  se  llenan  las  exigencias 
del  inciso  anterior,  se  negará  sin  más  trámites  la  libertad; 
solicitada. 

PENALIDAD  CUANDO   SE  REHUSAN  COPIAS 

XXX.  Todo  el  que  detenga  a  otro  en  virtud  de  cual- 
quier autorización  por  escrito,  estará  obligado,  á  entregar 
una  copia  de  dicha  autorización  al  detenido  y  otra  á  'cual- 
quiera que  la  solicite  con  el  fin  de  obtener  un  mandamien- 
to de  Habeas  Corpus  á  favor  de  la  persona  encarcelada  ó' 
que  haya  sido  privada  de  su  libertad.  Si  rehusare  hacerlo» 
así,  indemnizará  con  cien  «pesos  á  la  persona  encarcelada 
ó  que  haya  sido  privada  de  su  libertad,  que  serán  recla- 
mados por  medio  del  ejercicio  de  una  acción  á  nombre  de 
ésta. 

DEROGACIÓN 

XXXI.  Todas  las  leyes,  órdenes,  decretos  y  demás' 
disposiciones  legales  vigentes  en  la  Isla  de  Cuba,  quedan 
derogados  en  la  parte  que  se  opongan  á  lo  dispuesto  en  es^ 
ta  Orden. 

PECHA  DESDE   LA   CUAL   REGIRA   ESTA   ORDEN 

XXXII.  Las  disposiciones  de  esta  Orden  surtirán  sus 
efectos  á  partir  del  día  primero  de  Diciembre  de  1900, 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.   B.   HlCKEY. 
(Gaceta  15  de  Octubre.) 
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ORDEN  NUMERO  513 

AUSENCIA  DE  CUBA  DE  TESTIGOS  QUE  HAYAN"  PRESTADO  FIANZA 

Habana,  19  de  Diciembre  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  a  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  I#a  Orden  número  228  (*)  de  la  presente  serie,  de 
■este  Cuartel  General,  regirá  en  lo  sucesivo  con  la  siguien- 
te adición: 

' ' III.  Los  comprendidos  en  el  «párrafo  I  de  esta  Orden 
no  podrán  ausentarse  de  la  Isla  sin  permiso  del  Juez  ó 
Tribunal  que  -conozca  de  la  causa,  «el  'cual  no  lo  dará  sin 
oír  al  ministerio  Fiseal.  Los  que  traten  de  infringir  esta 
prohibición,  serán  detenidos  y  permanecerán  en  prisión 
tal  «orno  se  dispone  «en  el  párrafo  II. " 

Esta  Orden  empezará  á  regir  desde  su  publicación  en 
la  " Gaceta  de  la  Habana." 

J$l  Ayudante  General, 

H.  L.  Scott. 

/Gaceta  19  Diciembre  1900.) 


ORDEN  NUMERO  92 

Reclamación  de  honorarios  por   servicios   periciales  prestados  en 
causa  criminal. 

Habana,  8  de  Abril  de  1902. 

El  Gobernador  General  ha  tenido  á  bien  disponer  la 
publicación  de  la  siguiente  orden: 

I.  En  los  expedientes  que  se  instruyan  sobre  reclama- 
ción de  honorarios  por  servicios  periciales  prestados  en 
causa  criminal,  las  partes  reclamantes  declararán,  bajo  ju- 
ramento, si  cuando  «prestaron  el  servicio  de  que  se  trate, 
percibían  ó  no  sueldo  fijo  del  Estado  ó  'del  Municipio,  y  en 
caso  afirmativo,  por  qué  concepto.  (**) 

(*)     Léase  esta  Orden  que  se  ha  publicado  en  la  página  369. 

(**)  Secretaria  de  Justicia. — Subsecretaría:  El  señor  Gober- 
nador Militar,  en  el  expediente  número  92  de  este  año  de  la  Divi- 
sión Civil  del  Cuartel  General  del  Departamento  de  Cuba  con  fecha 
22  del  actual,  se  ha  servido  resolver  que  cualquier  funcionario  pú- 
blico que  fuere  nombrado  como  perito  por  los  Juzgados  y  Tribuna- 
les en  causas  criminales,  deberá  prestar  un  servicio  sin  más  retri- 
bución extraordinaria  que  la  indemnización  de  gastos  á  que  se  re- 
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2o  Dicha  declaración  jurada  será  bastante  para  justi- 
ficar el  extremo  á  que  se  refiere ;  y  lo®  que  con  ellas  falten 
á  la  verdad,  serán  'considerados  como  reo»  del  -delito  de 
perjurio,  definido  y  penado  por  la  (Míen  número  116,  se- 
rie de  1900,  del  Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba. 

3°  La  presente  Orden  empezará  á  regir  á  los  diez  días 
de  su  publicación  en  la  "Gaceta  de  la  Habana." 

El  Ayudante  General, 

H.  L.  Scott. 

(Gaceta  5  Abril  1902.) 


ORDEN  NUMERO  160 

Sentencia  condenatoria  de  un  empleado  público  por  delito  cometi- 
do en  el  desempeño  de  sus  funciones. 

Habana,  17  de  Mayo  de  1902. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba  dispone  la  publica- 
ción de  lo  siguiente : 

I.  Por  la  presente  se  modifica  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Criminal  con  la  adición  del  artículo  que  sigue : 

"Una  vez  apelada  ante  el  Tribunal  Supremo  la  sen- 
tencia dictada  por  un  tribunal  condenando  á  un  empleado 
público  «por  delito  cometido  en  el  desempeño  de  sus  fun- 
ciones, el  Tribunal  Supremo  tendrá  competencia  para  re- 
visar tddas  las  cuestiones  de  hechos,  de  derecho  y  de  pro- 
cedimiento á  que  den  lugar  la  prueba  testifical,  las  actua- 
ciones y  el  procedimiento,,  y  ya  para  confirmar  la  senten- 
cia, sobreseer  la  causa,  conceder  nuevo  juicio,  y  ya  para 
dictar  cualquiera  otra  providencia  ú  orden  que  la  estric- 
ta justicia  demandare ;  y  el  Tribunal  'Supremo  puede,  oída 
dicha  apelación,  recibir  la  prueba  adicional  que  crea  ne- 
cesaria en  bien  'de  la  justicia.  Esta  disposición  será  apli- 
cable á  todas  las  apelaciones  que  en  la  actualidad  están 
pendientes  ó  que  de  aquí  adelante  se  interpongan. 


El  Ayudante  General, 

H.  L.  (Scott. 


{Gaceta  17  Mayo  1902.) 


rfiere  la  Orden  Civil  número  245,  serie  de  1899  y  percibir  íntegro  el 
sueldo  asignado  á  su  plaza  titular. — Arturo  ArÓstegui,  Subsecre- 
tario.    (Gaceta  9  Febrero.) 
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OEDEN  NUMERO  88 
Desalme  de  testigos  ó  acosados  ante  los  Jueces  y  Tribunales 

Habana,  Io  Abril,  1902. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba  dispone  la  publica- 
ción de  lo  siguiente : 

I.  Toda  persona  perteneciente  á  algún  Cuerpo  arma- 
do que  comparezca  como  testigo»  ó  acusado  ante  un  Juez^ 
6  Tribunal  'lo  hará  sin  armas  y  descubierto,  cualquiera 
que  sea  la  clase  á  que  pertenezca. 

II.  Los  Jefes  de  Cuerpos  Arma'dos  procederán  á  dar 
las  instrucciones  necesarias  para  el  cumplimiento  de  lo* 
dispuesto  en  el  artículo  anterior  á  los  individuos  pertene- 
cientes á  las  fuerzas  á  su  mando. 

III.  Se  revocan  todas  las  disposiciones  anteriores  que 
se  apongan  á  las  contenidas  en  la  presente  Orden,  la  cual 
empezará  á  regir  á  los  diez  días  de  su  promulgación  en  lai 
"Gaceta  de  la  Habana.' ' 

El  Ayudante  General, 

H.  L.  Soott. 

(Gaceta  !•  Abril.) 


OEDEN  NUMEBO  45 
CUARTEL  GENERAL,  DEPARTAMENTO  DE  CUBA, 

Habana,  Jf  de  Febrero  de  1901. 

El  Gobernador  General  'de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  las  siguientes  Instrucciones  para 
conocimiento  y  guía  de  aquellos  á  quienes  interese : 

INSTRUCCIONES    PARA    LA   REDACCIÓN    DE   DOCUMENTOS 

DE  EXTRADICIÓN 

Al  solicitar  de  un  gobierno  la  extradición,  se  obser- 
varán las  siguientes  reglas  generales : 

La  petición  contendrá  los  siguientes  requisitos: 

Ia  Se  declarará  que  el  delito  ha  sido  cometido  dentro 
de  la  jurisdicción  de  Cuba  y  que  se  cree  que  la  persona  á 
quien  se  le  imputa  ha  buscado  un  refugio,  ó  se  encuentra 
dentro  de  los  dominios  del  Gobierno  extranjero. 

2a  Se  consignará  el  nombre  y  apellido,  si  se  sabe,  del 
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prófugo,  y  sus  alias,  si  los  tien<e,  y  el  delito  ó  delitos  por- 
los  cuales  se. solicita  su  extradición,  y  el  nombre  y  apella- 
do da  la  persona  propuesta  para  ser  nombrada  por  el  Pre- 
sidente de  los  Estados  Unidos  para  recibir  y  condecir  eL 
prisionero  á  Cuba. 

3a  Si  -el  prófugo  no  ha  sido  sentenciado,  y  solamente- 
se  le  imputa  un  delito,  la  solicitud  contendrá : 

(a)  Una  copia,  debidamente  legalizada,  del  auto  de- 
procesamiento, ó  un  informe,  especificando  la  fecha  en; 
que  se  cometió  el  delito. 

(b)  Una  copia  literal  de  las  pruebas  en  que  se  funda, 
el  procesamiento,  ó  del  auto  de  prisión  dictado. 

(c)  Un  extracto  de  la  parte  del  texto  de  la  Ley  que- 
define  el  delito  y  especifica  la  pena  imponible ;  y  una  cer- 
tificación de  que  esta  ley  estaba  en  vigor  en  la  fecha  en 
que  se  cometió  el  delito  y  que  aún  lo  está  en  Cuba. 

(d)  Una  copia  del  mandamiento  de  arresto,  y  de  la. 
diligencia  extendida  por  el  funcionario  encargado  de  eje- 
cutarlo, en  la  cual  se  declare  que  no  se  ha  cumplido  por- 
que el  acusado  no  se  encuentra  en  la  Isla  y  ha  salido  de 
ella  para  evadir  la  acción  de  la  Justicia. 

4a  El  auto  de  procesamiento  y  los  documentos  men- 
cionados en  la  sección  anterior  pueden,  en  el  caso  en  que- 
el  prófugo  haya  sido  sentenciado,  reemplazarse  por  una 
copia  debidamente  legalizada  de  la  sentencia  del  Tribu- 
nal; acompañada  de  las  pruebas  de  su  fuga  al  Gobierno 
extranjero,  como  prófugo  de  la  Justicia. 

5a  Todos  los  documentos  se  extenderán  por  duplica- 
do, con  sus  traducciones  (también  por  duplicado),  y  tan- 
to los  originales  como  las  traducciones  deberán  ir  acom- 
pañados de  certificación  de  que  son  correctos.  Las  firmas, 
y  sellos  deberán  ir  debidamente  legalizados,  y  los  certifi- 
cados de  legalización  deberán  traducirse  también.  En  el 
caso  en  que  las  traducciones  no  hayan  sido  hechas  por  un< 
intérprete  oficial,  y  debidamente  certificadas,  como  co- 
rrectas, por  los  funcionarios  del  Tribunal  y  del  Gobierno, 
deberá  jurarse  ante  un  Notario,  cuya  firma  deberá  ser  le- 
galizada por  el  Adjutant  General  del  Departamento  de 
Cuba,  que  dichas  traducciones  sean  correctas. 

6a  Las  copias  de  todos  los  documentos  que  constitu- 
yen las  pruebas  que  se  exigen  por  la  presente,  incluyendo 
el  auto  de  procesamiento  ó  informe,  y  auto  de  prisión,  ó 
sentencia,  deberán  estar  debidamente  certificados  y  sella- 
dos por  el  Escribano  ó  Secretario  respectivo.  La  identifi- 
cación oficial  de  dicho  Escribano  ó  Secretario  deberá  ser 
legalizada  y  sellada  por  el  Juez  ó  Presidente  de  la  Audien- 
cia respectiva,  la  firma  y  sello  del  Juez  ó  Presidente  serán 


386: 

legalizadas  con  la  firma  y  sello  del  Secretario  de  Justicia, 
que  á  su  vez  lo  serán  por  el  Secretario  dé  Estado  y  Gober- 
nación con  su  sello ;  y  el  Gobernador  Militar  legalizará  la 
firma  y  sello  de  dicho  Secretario  de  Estado  y  Goberna- 
ción con  su  firma. 

7a  En  todos  los  casos  (como  no  existe  tratado),  debe- 
rá darse  al  Gobierno  extranjero  la  promesa  de  recipro- 
cidad. 

8a  En  casos  de  solicitud  de  extradición  dirigida  a  Mé- 
xico, deberán  observarse  los  preceptos  de  la  Ley  de  Ex- 
tradición de  la  República  de  México,  de  Mayo  19  de  1897, 
y  especialmente  los  requisitos  que  señalan  los  artículos  4 
y  16  de  dicha  Ley. 

» 
t 

PETICIÓN  PARA  LA  DETENCIÓN  DE  PRÓFUGOS 

i 

Las  solicitudes  que  se  hagan  con  el  objeto  de  que  las 
autoridades  de  los  Estados  Unidos  intervengan  á  fin  de 
conseguir  el  arresto  provisional  y  detención  de  prófugos 
en  países  extranjeros,  con  anterioridad  á  la  presentación 
formal  de  las  pruebas  en  que  se  funde  la  petición  de  ex- 
tradición, deberán  contener  específicamente  el  nombre  del 
prófugo,  el  delito,  que  se  le  imputa,  las  circunstancias  del 
delito,  tan  detalladas  copio  sea  posible,  y  la  identificación 
del  acusado  con  la  descripción  de  sus  señas  generales  y 
particulares. 

Deberá  hacerse  constar  además,  que  ha  sido  declara- 
do procesado  ó  que  se  ha  dictado  un  auto  de  prisión  para 
la  captura  del  acusado. 


Las  precedentes  instrucciones  serán  cuidadosamente 
observadas  en  lo  sucesivo,  en  todos  los  casos  de  peticiones, 
de  extradición  ó  arresto  de  prófugos  de  la  Justicia  en  paí- 
ses extranjeros. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor', 

J.   B.   HlCKEY. 


SECRETARIA  DE  JUSTICIA 

DECRETO 

En  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segun- 
do del  artículo  2o  de  la  Orden  número  192  (*)  serie  co- 

(*)    X»a  Orden   192  de  1901  creó  -el  cuerpo  de  Abogados  de 
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íriénte  del  Cuartel  General  del  Departamento  de  Cuba, 
vengo  á  dictar  el  siguiente 

REGLAMENTO    PARA    EL    FUNCIONAMIENTO 
EfEL  CUERPO  DE  ABOGADOS  DE  OFICIO 

Artículo  Io  Los  Abogados  de  Oficio  llevarán  ante  las 
Audiencias  y  Tribunal  ¡Supremo,  la  representación  y  de- 
fensa de  todos  los  acusados  y  procesados  4  quienes  con 
arreglo  a  la  Ley,  deban  nombrar  dichos  Tribunales  repre- 
sentantes y  defensor  de  oficio. 

Art.  2o  Cuando  por  cualquier  motivo  los  Abogados  de 
Oficio  de  un  Tribunal  no  bastaren,  á  juicio  del  Presidente 
de  la  respectiva  Sala  de  Justicia  para  la  representación  y 
defensa  de  todos  los  acusados  y  procesados  en  una  misma 
causa  ó  en  varias,  se  designarán,  además,  otros  Letrados 
al  efecto,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  las  Leyes. 

Art.  3o  La  expresada  derogación  será  hecha  por  el 
Presidente  de  la  respectiva  Sala  de  Justicia  y  tendrá  ca- 
rácter de  obligatoria  sin  retribución  ninguna  por  parte 
del  Gobierno;  pudiendo  los  Letrados  designados  en  estos 
casos  hacer  uso  del  mismo  derecho  de  excusa  que  á  la  de 
oficio  se  concede  en  este  Reglamento. 

Art.  4o  Los  Abogados  de  oficio  podrán  ejercer  su  pro- 
fesión libremente. 

Art.  5o  El  desempeño  de  una  plaza  de  Abogado  de 
Oficio  es  compatible  con  el  de  cualquier  otro  cargo,  siem- 
pre que  no  esté  retribuido  con  sueldo  fijo  pagado  de  fon- 
dos públicos  ó  no  esté  declarado  incompatible  en  el  ejer- 
cicio de  la  Abogacía. 

Art.  6o  Los  acusados  y  procesados  solventes  estarán 
obligados  á  pagar  sus  honorarios  á  los  Abogados  de  ofi- 
cio que  los  representen  y  defiendan,  aun  cuando  sea  por 
nombramiento  de  oficio.  Los  procesados  pobres  estarán 
exentos  de  la  obligación  á  que  se  refiere  el  párrafo  ante- 
rior, aun  cuando  vinieren  á  mejor  fortuna  con  poste- 
rioridad. 

Art.  7o  Los  Abogedos  de  Oficio  que  no  hayan  tomado 
posesión  cuando  empiece  á  regir  este  Reglamento,  lo  to- 
marán ante  las  Salas  de  Gobierno  de  los  Tribunales  en 
que  hayan  de  ejercer  sus  funciones  previa  prestación  del 
oportuno  juramento. 

»■  ■  ■  ■     —     —  ■  » 

Oficio  para  la  defensa  de  los  procesados  pobres  ante  el  T.  Supremo 
j  Audiencias.  Dicho  cuerpo  se  compondrá  de  2  Abogados  para  el  T. 
Supremo,  6  para  la  Audiencia  de  la  Habana  con  el  sueldo  de 
$1,200,  2  para  Matanzas,  2  Santa  Clara,  2  Santiago  de  Cuba,  1  para 
Pinar  del  Eío  y  1  para  Puerto  Príncipe,  dotados  con  el  sueldo  anual 
de  $900.— N.  del  A. 
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Art.  8o  La  fórmula  del  juramento  será  la  de  fidelidad 
al  Gobierno  constituido  y  la  de  desempeñar  bien  y  leal- 
mente  las  obligaciones  que  á  los  representantes  y  defenso- 
res están  impuestas  ó  que  se  impusieren  en  lo  sucesivo  por 
las  Leyes  y  Reglamentos. 

Art.  9o  En  los  Tribunales  donde  haya  más  de  un  Abo- 
gado de  oficio  tomarán  por  orden  riguroso  su  representa- 
ción y  defensa  de  los  acusados  y  procesados;  a  cuyo  efecto 
el  'Presidente  del  Tribunal  numerará  á  l«a  suerte  á  dichos 
Abogados  y  en  el  orden  que  resulte  continuarán  repar- 
tiéndose los  trabajos  propios  de  su  cargo.  , 

Art.  10.  (Podrán  excusarse  de  cualquier  representa- 
ción yi  defensa  que  les  haya  correspondido  en  turno,  por 
motivos  personales  y  justos,  que  apreciará  según  su  pru- 
dente arbitrio,  el  Presidente  de  la  respectiva  Sala  de  Jus- 
ticia, resolviendo  acerca  de  la  admisión  de  la  excusa  sin 
ulterior  recurso. 

Art.  11.  En  el  caso  de  que  se  admita  la  excusa  presen- 
tada, no  se  entenderá  cubierto  el  turno  del  Abogado  im- 
pedido y  se  le  turnará  otra  representación  y  defensa,  en 
cambio  de  la  que  se  le  retire. 

Art.  12.  Los  Abogados  de  oficio  podrán  obtener  licen- 
cia sin  sueldo  solicitándola  del  Secretario  de  Justicia,  por 
conducto  del  Presidente  del  Tribunal  en  que  presten  sus 
servicios,  el  cual  elevará  la  solicitud  con  su  informe  á  la 
Secretaría  de  Justicia,  para  su  resolución. 

Art.  13.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior, el  Secretario  de  Justicia  podrá  conceder  á  dichos 
Abogados  licencia  con  medio  sueldo  y  por  un  plazo  que 
no  exceda  de  veinte  días  naturales  en  los  casos  de  enfer- 
medad, con  necesidad  de  guardar  cama,  suficientemente 
acreditada. 

Art.  14.  Los  Abogados  de  oficio  cobrarán  sus  haberes 
por  la  Nómina  del  Tribunal  en  que  presten  sus  servicios. 

Art.  15.  Cuando  un  Abogado  de  oficio  obtenga  licen- 
cia, el  Secretario  de  Justicia,  si  lo  estimare  necesario  nom- 
brará un  Letrado  para  que  desempeñe  interinamente  la 
plaza  de  aquél  mientras  dure  su  licencia,  percibiendo  el 
interino,  durante  el  tiempo  que  la  desempeñe,  aunque  sea 
menor  de  ocho  días,  la  parte  proporcional  correspondien- 
te del  sueldo  asignado  á  dicha  plaza  que  el  titular  dejare 
de  percibir,  conforme  á  los  términos  en  que  le  hubiere  si- 
do otorgada  la  licencia. 

Art.  16.  Todas  las  vacantes  que  ocurran  en  el  Cuerpo 
de  Abogados  de  oficio,  serán  cubiertos  libremente  por  el 
Secretario  de  Justicia,  con  personas  que  reúnan  las  condi- 
ciones al  efecto  necesarias. 
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Art.  17.  Para  evitar  que  las  vistas  se  suspendan  por 
falta  de  asistencia  de  los  defensores  de  oficio  en  los  Tribu- 
nales en  que  haya  más  de  un  Abogado  de  oficio,  éstos  se- 
rán sustituidos  por  el  que  les  preceda  en  edad  y  el  mayor 
de  todos  por  el  más  joven. 

Art.  18.  Los  Abogados  de  oficio  dependerán  guber- 
nativamente del  Secretario  de  Justicia,  por  conducto  de 
los  Presidentes  de  los  Tribunales  en  que  aquellos  ejerzan 
sus  funciones,  sin  perjuicio  de  la  jurisdicción  disciplina- 
ria que  según  las  leyes  corresponda  á  los  Tribunales.  To- 
da corrección  que  éstos  impongan  á  un  Abogado  de  oficio, 
la  comunicarán  á  la  Secretaría  de  Justicia  para  que  se 
anote  en  el  expediente  personal  del  corregido. 

Art.  19.  Los  mencionados  Presidentes  facilitarán, 
siempre  que  le  sea  posible,  á  los  Abogados  de  oficio  de  sú 
Tribunal,  un  local  á  propósito  en  los  mismos  eon  los  mue- 
bles más  indispensables  para  el  despacho  de  las  causas 
que  les  correspondan. 

Art.  20.  En  cada  Tribunal  las  defensas  de  oficio  con- 
tinuarán turnándose,  como  en  la  actualidad,  hasta  el  día 
en  que  comiencen  á  prestar  sus  servicios  los  Abogados  de 
oficio,  y  los  Letrados  que  en  ese  día  hayan  sido  designa- 
dos ya,  continuarán  hasta  la  celebración  de  los  juicios  ora- 
les correspondientes  é  interposición  en  su  caso  del  oportu- 
no ecurso  de  casación  ó  de  queja. 

Art.  21.  Los  Abogados  de  oficio  de  las  Audiencias  es- 
tarán obligados  á  interponer  los  recursos  de  casación  y  de 
queja  en  su  caso  que,  con  arreglo  á  su  criterio  estimen 
convenientes  al  derecho  de  sus  representados  y  defendi- 
dos; yi  los  del  Tribunal  Supremo  á  sostenerlos  ante  éste 
por  todos  sus  trámites. 

Será  tatabién  obligación  de  los  primeros  facilitar  á  los 
segundos  todos  los  documentos  é  instrucciones  que  le  sea 
posible  y  que  juzguen  útiles  ó  necesarios  para  el  mejor 
éxito  del  recurso  interpuesto. 

Art.  22.  Los  Abogados  de  oficio  del  Tribunal  Supre- 
mo estarán  asimismo  obligados  si  lo  solicitare  de  ellos  par- 
te legítima,  á  interponer  y  sostener  los  recursos  de  revi- 
sión que  juzgaren  procedentes  contra  sentencias  conde- 
natorias de  acusados  y  procesados  solventes;  (*)  y  en 
los  casos  que  se  nieguen  á  ello  fundarán  su  negativa,  co- 
municándole á  los  peticionarios. 

Art.  23.  Las  dudas  que  puedan  ofrecerse  en  la  aplica- 
ción del  presente  Reglamento,  serán  resueltas  por  los  Pre- 
sidentes de  los  Tribunales  respectivos;  y  contra  la  reso- 
lución de  estos  podrán  interponer  los  interesados  recurso 

(*)     Léase  la  aclaración  que  se  publica  á  continuación. 
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de  alzada  para  ante  el  Secretario  de  Justicia,  la  cual  lo 
resolverá  oyendo  previamente  por  escrito  al  Presidente 
que  hubiese  dictado  la  resolución  recurrida. 

Art.  24.  Todos  los  casos  que  se  presenten  en  la  prác- 
tica que  no  estén  resueltos  por  este  Reglamento,  se  resol- 
verán por  quien  corresponda  conforme  á  las  demás  dispo- 
siciones legales  vigentes  en  la  materia. 

Art.  25.  Este  Reglamento  empezará  á  regir  el  día  5  de 
Septiembre  de  mil  novecientos  uno  en  el  Tribunal  Supre- 
mo y  en  las  Audiencias  de  Pinar  del  Río,  Habana,  Matan- 
zas y  Santa  Olara ;  y  el  día  quince  del  propio  mes  en  los 
de  Puerto  Príncipe  y  Santiago  de  'Cuba. 

Publíquese  este  Decreto  en  la  ' '  Gaceta  de  la  Habana 
para  general  conocimiento ;  y  una  vez  hecho  esto  diríjase 
comunicación  al  Presidente  del  Tribunal  Supremo  y  a  las 
Audiencias  de  la  Isla,  llamándose  la  atención  acerca  de  él 
á  los  efectos  de  su  cumplimiento. 

Habana,  Agosto  30  de  1901. 

José  Várela, 

Secretario. 

Habana,  Agosto  30  de  1901. 

Arturo  Aróstegui, 

Subsecretario. 

(Gaceta  31  Agosto.) 


SECRETARIA  DE  JUSTICIA 

De  orden  del  señor  Secretario  se  hace  público  por  es- 
te medio  para  general  conocimiento  que  la  palabra  " sál- 
vente/' que  por  error  aparece  en  el  comienzo  del  penúl- 
tipio  renglón  del  art.  22  del  Reglamento  para  el  funcio- 
namiento del  Cuerpo  de  Abogados  de  oficio  publicados  en 
los  números  de  este  periódico  correspondientes  á  los  días 
31  de  Agosto  último  y  Io  del  actual,  debe  entenderse  cam- 
biado por  la  de  "insol vente." 

Habana,  Septiembre  5  de  1905. 


Arturo  Aróstegui, 
Subsecretario  de  Justicia. 


(Gaceta  5  Septiembre.) 


JUZGADOS  CORRECCIONALES 


ORDEN  213  DE  25  DE  MATO  DE  1900 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Por  la  presente  se  crean  dos  Juzgados  Correccio- 
nales en  la  Habana  (*)  yi  una  en  los  términos  Municipales 
de  Matanzas,  Cárdenas,  Cienfuegos,  (**)  Santa  Clana,  San- 
tiago de  Cuba  y  Puerto  Príncipe. 

En  su  'consecuencia,  quedarán  suprimidos  los  siguien- 
tes Juzgados,  á  contar  desde  la  constitución  de  los  Juzga- 
dos Correccionales. 

En  la  Habana,  dos  de  Primera  Instancia  é  Instrucción 
y  dos  Municipales. 

Los  Juzgados  'de  3a  clase,  mencionados  en  el  artículo 
I  de  la  Orden  número  214  de  25  de  Mayo  de  1900,  se  esta- 
blecerán más  adelante,  en  los  pueblos  que  sean  necesarios. 

(Gaceta  25  Mayo.) 


OBDEN  214  DE  1900,  CITADA  ANTERIORMENTE 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  siguiente 
orden  : 

I.  Los  Juzgados  Correccionales  serán  de  Ia,  de  2a  y  3a 
clase.  Serán  de  Ia  los  de  la  Habana;  de  2a  los  de  Matan- 
zas, Cárdenas,  Cienfuegos,  Santa  Clara,  Santiago  de  Cuba 
y  Puerto  Príncipe ;  y  de  3a  los  que  se  establecieren  más 
adelante  por  nueva  orden. 

II.  Para  ser  Juez  Correccional  se  requieren  las  condi- 

(*)  Véase  á  continuación  la  Orden  244  de  20  de  Junio  de 
1900  sobre  jurisdicción  de  los  dos  Juzgados  Correccionales  de  la 
Habana,  página  395. 

(**)  El  de  Cienfuegos  fué  suprimido  por  la  Orden  número 
13  de  11  de  Enero  de  1902,  véase  á  continuación,  página  398. 
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ciones  que  enumera  el  art.  XXXVII  de  la  Orden  número 
41,  serie  de  1899  de  este  Cuartel  General,  sobre  creación 
del  Tribunal  Supremo. (*) 

III.  El  cargo  de  Juez  Correccional  es  incompatible 
con  el  ejercicio  de  las  profesiones  de  Abogado  y  de  No- 
tario. 

IV.  En  cada  Juzgado  Correccional  habrá  un  Secreta- 
rio que  deberá  reunir  las  mismas  condiciones  requeridas 
para  ser  Juez  Correccional,  salvo  la  de  ser  Abogado. 

V.  Los  Juzgados  de  primera  clase  se  organizarán  de 
la  manera  siguiente : 

1  Juez  Correccional  con     .       .       .       .$  3,000  anuales. 

1  Secretario 1,500        „ 

2  Oficiales  con  $1,000.        ....  2,000        „ 
2  Escribientes  con  $600      .       .       .       .  1,200        „ 

1  Portero  con 360        „ 

1  Alguacil  con 360        „ 

Los  Juzgados  de  segunda  clase  se  r  •  **arán  en  la 
forma  siguiente :  * 

1  Juez  Correccional  con     .       .       .       .$      •,.-''*  anuales. 

1  Secretario  con _    JO        „ 

1  Oficial  con. 720 

2  Escribientes  con  $480       ....  960        „ 
1  Alguacil.       . 300 

1  Mozo  de  aseo  con .       .       .  .       .         240        „ 

VII.  El  alquiler  del  'Ipcal  en  que  hayan  de  instalarse 
los  Juzgados  Correccionales  será  pagado  por  el  Estado ; 
y  la  instalación  de  los  mismos  correrá  también  á  cargo  del 
Estado. 

VIII.  Para  gastos  de  material  se  asignan  $300  anuales 
á  los  Juzgados  de  primera  clase  y  $250  á  los  de  segun- 
da. (**) 

(*)  Dicho  artículo  dice  así:  Para  ser  nombrado  y  desempeñar 
los  cargos  de  Presidente,  Magistrado,  Fiscal  y  Teniente  Fiscal,  Se- 
cretario ú  Oficiales  de  Sala  del  Tribunal  Supremo,  se  requerirán  las 
condiciones  siguientes: 

I»  Ser  cubano  ó  declarar  expresamente  que  se  acepta  la  con- 
dición de  cubano,  siempre  que  el  que  haga  esta  declaración  esté 
comprendido  en  el  art.  9  del  Tratado  de  Paris,  de  10  de  Diciembre 
de  1898. 

2o  Ser  mayor  de  edad  (esto  es,  haber  cumplido  23  años). 

3o  Ser  abogado. 

4o  No  hallarse  comprendido  en  ninguno  de  los  casos  de  inca- 
pacidad ó  incompatibiildad  que  más  adelante  se  determinan.  (Léa- 
se la  página  235). 

(**)  Los  artículos  IX,  X  y  XI  de  esta  Orden  revocados  por  la 
número  245  de  21  de  Junio  de  1900,  que  se  publica  después  de  la 
Orden  que  sigue  á  ésta. 
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XII.  Quedan  derogadas  las  leyes  y  disposiciones  qué 
se  opongan  á  lo  dispuesto  en  la  presente  orden. 

XIII.  La  presente  orden  surtirá  sus  efectos  desde  el 
día  Io  de  Julio  de  1900. 

(Gaceta,  25  Mayo) 


ORDEN  244  DE  20  DE  JUNIO  DE  1900 

IX.  Los  dos  Juzgados  Correccionales  que  empezarán 
á  funcionar  el  día  primero  de  Julio  en  la  ciudad  de  la  Ha* 
baña,  se  denominarán  Juzgado  Correccional  del  1er.  Dis* 
trito  y  Juzgado  Correccional  del  2o  Distrito. 

X.  El  Juzgado  Correccional  del  primer  Distrito  ejer- 
cerá jurisdicción  sobre  todo  el  territorio  asignado  á  los 
Juzgados  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  de  los  Dis- 
tritos Norte  y  Este. 

XI.  El  Juzgado  Correccional  del  Segundo  Distrito 
tendrá  jurisdicción  sobre  todo  el  territorio  asignado  á  los 
Juzgados  de  primera  Instancia  é  Instrucción  de  los  Dis- 
tritos Sur  y  Oeste. 

(Gaceta  22  Junio.) 


ORDEN  245  DE  21  DE  JUNIO  DE  1900 

IV.  Los  Jueces  Correccionales  que  quedarán  estable- 
cidos el  día  primero  de  Julio,  1900,  en  la  Habana,  Matan- 
zas, Cárdenas,  Cienfuegos,  Santa  Clara,  Puerto  Príncipe 
y  Santiago  de  Cuba,  con  arreglo  á  la  orden  214  de  25  de 
Mayo  de  1900,  quedan  facultados  para  nombrar  libremen- 
te á  los  Secretarios,  Oficiales,  Escribientes,  Alguaciles, 
porteros  y  mozos  que  se  les  'asignan  en  los  artículos  V  y 
VI  de  dicha  orden. 

V.  Los  Secretarios,  Oficiales  y  Escribientes  á  que  alu- 
de el  artículo  anterior,  podrán  ser  separados  de  los  res- 
pectivos cargos  sólo  por  el  Secretario  de  Justicia  y  á  pe- 
tición razonada  del  Juez  Correccional  respectivo.  Los  por- 
teros, alguaciles  y  mozos  de  aseo,  podrán  ser  separados 
libremente  por  dicho  Juez, 

(Gaceta  22  Junio.) 


OBDEN  262  DE  29  DE  JUNIO  DE  1900 

III.  Desde  el  día  Io  de  Agosto  de  1900  los  Jueces  Co- 
rreccionales procederán  al  conocimiento  y  castigo  de  las 
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faltas  que  las  atribuye  el  artículo  II  de  la  orden  número 
213  de  1900;  y  hasta  esa  fecha  continuarán  los  Jueces  Mu* 
nicipates  conociendo  de  los  juicios  de  faltas. 

IV.  La  sustanciación  y  conocimiento  de  las  causas  que 
se  instruyan  por  los  delitos  enumerados  en  el  artículo 
XLI  de  lia  orden  número  213,  de  1900,  (véase  más  adelan- 
te) corresponderá  á  los  Jueces  de  Primera  Instancia  é 
Instrucción  y  á  las  Audiencias  respectivamente,  hasta  que 
•se  determinen.  En  la  tramitación  de  dichas  causas  se  ob- 
servarán los  preceptos  contenidos  en  lu  Ley  de  Enjuicia- 
jmiento  Criminal  y  disposiciones  posteriores  que  la  modi- 
fican ;  y  respecto  á  la  aplicación  de  las  penas  y  prescrip- 
ción de  los  delito^  se  observarán  las  disposiciones  conte- 
nidas en  la  orden  número  213  de  1900. 

v( Gaceta  29  Junio.) 


ORDEN  342  DE  5  DE  SEPTIEMBRE  DE  1900 

El  Gobernador  General  de  'Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden: 

I.  Por  la  presente  se  crea  un  Juzgado  Correccional  en 
la  ciudad  de  Pinar  del  Río  que  tendrá  la  organización  que 
determina  el  artículo  IV  de  la  orden  número  214,  serie  co- 
rriente, y  tendrá  una  asignación  de  $250  al  año  para  ma- 
terial ;  ejercerá  las  funciones  que  determina  la  orden  213 
de  25  de  Mayo  de  1900,  y  empezará  á  funcionar  á  los  50 
días  de  la  fecha  en  que  se  publique  esta  orden  en  la  "  Ga- 
ceta de  la  Habana.' '  Dicho  Juzgado  tendrá  jurisdicción 
-en  todo  el  término  municipal  de  Pinar  del  Río. 

El  Gobernador  General  cubrirá  inmediatamente  á 
propuesta  del  Secretario  de  Justicia,  el  mencionado  Juz- 
gado. 

El  Secretario  de  Justicia  nombrará  el  personal  que 
sea  necesario,  de  conformidad  con  las  Ordenes  vigentes. 

II.  A  los  cincuenta  días  de  la  fecha  en  que  se  publi- 
que esta  Orden  en  la  "Gaceta  de  la  Habana  (*)  los  Jue- 
ces de  Primera  Instancia  é  Instrucción  que  existen  en  las 
poblaciones  donde  no  hay  Juez  Correccional,  empezarán 
á  ejercer  funciones  de  Juez  Correccional  empleando  el 
procedimiento  que  establece  la  orden  número  213,  siem- 

(*)     Véase  la  Circular  de  la  Secretaría  de  Justicia,  de  27  de 
Septiembre  de  1900  que  se  publica  al  íkial  de  esta  parte  de  la  pré- 
nsente Colección.  Página  425. 
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pre  que  se  trate  de  los  delitos  enumeradas  en  el  artículo 
XLI  de  la  misma,  cometidos  dentro  de  su  partido  judicial 
ó  de  faltas  que  se  cometiesen  dentro  del  territorio  del  Juz- 
gado Municipal  de  la  cabecera  del  Partido  Judicial. (!) 

Las  multas  que  con  sujeción  á  la  Orden  213  recauden 
los  Jueces  de  Instrucción  en  funciones  de  Correccionales,, 
ingresarán  en  las  Cajas  de  los  Ayuntamientos,  en  cuyos, 
respectivos  territorios  se  hubieren  cometido  los  delitos  ó- 
faltas.  (2) 

III.  A  los  veinte  días  de  la  fecha  en  que  se  publique 
esta  Orden  en  la  "Gaceta  de  la  Habana/ '  lo»  Jueces  Mu- 
nicipales  que  existen  en  las  poblaciones  donde  no  hay  Juz- 
gados de  Instrucción  ni.  Correccionales,  empezarán  á  co- 
nocer de  los  juicios  de  faltas,  á  emplear  el  procedimiento 
que  para  los  mismos  establece  la  Orden  numero  213,  y  los 
jueces  Municipales  á  que  -alude  la  presente  Orden  debe- 
rán ingresar  en  las  Cajas  de  los  respectivos  Ayuntamien- 
tos el  producto  de  las  multas  que  con  arreglo  a  la  Orden 
número  213  hicieron  efectivas,  yi  con  dicho  producto,  y  lo 
que  recauden  los  Jueces  de  Instrucción  en  funciones  de 
Correccionales,  deberán  los  Ayuntamientos  atender  en 
primer  lugar  al  sostenimiento  de  los  Juzgados  Municipa- 
les de  sus  respectivos  Términos  y  proveer  á  los  respecti- 
vos Jueces  de  Instrucción  en  funciones  de  Correccionales 
del  material  que  estas  funciones  demanden. 

IV.  Dentro  de  los  veinte  días  siguientes  al  de  la  pu- 
blicación de  esta  Orden  en  la  " Gaceta  de  la  Habana,' '  de- 
berán los  funcionarios  á  quienes  la  misma  interesa,  some- 
ter á  la  Secretaría  de  Justicia  cuantas  consultas  y  dudas 
se  les  ocurran  acerca  de  su  implantación  en  la  práctica, 
con  objeto  de  completarla  dentro  de  este  término  con  las 
disposiciones  adicionales  que  fueren  necesarias.  (3) 

V.  Los  procedimientos  que  estuvieren  en  curso  al  em- 
pezar á  regir  la  presente  Orden  continuarán  ajustándose 
á  las  disposiciones  hoy  vigentes,  hasta  su  terminación. 


ORDEN  NUMERO  392  DE  26  DE  SEPTIEMBRE  DE  1900 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publi- 
cación de  la  siguiente  orden : 

(1)  Lo  demás  de  este  artículo  suprimido  conforme  á  la  Or- 
den número  84  de  31  de  Marzo  de  1902.  Página  399. 

(2)  Con  respecto  á  los  ingresos  de  multas,  véase  la  Orden 
143  de  1902,  que  se  publica  más  adelante.  Página  424, 

(3)  Véase  al  final  Circulares  de    la   Secretaría    de   Justicia- 
Páginas  425  y  siguientes. 
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I.  Por  la  presente  se  dispone  que  los  Juzgados  Co- 
rreccionales de  Pinar  del  Río,  Matanzas,  Santa  Clara, 
Puerto  Príncipe,  Santiago  de  Cuba,  Cárdenas  y  Cienfue- 
gos,  tendrán  jurisdicción  sobre  todo  -el  partido  judicial  en 
que  cada  cual  resida. 

II.  Lo  dispuesto  en  el  anterior  artículo  se  entenderá 
sin  perjuicio  del  precepto  contenido  en  el  artículo  II  de 
la  Orden  número  242,  serie  corriente  de  este  Cuartel  Ge- 
neral. 

{Gaceta  27  Septiembre.) 


ORDEN  NUMERO  13  DE  11  DE  ENERO  DE  1902 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Se  suprime  el  Juzgado  CorrecciQnal  de  Gibara;  y 
^n  su  consecuencia,  se  declara  cesante  por  reforma  al  per- 
sonal adscrito  al  mismo.  (Este  Juzgado  fué  creado  por  la 
Orden  número  406  de  8  de  Octubre  de  1900.) 

II.  El  Juzgado  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  de 
Holguín  ejercerá  también  jurisdicción  sobre  todo  el  terri- 
torio que  hoy  corresponde  á  dicho  Juzgado  Correccional 
de  Gibara,  en  cuanto  á  los  delitos  que  sean  perseguibles  y 
castigables  por  el  procedimiento  correccional.  Las  faltas 
«que  se  cometan  en  el  mencionado  territorio,  serán  perse- 
guidas y  castigadas  por  el  respectivo  Juzgado  Municipal. 

III.  Todas  las  existencias,  muebles,  libros,  documen- 
tos y  papeles  del  Juzgado  Correccional  de  Gibara  se  en- 
tregarán al  Juzgado  de  Primera  Instancia  é  Instrucción 
de  olguín,  bajo  cuya  custodia  quedarán. 

IV.  Se  suprime  el  Juzgado  Correccional  de  Cienfue- 
•g°s;  y  en  su  consecuencia,  se  declara  cesante  por  reforma 
al  personal  adscrito  y  todas  sus  existencias,  muebles,  li- 
aros, documentos  y  papeles  se  entregarán  al  Juzgado  de 
Instrucción  que  por  esta  orden-  se  crea,  bajo  cuya  custo- 
dia quedarán. 

V.  En  vez  del  Juzgado  de  Primera  Instancia  é  Ins- 
trucción que  hoy  existe  en  la  ciudad  de  Cienfuegos,  se  es- 
tablecerán dos,  uno  de  Primera  Instancia,  que  conocerá 
«de  todos  los  asuntos  civiles,  y  otro  de  Instrucción,  que  co- 
nocerá de  todos  los  asuntos  criminales  y  ejercerá  funcio- 
nes de  Correccional  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  la  Or- 
den Civil  número  324,  serie  de  Í900,  del  Cuartel  General 
de  la  División  de  Cuba. 

Ambos  Juzgados  tendrán  categoría  de  2a  clase  y  ejer- 
cerán sus  respectivas  jurisdicciones  sobre  todo  el  terri- 
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torio correspondiente  ál  Partido k  Judicial  de  Cienfuegos* 
VI.  Cada  uno  de  los  dos  Juzgados  á  que  se  refiere  el 
articulo  anterior,  tendrá  la  siguiente  dotación  de  personal 
y  material: 


Jl 


Un  Ju^z  con     ....       .       .       .$  3,000  anuales: 

Tres  escribanos  de  actuaciones  á  $1,500.  4;500       „ 

Tres  escribientes  á  $500 .       .       ...  1,500       „ 

t)os  alguaciles  á  $360.       .       .       .        .  720        „ 

Para  material.       .       .       .    .   .       .       .  250 


Total.       ..       -'..'','$    9,700 


» 


» 


•VII.  El  Juzgado  Municipal  de  Cienfuegos  continuará 
ejerciendo  su  jurisdicción  propia  á  la  que,  conforme  á  la 
Ley,  le  delegue  el  Juzgado  de  Instrucción,  sobre  el  mismo 
territorio  que  actualmente  le  corresponde. 

VIH.  Los  Jueces  de  Primera  Instancia  y  de  Instruc- 
ción de  Cienfuegos  serán  sustituidos  reglamentariamente 
{>or  el  respectiyo  Juez  Municipal  en  funciones. 

Cuando  el  Juez  Municipal  y  su  suplente  estén  susti- 
tuyendo á  la  vez  al  de  Primera  Instancia  y  al  de  Instruc- 
ción, y  cese  el  motivo  de  su  sustitución  de  uno  xie  éstos^la 
suplencia  del  otro  corresponderá  al  Municipal  propieta- 
rio y  el  suplente  de  éste* sé  encargará  del  Juzgado  Muni- 
cipal. 

IX.  Se  derogan  todas  las  disposiciones  anteriores  que 
se  opongan  á  las  «contenidas  en  la  presente  orden  la  cual 
empezará  á  regir  el  día  Io  de  Febrero  de  1902. 

X.  El  Secretario  de  Justicia  queda  encargado  de  cum- 
plir lo  dispuesto  en  la  presente  orden;  y  en  su  virtud  pro-: 
cederá  á  distribuir  en  la  forma  que  juzgue  conveniente* 
entre  los  dos  nuevos  Juzgados  de  la  Ciudad  de  Cienfue* 
gos>  el.  personal  auxiliar  y  subalterno  que  .  actualmente 
viene  prestando  servicios  en  el  de  Primera  Instancia  é 
Instrucción  de  la  misma  ciudad,  y  á  dictar  las  demás  re- 
glas de  adaptación  que  estime  necesarias.  Las.  plazas  res- 
tantes se  cubrirán  por  quien  corresponda  .con  arreglo  á 
las  disposiciones  vigentes. 

El  Ayudante  General, 

v  H.  L.  Scott. 

{Gaceta  16  Enero.) 


SUPRESIÓN  DE  LOS  JURADOS 
Orden  número  84  de  31  de  Mayo  de  1902 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
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cretario  de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica^  i 

ción  de  la  siguiente  arden : 

I.  El  artículo  XXVI  de  la  Orden  número  213,  serie  de 
1900  del  Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba,  se  en- 
tenderá redactado  así: 

"XXVI.  Cuando  se  proceda  por  delitos  que  después: 
se  especificarán,  el  acusado  se  confesará  ó  no  culpable.  En 
el  primer  caso,  será  condenado  inmediatamente ;  y  en  el 
segundo,  se  ^procederá  á  la  celebración  del  juicio." 

II.  En  el  artículo  XII  de  la  propia  orden  se  suprime 
las  palabras  "con  el  Jurado."  " 

III.  Se  derogan  los  artículos  XXVII  al  XL  ambos  in- 
clusives, de  la  referida  Orden  número  213  de  1900,  así  co- 
mo todas  las  demás  disposiciones  de  te,  misma  que  se  opon- 
gan á  las  contenidas  en  la  presente  Orden,  la  cual  empe- 
zará á  regir  en  la  Habana  desde  la  fecha  de  su  publica- 
ción en  la  "Gaceta  de  l»a  Habana"  y  en  las  demás  partea 
de  la  Isla,  desde  el  día  7  de  Abril  de  1902. 

El  Ayudante  Ohneral, 

H.  L.  Soott. 

(Gaceta  Io  Abril.) 


LA  DENUNCIA 
Orden  213  de  26  de  Mayo  de  1900 

III.  El  procedimiento  ante  los  Juzgados  Correcciona- 
les empezará  por  denuncia  y.  en  cada  Juzgado  habrá  siem- 
pre impresos  formularios  de  denuncias,  redactados  del 
modo  siguiente: 
Isla  de  Cuba.  Término  Municipal  de 

Yo .   bajo  juramento  (ó  afirmación )r 

declaro  que  resido  en y  que  el  día.     . 

de .     .  - 19 .  un  individuo ....  cuyo- 
nombre infringió  á  sabiendas  la  I/eyr 

puesto  que 

Firma . 

Firmado  bajo  juramento,  ante  mí,  este.  .  .  .  día 
de 19.     .     . 

IV.(*)  La  denuncia  podrá  hacerse  ante  cualquier  Juez 
Correccional,  haciendo  constar  que  un  individuo  ha  ame- 
nazado cometer  un  acto  punible  contra  la  persona  ó  pro- 
piedad de  otro.  Recibida  la  denuncia,  el  Juez  examinaré. 

(*)  Modificado  en  la  forma  que  se  inserta  por  la  orden  nú- 
mero 311  de  8  de  Agosto  de  1900. 
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al  denunciante,  bajo  juramento,  y  á  los  testigos  que  pre- 
sentare, consignando  por  escrito  las  declaraciones,  que  ha- . 
rá  firmar  por  los  declarantes. 

Si  de  las  mismas  aparecen  motivos  fundados  para 
creer  que  el  denunciado  ha  amenazado  cometer  ¡el  acto  pu- 
nible de  que  se  trata,  el  Juez  librará  la  correspondiente, 
orden  de  arresto,  la  cual  -será  dirigida  á  cualquier  funcio- 
nario de  policía,  expresando  en  la  misma  lo  sustancial  de 
la  denuncia,  ordenando  á  dicho  funcionario  que  proceda 
á  la  detención  del  acusado  y  lo  conduzca  á  presencia  del 
Juez.  Si  después  de  haberse  prestado  las  declaraciones  de 
todos  los  interesados  no  apareciesen  motivos  fundados  pa- 
ra creer  que  el  acusado  ha  amenazado  cometer  el  acto  pu- 
nible denunciado,  el  Juez  ordenará  que  se  le  ponga  en  li- 
bertad, pero  si  de  dicha  audiencia  resultaren  motivos  fun- 
dados para  creer  que  -el  denunciado  ha  amenazado  come- 
ter tal  acto  punible  se  le  podrá  ¡exigir  la  prestación  de  una 
fianza,  que  no  excederá  de  quinientos  pesos,  y  que  presen- 
ta uno  ó  más  fiadores,  á  discreción  del  Juez,  obligándose 
á  no  perturbar  el  orden  social  y  especialmente  á  no  mo- 
lestar al  denunciante.  Esta  fianza  será  eficaz  durante  el 
término  de  seis  meses,  y  en  el  caso  de  nueva  denuncia  se 
le  podrá  exigir  una  nueva  fianza. (*) 

Y.  Después  de  prestada  la  fianza,  el  denunciado  será 
puesto  en  libertad.  En  caso  contrario,  será  reducido  á  pri- 
sión, durante  un  período  que  no  excederá  de  treinta  días, 
y  el  Juez  consignará  en  el  mandamiento,  que  se  previno  al 
denunciado  que  prestara  fianza,  el  importe  de  la  misma,  y 
que  no  ha  sido  prestada ;  mas  si  luego  el  detenido  presta- 
re la  fianza  requerida,  podrá  ser  puesto  en  libertad  por  el 
Juez. 

La  fianza  será  depositada  en  poder  del  Juez  ante 
quien  se  hubiera  presentado  la  denuncia  original. 

VI.  El  que  en  presencia  de  un  Juez  Correccional  aco- 
metiere ó  amenazare  agredir  á  otro,  ó  tratare  de  cometer 
cualquier  acto  punible  contra  la  persona  ó  contra  la  pro- 
piedad de  otro,  ó  que  perturbare  la  marcha  de  los  proce-  ' 
dimientos  del  citado  Juzgado,  profiriendo  palabras  im- 
propias en  alta  voz,  podrá  ser  requerido  por  el  Juez  para 
que  preste  fianza  en  la  manera  como  arriba  se  dispone,  y 
si  rehusare  hacerlo  ó  no  lo  verificare,  podrá  ser  reducido 
á  prisión  durante  un  término  que  no  excederá  de  treinta 
días. 

VII.  Cuando  el  que  haya  prestado  fianza  en  la  forma 

(*)  Véase  la  Circular  de  la  Secretaría  de  Justicia,  de  5  do 
Octubre  de  1900,  disposición  23,  que  se  publica  al  final  de  esta  par- 
te de  esta  Obra.  Página  427. 
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prevenida  en  los  «artículos  que  preceden  sea  convicto  de 
cualquier  quebrantamiento  del  orden  social,  se  considera- 
rá responsable  la  fianza  y,  previa  orden  expedida  por  el 
Juez  ante  el  cual  se  hubieran  comprobado  los  hechos  im- 
putados, se  procederá  inmediatamente  á  hacer  efectiva 
dicha  fianza. 

DEL  MANDAMIENTO  DE  ASBESTO 

VIII.  El  mandamiento  de  arresto  se  redactará  de  la 
manera  siguiente: 

Isla  de  Cuba.  Término  'Municipal  de .     .     .     . 

El  Juez  de á  cualquier  funcionario  de 

olicía  de  la  Isla  de  Cuba : 

Habiéndose  denunciado  ante  mí,  bajo  juramento  el 
día .  .  .  de .  .  .  de .  .  .  19 .  . ,  por  ....  que  el 
acto  punible.  .  .  se  ha  cometido.  .  .  .,  acusando 
á .  del  mismo,  se  le  ordena  á  usted  que,  sin  dila- 

ción alguna,    proceda    á    detener   al    arriba    mencionado 

,  conduciéndolo  á  mi  presencia  ó  á  la  del  Juez 

Correccional  que  esté  más  próximo  ó  más  accesible  al  lu- 
gar en  que  se  halle  detenido  el  mencionado .... 

Fechado  en.  .  .  .  este.  .  .  .  día  de.  .  .  ., 
de  19.     . 

IX.  Todo  mandamiento  de  arresto  decretado  de  con- 
formidad .con  lo  expuesto  podrá  ejecutarse  en  -cualquier 
punto  de  la  Isla  de  Cuba  por  cualquier  funcionario  de  Po- 
licía á  quien  dicho  mandamiento  se  entregue. 

X.  Cuando  el  acto  denunciado  constituya  una  falta  y 
el  'acusado  sea  detenido  fuera  del  Término  Municipal  en 
que  se  libró  el  mandamiento,  debe  el  policía  que  haga  el 
arresto,  si  lo  pide  el  detenido,  llevarlo  ante  el  Juez  Co- 
rreccional del  Término  donde  se  haya  efectuado  el  arres- 
to, y  este  Juez  deberá  admitir  la  prestación  de  fianza  y 
otorgará  la  misma  para  asegurar  la  comparecencia  del 
acusado  ante  el  Juez  que  expidió  el  mandamiento. 

XI.  Al  admitir  la  fianza,  el  Juez  hará  constar  la  pres- 
tación de  la  misma  en  el  mandamiento,  entregando  éste 
con  el  acta  de  la  fianza,  al  policía  encargado  del  detenido ; 
dicho  funcionario,  entonces,  pondrá  en  libertad  al  acusa- 
do, y  sin  dilación  innecesaria  entregará  el  mandamiento 
y  el  acta  de  la  fianza  al  Juez  que  decretó  el  arresto. 

XII.  Cuando  el  acto  denunciado  constituya  un  delito, 
^e]  policía  que  efectúe  el  arresto  ■conducirá  al  detenido  an- 
te el  Juez  que  libró  el  mandamiento  de  arresto,  entregan- 
do, á  la  vez,  á  dicho  Juez,  el  mandamiento,  haciendo  cons- 
tar en  el  mismo,  por  medio  de  nota,  firmada  por  él,  que 
verificó  la  detención  del  acusado.' 
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XII.  En  todos  los  casos  y  sin  dilaciones  innecesarias, 
el  acusado  será  conducido  á  presencia  del  Juez,  y  cual- 
quier abogado  ,  legalmente  capacitado  para  ejercer  la  pro- 
fesión en  1-a  Isla  de  Cuba,  podrá  visitar  al  detenido  en 
cualquier  tiempo  posterior  al  arresto,  yi  á  petición  del 
mismo. 

DE  LAS  DETENCIONES 

XIV.  Ninguna  persona  arrestada  será  sometida  á  ma- 
yor restricción  que  la  absolutamente  precisa  para  efec- 
tuar su  arresto  y  quedar  sujeta  á  la  -custodia  de  un  po- 
licía. 

XV.  Un  policía  podrá  efectuar  un  arresto  en  cumpli- 
miento del  mandamiento  que  se  libre,  ó  sin  el  mismo,  en 
los  casos  siguientes: 

Io  Cuando  se  cometa  ó  intente  cometer  un  acto  puni- 
ble en  su  presencia. 

2o  Cuando  el  detenido  haya  perpetrado  un  delito  fue- 
ra de  su  presencia. 

3o  Cuando  tenga  conocimiento  de  que,  en  efecto,  se 
haya  cometido  un  delito,  y  tenga  motivos  fundados  para 
creer  que  el  acusado  es  el  delincuente^1) 

XVI.  Si  el  acto  que  se  imputa  constituye  un  delito,  el 
arresto  podrá  hacerse  en  cualquier  día  y  á  cualquiera  ho- 
ra del  día  ó  de  la  noche.  Si  se  tratare  de  una  falta,  á  no 
ser  en  el  caso  en  que  se  haya  cometido  en  presencia  del 
policía,  no  podrá  llevarse  á  cabo,  el  arresto  de  noche, 
siempre  que  no  sea  por  mandato  especial  del  Juez  que  hu- 
biere librado  el  mandamiento,  consignando  aquél  dicho 
mandato  especial  por  medio  de  provincia  en  el  mismo  man- 
damiento. (2) 

XVII.  El  policía  que  llevare  á  eabo  una  orden  de 
arresto  debe  hacerle  saber  á  la  persona  á  quien  va  á  arres- 
tar que  tiene  ese  propósito,  el  motivo  para  ello  y  la  auto- 
ridad que  tiene  para  verificar  dicho  arresto.  Nada  de  esto 

(1)  Véase  Circular  Secretaría  de  Justicia  de  27  de  Septiem- 
bre de  1900,  disposición  12  y  disposiciones  18,  20  y  24  de  la  Circu- 
lar de  al  Secretaría  de  Justicia  de  5  de  Octubre  de  1902  que  se  in- 
sertan al  final  en  las  págs.  425  y  427. 

(2)  Número  272. — Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba. 
— Habana,  7  de  Julio  de  1900. — El  Gobernador  General  de  Cuba,  á 
propuesta  del  Secretario  de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la 
publicación  de  la  siguiente  orden: 

Queda,  por  la  presente  modificado  el  artículo  XVI  de  la  Or- 
den núero  213,  serie  de  1900,  de  este  Cuartel  General,  debiendo 
leerse  del  modo  que  sigue: 

El  arresto  podrá  hacerse  en  cualquier  día  y  á  cualquiera  hora 
del  día  ó  de  la  noche  bien  constituya  delito  ó  falta  el  acto  que  se 
imputa. 
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tendrá  lugar  cuando  el  acusado  esté  cometiendo  un  deli- 
to -ó  intente  cometerlo  ó  se  le  esté  persiguiendo  inmediata- 
mente después  de  haberlo  cometido,  ó  después  de  -su  fuga  -r 
siempre  que  la  detención  se  efectúe  mediante  una  orden 
de  arresto,  deberá  enseñársele  al  acusado,  si  lo  pidiere. 

XVIII. (!)  El  policía  que  verificare  l<a  detención  ocu- 
pará al  detenido  «cualesquiera  armas  que  pueda  llevar  con- 
sigo, y  las  entregará  al  Juez  ante  el  cual  le  conduzca. 
Cuando  la  detención  se  efectúe  sin  mandamiento  de  arres- 
to, el  detenido  será  conducido,  sin  demoras  innecesarias, 
á  presencia  del  Juez  Correccional  más  próximo  ó  más  ac- 
cesible al  lugar  en  que  se  verificó  la  detención  y  se  hará 
una  denuncia  ante  dicho  Juez,  especificando  los  cargos 
que  se  imputan  al  detenido  excepto  cuando  la  detención 
sea  por  faltas,  ó  sea  efectuada  de  noche;  en  cuyos  casos 
un  oficial  de  policía  puede  admitir  fianza  al  acusado  para 
asegurar  su  comparecencia  al  siguiente  día.(2) 

XIX.  Cualquier  Juez  Correccional  podrá  dar  ordenes 
verbales  á  un  funcionario  de  policía  para  que  detenga  al 
que  esté  cometiendo  ó  intente  cometer  un  acto  punible  en 
presencia  de  tal  Juez. 

XX.  Cualquier  Juez  Correccional  podrá,  por  medio 
de  providencia  firmada  por  él  en  el  mandamiento  de  arres- 
to, autorizar  la  transmisión  y  ejecución  del  mismo  por  te- 
légrafo  y  en  seguida  podrá  mandarse  por  telégrafo  una 
copia  de  dicho  mandamiento  á  cualquier  funcionario  de 
policía  de  la  isla  y  toda  orden  telegráfica  así  trasmitida 
tendrá  en  las  manos  de  cualquier  funcionario  de  policía 
tanta  fuerza  como  si  fuera  un  mandamiento  originar  li- 
brado por  el  Juez  que  dicta  la  providencia.  Todo  Juez 
que  ordenare  el  curso  de  una  copia  telegráfica  de  un  man- 
damiento, lo  hará  por  duplicado  para  que  una  de  las  co- 
pias se  quede  en  la  oficina  telegráfica  y  la  otra  le  sea  de- 
vuelta por  el  jefe  de  ésta,  firmada  y  sellada,  haciendo 
constar  haberla  ya  trasmitido. 

CELEBRACIÓN  DE  LOS  JUICIOS  DE  FALTAS  (3) 

XXI.  Cuando  el  acusado  en  las  diligencias  preventi- 
vas, sea  conducido  ante  el  Juez,  acusándole  de  haber  co- 
metido un  acto  punible,  el  Juez  le  instruirá  de  los  cargos, 
que  se  le  hacen,  y  del  derecho  que  le  asiste  para  valerse 

(1)  Véase  disposiciones  18,  20  y  24,  Circular  Secretaría  Jus- 
ticia día  5  de  Octubre  de  1900  que  se  inserta  al  final.  Pág.  427. 

(2)  Véase  disposición    19,  Circular    Secretaría    Justicia    de- 
5  de  Octubre  de  1900,  que  se  publica  al  final.  Página  427. 

(3)  Véase  al  final  Circular  Secretaría  Justicia  de  27  de  Sep- 
tiembre de  1900,  disposición  7a    que  se  publica  al  final.  Página  425.. 
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del  letrado  en  todo  el  curso  del  procedimiento.  También 
concederá  al  acusado  un  término  prudencial  para  pro- 
veerse de  un  letrado,  y  con  este  fin  suspenderá  el  juicio, 
ordenando,  á  petición  del  acusado,  á  un  agente  de  policía, 
»que  lleve  recado  al  letrado  que  nombrare  el  detenido  y 
que  se  encuentre  á  distancia  que  lo  permita,  sin  que  por 
esta  diligencia  se  'devenguen  derechos  de  ninguna  clase. 

El  precepto  consignado  en  el  párrafo  anterior  se  en- 
cenderá sin  perjuicio  del  derecho  que  asiste  al  acusado  pa- 
ra defenderse  por  sí  mismo. 

En  los  juicios  de  faltas  cualquier  persona  de  buena 
reputación  podrá  ser  admitida  por  el  Juzgado  para  llevar 
la  representación  del  acusado.  Cuando  éste  solicite  la  asis- 
tencia de  un  abogado,  el  Juez  después  que  haya  compa- 
recido el  letrado,  ó  cuando  habiendo  esperado  durante  un 
término  prudencial,  no  compareciere,  procederá  á  la  ce- 
lebración del  juicio. 

XXII.  Preguntará  al  acusado  si  es  ó  no  culpable  de 
la  falta  que  se  le  imputa.  Si  respondiere  afirmativamente, 
el  Juez  fallará  en  seguida,  y  si  negare  ó  se  abstuviere  de 
contestar,  procederá  á  interrogar  á  los  testigos  (*)  pre- 
vio juramento  ó  afirmación  de  decir  verdad,  pudiendo  ha- 
cerlo también  el  denunciante  y  el  perjudicado.  (**)  Ter- 
minadas las  pruebas,  el  Juez  dictará  sentencia  condenando 
ó  absolviendo  al  acusado.  En  este  último  caso,  lo  pondrá 
en  libertad  sin  dilación.  El  juicio  se  terminará  en  una  se- 
sión, á  no  ser  que  el  Juez  hallare  á  su  juicio  óen  las  prue- 
bas en  descargo  del  acusado,  motivos  fundados  para  sus- 
pender el  juicio. 

XXIII.  Ninguna  suspensión  durará  más  de  dos  días 
consecutivos  y  no  pasará  de  seis  en  su  totalidad,  á  no  ser 
con  el  consentimiento  ó  á  petición  del  acusado.  Durante 
dicha  suspensión  el  Juez  admitirá  al  acusado  la  fianza  que 
ofrezca,  la  cual  no  será  mayor  de  cien  pesos,  ó  en  defecto 
de  la  misma,  ordenará  que  sea  reducido  á  prisión. 

DEL  PROCESAMIENTO  EN  CASOS  DE  DELITO 

XXIV.  Cuando  el  acusado  lo  sea  de  un  delito,  el  Juez 
•permitirá  que  cualquier  persona  de  buena  reputación  com- 
parezca en  representación  del  mismo.  Si  el  acusado  solici- 
ta valerse  de  abogado,  el  Juez,  inmediatamente  después 
de  la  comparecencia  de  aquél  ó  de  haber  esperado  duran- 

(*)  Véase  disposición  17  Circular  Secretaría  de  Justicia  de 
.5  de  Octubre  de  1902,  que  se  publica  al  final.  Página  427. 

(**)  Véase  disposición,  31  Circular  Secretaría  Justicia  5 
■Octubre  1902,  que  se  publica  al  -final.  Página  427. 
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te  un  término  prudencial,  sin  que  lo  verifique,  procederá  á 
la  celebración  del  juicio. 

XXV.  Cuando  se  tratare  de  delitos,  que  no  sean  de 
los  que  después  se  mencionarán  como  de  la  -competencia 
del  Juez  Correccional,  procederá  el  Juez  de  la  manera  si- 
guiente : 

«Preguntará  al  acusado  si  se  confiesa  ó  no  culpable  del 
delito  que  se  le  imputa,  admitirá  las  pruebas  que  se  le  pre- 
senten y  si  considerase  haberse  cometido  el  delito  por  el 
cual  se  procede  y  que  existen  motivos  fundados  para  creer 
al  acusado  responsable  del  mismo,  el  Juez  declarará  la 
prisión  del  detenido  y  elevará  el  procedimiento  al  Juez  de 
Instrucción  del  Distrito  en  que  se  hubiere  cometido  el  de- 
lito y:  dará  parte  de  ello  al  Fiscal.  Si  el  Juez  estimare  que 
se  ha  cometido  un  delito  distinto  de  aquél  por  el  cual  se 
procede,  y  que  hay  motivo  racional  para  creer  que  ha  sido 
cometido  por  el  acusado,  elevará  del  propio  modo  la  cau- 
sa al  Juez  de  Instrucción.  Si  no  constare  claramente  ha- 
berse cometido  un  delito,  ó  si  estimare  el  Juez  que  no  exis- 
ten motivos  racionales  para  considerar  responsable  al  de- 
tenido, también  elevará  lo  actuado  al  Juez  de  Instrucción. 
A  todo  acusado  contra  quien  se  proceda  por  el  Juzgado 
Correccional  podrá  admitírsele  fianza  por  el  mismo  Juez, 
para  asegurar  su  comparecencia  á  juicio,  y  en  defecto  de 
fianza,  dicho  Juez  decretará  su  prisión. 

XXVI. (*)  Cuando  se  proceda  por  los  delitos  que  des- 
pués se  especificarán,  el  acusado  se  confesará  ó  no  culpa- 
ble. En  el  primer  caso  será  condenado  inmediatamente  y 
en  el  segundo,  se  procederá  á  la  celebración  del  juicio. (**> 

De  los  delitos  sometidos  á  la  competencia  de  los  Jueces 

Correccionales 

XLI.  Quedan  sometidos  á  la  acción  de  los  Jueces  Co- 
inadas  las  pruebas,  el  Juez  dictará  sentencia  condenando 
rreccionales  los  delincuentes  que  á  continuación  se  expre- 
san y  sus  coautores,  cómplices  y  encubridores,  aun  cuan- 
do lo  sean  por  imprudencia,  ó  negligencia. (***) 

Io  Los  condenados  á  pena  de  arresto  que  quebranten 
la  sentencia  que  los  hubiere  condenado.)  (****) 

(*)  Modificado  en  la  forma  que  se  inserta  por  la  Orden  nú- 
mero 84  de  31  de  Marzo  de  1902.  Pág.  399. 

(**)  Los  artículos  27  al  40  derogados  por  la  Orden  numera 
84  de  31  de  Marzo  de  1902.  Página  399. 

(***)  Modificado  en  la  forma  que  se  inserta  por  el  artículo 
III  de  la  Orden  255  de  23  de  Diciembre  de  1901  y  84  de  31  de  Mar- 
zo 1902.  Véase  disposición  21  Circular  Secretaría  Jusitcia  de  5  de 
Octubre  de  1900  que  se  publica  al  final.  Págs.  399  y  413. 

(****)  Circular  de  la  Secretaría  de  Justicia,  13  de  Enero  de 
1902,  que  se  publica  al  final.  Pág.  429. 
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2o  Los  sometidos  á  la  vigilancia  de  la  Autoridad  que 
faltaren  á  las  reglas  que  deban  observar.  (Art.  127.) 

3o  Dos  comprendidos  en  el  artículo  233  que  queda  re- 
dactado como  sigue:  "Los  que  con  violencia,  vías  hecho, 
amenazas  ó  tumultos,  impidan  ó  turben  dentro  de  los  re- 
cintos ó  cementerios  respectivos,  el  ejercicio  de  las  cere- 
monias de  un  culto  cualquiera.' ' 

4o  Los  que  sin  estar  comprendidos  en  el  artículo  238 
resistieren  á  la  autoridad  ó  á  sus  agentes  ó  la  desobede- 
cieren gravemente  en  el  ejercicio  de  las  funciones  de  su 
cargo.  (Art.  261.) 

5o  Los  que  acusaren  tumulto  ó  turbaren  gravemente 
el  orden  en  la  Audiencia  de  un  Tribunal  ó  Juzgado  en  los 
actos  'públicos  propios  de  cualquiera  autoridad  ó  corpora- 
ción, en  el  Colegio  Electoral,  Oficinas  ó  establecimientos 
públicos,  en  espectáculos  ó  solemnidad  ó  reunión  numero- 
sa; y  los  que  causaren  tumulto  ó  turbaren  gravemente  el 
orden  en  las  haciendas  ó  en  los  ingenios,  negándose  al 
trabajo,  desobedeciendo  ó  resistiendo  á  las  personas  en- 
cargadas de  su  dirección  ó  administración.  (Art.  267.) 

6o  Los  que  turbaren  gravamente  el  orden  público  pa- 
ra causar  injuria  ó  otro  mal  á  alguna  persona  particular 
ó  impedirle  el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos.  (Art. 
272). 

8o  El  que  usare,  á  sabiendas,  sellos,  billetes  ó  contra- 
señas de  donde  se  hubiere  hecho  desaparecer  la  marca  ó 
signo  que  indique  haber  ya  servido  ó  sido  inutilizado  pa- 
ra el  objeto  de  su  expendición.  (Art.  269,  inciso  2o,  Códi- 
go enal.) 

9o  El  que  habiendo  recibido  de  buena  fe  moneda  fal- 
sa la  expendiere  después  de  constarle  su  falsedad,  si  la 
expendición  excediere  de  $25.  (Art.  297.) 

10.  El  comprendido  en  el  art.  342  párrafo  2o,  que  que- 
da redactado  de  este  modo :  "El  que  usare  nombre  supues- 
to con  objeto  de  ocultar  algún  delito,  eludir  una  pena  ó 
causar  algún  perjuicio  al  Estado  ó  corporaciones  de  ca- 
rácter público  ó  á  particulares. ' ' 

11.  El  que  usare  pública  é  indebidamente  uniforme  ó 
trajes  propios  de  un  cargo  que  no  ejerciere  ó  de  una  clase 
á  que  no  perteneciere  ó  de  un  estado  que  no  tuviere  ó  sus 
insignias  que  no  estuviere  autorizado  para  llevar.  (Artícu- 
lo 344.) 

12.  El  que  practicare  ó  hubiere  hecho  una  inhumación 
contraviniendo  á  lo  dispuesto  por  las  leyes  ó  reglamentos, 
respecto  al  tiempo,  sitio  y  demás  formalidades  descritas 
para  las  inhumaciones.  (Art.  345.) 

13.  El  que  violare  los  sepulcros  ó  sepulturas,  practi- 
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cando  -cualesquiera  actos  que  tiendan  directamente  á  fal- 
tar al  respeto  debido  á  la  memoria  de  los  muertos.  (Ar- 
tículo 346.) 

14.  El  que  exhumare  ó  trasladare  restos  humanos  con 
infracción  de  los  Reglamentos  y  demás  disposiciones  de 
sanidad.  (Art.  351.) 

15.  Los  comprendidos  en  el  art.  354  del  Código  Penal 
que  queda  redactado  como  sigue:  "Los  banqueros,  los 
dueños  de  casas  donde  se  jueguen  juegos  prohibidos,  si  las 
habitan,  y  los  arrendatarios  principales  de  las  mismas  ca- 
sas y  los  jugadores  que  concurrieren  á  las  casas  referidas, 
serán  culpables  de  delito.' ' 

16.  Los  empresarios  ó  expendedores  de  billetes  de  lo- 
tería ó  rifas  no  autorizadas.  (Art.  335  párrafo  Io.) 

17.  El  perito  y  testigo  que  dejaren  voluntariamente 
de  comparecer  ante  un  Tribunal  á  prestar  sus  deelaracio*- 
nes  cuando  hubieren  sido  oportunamente  citados  al  efec- 
to. (Art.  379,  párrafo  2o) 

18.  Los  que  causaren  lesiones  no  .comprendidas  en  los 
artículos  427,  428,  429  y  431,  que  produzcan  al  ofendido 
inutilidad  para  el  trabajo  desde  ocho  hasta  treinta  días  ó 
necesidad  de  asistencia  de  facultativo  por  igual  tiempo  y 
no  sean  las  lesiones  inferidas  á  padres,  ascendientes  ó  tu- 
tores, curadores,  maestros  ó  personas  constituidas  en.  dig- 
nidad ó  autoridad  pública,  mayordomo  ó  mayorales.  (Ar- 
tículo 432.) 

19.  Los  que  de  cualquier  modo  ofendieren  el  pudor  ó 
las  buenas  costumbres  con  hechos  de  grave  escándalo  ó 
trascendencia  no  comprendidos  expresamente  en  otros  ar- 
tículos del  Código.  (Artículo  457.) 

20.  Los  que  expusieren  y  proclamaren  con  publicidad 
y  escándalo  doctrinas  contrarias  á  la  moral  pública.  (Ar- 
tículo 458.) 

21.  Los  que  cometan  cualquier  abuso  deshonesto  di- 
ferente del  estupro  y  sean  de  las  personas  señaladas  en 
los  incisos  Io,  2o  y  3o  del  art.  459,  mediante  iguales  circuns- 
tancias á  las  citadas  en  los  mencionados  incisos.  (Artículo 
459  párrafo  .) 

22.  También  tendrá  jurisdicción  para  juzgar  y  casti- 
gar á  los  autores  de  toda  publicación  inmoral  ú  obscena  y 
á  los  que  le  den  (publicidad  á  sabiendas ;  y  asimismo  para 
juzgar  y  castigar  á  los  autores  y  á  los  que  le  den  publici- 
dad á  sabiendas  de  cualquier  manifestación  falsa,  malig- 
na ó  infamante,  sea  hecha  por  medio  de  la  imprenta  por 
escrito  ú  oralmente,  que  tienda  á  injuriar  gravemente  la 
reputación  de  otra  persona  ó  su  posición  social  ó  su  vida 
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profesional  ú  oficial,  siempre  que  proceda  la  correspon- 
diente querella  de  la  persona  agraviada  6  injuriada. 

La  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  no  impide  que  si 
la  persona  agraviada  ó  injuriada  'lo  prefiera,  pueda  pre- 
sentar su  querella  ante  el  tribunal  ordinario  con  jurisdic- 
ción para  conocer  del  caso.  (Art.  III,  Orden  número  152, 
Cuartel  Gen-eral  de  la  División  de  Cuba,  10  de  Abril  de 
1900). 

23.  La  viuda  que  se  casare  antes  de  los  301  días  desde 
la  muerte  de  su  marido  ó  antes  de  su  alumbramiento  si  hu- 
biere quedado  en  cinta,  y  la  mujer  cuyo  matrimonio  se  hu- 
biere declarado  nulo  si  se  casare  antes  de  su  alumbra- 
niiento  ó  de  haberse  cumplido  301  días  después  de  su  se- 
paración legal.  (Art.  495.) 

24.  El  que  fuera  de  los  casos  permitidos  por  la  Ley  ó 
sin  motivo  racional  aprehendiere  ó  detuviere  á  una  per- 
sona para  presentarla  á  la  Autoridad.  (Art.  502.) 

25.  El  que  indujere  á  un  menor  de  edad,  pero  mayor 
de  siete  años,  á  que  abandonare  la  casa  de  sus  padres,  tu- 
tores ó  encargados  de  su  persona.  (Art.  505.) 

26.  El  que  abandonare  un  niño  menor  de  siete  años 
sin  haberle  ocasionado  la  muerte  ó  haber  puesto  en  peli- 
gro su  vida.  (Art.  506,  párrafo  Io.) 

27.  El  que  teniendo  á  su  cargo  la  crianza  ó  educación 
de  un  menor  lo  entregare  á  un  establecimiento  público  ó 
á  otra  persona  sin  la  anuencia  de  la  que  se  lo  hubiere  con- 
fiiado  ó  de  la  Autoridad  en  su  defecto.  (Art.  507.) 

28.  El  particular  que  entrare  en  la  morada  ajena  con- 
tra la  voluntad  de  su  morador.  (Art.  509.) 

29.  El  que  amenazare  á  otro  con  sausar  al  mismo  ó  á 
su  familia  en  sus  personas,  honra  ó  propiedad  un  mal  que 
constituya  delito,  si  la  amenaza  no  fuera  icindicional.  (Ar- 
tículo 512,  párrafo  2o.) 

30.  El  que  amenazare  á  otro  de  un  mal  que  no  cons- 
tituya delito  en  la  formo  expresada  en  el  número  Io  del 
art.  512.  (Art.  513.) 

31.  El  que  sin  estar  legítimamente  autorizado  impi- 
diere á  otro  con  violencia  hacer  lo  que  la  Ley  no  prohibe, 
ó  lo  compeliere  á  efectuar  lo  que  no  quiera,  sea  justo  ó 
injusto.  (Art.  515.) 

32.  El  que  con  violencia  se  apoderase  de  una  cosa  per- 
teneciente á  su  deudor  para  hacerse  pago  con  ella.  (Art. 
516.) 

33.  El  reo  de  robo  de  semillas  ó  sustancias  alimenti- 
cias, frutas,frutos  ó  leñas,  euyo  valor  no  excediere  de  $15 
(Art.  529)  y  el  reo  de  robo  de  los  mismos  objetos  ó  de 
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otros  que  en  junto  no  pasen  de  $15  y  que  lo  verifique  en  la 
forma  determinada  en  el  artículo  531. 

34.  El  reo  de  hurto  que  no  excediere  de  $50.  (Artícu- 
lo 536  enmendado.) 

35.  El  que  empleando  violencia  ó  intimidación  en  las 
personas  ó  fuerza  en  las  cosas  entrare  á  cazar  ó  pescar  en 
heredad  cerrada  ó  campo  vedado  y  el  que  en  cualquier  lu- 
gar caziare  ó  pescare  sin  permiso  del  .dueño,  valiéndose  de 
medios  prohibidos  por  las  Ordenanzas.  (Art.  537.) 

36.  El  que  defraudase  a  otro  en  la  sustancia,  cantidad 
ó  calidad  de  las  cosas  que  le  entregare  por  virtud  de  un 
título  obligatorio,  si  la  defraudación  no  excediere  de  $50. 
(Art.  558,  párrafo  Io.) 

37.  Los  traficantes  que  defraudaren  usando  de  pesos 
ó  medidas  falta  en  el  despacho  de  los  objetos  de  su  tráfico, 
si  la  defraudación  no  excediera  de  $50.  (Artículo  559,  pá- 
rrafo 3o.) 

38.  El  que  defraudare  ó  perjudicare  a  otro  usando  de 
cualquier  engaño  que  no  se  halle  expresado  en  los  artícu- 
los 558  y  siguientes  hasta  el  564.  (Art.  565.) 

39.  Los  que  esparciendo  falsos  rumores  ó  usando  de 
cualquier-  otro  artificio,  consiguieran  alterar  los  precios 
naturales  que  resultarían  de  la  libre  concurrencia  en  las 
mercancías,  acciones,  rentas  públicas  ó  privadas  ó  cuales- 
quiera otras  cosas  que  fueren  objeto  de  contratación.  (Ar- 
tículo 568.) 

40.E1  que  hallándose  dedicado  á  la  industria  de  prés- 
tamo sobre  prendas,  sueldos  ó  salarios  no  llevare  libro 
asentando  en  ellos,  sin  claros  ni  entre  renglonadudos,  las 
cantidades  prestadas,  los  plazos  ó  intereses,  los  nombres  y 
domicilios  de  los  que  las  reciban,  la  naturaleza,  la  canti- 
dad y  el  valor  de  los  objetos  dados  en  prenda  y.  las  demás 
circunstancias  que  exigen  los  Reglamentos.  (Art.  570.) 

41.  El  prestamista  que  no  diere  resguardo  de  la  pren- 
da ó  seguridad  recibida.  (Art.  571.) 

42.  El  que  hiciere  un  daño  no  comprendido  en  los  ar- 
tículos 586,  587,  588  y  589,  cuyo  importe  pase  de  $25.  (Ar- 
tículo 590,  párrafo  Io.) 

DEL  CUMPLIMIENTO  DE  LAS  CONDENAS 

XLII.  Cuando  la  pena  impuesta  fuese  la  de  arresto, 
dispondrá  el  Juez  en  el  acto  la  remisión  del  ¡condenado  al 
establecimiento  donde  deba  cumplirse  el  arresto. (*) 

(*)  Véase  Orden  372  de  17  de  Septiembre  de  1900  y  la  dis- 
posición 6a  de  la  Circular  de  la  Secretaría  de  Justicia  de  27  de  Sep- 
tiembre de  1900.  Págs.  415  y  425. 
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XLIIL  Si  la  pena  hubiese  sido  la  de  multa,  dispondrá 
el  Juez  sea  requerido  el  condenado  por  el  Secretario  para 
que  en  el  acto  abone  la  suma  que  importe  su  condena,  y  si 
no  lo  efectuar-e  dentro  de  tres  horas,  mandará  á  consti- 
tuirlo en  arresto  en  la  forma  que  señala  el  artículo  632  del 
Código  Penal.  En  cualquier  tiempo  después  de  arrestado 
podrá  el  condenado  á  prisión  subsidiaria  pagar  la  multa, 
libertándose  del  arresto,  debiendo  descontársele  un  peso 
por  cada  día  que  hubiese  estado  arrestado. 

XLIV.  En  defeeto  de  pago  de  multad  y  de  las  demás- 
responsabilidades  contraídas  á  favor  de  un  tercero,  que- 
dará el  preso  sujeto  á  una  responsabilidad  personal  subsi- 
diaria á  razón  de  un  día  por  cada  peso ;  pero  en  ningún 
caso  excederá  este  período  de  seis  meses,  siempre  que  se 
trate  de  delitos,  ni  de  treinta  cuando  se  trate  de  faltas. 
Cuando  con  posterioridad  á  su  encarcelamiento  debiere  el 
preso  pagar  la  multa  impuesta,  se  le  abonará  un  peso  por 
cada  día  que  haya  estado  encarcelado. 

DISPOSICIONES  GENERALES 

XLV.  Bl  acusado  podrá,  si  lo  tuviere  á  bien,  declarar 
en  su  propia  causa,  pero  primero  se  le  recomendará  decir 
la  verdad. 

XLVI.  No  se  admitirán  testigos  de  referencia  en  los. 
Juzgados  Correccionales. 

XLVII.(*)  Siempre  que  se  tratare  de  faltas,  el  Juez 
podrá  imponer  condenas  que  no  excedan  de  treinta  días 
de  arresto  con  ó  sin  trabajos,  á  discreción  del  Juez  ó  mul- 
tas que  no  sean  superiores  á  treinta  pesos. 

XLVIII.(**)  Tratándose  de  delitos  de  la  competencia 
del  Juzgado  el  Juez  podrá  i'mponer  condenas  que  no  ex- 
cedan de  seis  meses  de  encarcelamiento  con  ó  sin  trabajos, 
á  discreción  del  Juez,  ó  multas  que  no  pasen  de  quinien- 
tos pesos,  pero  en  el  caso  de  no  pagarse  la  multa  impon- 
drá la  pena  de  prisión  á  razón  de  un  día  por  cada  peso  no 
pagado  como  queda  dispuesto  en  el  artículo  XLIV. 

XLIX.  No  habrá  recursos  contra  las  sentencias  del 
Juzgado;  (***)  el  Juez  impondrá  las  condenas  y  las  mul- 
tas por  el  término  que  discrecionalmente  estime  proce- 
dente. 

L.  El  Juez  tendrá  el  derecho  de  mandar  expedir  cita- 
ciones y:  mandamientos  de  registro,  y  adoptará  todas  las 

(*)  Modificado  en  la  forma  que  se  inserta  por  la  Orden  nú- 
mero 311  de  8  de  Agosto  de  1900. 

(*•)     Id.  id.  id. 

(***)  Véase  disposición  25.  Circular  Secretaría  Justicia  5 
Octubre  de  1900,  que  se  publica  al  final.  Página  425. 
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medidas  necesarias  para  llevar  á  efecto   las   órdenes  del 
Juzgado. 

LI.  Cuando  el  Juez  Correccional  estuviere  ausente  ó 
enfermo,  será  sustituido  por  el  Juez  Municipal.  En  la  Ha- 
bana, dihco  Juez  Municipal  será  designado  por  el  Presi- 
dente de  la  Audiencia. 

DE  LA  PBESGRIPCION 

LII.  Las  acciones  correspondientes  á  los  delitos  de  la 
competencia  de  los  Juzgados  Correccionales  prescribirán 
.  á  los  dos  jaños. 

Las  faltas  prescribirán  á  los  dos  meses. 

No  se  contará  en  el  cómputo  á  que  se  refieren  los  pre- 
cedentes párrafos  el  tiempo  durante  el  eual  el  acusado  no 
haya  residido  permanentemente  en  la  Ha, 

En  los  juicios  criminales  se  considerará  que  el  proce- 
dimiento fué  iniciado  el  día  en  que  se  presentó  la  denun- 
cia ante  el  Juez  Correccional. 


FIANZAS 
Orden  número  387  dt  24  de  Septiembre  de  1900 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  siguiente  orden : 

Con  el  fin  de  obtener  la  uniformidad  en  la  práctica,  la 
fianza  que  se  exija  á  los  detenidos,  para  su  comparecencia 
ante  los  Juzgados  Correccionales,  será  de  cien  pesos  para 
los  acusados  y  de  veinte  y  cinco  pesos  para  los  acusados 
de  faltas,  y  en  ningún  caso  se  admitirán  fianzas  persona- 
les excepto  con  la  autorización  expresa  del  Juzgado. 

Las  sumas  arriba  citadas  se  constituirán  en  depósito 
efectivo  en  moneda  de  los  Estados  Unidos. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.   B.   HlCKEY. 
(Gaceta  25  Septiembre.) 


DISPOSICIONES  FINALES 


Ia  Los  procedimientos  que  se  iniciasen  por  los  Jueces 
de  Instrucción  y  Municipales  para  la  averiguación  y  cas- 
tigo de  los  delitos  enumerados  en  el  artículo  XLI  de  esta 
Orden,  y  de  las  faltas,  respectivamente,  ó  que  estuviesen 
sustanciándose  en  los  lugares   donde   no   se    constituyan 
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Juzgados  Correccionales,  se  sujetarán  á  las  prescripciones- 
contenidas  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal. 

Los  procedimientos  que  estuviesen  pendientes  de  re- 
solución ante  Jueces  y  Tribunales  relativos  á  faltas  y  de- 
litos expresados  en  el  párrafo  anterior  en  los  lugares  don- 
de se  establezcan  Jueces  Correccionales,  seguirán  sustan- 
ciándose y  se  resolverán  conforme  á  las  disposiciones  de^ 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal. 

Desde  la  publicación  de  la  presente  Orden  los  Jueces 
y  Tribunales  impondrán  las  penas  señaladas  por  la  misma . 
á  los  responsables  de  faíltas  ó  delitos,  de  los  mencionados 
en  ella,  así  como  observarán  sus  preceptos  relativos  á  la 
prescripción  de  los  mismos. 

2a  En  todo  lo  que  no  se  oponga  á  esta  Orden,  se  ob- 
servarán icomo  complementarias,  las  prescripciones  del 
Código  Penal  y  la  Ley:  de  Enjuiciamiento  Criminal  en 
cuanto  sean  aplicables. 

3a  Las  disposiciones  legales  vigentes  contrarias  á  lo- 
dispuesto  en  esto  Orden  quedan  d-erogadas. 


DINERO  DECOMISADO  O  PROCEDENTE  DE  VENTA 

DE  EFECTOS 

Orden  número  255  de  23  de  Diciembre  de  1901 

Toda  cantidad  de  dinero  mandada  ó  que  se  mandare 
decomisar  por  virtud  de  sentencia  dictada  con  arreglo  al 
procedimiento  correccional,  así  como  toda  cantidad  que 
dentro  de  la  misma  jurisdicción  proceda  de  la  venta  de 
los  efectos  é  instrumentos  del  delito,  á  que  se  contrae  el 
artículo  61  del  Código  Penal,  tendrán  ingreso  en  las  ca- 
jas del  Municipio  respectivo,  figurando  en  el  concepto  de 
fondos  procedentes  de  multas  impuestas  por  corrección,  á. 
los  fines  que  dispone  la  Orden  número  43  de  la  serie  eo- 
rriente  de  este  Cuartel  General  en  tanto  que  dichas  can- 
tidades no  sean  aplicables  al  pago  de  las  responsabilida- 
des en  que  el  penado  haya  incurrido  á  tenor  de  lo  que  se 
dispone  en  el  citado  artículo  61  del  mencionado  Código 
Penal.  (*) 


DELITOS  COMETIDOS  EN  LA  BAHÍA  DE  LA  HABANA 
Orden  número  333  de  4  de  Septiembre  de  1900 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 


(*)     Véase  la  Orden  143  de  1902  que  se  publica  más  adelante. 
Página  424. 
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cretario  de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Por  la  presente  se  da  jurisdicción  al  Juzgado  de 
Primera  Instan.cia.  é  Instrucción  del  Distrito  Norte  y  al 
Correccional  del  Primer  Distrito  de  la  Ciudad  de  la  Ha- 
bana, para  perseguir  y  castigar,  en  su  caso,  los  delitos  y 
faltas  que  se  cometan  en  la  bahía  de  la  Habana. 

II.  Lo  que  se  dispone  en  la  presente  Orden  se  enten- 
derá sin  perjuicio  de  lo  establecido  en  contrario  por  dis- 
posiciones especiales  vigentes. 


CONMUTACIÓN  DE  PENAS  E  INDULTOS 
Orden  número  17  de  16  de  Enero  de  1901 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Por  la  presente  se  retira  á  los  Jueces  Correcciona- 
les la  facultad  que  están  ejerciendo  de  conmutar  la  pena 
de  arresto  por  la  de  multa. 

II.  E-n  consecuencia,  los  individuos  que  están  ó  -en  lo 
adelante  fueren  condenados  por  los  Jueces  Correcciona- 
les, tendrán  que  ajustarse  cuando  pidan  indulto  á  los  mis- 
mos trámites  y  disposiciones  vigentes  para  los  demás  pe- 
nados. 


COMPETENCIA 
Orden  numero  38  de  29  de  Enero  de  1901 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

Por  la  presente  se  declara  que  los  Jueces  Correccio- 
nales respectivos  son  los  competentes  para  perseguir  y 
castigar  la  infracción  prevista  y  penada  en  el  Art.  X  (*) 
de  la  Orden  número  307  de  la  serie  1900,  Cuartel  Genera1, 
de  la  División  de  Cuba. 


(*)  El  Sacerdote  ó  Ministro  ante  quien  se  hubiere  celebrado 
el  matrimonio  religioso  en  la  forma  dispuesta  en  la  presente  orden, 
cuando  no  se  haya  contraído  anteriormente  el  matrimonio  civil,  que 
dejare  de  hacer  archivar  los  certificados  y  las  pruebas  como  queda 
dispuesto  en  los  artículos  VII  y  VIII  de  esta  orden,  será  juzgado,  y 
si  fuere  culpable,  se  le  impondrá  una  multa  de  cien  (100  pesos)  6 
.arresto  de  30  á  90  días  por  el  Juez  correspondiente  de  su  domicilio. 
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CUMPLIMIENTO  DE  CONDENAS 
Orden  número  11  de  8  de  Enero  de  1902 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

El  artículo  I  de  la  Orden  número  96,  serie  de  1900  del 
Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba,  se  entenderá  re- 
dactado como  sigue : 

Io  Todo  sentenciado  por  Juez  ó  Tribunal  de  lo  Crimi- 
nal de  esta  Isla  trabajará  en  beneficio  del  Estado  y  podrá 
ser  empleado  en  trabajos  de  utilidad  pública,  dentro  ó 
fuera  del  establecimiento  donde  sufriere  su  condena  por 
el  Jefe  de]  mismo  si  no  fuere  mayor  de  cincuenta  y  cinco 
años  de  edad,  no  estuviere  imposibilitado  para  el  trabajo 
por  enfermedad  ú  otro  motivo,  ó,  en  lo  que  respecta  á  tra- 
bajos fuera  del  establecimiento,  cuando  en  consideración 
á  su  edad  ó  salud  se  hubiere  dispuesto  en  La  sentencia  que 
deba  cumplir  la  pena  en  trabajos  interiores  del  estableci- 
miento. 

Fuera  de  dichos  establecimientos  los  sentenciados  no 
podrán  ser  destinados  á  obras  ó  trabajos  de  particulares 
ni  á  las  públicas  que  se  ejecutaren  por  empresas  ó  contra- 
tos con  cualquier  ramo  del  gobierno. 

Lo  preceptuado  en  esta  orden  es  aplicable  á  los  pena- 
dos por  sentencias  que  se  dicten  á  partir  de  esta  fecha. 

Quedan  derogadas  todas  las  disposiciones  que  se 
opongan  á  lo  preceptuado  en  esta  orden. 


Orden  número  372  de  17  de  Septiembre  de  1900  (*) 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

Por  la  presente  se  autoriza  á  los  Jueces  Correcciona- 
les de  la  Ciudad  de  la  Habana  á  que  continúen  enviando 
para  que  cumplan  sus  penas  en  el  Castillo  de  Atares  á  los 
individuos  que  sean  condenados  á  treinta  días  ó  menos  de 
arresto  ó  á  igual  tiempo  de  prisión  subsidiaria  por  defec- 
to de  pago  de  multa  ó  responsabilidades  contraídas  á  fa- 
vor de  un  tercero. 


(*) Véase  al  final  la  Circular  de  la  Secretaríía  de  Justicia  de 
27  de  Septiembre  de  1900,  disposición  6».  Página  425. 
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USO  DEL  TELÉGRAFO 
Orden  número  124  de  30  de  Abril  de  1902 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba  ha  tenido  a  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  siguiente  orden : 

II.  Cuando  ocurra  que  á  causa  de  la  perpetración  de 
delitos,  interese  á  los  Jueces  Municipales  hacer  uso  del  te- 
légrafo, los  despachos  telegráficos  que  sean  firmados  y  por 
ellos  autorizados  mediante  certificación,  como  de  carácter 
oficial  y  urgente,  serán  trasmitidos.  Una  vez  trasmitidos 
estos  desp,achos,  los  telegrafistas  los  remitirán  al  Jefe  del 
Cuerpo  de  señales,  quien  los  presentará  al  Departamento 
de  Justicia  para  su  aprobación  y  pago,  incluyéndose  las. 
cantidades  necesarias  para  esta  atención  en  los  presupues- 
tos ordinarios  de  dicho  Departamento. 

El  Secretario  de  Justicia  participará  á  los  Jueces  Mu- 
nicipales que  serán  responsables  de  los  abusos  que  se  co- 
metan á  la  sombra  de  la  concesión  de  que  s>e  trata. 


RESPONSABILIDADES  CIVILES 
Orden  124  de  30  de  Abril  de  1902 

III.  A  propuesta  de  la  Secretaría  de  Justicia. 

I.  Cualquier  responsabilidad  Civil  que  se  imponga  en 
los  juicios  correccionales  ó  de  faltas,  será  exigible  tan  só- 
lo á  instancia  de  parte  por  los  trámites  establecidos  en  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  para  la  ejecución  de  las  sen- 
tencias, y  ante  el  Juez  de  Primera  Instancia  ó  Municipal 
que  con  arreglo  á  dicha  Ley  fuere  competente  .A  ese  efec- 
to los  Jueces  que  impongan  dicha  responsabilidad  civil  fa- 
cilitarán á  las  partes  interesadas  testimonio  de  los  luga- 
res que  fueren  pertinentes. 

II.  Cuando  la  persona  condenada  subsidiariamente  al 
pago  de  indemnización  civil  en  los  juicios  á  que  se  refiere 
el  artículo  anterior,  fuere,  en  opinión  del  Juez,  solvente,, 
por  pública  notoriedad,  se  suspenderá  el  apremio  personal 
contra  el  condenado  principalmente  al  pago  de  dicha  in- 
demnización civil,  hasta  que  se  declare  la  insolvencia  de* 
aquélla  por  el  Juez  que  conociere  de  la  reclamación  civil,, 
en  cuyo  caso  dicho  Juez  lo  comunicará  de  oficio  al  Correc- 
cional, de  Instrucción  ó  Municipal  respectivo  para  que  ha- 
ga efectiva  la  responsabilidad  personal  subsidiaria. 

III.  Se  derogan  todas  las  disposiciones  anteriores  que 
se  opongan  á  las  contenidas  en  la  presente  Orden,  la  cual 
empezará  á  regir  en  la  Habana,  el  día  de  su  publicación 
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en  la  "Gaceta  de  la  Habana,' r  y  siete  días  después  en  las 
demás  partes  de  la  Isla. 


\  NOMBRAMIENTOS 

Orden  número  93  de  9  de  Abril  de  1901 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  a  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

En  lo  sucesivo  los  Jueces,  de  Primera  Instancia,  así 
como  los  Correccionales  y  Municipales,  serán  nombrados 
de  la  manera  siguiente : 

Las  Audiencias,  constituidas  en  Salas  de  Gobierno, 
tendrán  las  facultades  siguientes : 

I.  La  de  elevar  ternas  al  Gobernador  General  de  la 
Isla,  por  conducto  del  Secretario  de  Justicia,  con  el  fin  de 
llenar  las  plazas  de  Jueces  de  Primera  Instancia,  en  casos 
de  vacantes.  Estas  ternas  serán  elevadas  dentro  de  trein- 
ta (30)  días  después  de  haber  ocurrido  la  vacante  respec- 
tiva. El  Gobernador  General  podrá  nombrar  á  cualquiera 
de  las  personas  propuestas,  ó  devolver  la  terna  correspon- 
diente a/1  Tribunal  con  objeto  de  que  se  haga  otra,  en  la 
que  no  deberá  incluirse  el  nombre  de  ninguna  de  las  per- 
sonas ya  propuestas. 

II.  La  de  proponer,  en  terna,  al  Gobernador  General, 
por  conducto  del  Secretario  de  Justicia,  á  la  persona  que 
haya  de  llenar  cada  vacante  del  Juez  Correccional  ó  Mu- 
nicipal. El  Gobernador  General  podrá  nombrar  á  cual- 
quiera de  los  propuestos  ó  devolver  la  terna  al  TribunaL 
para  que  forme  otra ;  en  la  que  no  deberá  figurar  el  nom- 
bre de  ninguno  de  los  individuos  ya  propuestos. 

III.  Recibidas  las  te  roas,  con  el  fin  de  nombrar  los 
Jueces  de  Primera  Instancia,  Correccionales  y  Municipa- 
les, por  el  Secretario  de  Justicia,  éste  hará  las  investiga- 
ciones que  considere  necesarias,  y  consignará  su  opinión 
en  las  mismas. 

IV.  Las  Audiencias  adoptarán  las  medidas  necesarias 
con  el  fin  de  obtener  informes  fidedignos  respecto  de  la 
reputación  y  aptitudes  de  los  que  sean  propuestos  para 
Jueces  de  las  clases  que  se  citan. 

V.  Las  Audiencias  de  la  Isla  presentarán  las  ternas 
de  que  se  ha  hecho  mención,  para  cada  plaza  de  Juez  Mu- 
nicipal que  quede  vacante  el  Io  de  Julio  de  1901,  así  como 
para  cualquier  plaza  de  Juez  Correccional  que  resulte  va- 
cante en  la  referida  fecha.  Dichas  ternas  deberán  ser  pre- 
sentadas el  día  20  de  Mayo  de  1901,  ó  con  anterioridad. 
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VI.  El  inciso  1  del  art.  XIX  Orden  80  del  Cuartel  Ge- 
neral de  la  División  de  Cuba,  serie  de  1899,  se  entenderá 
redactado  »de  acuerdo  con  los  preceptos  contenidos  en  los 
incisos  I,  II,  III  y  IV  de  la  presente  Orden. 


SECRETARIA  DE  JUSTICIA 
Circular 

El  honorable  Gobernador  Militar  de  esta  Isla,  con  f  e- 
'cha  4  del  actual,  h«a  resuelto  que  los  Jueces  Municipales  y 
Correccionales  que  no  sean  nuevamente  nombrados,  cesen 
el  día  Io  de  Julio  venidero  y:  que  los  Jueces  Municipales 
Suplentes,  sean  nombrados  como  los  propietarios,  a  pro- 
puesta de  las  Audiencias  en  ternas  que  habrán  de  remitir- 
se antes  del  día  20  del  corriente  mes. 

Lo  que  se  publioa  en  la  "Gaceta  de  «la  Habana/ '  para 
general  conocimiento. 

Habana,  Mayo  7  de  1901. 

José  Várela, 

Secretario  de  Justicia. 


RENUNCIAS 
Orden  número  414  de  9  de  Octubre  de  1900 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Por  la  presente  se  ¡autoriza  al  Secretario  de  Justi- 
cia para  aceptar  las  renuncias  de  sus  cargos  presenten  los 
Jueces  Municipales  y  los  Correccionales  siempre  que  se 
funden  en  justa  causa. 

II.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  ¡anterior,  se 
declaran  válidamente  aceptadas  las  renuncias  de  dicha 
clase  y  las  separaciones  de  Jueces  Municipales  que  «antes 
de  la  publicación  de  esita  Orden,  hubieren  admitido  ó  acor- 
dado los  Ayuntamientos  respectivos. 


NOMBRAMIENTO  DE  INTERINOS 
Orden  número  371  de  17  de  Septiembre  de  1900  (*) 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  a  propuesta  del  Se- 


(*)     Véase  la  Orden  número  93  de  1901  que  se  inserta  ante- 
riormente. Pág.  417. 
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cretario  de  Justicia,  ha  tenido  a  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Por  la  presente  se  confiere  al  Secretario  de  Justi- 
cia la  facultad  de  nombrar  Jueces  Correccionales  interi- 
nos en  cualquiera  de  los  casos  siguientes : 

Io  Cuando  quedare  vacante  un  Juzgado  Correccional 
por  fallecimiento,  renuncia  ó  separación  del  Juez  propie- 
tario. 

2o  Cuando  estuviere  el  Juez  propietario  en  uso  de  li- 
cencia con  «arreglo  á  la  Ley  ó  en  comisión  ordinaria  ó  ex- 
traordinaria del  servicio  conferidas  por  Autoridad  com- 
petente. 

II.  En  los  casos  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior 
los  Jueces  Correccionales  interinos  deberán  tener  la  cua- 
lidad del  letrado  y  recibirán  el  sueldo  asignado  al  cargo 
que  desempeñen  mientras  dure  lia  sustitución,  sin  perjui- 
cio del  haber  que  en  su  caso  corresponda  al  propietario. 


JURAMENTO  Y  POSESIÓN 
Orden  número  505  de  14  de  Diciembre  de  1900 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  a  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden: 

I.  Desde  la  publicación  de  la  presente  Orden  el  Capí- 
tulo III,  Título  III  del  Decreto  Ley  de  5  de  Enero  de  1891 
se  entenderá  redactado  como  sigue: 

.  capitulo  m 

DEL  JURAMENTO  Y  DE  LA  TOMA  DE  POSESIÓN  DE  LOS  JUECES 

Y   MAGISTRADOS 

Art.  109.  Los  Jueces  Municipales  y:  sus  Suplentes  en 
los  pueblos  que  no  sean  cabeza  de  Partido,  prestarán  el 
juramento  de  estilo  y  tomarán  posesión  de  sus  cargos  en 
el  lugar  destinado  á  las  Audiencias  del  Juzgado  y  en  un 
solo  'acto,  ante  el  respectivo  Juez  que  cese  ó  quien  sus  fun- 
ciones ejerciere.  Los  Jueces  Municipales  y  sus  Suplentes 
en  pueblos  que  sean  cabeza  de  partido,  prestarán  el  jura- 
mento de  estilo  ante  el  Juez  de  Primera  Instancia  respec- 
tivo ó  quien  sus  funciones  ejerciere;  y  tomarán  posesión, 
después  de  haber  prestado  juramento,  á  las  Audiencias 
del  Juzgado  Municipal,  ante  el  respectivo  Juez  que  cese  ó 
quien  sus  funciones  ejerciere. 

Art.  110.  Los  Jueces  de  Primera  Instancia  é  Instruc- 
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ción  prestarán  el  juramento  de  estilo  «ante  la  Sala  de  Go- 
bierno de  la  Audiencia  Territorial  á  que  pertenezcan  los 
Juzgados  para  que  hayan  sido  nombrados ;  y  tomarán  po- 
sesión en  el  lugar  señalado  para  su  residencia  ante  los  que 
estuvieren  ejerciendo  las  respectivas  jurisdicciones. 

Art.  111.  Los  Presidentes  y  Magistrados  de  Audien- 
cia prestarán  el  juramento  de  estilo  ante  los  Tribunales  á 
que  vayan  destinados,  constituidos  en  pleno,  y  en  audien- 
cia pública,  con  asistencia  del  Ministerio  Fiscal  y  á  pre- 
sencia de  todos  los  auxiliares  y  subalternos  y  tomará  po- 
sesión en  la  misma  forma.  A  la  prestación  de  juramento 
y  toma  de  posesión  de  los  Presidentes  de  Audiencia  asis- 
tirán además,  los  Jueces  (Municipales  de  la  capital  de  la 
Provincia. 

Art.  112.  El  Presidente  y  Magistrados  del  Tribunal 
Supremo  prestarán  el  juramento  de  estilo  y  tomarán  po- 
sesión de  sus  cargos  en  un  solo  acto,  y  ante  el  Tribunal  en 
pleno  y  con  asistencia  del  Ministerio  Fiscal.  A  la  ipresta- 
ción  del  juramento  y  toma  de  posesión  del  Presidente. y 
Magistrados  del  Tribunal  Supremo,  asistirán,  además,  el 
Presidente,  Fiscal  y  Magistrados  de  la  Audiencia  y  los 
Jueces  de  Primera  Instancia. 

Art.  113.  Los  Jueces  Correccionales  prestarán  el  ju- 
ramento de  estilo  ante  la  Sala  de  Gobierno  de  la  Audien- 
cia á  cuyo  territorio  estuvieren  destinados ;  y  tomarán  po- 
sesión de  sus  cargos  ante  el  Juez  de  Primera  Instancia  del 
partido  en  que  vayan  á  residir,  si  fueren  á  ocupar  un  Juz- 
gado de  nueva  creación,  y  ante  el  Juez  Correccional  sa- 
liente ó  quien  sus  funciones  ejerciere,  si  ocuparen  un  Juz- 
gado ya  establecido. 

Art.  114.  Sólo  prestarán  juramento  los  funcionarios 
del  orden  judicial  y  fiscal  al  ingresar  ó  reingresar  en  la 
carrera  ó  cuando  fueren  promovidos  á  cargos  de  mayor 
categoría  que  los  que  desempeñen. 

A  pesar  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  no  es- 
tarán en  la  obligación  de  prestar  el  juramento  los  Jueces 
de  Primera  Instancia  que  sean  nombrados  para  Juzgados 
de  mayor  categoría. 

Art.  115.  De  toda  prestación  de  juramento  y  toma  de 
posesión,  se  extenderá  la  correspondiente  aeta,  remitién- 
dose una  copia  certificada  de  la  misma  á  la  Secretaría  de 
Justicia. 

II.  Todos  los  decretos,  órdenes  ó  leyes  que,  en  todo  ó 
en  parte  se  opongan  á  las  disposiciones  que  preceden,  que- 
dan por  la  presente  derogados. 
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SUSPENSIONES,  TRASLACIONES  Y  DESTITUCIONES 
Orden  número  99  de  12  de  Abril  de  1902 

Leonard  Wood,  Gobernador  Militar  de  Cuba,  en  vir- 
tud de  las  facultades  de  que  me  hallo  investido. 
Ordeno  la  publicación  de  lo  siguiente: 

I.  Las  funcionarios  que  en  la  actualidad  desempeñen 
cargas  de  la  carrera  judicial  ó  fiscal  y  los  que  en  lo  suce- 
siva fueren  nombrados  para  'dichas  cargos,  conforme  á  la 
Ley,  no  podrán  «ser  suspendidas  ni  destituidas  de  sus  em- 
pleos, ni  separadas  de  la  carrera,  sino  por  razón  de  delito 
ú  otra  causa  grave  debidamente  acreditada  y  siempre  con 
audiencia  del  interesado. 

II.  Procede  de  derecho  la  destitución  en  el  cargo  y  la 
separación  definitiva  ó  temporal  de  la  carrera : 

Io  Por  sentencia  firme  que  así  lo  declare. 

2o  Por  sentencia  firme  en  que  se  imponga  al  funcio- 
nario pena  correccional  ó  aflictiva,  las  cuales  llevarán 
siempre  consigo  la  separación. 

III.  Podrán  ser  separadas  ó  destituidos  de  sus  cargos, 
gubernativamente,  los  funcionarios  que  los  desempeñen, 
por  algunas  de  las  causas  siguientes: 

(a)  Por  incapacidad  física  ó  mental  que  les  impida 
desempeñar  el  cargo. 

(b)  Por  haber  sido  corregidos  disciplinariamente, 
más  de  una  vez,  por  hechos  graves,  que  sin  «constituir  de- 
lito, comprometen  la  dignidad  de  su  ministerio  ó  le  hagan 
desmerecer  en  el  concepto  público. 

(c)  Por  haber  sido  dos  veces  declarados  responsables 
civilmente  en  juicios  seguidos  para  exigirles  esa  clase  de 
responsabilidad. 

(d)  Cuando  por  su  conducta  viciosa  no  sean  dignos 
de  continuar  ejerciendo  sus  funciones. 

IV.  En  los  casos  del  artículo  II,  la  separación  se  lle- 
vará á  efecto  tan  pronto  quede  firme  la  sentencia  en  que 
se  imponga.  Durante  la  sustanciación  de  la  causa  el  fun- 
cionario acusado  estará  en  suspenso  en  el  ejercicio  de  su 
cargo. 

V.  En  las  casos  del  artículo  III,  los  Tribunales  que 
pongan  las  correcciones  disciplinarias  ó  que  condenen  al 
pago  de  la  responsabilidad  .civil  darán  siempre  cuenta  al 
Gobierno,  quien  si  estima  procedente  la  aplicación  de  di- 
cho artículo,  pasará  los  antecedentes  á  la  Sala  de  Gobier- 
no del  Tribunal  Supremo  del  Distrito  en  que  preste  sus 
servicios,  el  inculpado,  si  éste  tuviere  categoría  inferior  á 
la  de  Magistrado,  para  que  informe  acerca  de  dicho  par- 
ticular, previa  audiencia  del  Fiscal  y  del  interesado.  Cuan- 
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do  éste  tenga  categoría  superior  á  la  del  Magistrado  é  in- 
ferior á  la  de  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  el  infor- 
me se  pedirá  á  la  Sala  de  Gobierno  de  este  último,  y  en 
los  demás  casos  á  dicho  Tribunal  constituido  en  pleno,  con 
exclusión  del  interesado,  y  sin  perjuicio  de  la  audiencia  á 
que  éste  debe  darse. 

VI.  En  los  casos  previstos  en  los  números  letras  (al 
y  (d)  del  artículo  III  las  Salas  á  las  cuales  corresponde, 
según  la  categoría  del  inculpado,  y  conforme  al  artículo 
presente,  dar  informe  en  el  caso  prvisto  en  el  mismo,  pro- 
cederán á  abrir  una  información,  ya  por  iniciativa  pro- 
pia, por  tener  conocimiento  de  hechos  que  lo  ameriten, 
ya  á  petición  del  superior  gerárquico  del  inculpado  (que 
para  este  caso  se  entiende  que  lo  son  los  Presidentes  de  los 
Tribunales  respecto  de  los  Magistrados;  el  del  Supremo 
respecto  de  todos  los  funcionarios  del  orden  judicial ;  los 
Fiscales  respecto  del  personal  que  les  esté  subordinado  y 
el  del  Tribunal  Supremo  respecto  de  todo  el  Ministerio) 
ya  por  orden  del  Gobierno.  En  estos  casos  nombrarán  las 
Salas  un  funcionario  de  igual  ó  superior  categoría  para 
que  practique  las  investigaciones  del  caso,  y  hecho  esto 
remitirá  las  diligencias  á  la  Sala,  la  cual  oirá  los  descar- 
gos y  recibirá  las  pruebas  que  presente  el  inculpado,  con 
intervención  del  Ministerio  Fiscal  y  previo  el  informe  de 
éste,  evacuará  el  suyo,  relativamente  á  hechos,  elevándo- 
lo al  Gobierno.  Tan  pronto  como  se  inicien  estas  investi- 
gaciones, se  dará  cuenta  al  Gobierno,  por  el  Presidente 
del  Tribunal  que  las  haya  de  practicar. 

VII.  En  los  casos  de  los  artículos  precedentes,  el  Tri- 
bunal que  practique  las  investigaciones  ó  el  Gobierno, 
cuando  lo  ordenare,  podrán  disponer,  cuando  la  gravedad 
de  los  hechos  lo  exijan,  la  suspensión  del  funcionario, 
mientras  recaiga  resolución  definitiva. 

VIII.  Recibido  por  el  Gobierno  el  informe  á  que  se 
refieren  los  artículos  V  y  VI,  resolverá  acerca  de  la  desti- 
tución ó  separación  del  funcionario  inculpado.  Este  po- 
drá reclamar  conforme  á  la  Ley,  judicialmente  por  la  vía 
conten-cioso-administrativa  contra  dicha  resolución,  cuan- 
do dicha  destitución  se  decreta,  sin  estar  el  destituido 
comprendido  en  alguno  de  los  casos  en  que  según  la  pre- 
sente orden  procede.  En  cuanto  á  hechos,  en  el  caso  del 
artículo  VI,  se  estará  á  los  consignados  por  el  Tribunal 
informante.  La  interposición  del  recurso  no  impedirá  que 
se  lleve  á  efecto  la  destitución. . 

IX.  Sólo  por  motivo  de  conveniencia  pública,  podrá 
ser  trasladado  un  funcionario  sin  su  consentimiento,  á 
otro  destino  de  igual  categoría,  fuera  del  lugar  donde  es- 
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té  desempeñado  el  que  ejerza.  En  ningún  caso  será  trasla- 
dado más  de  una  vez  un  mismo  funcionario  dentro  del  tér- 
mino de  un  año. 

X.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes  y  decretos  que 
se  opongan  á  la  presente  y  los  derechos  por  esta  Orden 
adquiridos  serán  respetados. 


ASIMILACIÓN 
Orden  número  134  de  7  de  Mayo  de  1902 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  siguiente  orden : 

II.  A  partir  de  la  publicación  de  esta  Orden,  los  Jue- 
ces Correccionales  quedarán  asimilados  á  los  funcionarios- 
de  la  Carrera  Judicial,  y  en  su  (Consecuencia,  comprendi- 
dos en  la  Orden  número  99  de  la  serie  corriente  de  este* 
Cuartel  General. 


SUSTITUCIONES  DE  SECRETAMOS 
Orden  número  376  de  18  de  Septiembre  de  1900 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  a  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

En  los  casos  en  que  los  Secretarios  de  los  Juzgados 
Correccionales  estén  impedidos  por  cualquier  motivo  de 
desempeñar  sus  cargos,  serán  sustituidos  en  la  ciudad  de 
la  Habana  por  el  Oficial  del  mismo  Juzgado  que  fuere  más 
antiguo  y  en  caso  de  igual  antigüedad  por  el  de  mayor 
edad,  y  en  las  demás  poblaciones  por  el  único  Oficial  que 
en  las  respectivas  plantillas  figura. 


GASTOS  DE  JUZGADOS 

Orden  número  43  de  4  de  Febrero  de  1901 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  a  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

Los  gastos  de  los  Juzgados  Correccionales  serán  pa- 
gados con  la  mayor  amplitud  posible,  por  los  Ayunta- 
mientos^ los  ingresos  de  las  multas  impuestas  por  dichos 
Juzgados.  Cuando  la  suma  total  de  estas  multas  no  sea* 
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suficiente  para  cubrir  los  gastos  del  Juzgado,  una  relación 
mensual  del  déficit  será  remitida,  directamente,  al  Secre- 
tario de  Justicia.  Esta  relación  deberá  ser  -certificada  por 
el  Juez  Correccional  y  por  el  Alcalde.  Los  fondos  que  sean 
necesarios  para  cubrir  el  défieit  serán  remitidos,  por  me- 
dio de  agentes  del  Secretario  de  Hacienda,  y  la  suma  se- 
rá pagada  por  los  mismos. 

Por  gastos  de  los  Juzgados  Correccionales  se  enten- 
derán las  cargas  fijas,  los  sueldos  de  los  empleados  del 
Juzgado,  los  alquileres  de  los  edificios,  el  pago  de  los  por- 
teros y  cualquiera  suma  que  se  haya  consignado  para  ma- 
terial. 


FONDO  ESPECIAL  PARA  GASTOS  DE  JUZGADOS 

CORRECCIONALES 

Orden  número  143  de  10  de  Mayo  de  1902 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  siguiente  orden : 


1.  En  lo  'adelante  los  Ayuntamientos  formarán  con  las 
cantidades  que  ingresen  en  sus  Cajas  por  conceptos  de 
multas  impuestas  en  juicios  .correccionales,  por  delitos  y 
faltas,  un  fondo  especial  con  cuenta  aparte,  para  los  fines 
que  se  indican  en  la  presente  orden. 

2.  Con  cargo  á  dicho  fondo  se  sufragarán,  en  primer 
lugar,  dos  gastos  de  los  Juzgados  Correccionales  que  de- 
termina la  Orden  núm.  43,  serie  de  1901  (*)  de  este  Cuar- 
tel General,  y  los  sobrantes,  acumulados  se  remitirán  por 
los  Alcaldes  'Municipales,  con  relaciones  duplicadas,  á  los 
Tesoros  de  las  Zonas  Fiscales  respectivas,  dentro  de  los 
primeros  días  del  mes  de  Octubre,  Enero,  Abril  y  Julio  de 
eada  año. 

3.  Los  Tesoros  de  las  Zonas  Fiscales  remitirán  dentro 
de  los  días  cinco  y  quince  de  dichos  meses,  al  Tesorero  Ge- 
neral de  la  Isla  los  referidos  fondos  y  el  Tesorero  General 
de  la  Isla  formará  con  los  mismos  un  fondo  espeeial  con 
cuenta  aparte  á  la  disposición  del  Gobierno,  para  aten- 
ción del  Gobierno,  para  ateneión  de  los  Juzgados  Correc- 
cionales y  Municipales  y  gastos  eventuales  de  la  Adminis- 
tración de  Justicia. 

4.  Los  Ayuntamientos  que  hayan  dado  ingreso  á  las 
multas  aludidas  como  depósitos  no  disponibles  para  gas- 

(*)     Léase  la  Orden  anterior. 
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ios  ordinarios  ni  extraordinarios  de  sus  presupuestos  «cum- 
plirán desde  luego  lo  dispuesto  en  esta  orden. 

5.  Los  Ayuntamientos  que  hayan  recibido  dichas  mul- 
las con  carácter  de  ingresos  extraordinarios  para  atencio- 
nes del  mismo  género  de  presupuestos,  formarán  un  fondo 
especial  con  las  mismas  y  lo  conservarán  en  sus  Oajas  has- 
ta que  finalice  el  corriente"  año  económico;  pero  no  dis- 
pondrán de  esos  fondos  para  atenciones  extraordinarias 
sino  á  falta  de  todo  recurso  disponible  para  dichas  aten- 
ciones. 

6.  Los  Ayuntamientos  que  reciban  las  ajludidas  mul- 
tas como  ingresos  ordinarios  para  atenciones  del  mismo 
género  de  -¡Sus  presupuestos  suspenderán  el  cumplimiento 
de  esta  orden  hasta  que  termine  el  actual  año  económica 


Orden  número  146  de  10  de  Mayo  de  1902 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  siguiente  Orden : 

III 

A  propuesta  del  Secretario  de  Justicia  y  de  acuerdo 
con  lo  solicitado  por  el  de  Obras  Públicas: 

1.  El  importe  de  todas  las  multas  que  se  impongan  á 
consecuencia  de  los  juicios  seguidos  por  'el  procedimiento 
correccional  á  virtud  de  las  infracciones  de  la  Ley  de  Po- 
licía de  Ferrocarriles  y  de  Reglamento  de  Maquinistas  se 
ingresarán  en  la  Tesorería  de  la  Isla  por  conducto  de  Te- 
soreros de  las  respectivas  Zonas  Fiscales  y  se  acumularán 
á  los  fondos  destinados  al  sostenimiento  de  la  Inspección 
de  Ferrocarriles  de  esta  Isla. 

2.  Esta  Orden  empezará  á  regir  desde  la  fecha  de  su 
publicación  yi  será  aplicable  á  todas  las  multas  de  dicha 
naturaleza  que  no  se  hayan  ingresado  todavía  en  las  Ca- 
jas Municipales. 


Circular  de  la  Secretaria  de  Justicia  de  27  de  Septiembre  de  1900 

De  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  4o  de  la 
Orden  342,  (*)  serie  corriente,  esta  Secretaría  evacuando 
consultas  ha  dado  hoy  las  siguientes  disposiciones : 

lftQue  sin  perjuicio  de  que  el  gobierno  se  ocupe  opor- 
tunamente de  la  reorganización  económica  de  los  Juzga- 

(*)     Esta  Orden  se  ha  publicado  anteriormente,  página  396. 


II 
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dos  Municipales  de  la  Isla,  no  introduciéndose  por  la  ci- 
tada orden  modificaciones  tan  importantes  en  el  funciona- 
miento de  aquéllos  que  les  sea  imposible  seguir  subsistien- 
do como  hasta  el  presente,  no  pueden  contar  por  ahora 
con  más  recursos  ni  fuentes  de  ingreso  que  los  que  actual- 
mente tienen. 

2a  Que  los  cincuenta  días,  a  que  se  refiere  el  artículo 
2C  de  dicha  orden,  deben  entenderse  naturales. 

3o  Que  los  Juzgados  de  Primera  Instancia  é  Instruc- 
ción respectivos  deberán  empezar  á  ejercer  las  funciones 
de  Correccionales  utilizando  el  mismo  local,  mobiliario  y 
personal  (distribuido  éste  en  la  forma  que  le  parezca  más 
conveniente)  de  los  que  hoy  disponen,  por  estimar  el  Go- 
bierno que  lejos  de  habérseles  aumentado  el  trabajo,  se 
les  facilita  la  tarea. 

4a  Que  lft  obligación  de  los  Ayuntamientos  se  reduce 
á  facilitar  á  los  Juzgados  con  el  «producto  de  las  multas, 
los  libros  é  impresos  necesarios,  debiendo  los  Juzgados  de 
Primera  Instancia  é  Instrucción,  mientras  los  Ayunta- 
mientos no  tengan  fondos  con  que  atender  á  esa  necesi- 
dad, utilizar  al  efecto  la  asignación  con  que  para  material 
cuentan.  (*) 

6a  Que  las  penas  que  impongan  los  Juzgados  de  Pri- 
mera Instancia  é  Instrucción  yi  Municipales  en  funciones 
de  Correccionales,  deberán  cumplirse  en  la  Cárcel  Públi- 
ca del  lugar,  y  á  falta  de  ésta,  en  el  establecimiento  muni- 
cipal destinado  al  efecto.  (**) 

7a  Que  por  ahora,  mientras  el  Gobierno  no  expida 
nuevas  disposiciones  sobre  jucios  de  faltas,  deberán  apli- 
carse en  el  tratamiento  de  estos  juicios,  y  como  supleto- 
rios de  la  orden  213  y  siempre  que  las  disposiciones  de  és- 
tas no  sean  prácticas  ó  pertenezcan,  en  opinión  del  Juez, 
aplicables  los  preceptos  contenidos  sobre  faltas  y  juicios 
de  faltas  en  el  Código  Penal  y  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal  vigentes;  debiendo  seguirse  el  mismo  criterio  de 
la  imposición  del  cobro  de  costas. (***)   (****) 

10.  Que  los  Jueces  de  Primera  Instancia  é  Instrucción 
respectivos,  conocerán  de  las  failtas  antes  de  veinte  días 
siguientes  á  la  publicación  de  la  Orden  342  en  la  "  Gaceta 
de  lo  Habano."  , 

11.  Que  los  Jueces  Municipales    de    las   poblaciones 


(*)  La  disposición  5&  derogada  por  haberse  suprimido  los 
Jurados  por  la  Orden  84  de  1902.  Página  399. 

(**)  Véase  artículo  XLII  de  la  Orden  213  de  1900  ya  pu- 
blicada. Página  410. 

(***)     Véase  Orden  213  serie  de  1900  ya  publicada. 

(****)  Las  disposiciones  8a  y  9a  suprimidas  por  la  misma 
causa  que  la  5a. 
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donde  no  hubiere  Juez  Correccional  ni  de  Instrucción,  só- 
lo pueden  conocer  sobre  los  juicios  de  faltas. 

12.  Que  los  Jueces  respectivos  en  funciones  de  Correc- 
cionales, lo  mismo  que  en  las  demás  de  su  cargo,  pueden 
pedir  que  la  policía  les  auxilie. 

13.  Que  el  producto  de  las  multas  deberá  ingresarse 
en  las  Cajas  del  Ayuntamiento  respectivo  una  vez  por  se- 
mana. , 

14.  Que  los  Jueces  Municipales  en  sus  nuevas  funcio- 
nes, no  quedan  sujetos  á  otra  inspección  ni  á  más  respon- 
sabilidades que  las  que  establece  la  legislación  vigente. 

15.  Que  los  Juzgados  Municipales  pueden  seguir  co- 
brando costas  -en  los  juicios  de  faltas. 

16.  Que  los  Juzgados  de  Primera  Instancia  é  Instruc- 
ción en  defecto  de  Escribanos  deben  utilizar  «testigos  de 
asistencia  para  funciones  judiciales  de  Gobierno  ó  Correc- 
cionales. ,  , 

Lo  que  se  publica  en  la  "Gaceta  de  la  Habana' '  pa- 
ra general  conocimiento. 

Habana,  Septiembre  27  de  1900. 

Miguel  Gener. 


Circular  de  la  Secretaria  de  Justicia  de  5  de  Octubre  de  1900 

De  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  4o  de  la 
Orden  342, (*)  serie  corriente,  esta  Secretaría  evacuando' 
consulta  ha  dado  como  más  instrucciones  las  siguientes: 

17.  Que  no  se  dará  indemnización  alguna  á  los  testi- 
gos que  concurran  ante  los  Jueces  Correccionales  y  los  de 
Instrucción  y  Municipales  en  fruiciones  de  Correccionales, 
como  no  se  les  da  «cuando  declaran  en  un  sumario ;  y  que 
podrán  utilizar  para  facilitar  aquello  su  concurrencia  al 
llamamiento  judicial,  los  billetes  de  transporte  oficiales 
de  que  están  provistos  todos  los  jueces  y  Tribunales  de  la 
Isla. 

18.  Que  las  denuncias  han  de  presentarse  ante  el  Juez 
Correccional  respectivo,  sin  perjuicio  de  la  facultad  que  á 
la  Policía  eonfieren  los  artículos  15  y  18  de  la  Orden  213, 
de  efectuar  detenciones  siempre  que  presencien  ó  tengan 
noticias  de  la  perpetración  de  un  delito  y  sin  perjuicio 
también  de  la  facultad  que  á  los  Jueces  de  Instrucción  de 
la  Orden  228,  serie  corriente,  (**)  de  hacer  traer  á  su  pre- 
sencia cuantas  personas  puedan  contribuir  al  esclareci- 
miento de  los  hechos  denunciados. 


(*)     Esta  se  publicó  en  la  página  396. 

(**)     Véase  más  adelante  la  Orden  228,  1900.  Página  429. 
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19.  Que  prescribiendo  la  segunda  de  las  -disposiciones 
:  finales  de  la  Orden  213,  que  se  entenderán  como  comple- 
mentarias las  disposiciones  del  Código  Penal  y  de  la  Ley 

.de  Enjuiciamiento  Criminal,  podrá,  siempre  que  sea  im- 
posible expedir  el  mandamiento  en  la  forma  que  prescribe 
.el  artículo  8o  de  la  Orden  213,  por  ignorarse  el  nombre  del 
paradero  del  acusado,  librarse  la  requisitoria  y  utilizarse 
cualquier  otro  medio  utilizado  por  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal. 

20.  Que  estando  la  Policía  autorizada  por  los  artícu- 
los 15  y  18  de  la  referida  Orden  213  para  efectuar  deten- 
ciones, con  ó  sin  mandato  judicial  siempre  que  presencien 
ó  tengan  noticias  de  la  perpetración  de  un  delito,  para 
ocupar  las  armas  que  llevare  el  detenido,  yi  aún  podrá  ad- 
mitirle fianza  á  fin  de  asegurar  su  •comparecencia,  puede 
considerarse  encomendada  á  la  policía  la  práctica  de  las 
primeras  diligencias  que  tiendan  á  evitar  que  desaparez- 
can las  huellas  del  delito. 

21.  Que  las  delitos  no  -comprendidos  en  el  artículo  41 
de  la  Orden  213  quedan  sujetos  á  los  preceptos  contenidos 
en  el  Código  Penal  y  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal vigentes. 

22.  Que  los  Jueces  Correccionales  no  admitan  ni  pro- 
muevan cuestiones  de  competencia,  sin  perjuicio  de  inhi- 
birse del  conocimiento  de  cualquier  asunto  en  los  casos  en 
que  lo  crean  prudente. 

23.  Que  con  arreglo  al  artículo  4o  de  la  Orden  213  só- 
lo .puede  exigirse  una  fianza  que  no  exceda  de  $500  con 
uno  ó  más  fiadores,  según  disponga  el  Juez. 

24.  Que  la  Poilicía  no  puede  por  su  propia  cuenta,  más 
que  conducir  á  los  delincuentes  é  invitar  á  les  testigos  y 

f  demás  personas  que  con  sus  declaraciones  puedan  «contri- 
buir al  esclarecimiento  de  los  hechos,  á  que  espontánea- 
mente comparezca  ante  el  Juez  respectivo,  debiendo  espe- 
rar órdenes  de  este  caso  de  negarse  aquellos  á  compa- 
recer. 

25.  Que  eontra  las  sentencias  que  dicten  los  Jueces 
Municipales  en  Juicio  de  Faltas  no  habrá  recurso  al- 
guno. (*)  ^  ^ 

30.  Que  él  Ayuntamiento  obligado  á  facilitar  los  li- 
bros ó  impresos  que  sean  necesarios  á  los  Jueces  de  Ins- 
trucción para  sus  funciones  de  Correccionales,  es  sólo  el 
de  la  cabecera  de  partido  judicial;  y 

31.  Que  los  Jueces  Correccionales  deberán  instruir  á 
los  testigos  "de  la  obligación  en  que  están  de  ser  veraces, 


(*)     La  disposición  26  á  la  29  suprimidas  en  virtud  de  lo  dis- 
;  puesto  en  la  Orden  84  de  1902.  Fagina  399. 
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pudiende  leerle  -cuando  lo  crean  conveniente  ó  lo  pida* 
cualquiera  de  las  partes,  las  disposiciones  vigentes  sobre 
perjurio. 

Lo  que  se  publica  en  la  "Gaceta  de  la  Habana,"  para 
general  conocimiento. 

Habana,  5  de  Octubre  de  1900. — Miguel  Gener,  Secre- 
tario de  Justicia. 


Circular  de  la  Secretaría  de  Justicia  de  13  de  Enero  de  1902 

SÜBSECBETARÍA 

Con  esta  fecha  se  dice  por  esta  Secretaría  al  Juez  Co- 
rreccional de  Cienfuegos  lo  que  sigue : 

* '  Señor :  Visto  el  oficio  de  usted,  fecha  22  de  Noviem- 
bre último,  consultando  si  "en  la  causa  en  que  figuren  co- 
mo acusados  autoridades  aidministrativas  de  poblaciones 
en  que  no  haya  Audiencia,  ó  sean  capitales  de  provincias, 
por  algún  delito  de  los  enuimerados  en  el  artículo  41  de  la 
Orden  213,  serie  de  1900,  del  Cuartel  General  de  la  Divi- 
sión de  Cuba,  deben  conocer  las  Salas  de  Justicia  de  las 
Audiencias  respectivas  ó  tienen  jurisdicción  para  ello  los 
Jueces  Correccionales ; ' '  yi  visto  también  el  informe  etaiiti- 
do  acerca  de  este  asunto  por  la  Sala  de  Gobierno  del  Tri- 
bunal Supremo,  de  acuerdo  con  el  parecer  de  ella,  el  se- 
ñor Secretario  se  ha  servido  resolver  con  esta  fecha  que  se 
diga  á  usted  cómo  lo  verifico,  que  la  jurisdicción  de  los 
Jueces  Correccionales  para  conocer  de  los  delitos  que  las 
órdenes  vigentes  les  atribuyen,  no  puede  estar  limitada  si- 
no por  precepto  expreso  de  la  Ley ;  que  como  tal  precepto- 
no  existe,  no  es  posible  establecer  una  excepción  donde  el 
Legislador  no  la  ha  consignado ;  y  que,  por  tanto,  en  el 
caso  de  la  consulta  pueden  los  Jueces  Correccionales  co- 
nocer de  las  causas  á  que  la  misma  se  refiere.' ' 

Lo  que  de  orden  del  señor  Secretario  se  publica  en  la 
Gaceta  de  la  Habana' '  para  general  conocimiento.  Ha- 
bana, Enero  13  de  1902. — Arturo  Arástegui,  Subsecretario. 


i  i 


FIANZA  DE  TESTIGOS 
Orden  número  228  de  Junio  de  1900 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  siguiente 
orden : 

Primero :  Los  Jueces  de  Primera  Instancia,  en  vista 
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de  pruebas  suficientes  al  efecto,  podrán  obligar  á  cual- 
quier persona,  cuya  declaración  conduzca  ó  sea  necesaria 
al  esclarecimiento  del  hecho  que  se  persigue  en  cualquier 
procedimiento  criminal,  á  prestar  fianza  personal  ó  de 
cualquier  clase,  á  discreción  del  Juzgado,  de  que  compa- 
recerá y  declarará  en  dicho  procedimiento  criminal,  y  con 
este  fin  el  Juez  podrá  expedir  un  mandamiento  de  arresto, 
firmado  por  él  y  llevando  el  sello  del  Juzgado,  contra  esta 
persona,  ordenando  á  cualquier  funcionario  autorizado 
para  cumplir  las  órdenes  del  gobierno,  que  le  detenga  y 
conduzca  á  su  presencia. 

Si  el  detenido  de  que  se  ha  hecho  referencia  descui- 
dare o  rehusare  de  prestar  la  fianza  en  la  forma  prescrita, 
quedará  sujeto  á  la  vigilancia  Ide  la  autoridad  y  obligado 
á  presentarse  cada  cinco  días  al  Juzgado  ó  Tribunal,  has- 
ta que  éste  ó  aquél  le  declare  libre  de  esta  obligación.  El 
que  en  tales  circunstancias  tratare  de  «burlar  ó  burlarse  la 
vigilancia  de  la  autoridad,  será  detenido  y  permanecerá 
«n  prisión  por  todo  el  tiempo  que  dure  la  tramitación  de  la 
causa  á  discreción  del  Juez  ó  Tribunal. 


DERECHO  MERCANTIL 


SECRETARIA  DE  JUSTICIA  DE  LA  ISLA  DE  CUBA 

Habana,  Septiembre  28  de  1900> 
Señor  Gobernador  Militar  de  Cuba. 
Honorable  señor: 

Desíde  hace  largo  tiemlpo  viene  quejándose  el  coaaer* 
ció  al  por  mayor  de  la  facilidad  con  que  no  pocos  comer- 
ciantes al  por  menor  obtienen  de  ellos  dinero  ó  mercan- 
cías, para  pagar  al  fin  de  la  semana,  ó  del  mes  ó  a  mayor 
plazo ;  y  cuando  el  plazo  vence,  se  encuentran  los  acreedo- 
res burlados,  (porque  los  deudores  han  traspasado  sus  es* 
tablecimientos  fraudulentamente  á  terceras  personas,  á 
quienes  no  se  puede  probar  su  complicidad  en  el  fraude,  y 
quedan,  según  nuestras  leyes,  completamente  irresponsa- 
bles á  las  deudas  contraídas  por  el  transí  érente  para  el  es- 
tablecimiento. Esto  tiene  notablemente  quebrantado  el 
crédito  del  comercio  al  por  menor  en  toda  la  Isla,  con  gra- 
ve perjuicio  de  los  comerciantes  de  buena  fe  pertenecien- 
tes á  esa  misma  respetable  clase  y  que  constituyen  inmen- 
sa mayoría. 

Por  otra  parte  el  comercio  extranjero,  así  el  europeo 
como  el  americano,  en  su  afán  de  extender  sus  relaciones 
de  negocios  á  esta  Isla,  por  estimar  favorable  para  ello  la 
necesidad  de  reconstrucción  y  fomento  en  que  se  encuen- 
tre el  país  y  la  riqueza  natural  del  del  anismo,  circunstan- 
cias que  hateen  presumir  el  próximo  renacimiento  y  rápi- 
do desarrollo  de  nuestra  industria,  se  apresta  a  establecer 
negociaciones  de  todas  clases  con  nuestro  alto  comercio. 

Ese  movimiento,  tan  propicio  á  la  prosperidad  gene- 
ral del  país  necesitará  ser  apoyado  é  impulsado  por  el  cré- 
dito que  se  dispense  á  nuestros  comerciantes  é  industria- 
les en  general. 

Y  á  ese  crédito  han  de  contribuir  en  gran  manera  los 
datos  que  respecto  de  cada  uno  en  particular,  referentes 
á  giros,  puedan  suministrarse. 

A  fin,  pues,  de  dar  garantía  y  el  ^consiguiente  desarro- 
llo al  crédito  tan  necesario  en  el  comercio  y  la  industria, 


434 

tengo  el  honor  de  proponer  al  Gobierno  Militar  la  siguien- 
te orden : 

De  Vd.  respetuosamaente, 

Miguel  Gener. 

Secretario. 


ORDEN  NÜHCBBO  400 
Inscripción  de  establecimientos  en  el  Registro  Mercantil 

Habana,  28  de  Septiembre  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  oilden : 

I.  Desde  esta  fecha  todos  los  -comerciantes  ó  indus- 
triales dueños  de  establecimientos  al  por  mayor  ó  al  por 
menor  en  cualquier  ramo  de  comercio  ó  de  la  industria, 
deberán  inscribirlos  en  el  Registro  Mercantil.  El  carácter 
de  comerciante  ó  industriales  ó  dueños  de  establecimien- 
tos, no  podrá  acreditarse  sin  el  certificado  de  inscripción. 

II.  También  deberá  inscribirse  toda  venta,  cesión, 
traspaso  ó  arrendamiento  que  de  dichos  establecimientos 
hiciere. 

III.  Para  la  inscripción  de  dichos  comerciantes  ó  in- 
dustriales ó  de  sus  establecimientso  bastará  presentarse 
una  solicitud  suscrita  por  el  interesado  ó  por  otra  persona 
á  su  ruego,  autenticada  -aquélla  por  un  Notario,  (*)  en  la 
que,  bajo  juramento,  se  expresarán  las  circunstancias  de- 
terminadas en  el  artículo  28  del  Reglamento  del  Registro 

(*)  El  Secretario  de  Justicia  el  20  de  Octubre  de  1900,  dis- 
puso que  la  fórmula  para  autenticar  las  solicitudes  á  que  se  refiere 
el  art.  3o  de  la  Orden  400,  de  la  serie  de  1900  sea  la  siguiente: 
"Doy  fe  de  la  autenticidad  de  la  solicitud  que  precede. "  En  27  de 
Octubre  del  propio  año  la  Secretaría  de  Justicia  contestó  á  los  No- 
tarios Lliteras  y  Gálvez  Guillen  que  la  fórmula  acordada  por  la 
Secretaría  para  que  los  Notarios  autentiquen  los  solicitudes  de  ins- 
cripción de  comerciantes  é  indutriales  á  que  se  refiere  la  Orden 
400  de  la  serie  de  1900,  sólo  alcanza  á  dar  fe  de  conocer  al  que  for- 
mule la  solicitud  de  dicha  inscripción,  que  éste  ha  jurado  la  cer- 
teza de  las  circunstancias  que  dicha  solicitud  contiene,  y  que  ha 
firmado  á  su  presencia;  y  que  en  el  caso  de  suscribir  la  solicitud  un 
tercero  á  ruego  del  interesado,  la  autenticación  se  refiere  á  dicho 
tercero,  y  al  juramento  bajo  el  cual  debe  éste  firmarla,  de  haber 
«ido  rogado  por  el  interesado  para  suscribirla  á  su  nombre  en  los 
términos  en  que  está  redactada. 

Lo  que  se  publica  en  la  ' '  Gaceta  de  la  Habana ' '  para  general 
conocimiento.  Habana,  Octubre  31  de  1900.  José  Raúl  Sedaño,  Je- 
fe de  la  Sección  de  los  Eegistros  y  del  Notariado. 
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Metfcantil,  y  adetaás,  si  así  le  eotnviniere,  el  capital  con 
que  rige  6  haya  de  girar  ó  el  valor  de  sus  negocios  como 
comerciante ;  todo  según  la  estimación  que  haga  el  mismo 
interesado. 

Los  Notarios  no  podrán  cobrar  m'ás  de  cincuenta  cen- 
tavos de  peso  en  moneda  americana  por  autenticar  cada 
solicitud, 

IV.  Por  falta  de  inscripción  dentro  de  los  ocho  días 
siguientes  «d  en  que  dé  comienzo  á  sais  negocios  ó  abra  su 
establecimiento  el  comerciante  ó  industrial  quedará  in- 
curso  en  una  multa  de  veinte  y  cinco  (pesos  en  moneda 
americana. 

V.  Ninguna  venta,  cesión,  traspaso  ó  arrendamiento 
perjudicará  á  tercero,  mientras  no  conste  su  inscripción 
en  el  Registro,  y  aún  después  de  inscrito,  sietapre  será  el 
adquirente  responsable  de  los  sueldos  que  se  adeuden  á 
los  dependientes  que  existían  en  el  establecimiento  al 
tiempo  de  hacerse  la  transferencia. 

VI.  Cualquier  comerciante  ó  industrial  inscrito  en  el 
Registro  Mercantil,  sea  acreedor  de  un  establecimiento, 
por  pagaré,  cuenta  ó  recibo  firmado  por  el  que  tenga  di- 
cho establecimiento  inscrito  á  su  nombre  y  que  proceda 
de  dinero  ó  efectos  suplidos  ó  servicios  prestados  al  pro- 
pio establecimiento,  podrá  inscribir  en  el  Registro  su  cré- 
dito, presentando  el  documento  en  que  conste  y  jurando 
la  certeza  de  la  firoma  del  deudor.  La  inscripción  se  hará 
por  medio  de  uü  lasiento  en  el  libro-registro  correspon- 
diente, firmado  por  el  acreedor,  en  el  que  constará  el  ju- 
ramento prestado  por  éste  y  se  copiará  íntegramente  el  tí- 
tulo de  la  deuda.  Si  esta  constare  por  documento  público 
otorgado  por  el  deudor  no  serán  necesarios  la  interven- 
ción personal  del  acreedor,  ni  su  juramento  ni  la  inserción 
íntegra  de  la  escritura  de  la  cual  sólo  se  relacionará  lo 
esencial. 

VII.  Cuando  el  establecimiento  respecto  del  cual  ha- 
ya de  inscribirse  una  deuda,  exista  en  lugar  distinto  del 
en  que  se  contrajo  ésta  al  acreedor  ¡podrá  acudir  al  Regis- 
tro Mercantil  en  que  esté  inscrito  él  como  comerciante, 
con  una  copia  literal  suscrita  por  él,  del  documento  de  la 
deuda,  y  jurará  la  certeza  de  la  deuda  y  de  la  firma  del 
deudor  (puesta  en  el  documento  original.  El  Registrador  á 
continuación  de  la  copia  hará  constar  la  exactitud  de  és- 
ta, lia  identidad  del  acreedor  que  la  autoriza,  estar  éste 
inscrito  eomo  coJmericiante,  su  domicilio  eomercial  y  el  ju- 
ramento por  el  mismo  prestado.  Puesta  dicha  nota  autori- 
zada con  la  firma  del  Registrador  y  sello  del  Registro  se 
devolverá  la  citada  copia  al  acreedor,  quien  podrá  con 
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ella  obtener  la  inscripción  de  la  deuda  en  el  Registro  dei 
distrito  en  que  «está  situado  el  eataMechniettto  del  deudor. 
También  pondrá  nota  el  Registrador  en  el  documento  ori-= 
ginal  que  recogerá  de  nuevo  el  'acreedor,  con  las  referen^ 
cias  necesíarias  á  la  copia  del  (mismo  espedida.  Otra  copia, 
qtaedará  en  poder  del  acreedor. 

VIII.  También  se  anotarán  en  el  Registro  los  embar- 
gos que  por  medio  de  miandamienítos  por  duplicado  dis- 
pongan los  Juzgados  y  Tribunales,  conservando  el  Regis- 
trador tino  de  los  ejemplares  del  mandamiento. 

IX.  Si  al  intentar  *la  inscripción  de  uto  crédito  ó  ano- 
tación de  un  embargo  sobre  cualquier  establecimiento  re- 
sultare tío  estar  éste  inscrito  á  nomlbre  del  deudor,  podrá 
hacerse  dicha  inscripción  ó  anotación  en  el  concepto  de 
preventivo  y  bajo  la  responsabilidad  del  que  la  pidiere;, 
quedando  éste  obMgado  á  presentar  dentro  de  los  ocho 
días  siguientes  al  día  )de  la  inscripción  preventiva  una 
certificación  de  que  en  la  fecha  de  la  inscripción  ó  anota- 
ción la  licencia  ó  matrícula  del  establecimiento  estaban 
expedidas  á  nombre  del  deudor.  Si  lá  presentare,  la  ins- 
cripción ó  anotación  tpreventiva  adquirirá  desde  ese  mo- 
mento el  carácter  de  definitiva  haciéndose  constar  por  me- 
dio de  un  nuevo  asiento ;  debiendo  conservar  la  certifica- 
ción presentada  el  Registrador  para  su  resguardo.  Si,  por 
el  contrario,  no  se  presentare  esta  quedará  nula  de  dere- 
cho la  inscripción  ó  anotaicióm  preventiva,  cancelándose 
en  nuevo  asiento  por  el  Registrador. 

X.  Todo  aquel  que  adquiera  por  cualquier  título  un 
establecimiento  comercial  ó  industrial,  será  responsable 
solidariamente  con  el  transí  érente,  de  todas  las  deudas- 
inscritas  ó  embargos  anotados  sobre  dicho  establecimien-- 
to  hasta  el  mo'mento  de  quedar  inscrita  aquella  transfe- 
rencia. 

XI.  Para  cancelar  la  inscripción  que  haya  hecho  de 
cualquier  crédito  bastará  con  que  la  solicite  el  acreedor 
que  pidió  la  inscripción ;  para  lo  cual  se  extenderá  en  el 
mismo  libro  registro  un  asiento  en  que  se  consigne  esa  so* 
licitud,  suscrito  por  dicho  acreedor. 

XII.  Hecha  la  inscripción  de  un  crédito  se  devolverá 
#1  acreedor  el  do'cumeaito  que  haya  servido  para  ello,  en 
el  cual  extenderá  el  Registrado  la  correspondiente  nota 
de  haberse  inscripto.  De  dicho  documento  no  deberá  des- 
prenderse el  acreedor,  sino  mediante  las  seguridades  ne- 
cesarias para  no  quedar  expuesto  á  que  el  deudor  niegue 
después  la  certeza  de  la  deuda  del  documento  que  sirvió 
para  la  inscripción  y  le  reclame  las  responsabilidaides  con-* 
siguientes  por  perjurio  y  daños  y  perjuicios. 

XIII.  También  el  deudor  podrá  obtener  la  eaücela- 
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«ción  de  la  inscripción,  presentarido  ni  Registrador  el  do- 
cumento original  que  -sirvió  para  la  inscripción,  el  eu#l 
quedará  en  «poder  de  este  últiímo  para  su  resguardo. 

XIV.  Todo  el  que  transfiera  por  cualquier  título  un 
«estábleeimiento  mereantál  inklustri&l  deberá  hacerla  por 
medio  de  documento  en  que  'consignara  bajo  juramento  y 
detaUaldamente  las  deudas  del  establecimiento  ó  #0  (tener 
ninguna.  Si  luego  apareciera  alguna  deuda  no  eonsignaqla 
¿en  el  documento,  quedará  sujeto  «a)l  transferente  á  la  pe- 
nalidad señalada  al  perjurio  aJdemás  de  la  >c¿vil  por  los 
daño®  y  perjuicios. 

XV.  Toda  venta,  cesión,  traspaso  ó  araendanaáenio 
que  no  eonste  «por  contrato  escrito  hará  responsable  tanto 
.al  transiéronte  -como  el  aidquirente  al  pago  de  las  deudas. 

XVI.  El  <que  inscribiere  una  deuda  que  luego  resulte 
no  ser  cierta  ó  presente  para  la  inscripción  un  t-íocumento 
cuya  firma  atribuida  al  deuldor  no  fuere  legítima  incurri- 
rá en  la  reaponsabilidja'd  señalada  al  perjurio  además  de 
la  civil  por  danos  y  perjuicios. 

XVII.  Las  insco'ipicáones,  anotaciones  y  cancelaciones 
se  harán  en  el  migmo  da  en  que  se  presenten  los  documen- 
tos que  las  motiven. 

XVIII.  (!)  Todas  las  disposiciones  contenidas  en 
esta  Orden  serán  aplicables  á  títulos  de  propiedad  indus- 
trial, patentes  de  invención  y  marcas  ó  títulos  comercia- 
les, industriales  ó  de  fábricas,  las  cuales  para,  ese  efecto  se 
considerarán  como  establecimientos  industriales. 

XIX.  (2)  Las  multas  que  en  esta  Orden  se  imponen,  se 
harán  efectivas  en  la  Oficina  de  Hacienda  correspondien- 
-te.  Los  Registradores  quedarán  obligados  á  participar  á 
dicha  Oficina  los  casos  que  se  hayan  incurrido  en  dichas 
muátas  y  de  que  tengan  cono!cimiento  por  razón  de  sus 
fundones. 


(1)  Léase  la  Orden  siguiente. 

(2)  Secretaría  de  Justicia. — Con  objeto  de  evitar  las  dudas 
que  han  surgido  en  la  interpretación  del  artículo  XIX  de  la  Orden 
número  400  de  1900,  se  publica  para  general  conocimiento  la  si- 
guiente aclaración:  1©  El  parte  que  los  Registradores  Mercantiles 
están  obligados  á  dar  á  las  oficinas  de  Hacienda  correspondientes 
cuendo  por  razón  de  sus  funciones,  tengan  conocimiento  de  que  un 
comerciante  ó  industrial  no  ha  hecho  su  incripción  en  los  términos 
que  ordena  el  artículo  IV  de  la  referida  Orden  400  se  entenderá 
como  la  declaratoria  de  quedar  incurso  en  la  multa  los  infractores 
del  precitado  artíclo  IV. — 2°  Puesta  dicha  infracción  en  conoci- 
miento de  la  Oficina  de  Hacienda  respectiva,  ésta  procederá  á  ha- 
cer efectiva  la  relacionada  multa,  utilizando  para  ello  el  procedi- 
mento  de  apremio  que  tiene  contra  los  deudores  á  la  Hacienda  pú- 
blica. 

Habana,  Agosto  7  de  1901. — José  Várela,  Secretario  de  Jus- 
ticia.   (Gaceta  10.  de  Agosto.) 
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XX.  Lo»  Registradores  expedirán  dentro  del  día,  las 
certificaciones  en  relación  6  literales  qe  se  »le  pidan  de  lo 
que  conste  en  el  Registro,  consignando  en  aellas  para  quién 
las  expiden. 

XXI.  En  el  lugar  más  público  y  visible  del  edificio  en 
que  está  instalado  el  Registro  habrá  una  tablilla  donde  se 
fijará  'diariamente  un  cartel  en  que  ¡consten  las  inscripcio- 
nes, anotaciones  y  cancelaciones  que  en  el  día  se  hayan 
hecho.  Cada  cartel  diario  permanecerá  en  la  tablilla  du- 
rante ocho  días. 

XXII.  Los  Registradores  Mercantiles  no  podrán  co- 
brar más  de  un  peso  en  moneda  americania  por  cada  ins- 
cripción, íaeotaición,  cancelación  ó  ¡asiento  de  cualquier 
clase  que  hagan  relativa  á  comerciantes  ó  á  industriales 
al  por  mayor  y?,  al  por  nuenor  é  igual  cantidad,  por  cada 
certificación  en  relación  ó  negativa  que  expidan,  com- 
prendiéndose como  tales  las  copias  que  autoricen  y  á  que 
se  refiere  el  artículo  VII  de  esta  Orden.  Si  la  certificación 
fuera  lateral,  Cobrará  además  diez  centavos  en  moneda 
americana  por  cada  asiento  que  se  inserte  á  excepción  del 
prhnero. 

XXIII.  Los  Registradores  remitirán  mensuahneaite  á 
la  Sección  de  «los  Registros  de  la  Secretaría  de  Justicia  un 
estado  ó  relación  de  los  asientos  de  todas  clases  que  du- 
rante el  mes  hayan  extendido  así  como  las  certificaciones 
expedidlas  y  derechos  deveng'ado®  por  cada  concepto. 

DISPOSICIONES   TRANSITORIAS 

Ia  Se  concede  todo  el  anes  de  Noviednbre  de  1900,  pa- 
ra la  inscripción  de  los  actuales  comerciantes  á  que  se  re- 
fiere esta  Orden,  establecimientos  y  títulos  de  propiedad 
industrial,  patentes  de  invención  y  marcas  y  títulos  co- 
merciales, industriales  ó  de'  fábrica.  El  que  no  hiciese  la 
inscripción  dentro  de  dicho  término  quedará  ineurso  en  la 
multa  de  veinte  y  cinco  pesos  en  oro  americano. (*) 

2a  Los  Registradores  llevarán  un  índice  especial  de 
todos  los  asientos  relativos  á  establecimientos  mercantiles 
ó  industriales  al  por  mayor  ó  al  por  menor. 

3a  Los  Registros  en  lia  forma  que  se  establecen  en  es- 
ta orden  emjpezarán  á  funcionar  el  día  primero  del  citado 
mes  de  Noviembre  próximo  entrante. 

4a  Mientras  no  se  nombren  por  la  Secretaría  de  Jus- 
ticia los  Registradores  Mercantiles  que  deban  encargarse 
de  los  Registros,  continuarán  encargados  de  ellos  interi- 
namente los  Registradores  de  la  Propiedad  de  las  Capita- 

(*)     Léase  la  Orden  40  de  1901.  Página  440. 
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les  de  la  Provincia  que  hoy  los  tienen  á  su  cargo,  en  cuan- 
to a  los  libras  de  ¡comerciantes  y  de  sociedades,  pero  limi- 
tados al  territorio  que  abarca  su  jurisdicción  como  tales 
Registradores  de  la  Propiedad.  Los  demás  Registradores 
de  la  Propiedad  se  encargarán  de  los  Registros  mercanti- 
les en  cuanto  á  dichos  dos  libros  y  respecto  á  la  zona  com- 
prendida dentro  de  su  respectiva  jurisdicción ;  para  cuyo 
efecto,  procederán  inmediatamente  á  abrir  'los  dos  libros 
referidos.  Del  tercer  libro,  destinado  á  la  inscripcdán  de 
buques,  continuarán  encargados  también  interinamente 
los  Registradores  de  la  propiedad  que  los  tienen  á  su 
cargo. 

Los  Registradores  de  las  Capitales  de  Provincia  re- 
mitirán dentro  de  veinte  días  á  los  demás  Registradores, 
de  la  propiedad  que  los  tienen  á  su  cargo. 

Los  Registradores  de  las  Capitales  de  Provincia  re- 
mitirán dentro  de  veinte  días  á  los  demás  Registradores: 
de  la  provincia  certificación  de  todos  los  asientos  que  en 
los  dos  referidos  libros  existan  relativos  á  sociedades  y  á 
comerciantes  particulares  establecidos  en  el  territorio  co- 
rrespondiente á  cada  uno  de  los  últimos  respectivamente* 
á  fin  de  que  estos  puedan  reproducir  dichos  asientos  en  los 
nuevos  libros  que  han  de  abrir. 

Ni  unos  ni  otros  devengarán  derechos  por  las  expre- 
sadas certificaciones  y  asientos  que  se  harán  de  oficio. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor,. 

J.   B.   HlCKEY. 
(Gaceta  3  Septiembre.) 


ORDEN  NXTMEBO  67 

Habana,  6  de  Mayo  de  1901. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  lo  siguiente : 

I.  A  propuesta  del  Secretario  de  Justicia,  queda  por- 
la  presente  revocada  la  parte  del  artículo  XVIII  de  la  Or- 
den número  400  (*)  serie  de  1900  del  Cuartel  General  de 
la  División  de  Cuba,,  que  dispone  la  inscripción  de  paten- 
te de  invención  y  títulos  ó  marcas  comerciales,  industria- 
les ó  de  fábrica  en  el  Registro  Mercantil. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor,. 

J.   B.   HlOKEY. 
(Gaceta  6  Marzo  1900.) 


(*)     Léase  la  Orden  anterior. 
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ORDEN  NUMERO  416 

Endosos  de  cheques  cuando  sus  tenedores  no  sepan  Ó  no  puedan 
firmar. 

Habana,  5  de  Octubre  de  1900. 

Él  Gobernador  General  de  Cuba,  ha  tenido  á  bien 
disponer  la  publicación  de  lo  siguiente  para  conocimiento 
y  guía  de  quienes  interese : 

I.  En  todos  los  -casos  en  que  los  tenedores  de  cheques 
pagaderos  á  la  orden,  no  sepan  ó  no  puedan  firmar  y  de- 
seen «endosar  dichos  documentos,  6  recibir  el  pago,  podrán 
verificarlo,  haciendo  que  alguna  escriba  el  nombre  de  los 
mencionados  tenedores  en  dicho  cheque  poniendo  estos  te- 
nedores su  aruz  (6  señal)  al  lado  de  dicho  nombre,  y  ha- 
ciendo taimbdén  que  dos  personas  firmen  en  el  respaldo  de 
dicho  icheíque  'como  testigos  de  haberse  puesto  la  cruz  (6 
señal) ;  estos  testigos  escribirán  asimismo,  sus  direcciones, 
y  tales  endosos  se  considerarán  legales  y  válidos  en  todos 
los  casos. 

II.  Tratándose  de  cheques  de  la  Tesorería  de  la  Isla, 
se  necoanienda  que  los  endo&os  (todos  sean  técnica  y  legal- 
niente  -correctos;  pero  la  Depositaría  pagadpra  resolverá 
sobre  la  suficiencia  de  toldos  los  endosos  de  los  cheques  diT 
chos,  y  ipodrá  pagar  los  mismos  cuando  tenga  suficiente 
garantía  para  sí. 

III.  Todas  las  leyes,  ordenes  ó  decretos  que  se  opon- 
gan á  las  precedentes  disposiciones  quédah  por  la  presen- 
te revocados. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J'.   B.   HlOKEY. 
{Gaceta  10  Octubre.) 


ORDEN  NUMERO  40 

Prórroga  pata  la  inscripción  de  establecimientos  mercantiles  en  el 
Registro  Mercantil. 

Habana,  80  de  Enero  de  1901. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta,  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

El  plazo  concedido  por  el  párrafo  primero  de  las  Dis- 
posiciones Transitorias  de  la  Orden  núm.  400  (*)  de  la  se- 

(*)     Léase  esta  Orden  en  la  página  434. 


-«mil 
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rie  de  1900,  que  fué  prorrogado  por  la  Orden  número  482, 
de  igual  serie,  hasta  31  de  Diciembre,  de  1900,  se  prorro- 
ga nueviamente  hasta  el  15  de  Febrero  de  1901,  retrotra- 
yendo la  vigencia  de  la  presente  Orden  al  primero  del  pre- 
sente mes,  á  los  efectos  de  no  incurrir  en  la  penalidad  es- 
tablecida en  la  -primera  de  la&  Disposiicones  Transitqrias 
citada,  los  que  ®e  hayan  inscripto  después  del  31  de  Di- 
ciembre y  .'antes  de  la  publicación  de  esta  Orden. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.   B.   HlOKEY. 
{Gaceta  30  Enero.) 


OEDEN  NTJMEEO  436 

CUARTEL  GENERAL  DE  LA  DIVISIÓN  DE  CUBA, 

Habana,  11  de  Octubre  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Chiba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  a  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

Queda  anoidficado  el  precepto  del  artículo  7o  del  Re- 
glamento interino  para  la  Organización  y  Régimen  del 
Ttegistro  Mercantil  en  la  forma  siguiente : 

Los  tomos  del  Libro  de  comerciantes  particulares  se 
cotmpondrán  de  doscientos  folios  útiles. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.   B.   HlOKEY. 


LEGISLACIÓN  HIPOTECARIA 

I  HH)  PRRR  LO  EJEII1  DE  II LEÍ  Müll 


ORDEN  NUMERO  174 

Ultimo  plazo  para  la  traslación  de  asientos  antiguos  Á  los  moderó- 
nos lloros  del  Registro  de  la  Propiedad. 

Habana,  £6  de  Abrü  de  1900. 

m 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  Idel  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  a  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  «iguienite  ondem : 

El  día  31  de  'Diciembre  de  1900  (*)  vencerá  definiti- 
vamente el  plazo  para  trasladar  asientos  antiguos  á  los  mo- 
dernos libros  del  Registro  de  la  Proipiedad,  cuyas  trasla- 
ciones se  hubieren  solicitado  conforme  al  artículo  397  de 
la  ley  Hipotecaria,  basta  el  29  de  Agosto  de  1894. 

BI  día  Io  de  Enero  de  1901,  los  Registradores  de  la 
Propiedad  declararán  caducada»  de  oficio  todas  la»  peti- 
ciones de  traslación  y  traslaciones  no  realiziadas  hasta  el 
31  de  Dieidmibre  de  1900,  siendo  responsables,  en  cual- 
quier otro  caso,  ante  los  Tribunales  ordinarios,  de  los  per- 
juicios que  irroguen  á  los  que  tienen  ya  inscriptos  sus  de- 
rechos en  los  modernos  libros  del  Registros  de  1«,  Pro- 
piedad. 

El  Brigadier  General  de  Voluntarios,. 

Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adita  R.  Chaffe. 

(Gaceta  27  Abril.) 


ORDEN1  NUMERO  514 

Prórroga  del  plazo  concedido  por  la  orden  anterior 

Habanaf  19  de  Diciembre  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Hacienda,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publi- 
cación de  la  siguiente  orden : 

El  plazo  concedido  por  la  Orden  núm.  174, (**)  serie* 


(*)     Léase  la  Oíden  que  se  publica  á  continuación. 
(**)     Léase  la  Orden  anterior. 
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corriente  de  este  Cuartel  General,  para  trasladar  asientos 
antiguos  á  los  modernos  libros  del  Registros  de  la  Propie- 
dad, se  prorroga,  por  la  presente,  hasta  el  día  28  de  Fe- 
brero de  1901,  inclusive  á  los  efeetos  del  artículo  397  de 
la  ley  Hipotecaria  y  de  los  artículos  449  á  456  inclusive 
del  Reglamento  para  su  ej  ecuación. 

El  Teniente  Coronel  de  Estado  Mayor, 

H.  L.  Scott. 

{Gaceta  20  Diciembre.) 


SECRETARIA  DE  JUSTICIA 

Sobre  expedientes  posesorios 

SECCIÓN  DE  LOS  REGISTROS  Y  DEL  NOTARIADO 

Habana,  H  de  Diciembre  de  1901. 

El  señar  Secretario,  por  acuerdo  del  día  12  del  co- 
rriente mes,  teniendo  en  icuenta  que  el  párrafo  primero  de 
la  regla  -cuarta  del  artículo  391  de  laJey  Hipotecaria,  dis- 
pone que  ' '  el  que  trate  de  inscribir  su  posesión  presentará 
una  certificación  del  Alcaide  ó  Autoridad  encargado  del 
cobro  de  la  contribución  territorial  en  al  pueblo  en  cuyo 
término  municipal  radiquen  los  bienes ;"  atendiendo  las 
indicaciones  hechas  por  el  señor  Secretario  de  Hacienda, 
relativas  á  que  el  triplicado  de  la  declaración,  que  confor- 
me á  la  Orden  335  (*)  de  la  serie  de  1900,  deben  devolver 
a  los  contribuyentes  las  Juntas  Municipales,  sólo  tienen 
el  carácter  de  simple  eomprdbante  que  se  dá  á  los  mismos 
á  fin  de  que  pueda  evitar  los  perjuicios  que  se  les  ocasio- 
naban en  épocas  anteriores,  no  amillarándolos,  sus  fincas, 
á  pesar  de  las  declaraciones  (presentadas,  para  considerar- 
los después  como  defraudadores ;  y  á  que,  como  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  la  misma  orden,  esas  declaraciones  no 
tienen  eficacia  para  los  efectos  del  empadronamiento, 
mientras  no  sean  examinadas  y  comprobadas  por  las  Jun- 
tas y  consignadas  en  los  respectivos  Registros  del  Aimilla- 
ramiento,  y  en  diversas  consultas  formuladas  a  dicha  Se- 
cretaría de  Haicienda,  se  ha  dispuesto  que  cuando  se  pre- 
sente más  de  una  declaración  sobre  una  finca,  se  admitan 

(*)  La  Orden  335  serie  de  1900  á  que  hace  referencia  se  ocu- 
pa del  "Keglamento  para  la  formación  de  los  padrones  que  han  de 

•servir  de  base  á  la  contribución  directa  sobre  la  propiedad  territo- 
rial en  esta  Isla"  que  fué  publicada  en  la  li Gaceta  de  la  Habana" 

^correspondiente  al  día  4  de  Septiembre  de  1900. 
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todas,  consignándose  en  los  respectivos  Registros  del  Ami- 
llaramiento,  y  en  diversas  consultas  formuladas  á  dicha 
Secretaría  de  Hacienda,  se  ha  disipuesto  que  -cuando  se 
presente  más  de  una  declaración  sobre  una  finca,  se  ad- 
mitan todas,  -consignándose  en  los  Registros  y  dejándose 
á  los  Tribunales  ordinarios  la  resolución  de  las  cuestiones 
que  pudieran  susteitan&e  con.  ese  motivo ;  "ha  resuelto  que 
en  la  instrucción  de  los  expedientes  posesorios,  el  certifi- 
cado del  Alcalde  ó  Autoridad  ein  'cuyo  Término  municipal 
radiquen  los  bienes  no  puede  ser  sustituido  ipor  el  tripli- 
cado de  plantilla  ó  relación  jurada,  que  se  devuelve  á  los 
interesados  «al  hacer  la  declaración  de  sus  fincas,  toda  vez 
que  éste  no  brinda  las  garantías  que  aquél ;  y  que,  por  tan- 
to en  los  expedientes  posesorios  en  que  dichos  triplicados 
se  admitan,  no  se  cumple  con  lo  dispuesto  en  el  párrafo  Io 
de  la  regla  4a  del  artículo  391  de  la  ley  Hipotecaria." 
Lo  que  de  orden  del  señor  Secretario  se  publica  en  la 
Gaceta  de  la  Habana"  para  general  conocimiento. 

José  Raúl  Sedaño, 
Jefe  de  Sección  de  los  Registros  y  del  Notariado. 

{Gaceta  3  Enero  1902.) 


<í 


ORDEN  NUMERO  69 

Litro  para  anotar  las  solicitudes  de  certificaciones  que  se  presenten 
en  el  Registro. 

Habana,  11  de  Marzo  de  1901. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  toa  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Desde  el  día  primero  de  Abril  de  1901,  los  Regis- 
tradores de  la  Propiedad  llevarán,  con  carácter  de  oficial, 
además  de  los  libros  á  que  hoy  están  obligados  por  la  Le- 
gislación Hipotecaria,  un  libro  diario  icón  las  mismas  for- 
malidades establecidas  en  el  artículo  223  del  Reglamento 
dictado  para  la  ejecución  de  la  ley  Hipotecariia,  ein  cuyo 
libro  se  anotarán  las  solicitudes  de  certificaciones  que  se 
presenten  en  dichos  oficinas. 

Los  asientos  de  presentación  del  libro  á  «que  se  refiere 
el  párrafo  anterior  de  este  artíclo,  serán  cancelados  den- 
tro del  término  que  la  Ley  señala  para  la  expedición  de 
las  certificaciones  solicitadas,  haciéndose  constar  al  pie  de 
dicho  asiento  los  honorarios  que  con  arreglo  al  Arancel 
deben  percibir  los  Registradores,  hayanse  ó  no  recogido 
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por  los  solicitantes  las  certificaciones,  sin  perjuicio  de 
otorgar  el  oportuno  recibo  talonario  y  poner  al  pie  de  la 
certificación  la  nota  de  los  honorarios,  según  está  dis- 
puesto. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor,. 

J.  B.  Hickey. 
(Gaceta  12  Marzo.) 


OBDEN  NUMEBO  221 
Calificación  de  documentos 

Habana,  16  de  Octubre  de  19Q1. 

El  Ooibeniador  Militar  de  Cuba,  a  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justáicia,  'ha  «tenido  a  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Por  la  presente  se  entenderán  -modificados  los  ar- 
tículos 80  y  277  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la 
ley  Hipotecaria,  en  el  sentido  de  que  en  las  localidades 
donde  haya  más  de  un  Registrador  de  la  Propidead,  (cuan- 
do ocurra  el  caso  á  que  dichos  artículos  se  refieren,  subsis- 
tirá al  Registrador  implicado  otro  de  los  Registradores 
del  mismo  lugar,  el  cual  practicará,  bajo  su  responsabili- 
dad, las  operaciones  que  aquél  tenía  que  realizar. 

II.  En  su  consecuencia,  el  artículo  80  citado  se  enten- 
derá adicionado  en  la  siguiente  forma : 

"En  las  poblaciones  donde  haya  más  de  un  Begistro,  los  docu- 
mentos se  calificarán,  bajo  su  responsabilidad,  por  el  Begistrador  á 
quien  corresponda  la  sustitución,  percibiendo  éste  los  honorarios 
Correspondientes  con  arreglo  al  Arancel." 

Asimismo  el  artículo  277  queda  adicionado  eon  el  si- 
guiente párrafo : 

"En  las  poblaciones  donde  haya  más  de  un  Begistro,  esa  ope- 
ración se  practicará  bajo  su  responsabilidad,  por  el  Begistrador  & 
quien  corresponda  la  sustitución,  el  que  percibirá  los  honorarios  co- 
rrespondientes con  arreglo  al  Arancel." 

III.  Siendo  la  Habana  el  único  lugar  de  la  Isla  donde 
existe  más  de  un  Registro,  á  los  de  esta  Capital  se  refiere 
lo  dispuesto  en  los  artículos  precedentes ;  y,  desde  luego, 
el  orden  de  sustitución  se  fija  en  'la  siguiente  forma :  al 
Registrador  del  Centro,  lo  sustituirá  el  del  Mediodía;  á 
éste,  el  de  Occidente ;  y  al  de  Occidente,  el  del  Centro. 

IV.  Siempre  que  en  -cumplimiento  de  la  Ley  ó  de  las 
disposiciones  que  preceden,  un  Registrador  ejerciere  las 
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funciones  de  ®u  cargo  en  otro  Registro  que  el  que  desem- 
peñe en  propiedad,  la  fianza  prestada  para  garantizar  el 
desempeño  de  ®u  empleo  será  también  aplicable  á  todos  los 
actos  oficiales  que  poi*  razón  de  dicha  sustitución  ejecu- 
tare. 

V.  Por  la  presente  quedan  derogadas  todas  las  resolu- 
ciones que  da  algún  modo  se  opongan  al  cuanjplimiento  de 
lo  dispuesto  en  esta  Orden. 

El  Ayudante  General  interino, 

Edwakd  Carpenteb, 

ler.  Teniente  del  Querco  de  Artillería. 
(Gaceta  17  Octubre.) 


ORDEN  NUMERO  48 

Plazo  para  efectuar  la  inscripción  en  los  libros  del  Registro  de  la 
Propiedad.  Recurso  gubernativo. 

Habana,  22  de  Abril  de  1902. 

El  Gobernador  Miliitar  de  Cuba,  a  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  Orden: 

I.  El  artículo  56  del  Reglamento  General  para  la  eje- 
cución de  la  ley  Hipotecaria,  vigente  en  la  Isla  de  Cuba, 
se  entenderá  redactado  em  la  siguiente  forma: 

"La  inscripción  se  hará  por  los  Registradores  dentro  de  los 
quince  días  siguientes  al  de  la  presentación  de  la  Carta  de  pago  del 
impuesto  de  derechos  reales;  y  si  no  lo  devengare  el  título,  lo  que' 
se  hará  constar  en  él,  en  igual  término,  contados  desde  la  fecha  del 
asiento  de  presentación." 

"Si  transcurriese  dicho  plazo  sin  vreiflcarse  la  inscripción,  el 
Registrador,  excepto  en  el  caso  de  existir  algún  impedimento  mate- 
rial é  inevitable,  será  multado  por  cada  día  de  demora  á  razón  de 
cinco  pesos  por  cada  día;  y  dichas  multas  serán  impuestas  por  el 
Presidente  de  la  Audiencia  correspondiente,  previa  audiencia  del 
Registrador  con  entrega  de  una  copia  de  la  queja  dentro  de  un  pe- 
ríodo de  cinco  días;  sin  que  esto  impida  el  ejercicio  del  derecho 
que  le  asista  al  perjudicado  de  reclamar  los  perjuicios  que  se  le  ha- 
yan ocasionado  por  la  demora. " 

"La  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  será  defini- 
tiva." 

II.  La  reclamación  gubernativa  autorizada  por  los  ar- 
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tículos  66  de  la  ley  Hipotecaria  y  111,  112  y  115  del  Re- 
glamento para  la  ejecución  de  la  misma  se  ajustará  a  los 
trámites  que  por  esta  Orden  se  establecen. 

III.  Presentado  el  recurso  ante  el  Juez,  éste  inmediata- 
mente concederá  audiencia  al  Registrador  por  el  término 
perentorio  de  einco  días,  y  sucesivamente,  al  Notario  en 
el  «aso  del  párrafo  2o  del  artículo  113  del  Reglamento.  Si 
el  Registrador  dejare  transcurrir  el  término  sin  evacuar 
el  trámite,  tanto  en  este  caso  como  en  todos  los  otros  en 
que  eonforme  á  esta  Orden  se  le  conceda  audiem'eia  ó  se  le 
pida  informe  dentro  del  término  fijo,  será  apremiado  á 
cumplirlo  con  una  multa  de  cinco  á  veinticinco  pesos  por 
cada  día  que  demore,  sin  perjuicio  de  mayor  corrección 
cuando  las  circunstancias  lo  ameriten.  Si  el  Notario,  cuan- 
do proceda,  no  evacuare  el  trámite  en  el  término  señalado, 
será  apremiado  en  igual  forma. 

IV.  Interpuesta  'alzada  ante  el  Juez  de  la  resolución 
de  éste,  dentro  del  término  señalado  en  el  artículo  112  del 
Reglamento,  lo  hará  saiber  á  los  que  hayan  sido  parte  en 
el  expediente  y  sin  más  demora  lo  elevará  al  Presidente 
de  la  Audiencia  ante  el  cual  y  dentro  de  los  diez  días  si- 
guientes al  día  que  termine  el  plazo  para  la  interposición 
de  la  alzada,  ipodrán  las  dichas  partes  comparecer  y  repre- 
sentar por  escrito  una  sola  vez  lo  que  juzguen  convenien- 
te á  su  derecho.  Vencido  dicho  plazo  de  diez  días,  dentro 
de  otra  igual  el  Presidente  dictará  su  resolución. 

V.  El  mismo  procedimiento  establecido  en  el  párrafo 
anterior  se  seguirá  para  alzadas  que  se  interpongan  con- 
tra las  resoluciones  del  Presidente  de  la  Audiencia  para 
ante  el  del  Tribunal  Supremo,  conforme  á  las  disposicio- 
nes vigentes,  con  las  modificaciones  siguientes  en  cuanto  á 
los  plazos :  el  término  para  comparecer  y  representar  los 
interesados  será  de  diez  días  cuando  el  recurso  proceda  de 
las  Audiencias  de  la  abana,  Matanzas,  Santa  Clara  y  Pinar 
del  Río,  y  de  veinte,  cuando  proceda  de  las  de  Santiago  de 
Cuba  y  Puerto  Príncipe ;  y  el  plazo  para  dictar  resolución 
será  de  quince  días. 

VI.  El  plazo  para  promover  el  recurso  gubernativo  á 
que  se  refiere  el  artículo  120  del  Reglamento  será  de  ocho 
días,  y  establecido  el  recurso  se  procederá  conforme  á  lo 
prevenido  en  el  párrafo  4o  de  esta  Orden.  La  audiencia 
concedida  en  el  artículo  121  al  Tribunal  ó  Juez  y  al  Regis- 
trador será  por  el  término  de  cinco  días  improrrogables  y 
la  resolución  se  dictará  dentro  de  los  diez  días  siguientes 
á  la  fecha  en  que  se  hubiere  recibido  el  último  informe. 

VII.  La  alzada  concedida  en  el  artículo  122  del  Regla- 
mento se  sustanciará  y  decidirá  en  los  términos  preveni- 
dos en  el  párrafo  V  de  esta  Orden. 
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VIII.  En  el  caso  del  articulo  153  del  Reglamento, 
cuando  el  Presidente  de  la  Audiencia  necesitare  reclamar 
datos  del  Registrador,  señalará  á  éste  para  que  los  facili- 
te, un  término  también  perentorio  que  no  excederá  de  diez 
días  y  dictará  su  resolución  dentro  de  los  diez  días  si- 
guientes á  la  fecha  en  que  hufoiere  recibido  los  datos. 
Cuando  no  los  reclame  resolverá  dentro  de  un  plazo  igual 
á  partir  del  día  siguiente  al  de  la  fecha  en  que  la  parte 
interesada  haya  comparecido  ante  él. 

IX.  La  audiencia  concedida  al  Registrador  y  recu- 
rrente por  el  artículo  154  del  Reglamento  será  por  térmi- 
no de  cinco  días  improrrogables  á  'cada  uno  y  el  plazo  pa- 
ra dictar  resolución  será  de  quince  días.  Si  se  pidieren  do- 
cúmlentos  para  resolver  la  Sala  señalará  el  plazo  que  á 
juicio  de  la  misma  fuere  suficiente  para  su  presentación  y 
entre  tanto  quedará  en  suspenso  el  curso  del  término  para 
dictar  resolución. 

X.  Siempre  que  se  deje  sin  efecto  la  negativa  de  un 
Registrador  se  le  señalará  un  término  que  no  excederá  de 
ocho  días  para  realizar  la  operación  que  hubiere  negado, 
la  cual  realizará  sin  percibir  por  ella  honorarios  de  ningu- 
na 'clase,  dando  inmeddataimente  cuenta  de  haberla  reali- 
zado á  la  Autoridad  que  hu'biere  dictado  la  resolución. 

XI.  Da  Sala  de  Gobierno  de  las  Audiencias  y  el  Pre- 
sidente del  Tribunal  Supremo  cuando  en  definitiva  resuel- 
van los  recursos  gubernativos  podrán  condenar  en  las  cos- 
tas del  mismo  al  Registrador  que  notoriamente  hubiere 
procedido  sin  razón  legal  ó  sostenido  con  temeridad  los 
recursos.  Estas  costas  sólo  comprenderán  los  honorarios 
de  los  letrados  de  que  se  hubieren  valido  las  partes  recla- 
mantes. 

XII.  La  impugnación  de  las  costas  á  que  se  refiere  el 
párrafo  anterior,  se  hará  ante  la  Sala  de  Gobierno  de  la 
Audiencia  que  las  hubiere  impuesto  y  en  su  caso  ante  el 
Pesidente  del  Tribunal  Supremo  y  se  harán  efectivas  con- 
forme á  las  disposiciones  que  rigen  respecto  á  las  que  se 
imponen  en  los  procedimientos  judiciales. 

XIII.  Las  demoras  que  se  observen  y  las  demás  in- 
fracciones de  estas  reglas  serán  corregidas  disciplinaria- 
mente por  los  Superiores  gerárquicos  al  conocer  de  estos 
recursos,  aplicando  las  correcciones  que  autoriza  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  lcon  los  recursos  que  contra  ellas 
otorga  la  misma. 

XIV.  Del  cumplimiento  de  esta  Orden  queda  encar- 
gado el  Secretario  de  Justicia. 

El  Ayudante  General, 

H.  L.  Scott. 
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SECRETARIA  DE  ESTAftO  Y  JUSTICIA 

Requisitos  previos  para  efectuar  las  anotaciones  é  inscripciones  en 
el  Registro  de  la  Propiedad. 

Decreto  N*.  356. 

A  propuesta  del  (Secretario  de  Estado  y  Justicia  y 
usando  de  las  facultades  que  me  están  conferidas,  venga 
en  diotar  el  siguiente  Decreto : 

El  párrafo  primero  del  artículo  275  del  Reglamento 
General  dictado  para  la  ejecución  de  la  Ley  Hipotecaria, 
queda  redactado  en  la  forma  siguiente : 

No  se  verificará  anotación  ni  inscripción  alguna  sin 
que  previamente  se  «acredite  el  pago  ded  impuesto  de  de- 
rechos reales  y  «trasmisión  de  «bienes,  si  lo  devengare  el  ac- 
to ó  contrato,  ó  la  nota  de  exención  estampada  por  la  ofi- 
cina liquidadora.  Se  exceptúan  las  anotaciones  preventi- 
vas dispuestas  por  mandaimdentos  judiciales  y  las  cance- 
laciones de  las  mismas,  que  se  harán,  en  los  libros  del  Re- 
gistro, sin  que  sea  necesaria  la  presentación  de  los  man- 
damientos en  la  Oficina  Liquidadora  del  impuesto  por  tra- 
tarse de  actos  que  no  devengan  derechos  fiscales. 

Este  Decreto  surtirá  sus  efectos  desde  la  publicación 
del  mismo  en  la  " Gaceta  Oficial  de  la  República." 

Dado  en  el  Palacio  de  la  Presidencia,  en  la  Habana,  á 
primero  de  Septiembre  de  1905. 

T.  Estrada  Palma.  ' 

Presidente 

Jpan  F.  O'Farrill, 

Secretario  de  Estado  y  Justicia. 

(Gaceta  6  Septiembre  1905.) 


SECRETARIA  DE  JUSTICIA  E  INSTRUCCIÓN  PUBLICA 
Sección  de  los  Registros  y  del  Notariado 

Visita  la  ¡consulta  elevada  por  el  señor  Registrador  de 
la  Propiedad  de  San  Antonio  de  los  Baños  y  lo  propuesto 
por  la  sección  de  los  Registros  y  del  Notariado ;  esta  Se- 
cretaría ha  acordado  declarar  «que  los  días  comprendidos 
desde  el  25  de  Diciembre  hasta  el  2  de  Enero  de  cada  año, 
en  que  vacan  los  Tribunales  y  Juzgados,  no  se  reputarán 
feriados  a  los  efectos  de  las  operaciones  que  deban  prac- 
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ticarse  en  los  Registros  de  la  Propiedad,  los  euales  esta- 
rán abiertos  durante  el  período. 
Habana,  Octubre  21  de  1899. 

El  Secretario, 

J.  A.  González  Lanuza. 

(Gaceta  2  Noviembre.) 
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HEGISTKO  GENEEAL  DE  ACTOS  DE  ULTIMA  VOLUNTAD 

Abrü  12  de  1898. 

DECRETO 

Artículo  Io  D^sde  el  Io  de  Marzo  del  corriente  año  se 
llevará  en  la  Sección  de  los  Registros  y  del  Notariado,  un 
Registro  General  de  actos  de  última  voluntad.  Servirán 
de  base  al  Registro  general  los  particulares  que  también 
se  llevarán  en  cada  uno  de  los  Decanatos  de  los  Colegios 
Notariales  de  esta  Ma. 

Artículo  2o  En  el  Registro  General  se  tomará  razón : 
Io  de  los  testamentos  abiertos  ó  "cerrados,  revocaciones, 
retractación  de  éstas,  donaciones  mortis  causa,  declaracio» 
nes  de  póliza  en  que  se  dispone  de  bienes  qu'e  pueden  ad- 
quirirse en  lo  sucesivo  y  en  gen-eral  de  todo  acto  relativo 
á  la  ■expresión  ó  modificación  de  la  última  voluntad  en  que 
intervenga  Notario.  2o  De  las  declaraciones  que  hagan  los 
Jueces  de  ser  «testamento  el  ológrafo  ó  el  cerrado  que  con 
tal  objeto  les  hubiere  sido  presentado,  ó  el  dicho  de  los 
testigos  eai  su  caso.  3o  De  las  ejecutorias  que  afectan  la 
validez  de  los  testamentos. 

Artículo  3o  Tanto  el  Registro  General  como  los  parti- 
culares se  llevarán  en  hojas  que  contengan  impresas  las 
casillas  siguientes:  ¡Primera.  Nombres  y  apellidos  de  los 
otorgantes;  Segunda:  ¡Su  naturaleza;  Tercera:  Vecindad 
ó  domicilio;  Cuarta:  Estado;  Quinta:  Nombres  y  apeLli- 
dos  de  sus  padres ;  (Sexta :  Notario  ó  funcionario  que  haya 
autorizado  el  aoto  ó  Juez  que  haya  hecho  la  declaración  ó 
dictado  el  auto  y  Escribano  que  haya  intervenido ;  Sépti- 
ma :  Población  en  que  tenga  lugar ;  Octavo :  Pecha ;  Nove- 
no :  Clase  de  acto  de  última  voluntad ;  Décima :  Observa- 
ciones. 

Artículo  4o  El  Registro  General  y  los  particulares  de 
cada  Colegio  Notarial  serán  reservados  bajo  la  responsa- 
bilidad del  personal  destinado  é  ese  servicio  en  la  Sección 
y  Decanatos  de  los  Colegios  Notariales. 

Sólo  «podrán  expedirse  certificaicones  de  lo  que  resul- 
te del  Registro  General  en  los  casos  siguientes :  Primero : 
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cuando  los  pidan  los  Jueces  6  Tribunales  ó  las  Autorida- 
des para  asuntóos  del  servicio.  Segundo :  cuando  las  solici- 
ten los  (mismos  otorgantes  -acreditando  su  personalidad. 
Tercero :  cuando  se  pidan  por  -cualquier  persona  sd  acredi- 
ta ó  consta  ya  acreditado  en  documento  fehaciente  el  fa- 
llecimiento de  aquella  de  quien  se  desea  saber  si  aparece  6 
registrado  algún  acto  de  última  voluntad. 

I/as  certificaciones  se  expedirán  por  el  oficial  encar- 
gado del  Negociado  del  Notariado  con  el  Visto  Bueno  del 
Jefe  de  la  Sección  en  el  papel  del  timbre  correspondiente 
que  facilitarán  los  solicitantes,  quienes  abonarán  por  de- 
rechos la  cantidad  de  un  peso  metálico  (*)  por  cada  certi- 
ficación. El  producto  se  destinará  á  'los  gastos  de  personal 
y  materia!  necesario  de  la  Sección.  De  toda  certificación 
que  se  expida,  quedará  archivada  la  minuta  correspon- 
diente, autorizada  con  la  rúbrica  del  Jefe  de  la  Sección  y 
media  firima  del  Oficial. 

Artículo  5o  Los  Jueces  y  Notarios  de  la  Isla  que  de 
cualquier  modo  intervengan  en  los  actos  que  se  relacionan 
en  el  artículo  2o  se  dirigirán  dentro  de  tercero  día  á  con- 
tar desde  el  otorgamiento  ó  declaración  ai  Decano  del  res- 
pectivo Colegio  Notarial,  una  comunicación,  en  la  que  por 
párrafos  separados  y  numerados  se  consignen  las  noticias 
expresadas  en  el  artículo  3o.  En  el  caso  de  no  poderlas  ex- 
presarlas todas,  manifestarán  ser  las  únicas  adquiridas. 

Tan  pronto  como  los  Notarios  remitan  la  comunica- 
ción, lo  harán  constar  así  por  nota  al  margen  del  respecti- 
vo instrumento,  devengando  por  ello  un  peso  metálico  que 
deberá  satisfacer  el  otorgante.  La  mitad  de  lo  que  los  No- 
tarios recauden  por  ese  concepto  ingresará  en  la  Tesore- 
ría del  Colegio  Notarial  respectivo,  destinándose  en  cuan- 
to sea  necesario  á  costear  los  gastos  que  este  nuevo  servi- 
cio origine.  (*) 

Artículo  6o  Inmediatamente  que  los  Decanos  de  los 
Colegios  Notariales  reciban  las  comunicaciones  á  que  se 
refiere  el  artículo  anterior,  dispondrán  que  se  comuniquen 
los  datos  en  el  Registro  particular  que  ha  de  llevarse  en 
el  Decanato. 

El  Registro  particular  de  cada  territorio  se  llevará 
por  orden  alfabético  de  apellidos  en  hojas  encasilladas, 
formadas  en  papel  común,  que  se  encuadernarán  anual- 
mente, quedando  á  cargo  de  las  respectivas  Juntas  del 

(a)  Hoy  se  expiden  en  papel  blanco  y  sin  exacción  de  dere- 
chos, según  resolución  de  la  Secretaría  de  Justicia,  de  17  de  Enero 
de  1900,  que  se  publica  á  continuación.  Página  460. 

(*)  La  Orden  418  de  1900.  (Léase  esta  orden  que  se  publica 
más  adelante)  modificó  este  artículo,  debiéndose  dar  el  parte  á  que 
se  refiere  el  mismo  día  en  que  tenga  lugar  el  acto.  Página  460. 
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modo  de  llenar  este  servicio.  La  Sección  facilitará  a  los 
mismos  las  hojas  necesarias,  que  también  serán  de  papel 
común,  para  que  en  las  respectivas  casillas  por  orden  al- 
fabético de  apellidos,  se  consignen  los  datos  que  contén- 
ganlas comiunieaeioneg;  destinando  hojas  enteras  a  cada 
letra  del  alfabeto. 

Artículo  7o  En  los  días  Io  y  16  de  cada  ¡mies,  remitirán 
los  Decanos  de  los  'Colegios  Notariales,  á  la  Sección  de  los 
Registros  y  del  Notariado  las  hojas  que  estén  completa- 
mente llemas,  manifestando  en  la  comunicación  el  núflnero 
de  los  -que  se  acompañan,  el  de  los  que  quedan  empezados 
y  el  de  asientos  que  contiene  cada  una  de  éstas,  con  ex- 
presión de  la  letra  á  que  corresponda.  Si  el  día  que  la  re- 
misión haya  de  efectuarse,  no  se  hubiese  llenado  por  com- 
pleto ninguna  de  las  hojas  que  corresponden  á  ama  letra, 
se  aplazará  para  el  siguiente  y  entonces  se  verificará  aun- 
que no  esté  llena  ninguna  hoja. 

La  Sección  formará  el  Registro  General  con  las  hojas 
que  se  remitan  por  los  Decanos  de  los  Colegios  Notariales. 
Además,  se  llevará  un  índice  riguroso  alfabético  que  fa- 
cilite la  línea  de  los  asientos  en  el  Registro  general. 

Artículo  8o  Siempre  que  se  solicite  declaración  de  que 
una  persona  ha  fallecido  a'bintestato  ó  la  aprobación  judi- 
cial de  particiones  practicadas  en  virtud  de  cualquier  ac- 
to de  última  voluntad,  se  presentará  en  el  respectivo  Juz- 
gado certificado  de  la  Sección  de  los  que  consten  registra- 
dos ó  de  que  no  consta  ninguno  del  causante. 

El  certificado  se  unirá  á  los  autos  y  sin  perjuicio  de 
que  el  Juez  en  su  vista  acuerde  lo  que  estime  procedente, 
cuidará  al  hacer  la  declaración  de  ifallecimiento  abintes- 
tato,  ó  al  aprobar  las  particiones,  de  que  se  consigne  el 
contenido  de  la  certificación. 

Artículo  9o  Los  Notarios  que  sean  requeridos  para 
dar  fe  de  actos  de  adjudicación  ó  de  partición  de  'bienes 
adquiridos  por  herencia  testada,  exigirán  que  los  intere- 
sados les  presenten  certificado  de  la  Sección  en  que  cons- 
te si  existe  ó  no  registrado  algún  otro  acto  de  última  vo- 
luntad del  causante.  El  certificado  se  unirá  á  la  materia  y 
se  insertará  en  las  copias  que  se  expidan. 

Artículo  10.  Los  Registradores  de  la  Propiedad  harán 
constar  brevemente  en  la  inscripción  de  todos  los  bienes 
adquiridos  por  herencia  testada  ó  intestidaa,  el  contenido 
de  la  certificación  de  la  Sección  y  la  suspenderán  por  de- 
fecto subsanaible  si  ésta  no  se  inserta  en  la  escritura  ó  en 
el  auto  de  declaración  ó  aprobación  judicial. 

Artículo  11.  La  Sección  de  los  Registros  y  del  Nota- 
riado ejercerá  la  alta  inspección  de  este  servicio  y  corre- 
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•gira  gubernativamente  las  faltas  que  se  cometieren,  por 
los  funcionarios  encargados  del  (mismo. 

Dado  en  la  Habana,  á  12  de  Abril  de  1898. 

Ramón  Blanco. 

MI  Secretario  de  Gracia  y  Justicia 
y  Gobernación, 

Antonio  Govín. 

(Gaceta  15  de  Abril.) 


El  señor  Secretario  de  Justicia,  ipor  resolución  de  esta 
fecha  (17  de  Enero  de  1900)  se  ha  servido  disponer  ique  se 
expidan  en  lo  adelante  sin  exacción  de  derechos  de  ningu- 
na clase  las  certificaciones  del  Registro  de  Actos  de  Ulti- 
ma voluntad  (que  fué  creado  por  Decreto  de  12  de  Abril 
de  1898. 

(Gaceta  18  Enero  1900.) 


LEGALIZACIONES 
Decreto  de  18  de  Noviembre  de  1899 

La  firma  del  Secretario  de  los  Estados  Unidos  legali- 
zando las  firmas  de  funcionarios  del  Gobierno  de  los  Es- 
tados Unidos  deberá  ser  legalizada  á  su  vez  por  el  Secre- 
tario de  Estado  y  Gobernador  (hoy  Justicia)  de  Cuba  an- 
tes de  surtir  los  efectos  legales. 

El  Secretario, 
J.  A.  González  Lanuza. 

•(Gaceta  de  21  Noviembre  1899.) 


TKRDEN  NUMERO  418 

Octubre  10  de  1900. 

Se  modifica  el  artículo  5o  del  Decreto  de  12  de  Abril 
de  1898  (*)  que  creó  el  Registro  General  de  Actos  de  Ulti- 
ma Voluntad. 

El  Gobernador  Militar  de  Ouba  ordena  la  publicación 
de  lo  siguiente : 

(*)     Léase  en  la  página  457. 
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El  artículo  5o  del  Decreto  de  12  de  Abril  de  1898  que- 
estableció  en  esta  Isla  «el  Registro  de  Ultimas  Voluntades 
se  entenderá  redactado  en  la  forma  siguiente : 

Los  Jueces  y  Notarios  de  la  Isla  que  de  cualquier  mo- 
do intervengan  en  los  actos  qne  se  relacionen  con  el  ar- 
tículo 2o  de  este  Decreto,  dirigirán  en  el  mismo  día  que 
tenga  lugar  la  declaración  ú  otorgamiento  á  la  Sección  de* 
los  Registros  y  del  Notariado  y  al  Decano  del  respectivo 
Colegio  Notarial  comunicaciones  en  que  por  párrafos  se- 
parados y  numerados  se  consignen  las  noticias  expresadas- 
en  el  art.  3o  de  este  Decreto.  En  el  icaso  de  no  poder  expre- 
sarlas todas,  manifestarán  ser  las  únicas  adquiridas.  Tan 
pronto  como  los  Notarios  remitan,  las  comunicaciones  in- 
dicadas en  el  párrafo  anterior  lo  harán  constar  así  por  no- 
ta al  margen  del  respectivo  instrumento,  sin  que  devenga- 
ren por  ello  derecho. 

(Gaceta  de  11  de  Octubre  1898.) 


LEGALIZACIÓN  DE  DOCUMENTOS  DE  ADUANAS 

Habana,  25  de  Mayo  de  1899. 

Se  hace  público  para  general  conocimiento,  que  todos* 
los  documentos  que  requieran  legalización  notarial  en  es- 
ta Aduana,  serán  certifi'cados  por  «un  Notario  público  de- 
bidamente autorizado  como  «tal. 

(Decreto  de  25  de  Mayo  de  1899.) 

El  Administrador  de  Admnas  de  Cuba,. 
Tacker  H.  Bliss. 

(Gaceta  de  25  de  Mayo  1899.) 


ORDEN  NUMERO  IOS 

CUARTEL  GENERAL  DE  LA  DIVISIÓN  DE  CUBA. 

Habana,  6  de  Marzo  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  siguiente 
orden : 

Desde  esta  fecha  quedan  autorizados  los  Notarios  de 
la  Isla  de  Cuba,  para  hacer  todas  las  'traducciones  'que  les 
sean  necesarias  en  el  ejercicio  de  su  profesión,  las  cuales 
practicarán  bajo  su  responsabilidad,  expresándolo  así  en 
los  documentos  que  otorguen  y  sin  que  puedan  ser  releva- 
dos de  ella  por  ningún  motivo. 
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Esta  facultad  se  "conceda  sólo  á  los  Notarios  que,  por 
conocer  el  idioma  de  los  extranjeros  que  contraten  ente 
ellos  ó  aquél  en  -que  estén  escritos  ó  á  que  deban  traducir- 
le los  documentos  que  se  les  presenten,  pueden  hacer,  por 
sí  mismos,  las  traducciones.  Este  particular  deberán  con- 
signarlo también  en  los  documentos  «que  autoricen. 

El  Brigadier  General  de  Voluntarios, 
Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  E.  Chaffe. 

{Gaceta  7  Marzo.) 


OBDEN  NUMERO  86 

SO  Marzo  1901. 

Se  faculta  á  los  Notarios  para  autorizar  toda  clase  de  documentos  6 
actos  extrajudiciales  que  hayan  de  otorgarse  de  acuerdo  con 
las  leyes  extranjeras 

El  Gobernador  Militar  de  Ouba,  a  propuesta  del-  Se- 
cretario de  Justicia  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

Io  Todos  los  Notarios  de  la  Isla  de  Cuba,  quedan,  por 
la  presente,  facultados  para  autorizar  toda  ¡clase  de  con- 
tratos ó  actos  extrajudiciales  que  hayan  de  otorgarse  de 
acuerdo  con  las  leyes  de  países  extranjeros,  en  que  deban 
ser  registradas  y  surtir  sus  efectos  legales,  ya  se  refieran 
ó  no  á  la  propiedad  inimueble. 

2o  Quedan  asimismo,  por  la  presente  autorizados  di- 
chos Notarios,  para  tomar  juramento  y  relaciones  por  es- 
crito bajo  juramento;  para  tomar  y  legalizar  declaracio- 
nes que  hayan  de  utilizarse  en  el  extranjero,  y  para  dar 
fe  de  documentos  de  todas  clases  y  legalizarlos. 

3o  Calquier  juramento  y  relación  por  escrito  bajo  ju- 
ramento, hechos  ante  Notario  Público  se  estimarán  pres- 
tado con  arreglo  á  la  Ley,  a  los  efectos  de  la  aplicación 
de  'las  penas  establecidas  en  la  orden  número  116  (*)  serie 
de  1900  del  Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba. 

4o  Para  cada  firma  y  sello  que  deban  fijarse  en  los  do- 
cumentos expresadois,  devengará  el  Notario  un  peso 
($1.00).  moneda  de  los  Estados  Unidos.  En  todo  caso  que 
la  matriz  ó  copia  sea  hecha  por  el  Notario,  el  Arancel  vi- 
gente se  aplicará. 

(Gaceta  31  Marzo  1901.) 


(*)     Esta  Orden  se  publica  en  la  parte  de  Derecho  Penal  de 
esta  obra.  Página  318. 
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ORDEN  NUMERO  410 

8  Octubre  1900. 

REDACCIÓN    DE    INSTRUMENTOS    PÚBLICOS 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

Queda  por  la  presente  ¡modificado  el  artículo  2  (*)  de 
la  Instrucción  General  de  13  de  Agosto  de  1893  sobre  la 
manera  de  redactar  los  instrumentos  públicos  sujetos  á 
Registro  debiendo  leerse  «coono  sigue: 

La  designación  de  toda  persoan  que  intervenga  en 
cualquier  acto  ó  contrato  sujeto  á  inscripción,  se  hará  ex- 
presando su  nombre,  apellidos  paterno  y  materno,  aunque 
no  acostumbre  á  usar  más  que  uno  de  ellos,  edad,  estado 
civil,  profesión  y  domicilio.  Si  fuere  conocido  con  un  se- 
gundo nombre  unido  a)l  primero  se  expresará  también  és- 
te. Si  se  tratare  de  persona  casada  en  segundas  ó  posterio- 
res nupcias  se  expresarán  los  nombres  de  los  consortes  di- 
funtos y  del  vivo  y  las  fechas  y  períodos  de  duración  de 
cada  matrimonio  y  de  la  viudes. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.    B.    HlCKEY. 
(Gaceta  9  Octubre  1900.) 


OEDEN  NUMERO  424 

Octubre  12  de  1900. 

Partes  diarios  a  la  Sección  de  los  Registros  y  del  Notariado  de  las 
escrituras  autorizadas  en  las  24  horas  anteriores 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden: 

Io  Desde  el  día  Io  de  Noviembre  de  1900  todo  Notario 
remitirá  diariamente  á  la  Sección  de  los  Registros  y  del 
.Notariado  de  la  Secretaría  de  Justicia,  un  índice  ó  rela- 

(*)  Este  artículo  2  de  la  Instrucción  General  citado  dice  así: 
u<Art.  2»  La  designación  de  toda  persona  que  intervenga  en  cual- 
quier acto  ó  contrato  sujeto  á  inscripción  se  hará  expresando  su 
nombre,  apellidos  paterno  y  materno,  aunque  no  acostumbre  a  usar 
más  que  uno  de  ellos,  edad,  estado  civil,  profesión  y  domicilio.  Si 
fuese  conocido  con  un  segundo  nombre  unido  al  primero  se  expre- 
sará también  éste." 
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ción  de  todas  las  escrituras  que  en  las  24  horas  transcurri- 
das desde  las  cinco  de  la  tarde  del  día  anterior  se  hayan 
otorgado  ante  él. 

2o  Dicho  índice  ó  relaJción  diaria  se  hará  en  la  misma, 
forma  que  el  índice  ó  relación  que  los  Notarios  están  obli- 
gados á  remitir  mensuatonente  é  la  Audiencia  respectiva. 

3o  El  que  faltare  en  el  cumplimiento  de  lo  dispuesta 
por  el  art.  Io  será  -castigado  con  muülta  no  mayor  de  cien 
pesos,  moneda  de  los  Estados  Unidos,  6  suspensión  ó  se- 
paración del  oficio ;  quedando  autorizado  el  Secretario  de* 
Justicia  ipa/ra  imponer  prudenciahnente  dicha  (penalidad 
en  sus  distintos  grados,  según  las  circunstancias  de  cada, 
caso. 

(Gaceta  de  13  de  Octubre  de  1900.) 


CONTRATOS  DE  FIANZAS  DE  EMPLEADOS 

DE  CORREOS 

ORDEN  NUMERO  486 

Diciembre  2  de  1900. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
•ción  de  la  siguiente  orden: 

Io  En  las  poblaciones  que  no  existan  Notarios  Públi- 
cos autorizará  los  contratos  de  fianza  que  se  otorguen  pa- 
ragaramtizar  la  gestión  de  los  empleados  del  Servicio  Pos- 
tal, el  Juez  Municipal. 

2o  Lois  Jueces  Municipales  llevarán  un  Registro  en 
que  conste  la  celebración  de  dichos  contratos  de  fianza, 
devengando  por  este  servicio  dos  pesos  ($2)  moneda  dé- 
los Estados  Unidos,  que  pagarán  los  fiadores. 

3o  Cada  vez  que  los  referidos  Jueces  autoricen  dichos- 
contratos  lo  participarán  á  la  Sección  de  los  Registros  y 
del  Notariado  de  la  Secretaría  de  Justicia. 

4o  El  Juez  Municipal  que  faltare  al  cumplimiento  dé- 
lo dispuesto  en  <el  artículo  anterior,  será  castigado  con 
una  multa  no  mayor  de  cien  pesos,  moneda  de  los  Estados- 
Unidos,  ó  suspensión  ó  separación  del  cargo;  quedando 
a/utorizado  el  ¡Secretario  de  Justicia  para  imponer  prudeai- 
cialmenite  dicha  penalidad  en  sus  distintos  grados,  seguí* 
las  circunstancias  de  cada  caso. 

{Gaceta  4  Diciembre  1900.) 
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MANERA  DE  REDACTAR  ESCRITURAS  DE  CESIÓN 

DE  CRÉDITO  HIPOTECARIO 

SEOEETAEIA  DE  ESTADO  Y  JUSTICIA 

SECCIÓN  DE  LOS  REGISTROS  Y  DEL  NOTARIADO     (*) 

A  propuesta  del  Secretario  de  Estado  y  Justicia,  con 
el  fin  de  evitar  los  perjuicios  que  irroga  á  la  contratación 
lo  dispuesto  en  los  incisos  segundo®  de  los  artículos  50  y 
51  de  'la  Instrucción  General  sobre  la  manera  de  redactar 
los  documentos  públicos  sujetos  á  Registro,  vengo  en  dic- 
tar el  siguiente  Decreto : 

Desde  la  publicación  de  este  Decreto,  los  artículos  50 
y  51  de  la  Instrucción  General  sobre  la  manera  de  redac- 
tar los  documentos  públicos  sujetos  á  Registro  se  enten- 
derán redactados  en  la  forma  siguiente: 

Articulo  50.  Las  escrituras  de  cesión  de  crédito  hipo- 
tecario, expresarán: 

Io  El  nombre,  apeílido,  edad,  estado  y  vecindad  tó  do- 
micilio del  cedente,  del  «cesionario  y  del  deudor. 

2o  La  especie  y  condiciones  del  crédito  cedido. 

3o  El  importe  de  la  cantidad  cedida. 

4o  La  circunstancia  de  haberse  de  dar  conocimiento 
al  deudor  de  este  contrato. 

5o  La  circunstancia  de  dar  fe  el  Notario  de  haber  te- 
nido á  la  vista  la  primera  .copia,  ó  la  segunda,  expedida 
conforme  á  derecho,  de  la  escritura  de  la  constitución  de 
la  hipoteca  cedida  y  que  la  especie  y  condiciones  del  cré- 
dito cedido  se  expresan  con  arreglo  á  lo  que  de  dicha  co- 
pia resulta  «y  que  al  pie  de  la  misma  consta  la  nota  que  dis- 
pone el  -artículo  244  de  la  Ley  Hipotecaria  y  no  la  de  can- 
celación que  previene  'el  artículo  250  de  la  propia  Ley. 

De  toda  escritura  de  cesión  de  crédito  hipotecario  se 
dará  conocimiento  al  deudor  en  los  casos  y  con  las  solem- 
nidades prevenidas  eai  la  Ley  Hipotecaria  y  su  Regla- 
mento. 

Artículo  51.  Todo  el  que  tenga  á  su  favor  una  hipote- 
ca voluntaria  podrá  á  su  vez  hipotecar  este  derecho  á  la 
seguridad  de  otra  obligación,  «con  arreglo  á  la  misma  Ley. 

Estas  escrituras  expresarán : 

Io  El  nombre,  apellido,  edad,  estado  y  domicilio  de 
los  otorgantes  y  del  deudor.- 

2o  La  especie  y  condiciones  del  acto  ó  contrato  en  que 
se  estipula  esta  nueva  hipoteca. 

3o  El  importe  de  la  cantidad  asegurada. 

(*)       Léase  el  Decreto  que  se  publica  á  continuación. 
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4o  La  circunstancia  de  que  esta  segunda  hipoteca  que- 
da pendiente  de  la  devolución  de  la  primera. 

5o  La  circunstancia  de  dar  fe  el  Notario  de  haber  te- 
nido á  la  vista  la  primera  copia,  ó  la  segunda  expedida 
conforme  á  derecho,  de  la  escritura  de  (constitución  de  la 
hipoteca  que  se  da  en  garantía ;  que  la  especie  y  condición 
de  la  hipoteca,  se  expresan  conforme  aparecen  de  la  copia 
de  su  constitución  y  que  al  pie  de  ésta  «consta  la  nota  que 
dispone  el  artículo  244  de  la  Ley  Hipotecaria,  y  no  la  de 
cancelación  que  previene  el  artículo  250  de  la  propia  Ley. 

Dada  en  el  Palacio  de  la  Presidencia,  en  la  Habana,  á 
2  de  Noviembre  de  1904. 

T  .Estrada,  Palma, 

Presidente. 

C.  E.  Ortíz, 

Secretario  de  Estado  y  Justicia. 

(Gaceta  5  Noviembre  1904.) 


MANERA  DE  REDACTAR  ESCRITURAS  DE  CESIÓN 

DE  CRÉDITO  HIPOTECARIO 

SECRETARIA  DE  ESTADO  Y  JUSTICIA 

Decreto  Núm.  239.  (*) 

A  propuesta  del  Secretario  de  Estado  y  Justicia,  con 
el  objeto  de  facilitar  la  cesión  de  créditos  hipotecarios  y 
sub-hipotecas  de  éstos,  he  «tenido  á  bien  dictar  el  siguiente 
Decreto : 

Desde  la  publicación  del  mismo,  los  artículos  50  y  51 
de  la  Instrucción  general  sobre  la  manera  de  redaietar  los 
documentos  públicos  sujetos  á  registro,  se  entenderán  re- 
dactados en  la  forma  siguiente : 

Artículo  50. — Las  escrituras  de  eesióm  de  crédito  hi- 
potecario expresarán: 

Io  El  nombre,  apellido,  edad,  estado  y  vecindad  ó  do- 
micilio del  cedente,  del  cesionario  y  del  deudor. 
2o  La  especie  y  condiciones  del  crédito  cedido. 
3o  El  importe  de  la  cantidad  cedida. 

(*)     Léase  el  Decreto  anteriormente  publicado. 
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4o  La  circunstancia  de  haberse  de  dar  conocimiento 
al  deudor  de  la  cesión. 

5o  La  circunstancia  de  dar  fe  el  Notario  de  haber  te- 
nido á  la  vista  la  primera  ¡capia,  ó  la  segunda  expedida 
conforme  á  derecho,  de  la  escritura  de  la  constitución  de 
la  hipoteca  cedida ;  que  la  especie  y  condiciones  del  crédi- 
to se  expresan  can  arreglo  á  lo  que  de  dicha  capia  resulta 
y  que  al  pie  de  la  misma  consta  la  nota  que  dispone  el  ar- 
tículo 244  de  la  Ley  Hipotecaria  y  no  la  de  eaneelación 
que  previene  el  artículo  250  de  la  propia  Ley. 

Cuando  así  lo  'convengan  las  partes  contratantes,  el 
Notario  prescindirá  de  los  requisitos  á  que  se  refiere  el  pá- 
rrafo anterior ;  debiendo  en  este  caso  el  cedente  jurar  que 
•el  crédito  que  cede  no  está  cancelado  ó  satisfecho,  ni  mo- 
dificada la  escritura  de  su  •constitución,  consignándose  en 
este  último  caso,  si  lo  estuviere,  los  términos  de  la  modifi- 
eaición. 

En  toda  escritura  de  cesión  de  crédito  hipotecario  se 
dará  conocimiento  al  deudor  en  los  casos  y  con  las  solem- 
nidades  prevenidas  en  la  Ley  Hipotecaria  y  su  Regla- 
mento. 

Artículo  51. — Todo  el  que  tenga  á  su  favor  una  hipo- 
teca voluntaria  podrá  á  su  vez  hipotecar  este  derecho  á  la 
seguridad  de  otra  obligación,  con  arreglo  á  la  misma  Ley. 

Estas  escrituras  expresarán : 

Io  El  nombre,  apellido,  edad,  estado  y  domicilio  de  los 
otorgantes  y  del  deudor. 

2o  La  especie  <y  condiciones  del  ajoto  ó  -contrato  en  que 
se  estipula  esta  nueva  hipoteca. 

3o  El  importe  de  la  cantidad  asegurada. 

4o  La  circunstancia  de  que  esta  segunda  hipoteca  que- 
da pendiente  de  la  devolución  de  da  primera. 

.  5o  La  circunstancia  de  dar  fe  el  Notarlo  de  haber  te- 
nido á  la  vista  la  primera  copia,  ó  la  segunda  expedida 
eonforme  á  derecho,  de  la  escritura  de  constitución  de  la 
hipoteca  que  se  da  en  garantía ;  que  la  especie  y  •condicio- 
nes de  la  hipoteca,  se  expresan  coniforme  aparecen  de  la 
copia  de  su  constitución,  y  que  al  pie  de  esta  iconsta  la  no- 
ta que  dispone  el  artículo  244  de  la  Ley  Hipotecaria  y  no 
la  de  eamcelación  que  previene  el  artículo  250  de  la  pro- 
pia Ley. 

Cuando  así  lo  convengan  las  partes  contratantes,  el 
Notario  prescindirá  de  los  requisitos  á  que  se  refiere  el  pá- 
rrafo anterior;  debiendo  en  este  caso  el  sub-hipotecante 
jurar  que  el  crédito  que  hipoteca  no  está  cancelado  ó  sa- 
tisfecho, ni  modificada  la  escritura  de  su  constitución,  con- 
signándose en  este  último  caso,  si  lo  estuviere,  los  térmi- 
nos de  la  modificación. 
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Dado  en  el  Palacio  de  la  Presidencia,  en  la  Habana,  á 
veintidós  de  Junio  de  mil  novecientos  cinco. 

T.  Estrada  Palma, 

Pesidente. 
Juan  F.  CFarrill, 

Secretario  de  Estado  y  Justicia. 
(Gaceta  24  Junio.) 


Traducción  de  documentos  agregados  á  las  escritoras 

El  Notario  que  conociendo  el  idioma  de  un  otorgante 
extranjero,  inserta  en  la  escritura  que  autoriza,  el  poder 
original  que  acredita  su  capacidad  legal  necesaria,  obra 
legalmente  insertando  taumbién  la  traducción  que  del  «mis- 
ino hubiera  él  hecho ;  pero  esto  no  obsta  al  derecho  que  el 
Registrador  puede  tener  para  exigir  una  traducción  más 
auténtica  respecto  del  mencionado  poder,  si  no  estima  su- 
ficiente la  verificada  por  el  Notario,  para  apreciar  la  ca- 
pacidad de  los  otorgantes,  á  tenor  del  art.  18  de  la  I¿ey 
Hipotecaria. 


DECRETO  HUMERO  48 

Sobre  legalizaciones  de  documentos  públicos  ú  oficiales  expedidos1 
en  el  extranjero. 

En  uso  de  las  facultades  que  me  confiere  la  Constitu- 
ción, vengo  en  decretar : 

Artículo  Io  La  legalización  exigida  ipor  las  leyes  para 
que  surtan  efecto  en  Cuba  los  documentos  públicos  ú  ofi- 
ciales de  todas  clases  expedidos  en  el  extranjero  por  fun- 
cionarios extranjeros,  deberá  hacerse  necesariaineiBffce  por 
um  Agente  Diplomático  ó  Consular  de  la  República,  ó  por 
quienes  les  sustituyan.  Cuando  el  documento  haya  sido  ex- 
pedido en  país  donde  no  hubiere  acreditado  Agente  Diplo- 
mático ó  Consular  de  Cuba,  podrá  ser  legalizado  por  el 
Agente  Diplomático1  ó  por  cualquiera  de  los  Consulares 
del  mismo  país  acreditados  en  la  República. 

Artículo  2o  Para  tener  en  Cuba  por  eficaces  las  lega- 
lizaciones efectuadas  con  arreglo  á  lo  determinado  en  el 
artículo  precedente,  será  además  requisito  indispensable 
que  la  firma  del  funcionario  que  aparezca  autorizándolas 
esté  á  su  vez  legalizada  por  el  Secretario  de  Estado  y  Jus- 
ticia ó  por  el  Director  del  Departamento.  Igual  requisito 
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deberán  -contener,  para  ser  considerados  en  Cuba  como  au- 
ténticos los  documentos  notariales  que  expidan  los  Agen- 
1?es  Diplomáticos  ó  'Consulares  de  la  República  y  los  que  li- 
bren con  referencia  al  Registro  del  estado  civil. 

Artículo  3o  Lo  .dispuesto  en  los  dos  artículos  anterio- 
res será  aplioalble  á  los  documentos  que  se  presenten  en  los 
Juzgados,  Tribunales  ú  Oficinas  del  Estado,  desde  la  fe- 
«cha  en  que  «comience  á  regir  <el  presente  Decreto. 

Dado  en  la  Habana,  Palacio  de  la  Presidencia,  á  11 
de  Abril  de  1903. 

T.  Estrada  Palma, 

Presidente. 
Carlos  be  Zaldo, 

Secretario  de  Estado  y  Jvsiicia. 


PROTOCOLOS 

La  'Secretaría  de  Justicia  en  acuerdo  de  Io  de  Diciem- 
bre de  1900  dispuso  que  todos  los  protocolos  especiales 
que  se  encantaban  en  los  Archivos  generales  y  que  conta- 
ban menos  -de  30  años,  fuesen  entregados  á  ios  Notarios 
nombrados  últimamente,  y  que  en  los  Archivos  generales 
quedasen  solamente  los  protocolos  que  tuvieren  más  de  30 
años,  'conforme  lo  dispuesto  en  el  artículo  83  del  Regla- 
mento Orgánico  del  Notariado. 


SOBRE  HEREDEROS  PRESUNTOS 

¿Verificada  una  venta  por  los  4  legatarios  nombra- 
dos por  la  testadora  y  que  inician  al  tiempo  de  la  muerte 
de  ésta,  'cuyo  legado  se  extenderá  á  los  demás  hijos  que  el 
padre  de  los  instituidos  procreasen  como  legítimos,  es  ins- 
cribible viviendo  »el  padre  de  los  agraciados  sin  haber  te- 
nido más  sucesores  legítimos  que  los  nombrados  en  el  tes- 
tamento ;  ó  si  para  que  tal  inscripción  pueda  realizarse,  se- 
rá indispensable  que  haya  muerto  el  referido  padre,  y  se 
acredite  que  no  (tuvo  otros  hijos  legítimos  nacidos  con 
posterioridad  á  la  muerte  del  causante  del  legado? 

El  Tribunal  Supremo  de  Cuba  en  24  de  Agosto  de 
1901  (" Gaceta  23  de  Octulbre)  dijo:  Considerando:  que 
si  por  Ja  legislación  de  Partidas,  en  cuanto  á  legatarios 
pudiera  ocurrir  semejante  duda  por  no  hallarse  en  ello  de- 
terminados preceptos,  tal  duda  desaparece  ante  lo  estatuí- 
do  de  un  modo  terminante  respecto  á  herederos  y  legata- 
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ríos  de  nuestro  Código  Civil,  que  si  no  -es  -tan  explícito  en 
esa  parte  eoono  la  mayor  parte  de  los  Cuerpos  legales  ex- 
tranjeros, esto  no  obstante  los  principios  proclamados  por 
éstos  pueden  lógicamente  considerarse  encerrados  en  lo 
estatuido  por  aquél  en  algunos  de  sus  artículos.  Conside- 
rado :  que  dando  el  texto  del  artículo  29  del  Código  Civil 
puede  deducirse  á  contrario  sensu  que  el  principio  recono- 
cido en  todas  las  dictrinas  de  derecho  y  consagrado  de  un 
modo  preciso  en  los  principales  Códigos  de  que  son  inca- 
paces de  suceder  los  que  no  existieren  ó  no  estuvieren  con- 
cebidos, por  lo  menos  en  el  momento  del  fallecimiento  del 
causante  de  la  herencia  ó  del  legado  establecido  en  los  ar- 
tículos 750  y  758  del  mismo  cuerpo  citado,  puede  conside- 
rarse como  una  consecuencia  legítima  del  «mencionado  ar- 
tículo 28,  ya  que  desde  otro  punto  de  vista  no  se  pueden 
tener  derechos  del  orden  civil,  sin  haberse  adquirido  per- 
sonalidad, que  ni  por  ficción  puede  concederse  a  los  no- 
concebidos,  por  lo  mismo  que  quien  no  existe,  ni  aun  en 
estado  de  inscripción,  al  abrirse  la  sucesión  y  tomar  cuer- 
po la  disposición  testamentaria  "no  puede  reemplazar  al 
"difunto  ni  recoger  sus  bienes,  ni  adquirir  sus  derechos 
porque  la  nada  no  puede  ser  susceptible  de  derechos,  y 
lo  que  no  tiene  existencia  alguna,  no  puede  recibir  inves- 
tidura de  heredero  en  ninguna  clase  de  condiciones"  y 
estos  mismos  conceptos  pueden  aplicarse  al  legatario,  por 
estar  incluido  este  en  el  precepto  del  artículo  758  ya  cita- 
do. Considerando :  que  la  certeza  del  heredero  y  del  lega- 
tario es  cosa  indispensable  en  nuestro  actual  derecho,  pues 
de  lo  contrario  será  nula  la  disposición  testamentaria  que 
gire  sobre  una  incertidumbre,  y  las  frases  "á  menos  que 
por  algún  evento  pueda  resultar  cierta"  empleadas  en  el 
artículo  758  del  Código  no  tiene  en  modo  alguno  la  lati- 
tud que  algunos  le  dan  de  que  tal  eventualidad  es  válida 
en  'cualquier  tiempo  en  que  resulte,  sino  que  necesariamen- 
te ha  de  tener  efectividad  anteriormente  al  fallecimiento 
del  testador,  siendo  tal  interpretación  legal  y  lógica  dada 
la  índole  de  nuesro  derecho,  pues  únicamente  así  puede 
tener  cabida  lo  establecido  en  el  artículo  758,  ya  que,  se- 
gún ésta,  para  -calificar  la  capacidad  del  heredero  ó  lega- 
tario, se  extenderá  al  tiempo  de  la  muerte  de  la  persona 
de  cuya  sucesión  se  trate.  Considerando :  que  la  doctrina 
de  derecho  de  que  no  concebido  al  tiempo  de  la  muerte 
del  causante  de  la  herencia  ó  del  legado  no  puede  alcan- 
zar el  beneficio  de  la  personalidad,  impidiendo  esto  mismo 
en  toda  la  sucesión  del  que  ni  au  ndisfrutaba  de  los  bene- 
ficios de  la  vida  jurídica ;  tal  doctrina  guarda  perfecta  ar- 
monía con  la  obligación  de  aceptar  ó  repudiar  la  herencia 
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á  que  se  contraen  los  artículos  1,005  y  1,051  -del  Código  Ci- 
vil, siendo  por  lo  tanto  incompatible  tal  obligación  con  el 
supuesto  derecho  de  quienes  no  existían  ni  aun  judicial- 
mente en  los  momentos  en  que  esos  supuestos  se  refieren. 
Considerando :  que  la  inscripción  que  acerca  de  las  casas 
legadas  y  donadas  á  sus  sobrinos  por  la  señora  testadora 

D resulta  de  la  certificación  del  Registrador  del 

Centro  de  fecha  2  de  Noviembre  de  1900  no  puede  consi- 
derarse hecha  sino  á  favor  únicamente  de  los  4  sobrinos 
vivos  al  tiempo  de  la  muerte  de  la  testadora  y  nunca  a  fa- 
vor de  seres  imaginarios,  sin  vida  material,  ni  jurídica, 
que  ni  por  sí,  ni  representados  por  nadie  podrían  ejercer 
acto  alguno,  no  apareciendo  otra  cosa  en  tal  inscripción, 
respecto  a  estos  no  concebidos,  más  que  una  simple  reser- 
ba, improcedente  á  todas  luces,  por  lo  mismo  que,  dado  el 
texto  del  artículo  7o  de  la  Ley  Hipotecaria,  tal  reserva 
tendrá  lugar  cuando  en  cualquier  acto  ó  contrato  se  reser- 
ve algún  derecho  real  sobre  bienes  inmuebles  ó  personas, 
que  no  hubieren  sido  parte  en  aquéllos,  y  aquí  no  existían, 
ni  «material  ni  jurídicamente  tales  personas  al  tiempo  de 
la  muerte  de  la  testadora,  según  se  ve  de  la  manifestación 
explícita  hecha  en  la  cláusula  ....  y  por  lo  tanto,  al  no 
haber  tal  persona  ipor  no  existir  ésta  en  1»  vida  jurídica, 
ni  en  lo  material  no  cabe  tal  reserva,  ni  ésta  tendrá  razón 
de  ser,  por  faltarle  base.  Considerando :  que  en  virtud  de 
las  razones  expuestas  procede  la  inscripción  según  la  Ley 

Hipotecaria,  de  la  escritura  de y  á  que  los  únicos 

dueños  de  la  casa  vendida  son  los  4  legatarios  nombrados 

en  el  testamento  de  D no  teniendo,  según  la  letra  y 

el  espíritu  del  Código  Civil,  ningún  derecho  á  la  misma 

casa,  otros  sobrinos,  hijos  de  D que  pudieran  nacer 

después  de  la  muerte  de  la  testadora ;  y  por  lo  tanto  no 
hay  que  esperar  que  ocurra  el  fallecimiento  del  padre  de 
dichos  cuatro  legatarios,  y  acreditarse  que  aquél  no  tuvo 
otros  hijos.  Vistos  los  artículos  citados  del  Código  Civil 
y  además  el  sexto  y  séptimo  de  la  Ley  Hipotecaria.  Se  re- 
voca la  resolución  de  3  de  Junio  del  corriente  año,  deján- 
dose por  lo  tanto  sin  efecto  la  nota,  puesta  por  el  Regis- 
trador del  Centro  en  23  de  Diciembre  de  1900  á  la  escri- 
tura de  3  de  Noviembre  del  mismo  año :  Se  declara  inscri- 
bible ésta,  debiendo  verificarse  la  inscripción  por  el  men- 
cionado funcionario.  Comuniqúese  esta  resolución  por  me- 
dio de  certificación  y  carta-orden  al  Presidente  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  y  publíquese  en  la  "Gaceta  de  la 
Habana.' ' — Rafael  Cruz  Pérez. —  Ante  mí,  Ldo.  Antonio- 
Mesa  y  Domínguez. 
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EJERCICIO  DEL  DERECHO  DE  ASOCIACIÓN 

ORDEN  NUMERO  124 

CUARTEL  GENERAL,  DEPARTAMENTO  DE  CUBA, 

Habana,  16  de  Mayo  de  1901. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  ¡propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  'ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden: 

Queda,  por  la  presente,  modificado  el  artículo  2  de  la 
Ley  de  13  de  Julio  de  1888,  para  el  ejercicio  del  derecho 
de  asociación,  debiendo  leerse  coano  sigue : 

"Art.  2. — Se  exceptúan  de  las  disposiciones  de  la  pre- 
sente ley : 

Primero.  Los  sociedades  que,  no  siendo  de  las  enume- 
radas en  el  artículo  1,  se  propongan  un  objeto  meramente 
civil  ó  comercial,  en  cuyo  caso  se  regirán  por  las  disposi- 
ciones del  derecho  Civil  ó  del  Mercantil  respectivamente. 

Segundo.  Los  institutos  ó  corporaciones  que  existan 
ó  funcionen  en  virtud  de  leyes  especiales. ' ' 

J.    B.    HlCKEY. 

Major,  llth.  U.  8.  Cavalry, 

Actg.  Asst.  Adjt.  Geni. 


Sobre  disoluciones  y  transformaciones  de  sociedades 

y  liquidación  del  impuesto 

CIRCULAR  (*) 

Habana,  Jkmio  5  de  1902. 

Señor  Administrador  de  Rentas  é  Impuestos  de  la  Zona 
Fiscal  de 

Observando  que  'la  Circular  de  esta  Secretaría,  fecha 
23  de  Octubre  de  1901,  dictada  con  el  propósito  de  uni- 
formar el  criterio  de  los  Administradores  de  Rentas  al 
aplicar  é  interpretar  el  art.  14  del  Reglamento  de  Dere- 
chos Reales,  relativo  á  la  disolución  6  transformación  de 
Sociedades,  ha  sido  interpretado  en  el  sentido  de  que  siem- 
pre debe  tomarse  como  base  fija  é  inalterable  para  la  li- 
quidación del  impuesto  la  ascendencia  total  del  Activo, 

(*)     Léase  la  Circular  que  sigue. 
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he  acordado  se  haga  saber  á  todas  las  Oficinas  Liquidado- 
ras que  lo  dispuesto  no  se  opone  á  que  para  fijar  la  base 
del  capital  liquidable,  se  disminuya  del  importe  total  del 
-Activo  la  suma  de  las  partidas  que  como  deudas  aparez- 
can en  el  Pasivo  del  alance,  siempre  que  se  justifique  su 
pre-existeneia  en  la  forma  que  lo  exige  el  art.  82  del  Re- 
glamento, como  también  son  de  deducirse  las  que  repre- 
senten depósitos  y  en  generad  todas  las  que  figuren  en  el 
Pasivo  del  Balance  previa  la  justificación  de  las  mismas 
en  la  forma  ya  expresada. 

Al  proceder  de  dicho  modo,  no  se  faltará  á  lo  ordena- 
do en  la  Circular,  toda  vez  que  el  fin  de  la  misma,  fué  evi- 
tar que  se  defraudaran  los  legítimos  derechos  del  fisco, 
pero  sin  que  por  ello  dejaran  de  respetarse  los  de  los  par- 
ticulares legalanente  justificados. 

En  su  consecuencia,  se  hace  la  presente  aclaratoria 
que  se  comunica  á  Vd.  para  su  debido  conocimiento  y 
efectos;  esperando  se  sirva  acusar  el  oportuno  recibo. 

De  Vd.  atentamente, 

El  Secretario  de  Hacienda, 
(Firmado)     José  M.  García  Montes. 


IMPUESTO  SOBRE  DISOLUCIONES  DE  SOCIEDADES 
Y  PARTICIONES  DE  HERENCIAS 

CIBCTJLAB  (*) 

Ébano,  Octubre  28  de  1901. 

Señor  Administrador  de  Rentas  é  Impuestos  de  la  Zona 
Fiscal  de 

Con  el  fin  de  evitar  en  lo  posible  las  frecuentes  con- 
sultas y  alzadas  que  origina  la  aplicación  del  art.  14  del 
Heg-lamento  del  Impuesto  sobre  transmisión  de  bienes 
cuando  se  trata  de  disolución  de  sociedades,  y  sobre  todo, 
con  el  propósito  de  que  sea  uniforme  el  criterio  de  los  Ad- 
ministradores al  interpretar  el  expresado  precepto,  he  re- 
suelto manifestar  á  Vd.  que  en  lo  sucesivo,  las  liquidacio- 
nes de  las  escrituras  de  disolución  el  citado  art.  14  y  Or- 
den 44  de  19  de  Abril  de  1899  en  la  forma  siguiente :  el 
O '121/2%  por  las  adjudicaciones  de  bienes  y  derechos  rea- 
les que  constituían  el  capital  aportado  por  el  socio  adju- 
dicatario á  la  sociedad  que  se  disuelve;  y  el  0,25%  por  el 

(*)     Léase  la  Circular  publicada  anteriormente. 
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exceso  que  resulte  entre  dicho  capital  aportado  y  el  valor 
del  Activo,  ya  se  adjudiquen  estos  bienes  en  pago  de  uti- 
lidades, ó  para  pagar  sus  haberes  respectivos  á  los  demás 
socios,  o  para  pago  de  deudas  de  la  Sociedad ;  puesto  que 
en  todos  estos  casos  existen  transmisiones  de  bienes  que 
son  materia  del  Impuesto. 

Asimismo  hago  saber  á  Vd.  que  el  art.  7o  de  los  adi- 
cionales de  la  Ley  Hipotecaria  relativo  al  Impuesto  de 
Derechos  Reales,  está  vigente  en  todas  sus  partes,  y  por 
esa  razón  procede  aplicar  á  los  casos  que  el  mismo  deter- 
mina, los  tipos  fijos  que  señala ;  y  que  para  los  de  parti- 
ciones de  herencia  que  no  exceda  de  $2,500,  debe  rebajar- 
se el  50%  que  dispone  dicho  artículo,  de  la  cuota  que  re- 
sulte del  Reglamento  modificado  por  el  Decreto  de  19  de 
Abril  de  1899. 

Con  respecto  á  las  escrituras  que  con  anterioridad  a 
esta  fecha  hubieran  sido  liquidadas  en  sentido  contrario,, 
esta  Secretaría  se  reserva  su  acción  fiscalizadora  dentro 
del  término  que  pueda  ejercitarse. 

De  Vd.  atentamente, 

Secretario  de  Hacienda. 
(Firmado)     Leopoldo  Canoio. 


ORDEN  NUMEBO  55 
Propiedad    intelectual 

Habana,  13  Julio  1901. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuiba,  a  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

Deben  considerarse  suficientes  para  la  inscripción  en 
el  Registro  de  la  Propiedad  Intelectual  de  Obras  Extran- 
jeras, los  testimonios,  debidamente  legalizados,  de  actas 
extendidas  ante  Notario  ó  cualquier  otro  funcionario  que 
tuviere  la  fe  pública  y  Archivo,  en  los  que  se  hayan  in- 
sertado íntegros  los  títulos  ó  certificaciones  de  propie- 
dad expedidos  en  el  país,  de  origen  de  cada  obra,  siempre 
que  el  funcionario  que  los  extienda,  dé  fe  de  haber  tenido 
á  su  vista,  originales  dichos  certificados. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 

J.    B.    HlCKEY. 
(Gaceta  14  Febrero.) 
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NULIDAD  DE  DOCUMENTOS 

Es  nula  la  escritura  en  que  un  Notario  se  limita  al 
designar  las  personas  de  los  otorgantes,  á  manifestar  que 
los  conoce  por  sus  nombres,  profesión  y  vecindad,  sin 
añadir  que  dá  fe  de  ese  conocimiento,  sin  que  pueda  sub- 
sanarse esa  nulidad  por  la  expresión  consignada  al  final 
de  la  escritura  de  que  dá  fe  de  todo  su  contenido,  porque 
semejante  frase  sólo  se  entiende  aplicable  á  las  palabras, 
estipulaciones  y  condiciones  que  se  distribuyan  á  los  otor- 
gantes y  de  ningún  modo  puede  comprender  el  conoci- 
miento de  las  personas  que  comparecen  ante  el  Notario 
respecto  de  las  cuales  exige  la  Ley  que  dé  fe  concreta  y 
especialmente,  ó  que  supla  ese  solemne  requisito  en  la  for- 
ma establecida  en  el  art.  23  de  la  Ley  del  Notariado ;  por 
lo  que  dicha  omisión  afecta  á  la  validez  del  instrumento 
así  otorgado,  é  impide  su  inscripción  en  el  Registro,  con- 
forme a  la  doctrina  contenida  en  la  Ley  Hipotecaria  y  su 
Reglamento. 


BIENES  GANANCIALES 

Las  fincas  compradas  durante  el  matrimonio  siempre 
que  en  el  Registro  no  apareciere  que  alguna  parte  de  ella 
es  propia  de  la  mujer,  se  presume  que  pertenece  a  ambos 
cónyuges  por  mitad  como  bienes  gananciales. 


y 
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ORDEN  NUMERO  36 

Habana,  Abril  4  de  1899. 

A  propuesta  del  Secretario  de  Justicia  é  Instrucción 
pública,  el  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien 
disponer  la  publicación  de  la  orden  siguiente : 

Al  efecto  de  facilitar  «las  inscripciones  de  nacimien- 
tos (*)  no  verificadas  dentro  del  plazo  que  señalan  las  dis- 
posiciones vigentes,  se  entiende  que  dicho  plazo  queda 
prorrogado  por  término  de  -ciento  veinte  días  á  contar 
desde  la  publicación  de  este  decreto.  Durante  este  plazo 
no  será  necesario  para  verificar  inscripciones  de  naci- 
miento instruir  expediente  alguno,  bastando  sólo  la  de- 
claración jurada  de  la  persona  obligada  á  hacerlo  con 
arreglo  á  la  ley. 

Transcurridos  los  ciento  veinte  días  fijados  en  este 
decreto,  todas  las  ¿mcripciones  que  se  verifiquen  en  lo  su- 
cesivo habrán  de  sujetarse  á  lo  que  ordenen  las  disposi- 
ciones vigentes. 

El  Comandante  de  Estado  Mavor. 
L.  W.  V.  Eennon. 

(Gaceta  7  Abril  99.) 


(*)  En  la  consulta  hecha  por  el  Juez  Municipal  de  Santiago 
de  las  Vegas  y  elevada  á  esta  Sección  de  los  Registros  y  del  Nota- 
riado, por  el  Juez  de  Ia  Instancia  de  Bejucal,  sobre  si  las  inscrip- 
ciones de  nacimientos  comprendidas  en  el  Decreto  del  G.  Gral.  de 
4  de  Abril  del  corriente  año  deben  practicarse  necesariamente  en 
el  lugar  en  que  ocurrieren  dichos  nacimientos  ó  en  el  de  la  residen- 
cia de  los  que  deben  ser  inscriptos.  Esta  Sección  ha  resuelto  mani- 
festar á  Vd.  que  siendo  el  objeto  de  dicho  decreto  como  en  el  mis- 
mo se  dice  facilitar  las  inscripciones  de  nacimientos,  pueden  éstos 
hacerse,  siempre  que  se  soliciten,  en  el  lugar  de  la  residencia  actual 
de  las  personas  cuyos  nacimientos  han  de  inscribirse.  En  estos  ca- 
sos el  Juez  Municipal  que  verifique  la  inscripción  debe  remitir  de 
oficio,  copia  certificada  del  acta  al  Juez  Municipal  del  lugar  en  que 
tuvo  efecto  el  nacimiento,  haciéndolo  constar  así  por  nota  margi- 
nal á  fin  de  que  dicho  Juez  lo  transcriba  en  su  libro.  Ruego  á  Vd. 
que  en  lo  adelante  se  sirva  elevar  por  el  conducto  del  Señor  Presi- 
dente de  Audiencia  de  su  territorio  las  consultas  que  se  hagan  á 
esta  Sección  por  estar  así  dispuesto.  Habana,  Mayo  8  de  1899.  El 
Jefe  de  la  Sección,  Juan  A.  Lliteras.  ("Gaceta  10  de  Mayo  1899.) 
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INSCRIPCIÓN  DE  NACIMIENTOS 

ORDEN  NUMERO  149 

Habana,  Agosto  28  de  1899. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Cuba,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publicación 
de  la  siguiente  orden : 

Se  entiende,  por  la  presente,  que  el  período  concedi- 
do por  el  Decreto  de  4  de  Abril  de  1899  (*)  para  facilitar 
las  inscripciones  de  nacimientos  no  verificados  dentro  del 
plazo  que  señalan  las  disposiciones  vigentes,  queda  pro- 
rrogado por  el  término  de  ciento  veinte  días  á  contar  des- 
de el  vencimiento  del  plazo  concedido  en  dicha  orden. 

El  Brigadier  General,  'Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  E.  Chaffe. 

(Gaceta  29  de  Agosto  de  1899.) 


ORDEN  NUMERO  19 

CUARTEL  GENERAL,  DIVISIÓN  DE   CUBA, 

Inscripción  de  nacimientos 

Habana,  16  de  Enero  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  orden  si- 
guiente : 

El  período  concedido  por  los  Decretos  del  4  de 
Abril  (**)  y  del  28  de  Agosto  de  1899  (***)  (Núms.  36  y 
149),  para  facilitar  las  inscripciones  de  nacimientos,  que- 
da por  la  presente  prorrogado  por  el  término  de  ciento 
veinte  días  é  contar  desde  el  vencimiento  del  plazo  conce- 
dido en  el  Decreto  del  28  de  Agosto  de  1899,  número  149 
es  decir,  basta  el  28  de  Abril  de  1900. 

lEl  Brigadier  Jefe  de  Estado  Mayor, 
Adna  K.  Chaffee. 

(Gaceta  17  Enero  1900.) 


(*)     Orden  anterior. 

(**)     Véase  esta  Orden  ya  publicada  anteriormente. 

(***)     Véase  esta  Orden  ya  publicada  anteriormente. 
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Expediente  para  la  inscripción  de  nacimientos 

ORDEN  NUMERO  88 

/ 

CUARTEL  GENERAL,  DIVISIÓN  DE   CUBA, 

Habana,  28  de  Febrero  de  1900. 

El  oíbernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ordena  la  publicación  de  la  orden  si- 
guiente : 

El  artículo  51  del  Reglamento  para  la  Ejecución  de- 
la  Ley  del  Registro  Civil,  se  entenderá  en  lo  adelante  re- 
dactado en  la  siguiente  forma: 

Artículo  51.  Cuando  por  haberse  denegado  la  inscrip- 
ción de  un  nacimiento  llegue  el  caso  prescripto  en  el  ar- 
tículo anterior  (artículo  50),  el  expediente  á  que  el  mismo 
se  refiere  se  instruirá  por  los  trámites  siguientes : 

A  instancia  de  parte  interesada  ó  del  representante 
del  Ministerio. Fiscal,  se  presentará  al  Juzgado  Municipal 
que  deba  verificarla  una  solicitud  pidiendo  la  inscripción, 
exponiendo  las  causas  de  no  haberla  hecho  en  tiempo 
oportuno  y  ofreciendo  información  testifical  acerca  del 
lugar,  día  y  hora  del  nacimiento  y  de  la  filiación  del  re- 
cién nacido. 

La  información  se  reducirá  al  examen  de  dos  testigos, 
que  declararán  'bajo  juramento  ante  el  Juez  Municipal 
respecto  á  los  particulares  antes  mencionados. 

Recibida  la  información  se  dará  vista  al  Fiscal  Muni- 
cipal, para  que  emita  su  dictamen  y  se  elevará  luego  el 
expediente  de  oficio  al  Juzgado  de  Primera  Instancia  co- 
rrespondiente, para  que  dicte  la  sentencia  que  proceda, 
ordenando  ó  denegando  la  inscripción. 

Transcurrido  el  término  ordinario  para  conceptuar 
firme  la  sentencia,  mandándose  en  ésta  verificar  la  ins- 
cripción, se  expedirá  testimonio  de  aquella  remitiéndose 
de  oficio  al  Juez  Municipal  correspondiente,  en  conformi- 
dad y  para  los  efectos  del  artículo  anterior,  (el  50). 

Si  la  sentencia  dictada  denegase  la  inscripción,  podrá 
apelarse  de  ella  para  ante  la  Sección  de  los  Registros  y 
del  Notariado. 

El  Brigadier  General  de  Voluntarios,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  R.  Chapee. 

(Gaceta  24  Febrero.) 
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ORDEN  NUMERO  456 
Nuevo  plazo  para  la  inscripción  de  nacimientos  y  matrimonios 

Habana,  9  de  Noviembre  de  1900. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Se  prorroga,  por  la  presente,  hasta  el  31  de  Diciem- 
bre de  1900,  inclusive,  el  plazo  concedido  para  la  inscrip- 
ción de  nacimientos  por  la  Orden  número  36,(*)  serie  de 
1899  de  este  Cuartel  General.  Esta  prórroga  será  también 
aplicable  á  la  inscripción  de  matrimonios  que  no  fueron 
inscriptos  en  su  oportunidad. 

II.  Se  declaran  vigentes,  la  Orden  número  36,(**)  se- 
rie de  1899,  en  la  parque  dispone  que  no  es  necesario  ins- 
truir expediente  para  la  inscripción  de  nacimientos,  y  las 
Reglas  dictadas  por  el  Secretario  de  Justicia  en  28  de  Ju- 
nio de  1899  para  la  inscripción  de  los  matrimonios  á  que 
se  refiere  la  Orden  número  66,(**)  serie  de  1899. 

El  Comandante  de  Estado  Mayor, 
J.  B.  Hickey. 

{Gaceta  10  Noviembre.) 


ORDEN  NUMERO  11 
Nuevo  plazo  para  la  inscripción  de  nacimientos  y  matrimonios 

CUARTEL  GENERAL,  DIVISIÓN  DE   CUBA, 

Habana,  10  de  Enero  de  1901. 

El  Gobernador  General  de  'Chiba,  á  propuesta  dé!  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden: 

I.  Se  -concede  un  nuevo  plazo,  que  veneerá  el  día  28 
de  Febrero  de  1901,  para  la  inscripción  en  los  Registros 
Civiles  correspondientes  de  los  nacimientos  y  (matrimonios 
que  no  fueron  inscriptos  e  nsu  oportunidad. 

II.  Se  declaran  vigentes,  la  Orden  número  36, (***),  se- 

(*)     Léase  esta  Orden  ya  publicada.  Página  479. 

(**)  Léase  esta  Orden  que  se  publica  en  la  página  479  y  la 
140  que  aparece  en  la  parte  de  derecho  Civil  (sobre  matrimonios). 
Página  76. 

(***)     Léase  esta  Orden.  Página  479. 
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rie  de  1899  del  Cuartel  'General  de  la  División  de  Cuba,  en 
la  parte  que  dispone  que  no  es  •necesario  instruir  expe- 
le diente  para  la  inscripción  de  nacimientos,  bastando  la 
prestación  del  juramento  prescripto;  y  >lau  Reglas  dicta- 
<  das  por  la  Secretaría  de  Justicia  en  28  de?  Junio  de  1899 
para  la  inscripción  de  los  «matrimonios  á  que  se  refiere  la 
Orden  número  66  (*)  de  31  de  Mayo  de  1899. 

El  Teniente  Coronel  de  Estado  Mayor, 

H.  L.  Scott. 

(Gaceta  11  Enero.) 


ORDEN  NUMERO  325 
Nuevo  plazo  para  inscribir  los  nacimientos 

Habana,  31  de  Mayo  de  1901. 

El  'Gobernador  Militar  de  Cuba,,  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  siguiente  orden: 

I.  A  propuesta  del  Secretario  de  Justicia  se  concede 
un  nuevo  plazo  que  vencerá  el  30  de  Junio  del  corriente 
año,  para  la  inscripción  en  los  Registros  Civiles  ¡correspon- 
dientes, de  los  nacimientos  que  no  hayan  sido  inscriptos 
en  su  oportunidad. 

Se  declara  vigente  la  Orden  Civil  de  4  de  Abril  de 
1899, (*)  en  la  parte  que  dispone  que  no.  es  necesario  ins- 
truir expediente  para  la  inscripción  de  nacimientos. 

J.  B.  Hickey. 
Mayor  llth  U.  S.  Cavalry. 
(Gaceta  31  de  Mayo.) 


Nacimientos,  matrimonios  y  defunciones  ocurridos 
en  el  extranjero  de  1885  á  1899 

ORDEN  NUMERO  167 

CUARTEL  GENERAL,  DIVISIÓN  DE   CUBA, 

* 

Habana,  30  de  Junio  de  1901. 
El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  a  propuesta  del  Se- 


(*)Véase  esta  Orden  anteriormente  publicada  (número  36  de 
1899.)  Página  479  y  la  257  de  1901  que  se  publica  en  la  página  485. 
sigue  á  ésta. 
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cretario  de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden  r 

Io  Todo  nacimiento,  matrimonio  y  defunción  ó  cual- 
quier otro  acto  que  aféete  el  Estado  Civil  de  las  personas, 
ocurrido  en  el  extranjero  durante  el  período  comprendi- 
do desde  24  de  Febrero  de  1895  á  Io  de  Enero  de  1899, 
que  no  hubiese  sido  inscripto  por  los  interesados  en  los 
Consulados  de  España,  podrá  inscribirse  en  los  Registros 
Civiles  á  cargo  de  los  Jueces  Municipales,  siempre  que  di- 
chos interesados  residan  en  esta  Isla  y  ofrezcan  prueba 
suficiente  para  justificar  la  certeza  del  acto  cuya  inscrip- 
ción soliciten. 

2o  Cuando  los  interesados  á  que  alude  el  artículo  an- 
terior residan  en  el  extranjero  podrán  hacer  la  inscrip- 
ción en  los  Consulados  de,  los  Estados  Unidos  probando 
satisfactoriamente  la  certeza  de-I  acto  que  traten  de  ins- 
cribir. 

3o  Los  nacimientos  matrimonios,  defunciones  ó  cual- 
quier c-tro  acto  que  afecte  el  Estado  Civil  de  las  personas 
y  que  haya  tenido  lugar  en  el  extranjero  desde  Io  de  Ene- 
ro de  1899  así  como  los  que  en  lo  adelante  ocurran,  po- 
drán ser  inscriptos  por  los  interesados  en  los  Consulados 
de  los  Estados  Unidos,  previa  la  prueba  suficiente  para 
justificar  el  acto  que  trate  de  inscribirse. 

4o  Cuando  los  referidos  actos  del  Estado  Civil  hayan 
tenido  lugar,  ó  en  do  adelante  ocurran,  en  territorio  de  los 
Estados  Unidos,  si  los  interesados  desean  que  estos  actos 
se  inscriban  en  el  Registro  Civil  de  Cuba,  remitirán  por 
conducto  de  la  Secretaría  de  Estado  de  aquella  Nación  á 
la  Secretaría  de  Justicia  de  esta  Isla,  por  conducto  leí  Go- 
bierno Militar,  'certificación  debidamente  legalizada  del 
acto  que  se  desea  inscribir. 

5o  En  los  casos  de  los  artículos  2o  y  3o  de  esta  Orden 
los  Cónsules  de  los  Estados  Unidos  remitirán  por  conduc- 
to de  la  Secretaria  de  Estado  de  dicha  Nación,  certifica- 
ción de  las  inscripciones  que  hubiesen  hecho  á  la  Secreta- 
ría de  Justicia  de  esta  Isla,  por  conducto  del  Gobierno 
Militar. 

6o  La  (prueba  á  que  alude  esta  Orden  será  documental 
y,  siempre  que  sea  necesario,  debidamente  legalizada. 

7°  Los  Registros  á  que  se  rtfieren  los  artículos  Io  de 
la  Ley  del  Registro  Civil  y  Io  y  4o  del  Reglamento  para 
la  ejecución  de  dicha  Ley  se  llevarán,  en  la  Secretaría  de 
Justicia  de  esta  Isla  por  el  Jefe  de  la  Sección  de  los  Re- 
gistros y  del  Notariado  asistido  del  oficial  encargado  del 
Negociado  del  Registro  Civil. 

El  número  Io  del  artículo  4o  del  referido  Reglamento 
se  entenderá  redactado  del  siguiente  modo:  "Los  actos  en 
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cuya  virtud  se  adquiera,  pierda  ó  recupere  la  condición 
de  cubano.' ' 

Se  entenderá  también  sustituidas  en  todos  los  precep- 
tos de  dicha  Ley  y  Reglamento,  las  palabras  español,  Es- 
paña 6  Península,  por  cubano  y  Ouba. 

8o  Todas  las  dudas  que  puedan  surgir  en  la  aplicación 
de  esta  Orden  serán  resueltas  por  la  Secretaría  de  Jus- 
ticia. 

9o  Quedan,  por  la  presente,  derogadas  todas  las  dis- 
posiciones que  se  opongan  al  cumplimiento  de  lo  dispues- 
to en  esta  Orden. 

Edward  Carpenter, 

ler.  Tte.  del  Cuerpo  de  Artillería, 

Ayudante  de  Campo. 
(Gaceta  2  Julio.) 


ORDEN  NUMERO  257  (*) 
Sobre  inscripción  de  nacimientos 

Habana,  26  de  Diciembre  de  1901. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  las  siguientes  órdenes: 

II.  Se  concede  por  la  presente  un  nuevo  plazo,  que 
vencerá  en  30  de  Abril  del  entrante  año  de  1902,  para 
«feetuar  las  inscripciones  en  los  Registros  Civiles  de  los 
nacimientos  que  no  fueron  inscriptos  en  su  oportunidad. 

Durante  este  plazo  no  será  necesario,  para  verificar 
las  inscripciones  de  nacimientos,  instruir  expediente  al- 
guno, bastando  sólo  la  declaración  jurada  de  la  persona 
obligada  á  hacerla,  con  arreglo  á  la  Ley. 

El  Ayudante  General, 

H.  L.  Soott. 

((Gaceta  27  Diciembre.) 


INSCRIPCIONES  DE  NACIMIENTOS 

PODER  EJECUTIVO 

LEY 

Artículo  primero :  Se  abre  un  plazo  de  ciento  ochenta 


(*)     Léase  la  Ley  que  signe  á  esta  Orden. 
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días  que  empezará  á  -contarse  desde  la  promulgación  de 
esta  Ley  en  la  " Gaceta  Oficial,"  para  que  puedan  inserí- 
birse  en  los  Registros  Civiles  todos  los  nacimientos  ante- 
riores á  esa  fecha.  (*) 

Artículo  segundo:  Las  inscripciones  que  se  realieen 
en  virtud  de  esta  ley,  no  requerirán  expediente  alguno, 
bastando  al  efecto  la  declaración  jurada  de  la  persona 
obligada  legalmente  á  solicitarla,  la  que  se  hará  constar 
en  el  acta  correspondiente. 

'Por  tanto :  mando  que  se  cumpla  y  ejecute  la  presen- 
te Ley  en  todas  su  partes. 

Dado  en  el  Palacio  de  la  Presidencia,  en  la  Habana,, 
á  24  de  Junio  de  1903. 

T.  Estrada  Palma. 

Juan  F.  O'Farrill, 
Secretario  de  Estado  y  Justicia. 

(Gaceta  24  Junio.) 


SECRETARIA  DE  ESTADO  T  JUSTICIA 

Tomás  Estriada  Palma,  Presidente    Constitucional  de   la 
República  de  Cuba, 

Hago  saber :  que  el  Congreso  ha  votado,  y  yo  he  san- 
cionado, la  siguiente 

LEY 

Artículo  único :  Se  concede  un  nuevo  plazo  de  ciento 
ochenta  días,  á  contar  desde  la  promulgación  de  esta  Ley, 
para  que  puedan  inscribirse  en  los  Registros  Civtles  los 
nacimientos  ocurridos  hasta  aquella  fecha.  Dichas  ins- 
cripciones se  harán  en  la  forma  que  determina  la  Ley  de 
24  de  Junio  de  1903, (*)  referente  al  mismo  asunto. 

Por  tanto :  mando  que  se  cumpla  y  ejecute  -la  presen- 
te Ley  en  todas  sus  partes. 

Dada  en  el  Palacio  de  la  Presidencia,  en  la  Habana,  á 
trece  de  Junio  de  mil  novecientos  einco. 

(Gaceta  13  Junio.) 


(*)     Léase  la  Ley  que  se  publica  á  continuación. 
(**)     Publicada  anteriormente. 
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LIBROS  DEL  BEGISTRO  DEL  ESTADO  CIVIL 

OEDEN  NUMERO  220 

CUARTEL   GENERAL,    DEPARTAMENTO    DE   DE    CUBA, 

Habanat  H  de  Octubre  de  1901- 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Cuando  los  libros  del  Registro  del  Estado  'Civil,  á 
cargo  de  los  Jueces  Municipales,  se  cierren  por  haberse 
lienado  todos  los  folios  del  Original  ó  de  su  Duplicado,  el 
primero  se  archivará  en  la  Secretaría  del  Juzgado  Muni- 
cipal, y  el  segundo  se  remitirá  á  la  Audiencia  á  que  co- 
rresponda dicho  Juzgado,  por  conducto  del  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  respectivo  para  su  archivo,  dentro  del  tér- 
mino de  ocho  días,  é  contar  desde  el  día  en  que  se  haya 
efectuado  la  diligencia  de  cierre  de  los  libros. 

II.  Los  libros  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  que; 
se  encuentran  en  los  Juzgados  de  'Primera  Instancia,  se* 
remitirán  á  las  respectivas  Audiencias  para  su  archivo, , 
dentro  del  término  de  treinta  días  contados  desde  el  si- 
guiente á  la  publicación  de  esta  orden. 

El  Ayudante  General  interino, 
Edward  Carpenter, 
ler.  Teniente  del  Cuerpo  de  Artillería.. 


ORDEN  NUMEBO  57  (*) 
CUARTEL  GENERAL  DE  LA  DIVISIÓN  DE  CUBA, 

Habana,  12  de  Mayo  de  1899, 

El  Gobernador  General  de  Cuba  ha  tenido  á  bien  dis- 
poner la  publicación  de  la  orden  siguiente: 

I.  A  partir  de  la  publicación  del  presente  decreto,  la 
competencia  para  conocer  en  juicios  en  que  el  divorcio  se 
reclame,  o  bien  la  nulidad  del  matrimonio,  será  privativa 
de  los  Tribunales  Civiles.  Sólo  estos  Tribunales  podrán 
dictar  sentencias  que  surtan  en  dichas  materias  efectos 
civiles.  '    . 


(*)  Léase  la  orden  140  de  1901  que  se  publica  en  la  parte  de 
derecho  civil  de  esta  obra.  (Página  76).  Y  la  Orden  que  se  publica  a 
continuación.  :„  ..¿j 
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II.  Di-chas  sentencias  declarando  la  nulidad  del  ma- 
trimonio ó  el  divorcio  no  se  podrán  dictar  sino  en  virtud 
de  las  causas  que  se  determinan  en  los  artículos  101  y  105 
del  Código  Civil.  Los  efectos  de  las  expuestas  sentencias 
serán  los  que  ©1  propio  Código  expresa. 

III.  De  los  (pleitos  pendientes  en  la  actualidad,  sobre 
nulidad  de  matrimonio  ó  divorcio  ante  los  Tribunales  ecle- 
siásticos, continuarán  iconociendo  estos  Tribunales  hasta 
que  recaiga  en  ellos  sentencia  firme;  pero  los  efectos  de 
estas  sentencias  serán  los  que  el  Código  Civil  determina 
y  los  Tribunales  Civiles  quedarán  encargados  del  cumpli- 
miento de  las  mismas.  A  este  fin  las  partes  podrán  acudir, 
con  certificación  en  forma  de  la  sentencia,  -ante  el  Tribu- 
nal Civil  que  hubiere  sido  competente  para  conocer  del 
juicio. 

El  Brigadier  General,  \J\efe  de  Estado  Mayor, 

Adna  K.  Chaffe. 

(Gaceta  13  Mayo.) 


SOBRE  MATRIMONIOS  CIVILES 

ORDEN  NUMERO  66  (*) 

CUARTEL  GENERAL  DE  LA  DIVISIÓN  DE  CUBA, 

Habana,  SI  de  Mayo  de  1899. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba  dispone  la  publica* 
ción  de  la  orden  siguiente : 

I.  En  lo  adelante  tan  solo  los  matrimonios  civiles  se- 
rán legalmente  válidos.  Las  partes  contratantes  podrán 
cumplir  con  los  preceptos  de  la  religión  que  profesaren, 
además  de  cumplir  con  las  formalidades  necesarias  para 
contraer  el  matrimonio  civil. 

II.  Los  funcionarios  encargados  de  la  ejecución  de  las 
leyes  relativas  al  matrimonio  no  admitirán  como  legal  la 
licencia  ó  el  consejo  paternos  cuando  hayan  sido  presta- 
dos ante  notario  eclesiástico ;  y  ningún  documento  en  que 
dicha  licencia  ó  consejo  se  haga  constar  será  aceptado,  si- 
no euando  se  ¡haya  otorgado  ante  funcionario  civil. 

III.  Los  clérigos  de  las  distintas  confesiones  religio- 
«as  existentes  en  esta  Isla  no  estarán  obligados  al  llevar 
¿  cabo  las  ceremonias  del  matrimonio  sino  á  cumplir  con 
aquellas  que  sus  respectivas  creencias  religiosas  les  im- 

(*)     Léase  la  circular  que  a*  publica  a  continuación. 
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pongan ;  pero  «1  cumplimiento  de  estas  ceremonias  no  sur- 
tirá efectos  civiles. 

IV.  Todos  los  matrimonios  celebrados  hasta  el  pre- 
sente en  la  Isla  de  Cuba  se  reputarán  y  tendrán  como  vá- 
lidos sin  que  su  validez  se  -entienda  menoscabada  por  fal- 
ta de  autoridad  en  la  persona  que  los  hubiere  solemniza- 
do, si  fueron  celebrados  en  la  certeza  por  parte  de  las  per- 
sonas así  casadas  6  de  una  de  ellas,  de  que  quedaban  le- 
galmente  unidos  en  matrimonio ;  á  condición  de  que  tales 
matrimonios  sean  debidamente  registrados  en  el  período 
de  un  año  á  partir  de  la  fecha  de  este  decreto.  El  registro 
de  dichos  matrimonios  se  hará  mediante  prueba  satisfac- 
toria de  los  mismos. 

V.  Los  matrimonios  á  que  el  anterior  artículo  se  re- 
fiere deberán  probarse  por  prueba  documental  suficiente. 
Si  no  pudiere  ofrecerse  tal  prueba  el  hecho  del  matrimo- 
nio puede  ser  establecido  en  la  forma  que  prescriben  los 
artículos  del  2,001  al  2,008,  ambos  inclusive,  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil;  ó  por  declaración,  del  funcionario 
que  hubiere  llevado  á  cabo  la  ceremonia  y  de  los  testigos 
de  la  tmisma ;  ó  por  cualquier  otra  prueba  bastantemente 
legal. 

VI.  Las  reglas  que  deberán  observarse  para  el  regis- 
tro de  los  matrimonios  á  que  este  decreto  se  refiere,  serán 
dictadas  por  el  Secretario  de  Justicia  é  Instrucción  Pú- 
blica. O 

VIL  Los  derechos  que  se  cobran  por  celebrar  las  ce- 
remonias del  matrimonio  se  limitarán  á  un  peso  en  mone- 
da de  los  Estados  Unidos  ó  su  equivalente. 

VIII.  Todas  las  leyes,  órdenes  ó  decretos  ó  parte  de 
los  mismos  que  se  opongan  á  lo  dispuesto,  quedan  dero- 
gados. 

El  Brigadier  General,  Jefe  de  Estado  Mayor, 

Adna  R.  Chaffe. 


SECRETARIA  DE  JUSTICIA  E  INSTRUCCIÓN  PUBLICA 

SECCIÓN  DE  LOS  REGISTROS  Y  DEL  NOTARIADO 

Conforme  con  lo  que  se  dispone  en  el  artículo  VI  de 
la  Orden  del  señor  Gobernador  Militar  de  31  de  Mayo  del 
corriente  año  (Número   66)    la  Secretaría   de  Justicia  é 
Instrucción  Pública  ordena  la  publicación  de  las  siguien- 

(*)     Léase  la  Circular  que  se  publica  á  continuación. 
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tes  reglas  para  el  Registro  de  los  matrimonios  á  que  se  re- 
fiere dicho  decreto : 

Io  Podrán  solicitar  la  inscripción  los  cónyuges,  con- 
curriendo ambos  personalmente  á  pedirla  ante  el  Juzga- 
do Municipal  de  su  residencia,  ó  de  la  de  cualquiera  de* 
ellos  ó  constituyendo  á  ese  efecto  un  apoderado  especial. 

2o  Si  se  presentare  á  solicitar  la  inscripción  uno  solo 
de  los  cónyuges,  el  otro  será  citado  para  que  comparezca 
por  sí  ó  por  medio  del  mandatario  especial  en  el  término 
de  veinte  días,  a  exponer  lo  que  crea  su  derecho  con  res- 
pecto á  la  inscripción  solicitada.  La  inscripción  se  llevará 
adelante  si  el  citado  no  compareciere  ó  cuando  prestare 
su  asentimiento  á  que  así  se  haga  siempre  que  se  cumplie- 
re con  lo  dispuesto  en  el  art.  5o  del  Decreto  de  31  de  Mayo 
del  corriente  (*)  y  con  las  disposiciones  que  en  estas  re- 
glas se  contienen. 

La  citación  á  «que  esta  regla  se  refiere  será  personal, 
ó  bien  llevada  á  efecto  en  el  domicilio  del  citado  en  la  for- 
ma establecida  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  Si  este 
domicilio  no  fuese  conocido  ó  la  citación  personal  no  pu- 
diere hacerse,  el  que  solicitare  la  inscripción  sólo  podrá 
obtenerla  demandando  á  la  otra  parte,  para  que  conven- 
ga en  ello,  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía. 

3o  En  el  caso  de  muerte  de  uno  de  los  cónyuges  el  su- 
perstite  podrá  >pedir  'la  inscripción,  justificando  el  falleci- 
miento de  su  consorte  por  prueba  documental  suficiente* 
en  el  expediente  que  se  instruya  para  la  inscripción. 

4o  En  el  caso  de  muerte  de  ambos  cónyuges  la  ins- 
cripción podrá  ser  pedida  por  cualquiera  de  los  llamados- 
por  la  ley,  á  la  sucesión  intestada  de  ambos  ó  de  cualquie- 
ra de  ellos,  ó  por  los  herederos  testamentarios,  y  se  lleva- 
rá á  calbo  si  se  justifica  el  fallecimiento  por  medio  de  prue- 
ba documental  suficiente. 

Cuando  la  defunción  hubiere  ocurrido  en  el  período  á 
que  se  refiere  el  Decreto  de  13  de  Mayo  del  corriente  año 
y  no  estuviera  ya  inscripta  en  el  Registro  se  procederá  á 
solicitar  dicha  inscripción  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
ese  Decreto  y  la  correspondiente  certificación  del  Regis- 
tro será  la  prueba  documental  que  deba  producirse.  Este* 
precepto  es  también  aplicable  al  caso  previsto  en  la  regla, 
procedente. 

5o  La  solicitud  de  inscripción  del  matrimonio  deberá 
presentarse  acompañada  de  la  prueba  documental  á  que 
se  refiere  el  artículo  quinto  del  decreto  del  Gobierno  Go- 
bierno Militar  de  31  de  Mayo  del  corriente  año  si  fue- 

(1)     Léase  la  Orden  66  de  1899  anteriormente  publicada.  Pá- 
gina 488.  ¿j 
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re  posible.  'Por  tal  prueba  se  entenderá  un  documento  pú- 
blico del  cual  conste  haber  celebrado  el  matrimonio,  ó  un 
documento  privado  cujas  firmas  se  reconozcan  ante  el 
Juez  del  que  se  solicita  la  inscripción.. 

La  información  ad  perpetuaan  á  que  igualmente  se  re- 
fiere el  artículo  quinto  del  Decreto  antes  citado  se  practi- 
cará ante  el  propio  Juez  Municipal  »que  deba  verificar  la 
inscripción.  También  ante  este  Juez  Municipal  se  produ- 
cirán las  demás  pruebas  de  que  jpuedan  valerse  los  intere- 
sados. El  Juez  .con  vista  de  ellas  y  de  todo  el  expediente 
dictará  auto  ordenando  ó  denegando  la  inscripción. 

La  citación  á  que  se  refiere  ia  regla  segunda  se  prac- 
ticará siempre  antes  de  recibirse  la  información  testifical 
ó  practicarse  la  prueba  que  se  ofrezca. 

6o  En  todo  caso  el  Juez  ¡hará  publicar  en  la  "Gaceta 
de  la  Habana"  y  en  el  Boletín  Oficial  de  la  Provincia  si  lo 
hubiere  la  solicitud  de  inscripción  del  matrimonio,  convo- 
cando á  lo<s  que  «puedan  oponerse  á  ella  para  que  lo  hagan 
en  el  término  de  20  días.  Serán  partes  para  formular  esta 
oposición  los  llamados  por  la  ley  á  la  posesión  intestada 
de  cualquiera  de  los  cónyuges,  ó  sus  herederos  testamen- 
tarios. Durante  el  término  de  esta  convocatoria  podrán 
practicarse  las  pruebas  ó  recibirse  las  declaraciones  de 
testigos  á  que  se  refiere  la  regla  anterior;  pero  nunca  se 
verificará  la  inscripción  sino  después  de  transcurrido  di- 
cho término. 

7o  Hecha  oposición  por  cualquiera  que  sea  parte  para 
ello  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  regla  sexta  se  enviará 
el  expediente  al  Juez  de  Primera  Instancia;  y  éste  si  en- 
tendiere que  el  que  se  opone  á  la  inscripción  es  parte  para 
ello,  dictará  auto  mandando  sobreseer  dicho  expediente  y 
reservando  á  las  partes  el  que  puedan  hacer  uso  de  su  de- 
recho en  el  juicio  correspondiente. 

8o  Los  autos  definitivos,  ordenando  'ó  dnegando  la  ins- 
cripción, que  dicten  dos  jueces  municipales  en  los  expe- 
dientes que  instruyan  al  tenor  de  lo  antes  dispuesto,  se- 
rán siempre  consultados  para  su  aprobación,  con  los  jue- 
ces de  primera  Instancia  respectivos.  Estos  en  caso  de  du- 
da, consultarán  con  la  Sección  de  los  Registros  y  del  No- 
tariado de  esta  Secretaría,  remitiendo  los  expedientes  ori- 
ginales para  que  se  dicte  la  resolución  que  corresponda. 

Si  los  Jueces  de  Primera  Instancia  desaprobaren  el 
aAto  del  Juez  Municipal  ordenando  la  inscripción,  los  in- 
teresados podrán  interponer  alzada  para  ante  la  Sección 
de  los  Registros  y  del  Notariado,  á  la  que  también  en  este 
casp  se  remitirá  el  expediente  original.. 

Si  en  cualquiera  de  estos  casos  se  advirtiere  la  comi- 
sión de  errores  en  la  tramitación  del  expediente,  éste  será 
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J 

;  remitido,  para  la  subsanación  de  los  mismos  al  Juez  Mu- 

.  nieipal. 

9o  Se  procederá  a  la  inscripción  del  matrimonio:  Io 

-Cuando  se  ordene  así  en  los  autos  consultados  y  aproba- 
dos de  los  Jueces  Municipales;  2o  Cuando  lo  dispongan 
los  Jueces  de  Primera  Instancia  revocando  los  autos  dene- 
gatorios de  inscripción  de  los  Jueces  Municipales;  3o 
Cuando  lo  resuelva  la  Sección  de  los  Registros  y  del  No- 
tariado en  los  casos  en  que  sea  consultada  por  los  Jueces 

-;  de  Primera  Instancia,  ó  en  virtud  de  alzada  que  contra  la 

-  denegatoria  de  inscripción  dictada  por  éstos  hayan  podi- 
do interponer  los  interesados. 

10.  Se  considerarán  desde  luego  dispensados,  á  los 
efectos  de  esta  regla  y  de  los  preceptos  contenidos  en  los 
artículos  4  y  5  del  Decreto  del  31  de  Mayo  del  corriente 
año  sin  necesidad  de  resolución  especial,  todos  los  impe- 
dimentos comprendidos  en  el  artículo  85  del  Código  Civil 
y  también  la  falta  de  publicación  de  edictos  antes  de  cele- 
brarse el  matrimonio. 

11.  Los  matrimonios  inscriptos  -conforme  con  lo  pre- 
ceptuado en  los  dichos  artículos  4  y  5  del  Decreto  de  31 
de  Mayo  del  año  actual  surtirán  sus  efectos  'civiles  desde 
el  momento  en  que  fueren  celebrados, 

12.  Las  inscripciones  que  se  hagan  en  virtud  del  ex-  \ 
pediente  á  que  las  anteriores  reglas  se  contraen,  no  impe-  | 
dirán  el  que  en  forma  y  vía  legales,  se  pida  por  quien  pa-  i 
ra  ellos  sea  parte,  la  declaratoria  de  nulidad  del  matrimo-  \ 
ni  o  ó  de  falsedad  de  los  actos  'concurrentes  en  la  celebra-  | 
ción  del  mismo  ó  en  su  inscripción.                                                    i 

13.  El  año  de  plazo  á  que  se  refiere  el  artículo  4  del  ' 
citado  decreto  de  31  de  Mayo  se  entenderá  en  el  sentido  j 
de  que  durante  él  debe  promoverse  el  expediente  para  la  | 

:  inscripción  aunque  ésta  no  se  verifique  dentro  de  dicho 
término  por  causa  no  imputable  al  promovente. 

Si  promovido  el  exipediente  dentro  del  año  formula-  i 

re  oposición  algún  interesado,  la   contienda   judicial   en  I 

forma  deberá  establecerse  durante  un  término  que  estará  \ 

compuesto  del  resto  del  tiempo  que  aún  faltare  para  expi- 
rar el  año  y  tres  meses  más. 

La  inscripción  se  verificará  ó  no  en  cumplimiento  de 
la  sentencia  que  en  dicho  juicio  se  dicte.  j 

14.  ¡Se  llama  muy  especialmente   la   atención  de  los  ¡ 
funcionarios  encargados  de  aplicar  testas  reglas  y  el  de- 
creto del  que  son  concordantes,  acerca  de  uno  de  los  pre- 
ceptos que  se  contienen  en  el  artículo  4  de  dicho  decreto, 

á  saber :  que  los  matrimonios  á  que  se  refiere  son  aquellos 
contraídos  de  buena  fe  por  ambas  ó  por  una  de  las  partes, 
en  la  certeza  de  que  quedaban  así  casados;  como  por  ejem- 
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pío  los  que  se  casaron  ante  individuos  constituidos  por  la- 
Revolución  en  funcionarios  apropiados  para  el  caso,  6  los  - 
que  después  de  desaparecer  de  esta  Isla  la  soberanía  espa- 
ñola entendieron  que,  ipso  facto  podían  contraer  legíti- 
mo matrimonio  ante  ministro  protestante ;  puesto  que  en 
el  referido  decreto  no  se  ha  tratado  de  dar  validez  a  todos- 
Ios  matrimonios  nulos,  sino  á  aquellos  que  pudieran  inva- 
lidarse en  virtud  de  falta  de  autoridad  en  la  persona  que 
lo  solemnizó  y  siempre  que  alguna  atendible  ó  excusable 
consideración  pudiera  haber  hecho  creer  de  buena  fe  á 
uno,  al  menos,  de  los  contrayentes,  que  celebraba  un  acto 
válido  y  legítimo. 

15.  Para  la  tramitación  de  los  expedientes  á  que  es- 
tas reglas  se  refieren  no  cobrarán  los  funcionarios  que  en 
los  mismos  intervinieren  cantidad  alguna  por  concepto  de 
derechos,  expensas  ó  cualquiera  otro.  Esto  se  entiende  sin 
perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  7  del  Decreto  de- 
31  de  Mayo  del  año  corriente.  Habana,  28  de  Junio  de- 
1899. 

El  Secretario. 
José  A.  González  Lanuza.. 

(Gaceta  1°  de  Julio.) 


ORDEN  NUMERO  161 
Plazo  para  la  Inscripción  de  matrimonios  en  el  Registro  Civil 

Habana,  13  de  J\unio  de  1901. 

El  Gobernador  General  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden : 

I.  Por  la  presente  se  eoncede  un  nuevo  plazo  impro- 
rrogable, que  vencerá  el  31  de  Diciembre  deí  año  actual, 
para  la  inscripción  en  los  Registros  Civiles  correspondien- 
tes de  los  matrimonios  que  no  fueron  inscriptos  oportuna- 
mente. 

II.  Se  declaran  vigentes  las  resrlas  dictadas  por  la 
Secretaría  de  23  (!)  de  Junio  de  1899  para  la  inscripción- 
de  los  matrimonios  á  que  se  refiere  el  párrafo  IV  (2)  de  la 
Orden  número  66  de  31  de  Mayo  de  1899. 

Edward  Carpenter, 

Ayudante  de  Campo. 

(Gaceta  14  Junio.) 


(1)  Esta  fecha  debe  ser  28  y  no  23  de  Junio  como  aquí  se* 
publica.  Léase  la  Orden  66  ya  publicada.  Página  488. 

(2)  Debe  'ser  el  párrafo  VI  y  no  IV  como  aquí  se  dice.  Léa- 
se la  orden  66  ya  referida. 
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INSCRIPCIÓN  DE  MATRIMONIOS 

ORDEN  NUMERO  228  (*) 

Habana,  25  de  Octubre  de  1901, 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Cu'ba,  ha  tenido  á  'bien  disponer  la  publicación 
de  la  siguiente  orden : 

I.  Por  la  presente  se  concede  un  plazo  improrrogable, 
que  vencerá  en  treinta  y  uno  de  Diciembre  del  corriente 
año,  para  la  inscripción  en  los  Registros  Civiles  corres- 
pondientes, de  los  matrimonios  religiosos  contraídos,  en 
31  de  Mayo  de  1899  y  8  de  Agosto  de  1900,  en  la  certeza 
parte  de  ambos  cónyuges,  ó  de  uno  de  ellos,  de  que  queda- 
ban legalmente  unidos  en  matrimonio. 

2o  Para  que  los  'matrimonios  á  que  se  refiere  el  artícu- 
lo anterior  puedan  ser  inscriptos  en  los  registros  civiles  á 
cargo  de  los  Jueces  Municipales,  deberán  haber  sido  au- 
torizados por  sacerdotes  ó  ministros  debidamente  ordena- 
dos y  con  capacidad  para  solemnizar  el  matrimonio  con- 
forme á  lo  que  'disponen  las  órdenes  307  (**)  y  487  de 
1900  (***)  y  140  de  la  serie  corriente  de  este  Cuartel  Ge- 
neral. 

II 

III 

El  Ayudante  General  interino, 

Edwabd  Carpenteb. 

(Gaceta  26  Octubre  1901.) 


ORDEN  NUMERO  28 


Habana,  Io  Febrero,  1902. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicia,  ha  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  orden: 

I 

II.  A  propuesta  del  Secretario  de  Justicia  se  prorro- 
ga por  otros  dos  meses  y  medio  el  período  á  que  se  refiere 

(*)     Léase  la  Orden  que  se  publica  á  continuación. 
(**)     Léase  la  Orden  140  de  1901  página  76. 
(***)     ídem  ídem. 
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la  Sección  III  de  la  Orden  Civil  número  228  serie  1901.  (*) 
4e  este  Cuartel  General. 

III.. 

IV 

El  Ayudante  General, 

H.  L.  Scott. 

(Gaceta  lo  Febrero  1902.) 


INSCRIPCIÓN  DE  MATRIMONIOS 

ORDEN  NUMERO  52 

26  Febrero  1902. 

I.  Por  la  presente  se  prorroga  hasta  el  31  de  Marzo 
del  corriente  año  el  plazo  ique  por  l»a  orden  civil  número 
228  (**)  serie  de  1901  se  concedió  para  la  inscripción  en 
el  Registro  del  Estado  Civil  de  los  matrimonios  religiosos 
á  que  la  expresada  orden  se  refiere, 

Se  declare  vigente  la  Orden  228  serie  de  1901,  en  to- 
dos los  extremos  á  que  la  onisma  se  contrae  con  el  plazo 
expresado  en  el  artículo  anterior  y  l<as  reglas  dictadas  por 
la  Secretaría  de  Justicia  en  23  de  Junio  de  1899,  conforme 
con  lo  dispuesto  por  el  art.  6o  de  la  Orden  Civil  66  (***) 
de  31  de  Mayo  de  1899. 

El  Ayudante  General, 

H.  L.  Scott. 

(Gaceta  26  de  Febrero  de  1902.) 


DEFUNCIONES  DURANTE  LA  GUERRA 

El  señor  Secretario  de  Justicia  é  Instrucción  Publica, 
á  propuesta  de  la  Sección  de  los  Registros  y  del  Notaria- 
do y  autorizado  por  el  Gobierno  Militar  de  Cuba,  se  ha 
servido  dictar  el  siguiente  decreto: 

Se  insertarán  «en  los  libros  del  Registro  de  Estado  Ci- 
vil, las  defunciones  ocurridas  durante  el  período  com- 
prendido entre  el  24  de  Febrero  de  1895  y  31  de  Diciem- 
bre de  1898,  con  sujeción  á  las  siguientes  reglas : 

Ia  Se  inscribirá  la  feunción  siempre  que  comparezca 
ante  el  Juzgado  Municip&l  correspondiente,  la  persona  in- 
teresada en  hacer  constar  el  hecho   acompañado   de   tres 

{*)     Ya  quedó  publicada  esta  orden  anteriormente.  Pág.  494. 
(**)     Léase  esta  Orden  ya  publicada.  Página  494. 
<*••)     Id.  id.  id.  Página  488. 
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testigos  que  declaren  haber  presenciado  la  muerte  ó  visto 
el  cadáver.  El  Secretario  del  Juzgado  certificará  el  cono- 
cimiento de  «los  testigos. 

2a  Dichos  testigos  habrán  de  declarar  previamente 
que  conocieron  á  la  persona  cuyo  fallecimiento  ha  de  ins- 
cribirse, expresando  el  modo  y  circunstancias  en  que  ocu- 
rrió la  muerte  6  fué  hallado  ed  cadáver.  Esta  declaración 
se  prestará  bajo  juramento  y  se  consignará  al  final  del 
acta  de  inscripción. 

3a  En  los  casos  en  que  por  residir  los  testigos  en  lu- 
gar distinto  de  aquel  en  que  ocurrió  la  muerte  ó  fué  halla- 
do el  cadáver,  no  pueda  hacerse  la  inscripción  en  el  Juz- 
gado Municipal  correspondiente,  se  verificará  ésta  ante 
el  Juez  Municipal  de  la  residencia  de  los  testigos,  quien 
está  obligado  á  remitir  inmediatamente  copia  certificada 
del  acta  de  inscripción  al  Juez  Municipal  de  la  localidad 
en  que  tuvo  lugar  dicho  fallecimiento  ó  fué  hallado  el  ca- 
dáver, para  que  la  transcriba  en  los  libros  de  los  Regis- 
tros. 

4a  Todos  los  actos  comprendidos  en  este  decreto  se 
practicarán  sin  exacción  de  derecho  de  ninguna  clase. 

Habana,  13  de  Mayo  de  1899. 

El  Secretario, 
José  A.  González  Lanuza. 

(Gaceta  16  Mayo.) 


Expedientes  para  inscribir  defunciones  ocurridas 

durante  la  guerra 

SECRETARIA  DE  JUSTICIA 

SECCIÓN  DE  LOS  REGISTROS  Y  DEL  NOTARIADO 

Habana,  8  Febrero,  1900, 

El  señor  Secretario  se  ha  servido  disponer  lo  si- 
guiente : 

Io  Los  Jueces  de  Ia  Instancia  ordenarán  que  los  Jue- 
ces Municipales  correspondientes  á  sus  partidos  judicia- 
les, en  cuyos  Registros  hayan  dejado  de  verificarse  ins- 
cripciones de  defunciones  durante  el  período  que  media 
entre  el  24  de  Febrero  de  1895  y  el  primero  de  Enero  de 
1898  (*)  proceda  inmediatamente  á  instruir  su  espedien- 

(*)  Secretaría  de  Justicia. —  Habiéndose  consignado  por 
error  al  copiar  este  Decreto  de  8  de  Febrero  de  1900  que  las  ins* 
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te  general,  con  intervención  del  Ministerio  Fiscal,  para 
acreditar  los  fallecimientos  ocurridos  y  no  inscriptos  en 
dicho  período. 

2o  Los  Jueces  Municipales  harán  constar  en  dichos 
expedientes  los  nombres  de  los  fallecidos,  su  edad,  estado, 
causa  de  la  (muerte,  si  se  le  dio  ó  no  sepultura,  lugar  en 
que  se  efectuó  y  las  demás  circunstancias  que  deben  con- 
tener las  actas  de  la  defunción. 

3o  Para  oto-tener  estos  antecedentes  se  utilizarán  las 
noticias  que  suministren  las  autoridades  locales,  los  en- 
cargados de  los  Registros  Parroquiales,  Cementerios  y 
Hospitales  y  las  personas  obligadas  á  dar  el  parte  del  fa- 
llecimiento con  arreglo  á  la  Ley. 

4o  Una  vez  instruidos  los  expedientes  se  remitirán  al 
Juzgado  de  Ia  Instancia  que  corresponda,  quien  ordenará 
se  practiquen  nuevas  diligencias  si  lo  estima  necesario,  6 
declarará  que  son  bastantes  las  practicadas.  Hecha  esta 
declaración  ó  practicadas  nuevas  dilignecias,  dispondrá 
<jue  se  publiquen  anuncios  en  los  lugares  del  Distrito  Mu- 
nicipal que  se  crea  oportuno,  citando  por  término  de  15 
días  á  las  personas  que  tengan  interés  en  las  inscripcio- 
nes y  puedan  facilitar  datos  sobre  las  -mismas,  para  que 
manifiesten  lo  que  estimen  conveniente  ante  el  Juez  Mu- 
nicipal de  su  domicilio,  quien  remitirá  estas  manifestacio- 
nes al  Juez  de  Ia  Instancia  que 'conozca  del  expediente.     • 

5o  Transcurridos  los  15  días,  dictará  auto  el  Juez  de 
Ia  Instancia  ordenando  que  se  verifique  la  inscripción  de 
las  defunciones  que  resulten  debidamente  acreditados.  Es- 
te auto  y  la  relación  de  los  nombres  de  las  personas  ins- 
criptas se  publicarán  en  la  "Gaceta  de  la  Habana' '  y  "Bo- 
letines OfrcMes ' '  donde  los  hubiere,  para  que  puedan  de- 
ducirse las  reclamaciones  oportunas^ 

6o  Los  Jueces  de  Ia  Instancia  darán  cuenta  á  la  Sec- 
ción de  los  Registros  y  del  Notariado  del  número  de  estes 
expedientes  y  remitirán  copia  del  auto  que  les  ponga  fin, 
haciendo  al  misino  tiempo  las  observaciones  que  estimen 
•conveniente  sobre  funcionamiento  del  Registro  Civil. 

Habana,  8  de  Febrero  de  1900. 

El  Secretario, 
Luis  Estévez  y  Romero. 

(Gaceta  11  Febrero.) 


cripciones  de  defunción  á  que  se  refere  el  mismo  son  las  ocurridas 
en  el  período  que  media  entre  el  24  de  Febrero  de  1895  y  lo  de 
Enero  de  1898,  en  vez  de  24  de  Febrero  de  1895  y  lo  de  Enero  de 
1899;  que  se  publica  de  nuevo  dicho  Decreto  corrigiendo  el  error 
cometido. — Luis  Estévez  y  Romero.     (Gaceta  6  Marzo.) 
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ORDEN  HUMERO  73 

CUARTEL  GENERAL,  DEPARTAMENTO  DE  DE  CUBA, 

Habana,  12  de  Marzo  de  1902. 

El  Gobernador  Militar  de  Caba,  á  propuesta  del  Se- 
cretario de  Justicfef  há  tenido  á  bien  disponer  la  publica- 
ción de  la  siguiente  oíden : 

I.  Los  nacimientos  y  defunciones  que  ocurran  en  pun- 
tos •que  disten  más  de  cinco  kilómetros  de  las  poblaciones 
en  que  se  hallen  instaladas  las  oficinas  encargadas  del  Ee- 
gistro  del  estado  civil  (Juzgados  Municipales)  se  harán 
constar  en  libros  impresos  que  llevarán  los  Alcaides  de 
Barrio  que  se  nombren  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  los 
apartados  XIII  y  XIV  de  la  Orden  número  23  de  la  serie 
corriente  de  este  Cuartel  General. 

II.  El  Secretario  de  Justicia  adoptará  las  medidas 
oportunas  para  dotar  á  aquellos  funcionarios  de  los  libros 
á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  utilizando,  siempre 
que  sea  posible,  los  que  se  adquirieron  con  ese  objeto  an- 
tes de  la  supresión  de  las  Alcaldías  de  barrio  y  obran  ac- 
tualmente en  poder  de  los  Jueces  Municipales  y  de  Prime- 
ra Instancia,  respectivos;  y  resolverá,  además,  todas  las 
dudas  que  se  ofrezcan  al  aplicar  la  presente  Orden. 

El  Ayudante  General, 

H.  L.  Scott. 
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